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LA COMPENSACIÓN DEL TRABAJO DOMÉSTICO 
EN EL RÉGIMEN DE SEPARACIÓN DE BIENES 
 
Las reformas emprendidas a finales del siglo pasado con respecto a los regíme-
nes económico-matrimoniales introdujeron lo que por entonces representaría una nove-
dad en la materia: el derecho a obtener una compensación al tiempo de extinguirse el 
régimen de separación de bienes, por el trabajo que cualquiera de los consortes hubiera 
desempeñado en el hogar durante su vigencia. Este derecho, por tanto, en cuanto carecía 
de precedentes en nuestra tradición jurídica, sería observado con alta expectación por 
parte de doctrina y jurisprudencia, suscitando gran perplejidad e incertidumbre con res-
pecto al modo en que debiera ser interpretado tras su entrada en vigor. Fruto de seme-
jante situación comenzaron a desarrollarse diversas teorías con la finalidad de colmar el 
vacío provocado por la indeterminación del legislador: unas, a favor de convertirlo en 
una participación en las ganancias; otras, en una restitución del enriquecimiento injusti-
ficado; y, otras, a su vez, en una indemnización por daños y perjuicios. Sin embargo, 
una vez fueron reflejándose indistintamente unas y otras teorías en las respectivas reso-
luciones jurisprudenciales emitidas por nuestros jueces y tribunales, semejante hetero-
geneidad terminaría desembocando en una severa inseguridad jurídica a la espera de ser 
solventada por parte del Tribunal Supremo. 
La anhelada unificación de doctrina no llegaría sin embargo hasta pasados trein-
ta años desde la entrada en vigor de este derecho, a propósito de la sentencia de 14 de 
julio de 2011. Si bien es cierto que la misma tendría como mérito el poner fin a una lar-
ga etapa gobernada por la incertidumbre, el juicio que provocaría sobre nuestros auto-
res, jueces y tribunales sería unánimemente negativo, según se extrae con suma facili-
dad de un importante número de publicaciones y resoluciones jurisprudenciales. Sin 
embargo, frente a tal resultado, y a pesar de las incesantes presiones que ha venido reci-
biendo a lo largo de los últimos años por parte del común de la doctrina, no se ha apre-
ciado ninguna modificación lo bastante significativa con respecto a la postura inicial-
mente adoptada por nuestro Tribunal Supremo, quien, desde entonces, se ha mostrado 




impasible a las críticas, y continúa aplicando su polémica doctrina después de haberla 
reiterado ya en casi diez resoluciones. 
 El objetivo que pretende alcanzarse es por tanto el de valorar la doctrina juris-
prudencial establecida por parte del Tribunal Supremo, para proponer, después, una 
alternativa capaz de resolver satisfactoriamente las deficiencias advertidas en su aplica-
ción práctica. Para ello se emprenderá previamente un ligero recorrido a lo largo de 
nuestros antecedentes histórico-jurídicos, a nivel interno y comparado -hacia las solu-
ciones adoptadas tanto por legislaciones extranjeras como autonómicas-, a efectos de 
comprender el sentido que en su día representaba para el legislador español la intro-
ducción de una compensación de estas características en el ordenamiento jurídico patrio, 
y poder juzgar, en consecuencia, si aún conserva el interés que por entonces tutelaba o 
debería ser reinterpretada en su lugar conforme a la realidad social contemporánea, y en 
qué dirección habría de hacerlo. 
La solución que se adoptase en este sentido debería responder en todo caso a 
cuestiones tales como la igualdad y no discriminación por razón de sexo, el acceso a la 
separación y el divorcio, el respeto a las reglas que disciplinan el levantamiento de las 
cargas del matrimonio, la posible concurrencia de una prestación compensatoria o la 
integridad del régimen de separación de bienes; todas ellas afectadas como consecuen-
cia de la doctrina jurisprudencial sentada por parte del Tribunal Supremo. Ésta podría 
alcanzarse perfectamente mediante la transformación de la compensación del trabajo 
doméstico en una herramienta dirigida a la restitución de cuanto se contribuyese de más 
en el levantamiento de las cargas del matrimonio. Ello favorecería la igualdad de opor-
tunidades entre los consortes, al fomentar que ambos ejerciesen actividades fuera del 
seno doméstico; el acceso a la separación y el divorcio, por no tener que hacerse frente a 
cuantiosas compensaciones entre aquéllos; el respeto por el cumplimiento del deber de 
contribuir en el levantamiento de las cargas del matrimonio; así como la compatibilidad 
con la prestación compensatoria mientras que garantizaría al mismo tiempo la esencia 
del régimen de separación de bienes. 
Estas son las conclusiones más relevantes que en términos generales podrían 
desprenderse, de seguirse un sistema dirigido a la restitución, tras analizar el régimen 
jurídico que en tal caso tendría la compensación del trabajo doméstico. Por este motivo 
se sugerirá su adopción como alternativa a la doctrina jurisprudencial del Tribunal Su-
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premo, junto a una notable mayoría de autores que así lo estiman oportuno. Para facili-
tar que este resultado llegue a producirse, se procederá a su desarrollo, a partir de su 
fundamento. Se examinarán por tanto los posibles cauces por los cuales pudiesen venti-
larse las pretensiones que se entablaran a este respecto -procesalmente, y en vía extraju-
dicial-, sus presupuestos y métodos de cuantificación, sus modalidades de pago y garan-
tías para el cobro, así como el grado de compatibilidad que en tal caso manifestaría con 
respecto a otras pretensiones de orden familiar. Se trataría, en definitiva, de proporcio-
nar el marco teórico conforme al que pudiera operarse en la práctica cotidiana de nues-
tros jueces y tribunales, en el deseable supuesto de que resultara favorablemente respal-





A COMPENSAÇÃO DO TRABALHO DOMÉSTICO  
NO REGIME DE SEPARAÇÃO DE BENS 
 
As reformas que tiveram lugar no final do século passado relativamente aos 
regimes de bens no casamento introduziram aquilo que à época constituiu uma novidade 
neste campo: o direito a pedir uma compensação aquando da extinção do regime de 
separação de bens pelo trabalho que qualquer um dos consortes tivesse desempenhado 
no lar durante a sua vigência. Este direito, sem precedentes na nossa tradição jurídica, 
seria acolhido com grande expectativa por parte da doutrina e da jurisprudência, 
suscitando grande perplexidade e incerteza quanto ao modo como deveria ser interpreta-
do após a sua entrada em vigor. Fruto desta situação, começaram a desenvolver-se di-
versas teorias com a finalidade de colmatar o vazio provocado pela indeterminação do 
legislador: umas a favor da sua conversão numa participação nos adquiridos; outras no 
sentido de uma restituição com base no enriquecimento sem causa; e outras ainda en-
quanto uma indemnização por danos. Porém, com o reflexo de umas e outras teorias, in-
distintamente, nas respectivas decisões jurisprudenciais emitidas pelos nossos tribunais, 
semelhante heterogeneidade acabou por desembocar numa grande insegurança jurídica 
à espera de ser colmatada pelo Tribunal Supremo. 
A desejada unificação da doutrina não chegaria no entanto antes de passarem 
trinta anos sobre a entrada em vigor deste direito, a propósito da sentença de 14 de julho 
de 2011. Sendo certo que a mesma sentença teve como mérito pôr fim a uma larga etapa 
governada pela incerteza, a convicção que provocaria sobre os nossos autores, juízes e 
tribunais seria unanimemente negativa, conforme decorre claramente de um importante 
número de publicações e decisões jurisprudenciais. No entanto, em face de tal resultado, 
e apesar da incessante pressão que tem vindo a sofrer nos últimos anos por parte da ge-
neralidade da doutrina, não se verificou nenhuma modificação significativa relativamen-
te à postura inicialmente adoptada pelo nosso Tribunal Supremo, que, desde então, tem-
se mostrado impassível em face das críticas e continua a aplicar a sua polémica doutrina 
depois de a ter reproduzido já quase em dez decisões. 




O objectivo que se pretende alcançar é, portanto, o de avaliar a doutrina jurispru-
dencial estabelecida por parte do Tribunal Supremo para depois propor uma alternativa 
capaz de resolver de forma satisfatória as deficiências que decorrem da sua aplicação 
prática. Para isso, encetaremos previamente um breve percurso ao longo dos anteceden-
tes histórico-jurídicos, ao nível interno e comparado -passando pelas soluções adoptadas 
tanto pelas legislações estrangeiras como autonómicas- a fim de compreender o que à 
época representou para o legislador espanhol a introdução de uma compensação destas 
características no ordenamento jurídico pátrio, e poder julgar, consequentemente, se ain-
da se mantém o interesse que então se tutelou ou se aquela deveria ser reinterpretada de 
acordo com a realidade social contemporânea e em que sentido. 
A solução adoptada deverá responder em todo o caso a questões como a igualda-
de e não discriminação em função do sexo, o acesso à separação e ao divórcio, o respei-
to pelas regras que disciplinam a repartição dos encargos da vida familiar, a possível 
concorrência de uma prestação compensatória ou a integridade do regime de separação 
de bens; todas elas afectadas pela doutrina jurisprudencial afirmada pelo Tribunal Su-
premo. Esta solução poderia alcançar-se perfeitamente mediante a transformação da 
compensação do trabalho doméstico numa ferramenta dirigida à restituição daquilo com 
que se contribuiu a mais para os encargos para a vida familiar. Assim se favoreceria a 
igualdade de oportunidades entre os consortes, ao fomentar que ambos exercessem 
atividades fora do seio familiar; o acesso à separação e ao divórcio, por não ter que fa-
zer frente a compensações avultadas entre aqueles; o respeito pelo cumprimento do de-
ver de contribuir para os encargos da vida familiar; assim como a compatibilização da 
prestação compensatória, garantindo ao mesmo tempo a essência do regime de separa-
ção de bens. 
Estas são as conclusões mais relevantes que, em termos gerais, poderiam alcan-
çar-se, seguindo-se um sistema dirigido à restituição, depois de analisar o regime jurídi-
co que em tal caso teria a compensação do trabalho doméstico. Por este motivo sugere-
se a sua adopção como alternativa à doutrina jurisprudencial do Tribunal Supremo, jun-
tamente com uma notável maioria de autores que também o entendem oportuno. Para 
facilitar a produção deste resultado, irá proceder-se ao seu desenvolvimento, a partir do 
seu fundamento. Serão examinados os possíveis canais pelos quais possam ventilar-se 
as pretensões que se arroguem a este respeito -pela via processual ou extrajudicialmen-
te-, os seus pressupostos e métodos de quantificação, as modalidades de pagamento e 
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garantias de cobrança, assim como o seu grau de compatibilidade relativamente a outras 
pretensões de ordem familiar. Tratar-se-ia, em definitiva, de proporcionar um enquadra-
mento teórico conforme, que pudesse operar na prática quotidiana dos nossos tribunais, 





COMPENSATION FOR DOMESTIC WORK  
UNDER SEPARATE PROPERTY SYSTEM 
 
 In the final years of the last century, a number of reforms were approved con-
cerning marital property law. One of them included what was considered as a real inno-
vation in the matter: the right to obtain compensation for the domestic duties carried out 
by one of the spouses while separate property system was in force, after its dissolution. 
This provision was a novelty in our legal system, with no precedents, and, as such, was 
received with a considerable attention by both doctrine and jurisprudence, who showed 
a considerable degree of perplexity and uncertainty about how this legal reform should 
be interpreted once the law was enacted. As a result, several theories were advanced, 
aiming to fill the gaps left by the legislators. Some of them favoured the idea of con-
verting it into a form of profit sharing, others understood it as a case of unjust enrich-
ment, while finally some thought it was about a case of damage compensation. 
However, when all these alternatives were used by the different courts of justice, such 
heterogeneity resulted in a severe uncertainty which demanded the intervention of the 
Supreme Court in his capacity of unifier of jurisprudential doctrine. 
 This long-awaited task, however, took some thirty years to be carried out, in a 
decision of the Supreme Court of 14 July 2011. It is true that this ruling had the merit of 
ending the uncertainty that surrounded the application of such new rule, although in the 
opinion of the authors and the jurisprudence it would cause unanimity in condemning 
the way the Supreme Court views the interpretation of this law. A conclusion that is 
easily drawn from the large number of both the academic publishing’s and the judicial 
decisions that have focused in it. However, the Supreme Court does not seem to be im-
pressed by such criticisms, nor by the constant pressures it has received from a number 
of relevant specialists in this matter. On the contrary, the Supreme Court has been un-
moved and no significant changes have been incorporated to its initial opinion, as it 
keeps its controversial ruling which has been reiterated in almost ten different decisions. 
Therefore, the main goal is to evaluate the doctrine of the Supreme Court in this 
area and to advance an alternative that may contribute to solve satisfactorily the defi-




ciencies that have been detected in its practical application. To this purpose, it shall be 
started a short description of the historical precedents, using both Spanish and compara-
tive law (and in this case it will be necessary to look into the solutions applied by re-
gional authorities within Spain and by other countries). The aim of such a discussion is 
to be able to understand what were the circumstances that led the Spanish legislator to 
include in the legal system a compensation for domestic duties and consequently assess 
if it is now as relevant as it was then or if it should be reinterpreted to fit in the new so-
cial conditions of the present, and if so, in which direction such a reinterpretation should 
be carried out. 
 A proposed solution along those lines must, in any event, include considerations 
that cover principles such as equality, non-sex discrimination, access to marital split and 
divorce, respect to the rules concerning the lifting of the marriage burdens, possible 
concurrence with maintenance allowances, or the integrity of separate property system, 
as all these questions that are affected by Supreme Court’s interpretation. One possible 
way is to transform the compensation for domestic work in a tool addressed to the resti-
tution of the excess contribution of one of the spouses in the lifting of the marriage bur-
dens. This approach allows for greater equality between the spouses, as it encourages 
both of them to get involved in the labour market or to carry out activities outside their 
home. It simplifies the access to separation and divorce, as it would deem unnecessary 
large payments from one to the other, due to this compensation. It is more respectful 
with the obligation to contribute to the lifting of marriage liabilities. It is also compati-
ble with a system of maintenance allowances. And last, but not least, it guarantees the 
preservation of the essence of separate property system. 
 Those are the main conclusions that will broadly derive from the application of a 
system aimed to the principle of restitution, after considering the implications of such 
an alternative in the legal regime of the compensation for domestic work. Therefore, it 
will be proposed that such alternative should be enacted by the Supreme Court in a 
change of his current ruling on that matter; something that a sizable number of other 
specialists have already suggested. However, in order to make this change possible it 
will be developed the rules that should be applied, from its legal basis. It will be dis-
cussed the alternative ways by which will be solved the eventual claims that would arise 
-both by a process or by out-of-court settlement-, the basis of such a system and the 
various ways to quantify its value, the different forms of payment and what guarantees 
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could be offered to ensure the payment, and to what extent could be compatible with 
other claims within the marriage. In fact, what it is intended is to provide with a theore-
tical framework that would enable judges and courts to apply this new approach in daily 
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 Fuera de aquellas áreas geográficas en las que antaño logró consolidarse como el 
régimen económico-matrimonial predominante, el de separación de bienes no ha gozado 
jamás de una aceptación y difusión lo bastante significativas dentro de nuestro país. Ello 
haría que el legislador español apenas manifestase interés por el mismo en tiempos de la 
codificación, en comparación con el grado de atención que por el contrario prestaría a la 
sociedad de gananciales. Éste fue un hecho que por entonces carecía de trascendencia en 
la medida en que la indisolubilidad del matrimonio garantizaba que el patrimonio de sus 
contrayentes redundase siempre en provecho de los mismos, sin engendrar controversias 
entre ambos. Sin embargo, una vez introducido el divorcio, surge un nuevo escenario en 
el que es cada vez más frecuente que los cónyuges o futuros contrayentes sientan interés 
en mantener separadas sus respectivas masas patrimoniales -y así evitar, en la medida de 
lo posible, cualesquiera enfrentamientos que después pudieran interponerse entre ambos 
con respecto a las mismas, al tiempo de divorciarse-, generándose, en consecuencia, una 
oportunidad sumamente favorable para la difusión del régimen de separación de bienes. 
 La admisión del divorcio exigiría por tanto una revisión del mismo que le dotase 
de las herramientas necesarias para responder con solvencia a los múltiples desafíos que 
en la práctica podrían seguirse de aquél, y para los cuales no estaba preparado conforme 
a la regulación que le había sido reconocida por parte de nuestros codificadores. Uno de 
ellos, y quizá el más importante -a la luz del rol que había desempeñado previamente en 
las reformas llevadas a cabo por diversos legisladores extranjeros-, sería precisamente el 
de proteger la situación de aquellas mujeres casadas que aún no se hubieran incorporado 
al mercado de trabajo y cuya actividad productiva continuase reducida a dar satisfacción 
a los intereses domésticos, pues, en realidad, salvo cuando dispusieran de un patrimonio 
personal significativo previo o adquirido por otras vías, su falta de solvencia económica 
frente a sus respectivos maridos -como auténticos generadores de ingresos para el grupo 
familiar- representaría una severa amenaza para ellas mismas por la propia concurrencia 
del divorcio y la incomunicabilidad que distingue al régimen económico-matrimonial de 
separación de bienes, en cuanto quedarían por tanto privadas de cualquier derecho sobre 
las ganancias que pudieran haber sido adquiridas por aquéllos a lo largo de su vigencia. 




 La solución a que llegaron nuestros parlamentarios para salvar este obstáculo fue 
la de contemplar el trabajo invertido en el hogar como un activo de los consortes del que 
no podía prescindirse en la economía conyugal y al que por lo tanto debía asignársele un 
valor pecuniario, según se sigue hoy del artículo 1438 del Código Civil. Éste recoge que 
dicho trabajo no solo debe computarse en el levantamiento de las cargas del matrimonio 
a que ambos cónyuges están a su vez obligados a contribuir con sus respectivos recursos 
económicos -y que representa un paso indispensable para alcanzar una igualdad efectiva 
entre sus aportaciones-, sino que además da derecho a percibir una compensación que la 
autoridad judicial competente ha de señalar, a falta de acuerdo, al extinguirse el régimen 
de separación de bienes. Sin embargo, el cómo ha de interpretarse esta compensación en 
defecto de cualquier orientación procedente de la voluntad de las partes se ha convertido 
en un auténtico interrogante cuya respuesta no ha dejado de suscitar controversias en los 
juzgados y tribunales españoles, unas veces partidarios de aplicar sistemas dirigidos a la 
participación en las ganancias adquiridas por el cónyuge deudor, otras de indemnizar los 
daños y perjuicios ocasionados al acreedor como consecuencia del trabajo desempeñado 
en el hogar, y otras más proclives a restablecer el enriquecimiento del que aquél pudiera 
haberse lucrado a costa de este último de un modo injustificado, y por el mismo motivo. 
 Esta falta de unanimidad hacía que los justiciables se situaran en una posición de 
incertidumbre que no era en absoluto favorecida por el recurso a la equidad como medio 
de cuantificación, y que exigía una respuesta por parte de nuestro Tribunal Supremo. Su 
intervención, sin embargo, aunque tuvo el mérito de poner fin a una situación gobernada 
por la inseguridad jurídica, en lugar de optar por alguna de las alternativas que le habían 
sido previamente proporcionadas por la jurisprudencia menor y construir después el que 
hubiera de ser su régimen jurídico, convirtió el trabajo doméstico en un título por medio 
de cuya acreditación emanaría automáticamente el derecho a percibir la correspondiente 
compensación, sin añadir nada a cuanto había dicho ya el propio legislador. Ello unido a 
la generalizada falta de rigor en la apreciación de la prueba sobre su efectivo desempeño 
por parte de los juzgados de primera instancia, y a las extraordinarias cantidades que por 
tal concepto suelen adjudicarse en la práctica -como consecuencia del criterio de cálculo 
avalado por el Alto Tribunal-, hizo del mismo un elemento perturbador para un régimen 
económico-matrimonial que tiende a evitar la confusión entre los haberes patrimoniales. 
 La estimación del capital humano invertido en la economía doméstica quedaría a 
su vez desprovisto del fin atribuido por el legislador como modo de asegurar la igualdad 
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entre las diversas clases de aportaciones realizadas por los cónyuges en su beneficio, por 
cuanto al ser considerado únicamente a efectos compensatorios, y no como contribución 
en el levantamiento de las cargas matrimoniales -extremo sobre el que guarda silencio el 
Tribunal Supremo-, el trabajo desarrollado en el seno del hogar representaría un recurso 
económico privilegiado frente a aquel que se emprendiese fuera del mismo. Esta ventaja 
se manifestaría en aquellos supuestos en los que se hiciese descansar todo el peso de las 
cargas matrimoniales sobre uno solo de los cónyuges por medio de la compensación que 
pudiera corresponder al otro, cuyo trabajo doméstico le dispensase así de contribuir a tal 
fin en el sentido indicado por el Alto Tribunal, pero en contra del tenor literal con el que 
se expresa la voluntad de nuestro legislador cuando impone este deber a cargo de ambos 
cónyuges conjuntamente en el primero de los incisos del artículo 1438 del Código Civil. 
 A este contrasentido se le añade aún que el acceso a este derecho esté restringido 
a quienes se dediquen exclusivamente a satisfacer los cometidos domésticos, en lugar de 
comprender también a quienes a su vez efectúen cualesquiera otras actividades fuera del 
hogar, pues, aunque fue aquélla y no ésta la situación que se tomó en consideración para 
introducir una compensación de estas características, no es menos cierto que el creciente 
grado de incorporación que experimentaron las mujeres sobre el mercado profesional en 
las décadas posteriores a su entrada en vigor habría hecho que la misma resultase de una 
mayor utilidad en nuestros días a la hora de corregir los efectos de la doble jornada. Éste 
se convertiría asimismo en uno de los aspectos más controvertidos y cuestionados por el 
común de los autores, quienes desde entonces no han cesado en mostrar disconformidad 
hacia la interpretación operada, sostenida y reiterada ya en múltiples ocasiones por parte 
del Tribunal Supremo, según se sigue del significativo número de publicaciones que han 
ido sucediéndose durante los últimos años con el fin de provocar una reflexión en aquél. 
 El estado de la cuestión aconseja por tanto que el modo en que deba interpretarse 
este derecho sea nuevamente abordado con el rigor que requiere, una vez determinado el 
origen y la evolución experimentados por la realidad que le subyace -y realizar un ligero 
recorrido por nuestra tradición para así formarnos después una noción aproximada sobre 
cómo y por qué llegó a sentirse la necesidad de que el ordenamiento jurídico previera tal 
figura con el fin de proporcionarle una respuesta-, y considerados a su vez los diferentes 
criterios con arreglo a los cuales ha sido posteriormente incorporado en las legislaciones 
autonómicas que disponen y han hecho uso de su competencia para darle cabida. Éste es 
un paso indispensable, en la medida en que no solo permitiría descubrir cual fue la mens 




legislatoris al tiempo de adoptar esta medida entre otras opciones posibles, sino también 
conocer los vicios y las virtudes de cada uno de los múltiples regímenes jurídicos que se 
le han ido reconociendo por parte de los legisladores autonómicos, si quiere encabezarse 
una alternativa cuya adopción sea susceptible de constituir una propuesta sugerente para 
nuestros órganos jurisdiccionales y capaz de atraer, al mismo tiempo, el interés de quien 
tiene el auténtico poder para conseguir que la misma se consolide: el Tribunal Supremo. 
 Habida cuenta de que es éste el propósito que desea alcanzarse con la realización 
del presente trabajo, una primera parte del mismo vendrá determinado por este itinerario 
que a su vez será desarrollado a lo largo de dos capítulos: uno, centrado en la genealogía 
de la compensación del trabajo doméstico -para lo cual resulta indispensable contemplar 
cómo ha ido evolucionando hasta la actualidad el lugar ocupado por parte de las mujeres 
en lo que se refiere a la economía del matrimonio, y así poder especular sobre el sentido 
en que quizá hubiera de entenderse a día de hoy por los jueces y tribunales-, y otro, en el 
que se profundiza precisamente sobre todos y cada uno de los regímenes jurídicos que le 
han ido atribuyendo a este mismo derecho los legisladores autonómicos -para no caer en 
comparaciones imprudentes por medio de las cuales se asuman errores e inexactitudes al 
tiempo de interpretar la regulación estatal-, cuyo objetivo conjunto es el de proporcionar 
el conocimiento que requiere acometer un tercer y último capítulo en el que se estudia el 
impacto jurisprudencial de la unificación de doctrina realizada por el Tribunal Supremo. 
 Frente a esta primera parte, de lege lata, seguirá una segunda, de lege ferenda, al 
amparo de las conclusiones alcanzadas en aquélla y a partir de las cuales se construirá el 
régimen jurídico que en consecuencia habría de asumir el derecho a ser compensado por 
el trabajo desarrollado en el hogar, en lugar del que actualmente le es atribuido por parte 
de la jurisprudencia. Se trata por tanto de suministrar una interpretación alternativa cuya 
adopción ponga punto y final a la sencillez y ligereza con las que ha sido considerado en 
la práctica y, además de congruente con el valor contributivo que al mismo tiempo tiene 
reconocida la actividad que se quiere compensar por esta vía, sea a su vez susceptible de 
responder no solo a la situación de quienes satisficieron exclusivamente sus necesidades 
domésticas, sino también a la de aquellos otros que trabajaron simultáneamente dentro y 
fuera del hogar, y que a día de hoy no tienen derecho a compensación alguna. Éste es un 
objetivo que entraña una importante responsabilidad en la medida en que todavía, pese a 
su interés, no ha logrado captar la atención que merece por parte de la doctrina, pero que 
sin embargo tiene un valor extraordinario a efectos encauzar una propuesta capaz alterar 
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el panorama jurisprudencial contemporáneo contra el que aquélla se manifiesta de modo 
unánime, y que da sentido a la realización del trabajo que será abordado a continuación.
















EL RECONOCIMIENTO DEL TRABAJO DOMÉSTICO EN EL 
RÉGIMEN ECONÓMICO DEL MATRIMONIO 
 
 El ser humano, desde antiguo, ha venido desarrollando en el ámbito familiar una 
división cooperativa del trabajo que encuentra su justificación en razones de eficiencia y 
destreza en cada una de las tareas a realizar. Mientras las mujeres tenían que soportar el 
parto y el cuidado de los recién nacidos, los hombres disponían de una mayor libertad 
de actuación que, junto a su mejor aptitud física, les facilitaban emprender las labores de 
caza. Estas prácticas, unidas a condiciones procedentes de la naturaleza, y promovidas a 
razón de la propia supervivencia de los individuos, darían lugar, con el transcurso de los 
siglos, a que los de uno y otro sexo terminasen especializándose en diferentes cometidos 
cuya realización permanecería vinculada a ellos, en función de sus cromosomas, hasta la 
más inmediata actualidad1. Las mujeres, en consecuencia, han adoptado un determinado 
rol a lo largo de la evolución humana, sirviendo, para los hombres, de una valiosa mano 
de obra que paulatinamente acabaría tornándose en detrimento de su propia proyección 
personal2. Ésta es, sin duda, la realidad sentida por el legislador español cuando decide 
compensar el trabajo desarrollado por aquéllas dentro del hogar; circunstancia que a mi 
juicio hace aconsejable analizar dicha compensación con un mínimo de retrospectiva. 
I. LA FORMACIÓN DEL DERECHO HISTÓRICO 
 Las civilizaciones más destacadas de la antigüedad manifiestan cómo la familia 
solía construirse sobre un modelo jerárquico cuyos cimientos coincidían en otorgar una 
condición desventajosa a las mujeres con respecto a los hombres, siempre contemplados 
desde una posición preeminente, cuyo testimonio se aprecia en las fuentes del Derecho 
indio, griego, romano y germánico3. Estos últimos son los que lograron desempeñar una 
                                                 
1 Sobre este particular, vid. HOEBEL, E. Adamson, Man in the primitive world, McGraw-Hill, 2ª edición, 
Nueva York-Londres-Toronto, 1958, pp. 318-319. 
2 En un sentido similar, vid. BEBEL, A., La femme dans le passé, le présent et l’avenir, trad. H. Ravé, 
Georges Carré, París, 1891, p. 16. 
3 Vid. CASTÁN TOBEÑAS, J., La condición social y jurídica de la mujer, Reus, Madrid, 1955, p. 58. Sobre 
todos y cada uno de estos Derechos, en profundidad, vid. SÁNCHEZ ROMÁN, F., Estudios de Derecho 
civil, t. V, v. I, Analecta, reimpresión facsimilar de la edición de 1912, Pamplona, Navarra, 2008. 




mayor influencia sobre la formación de nuestras instituciones, hasta la actualidad4. Por 
este motivo, en cuanto aquí nos ocupa, es indispensable seguir la evolución que en ellos 
experimentó la concepción de las mujeres en la estructura familiar, sometida, además, a 
una constante influencia religiosa debido a la penetración de las ideas cristianas sobre el 
matrimonio. Este conjunto de circunstancias constituye la piedra angular sobre el que se 
irían desarrollándose cada uno de los distintos regímenes económico-matrimoniales que 
hoy por hoy nos son conocidos y que, en mayor o menor medida, serviría de inspiración 
a la hora de configurar el derecho a ser compensado por el trabajo invertido en el hogar. 
1. EL DERECHO ROMANO 
 La noción de familia entre los romanos respondía a una concepción muy distinta 
de la actual, comprendiéndose por tal al grupo de individuos que por naturaleza -véanse 
los hijos y los demás descendientes, mediante la patria potestas- o por derecho -véanse 
las mujeres, en virtud de la manus, y los esclavos, por efecto de la dominica potestas- se 
hallaban sujetos al poder del paterfamilias5. De ello se extrae que el lugar que ocupaban 
las mujeres en este ámbito no era en absoluto equiparable a aquel que correspondía a los 
hombres -maior dignitas est in sexu virili, decía ULPIANO- y, por ello, podría concluirse 
con acierto que mulier autem familiae suae et caput, et finis est -según sería descrito por 
el mismo jurisconsulto-, a la vista de las diferentes situaciones que aquéllas atravesaban 
a lo largo de su vida con respecto a estos últimos6. Por un lado, se encontrarían sujetas a 
patria potestas, tutela impuberum o tutela mulierum mientras permaneciesen solteras; y, 
por el otro, una vez casadas, solían ser incorporadas a la familia de sus maridos o de sus 
suegros para ocupar el lugar común de los hijos o de los nietos -filiae loco o neptis loco- 
como consecuencia de acompañar el matrimonio de la conventio in manum; una práctica 
que, según se observa en las fuentes, debió ser muy extendida en la antigüedad romana7. 
 La adquisición de la manus desplegaba de esta manera una serie de efectos sobre 
la esfera personal de las mujeres que eran fácilmente comparables a los de la adoptio, en 
caso de alieni iuris, y a los de la adrogratio, cuando se tratase de sui iuris; pero también 
                                                 
4 Así lo afirma DE CASTRO Y BRAVO, F., Derecho civil de España, t. I, Aranzadi, reproducción facsimilar 
de la edición de 1955, Navarra, 2008, p. 153. También GARCÍA DE VALDEAVELLANO, L., La comunidad 
patrimonial de la familia en el Derecho español medieval, Acta Salmanticensia, Derecho, v. III, núm. 1, 
Salamanca, 1956, p. 11. 
5 D. 50, 16, 195, 2; D. 50, 16, 195, 3. 
6 D. 1, 9, 1, pr.; D. 50, 16, 195, 5. 
7 Gai. 1, 111; Gell. Noct. Att., 3, 2, 13; Dion. Hal. Ant. rom., 2, 25, 5. Cfr. IHERING, R., El espíritu del 
Derecho romano en las diversas fases de su desarrollo, Comares, 2ª edición, Granada, 2011, p. 345. 
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sobre su patrimonio, porque, tanto los derechos que aquéllas hubiesen ostentado hasta el 
momento, como aquellos otros que las mismas pudieran adquirir en el futuro, revertirían 
per universitatem en el de sus nuevos y respectivos paterfamilias8. La única excepción a 
esta regla general la representarían aquellos derechos que hubiesen quedado extinguidos 
como consecuencia de la capitis deminutio minima a que las mujeres sui iuris habían de 
someterse con motivo de la conventio in manum9. La pérdida de los derechos sucesorios 
con respecto a sus respectivas familias de origen era sin embargo compensada a lo largo 
de esta época a través de la constitución de dotes para cuya restitución solía acudirse a la 
dos relegata, en armonía con los escasos divorcios experimentados durante la misma10. 
 Las consecuencias de la entrada y salida en una determinada familia representan 
un auténtico ejemplo de cuál era el lugar que desde antiguo fue ocupado por las mujeres 
en su organización, frente a cualquier otro miembro de género masculino. Era el hombre 
quien ejercía siempre de paterfamilias: qui in domo dominium habet; siéndole atribuidas 
tan amplias facultades sobre los demás sujetos que se hallasen bajo su poder como el ius 
vitae et necis, ius exponendi, ius vendendi o ius noxae dandi11. Esto no implicaría jamás 
que las mujeres in potestate o in manu fuesen tratadas de una forma despótica en el seno 
familiar; una serie de consideraciones morales, sociales y religiosas dieron a las mujeres 
casadas la mejor estimación y el máximo respeto en labores tales como el gobierno de la 
casa, la educación de los hijos o la dirección de los esclavos12. El paso de los siglos hizo 
que poco a poco esta situación fuera diluyéndose en el tiempo -especialmente, a partir del 
siglo III a. C.-, hasta hacer caer la conventio in manum en absoluto desuso a favor de una 
concepción más igualitaria del matrimonio que acabaría imponiéndose en la sociedad13. 
 La desaparición de una institución tan antigua como la manus maritalis y el auge 
del matrimonio sine manu -existente incluso al tiempo de las XII Tablas por medio de la 
usurpatio trinoctii, aunque no difundido verdaderamente hasta el siglo I a. C.-, marcaría 
                                                 
8 Ulp. Tit. ex corp., 19, 18; Dion. Hal. Ant. rom., 2, 25, 2-3. 
9 Ulp. Tit. ex corp., 11, 13. 
10 Por todos, vid. IHERING, op. cit., p. 294. 
11 D. 50, 16, 195, 2. Vid. IGLESIAS SANTOS, J., Espíritu del Derecho romano, Centro de Estudios Ramón 
Areces, 2ª edición, Madrid, 1991, p. 96. 
12 Tac. Ann., 3, 33; Plut. Cat. Mai., 8. Cfr. IHERING, op. cit., pp. 351-353; BONFANTE, P., Corso di Diritto 
romano, v. I, reimpresión a cargo de G. Bonfante y G. Crifò, Giuffrè, Milán, 1963, pp. 53-54; IGLESIAS 
SANTOS, Espíritu..., cit., p. 99. 
13 Vid. SCHULZ, F., Classical roman law, Clarendon Press, Oxford, 1951, pp. 103-108; BONFANTE, P., 
Historia del Derecho romano, v. I, trad. J. Santa Cruz Teijeiro, Editorial Revista de Derecho Privado, 
Madrid, 1944, p. 549; LÉVY-BRUHL, H., “Les origines du mariage sine manu”, Tijdschrift voor 
Rechtsgeschiedenis, núm. 4, 1936, pp. 454-455. 




el comienzo de una nueva fase de la historia romana que se caracterizaría por dotar a las 
mujeres de un mayor grado de independencia y autonomía del que hasta entonces habría 
sido disfrutado por parte de sus antepasadas14. Este periodo coincidiría con el desarrollo 
de las guerras púnicas cuyo desenlace terminó proporcionándoles a aquéllas las riquezas 
y capitales que necesitaban para promover su efectiva emancipación; un objetivo que no 
habrían logrado obtener jamás bajo los efectos de la conventio in manum15. Las mujeres 
casadas sine in manum conventione conservarían incólume tanto el status familiae como 
el pleno dominio de los bienes de que dispusieran al tiempo de contraer matrimonio, así 
como las expectativas sucesorias a que aspirasen con respecto a sus respectivas familias 
de origen, haciendo que la dote se despojara así de su finalidad más primitiva para apenas 
constituirse ad sustinenda onera matrimonii, sin perjuicio de su restitución posterior16. 
 La expansión del matrimonio sine manu entre los romanos dispondría además de 
una importancia añadida para la formación de nuestro Derecho en la medida en que éste 
sería el sistema que contaría con mayor arraigo en la sociedad al tiempo de producirse la 
romanización de Hispania17. Un primer paso para que la población hispana comenzase a 
regirse por el Derecho romano lo constituiría la concesión del ius latii que se atribuye al 
emperador Vespasiano18. Sin embargo, el sistema dotal romano no lograría calar todavía 
entre los indígenas que, a este respecto, conservarían sus propias costumbres19. Éstas no 
serían plenamente derogadas hasta que el emperador Caracala reconociese la ciudadanía 
romana a todos los habitantes del Imperio y el Derecho romano empezara a ser aplicable 
entre los mismos, al menos desde una perspectiva jurídica20. En la práctica no sería nada 
fácil acomodarse a esta nueva realidad por el grado de complejidad que llevaría consigo 
la aplicación del Derecho romano. Ello exigía un cierto nivel del que no disponían todas 
las clases sociales -solo las ciudadanas y más acomodadas-, y mientras algunas lograron 
adaptarse con éxito, otras tan solo se romanizaron de un modo superficial; un hecho que 
acabaría por consagrarse como un nuevo factor de vulgarización del Derecho romano21. 
                                                 
14 Gai. 1, 111; Gell. Noct. Att., 3, 2, 13. Cfr. IHERING, op. cit., p. 345. 
15 Vid. CASTÁN PÉREZ-GÓMEZ, S., “El matrimonio como estrategia en la carrera política durante el último 
tramo de la República”, Revista Internacional de Derecho Romano, núm. 7, octubre, 2011, pp. 379-380. 
16 D. 23, 3, 56, 1; D. 23, 3, 76; D. 49, 17, 16 pr. 
17 Así lo indica GARCÍA-GALLO DE DIEGO, A., “La evolución de la condición de la mujer”, Estudios de 
Historia del Derecho privado, Universidad de Sevilla, Sevilla, 1982, p. 154. 
18 Plin. Nat., 3, 30. 
19 Tomo este dato de GARCÍA-GALLO DE DIEGO, A., Manual de Historia del Derecho español, t. I, Artes 
Gráficas y Ediciones, 9ª edición, 10ª reimpresión, Madrid, 1984, p. 47. 
20 D. 1, 5, 17. 
21 Sobre este asunto, vid. GARCÍA-GALLO DE DIEGO, Manual..., cit., pp. 47-53. 
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 La liberación de las mujeres no comportaría sin embargo una verdadera igualdad 
de derechos más allá de las relaciones familiares: in multis iuris nostri articulis deterior 
est conditio feminarum, quam masculorum, decía PAPINIANO22. De ello podría extraerse 
quizá un cierto sentimiento de equivocación o reacción con respecto a cómo habían sido 
jurídicamente contempladas las mujeres hasta el momento, frente a las transformaciones 
que se experimentaron en su beneficio con respecto a los siglos anteriores23. Las labores 
que desempeñaban las mujeres en la sociedad comenzaban a traspasar las fronteras de la 
domus al mismo tiempo que empezaron a ser instruidas y educadas en unas condiciones 
similares a las de los hombres, y la relajación de las antiguas costumbres abrió camino a 
la proliferación de los divorcios24. Esta situación provocaría que desde muy temprano el 
cristianismo reaccionase contra las costumbres romanas como señal de su aspiración por 
elevar los pilares de la familia sobre los cimientos del matrimonio; un propósito de muy 
difícil consecución en un contexto histórico caracterizado por su propia inestabilidad25. 
 El cristianismo se convirtió en uno de los factores más importantes en el proceso 
de vulgarización del Derecho romano, después de ser inicialmente perseguido. El Edicto 
de Milán daría paso a un periodo de tolerancia hacia el mismo a partir del cual todos los 
emperadores posteriores comenzaron a acomodar las instituciones jurídicas a las ideas y 
postulados propios del cristianismo26. Éste contribuiría a que las mujeres asumiesen una 
nueva conciencia de sí mismas, al mismo tiempo que enseñaría a los hombres a profesar 
mayor respeto hacia ellas; un hecho que en el matrimonio vendría motivado por la igual 
dignidad que aquél predicaba para ambos sexos en esta concreta sede27. Sin embargo, se 
debe advertir también que el cristianismo tendría ciertos efectos adversos con respecto a 
los progresos experimentados por las mujeres en la medida en que lograría consolidar el 
orden jerárquico de la familia romana que, desde antiguo, había venido sustentándose en 
                                                 
22 D. 1, 5, 9. Cfr. CREMADES UGARTE, I. y PARICIO SERRANO, J., Dos et virtus: devolución de la dote y 
sanción a la mujer romana por sus malas costumbres, Bosch, Barcelona, 1983, p. 16. 
23 Vid. DEL CASTILLO ÁLVAREZ, A., “Legislación romana y liberación femenina: una relación 
inconsciente”, Lucentum, núms. 7-8, 1988-1989, p. 161. 
24 Sobre estos acontecimientos, vid. CASTRESANA HERRERO, A., Catálogo de virtudes femeninas, Tecnos, 
Madrid, 1993, p. 87; CASTÁN PÉREZ-GÓMEZ, op. cit., pp. 380 y 386; MAÑAS NÚÑEZ, M., “Mujer y so-
ciedad en la Roma Imperial del siglo I”, Norba, núm. 16-1, 1996-2003, p. 192. 
25 Sobre este particular, vid. MAINE, H. Sumner, Ancient law, Universidad de Arizona, reimpresión, 
Tucson, 1986, pp. 150-151. También VARELA, J. de Matos Antunes, “Evolução histórica da sociedade 
familiar”, Direito e Justiça, v. II, 1981-1986, p. 39. 
26 Vid. SÁNCHEZ-ARCILLA BERNAL, J., Manual de Historia del Derecho, Dykinson, Madrid, 2004, p. 88. 
27 1 Cor. 7, 3-5; Gal. 3, 28. En este sentido, vid. CANTARELLA, E., La calamidad ambigua, Ediciones 
Clásicas, Madrid, 1991, p. 265; GARCÍA GARRIDO, M. J., “El régimen jurídico del patrimonio uxorio en el 
Derecho vulgar romano-visigótico”, Anuario de Historia del Derecho Español, núm. 29, 1959, pp. 390-
391. 




la idea superioridad o preeminencia de los hombres sobre las mismas28. La unión de dos 
personas en matrimonio implicaría para él que uno y otro cónyuge pasasen a formar una 
sola carne: et erunt duo in carne una, la del hombre, según atestiguan diversas fuentes29. 
 La unidad de carne en el matrimonio cristiano jugaría entonces un papel decisivo 
en la evolución del matrimonio y de su régimen económico en la medida en que lograría 
subvertir, lentamente, el orden jurídico por el extrajurídico o quae omnia extra publicas 
tabulas sunt, en palabras de SÉNECA30. Si bien es cierto que en el orden jurídico romano 
aquél era representado por un sistema dotal de separación de bienes que aseguraba la no 
injerencia del consorte sobre el patrimonio propio, no dejaría de serlo también que en un 
orden extrajurídico se hubiese ido formando una comunidad de bienes con ocasión de la 
convivencia conyugal31. De hecho, existe una diversidad de fuentes jurídicas y literarias 
que permiten vislumbrar lo que podrían ser signos de una comunidad de bienes entre los 
consortes, y que en los albores del siglo pasado fueron utilizados por autores tales como 
Charles LEFEBVRE y Melchiorre ROBERTI para sentar los pilares de la teoría que hoy en 
día es claramente predominante en torno a su posible origen: el romano-cristiano32. Ello 
sería fruto del largo proceso de evolución que desembocó en la parificación del régimen 
                                                 
28 1 Cor. 11, 3; Eph. 5, 22-24; 1 Tim. 2, 12; Col. 3, 18. 
29 Gen. 2, 24; Matth. 19, 5; Marc. 10, 8; 1 Cor. 6, 16; Eph. 5, 31. En igual sentido lo señaló DENNING, A., 
The changing law, Stevens & Sons, 1ª edición, 3ª impresión, Londres, 1954, p. 79.  
30 Sen. De ira, 2, 28, 2. Sobre esta distinción abunda el profesor IGLESIAS SANTOS, J., “Orden jurídico y 
orden extrajurídico”, Estudios: historia de Roma, Derecho romano, Derecho moderno, Universidad 
Complutense de Madrid, 1985, pp. 169-212. 
31 Avalan esta idea IGLESIAS SANTOS, “Orden...”, cit., pp. 180-181 y 208; CREMADES UGARTE y PARICIO 
SERRANO, op. cit., p. 17; GAUDEMET, J., “Aspetti comunitari del regime matrimoniale romano”, Jus, 
1961, p. 452; VISMARA, G., “I rapporti patrimoniali tra coniugi nell’alto medioevo”, Scritti di storia 
giuridica, t. V, Giuffrè, Milán, 1988, p. 141. 
32 D. 23, 2, 1; C. 9, 32, 4; D. 25, 2, 1; D. 42, 1, 52; D. 29, 5, 1, 15; Cic. Off., 1, 17, 54. Vid. LEFEBVRE, C., 
Cours de doctorat sur l’Histoire du Droit matrimonial français: le Droit des gens mariés, fasc. I, 
Librairie de la Société du Recueil J.-B Sirey & du Journal du Palais, París, 1906; ROBERTI, M., Le origini 
romano cristiane della comunione dei beni fra coniugi, Fratelli Bocca, Turín, 1919. Siguiendo a estos dos 
autores, vid. PRIETO BANCES, R., “Los notarios en la historia de la sociedad de gananciales”, Obra 
escrita, t. I, Universidad de Oviedo, Oviedo, 1976, p. 616; GARCÍA GARRIDO, “El régimen...”, cit., pp. 
390-391; GAUDEMET, J., “Le statut de la femme dans l’Empire romain”, La femme, t. I, Librairie 
Encyclopedique, Bruselas, 1959, p. 205; MARTÍNEZ SARRIÓN, A., Monjos i clergues a la recerca del 
notariat, Fundació Noguera, Barcelona, 1992, pp. 325-463; MARTÍNEZ SANCHIZ, J. A., Régimen 
económico matrimonial y comunicación de bienes, Consejo General del Notariado, Madrid, 2003, p. 20; 
LEMAIRE, A., “Les origines de la communauté de biens entre époux dans le Droit coutumier français”, 
Revue historique de Droit français et étranger, 1928, pp. 626-643; DELGADO ECHEVERRÍA, J., “El 
consorcio conyugal: antecedentes y naturaleza”, en DELGADO ECHEVERRÍA, J. (dir.), PARRA LUCÁN, M. 
A. (coord.), Manual de Derecho civil aragonés, El Justicia de Aragón, 1ª edición, Zaragoza, 2006, p. 173; 
DE LOS MOZOS Y DE LOS MOZOS, J. L., “Comentarios a los artículos 1344 a 1410 del Código Civil”, en 
ALBALADEJO GARCÍA, M. y DÍAZ ALABART, S. (dirs.), Comentarios al Código Civil y compilaciones 
forales, t. XVIII, v. II, Edersa, 2ª edición, Madrid, 1999, pp. 9-22; JUSTO, A. dos Santos, “Relações 
patrimoniais entre cônjuges: do Direito romano aos Direitos português e brasileiro”, en LÓPEZ-ROSA, R. y 
DEL PINO-TOSCANO, F. (eds.), El Derecho de familia: De Roma al Derecho actual, Universidad de 
Huelva, Huelva, 2004, p. 344. 
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jurídico de las dotes y donaciones que los consortes acostumbraban a efectuarse entre sí 
con ocasión del matrimonio y, más especialmente, en cuanto atañe a aquella parte de las 
mismas que, en su caso, hubiera de revertir en sus respectivos haberes en el momento de 
disolverse el vínculo conyugal, tanto por su restitución como a nivel sucesorio mediante 
el cauce que sería específicamente previsto para los llamados bona materna y paterna33. 
2. EL DERECHO VISIGÓTICO 
 Los visigodos, uno de los pueblos germánicos que habían venido instalándose en 
diferentes lugares de la geografía romana, terminaron asentándose definitivamente en la 
Península Ibérica en virtud de las sucesivas incursiones que llevaron a cabo en la misma 
con motivo de sus relaciones con Roma34. Éstos, si no ya otros de los germanos llegados 
con anterioridad, fueron portadores de una cultura jurídica distinta a aquella que hasta el 
momento habría sido conocida como consecuencia de la romanización de Hispania. Los 
germanos no se distinguían sin embargo por atribuir a sus mujeres una condición mucho 
más aventajada con respecto a la que antiguamente les fue proporcionada en la jerarquía 
familiar romana; el fro o jefe de la familia ejercía igualmente un poder sobre la frouwa o 
señora de la casa, así como sobre los hijos y esclavos35. Un poder, munt o mundium, que 
jamás debe identificarse con la manus ni con la patria potestas propias del paterfamilias 
romano, por los efectos que lleva consigo tanto en el plano personal como patrimonial36. 
 Existe, no obstante, un cierto paralelismo en cuanto las mujeres germanas, como 
las romanas, se trasladarían desde sus familias de origen a las de sus maridos, siempre y 
cuando estos últimos hubiesen adquirido el munt o mundium sobre aquéllas con ocasión 
del matrimonio contraído37. Este hecho dependía de que la entrega de la novia o traditio 
                                                 
33 Sostienen esta misma opinión IGLESIAS SANTOS, “Orden...”, cit., pp. 181 y 208; VISMARA, “I rappor-
ti...”, cit., p. 177; GARCÍA GARRIDO, “El régimen...”, cit., pp. 390-391 y 413; OTERO VARELA, A., “La 
mejora”, Anuario de Historia del Derecho Español, núm. 33, 1963, p. 26; GACTO FERNÁNDEZ, E., La 
condición jurídica del cónyuge viudo en el Derecho visigodo y en los Fueros de León y Castilla, 
Universidad de Sevilla, Sevilla, 1975, p. 69. En cuanto a los bona materna y paterna, vid. SAMPER POLO, 
F., “Los bona paterna y la fecha de las interpretationes”, Cuadernos de la Facultad de Derecho, 1982-1, 
pp. 139-146. 
34 Vid. TOMÁS Y VALIENTE, F., Manual de Historia del Derecho español, Tecnos, 4ª edición, 21ª 
reimpresión, Madrid, 2013, p. 97. También PÉREZ-PRENDES MUÑOZ-ARRACO, J. M., Historia del 
Derecho español, t. I y II, Universidad Complutense de Madrid, 9ª edición revisada, Madrid, 2004, pp. 
588-589. 
35 Vid. PÉREZ-PRENDES MUÑOZ-ARRACO, op. cit., p. 515. 
36 Vid. LABOULAYE, E., Recherches sur la condition civile et politique des femmes, depuis les romains 
jusqu’a nos jours, A. Durand-Joubert, París, 1843, pp. 80-82. 
37 Vid. GARCÍA DE VALDEAVELLANO, op. cit., p. 17. También LABOULAYE, E., Historia del derecho de 
propiedad en Europa, Imprenta de la Sociedad Literaria y Tipográfica, Madrid, 1845, p. 264; ID., Recher-




puellae hubiera recibido con una contraprestación o wittum -en caso de matrimonios por 
compra- o una compensación o busse -cuando éste fuese contraído por rapto, para saldar 
así la enemistad generada entre las dos familias-, motivo por el que diría TÁCITO: dotem 
non uxor marito, sed uxori maritus offert38. Estos actos no suponían sin embargo que las 
mujeres rompieran sus relaciones para con sus respectivas familias originarias como por 
el contrario sucedía entre los antiguos romanos, aunque sí surtían algunas consecuencias 
con respecto a sus bienes, por cuanto éstos se trasladaban a la gewere de sus maridos, en 
virtud del munt o mundium adquirido sobre las mismas39. Los maridos, se convertían así 
en los únicos administradores de los bienes conyugales y sus mujeres no podían efectuar 
ninguna enajenación sobre los de su propiedad sin contar con su autorización, a salvo de 
cuantos compusieran la gerade40. Se conformaba, por tanto, una suerte de comunidad de 
bienes a los efectos de su administración, pero nunca sobre el dominio, aún separado41. 
 Los visigodos, sin embargo, no mantendrían sus propias costumbres en el mismo 
estado de vigencia después de convivir con la cultura jurídica romana42. Los fragmentos 
que a día de hoy se conocen por medio del palimpsesto parisino mostrarían cómo fueron 
conservados los rasgos elementales del sistema dotal romano en el que para ISIDORO DE 
SEVILLA sería el primer texto legal de los visigodos: el Codex Euricianus43. Un ejemplo 
de ello radicaría en la libertad que éste reconocía a ambos cónyuges para donarse bienes 
entre sí -en la medida en que este acto requeriría el concurso de dos masas patrimoniales 
separadas e independientes-, mientras que un segundo indicio se desprendería de que los 
maridos hicieran suyo todo cuanto adquiriesen en guerra por medio de los siervos de sus 
mujeres -en armonía, incluso, con otras fuentes romanas anteriores-, como consecuencia 
                                                                                                                                               
ches..., cit., p 137. La existencia de matrimonios sin transmisión del munt o mundium no parece ser una 
cuestión unánimente admitida, según advierte PÉREZ-PRENDES MUÑOZ-ARRACO, op. cit., p. 521. 
38 Tac. Germ., XVIII. Vid. PÉREZ-PRENDES MUÑOZ-ARRACO, op. cit., pp. 521-523. En cuanto a las refe-
rencias de Tácito sobre la familia germana, vid. LEPOINTE, G., “Réflexions sur le texte de Tacite, de la 
Germanie, nº XVIII”, Revue internationale des Droits de l’antiquité, t. III, 1949, pp. 83-89. 
39 Vid. PLANITZ, H., Principios de Derecho privado germánico, trad. directa de la 3ª edición alemana C. 
Melón Infante, Bosch, Barcelona, 1957, p. 305. La indemnidad de los vínculos con respecto a las familias 
de origen de las mujeres casadas es afirmada por PÉREZ-PRENDES MUÑOZ-ARRACO, op. cit., pp. 515-524. 
40 Sobre la autorización marital, vid. PÉREZ-PRENDES MUÑOZ-ARRACO, op. cit., p. 527; LEHR, E., 
Éléments de Droit civil germanique, E. Plon & Cie, París, 1875, p. 325; LABOULAYE, Historia..., cit., p. 
266; ID., Recherches..., cit., pp. 138-139. En cuanto concierne a la gerade, vid. PLANITZ, op. cit., pp. 304-
305; HÜBNER, R., A history of germanic private law, trad. F. S. Philbrick, The lawbook exchange, 
reimpresión de la edición de 1918, Nueva Jersey, 2000, p. 624. 
41 Por todos, vid. BRUNNER, H. y VON SCHWERIN, C., Historia del Derecho germánico, trad. J. L. Álvarez 
López, Labor, Barcelona-Madrid-Buenos Aires-Río de Janeiro, 1936, p. 229. 
42 En esta dirección, vid. PRIETO BANCES, op. cit., p. 612. 
43 Isid. Hist. goth., 35. 
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del derecho que la religión les había reconocido a aquéllos sobre estas últimas44. Ello no 
sería por tanto sino una mera manifestación del sistema conforme al que eran regidas las 
relaciones económico-matrimoniales en el orden jurídico romano, al margen de los usos 
que desde un plano extrajurídico pudieran conducirlo a una comunidad de bienes, según 
se observa en fuentes posteriores como las fórmulas visigóticas o la Lex Visigothorum45. 
 Los tiempos de convivencia de los visigodos con los romanos hicieron que éstos 
terminaran transformando a aquéllos en verdaderos sucesores de los avances que habían 
venido experimentándose durante el posclasicismo en torno a las relaciones económicas 
de los consortes, en tránsito hacia una comunidad de bienes mediante la equiparación de 
las dotes y donaciones que acostumbraron a realizarse entre sí por razón del matrimonio 
y que, incluso, llegaron a recoger en algunas de sus leyes46. Las fórmulas visigóticas son 
una gran muestra de esta evolución en la medida en que reflejan el caso de una donación 
realizada sobre la mitad de los bienes presentes y futuros47. Esta práctica no quedaría sin 
embargo interrumpida cuando por una ley Chindasvinto se procuró reducir la cuantía de 
estas donaciones a una décima parte del haber del donante -aunque es posible que jamás 
llegara a cumplirse, según se cree-, en la medida en que al mismo tiempo aquélla dotaría 
a los consortes del poder para efectuarse entre sí cuantas donaciones estimasen oportuno 
una vez transcurrido el primer año de matrimonio; un hecho que contribuiría a mantener 
su vigencia mediante la libertad de pacto que, después, recogería la Lex Visigothorum48. 
 Aquello que convencionalmente se hubiese establecido con respecto a los lucros 
matrimoniales tendría una naturaleza preferente sobre el sistema legal de distribución en 
cuya virtud debían ser repartidos respetando la proporción a los respectivos patrimonios 
conyugales y, solo en su defecto -en particular, cuando apenas se apreciasen diferencias 
significativas entre ambos-, por partes iguales; una libertad de pacto que tiempo después 
sería incorporada a su versión romanceada, el Fuero Juzgo, señalando con respecto a los 
cónyuges que “de las cosas que ganaron, de que fiziéron ámos escripto, aya cada uno tal 
partida cuemo dixiere el escripto”, y que favorecería el camino iniciado por los romanos 
                                                 
44 CE. 307; CE. 323; LV. 4, 2, 15; Gen. 3, 16. Cfr. CI. 5, 16, 9. 
45 En este sentido, vid. PÉREZ-PRENDES MUÑOZ-ARRACO, op. cit., p. 683. También GÓMEZ LAPLAZA, M. 
C., De los bienes parafernales, Universidad de Salamanca, Salamanca, 1976, pp. 211, 213 y 221. 
46 LV. 3, 1, 5; LV. 5, 2, 3. 
47 FV. 20. Así lo creen PRIETO BANCES, op. cit., p. 625; GÓMEZ LAPLAZA, De los bienes parafernales, 
cit., p. 216. 
48 LV. 3, 1, 5. El posible incumplimiento de la limitación establecida sobre la cuantía de las donaciones es 
afirmado por GARCÍA-GALLO DE DIEGO, A., “Consideraciones críticas de los estudios sobre la legislación 
y la costumbre visigodas”, Anuario de Historia del Derecho Español, núm. 44, 1974, p. 403, n. 145.  




hacia la comunidad matrimonial de bienes a través de las dotes y donaciones efectuadas 
inter virum et uxorem, pues, en defecto de pacto sobre el particular, no es fácil discernir 
si detrás del sistema legal de distribución existía o no una verdadera comunidad49. Paulo 
MÊREA advirtió ya del riesgo que podría comportar apostar por una respuesta afirmativa 
en la medida en que, pese a ser la opinión predominante, el criterio legal de distribución 
podría incardinarse tanto en una comunidad de bienes como en una separación de bienes 
con el fin de repartir lo adquirido durante una larga convivencia y sobre cuya titularidad 
no existiese una auténtica certeza50. Por este motivo, quizá, sea prudente concluir que de 
las fuentes visigóticas cabe observar, sino una verdadera comunidad de bienes, al menos 
un signo de transición hacia la misma que, después, sería indudablemente desarrollada a 
través de los convenios celebrados entre particulares a lo largo del dominio musulmán51. 
3. EL DERECHO BAJOMEDIEVAL 
 Los últimos siglos del medievo experimentaron un fenómeno en cuya virtud se 
apreciaría una revitalización de las instituciones jurídicas romanas: la Recepción. Éste 
es aquel, por el cual, un determinado pueblo, asume un ordenamiento jurídico que le es 
ajeno, sea extranjero o extinguido, sin haber sido previamente dominado o sometido por 
otro; según estima Franz WIEACKER52. La recepción o penetración del Derecho romano 
dependería sobremanera del grado de resistencia ofrecido por el ordenamiento jurídico 
receptor, en función de la fortaleza con que anteriormente contasen sus costumbres y de 
otros factores no esencialmente jurídicos que en cada caso pudieran intervenir53. Ésta se 
produciría, en cuanto aquí nos ocupa, sin que la tradición hispano-visigótica se hubiera 
                                                 
49 LV. 4, 2, 16; FJ. 4, 2, 17. Sostienen la prioridad del pacto sobre el sistema de distribución legal, en base 
a las fuentes citadas GARCÍA GARRIDO, “El régimen...”, cit., p. 442; GACTO FERNÁNDEZ, La condición..., 
cit., p. 100; PRIETO BANCES, op. cit., p. 644; GÓMEZ LAPLAZA, De los bienes parafernales, cit., p. 215. 
50 Vid. MERÊA, M. P., “Sobre a comunhâo de adquiridos do Direito visigótico”, Estudos de Direito 
visigótico, Coímbra, 1948, p. 59. Sin embargo, apreciando la existencia de una comunidad de bienes, vid. 
LEVY, E., “Reflections on the first reception of roman law in germanic states”, The American Historical 
Review, núm. 1, octubre, 1941, p. 27; ZEUMER, K., Historia de la legislación visigoda, trad. C. Clavería, 
Universidad de Barcelona, Barcelona, 1944, p. 314; DE CÁRDENAS, F., “Ensayo histórico sobre las leyes 
y doctrinas que tratan de los bienes gananciales en el matrimonio”, Estudios jurídicos, t. II, 
Establecimiento tipográfico de P. Núñez, Madrid, 1884, p. 65; GIBERT Y SÁNCHEZ DE LA VEGA, R., 
Elementos formativos del Derecho en Europa. Germánico, romano, canónico, Madrid, 1982, p. 33; 
ISÁBAL Y BADA, M., “Sociedad de gananciales”, Enciclopedia Jurídica Española, t. XXVIII, Francisco 
Seix, Barcelona, 1910, p. 891 y n. 2; LACRUZ BERDEJO, J. L., “El régimen matrimonial de los Fueros de 
Aragón”, Anuario de Derecho Aragonés, 1946, pp. 37-38. 
51 En este sentido concluye GÓMEZ LAPLAZA, De los bienes parafernales, cit., p. 221. 
52 WIEACKER, F., Historia del Derecho privado de la Edad Moderna, trad. F. Fernández Jardón, Aguilar, 
Madrid, 1957, p. 90. En sentido similar, vid. LEVY, op. cit., p. 20. 
53 Vid. GÓMEZ LAPLAZA, M. C., “Algunos elementos del Derecho histórico catalán sobre régimen 
económico matrimonial”, en ABRIL CAMPOY, J. M. y AMAT LLARI, M. E. (coords.), Homenaje al 
profesor Lluis Puig i Ferriol, v. II, Tirant lo Blanch, Valencia, 2006, p. 1536. 
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desvanecido como consecuencia de la invasión de los musulmanes54. Fue precisamente 
a través de los convenios particulares, celebrados por los núcleos de población cristiana 
que fueron asentándose en diferentes lugares de la geografía peninsular, como lograron 
subsistir las costumbres visigodas tendentes a la comunidad de bienes55. Los invasores 
trajeron consigo un sistema dotal que apenas tendría repercusión frente a los convenios 
usualmente celebrados entre aquéllos, quienes acomodaron sus prácticas al Derecho que 
les había sido conocido hasta el momento: el visigótico; materializándose su contenido 
en la constitución de arras o de dotes, pero, también, sobre el reparto de las ganancias56. 
 La penetración de las instituciones jurídicas romanas se produjo especialmente 
en nuestro país mediante las Siete Partidas57. Éstas recuperaron del Derecho justinianeo 
numerosas disposiciones relativas a la familia y, sobre todo, en materia de dote; pero el 
peso que, hasta el momento, había adquirido la sociedad de gananciales, hacía inviable 
la traslación directa de un principio radicalmente opuesto a su propia naturaleza como 
era el separatista, implícito en el sistema dotal romano58. Las costumbres recogidas en 
los convenios celebrados entre particulares desde los tiempos visigodos acabaron siendo 
reconocidas por los fueros municipales, trasladándose, después, a otros cuerpos legales 
como el Fuero Viejo de Castilla y el Fuero Real59. Por este motivo, aunque las Partidas 
no regularon la sociedad de gananciales, tampoco la derogaron, haciéndola compatible 
con las tradicionales figuras romanas de la dote y de los bienes parafernales, en cuanto 
en las mismas se reconoce que “contece muchas vegadas, que quando casan el marido, e 
                                                 
54 Vid. DE CÁRDENAS, op. cit., p. 76. 
55 Vid. DE CASTRO Y BRAVO, Derecho..., cit., p. 156; TOMÁS Y VALIENTE, op. cit., pp. 114-115. 
56 Vid. DE HINOJOSA Y NAVEROS, E., “El elemento germánico en el Derecho español”, Obras, t. II, 
Instituto Nacional de Estudios Jurídicos, Madrid, 1955, p. 410; FONT RIUS, J. M., La ordenación 
paccionada del régimen matrimonial de bienes en el Derecho medieval hispánico. Conferencia 
pronunciada en la Academia Matritense del Notariado el día 7 de febrero de 1950, Reus, Madrid, 1954, 
pp. 21-22; GÓMEZ LAPLAZA, De los bienes parafernales, cit., pp. 223-224 y 242; MARTÍNEZ SANCHIZ, 
op. cit., p. 51. Ejemplos de algunos de estos documentos son citados por MARTÍNEZ MARINA, F., Ensayo 
histórico-crítico sobre la legislación y principales cuerpos legales de los Reinos de León y Castilla, 
especialmente sobre el Código de las Siete Partidas de D. Alonso El Sabio, Imprenta de la Sociedad 
Literaria y Tipográfica, 3ª edición, Madrid, 1845, p. 242; DE CÁRDENAS, op. cit., pp. 76-77. Sobre el 
régimen económico-matrimonial musulmán, vid. PÉREZ BUSTAMANTE, R., Los regímenes económicos 
matrimoniales en la Historia del Derecho español, Universidad de Alcalá de Henares, Madrid, 1983, p. 
12. 
57 Por todos, vid. FUENTESECA DÍAZ, P., Historia del Derecho romano, Madrid, 1987, p. 320. En particu-
lar, para cuanto aquí interesa, se ha señalado también que Las Partidas supusieron una recepción total del 
sistema económico-familiar justinianeo (vid. OTERO VARELA, A., “Aventajas o mejoría. Bienes excluídos 
de partición en beneficio del cónyuge superviviente”, Anuario de Historia del Derecho Español, núm. 30, 
1960, p. 515). 
58 Vid. GÓMEZ LAPLAZA, De los bienes parafernales, cit., p. 255. 
59 FVC. 5, 1, 1; 5, 1, 7; FR. 3, 3, 1. Vid. MARTÍNEZ MARINA, op. cit., pp. 242-243. 




la muger [...] fazen su avenencia, en que manera ayan lo que ganaren de consuno”, y en 
su defecto remiten a la costumbre del lugar donde se hubiese contraído el matrimonio60. 
 Este fenómeno no obtuvo sin embargo idénticas consecuencias ni tampoco logró 
desenvolverse con una misma intensidad sobre todo nuestro ordenamiento jurídico. Por 
este motivo afirma Jesús LALINDE que no se produjo sobre el navarro y el aragonés una 
penetración tan fuerte de las instituciones jurídicas romanas como la experimentada por 
el Derecho castellano a través de la obra de Alfonso X. Sobre éste, no obstante, tampoco 
cabría hablar a su juicio de una auténtica recepción en sentido estricto, sino tan solo de 
una mera penetración, quedando aquélla únicamente reservada para el Derecho catalán 
y el mallorquín61. Efectivamente, fue el catalán, el ordenamiento jurídico sobre el que se 
ejercería una influencia romanística mucho más intensa, favorecida por la labor de los 
tribunales eclesiásticos cuyo Derecho canónico se hallaba impregnado de ius civile, así 
como también por la formación de juristas catalanes en el extranjero62. El sistema dotal 
propio de los romanos de la época clásica lograría así ocupar en Cataluña -junto con las 
modificaciones operadas en tiempos de Justiniano- el lugar privilegiado que en Castilla y 
León obtuvo la sociedad de gananciales; así como lo hizo también en Baleares y Valencia. 
 El separatismo implícito en aquel sistema apenas tendría consideración fuera de 
estos territorios, de diferente tradición jurídica, según demuestra el silencio que a este 
respecto guardaría la obra de Ignacio Jordán DE ASSO y Miguel DE MANUEL63. La única 
manifestación que, desde entonces, experimentaría dicho separatismo, suele buscarse en 
aquellas costumbres cordobesas que comúnmente son calificadas de holgazanas64. Para 
                                                 
60 P. 4, 11, 24. 
61 Vid. LALINDE ABADÍA, J., Iniciación histórica al Derecho español, EUB, 6ª edición, Barcelona, 2004, 
pp. 181-182. 
62 Vid. GÓMEZ LAPLAZA, “Algunos...”, cit., p. 1538. Sobre estos aspectos, en general, vid. DE HINOJOSA Y 
NAVEROS, E., “La recepción y estudio del Derecho romano en España”, Obras, t. III, Ministerio de 
Justicia-CSIC, Madrid, 1974, pp. 319-358; ID., “La admisión del Derecho romano en Cataluña”, Obras, t. 
II, Instituto Nacional de Estudios Jurídicos, Madrid, 1955, pp. 387-404; FONT RIUS, J. M., “La recepción 
del Derecho romano en la Península Ibérica durante la Edad Media”, Recueil de mémoires et travaux 
publié par la société d’Histoire du Droit et les institutions des anciens pays de Droit écrit, fasc. VI, 
Facultad de Derecho y de Ciencias Económicas de Montpellier, Montpellier, 1967, pp. 85-104; TORRENT 
RUIZ, A. J., “La recepción del Derecho justinianeo en España en la Baja Edad Media (siglos XII-XV). Un 
capítulo en la Historia del Derecho europeo”, Revista Internacional de Derecho Romano, núm. 10, abril, 
2013, pp. 26-119. 
63 Vid. DE ASSO Y DEL RÍO, I. J. y DE MANUEL Y RODRÍGUEZ, M., Instituciones del Derecho civil de 
Castilla, Imprenta de Francisco Xavier García, Madrid, 1771. 
64 Sobre estas mismas costumbres, vid. VALVERDE MADRID, J., “Las costumbres holgazanas cordobesas”, 
Boletín de la Real Academia de Córdoba, de Ciencias, Bellas Letras y Nobles Artes, núm. 106, enero-
junio, 1984, pp. 209-218. También ZEJALBO MARTÍN, J., “Notas sobre las costumbres holgazanas”, 
Montilla: Boletín de Información Municipal, núms. 75-76-77, 1987, pp. 32-33. 
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algunos autores, éstas pudieron constituir un antepasado del régimen de separación de 
bienes contemporáneo, aunque mucho más inmediato que el romano65. A mi juicio, sin 
embargo, no exceden de una mera prohibición a participar sobre los bienes gananciales 
impuesta por capricho de la reina Isabel la Católica. Sea como fuere, esta costumbre fue 
finalmente derogada, en los albores de la codificación, por entenderse injusta conforme 
al pensamiento del momento en cuanto dejaría sin premio el mérito de las mujeres que 
hubiesen cumplido con la obligación de aumentar el patrimonio familiar; y también por 
perjudicial, ya que además conduciría a aquéllas a la inacción y despreocupación por los 
menesteres domésticos, de la economía y prosperidad de los hogares que gobernaban66.  
 La situación de las mujeres dentro del seno familiar vendría a ser similar a la que 
antaño fue descrita por ULPIANO, entre los romanos, toda vez que las Partidas definieron 
también la jerarquía de sus integrantes, véase: “el señor della, e su muger, e todos los que 
biuen so el, sobre quien ha mandamiento, assi como los fijos, e los siruientes, e los otros 
criados”67. Las Leyes de Toro, sin modificar el régimen de bienes, y dando entonces por 
supuesta la continuidad de la sociedad de gananciales -según se desprende fácilmente de 
la ley 14-, vinieron después a consagrar esta misma concepción con el establecimiento 
de la licencia marital, vigente hasta hace relativamente poco. Solo las mujeres catalanas 
que hubiesen sido instituidas herederas con ocasión del matrimonio -y que usualmente 
se conocen como pubillas- dispondrían de una condición superior a la masculina, tal y 
como se extrae de instituciones tales como el aixovar y el cabalatge68. En este contexto 
no sería posible que el susodicho régimen de separación de bienes se desenvolviese con 
absoluta normalidad -en tanto su característica independencia colisionaría frontalmente 
con el modelo familiar reseñado- y, por el momento, debía esperar a ser objeto de una 
nueva consideración con motivo de la codificación del Derecho civil, en el siglo XIX. 
II. LA CODIFICACIÓN CIVIL Y SUS PRINCIPALES REFORMAS 
 El triunfo de la revolución francesa pudo representar un punto de inflexión para 
el desarrollo de las instituciones familiares, no solo en nuestro país vecino, sino en gran 
                                                 
65 En este sentido, vid. LACRUZ BERDEJO, J. L., Derecho de familia. El matrimonio y su economía, 
Aranzadi, reproducción facsimilar de la edición de 1963, Navarra, 2010, pp. 619-620. También PUIG 
PEÑA, F., Compendio de Derecho civil, t. IV, v. I, Nauta, Barcelona, 1966, p. 233. 
66 Nov. Rec. 10, 4, 13. Así se advierte en la obra de GARCÍA GOYENA, F., Concordancias, motivos y 
comentarios del Código Civil español, Zaragoza, reimpresión de la edición de 1852, 1974, p. 665. 
67 P. 7, 33, 6; D. 50, 16, 195, 2; D. 50, 16, 195, 3. 
68 Así es señalado por MASPONS Y ANGLASELL, F., “La ley catalana sobre la capacidad jurídica de la 
mujer y de los cónyuges”, Revista de Derecho Privado, septiembre, 1932, p. 307. 




parte del continente europeo gracias a la influencia del Código Civil de 180469. Hubiera 
podido pensarse, a primera vista, que éste mejoraría la posición de las mujeres mediante 
la incorporación de algunos ideales ilustrados, como el de igualdad70. De hecho, los dos 
primeros proyectos de Cambacérès abogaban en este mismo sentido en cuanto quisieron 
contemplar a uno y otro cónyuge en pie de igualdad, con respecto a la administración de 
sus bienes71. Ésta, sin embargo, se trataba de una idea que jamás persuadiría a Napoleón 
Bonaparte, para cuya opinión las mujeres casadas no constituían sino las meras esclavas 
de sus maridos -quienes, además, tendrían el derecho a ordenar a aquéllas prácticamente 
todo cuanto fuese de su agrado-, y así lo haría constar en su obra72. Nuestra codificación 
civil, desafortunadamente, haría suyo el modelo de familia napoleónico llegando incluso 
a adoptar literalmente algunas de sus disposiciones más significativas en armonía con el 
que hasta el momento había logrado imponerse como el predominante en nuestro país73. 
1. LOS PROYECTOS DE CÓDIGO CIVIL 
 La iniciativa francesa comenzaría a sentirse en nuestro país después de la guerra 
de la independencia y de la caída del antiguo régimen. La Novísima Recopilación jamás 
logró satisfacer suficientemente el deseo codificador experimentado con anterioridad y 
semejante necesidad se haría constar, después, en el artículo 258 de la Constitución de 
1812. En este contexto se nombraría una comisión encargada de elaborar un proyecto de 
Código Civil cuyos trabajos, tras el regreso al absolutismo, serían interrumpidos hasta el 
nuevo periodo constitucional transcurrido durante el llamado trienio liberal. Son éstos 
los acontecimientos que acabaron desembocando en el que sería el primer proyecto de 
un Código Civil español: el de 182174. Semejante proyecto no destacaría precisamente 
por introducir mejoras sobre la condición jurídica de las mujeres y, sin efectuar ninguna 
                                                 
69 Sobre este particular, con mayor detalle, vid. ALONSO PÉREZ, M., “La familia y el Derecho de familia”, 
en YZQUIERDO TOLSADA, M. y CUENA CASAS, M. (dirs.), Tratado de Derecho de la Familia, v. I, 
Aranzadi, 2ª edición, Navarra, 2017, pp. 82-83; ID., “El Derecho de familia, entre lo viejo y lo nuevo”, 
Libro homenaje a Ildefonso Sánchez Mera, v. I, Consejo General del Notariado, Madrid, 2002, p. 491. 
70 Vid. BONNECASE, J., La philosophie du Code Napoléon appliquée au Droit de famille, E. de Boccard, 
2ª edición, París, 1928, pp. 97-101. 
71 Vid. FENET, P. A., Recueil complet des travaux préparatoires du Code civil, t. I, Videcoq, París, 1836, 
pp. 20 y 114. 
72 Vid. ESPÍN CÁNOVAS, D., Capacidad jurídica de la mujer casada, Universidad de Salamanca, 
Salamanca, 1969, pp. 15-16. 
73 En este sentido, vid. BERCOVITZ RODRÍGUEZ-CANO, R., Derecho de la persona, Montecorvo, Madrid, 
1976, p. 60. Sobre la familia española, vid. GACTO FERNÁNDEZ, E., “Sobre el modelo jurídico del grupo 
familiar en el siglo XIX”, Historia, Instituciones, Documentos, núm. 25, 1998, p. 221; ID., “El marco 
jurídico de la familia castellana. Edad Moderna”, Historia, Instituciones, Documentos, núm. 11, 1984, p. 
38. 
74 El contenido del proyecto puede consultarse íntegramente en la obra de LASSO GAITE, J. F., Crónica de 
la codificación española, t. IV, v. II, Ministerio de Justicia, Madrid, 1970, pp. 7-71.  
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proscripción con respecto a la discriminación por razón de sexo, recogería una igualdad 
restringida y capaz de justificar la supervivencia de tan clásicas limitaciones como las 
de las Leyes de Toro; llegando incluso a declarar que “la mujer tiene derecho a ocuparse 
en cualquier labor o tráfico compatible con el decoro de su sexo”, evidenciando, de esta 
manera, cuál era el lugar que a ésta le correspondía en el primer tercio del siglo XIX75. 
 Este proyecto nunca alcanzaría rango de ley debido a sus grandes dimensiones y 
el retorno al absolutismo76. Sin embargo, el deseo codificador antes referido continuaría 
aún latente, y una auténtica manifestación de ello se extraería con facilidad de la obra de 
Pablo GOROSÁBEL77. Su proyecto estaría fuertemente influenciado por el Código Civil 
napoleónico -como es reconocido abiertamente por el propio autor en las últimas líneas 
de su discurso preliminar-, y apenas traería diferencias significativas con respecto a éste 
en el ámbito de las relaciones familiares. En él se consagraba el deber de obediencia que 
aquél impuso originariamente sobre las mujeres casadas con respecto a sus maridos y 
que, después, tras reanudarse la codificación, se trasladaría al proyecto de 183678. Éste 
declaró que ambos sexos eran iguales en Derecho, pero que la ley, en cambio, establecía 
algunas diferencias; coincidiendo con la opinión de la doctrina contemporánea. Cirilo 
ÁLVAREZ, particularmente, manifestó en este sentido cómo su superioridad y su audacia 
indicaban al hombre que la naturaleza le había destinado a ser el jefe de la familia y el 
protector de su compañera; mientras a esta última su debilidad y timidez, la ligereza de 
su carácter y su escasez de conocimientos le habían enseñado que en las circunstancias 
difíciles de la vida necesitaba de una mano protectora, digna de toda su consideración79. 
 Es indiscutible que el proyecto más importante en la historia de la codificación 
civil española es el de 1851. Florencio GARCÍA GOYENA, su principal artífice, trató de 
conciliar en él un espíritu excesivamente afrancesado con las tradicionales instituciones 
jurídicas castellanas, entre las que se encontraría la sociedad de gananciales80. Por ello 
ordenaba, en consecuencia, que los bienes del matrimonio se gobernasen por las reglas 
                                                 
75 Un interesante estudio sobre el proyecto aludido es el de PESET REIG, M., “Análisis y concordancias del 
proyecto de Código Civil de 1821”, Anuario de Derecho Civil, enero-marzo, 1975, pp. 29-100. 
76 Así lo advierten GACTO FERNÁNDEZ, E., ALEJANDRE GARCÍA, J. A. y GARCÍA MARÍN, J. M., El 
Derecho histórico de los pueblos de España, Agisa, 8ª edición, Madrid, 1994, p. 606. 
77 Vid. GOROSÁBEL, P., Redacción del Código Civil de España, esparcido en los diferentes cuerpos del 
Derecho y leyes sueltas de esta nación; escrita bajo el método de los códigos modernos, Imprenta de la 
Viuda de la Lama, Tolosa, 1832. 
78 El contenido de este proyecto puede consultarse también en LASSO GAITE, op. cit., pp. 89-320. 
79 Vid. ÁLVAREZ MARTÍNEZ, C., Instituciones de Derecho civil, Imprenta de don Julián Pastor, 
Valladolid, 1840, p. 30. 
80 En este sentido, vid. GACTO FERNÁNDEZ, ALEJANDRE GARCÍA y GARCÍA MARÍN, op. cit., p. 608. 




propias de la misma, en defecto de cualquier otra voluntad expresada en el contrato de 
matrimonio. Sin embargo, esta suerte de libertad de pacto apenas distaría de una mera 
ficción, so pena de nulidad, cuando se contraviniesen determinadas prohibiciones. Una 
primera giraría en torno a aquellos acuerdos que obrasen en detrimento de la autoridad 
del marido constituyendo a la mujer en cabeza y jefe de la familia -cuando éste sería un 
cargo exclusivamente conferido a aquél-, mientras una segunda residiría sobre aquellos 
otros que de cualquier modo privasen al marido de la administración de todos los bienes 
del matrimonio; motivo por el que llegaría a considerarse a semejante proyecto como un 
auténtico exponente del machismo, según la autorizada opinión de José Luis LACRUZ81. 
 Estas circunstancias hacían imposible reconocer tanto la existencia de los bienes 
parafernales como la admisión de los acuerdos de separación de bienes, pues, en ambos 
casos, estaría privándose al marido de la administración de una parte de los bienes del 
matrimonio82. Florencio GARCÍA GOYENA consideraba que el régimen de separación de 
bienes proporcionaría compañeras más frías e indiferentes, mientras que la sociedad de 
gananciales las daría más afectuosas, ya que por su propio interés trabajarían con mayor 
actividad y dedicación para el buen éxito de los negocios del matrimonio83. Ésta sería 
una opinión compartida por otros autores coetáneos, como fueron Pedro GÓMEZ DE LA 
SERNA y Juan Manuel MONTALBÁN, quienes, en este sentido, estimaron que la división 
de los gananciales no constituía sino un estímulo para excitar la vigilancia, laboriosidad 
y cuidado de los consortes por sus recíprocos intereses84. Benito GUTIÉRREZ diría en la 
misma dirección que, si las mujeres no eran meras esclavas de sus maridos, algo debían 
valer sus atenciones como consocias85. Por tanto, con semejantes afirmaciones, no sería 
difícil vaticinar el complicado futuro contra el que habría de lidiar un régimen carente 
de toda comunicación entre los patrimonios de los consortes -como el de separación de 
bienes-, frente a una codificación civil que se hallaba prácticamente a punto de concluir.  
 
 
                                                 
81 Vid. LACRUZ BERDEJO, J. L., “La reforma del régimen económico del matrimonio”, Anuario de 
Derecho Civil, abril-septiembre, 1979, p. 345. 
82 Vid. GARCÍA GOYENA, op. cit., pp. 668-669. 
83 Ibid., p. 665. 
84 Vid. GÓMEZ DE LA SERNA, P. y MONTALBÁN, J. M., Elementos del Derecho civil y penal de España, 
precedidos de una reseña histórica de la legislación española, t. I, Librería de Gabriel Sánchez, 14ª 
edición, Madrid, 1886, p. 384. 
85 Vid. GUTIÉRREZ FERNÁNDEZ, B., Códigos o estudios fundamentales sobre el Derecho civil español, t. I, 
Librería de Sánchez, 1ª edición, Madrid, 1862, p. 462. 
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2. EL CÓDIGO CIVIL 
 Es sabido que el proyecto isabelino no alcanzó rango de ley debido a su carácter 
fuertemente unificador86. Habría sido deseable, decía Manuel ALONSO MARTÍNEZ, que 
en nuestra codificación civil no hubiera tenido que lidiarse jamás con la coexistencia de 
los llamados Derechos forales, aunque reconocía también que no podía desconocerse ni 
enmendar en un día la obra de los siglos, como se había pretendido87. Evidentemente, la 
obra de Florencio GARCÍA GOYENA había suscitado críticas por parte de los juristas de 
tales procedencias, cuya reacción, tras haber sido sometido aquél a consulta pública, se 
tornaría decisiva para su futura promulgación, impidiendo que se llevase a efecto88. El 
fracaso del citado proyecto se debía precisamente a su intención de convertir en español 
aquel Derecho que hasta entonces tan solo fue castellano, y cuyas diferencias esenciales 
giraban en torno a las legítimas y a los regímenes económico-matrimoniales89. Se trató 
de imponer, a través de él, y a nivel supletorio, una sociedad de gananciales que era del 
todo extraña a determinados territorios cuyas costumbres, en este sentido, enraizaban en 
las romanas y no conocían ningún otro sistema más allá del basado en la dote90. Y, no 
solo se derogarían todos los fueros, leyes, usos y costumbres en que aquél se encontrase 
recogido, sino que se dotaría de nulidad a cualquier pacto por el que éstos se adoptasen. 
 La codificación civil incurriría así en una demora que traería como consecuencia 
la publicación de normas especiales, como la Ley del Matrimonio Civil de 187091. Ésta 
no traería importantes innovaciones con respecto a la condición jurídica de las mujeres 
casadas, ni siquiera sobre los aspectos económicos, más allá de una restringida potestad 
doméstica que les permitiría cierto margen de administración y gestión del patrimonio 
conyugal sin precisar para ello de licencia marital alguna. Este mismo régimen es el que 
después sería incorporado -con ligeras modificaciones, y por medio del anteproyecto de 
1882- a nuestro Código Civil, seguidor del proyecto isabelino en casi todo lo demás. Es 
debido a la Ley de Bases, de 11 de mayo de 1888, que aquél tomase a este último como 
punto de partida en su elaboración, en cuanto en él se consideraba contenido “el sentido 
                                                 
86 Vid. D’ORS PÉREZ-PEIX, A., “Los Derechos civiles regionales de la España moderna”, La formazione 
storica del Diritto moderno in Europa, t. II, Leo S. Olschki, Florencia, 1977, p. 937. 
87 Vid. ALONSO MARTÍNEZ, M., El Código Civil en sus relaciones con las legislaciones forales, t. I, 
Establecimiento Tipográfico de P. Núñez, Madrid, 1884, p. 36. 
88 Vid. GACTO FERNÁNDEZ, ALEJANDRE GARCÍA y GARCÍA MARÍN, op. cit., p. 608. 
89 Ibid., pp. 610-611. 
90 Vid. PLANAS Y CASALS, J. M., Derecho civil español común y foral, t. I, Bosch, Barcelona, 1926, p. 
227. 
91 Vid. GACTO FERNÁNDEZ, ALEJANDRE GARCÍA y GARCÍA MARÍN, op. cit., p. 609. 




y capital pensamiento de las instituciones civiles del Derecho histórico patrio”, según se 
hizo constar expresamente en ellas. Por este motivo, aún podría considerarse latente el 
intento por identificar el Derecho español con el genuinamente castellano, enalteciendo 
el lugar de la sociedad de gananciales frente a cualquier clase de separación de bienes92. 
 Este sistema adquiriría sin embargo una mejor consideración en la última fase de 
la codificación civil española, quizá debido a influencias extranjeras. En Inglaterra, las 
voces feministas habían conseguido tan solo unos pocos años antes que el matrimonio 
dejase de producir efectos en cuanto a los bienes de las mujeres casadas, desde entonces 
separadas de bienes, con motivo de la Married Women’s Property Act 188293. También 
en las legislaciones donde los regímenes comunitarios habían logrado imponerse sobre 
los separatistas, el de separación de bienes gozaba aún de cierta significación con el fin 
de proteger a las mujeres, en circunstancias de peligro, frente a aquellos poderes con los 
que solían dotarse exclusivamente a sus maridos con respecto a los bienes. Las mujeres 
casadas, y cuya economía se viese comprometida conforme a dichos sistemas, tendrían 
derecho a solicitar una separatio quoad bona -que habría sido oportunamente rescatada 
de la tradición romanística, por analogía con la restitución anticipada de la dote propter 
inopiam mariti-, no solamente con respecto a sus bienes propios, sino también a su parte 
de los comunes94. En este sentido, se comprendería que los redactores del Código Civil 
estableciesen una separación de bienes judicial, junto a una convencional, y otra legal. 
 El reconocimiento de estas tres modalidades de separación de bienes no vendría 
sin embargo acompañado de una paralela aceptación por parte de sus destinatarios. Las 
ideas y principios cristianos subyacentes en la concepción del matrimonio coadyuvaron 
a identificar la sociedad de gananciales como el régimen económico capaz de reflejarlos 
más fidedignamente; juicio que además vendría amparado por una larga tradición95. Un 
ejemplo contemporáneo de dicha corriente de opinión lo encontramos en las palabras de 
Antonio MAURA, para quien, el régimen de separación de bienes, constituía una simple 
protesta contra el matrimonio de las personas; una reserva en lo que debía ser, y era por 
esencia, definitiva e indisoluble compenetración de dos vidas; algo parecido a un rincón 
                                                 
92 En sentido similar, vid. GACTO FERNÁNDEZ, “Sobre el modelo...”, cit., p. 220. 
93 Vid. COOKE, E., “Marital property agreements and the work of the law commission for England and 
Wales”, en BOELE-WOELKI, K., MILES, J. y SCHERPE, J. Martin (eds.), The future of family property in 
Europe, Intersentia, Cambridge-Amberes-Portland, 2011, p. 98. 
94 D. 24, 3, 22, 8; D. 24, 3, 24; CI. 5, 12, 29 pr.; C. 5, 12, 30; Nov. Iust. 97.6. Vid. FENET, P. A., Recueil 
complet des travaux préparatoires du Code civil, t. XIII, Videcoq, París, 1836, p. 672. 
95 En esta última dirección se pronunciaba DE PAGE, H., Traité élémentaire de Droit civil belge, t. X, v. 
II, con la colaboración de R. Dekkers, Bruylant, Bruselas, 1949, p. 1062. 
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donde todavía no había logrado penetrar el luminoso concepto del matrimonio cristiano: 
duo in carne una96. Ésta no sería la opinión vertida por Manuel ALONSO MARTÍNEZ en 
cuanto que, para él, el carácter sacramental del matrimonio cristiano, no necesariamente 
debía significar una sociedad de gananciales entre los consortes97. Sin embargo, aquella 
concepción se mantendría inmersa en todas las modalidades de separación de bienes que 
fueron previstas en el Código Civil, obsesionado, aún, por la sociedad de gananciales98. 
 La tradición castellana seguiría imperando en aquél mediante la supletoriedad de 
su idiosincrático régimen económico. El de separación de bienes no gozaría jamás de tal 
condición, ni siquiera cuando los consortes hubieran acordado previamente excluir entre 
ellos toda sociedad de gananciales, aplicándose, en su lugar, el régimen dotal99. Solo es 
posible reparar en una separación de bienes legal o supletoria cuando el matrimonio en 
cuestión hubiese sido celebrado contraviniendo determinadas prohibiciones, a modo de 
sanción; mostrándose con ello el matiz peyorativo que pesaba sobre este régimen100. Su 
origen judicial tampoco dispondría de mejor consideración a pesar de que PORTALIS ya 
había tratado, en nuestro país vecino, de poner término a la communis opinio de que este 
régimen contrariaba el matrimonio, porque, aunque allí la separación de cuerpos entrañó 
desde antiguo la de bienes, nunca había sucedido lo contrario; juicio que, entre nosotros, 
no lograría ninguna manifestación, a la vista de una separación judicial de bienes cuyo 
régimen se remitiría también -aunque ahora, parcialmente- al citado sistema dotal101. No 
obstante, el disfavor profesado hacia la separación de bienes también se reflejaría sobre 
su modalidad convencional, pues, en defecto de un pacto por el que se estatuyese cuáles 
habían de ser las normas aplicables a ésta, el legislador guardaba un riguroso silencio102. 
 La hegemonía de la sociedad de gananciales no sería sin embargo el único factor 
a considerar con respecto a una infravalorada separación de bienes. Su funcionamiento 
exigiría un grado de independencia y libertad del que en absoluto disponían las mujeres 
                                                 
96 Vid. MAURA Y MONTANER, A., “Prólogo”, Legislación foral de España. Derecho civil vigente en 
Mallorca, Establecimiento tipográfico de Pedro Núñez, Madrid, 1888, p. 15. 
97 Vid. ALONSO MARTÍNEZ, M., El Código Civil en sus relaciones con las legislaciones forales, t. II, 
Establecimiento Tipográfico de P. Núñez, Madrid, 1885, pp. 157-158. 
98 Así lo afirma GULLÓN BALLESTEROS, A., Lecciones de Derecho civil: familia, Granada, 1971, p. 263. 
99 En este sentido, vid. BONET RAMÓN, F., “Los poderes dispositivos de la mujer casada en el Derecho 
común”, Centenario de la Ley del Notariado. Sección Tercera. Estudios Jurídicos Varios, v. II, Reus, 
Madrid, 1962, p. 57. También GULLÓN BALLESTEROS, Lecciones..., cit., p. 264. 
100 También participa de esta opinión LETE DEL RÍO, J. M., “Prólogo”, en REBOLLEDO VARELA, A. L., 
Separación de bienes en el matrimonio, Montecorvo, Madrid, 1983, p. 12.  
101 Vid. PORTALIS, J. E. M., Discours, rapports et travaux inédits sur le Code Civil, Joubert, París, 1844, 
p. 35. Así lo entendía BONET RAMÓN, op. cit., pp. 61-62. 
102 Así lo indica LETE DEL RÍO, “Prólogo”, cit., p. 12. 




casadas; motivo por el que incluso llegó a afirmarse que la separación judicial de bienes 
representaba una restitución parcial de su capacidad103. Efectivamente, para aquéllas, el 
matrimonio entrañaba una suerte de capitis deminutio que limitaba su capacidad como 
si de auténticos incapaces se tratara104. Semejantes restricciones no tendrían lugar sino 
por razón del matrimonio, no soportando las solteras ni las viudas alteración de ninguna 
clase por razón del sexo sobre su capacidad; aunque no faltarían opiniones favorables a 
considerar el género como factor determinante del estado civil de las personas105. Para 
Modesto FALCÓN, por ejemplo, ésta era y había sido siempre causa justísima del estado 
civil, y no estimaba por ello que la ley fuese caprichosa a la hora de apreciar diferencias 
entre hombres y mujeres106. Esta concepción, desde luego, ofrecería una gran resistencia 
frente a un régimen económico-matrimonial cuya propia naturaleza exigiría una serie de 
mejoras, todavía pendientes, con respecto a la condición jurídica de las mujeres casadas. 
3. LA LEY DE 28 DE JUNIO DE 1932 
 La emancipación de las mujeres casadas estuvo cerca de llevarse a cabo a través 
de Constitución de 1931. Un año antes, incluso, el Papa Pío XI había manifestado que si 
en alguna parte, por razón de los cambios experimentados en los usos y costumbres del 
trato humano, debían mudarse algún tanto las condiciones sociales y económicas de la 
mujer casada, tocaba a la autoridad pública el acomodar los derechos civiles de la mujer 
a las necesidades y exigencias del momento; apreciándose en tales afirmaciones ciertos 
visos de evolución a este respecto107. El citado texto constitucional iría en esta dirección 
en tanto su articulado señalaba que el sexo no podía constituir fundamento de privilegio 
jurídico alguno y, por este motivo, anunciaba también que el matrimonio se apoyaría en 
la igualdad de derechos tanto para los hombres como para las mujeres. Sin embargo, era 
innegable que éste no sería en absoluto el modelo de familia que realmente se apreciaba 
en el seno de la sociedad, según tuvo oportunidad de afirmarse por autores coetáneos108.  
                                                 
103 Vid. LEREBOURS-PIGEONNIÈRE, P., “La séparation de biens et les moeurs françaises”, Travaux 
juridiques et économiques de l’Université de Rennes, t. X, 1930, p. 85. 
104 En este sentido, vid. BERCOVITZ RODRÍGUEZ-CANO, Derecho de la persona, cit., p. 62. 
105 Señalando el origen matrimonial de tales restricciones, vid. CASTÁN TOBEÑAS, J., Los últimos avances 
en la condición jurídica de la mujer española, Reus, Madrid, 1963, p. 14. También BERCOVITZ 
RODRÍGUEZ-CANO, Derecho de la persona, cit., p. 58. 
106 Vid. FALCÓN OZCOIDI, M., El Derecho civil español, común y foral, t. I, Tipografía “La Publicidad” de 
Tobella y Costa, 6ª edición, Barcelona, 1901, pp. 134-135 y 137. 
107 Pius PP. XI, Encyc. Casti Connubii, núm. 60. 
108 Vid. DELGADO IRIBARREN, F., “El Derecho de familia en la Constitución de la República española de 
1931”, Revista de Derecho Privado, marzo, 1932, p. 67. 
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 Quizá fuese éste el motivo por el que se creyó que dicho texto constitucional no 
trataba de suprimir todas las diferencias existentes por razón de sexo, sino ocuparse solo 
de la situación jurídica del individuo como homo politicus, como sujeto de derechos y   
deberes -según estimaba Federico DE CASTRO-, directamente derivados de su condición 
de ciudadano español109. De hecho, contra todo pronóstico, aquella alusión a la igualdad 
no lograría ir más allá de lo meramente programático110. Se esperaba que este principio 
trajese consigo una reforma que acabase con el modelo de familia tradicional que, desde 
antiguo, descansaba sobre una organización jerárquica de superioridad masculina111. Sin 
embargo, esta suposición nunca sería debidamente atendida, y no por falta de tiempo, ya 
que se publicarían leyes sobre el divorcio y el matrimonio civil112. Esta última, de 28 de 
junio de 1932, apenas tendría mayores efectos que el de suprimir la lectura del artículo 
57 del Código Civil, en la celebración del matrimonio113. Solo la ley catalana de 19 de 
junio de 1934 intervendría en el sentido esperado atribuyendo tanto una igual capacidad 
jurídica para cónyuges con independencia de su género, como suprimiendo la autoridad 
de los maridos sobre sus mujeres; aunque la misma sería posteriormente derogada por 
otra de origen estatal, de 8 de septiembre de 1939, con apenas cinco años de vigencia114. 
4. LA LEY DE 24 DE ABRIL DE 1958 
 Las modificaciones esperadas en materia civil como consecuencia de la igualdad 
y no discriminación por razón de sexo, proclamadas durante el gobierno republicano, no 
se dejarían sentir, sin embargo, hasta aproximadamente dos décadas después de que el 
final del conflicto bélico terminase definitivamente con aquél. Se publicaría así la ley de 
24 de abril de 1958, firmada por Francisco Franco, cuya exposición de motivos señalaba 
expresamente que la misma se preocupaba por liberar a la mujer de ciertas limitaciones 
en su capacidad. Aunque, a este respecto, según anunciaba también aquélla, dicha ley se 
inspirara en el principio de que el sexo no podía determinar una diferencia de trato que 
                                                 
109 Vid. DE CASTRO Y BRAVO, F., “El Derecho civil y la Constitución”, Revista de Derecho Privado, fe-
brero, 1935, p. 37. 
110 En este sentido, vid. CASTÁN TOBEÑAS, Los últimos..., cit., p. 8. 
111 Así lo creía DELGADO IRIBARREN, op. cit., pp. 68-69. 
112 En la misma dirección, vid. RAGEL SÁNCHEZ, L. F., “Evolución histórica de los derechos de la mujer”, 
Anuario de la Facultad de Derecho de la Universidad de Extremadura, núms. 12-13, 1994-1995, p. 329. 
113 Vid. GETE-ALONSO Y CALERA, M. C., “Comentarios a los artículos 66 a 71 del Código Civil”, 
Comentarios a las reformas del Derecho de familia, v. I, Tecnos, Madrid, 1984, p. 314 y n. 3. También 
MEDINA DE LEMUS, M., “Comentarios a los artículos 66 a 72 del Código Civil”, en RAMS ALBESA, J., J. y 
MORENO FLÓREZ, R. M. (coords.), Comentarios al Código Civil, t. II, v. I, Bosch, Barcelona, 2000, p. 
651. 
114 Sobre esta ley, vid. MASPONS Y ANGLASELL, “La ley...”, cit., pp. 307-312. 




se tradujera, de algún modo, en la limitación de la capacidad de la mujer; la reforma que 
cabría esperar de ella no se realizaría sino muy tímidamente, en una clara desproporción 
entre su pretenciosa exposición de motivos y las medidas efectivamente aplicadas como 
consecuencia de su entrada en vigor115. La razón se hallaba, precisamente, en la solidez 
del principio de autoridad marital que por aquel entonces se estimaba irrenunciable116. 
 La citada ley de reforma haría acopio de esta misma concepción declarando que 
a pesar de que el sexo, por sí solo, no debía dar lugar a desigualdades de orden civil, sí 
podrían originarse, sin embargo, en el puramente familiar, ciertas diferencias orgánicas 
derivadas de las funciones que en él incumbían a cada uno de sus componentes. Éste fue 
el motivo por el que se estimaría apropiado conservar la condición subordinada en que 
se encontraban las mujeres casadas en el seno de la sociedad conyugal, pues, a juicio del 
legislador, y por exigirlo la unidad matrimonial, existía una potestad de dirección que la 
naturaleza, la religión y la historia atribuían a sus respectivos maridos117. La Iglesia había 
sido siempre la principal promotora de esta concepción en cuanto trababa de conciliar la 
igual dignidad personal de los hombres y de las mujeres unidos en matrimonio, por un 
lado, con la preeminencia de aquéllos sobre estas últimas, por otro118. La influencia del 
cristianismo se sentiría también en lo estrictamente patrimonial, fuera de las relaciones 
personales entre los consortes, considerándose aún la sociedad de gananciales como el 
régimen económico-matrimonial “digno de ser mantenido” como supletorio -según los 
términos expresados en la exposición de motivos-, frente una menospreciada separación 
de bienes que, incluso, algún autor, llegó a rogar su supresión al régimen franquista119. 
 Las mejoras introducidas por esta reforma en materia de igualdad de género no 
podrían observarse, por tanto, sino desde una perspectiva general e independiente de la 
distinta posición que uno y otro debían ostentar en la familia120. La finalidad perseguida 
por la misma se centraba particularmente en establecer que tanto las mujeres, como los 
                                                 
115 Así lo considera también PALÁ MEDIANO, F., “La promoción de la mujer casada en la Compilación 
aragonesa y en el Derecho comparado”, Estudios de Derecho civil en honor del Prof. Castán Tobeñas, t. 
I, Universidad de Navarra, Pamplona, 1968, pp. 301-302. 
116 Vid. CASTÁN TOBEÑAS, J., Los derechos de la mujer y la solución judicial de los conflictos 
conyugales, Reus, Madrid, 1954, p. 187. 
117 Sobre estos conceptos, vid. FOSAR BENLLOCH, E., “Cambio social y condición jurídica de la mujer 
casada”, Anuario de Derecho Civil, julio-septiembre, 1974, pp. 706-719. 
118 En este sentido, vid. BERCOVITZ RODRÍGUEZ-CANO, Derecho de la persona, cit., pp. 57-58. 
119 Vid. BALLESTER PONS, P., El matrimonio cristiano y su aspecto económico, Revista de Menorca, 
Mahón, 1944. 
120 Vid. BATLLE VÁZQUEZ, M., “Observaciones sobre la reforma del Código Civil (la ley de 24 de abril de 
1958)”, Revista General de Legislación y Jurisprudencia, núms. 1-2, julio-agosto, 1958, p. 435. 
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hombres, pudieran obrar como testigos en los testamentos y desempeñar también cargos 
tutelares. Sin embargo, a este respecto, no se sentaría una auténtica igualdad universal 
para las mujeres, sino solamente para las viudas y solteras121. Las demás, las casadas -y 
así apuntaba la exposición de motivos-, aún precisarían de la licencia de sus respectivos 
maridos para que los referidos cargos tutelares pudieran ser válidamente aceptados. La 
conclusión que se extrae de todo ello es que esta reforma significaría poco más que una 
mera apertura hacia otras sucesivas que todavía estaban por llegar122. El franquismo, sin 
embargo, mantendría hasta sus últimos años una política enormemente conservadora en 
cuanto a la familia se refiere, impidiendo que nuestras leyes se nutrieran de los avances 
y de los progresos que venían experimentándose en gran parte del mundo occidental123. 
5. LA LEY DE 2 DE MAYO DE 1975 
 La sociedad española había sido objeto de determinadas transformaciones hacia 
el final de la dictadura que no podían continuar excusándose legislativamente. La labor 
de los hombres fuera del núcleo doméstico como fuente generadora de ingresos para la 
economía familiar estaba dejando de ser una actividad íntimamente vinculada al género 
masculino, mientras el trabajo de las mujeres traspasaba cada vez más las fronteras del 
hogar124. Su creciente acceso a puestos de trabajo remunerados se convertía a su vez en 
una circunstancia insoslayable en la lucha por su emancipación, cuya consecución, sin 
embargo, aún exigía remover ciertos obstáculos jurídicos, por vía legislativa125. Nuestro 
legislador, consciente de esta realidad, estaba llamado a obrar en consecuencia mediante 
la ley de 2 de mayo de 1975126. Esta ley, de reforma del Código Civil, tendría como hito 
principal el poner fin a la licencia marital que las Leyes de Toro habían impuesto, sobre 
la capacidad de las mujeres casadas, nada menos que en los albores del siglo XVI127.  
                                                 
121 Ibid. 
122 Así lo estima también ESPÍN CÁNOVAS, op. cit., p. 79. 
123 En esta dirección, vid. DÍEZ-PICAZO Y PONCE DE LEÓN, L., “Derecho de familia y sociedad 
democrática”, Arbor, núm. 702, junio, 2004, p. 313. También ALONSO PÉREZ, “La familia...”, cit., p. 114. 
124 Así lo ponía de manifiesto CAMY SÁNCHEZ-CAÑETE, B., “Ideas para un nuevo Derecho de familia en 
España”, Revista de Derecho Privado, octubre, 1974, p. 805. 
125 Señalando el acceso al mercado laboral como factor imprescindible en la lucha por la independencia 
de las mujeres casadas, vid. BERCOVITZ RODRÍGUEZ-CANO, Derecho de la persona, cit., pp. 55-56; DE 
CAMPOS, D. Leite, “O Direito da família: relações de associação”, Revista Brasileira de Direito 
Comparado, núm. especial, 2009, p. 45. 
126 Sobre esta ley, vid. DÍEZ-PICAZO Y PONCE DE LEÓN, L., “Un comentario sobre la ley de 2 de mayo de 
1975”, Familia y Derecho, Civitas, Madrid, 1984, pp. 41-63. 
127 En particular, sobre este asunto, vid. GÓMEZ LAPLAZA, M. C., “Supresión de la licencia marital”, 
Anuario de Derecho Civil, abril-junio, 1977, pp. 337-395. 




 Esta licencia hacía que prácticamente cualquier actuación jurídica de las mujeres 
casadas quedase siempre sujeta a la supervisión y el control del marido, creyéndose que 
aquéllas, por la inferioridad atribuida a su género, no serían capaces de emprender una 
gestión diligente sin ocasionar ningún perjuicio sobre los derechos de este último128. Las 
consecuencias de esta figura serían absolutamente devastadoras para quienes se hallasen 
separados de bienes, y especialmente para quienes así lo hubiesen convenido, ya que sus 
característicos poderes de gestión y administración quedarían gravemente constreñidos 
hasta anularse casi por completo, a excepción de la llamada potestad doméstica129. Por 
este motivo, no faltaron quienes sostuvieran que dicha licencia gozaba de un ámbito de 
aplicación limitado a la existencia de una sociedad de gananciales entre consortes -y aun 
dentro de ella, tampoco surtiría ninguna consecuencia sobre los bienes parafernales-, sin 
que en ningún caso pudiera extenderse sobre el régimen de separación de bienes130. Su 
supresión, sin embargo, facilitaría la difusión de este último que además encontraría una 
nueva vía a través de los pactos de separación de hecho -una vez tolerada la mutabilidad 
de los capítulos matrimoniales, mediante la misma ley-, y ello como cauce para resolver 
las crisis matrimoniales acontecidas en un contexto de indisolubilidad matrimonial131. 
 Si bien es cierto que la entrada en vigor de la reforma señalada representaba por 
aquel entonces un valioso avance en el camino por la igualdad de género, en cuanto aquí 
nos ocupa, ésta tan solo había sido meramente pergeñada a modo de aproximación hacia 
otras posteriores, más amplias y profundas, que tendrían lugar una vez transcurridos los 
años de la transición132. La revisión de las instituciones familiares habría encerrado así 
un cierto carácter de urgencia ante los nuevos cambios sociales sobre los cuales estaba 
llamado a actuar nuestro legislador, si bien prudentemente, tras un sosegado estudio de 
                                                 
128 Vid. DE LA CÁMARA ÁLVAREZ, M., “Reflexiones en torno a la capacidad patrimonial de la mujer 
casada”, Estudios de Derecho civil en honor del Prof. Castán Tobeñas, t. VI, Universidad de Navarra, 
Pamplona, 1969, p. 106. 
129 En este sentido, vid. MANRESA Y NAVARRO, J. M., Comentarios al Código Civil español, t. IX, Reus, 
4ª edición, Madrid, 1930, p. 11. Más recientemente, vid. LACRUZ BERDEJO, J. L., SANCHO REBULLIDA, F. 
DE A., LUNA SERRANO, A., DELGADO ECHEVERRÍA, J., RIVERO HERNÁNDEZ, F. y RAMS ALBESA, J. J., 
Elementos de Derecho civil, t. IV, Dykinson, 4ª edición revisada y puesta al día por J. J. Rams Albesa, 
Madrid, 2010, p. 254. 
130 Así lo indicó DE LA CÁMARA ÁLVAREZ, “Reflexiones...”, cit., pp. 101, 113-114. En la misma di-
rección se pronunciaba también GULLÓN BALLESTEROS, Lecciones..., cit., pp. 105 y 266-267. En particu-
lar, con respecto a los bienes parafernales, vid. MARTÍNEZ SARRIÓN, A., “La mujer casada y la 
disposición de sus bienes”, Anales de la Academia Matritense del Notariado, t. XVI, 1968, p. 555. 
131 Poniéndolo de manifiesto, vid. DE AMUNÁTEGUI RODRÍGUEZ, C., “La libertad de pacto en el régimen 
de separación de bienes”, en RAMS ALBESA, J. J. (coord.), Autonomía de la voluntad y negocios jurídicos 
de la familia, Dykinson, Madrid, 2009, p. 168; VALPUESTA FERNÁNDEZ, M. R., Los pactos conyugales de 
separación de hecho: historia y presente, Universidad de Sevilla, Sevilla, 1982, pp. 89, 157 y 252. 
132 En este sentido, vid. DÍEZ-PICAZO Y PONCE DE LEÓN, “Un comentario...”, cit., p. 42. 
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las posibles soluciones, de la realidad y de las necesidades verdaderamente sentidas. En 
efecto, no pretendía establecerse en modo alguno una igualdad absoluta entre mujeres y 
hombres en el matrimonio, sino tan solo suprimirse aquellas diferencias de trato que ya 
se consideraban desfasadas e innecesarias dentro del entorno sociocultural determinado 
hacia el que estaban dirigidas133. Únicamente se debilitaba la dependencia de aquéllas 
frente a sus maridos, sin lograr aún una auténtica igualdad entre ambos; objetivo que sin 
embargo tendría que esperar hasta ver concluida la labor de nuestros constituyentes134. 
III. EL NUEVO MARCO CONSTITUCIONAL DEL DERECHO CIVIL 
 La necesaria intervención legislativa en materia de igualdad de género afloraría 
aún con mayor urgencia tras entrar en vigor el nuevo texto constitucional. El modelo de 
familia conocido hasta el momento pronto vería su fin como consecuencia de que aquél 
proclamase la igualdad como uno de los valores superiores del ordenamiento jurídico, y 
encomendase a los poderes públicos la promoción de las condiciones precisas para que 
la misma fuese real y efectiva. La Constitución de 1978 retomaría, en consecuencia, los 
ideales anteriormente consagrados en época republicana, reconociendo, por un lado, la 
igualdad de todos los españoles ante la ley -y sin que pudiera prevalecer discriminación 
alguna por razón de sexo, entre otras condiciones o circunstancias-, y confiriendo, por el 
otro, el derecho a contraer matrimonio con plena igualdad jurídica, además de admitir la 
disolución del vínculo conyugal. Este extremo, sin embargo, desencadenaría relevantes 
consecuencias económicas para quienes hubiesen centrado su actividad productiva en la 
satisfacción de las necesidades domésticas, sin generar ninguna clase de ingresos. Para 
ello, no obstante, nuestro legislador acudiría principalmente a dos únicos remedios: el 
régimen económico-matrimonial supletorio, y la compensación del trabajo doméstico. 
1. EL RÉGIMEN ECONÓMICO-MATRIMONIAL SUPLETORIO 
 La determinación del régimen económico-matrimonial que opere con naturaleza 
supletoria en un determinado ordenamiento jurídico constituye el primer remedio que ha 
de tomarse en consideración para compensar el desequilibrio patrimonial experimentado 
por parte de quien asume las tareas domésticas, constante el matrimonio, ante una crisis 
que eventualmente pueda producirse. Piénsese que, muchos de ellos, están construidos 
                                                 
133 Así lo entiende BERCOVITZ RODRÍGUEZ-CANO, Derecho de la persona, cit., p. 67. 
134 Lo creen así DÍEZ-PICAZO Y PONCE DE LEÓN, L. y GULLÓN BALLESTEROS, A., Sistema de Derecho 
civil, v. IV, t. I, Tecnos, 11ª edición, Madrid, 2012, p. 33. 




sobre una idea de cooperación y de colaboración entre los consortes, estableciendo, a su 
disolución, un correlativo sistema de división de las ganancias obtenidas por uno y otro 
durante su vigencia, gracias a sus respectivos esfuerzos. La liquidación de la sociedad 
de gananciales es un buen ejemplo de ello, pero, su posición hegemónica como régimen 
económico-matrimonial supletorio, se vería seriamente amenazada ante ciertos cambios 
que el nuevo principio de igualdad constitucional exigiría realizar sobre su organización 
tradicional. Por esta razón, no tratándose de dificultades propias y exclusivas de nuestra 
nación, sino todo lo contrario, sería aconsejable examinar primero las tendencias que a 
este respecto habían venido experimentándose por algunas legislaciones internacionales. 
A) Las tendencias del Derecho comparado 
 Las voces feministas que venían pronunciándose tiempo ha por la emancipación 
de las mujeres resultaron realmente fortalecidas a propósito de las dos grandes guerras 
acontecidas durante la primera mitad del siglo pasado, tras haberse incorporado aquéllas 
a las actividades que tradicionalmente habían sido confiadas a los hombres, tanto en el 
ámbito intelectual y económico, como en las mismas campañas militares135. Este avance 
fue manifestándose sucesivamente en diferentes legislaciones de nuestro entorno y solía 
venir acompañado, además, de una revisión de los regímenes económico-matrimoniales 
coherente con la nueva situación. En todas ellas se contempla una común preocupación 
por dotar de una cobertura económica suficiente a las mujeres casadas, y no dedicadas a 
mayores menesteres que los cuidados del hogar y de los hijos, ante el acaecimiento de 
crisis matrimoniales que en este sentido pudieran ocasionarles perjuicios. La discusión 
en torno a la supletoriedad de un régimen económico-matrimonial determinado entre las 
diferentes categorías conocidas hasta el momento solía centrarse, por lo tanto, entre las 
comunidades de bienes y las participaciones en las ganancias, ambos caracterizados por 
distribuir equitativamente el patrimonio de los consortes; aunque no dejaría de albergar 
cierta relevancia la posible inclusión de compensaciones en las separaciones de bienes. 
 a) Alemania. — El régimen económico-matrimonial que disponía de naturaleza 
supletoria en este país desde el final de la codificación civil fue el usualmente conocido 
como “de administración y disfrute de los bienes de las mujeres por sus maridos”. Éste 
se caracterizaba por reconocer a estos últimos amplias facultades sobre el patrimonio de 
                                                 
135 Vid. CASTÁN TOBEÑAS, La condición..., cit., pp. 66-67. También VARELA, J. de Matos Antunes, 
Direito da família, v. I, Livraria Petrony, 5ª edición, Lisboa, 1999, p. 330 y n. 1. 
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aquéllas, a modo de compensación por su mantenimiento136. Sin embargo, el término de 
la Segunda Guerra Mundial trajo consigo nuevas concepciones sobre la situación de las 
mujeres, propiciándose, de esta manera, el contexto social adecuado para emprender una 
profunda revisión de las instituciones familiares -y, en particular, el régimen económico 
que en el futuro habría de aplicarse supletoriamente a los matrimonios alemanes-, a raíz 
de las exigencias derivadas de los nuevos postulados de igualdad. Habida cuenta de que 
la Constitución de Weimar de 1919 ya había proclamado la no discriminación por razón 
de sexo sin repercusión alguna sobre este ámbito, ahora solo interesaría aludir el alcance 
que a tal fin obtuvieron las respectivas proclamaciones de igualdad efectuadas por parte 
de la Ley Fundamental de la República Federal Alemana, de 23 de mayo de 1949, como 
por la Constitución de la República Democrática Alemana, de 7 de octubre de 1949137. 
 La consagración de este principio condujo a la jurisprudencia a desarrollar una 
línea doctrinal constante considerando el régimen de separación de bienes como el más 
respetuoso hacia la no discriminación, convirtiéndolo de este modo en el supletorio de 
primer grado, a modo provisional, ante la inminente desaparición del “de administración 
y disfrute del marido” a la vista de su manifiesta incompatibilidad con el mismo138. No 
obstante, ciertos tribunales consideraban preferible el régimen de comunidad en cuanto 
de su liquidación se derivaría una compensación económica para las mujeres dedicadas 
                                                 
136 Vid. HENRICH, D., “Diritto di famiglia e giurisprudenza costituzionale in Germania: riforma del Diritto 
de famiglia ad opera dei giudici costituzionali?”, Rivista di Diritto Civile, núm. 1, enero-febrero, 1991, p. 
50. 
137 Sobre estos aspectos, vid. BEITZKE, G., “La loi allemande sur l’égalité de l’homme et de la femme”, 
Revue Internationale de Droit Comparé, núm. 1, enero-marzo, 1958, p. 39; ZAJTAY, I., “Quelques projets 
de réforme du régime matrimonial legal en France, Belgique et Allemagne”, Revue Internationale de 
Droit Comparé, núm. 3, julio-septiembre, 1955, p. 577; RIEG, “La participation...”, cit., p. 922; LIÉNARD-
LIGNY, M., “Les régimes matrimoniaux en Droit allemand depuis la loi du 18 juin 1957”, Annales de la 
Faculté de Droit de Liège, núms. 3-4, 1962, p. 353. 
138 Vid. REINHART, G., “Le développement du Droit matrimonial et du Droit de la famille en Allemagne 
sous l’influence de la loi fondamentale”, Mélanges offerts à André Colomer, Litec, París, 1993, p. 373; 
BERNSTORFF, D., “République Fédérale d’Allemagne”, en PATARIN, J. y ZAJTAY, I. (dirs.), Le régime 
matrimonial légal dans les législations contemporaines, trad. J. Eckert, A. Pedone, 2ª edición, París, 
1974, pp. 71-72; BEITZKE, op. cit., pp. 40 y 46; BOSCH, F. W., “Le régime légal de la participation aux 
acquêts”, Les régimes matrimoniaux. Travaux de la deuxième Journée d’études juridiques Jean Dabin (6-
7 mai 1966), Bruylant, Bruselas, 1966, p. 280; LÜCKE, H., “Dividing assets on family breakdown: the 
german civil code”, en BAILEY-HARRIS, R. (ed.), Dividing assets on family breakdown, Jordan Pu-
blishing, Bristol, 1998, p. 32; LABRUSSE-RIOU, C., L’égalité des époux en Droit allemand, LGDJ, París, 
1965, pp. 215 y 240; RIEG, A., “Problèmes de régimes matrimoniaux dans l’Allemagne réuniffiée”, 
Mélanges offerts à André Colomer, Litec, París, 1993, p. 386; ID., “La participation aux acquêts en 
Allemagne et en France; deux visages d’une méme institution”, Mélanges dédiés à Gabriel Marty, Uni-
versidad de Ciencias Sociales de Tolosa, Tolosa, 1978, p. 922; FERRAND, F., “Le Droit civil de la famille 
et l’égalité des époux en République Fédérale d’Allemagne”, Revue Internationale de Droit Comparé, 
núm. 3, julio-septiembre, 1986, p. 872; LIÉNARD-LIGNY, op. cit., p. 354; MÜLLER-FREIENFELS, W., 
“Réforme du Droit de la famille en République Fédérale d’Allemagne”, trad. L. Cabanel, Annuaire de 
législation française et étrangère, t. XXV, 1976, p. 46. 




al cuidado del hogar y de los hijos, aunque las dificultades de adaptarlo a los postulados 
de igualdad aconsejaban conservar el de separación hasta que la doctrina, descontenta 
también por estos motivos, elaborase un nuevo régimen económico del matrimonio139. 
 En el proceso de reforma del régimen económico-matrimonial no faltaron voces 
que propusieran el establecimiento de una indemnización a favor de las mujeres casadas 
cuya actividad productiva se centrara en la atención de las labores domésticas, aunque 
tal alternativa no logró seducir al legislador que acabaría optando por elaborar un nuevo 
régimen para la República Federal Alemana: el de participación en las ganancias140. El 
régimen señalado -del que suele decirse que reúne ventajas propias del de separación y 
el de comunidad, debido al derecho que reconoce a cada cónyuge para participar sobre 
una parte de las ganancias obtenidas por el otro durante su vigencia- entraría en vigor a 
propósito de la ley de 18 de junio de 1957 y se impondría también, algunas décadas más 
tarde, sobre el de comunidad adoptado en la República Democrática Alemana -a través 
del Código de Familia de 1965-, como consecuencia de la Reunificación; solucionando 
así las deficiencias de la división sexual del trabajo hasta la actualidad, a excepción de 
que se expresase la voluntad de seguir bajo el régimen de separación o de comunidad141. 
 b) Francia. — Los resultados de la codificación francesa manifiestan el éxito del 
régimen económico-matrimonial desarrollado en determinados lugares -conocidos como 
países de Droit coutumier- en los que las costumbres germánicas se impusieron en esta 
materia sobre la tradición romana -de mayor calado en los países de Droit écrit-, según 
se desprende del establecimiento de la comunidad de muebles y adquisiciones con rango 
supletorio en la elaboración del Código Civil de 1804142. Sin embargo, apenas un siglo 
después, comenzaba a sentirse cierta influencia de las reformas que sobre este particular 
habían sido recientemente llevadas a cabo en los países escandinavos; motivo por el que 
pronto se sugeriría sustituir dicho régimen por otro de comunidad diferida, a propuesta 
de Henri Capitant143. En esta dirección se elaboraría el proyecto de ley de 23 de junio de 
                                                 
139 Vid. LABRUSSE-RIOU, op. cit., pp. 215-216. 
140 Sobre este extremo, concretamente, vid. BÄRMANN, J., “Crítica al nuevo régimen matrimonial de 
bienes alemán”, Revista de Derecho Notarial, núms. 37-38, julio-diciembre, 1962, p. 36. 
141 Vid. BEITZKE, op. cit., p. 46; RIEG, “Problèmes...”, cit., p. 387.  
142 Sobre estos extremos, vid. LAURENT, F., Principes de Droit civil français, t. XXI, A. Durand-Pedone 
Lauriel y Bruylant-Christophe & Comp., París-Bruselas, 1876, pp. 177-178. 
143 Vid. CAPITANT, H., “L’abolition de l’incapacité de la femme mariée”, Dalloz Hebdomadaire, 1932, p. 
97; ID., Le meilleur régime matrimonial: communauté ou séparation de biens, Ligue Française pour le 
Droit des Femmes, Paris, 1924, pp. 6-7; ID., “Préface”, en MOISSINAC, P., Le contrat de mariage de 
séparation de biens, LGDJ, 2ª edición, París, 1924. 
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1932 -usualmente conocido como “Proyecto Renoult”, nombre que recibía del Ministro 
de Justicia a cuya instancia fue depositado en el Senado-, a fin de hacer desaparecer las 
desfasadas instituciones del poder marital y de la incapacidad de las mujeres, además de 
instaurar como supletorio un novedoso régimen económico-matrimonial de comunidad 
diferida que, salvadas las distancias, se le llamó “de participación en las ganancias”144. 
 Aunque la doctrina contemporánea ponía de relieve la necesidad de llevar a cabo 
una reforma sobre estos extremos, no todos corrieron la misma suerte145. El estallido de 
la Segunda Guerra Mundial interrumpiría el proceso de reforma de tal manera que solo 
obtuviesen rango de ley las medidas referidas a la capacidad de las mujeres -mediante la 
ley de 18 de febrero de 1938-, y quedasen todavía sin resolver aquellas otras relativas a 
la modernización del régimen económico del matrimonio146. La iniciativa de introducir 
como supletorio el citado régimen de participación en las ganancias no se reanudaría sin 
embargo con mayor éxito tras la victoria de los aliados, considerando, a este respecto, el 
fracaso obtenido por la proposición de ley depositada por Gaston Monnerville, el 30 de 
marzo de 1946, en la Asamblea Nacional Constituyente147. El contenido de la misma no 
lograría prosperar sobre el texto definitivo de la ley de 13 de julio de 1965, de reforma 
del régimen económico-matrimonial, cuya entrada en vigor haría conservar la tradición 
mediante el mantenimiento de la comunidad de bienes en su privilegiada condición de 
régimen supletorio de primer grado, frente a un relegado régimen de participación en las 
ganancias meramente convencional que, incluso a día de hoy, tan solo es adoptado por 
unos pocos académicos e intelectuales realmente conocedores de su funcionamiento148. 
                                                 
144 Sobre el contenido del proyecto señalado, vid. VOIRIN, P., “Notes parlamentaires de Droit civil (du 13 
août au 11 novembre 1932)”, Revue Trimestrielle de Droit Civil, 1932, pp. 1231-1266; PERRET, M. J., Les 
projets de réforme du régime matrimonial de Droit commun, Journaux & Imprimeries du Nord, Lille, 
1934; LEYRIS, J., Des transformations apportées au régime matrimonial légal par le Projet de loi René 
Renoult, Imprimerie Chastanier Frères et Alméras, Nimes, 1934. 
145 Vid. CAPITANT, “Préface”, cit., pp. II-III. 
146 Sobre estos aspectos, vid. RIPERT, G., “Le régime matrimonial de Droit commun: rapport général”, 
Travaux de la semaine internationale de Droit, Parte IV: Le régime matrimonial de Droit commun, Sirey, 
París, 1937, p. 12; JULLIOT DE LA MORANDIÈRE, L., “La capacidad jurídica de la mujer casada”, Revista 
de la Facultad de Derecho de la Pontificia Universidad Católica del Perú, núm. 6, 1946, pp. 94, 101 y 
105; ZAJTAY, I., “Les régimes matrimoniaux du Droit hungrois”, Revue Internationale de Droit Comparé, 
núm. 3, julio-septiembre, 1949, p. 288; ID., “Quelques...”, cit., p. 573; ZAJTAY, I. y VAZ FERREIRA, E., 
“Contribución al estudio de los regímenes matrimoniales de participación”, Revista de la Facultad de 
Derecho y Ciencias Sociales, núm. 3, 1950, pp. 840-841; RIEG, “La participation...”, cit., p. 921, n. 3; 
ANCEL, M., “Evolución moderna del Derecho de familia”, Revista de la Facultad de Derecho y Ciencias 
Sociales, núm. 1, 1950, p. 122. 
147 Vid. ZAJTAY, “Quelques...”, cit., pp. 574-575. 
148 En este sentido, vid. LE BARS, T., “Pour une conception autonomiste du régime matrimonial de la 
participation aux acquêts”, Mélanges en l’honneur du doyen Georges Wiederkehr, Dalloz, París, 2009, p. 
487. También GAUDEMET, S., “La pratique de la participation aux acquêts en Droit français”, en 




 c) Quebec. — La codificación quebequesa dispuso de dos principales fuentes de 
inspiración: la napoleónica, de 1804, y la luisianesa, de 1825149. La primera contaría con 
la gran ventaja de haber gozado de fuerza normativa en este lugar como resultado de la 
colonización, y la segunda, en cambio, manifestaba una insoslayable afinidad en cuanto 
respondía a una idéntica amalgama con respecto a sus fuentes jurídicas150. La economía 
conyugal venía rigiéndose sin embargo por el Droit coutumier francés desde hacía más 
de dos siglos, determinando, por tanto, que la comunidad de muebles y adquisiciones se 
perpetrara como el régimen económico-matrimonial establecido con carácter supletorio 
en el nuevo Código Civil del Bajo Canadá, en 1866151. Este régimen, como es sabido, se 
caracterizaba por dotar a los maridos de amplios poderes mientras que al mismo tiempo 
constreñía la capacidad de las mujeres; motivo por el cual, después de emprenderse una 
reforma sobre la capacidad de estas últimas, en 1964, el legislador quebequés abordaría 
la del régimen económico-matrimonial, mediante la ley de 12 de diciembre de 1969152. 
 El resultado más significativo de esta ley fue desplazar, a rango convencional, la 
antigua comunidad de muebles y adquisiciones para que desde entonces pasase a ocupar 
su lugar un nuevo régimen económico del matrimonio que había sido desconocido hasta 
el momento: la llamada société d’acquêts. Ésta parece deber su denominación al antiguo 
régimen convencional diseñado por la práctica notarial francesa que, más tarde, trató de 
ser reconvertido en uno de participación en las ganancias con motivo del proyecto de 23 
de junio de 1932. Sin embargo, no solo contaba con el precedente francés y escandinavo 
que, en definitiva, no entrañaban más que meros regímenes de comunidad diferida; sino, 
también, con el alemán de participación en las ganancias153. Es a éste, y no a aquéllos, al 
que más se acerca el señalado régimen económico-matrimonial quebequés, máxime, una 
vez desaparecida la norma que permitía que el valor resultante de la liquidación pudiese 
satisfacerse tanto en dinero como mediante dación en pago, del artículo 481 del Código 
                                                                                                                                               
LAUROBA LACASA, M. E. y GINEBRA MOLINS, M. E. (dirs.), TARABAL BOSCH, J. (coord.), Régimes 
matrimoniaux de participation aux acquêts et autres mécanismes participatifs entre époux en Europe, 
Société de législation comparée, París, 2016, pp. 11-12; MAURY, J., “Les atouts de la participation aux 
acquêts”, Droit et patrimoine, núm. 22, diciembre, 1994, p. 40. 
149 Así lo apunta ARROYO AMAYUELAS, E., “El Derecho civil en Quebec: codificación y recodificación”, 
en MITJANS, E. y CASTELLÀ, J. M. (coords.), Canadá. Introducción al sistema político y jurídico, 
Universidad de Barcelona, Barcelona, 2001, p. 305. 
150 Ibid. 
151 Vid. PINEAU, J. y BURMAN, D., Effets du mariage et régimes matrimoniaux, Thémis, Montreal, 1984, 
p. 121. 
152 Ibid., pp. 123-124. 
153 Vid. GROFFIER, E., “La société d’acquêts en Droit québécois”, Revue Internationale de Droit 
Comparé, núm. 4, octubre-diciembre, 1977, p. 747. 
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Civil de Quebec. Este régimen, además, ha sobrevivido hasta nuestros días a través de la 
recodificación experimentada por el Derecho civil quebequés, primero, en 1980, y luego 
en 1991, manteniendo todavía la cualidad de supletorio desde el 1 de julio de 1970154. 
 d) Italia. — La tradición jurídica italiana se muestra profundamente romanística 
en cuanto al régimen económico-matrimonial se refiere. La influencia germánica jamás 
logró destruir esta ascendencia y solo en algunas regiones, como Cerdeña y Sicilia, fue 
realmente conocida y practicada la comunidad de bienes entre consortes155. El sistema 
dotal se erigía así como el más acorde con el espíritu del pueblo italiano y era, al mismo 
tiempo, el más extendido; de ahí que la regulación de la dote ocupase un lugar principal 
en el Código Civil de 1865156. Sin embargo, ésta precisaba siempre de la convención de 
los consortes, y por este motivo no podía considerarse como régimen supletorio157. Éste 
sería, por tanto, el de separación de bienes, en defecto de toda constitución dotal; y así 
lo habría sido hasta que, a finales del siglo pasado, la Corte Constitucional comenzase a 
advertir de sus carencias en relación con la situación de las mujeres casadas y dedicadas 
a menesteres de índole doméstica, sugiriendo su sustitución por el de comunidad158. Se 
trataba de dar un giro copernicano, ya realizado entre los rusos, aunque más conforme 
con el principio de igualdad que se contemplaba en la Constitución de la República159. 
 El matrimonio de los italianos se construía sobre la igualdad moral y jurídica de 
los consortes, en armonía con la normativa constitucional, y así se hizo constar también 
en sus relaciones económicas equiparando el trabajo desempeñado por cada uno de ellos 
tanto dentro como fuera del núcleo doméstico, en el artículo 143 del Código Civil. Esta 
equiparación no podría conseguirse, a juicio de la Corte Constitucional, negando a uno 
de los cónyuges el derecho a participar en los beneficios exclusivamente adquiridos por 
el otro mediante el ejercicio de actividades extradomésticas retribuidas. La liquidación 
de la comunidad de bienes satisfaría eficazmente estas deficiencias y, por esta razón, se 
                                                 
154 Vid. CAPARROS, E., Les régimes matrimoniaux au Québec, Wilson & Lafleur, 3ª edición, Montreal, 
1988, p. 111. Sobre la codificación y recodificación quebequesa, vid. ARROYO AMAYUELAS, “El Dere-
cho...”, cit., pp. 313-314. También CANTIN CUMYN, M., “Reflexiones sobre el Derecho civil de Quebec”, 
Dereito, núm. 1, 2002, pp. 61-70; CAPARROS, E., “Les régimes matrimoniaux secondaires à la lumière du 
nouveau Code Civil du Québec”, Revue Générale de Droit, núm. 1, 1982, p. 29. 
155 En este sentido, vid. DE RUGGIERO, R., Istituzioni di Diritto civile, v. II, Casa editrice Giuseppe 
Principato, 4ª edición, Mesina, 1926, p. 567. 
156 Ibid. 
157 Ibid., pp. 567-568. 
158 Sentencia de la Corte Costituzionale, núm. 187, de 26 de junio de 1974. 
159 Sobre el desarrollo y evolución del régimen económico-matrimonial ruso, vid. ARMINJON, P., NOLDE, 
B. B. y WOLFF, M., Traité de Droit comparé, t. III, LGDJ, París, 1951, p. 381. 




elevaría su condición a la de régimen económico-matrimonial supletorio a través de la 
ley de 19 de mayo de 1975. Sin embargo, este cambio tan profundo no solo produciría 
efectos de cara al futuro, porque, en virtud de la citada ley, si una vez transcurridos dos 
años desde su entrada en vigor, los matrimonios celebrados en un momento anterior no 
manifestaban su voluntad en contrario, los activos adquiridos desde entonces quedaban 
también sometidos al régimen de comunidad de bienes, sin perjuicio de la posibilidad 
de acordar además que las adquisiciones anteriores quedasen igualmente sujetas a él160. 
 e) Bélgica. — La hegemonía que actualmente ostenta el régimen de comunidad 
como supletorio de primer grado en el ordenamiento jurídico belga no es sino la simple 
continuidad de la tradición, iniciada a raíz de la codificación francesa, y la consecuente 
instauración de la comunidad de muebles y adquisiciones con dicha condición161. Solía 
reprocharse, sin embargo, que las mujeres casadas se encontrasen sujetas a la tutela de 
sus maridos y, como consecuencia de ello, se abriría paso a un nuevo periodo legislativo 
dirigido a obtener, no solo la plena capacidad de aquéllas, sino también una institución 
matrimonial construida sobre el principio de igualdad y no discriminación por razón de 
sexo, y que sería iniciado con la ley de 20 de julio de 1932 -conforme a la cual les serían 
conferidos poderes exclusivos sobre los bienes reservados- y, continuaría, más adelante, 
con la ley de 30 de abril de 1958, consagrando definitivamente su absoluta capacidad162. 
 La reforma del régimen económico-matrimonial daría comienzo a través de una 
comisión de juristas, instituida por el Ministro de Justicia Paul Struye el 14 de mayo de 
1948, y presidida por R. Hayoit de Termicourt, cuya actividad terminaría desembocando 
en la elaboración de tres regímenes económico-matrimoniales diseñados sin establecer 
ninguna relación de jerarquía entre sí: uno de separación de bienes, otro de comunidad 
                                                 
160 Sobre esta reforma, en general, vid. ÁLVAREZ-SALA WALTHER, J., “Régimen económico matrimonial 
en el Derecho italiano”, Anuario de Derecho Civil, abril-junio, 1981, pp. 415-447. 
161 Vid. RIGAUX, F., “L’évolution du droit de la famille en Belgique”, en NERSON, R. y SCHWARZ-
LIEBERMANN VON WAHLENDORF, H. A. (dirs.), Mariage et famille en question: Suisse, Autriche, 
Belgique, Pays-bas. Anexe: Regard sur la situation actuelle en Scandinavie, CNRS, Lyon, 1980, p. 87; 
BAUGNIET, J., “L’égalité des époux en Droit belge”, Mélanges dédiés à Gabriel Marty, Universidad de 
Ciencias Sociales de Tolosa, Tolosa, 1978, p. 54. 
162 Sobre este proceso, vid. RAUCENT, L., Droit patrimonial de la famille. Les régimes matrimoniaux, 
Cabay, 3ª edición, Lovaina la Nueva, 1986, pp. 27 y 29; BAETEMAN, G., “État des travaux de réforme en 
Belgique”, Les régimes matrimoniaux. Travaux de la deuxième Journée d’études juridiques Jean Dabin 
(6-7 mai 1966), Bruylant, Bruselas, 1966, p. 198; RENARD, C., “Introduction générale”, Sept leçons sur la 
réforme des régimes matrimoniaux, Universidad de Lieja, Lieja, 1977, p. 9; BAUGNIET, J., op. cit., pp. 47 
y 54. 
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diferida, y otro de comunidad de adquisiciones163. La influencia alemana con respecto a 
su novedoso régimen de participación no se dejaría sentir, sin embargo, hasta que el 25 
de febrero de 1965, se presentase ante el Senado un proyecto de ley que así propusiese 
su supletoriedad, a instancia del Ministro de Justicia P. Vermeylen164. Esta proposición 
guardaría desde luego absoluta armonía con el nuevo contexto jurídico propiciado con 
respecto al recién reformado estatuto de las mujeres, habida cuenta de la independencia 
y autonomía que el mismo les conferiría. Sin embargo, no faltó quien apostase también 
por dar continuidad a la tradición manteniendo la comunidad de bienes como régimen 
supletorio, y sería precisamente en esta dirección en la que se dirigieron las enmiendas 
depositadas en el Senado el 30 de junio de 1966 a instancia del por entonces Ministro de 
Justicia, P. Wigny, elevadas después a definitivas con la ley de 14 de julio de 1976165. 
 f) Portugal. — Las diferencias económicas nacidas con ocasión del matrimonio 
entre los hombres y las mujeres quedaban eficazmente compensadas en el ordenamiento 
jurídico portugués a través de las oportunas liquidaciones de la comunidad general. Éste 
había sido, desde antiguo, el régimen económico-matrimonial predominante en terreno 
lusitano -excepto en ciertas regiones en que subsistió la tradición romana, practicándose 
el sistema dotal propio de los tiempos clásicos-, y de ahí que las diferentes ordenaciones 
reales se refiriesen a ella como la costumbre del reino166. Se trataba de un ejemplo típico 
de comunidad universal cuya permanencia en clave de régimen económico-matrimonial 
supletorio comenzaría a discutirse, a principios de los sesenta, como consecuencia de la 
inestabilidad que por entonces empezaba a sentirse sobre la propia unión conyugal167. El 
principal motivo por el que la comunidad general había sobrevivido tanto tiempo como 
régimen económico-matrimonial supletorio radicaba en el común entendimiento de que 
éste era el que mejor reflejaba la esencia del matrimonio, junto con las ventajas que el 
mismo representaba para afianzar la subsistencia económica del cónyuge viudo; razones 
                                                 
163 Vid. BAETEMAN, op. cit., p. 199; RENARD, C., “La réforme du statut de la femme mariée en Belgique”, 
Revue Internationale de Droit Comparé, núm. 1, enero-marzo, 1958, pp. 57-58; ID., “Introduction...”, cit., 
p. 10; RAUCENT, op. cit., p. 29; ZAJTAY, “Quelques...”, cit., p. 575. 
164 Vid. RAUCENT, op. cit., p. 30; RENARD, “Introduction...”, cit., p. 10; BAETEMAN, op. cit., p. 199. 
165 Vid. RAUCENT, op. cit., p. 30; RENARD, “Introduction...”, cit., p. 10. 
166 Vid. GONÇALVES, L. da Cunha, Tratado de Direito civil em comentário ao Código Civil português, v. 
VI, Coimbra Editora, Coímbra, 1932, pp. 285-286. 
167 Vid. DE CAMPOS, D. Leite y DE CAMPOS, M. Martinez, Lições de Direito da família e das sucessões, 
Almedina, 3ª edición, revisada y actualizada por M. Martinez de Campos, Coímbra, 2016, p. 269; DE 
OLIVEIRA, G. Freire Falcão, “Observações sobre os regimes de bens”, Revista de Legislação e de 
Jurisprudência, núms. 3875-3877, junio-agosto, 1997, p. 39. 




que, desde luego, no serían en absoluto desconocidas cuando los responsables del nuevo 
Código Civil afirmaron que la solución giraba en derredor del régimen de comunidad168. 
 La sustitución del régimen económico-matrimonial supletorio contaría entonces 
con las siguientes tres posibilidades: la primera, introducir una comunidad de muebles y 
adquisiciones -comunidad general con respecto a bienes muebles, y de adquisiciones en 
cuanto a los inmuebles- en el lugar de la comunidad general; la segunda, reemplazarla 
por otra de meras adquisiciones; y la tercera, establecer un régimen de participación en 
las ganancias en calidad de supletorio de primer grado169. Sobre este último pesaban sin 
embargo algunos inconvenientes que la doctrina resumía en su falta de tradición y en la 
sospecha de que los poderes que el mismo atribuiría a las mujeres para administrar sus 
propios bienes normalmente caería en letra muerta -pues, en realidad, tal administración 
solía ser confiada a los maridos mediante mandato-, motivos por los cuales no tendría 
apenas ninguna oportunidad, ni siquiera como régimen convencional170. Existía además 
una costumbre más o menos difundida entre los matrimonios celebrados entre personas 
de gran fortuna, consistente en incorporar a sus convenios nupciales ciertas cláusulas de 
incomunicabilidad con el fin de evitar los efectos de la comunidad general; de modo que 
el hecho de convertir en supletoria la comunidad de adquisiciones únicamente supondría 
elevar a rango de ley una costumbre que ya estaba vigente en la sociedad portuguesa171. 
 El régimen de comunidad de adquisiciones acabaría ocupando así el lugar que la 
comunidad general había ostentado, como mínimo, desde el Código Civil de 1867. Este 
cambio, materializado con la entrada en vigor del nuevo Código Civil de 1966, vigente 
hasta la fecha, no sería la única medida interesante en cuanto aquí nos ocupa. Si bien es 
cierto que el hecho de liquidar la comunidad de adquisiciones compensaría eficazmente 
el trabajo invertido por cualquiera de los cónyuges en el hogar, tal liquidación no sería 
garantía suficiente ante la disolución matrimonial, según se deduce del establecimiento 
                                                 
168 Vid. SERRA, A. Paes da Silva Vaz, “A revisão geral do Código Civil: alguns factos e comentários”, 
Boletim da Faculdade de Direito da Universidade de Coimbra, v. XXII, 1946, p. 498. 
169 Vid. DA CRUZ, G. Braga, “O problema do regime matrimonial de bens supletivo, no novo Código 
Civil português”, Boletim do Ministério da Justiça, núm. 53, febrero, 1956, pp. 174-175; ID., “Problemas 
relativos aos regimes de bens do casamento sobre que se julga necessário ouvir o parecer da comissão 
redactora do novo Código Civil”, Boletim do Ministério da Justiça, núm. 52, enero, 1956, pp. 348-349. 
Sobre las diferentes clases de regímenes de comunidad, vid. DOS SANTOS, E., Regimes matrimoniais, 
Liber, Lisboa, 1979, pp. 46-47. 
170 Vid. DA CRUZ, “O problema...”, cit., p. 176; ID., “Problemas...”, cit., pp. 349-350. Criticando que el 
régimen de participación en las ganancias no se previera siquiera como alternativa convencional frente a 
la comunidad de adquisiciones, vid. PEREIRA, M. Gonçalves, “Regimes convencionais. Anteprojecto para 
o novo Código Civil”, Boletim do Ministério da Justiça, núm. 122, enero, 1963, pp. 265-266. 
171 Vid. DE CAMPOS y DE CAMPOS, op. cit., p. 270. 
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de una compensación ad hoc con motivo de la ley de 25 de noviembre de 1977. Esta ley 
tendría como finalidad principal la de trasladar, a este ámbito, uno de los nuevos valores 
constitucionales surgidos como resultado de la caída del Estado Novo: el de igualdad y 
no discriminación por razón de sexo; siendo aquella compensación una medida tendente 
a garantizar su efectividad. Sin embargo, pesaba sobre ella una presunción de renuncia 
que pronto sería considerada injusta por parte de la doctrina, motivo por el que acabaría 
suprimiéndose -y liberando a sus posibles acreedores de la carga de destruirla para así 
lograr su derecho- a través de la reforma operada por la ley de 31 de octubre de 2008172.  
 g) Austria. — El de separación de bienes es el régimen económico aplicable de 
modo supletorio a los matrimonios austriacos, cuando no medie otra voluntad173. Ésta es 
la conclusión que se desprende de que el vínculo conyugal no desarrolle por sí mismo 
ninguna clase de comunidad entre los consortes, quienes, en defecto de pacto, conservan 
el dominio de los bienes que ostenten en este momento y, adquieren, también para sí, en 
exclusiva, el de los adquiridos después; según se advierte en los parágrafos 1233 y 1237 
del Código Civil. Éste, sin embargo, no ignoraba las consecuencias negativas que dicho 
régimen podría desencadenar para el cónyuge encargado de la llevanza del hogar -y que, 
por esta razón, no pudo incrementar sus activos patrimoniales durante el matrimonio- y, 
desde su redacción originaria, de 1811, dispuso como remedio una comunidad de bienes 
diferida al momento en que el vínculo matrimonial se disolviese a causa de la muerte de 
alguno de los cónyuges, en el parágrafo 1234, constituyendo de este modo una suerte de 
régimen mortis causa de participación en las ganancias, salvando las distancias debidas. 
 Semejante solución, sin embargo, quedaría superada mediante la introducción de 
otras vías de disolución del matrimonio que no gozasen de su cobertura. A estos efectos 
convendría reparar, especialmente, en la proliferación de los divorcios; no considerados 
hasta entonces por el ordenamiento jurídico austriaco que los asumió, por vez primera, a 
través de la ley matrimonial alemana de 1938174. Estas circunstancias serían favorables 
para llevar a cabo alguna maniobra legislativa con el fin de aminorar las dificultades que 
del régimen de separación de bienes podrían derivarse, con motivo del divorcio, para los 
                                                 
172 Vid. infra, pp. 112, n. 327. 
173 Vid. RECHBERGER, W., “National report: Austria”, Study on matrimonial property regimes and the 
property of unmarried couples in private international law and internal law, Comisión Europea, La 
Haya-Lovaina La Nueva, 2001, pp. 6-7; KRIEGLER, A., “Austria”, en HAMILTON, C. y PERRY, A. (eds.), 
Family law in Europe, Butterworths, 2ª edición, Londres, 2002, pp. 9 y 12; ANTENREITER, T., “Informe 
nacional: Austria”, Notarius International, núms. 3-4, 2002, p. 177. 
174 Vid. RECHBERGER, op. cit., p. 6; MÜLLER-FREIENFELS, W., “Family law and the law of succession in 
Germany”, International and comparative law quarterly, núm. 16, 1967, p. 412. 




consortes que no hubiesen celebrado ningún acuerdo a este respecto, sobre todo después 
de que ambos fueran tratados como iguales con motivo de la ley federal de 1 de julio de 
1975175. Por ello, pronto llegarían las transformaciones en este sentido. La ley federal de 
15 de junio de 1978 establecería, en consecuencia, un sistema de división de los activos 
realmente cercano al alemán de participación en las ganancias, que, unido al régimen de 
separación de bienes, solucionaría hábilmente las dificultades ocasionadas por éste176.  
 h) Grecia. — La legislación actualmente en vigor con respecto a la economía de 
los consortes, en el ordenamiento jurídico griego, comienza afirmando con una absoluta 
rotundidad que el matrimonio no modifica la autonomía patrimonial de los mismos. Ello 
significa que, en defecto de acuerdo en contrario, el régimen económico del matrimonio 
responderá a la categoría de separación de bienes, conforme a la tradición177. Y es que 
este régimen había sido, en definitiva, el que dispuso de naturaleza supletoria desde los 
tiempos de la codificación; si bien, acompañado y atenuado por la dote, una institución 
que durante más de tres milenios había permanecido ininterrumpidamente vigente en el 
ordenamiento jurídico griego178. La dote transgredía, sin embargo, el espíritu separatista 
por el que suele caracterizarse el citado régimen, y en la práctica intervenía anulando el 
grado de autonomía e independencia con que, al menos, a nivel teórico, debía dotar a las 
mujeres casadas frente a los poderes atribuidos a sus maridos, cuya sola limitación cabía 
buscarla en la doctrina general del abuso de derecho179. No obstante, este sistema dotal 
experimentaría algunas transformaciones trascendentales con el final de la dictadura y la 
proclamación de la absoluta igualdad entre consortes, en el texto constitucional de 1975. 
 Semejante declaración constituiría una ruptura con la tradición jurídica griega en 
cuanto de ella derivaba una manifiesta incompatibilidad con la dote. Esta institución fue 
                                                 
175 Vid. RECHBERGER, op. cit., p. 6. 
176 Vid. HERTEL, C., “Sistemas jurídicos del mundo”, Notarius International, núms. 1-2, 2009, p. 193, n. 
29; RECHBERGER, op. cit., p. 6. Sosteniendo su proximidad con el régimen de participación en las 
ganancias, vid. FERRARI, S., “Marital agreements and private autonomy in Austria”, en SCHERPE, J. Mar-
tin (ed.), Marital agreements and private autonomy in comparative perspective, Hart Publishing, Oxford, 
2012, p. 52. 
177 Vid. ANDRIOTIS, D., “Les régimes matrimoniaux en Droit grec”, en BONOMI, A. y STEINER, M. (eds.), 
Les régimes matrimoniaux en Droit comparé et en Droit international privé, Droz, Ginebra, 2006, p. 203; 
MOUSTAIRA, E., “National report: Greece”, Study on matrimonial property regimes and the property of 
unmarried couples in private international law and internal law, Comisión Europea, La Haya-Lovaina La 
Nueva, 2001, p. 5; MARGELLOS, T. M., “Grèce”, Revue Internationale de Droit Comparé, núm. 4, 
octubre-diciembre, 1990, p. 1234; MOURATIDOU, S., “Rapport national: Grèce”, Notarius International, 
núm. 2, 2001, p. 119. 
178 Vid. GRAMMATICAKI-ALEXIOU, A., “Family law”, en KERAMEUS, K. D. y KOZYRIS, P. J. (eds.), 
Introduction to greek law, Kluwer law international, 3ª edición, Alphen aan den Rijn, 2008, p. 184; 
ANDRIOTIS, op. cit., pp. 202-203. 
179 Vid. ANDRIOTIS, op. cit., p. 201. 
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debidamente derogada mediante la ley núm. 1329/1983 -en vigor desde el 18 de febrero 
de 1983-, dictada con el propósito de adaptar algunos sectores del ordenamiento jurídico 
griego al nuevo marco constitucional, entre ellos el Derecho de familia. Su articulado no 
solo suprimiría definitivamente la regulación de la dote, sino que, además, declaró nula 
cualquier transmisión económica que pudiese entenderse como tal desde su entrada en 
vigor180. El corolario lógico de esta medida sería que el régimen de separación de bienes 
adquiriese, eficientemente, todas sus virtudes; pero, también, todos sus defectos. Estos 
últimos debían ser considerados desde el propio régimen de separación y no mediante 
su sustitución por otro de comunidad de bienes que, en este país, jamás había obtenido 
tanta aplicación, más allá de ciertas áreas geográficas concretas como las Islas Jónicas o 
las Islas Cícladas181. Estas circunstancias dieron lugar a que se optase por amparar los 
intereses de las mujeres casadas, y dedicadas al hogar, mediante el establecimiento de 
un sistema de participación en las ganancias -y, por tanto, compatible con el régimen de 
separación de bienes- únicamente aplicable en supuestos de disolución matrimonial182. 
 i) Suiza. — Las nuevas concepciones igualitarias que habían venido instalándose 
en derredor de la institución matrimonial en el resto del continente europeo, no pasaron 
inadvertidas ante los ojos del legislador suizo, cuyo ordenamiento jurídico adolecía de 
las mismas deficiencias en torno a la construcción jurídica de un modelo familiar que se 
había visto superado ante los acontecimientos, desde una perspectiva sociológica. Hasta 
el momento, el régimen económico-matrimonial comúnmente conocido como “de unión 
de bienes”, si bien no introducía alteraciones en el dominio de las mujeres casadas sobre 
sus bienes, por un lado, confería a sus maridos una serie de facultades con respecto a la 
administración y disfrute de los mismos, por el otro; siendo evidente que estas últimas 
difícilmente encontrarían cabida bajo el paraguas constitucional mientras se establecía 
la igualdad de todos los suizos ante la ley sin ninguna clase de privilegios, en el artículo 
4 de la Constitución federal, y mucho menos aún después de que a éste le fuese añadido 
un segundo párrafo según el cual los hombres y las mujeres serían iguales en derechos, 
y se garantizaría legalmente su igualdad en el seno de la familia, entre otros ámbitos183. 
                                                 
180 Vid. MOUSTAIRA, op. cit., p. 5. 
181 Vid. MOUSTAIRA, op. cit., pp. 5-6; MOURATIDOU, op. cit., p. 119. 
182 Vid. ANDRIOTIS, op. cit., pp. 207 y 213;  
183 Vid. DESCHENAUX, H. y STEINAUER, P. H., Le nouveau Droit matrimonial, Stæmpfli & Cie, Berna, 
1987, pp. 4-5 y 13; PIOTET, P., Le régime matrimonial suisse de la participation aux acquêts, Stæmpfli & 
Cie, Berna, 1986, p. 18; KNOEPFLER, F., “Nouveau droit du mariage”, Revue de l’État Civil/Zeitschrift für 
Zivilstandswesen, 1986, p. 228. 




 En estas circunstancias lógico es considerar el establecimiento de un régimen de 
separación de bienes en calidad de supletorio de primer grado -como anteriormente hizo 
la jurisprudencia alemana-, acompañado de otras medidas tendentes a salvaguardar sus 
deficiencias más desdeñables: en primer lugar, el fortalecimiento de las expectativas del 
cónyuge viudo con respecto a la sucesión de su consorte, en supuestos de disolución a 
causa de muerte o declaración de fallecimiento; y, en segundo lugar, la inserción de una 
compensación económica a favor del cónyuge que sacrificase su desarrollo profesional 
a consecuencia de su dedicación a los intereses domésticos, en caso de divorcio184. Éstas 
fueron las dificultades a las que habría de enfrentarse la comisión de estudios instituida 
a fecha de 13 de diciembre de 1957, por el departamento federal de justicia y policía, en 
cuyos informes de 1962 y 1965 abogaría por emprender las modificaciones pertinentes 
en materia de filiación, adopción, matrimonio y tutela185. Sin embargo, según decidió el 
Consejo federal, estas cuestiones se abordarían en distintas etapas instituyéndose a tal 
fin, en 1968, una nueva comisión de expertos que finalmente daría lugar a la ley federal 
de 5 de octubre de 1984, cuya entrada en vigor se pospondría al 1 de enero de 1988186. 
 La novedad de esta ley radicaría en el abandono del régimen de separación como 
una alternativa competitiva con respecto a la elección del régimen que en el futuro debía 
operar como supletorio entre los matrimonios suizos, en relación con la salvaguarda del 
derecho constitucional a la igualdad entre hombres y mujeres en esta materia; optando 
en su lugar por la instauración de un nuevo régimen de participación en las ganancias en 
calidad de supletorio de primer grado, al estilo alemán, vigente como tal hasta nuestros 
días187. Esta reforma, además, no solo surtiría efectos sobre los matrimonios celebrados 
con posterioridad a su entrada en vigor, sino que el régimen de participación devendría 
igualmente aplicable para los ya contraídos en ese momento, de forma retroactiva; salvo 
que manifestasen su voluntad en contrario durante su primer año de vigencia188. Desde 
luego, en cualquier caso, el funcionamiento del régimen de participación evitaría de cara 
al futuro los problemas derivados de la división del trabajo entre consortes, aunque aún 
                                                 
184 Vid. DESCHENAUX y STEINAUER, op. cit., p. 15. 
185 Vid. DESCHENAUX y STEINAUER, op. cit., p. 20; PIOTET, Le régime..., cit., p. 19. 
186 Vid. DESCHENAUX y STEINAUER, op. cit., pp. 17 y 21; PIOTET, Le régime..., cit., p. 19. 
187 Vid. SCHNYDER, B., “Suisse”, Revue Internationale de Droit Comparé, núm. 4, octubre-diciembre, 
1990, p. 1316; DESCHENAUX y STEINAUER, op. cit., p. 17. 
188 Vid. PIOTET, Le régime..., cit., pp. 154-157 y 160.  
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contaría con el descontento de algún autor, en cuya opinión, hubiese sido mejor estatuir 
un régimen de separación atenuado por una compensación por el cuidado del hogar189.  
 j) Estados Unidos. — La mayoría de los estados que integran los Estados Unidos 
de América someten la economía conyugal al principio separatista a través del llamado 
separate property system, salvo algunos pocos cuyo funcionamiento es semejante al de 
los regímenes de comunidad propios de los sistemas jurídicos continentales: community 
property system190. En aquéllos, no obstante, cada uno de los cónyuges devendría titular 
exclusivo de las adquisiciones realizadas constante el matrimonio -a no ser que mediase 
una donación entre ambos que desplazase la propiedad de determinados bienes a título 
conjunto, o a título exclusivo a nombre del consorte-, y así solía ser incluso después del 
divorcio191. Es evidente, por tanto, que la división sexual del trabajo entre los consortes 
traería consigo importantes consecuencias económicas para aquellas mujeres dedicadas 
a la atención y cuidado de los hijos y del hogar, con ocasión del divorcio; situación que 
solía solventaba mediante el pago de prestaciones, a cargo de sus maridos, para asegurar 
su mantenimiento192. Sin embargo, el aumento de los divorcios experimentado a finales 
de los sesenta, a raíz de su desculpabilización, haría que comenzase a cuestionarse dicho 
sistema hasta ser reemplazado por la doctrina conocida como equitable distribution193. 
 Los órganos jurisdiccionales tendrían a partir de este momento amplios poderes 
para repartir entre los consortes los bienes adquiridos a lo largo del matrimonio194. Esta 
distribución, equitativa, no necesariamente desembocaría en una división igualitaria en 
                                                 
189 Ibid., p. 20. 
190 Vid. ELLMAN, I. M., “Marital agreements and private autonomy in the United States”, en SCHERPE, J. 
Martin (ed.), Marital agreements and private autonomy in comparative perspective, Hart Publishing, 
Oxford, 2012, p. 404; ROSENBURY, L., “Two ways to end a marriage: divorce or death”, Utah Law Re-
view, septiembre, 2005, p. 1234, y n. 19; MELLI, M. S., “The American Law Institute Principles and the 
economics of family dissolution”, en ÀREA DE DRET CIVIL DE LA UNIVERSITAT DE GIRONA (coord.), 
Nous reptes del Dret de família. Materials de les Tretzenes Jornades de Dret català a Tossa, Documenta 
Universitaria, Gerona, 2005, p. 67; ARTHUR, L. G., “Property distribution”, Juvenile and family court 
journal, núm. 2, v. 42, 1991, p. 27. 
191 Vid. ROSENBURY, op. cit., p. 1235; ELLMAN, op. cit., p. 404; ARTHUR, op. cit., p. 27. 
192 Vid. CLARK, H. H., The law of domestic relations in the United States, West Publishing, 2ª edición, 
Minesota, 1988, p. 589; RHEINSTEIN, M., “Division of marital property”, Willamette Law Journal, 1975-
1976, pp. 415 y 424; BRAKE, S. J., “Equitable distribution vs. fixed rules: marital property reform and the 
Uniform Marital Property Act”, Boston College Law Review, 1982, p. 764. 
193 Vid. ROSENBURY, op. cit., pp. 1238-1239; CLARK, op. cit., pp. 589-590; RHEINSTEIN, op. cit., p. 417; 
KATZ, S. N., Family law in America, Oxford, 2ª edición, New York, 2015, p. 72 y 104-105; OLDHAM, J. 
Thomas, “Changes in the economic consequences of divorces, 1958-2008”, Family law quarterly, núm. 
42-3, 2008, pp. 427-431. 
194 Vid. GLENDON, M. A., The new family and the new property, Butterworths, Toronto, 1981, p. 62; 
ELLMAN, op. cit., p. 405; ROSENBURY, op. cit., p. 1236; ARTHUR, op. cit., p. 27; KATZ, op. cit., p. 72; 
BRAKE, op. cit., pp. 761-762. 




términos cuantitativos, en la medida en que las autoridades judiciales no solo tendrían 
en consideración valores tangibles sino también otras circunstancias intangibles, como 
la atención de las labores domésticas y el cuidado de los hijos que en su caso hubiesen 
realizado los consortes195. Sin embargo, cuando el matrimonio se disolviera a causa del 
fallecimiento de uno de los cónyuges, aún existirían importantes diferencias entre lo que 
el supérstite recibiría en la sucesión del causante y aquello que habría percibido en un 
hipotético divorcio, como también las habría entre los supuestos en que éste falleciese 
sin haber otorgado testamento, de aquellos en los que no hubiese sido así, y sin contar 
además con las diferencias derivadas de la legislación de cada estado concreto; cuestión 
que la doctrina ha denunciado en ocasiones con el fin de que se emprendan las reformas 
correspondientes a efectos de adaptar la sucesión al régimen jurídico del matrimonio196. 
 k) Inglaterra y Gales. — Es conocido que el antecedente más inmediato de los 
regímenes económico-matrimoniales de corte separatista que hoy en día disciplinan las 
relaciones conyugales, más allá de los propiamente dotales, se encontraría nada menos 
que en el separate property system inglés-galés. Este sistema responde sin embargo a un 
origen más o menos reciente en cuanto el common law acostumbraba a considerar a los 
hombres y mujeres unidos en matrimonio como una sola persona desde una perspectiva 
jurídica -según afirmaba BLACKSTONE-, atribuyendo, a aquéllos, amplios poderes sobre 
los bienes de estas últimas197. Esta concepción entrañaba una evidente inferioridad para 
las mujeres que tan solo era ocasionalmente corregida a través de convenciones198. Por 
este motivo acabaron publicándose sucesivas leyes -la Matrimonial Causes Act 1857, la 
Married Women’s Property Act 1870, y la Married Women’s Property Act 1882- cuyo 
resultado principal fue el de establecer una separación de bienes entre los consortes199. 
 Las novedades introducidas a consecuencia del sistema separatista en relación a 
los bienes de las mujeres casadas radicarían en que, en el futuro, el matrimonio dejaría 
de surtir efectos sobre aquéllos de modo que éstas conservarían el pleno dominio sobre 
sus bienes con la posibilidad de llevar a cabo nuevas adquisiciones por sí mismas200. No 
puede ignorarse, sin embargo, que la mayoría de las mujeres no dispondrían en su haber 
                                                 
195 Vid. ROSENBURY, op. cit., pp. 1238-1239; ARTHUR, op. cit., p. 27; BRAKE, op. cit., p. 769. 
196 Vid. ROSENBURY, op. cit., p. 1231. 
197 Vid. BLACKSTONE, W., Commentaries on the laws of England, t. I, Universidad de Chicago, 
reimpresión facsimilar de la edición de 1765, Chicago-Londres, 2002, p. 430. 
198 Vid. PLANITZ, op. cit., p. 310. 
199 En este sentido, vid. COOKE, E., “A late instalment in a long story”, en GILMORE, S., HERRING, J. y 
PROBERT, R. (eds.), Landmark cases in family law, Hart Publishing, Oxford-Portland, 2011, p. 271.  
200 Ibid., p. 272. 
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del mismo volumen de bienes que sus maridos, considerando que su actividad seguiría 
entendiéndose social y tradicionalmente restringida al ámbito doméstico; motivo por el 
cual se estimaría conveniente la adopción de medidas legislativas tendentes a distribuir 
los bienes de los cónyuges, a fin de mitigar los efectos del principio separatista201. Este 
proceso comenzaría mediante una modificación de los derechos sucesorios del cónyuge 
viudo, en 1938; aunque, para los casos de divorcio, se desarrollaría más lentamente202. 
 Los poderes discrecionales conferidos a los órganos jurisdiccionales -conocidos 
hoy en día como ancillary relief- se hallaban limitados al mero mantenimiento, aunque 
las innovaciones introducidas al amparo de la Divorce Reform Act 1969 traerían consigo 
un interesante avance en torno a la distribución de la propiedad entre consortes, ya que 
siendo más fácil la disolución del matrimonio, más urgiría la necesidad de cambio203. La 
cuestión tampoco quedaría inmediatamente resuelta a través de la Matrimonial Causes 
Act 1973 que, careciendo de una mayor claridad a este respecto, condujo a los órganos 
jurisdiccionales a considerar que debían continuar operando como hasta entonces204. En 
efecto, éstos habrían de mantener mediante sus resoluciones el nivel de vida adquirido 
por ambos consortes durante el matrimonio, aunque en la mayoría de los casos no sería 
fácil mantener dos hogares diferentes del mismo modo que si aquél no hubiese llegado a 
disolverse, estableciéndose así una suerte de igualdad que la jurisprudencia denominaba 
como minimal loss, y que Baroness Hale of Richmond calificó muy gráficamente -y con 
cierta dosis de sarcasmo, atendidas las circunstancias- con el nombre de equal misery205. 
 La ineficacia de este criterio en la realidad práctica de los matrimonios condujo a 
su desaparición con la Matrimonial and Family Proceedings Act 1984. Sin embargo, el 
camino hacia una auténtica división equitativa de los bienes conyugales aún continuaría 
interrumpido mediante la práctica de los órganos jurisdiccionales, cuyas resoluciones se 
centrarían en determinar la concurrencia de reasonable requirements a favor del sujeto 
demandante, atribuyendo un papel preponderante a sus necesidades financieras sobre las 
demás circunstancias de la sección 25 de la Matrimonial Causes Act 1973206. Éste sería 
el criterio establecido hasta que la House of Lords consideró -en el famoso caso White v 
                                                 
201 Ibid. 
202 Ibid., p. 273. 
203 Vid. MILES, J., “Marital agreements and private autonomy in England and Wales”, en SCHERPE, J. 
Martin (ed.), Marital agreements and private autonomy in comparative perspective, Hart Publishing, 
Oxford, 2012, p. 90-91; COOKE, “A late...”, cit., p. 274; ID., “Marital...”, cit., p. 98. 
204 Vid. COOKE, “A late...”, cit., p. 274. 
205 Miller v Miller; McFarlane v MacFarlane [2006] UKHL 24. 
206 O’D v O’d [1976] Fam 83; Page v Page [1981] 2 FLR 198, 201; Preston v Preston [1982] Fam 17. 




White- que no existían razones suficientes que permitiesen entender que el patrimonio 
del marido -generado gracias al esfuerzo común de ambos consortes, tanto dentro como 
fuera del hogar- resultase irrelevante en cuanto quedaran cubiertas las necesidades de la 
mujer, debiéndose entonces emprender una distribución del mismo una vez se superasen 
tales necesidades, ya que de lo contrario se estaría amparando una discriminación207. No 
obstante, en el caso de que la disolución se debiese al fallecimiento de cualquiera de los 
cónyuges, no acontecerán tales divisiones, y habrá que estar a la normativa sucesoria208. 
B) La reforma del Derecho español 
 El Derecho de familia vigente en nuestro país hasta la entrada en vigor del nuevo 
texto constitucional respondía a una realidad social que había desaparecido o estaba en 
trance de hacerlo y, en palabras del Ministro de Justicia, Francisco Fernández Ordóñez, 
su permanencia en el ordenamiento jurídico español solo podía explicarse por la lentitud 
con que los cambios sociales iban traduciéndose en las leyes, porque solo de este modo 
podría justificarse que a las puertas del siglo XXI el Código Civil mantuviera vigentes 
los principios rectores de la familia romana con algunas modificaciones de procedencia 
germánica y canónico-medieval, así como otras impresiones propias del siglo XIX209. El 
principio de igualdad constitucional propiciaría así el marco legislativo adecuado para 
iniciar los trámites de un exhaustivo proceso de reforma sobre esta disciplina -siguiendo 
los antecedentes sentados en el extranjero- que culminaría con la promulgación de dos 
leyes en el año 1981: una primera, de 13 de mayo, de modificación del Código Civil en 
materia de filiación, patria potestad y régimen económico-matrimonial; y, una segunda, 
de 7 de julio, que modificaría también la regulación del matrimonio en el citado Código 
y determinaría el procedimiento a seguir en las causas de nulidad, separación y divorcio. 
 El objetivo común a ambas leyes no sería otro que el de conseguir una auténtica 
igualdad de derechos y obligaciones entre consortes, una igualdad que jamás había sido 
conocida dentro del matrimonio mismo, y que por ello se estimó conveniente recordarse 
en el propio acto de celebración, a la luz del nuevo artículo 66 del Código Civil210. Éste 
                                                 
207 White v White [2000] UKHL 54; [2001] 1 AC 596. 
208 Así lo advierte FERRER RIBA, J., “Separació de béns i compensacions en la crisi familiar”, en ÀREA DE 
DRET CIVIL DE LA UNIVERSITAT DE GIRONA (coord.), Nous reptes del Dret de família. Materials de les 
Tretzenes Jornades de Dret català a Tossa, Documenta Universitaria, Gerona, 2005, p. 86. 
209 BOCGCD, núm. 138, 16 de diciembre de 1980, p. 8824. 
210 En esta dirección, vid. ORTUÑO MUÑOZ, P., “Comentarios a los artículos 231-2 y 231-4 del Código 
Civil de Cataluña”, en ROCA TRÍAS, E. y ORTUÑO MUÑOZ, P. (coords.), Persona y familia: Libro 
Segundo del Código Civil de Cataluña, Sepín, Madrid, 2011, p. 523. 
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serviría en todo caso para preludiar una renovada concepción del vínculo conyugal que 
no solo afectaría a las relaciones de carácter jurídico-personal nacidas con ocasión del 
matrimonio, sino también a su régimen económico. La disolubilidad de aquél mediante 
el divorcio dispondría de una nueva significación para este último en tanto con él debían 
quedar garantizadas las necesidades del cónyuge económicamente más vulnerable. Éste 
solía ser, en la práctica, quien dedicase su atención a la llevanza del hogar y cuidado de 
los hijos, ya que estas labores solían también impedirle la obtención de recursos propios 
mediante la realización de actividades remuneradas fuera del núcleo doméstico. En este 
contexto debía discutirse acerca de si era conveniente seguir manteniendo la sociedad de 
gananciales como régimen económico-matrimonial supletorio o si, por el contrario, era 
oportuno apostar por otra alternativa como el régimen de participación en las ganancias. 
 La sociedad de gananciales había funcionado siempre bajo la exclusiva dirección 
del marido, a quien competía administrar todos los bienes del matrimonio. Esta unidad 
de dirección se concebía no solo en interés del propio marido, sino también de la mujer 
que operase bajo su licencia, pues, si hubiese una igualdad, también podrían surgir entre 
ellos ciertas diferencias de opinión que entorpeciesen seriamente su desempeño211. Éste 
sería el motivo principal por el que algunos de nuestros parlamentarios desconfiaron de 
su buen funcionamiento, cuando, en el futuro, y por exigencias del principio de igualdad 
constitucional, aquella sociedad se gestionaría conforme a un sistema de administración 
conjunta y de codisposición sobre el patrimonio ganancial; circunstancia que a su juicio 
se vería agravada por el hecho de que, en la práctica, fueran escasos los bienes que cada 
uno de los consortes solía llevar al matrimonio, pues, ello implicaba, en definitiva, una 
suerte de comunidad universal sobre la que ninguno de ellos podría disponer libremente 
sin contar con el consentimiento del otro. Por este motivo, y siguiendo el precedente de 
algunas legislaciones extranjeras, se vio en el régimen de participación en las ganancias 
una alternativa capaz de superar las carencias propias de la sociedad de gananciales212. 
 Este régimen se desenvolvería en la práctica con mayor dinamismo permitiendo 
a los cónyuges administrar, disponer y gozar de sus bienes sin precisar de asentimiento 
alguno por parte del otro; y además tenía en común con la sociedad de gananciales que 
su liquidación serviría de cobertura para el cónyuge que en caso de divorcio quedase en 
                                                 
211 Sobre este particular, vid. DA CRUZ, G. Braga, Direitos de família, v. II, Coimbra Editora, 2ª edición 
revisada y actualizada por F. Andrade Pires de Lima, Coímbra, 1943, pp. 2-3 y 19. 
212 BOCGCD, núm. 139, 17 de diciembre de 1980, pp. 8885-8895; BOCGS, núm. 99, 1 de abril de 1981, 
pp. 5057-5058. 




situación de desamparo como consecuencia de su dedicación al hogar213. Esta propuesta 
adolecía sin embargo de un obstáculo insalvable, no por el simple desconocimiento de 
este régimen por los ciudadanos -quienes también suelen desconocer el funcionamiento 
de la sociedad de gananciales-, ni por su carencia de tradición -como generalmente suele 
afirmarse, considerando que el legislador alemán tampoco contó con ella-, sino más bien 
por su falta de demanda -como auguraban sus detractores en el debate parlamentario, y 
ha podido comprobarse desde entonces-, motivo por el cual seguiría apostándose por la 
antigua sociedad de gananciales como régimen económico-matrimonial supletorio214.  
 El interés por el régimen de separación de bienes había quedado absolutamente 
desplazado en este debate en cuanto que, por su particular naturaleza, su establecimiento 
en concepto de régimen supletorio no constituía una alternativa lo bastante competitiva 
frente a las demás opciones. Era manifiesto que éste entrañaba las mayores dificultades 
para quienes asumiesen los cometidos domésticos constante el matrimonio. La falta de 
comunicación entre los patrimonios conyugales hacía del mismo un régimen peligroso 
ante cualesquiera crisis matrimoniales que eventualmente pudieran producirse. Para ello 
sería indispensable corregirlo mediante una compensación. El Consejo de Europa había 
advertido anteriormente de ello recomendando la adopción de algunas medidas entre las 
cuales no solo se proponía que las cargas del matrimonios fueran soportadas en común 
por ambos cónyuges, sino también que a tales efectos se considerasen precisamente las 
labores efectuadas en el hogar; y que en caso de establecerse un régimen supletorio de 
separación de bienes se asegurase el derecho a obtener una parte equitativa de los bienes 
del consorte o una cantidad a tanto alzado, ante la disolución del matrimonio, y ello por 
cualquier desigualdad financiera habida durante el mismo, a título de compensación215. 
 El resultado de integrar estas medidas en el ordenamiento jurídico español sería 
a todas luces el artículo 1438 del Código Civil. Su contenido determina que el trabajo 
para la casa será computado como contribución a las cargas del matrimonio, y que el 
mismo además dará derecho a obtener una compensación que el Juez señalará, a falta 
de acuerdo, a la extinción del régimen de separación de bienes; en conformidad con la 
                                                 
213 Así lo estima DÖLLE, H., “El problema del futuro régimen legal de bienes en Alemania (Anotaciones 
de Derecho comparado)”, trad. E. Daneyko, Revista de Derecho Notarial, núms. 5-6, julio-diciembre, 
1954, p. 201. 
214 En este sentido apunta CABEZUELO ARENAS, A. L., “Comentarios a los artículos 1411 a 1434 del Có-
digo Civil”, en BERCOVITZ RODRÍGUEZ-CANO, R. (dir.), Comentarios al Código Civil, t. VII, Tirant lo 
Blanch, Valencia, 2013, pp. 9972-9973 
215 Resolución (78) 37 del Comité de Ministros del Consejo de Europa de 27 de septiembre de 1978 sobre 
la igualdad de los cónyuges en el ámbito del Derecho civil. 
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protección social, económica y jurídica de la familia que pretende garantizarse a través 
del artículo 39 de la Constitución. Sin embargo, no deja de llamar la atención que dicha 
compensación haya logrado sobrevivir a lo largo de todo el proceso de reforma hasta ser 
elevada a definitiva como parte del precepto en que se encuentra recogida, mientras que 
el régimen de separación de bienes quedaría prácticamente al margen de las discusiones 
parlamentarias en torno a su posible instauración como régimen económico-matrimonial 
supletorio. Es evidente que mediante la liquidación de la sociedad de gananciales ya se 
garantizaría adecuadamente cualquier protección que pretendiera dispensarse a través de 
la referida compensación, en el régimen de separación de bienes, y quienes decidiesen 
someterse a este último no precisarían de aquélla en cuanto recibirían el asesoramiento 
correspondiente por parte del notario autorizante de las capitulaciones matrimoniales216. 
 La supervivencia de esta compensación durante la completa sustanciación de las 
reformas solo puede explicarse atendiendo a una sucesión de despropósitos. La simple 
lectura de la normativa europea de la que proviene es suficientemente reveladora a este 
respecto en cuanto de ella se extrae que, la consideración del trabajo doméstico como un 
medio de contribuir en el levantamiento de las cargas matrimoniales, y la compensación 
correspondiente en el régimen de separación de bienes, son dos medidas independientes 
entre sí; pues, de lo contrario, podría caerse en el error de compensar una actividad con 
la que previamente se dio cumplimiento a una obligación: la de contribuir a levantar las 
referidas cargas del matrimonio (SAP La Coruña 28-3-2012 [JUR 2012, 163564])217. La 
                                                 
216 En esta dirección se pronuncia también BAUGNIET, N., “La séparation de biens avec participation aux 
acquêts: rêve d’un régime matrimonial idéal?”, en BEGUIN, E. y RENCHON, J. L., Liber amicorum Jean-
François Taymans, Bruselas, Larcier, 2013, p. 4. En sentido similar, vid. RENCHON, J. L., “Le sort des 
apports des époux à la communauté conjugale en régime de séparation de biens pure et simple”, Liber 
amicorum Paul Delnoy, Larcier, Bruselas, 2005, p. 456. 
217 Así lo advierten LASARTE ÁLVAREZ, C., Principios de Derecho civil, t. VI, Marcial Pons, 16ª edición, 
Madrid, 2017, p. 244; SANTOS MORÓN, M. J., “Prestación compensatoria y compensación por trabajo 
doméstico. ¿Dos caras de una misma moneda?”, InDret, núm. 1, enero, 2015, p. 28; CABEZUELO ARENAS, 
A. L., “Compensación por trabajo doméstico. Su reconocimiento no se subordina al enriquecimiento del 
cónyuge deudor. Sentencia de 14 de julio de 2011”, Cuadernos Civitas de Jurisprudencia Civil, núm. 89, 
mayo-agosto, 2012, pp. 280-281; CUENA CASAS, M., “Comentarios a los artículos 1435 a 1444 del Códi-
go Civil”, en BERCOVITZ RODRÍGUEZ-CANO, R. (dir.), Comentarios al Código Civil, t. VII, Tirant lo 
Blanch, Valencia, 2013, p. 10121; SERRANO ALONSO, E., “El trabajo en el hogar como contribución a las 
cargas del matrimonio”, Liber amicorum: Profesor don Ignacio de la Concha, Universidad de Oviedo, 
Madrid, 1986, p. 468; RIBERA BLANES, B., “Del régimen de separación de bienes”, en RAMS ALBESA, J. 
J. y MORENO MARTÍNEZ, J. A. (coords.), El régimen económico del matrimonio, Dykinson, Madrid, 2005, 
p. 899; BOSCH CAPDEVILA, E., “La configuració de la compensació económica per raó de treball en el 
Llibre Segon del Codi Civil de Catalunya”, en INSTITUT DE DRET PRIVAT EUROPEU I COMPARAT DE LA 
UNIVERSITAT DE GIRONA (coord.), Qüestions actuals del Dret català de la persona i de la familia. 
Materials de les Dissetenes Jornades de Dret català a Tossa, Documenta Universitaria, Gerona, 2013, p. 
390; BRANCÓS NÚÑEZ, E., “Separació de béns o participació: comentari de l'art. 23 de la Compilació 




compensación debía operar, en consecuencia, sea cual fuere el modo en que se hubiese 
cumplido con dicha obligación; se trataba realmente de una norma tendente a facilitar el 
trance de un régimen de absoluta separación de bienes hacia otro de participación en las 
ganancias, por las dificultades generadas por aquél ante una crisis matrimonial. Por este 
motivo, precisamente, el Consejo de Europa recomendaba adoptar esta medida tan solo 
en aquellos lugares en que el régimen de separación de bienes gozase de la condición de 
régimen económico-matrimonial supletorio; circunstancia del todo ajena a nuestro país. 
 Es evidente que las desigualdades económicas surgidas constante el matrimonio 
como consecuencia de un reparto de funciones entre los consortes no entrañarían apenas 
dificultades hasta producirse un contexto de crisis; motivo por el cual tampoco sería ésta 
una circunstancia ajena a las discusiones sobre los efectos comunes a la separación y el 
divorcio. Éstas estaban llevándose a cabo en un proceso de reforma simultáneo a aquel 
en que por otro lado pretendía modificarse el régimen económico del matrimonio. Este 
paralelismo tenía su razón de ser en el malogrado pronóstico de que ambos proyectos de 
ley llegasen a publicarse con un distanciamiento temporal que no llegó a producirse. Era 
previsible que una duplicidad semejante sobre la modificación de un mismo sector del 
ordenamiento jurídico afectase irremediablemente a su unidad interna; conclusión que 
se desprende incluso con respecto a la compensación218. Nuestros parlamentarios fueron 
plenamente conscientes de que la dedicación al hogar sobre la que aquélla operaría en el 
régimen de separación de bienes constituía una labor ignorada y poco agradecida; idea 
en torno a la cual construirían la prestación compensatoria con la finalidad de proteger a 
quienes lo llevasen a cabo constante el matrimonio, ante la separación y el divorcio219. 
 El desconcierto que se desprende de todo ello es que aun sin precisar de ningún 
correctivo -por responder su vigencia a la mera voluntad de quienes deciden someterse a 
él, asistida incluso por el oportuno asesoramiento notarial-, el régimen de separación de 
bienes no solo estaría atenuado por una única compensación económica sino por dos: la 
prestación compensatoria y la compensación del trabajo doméstico. Esto no constituiría 
sino una manifestación más de la desidia y de la despreocupación que desde antiguo se 
había venido profesando hacia dicho régimen económico-matrimonial, por parte de un 
legislador continuamente obsesionado por la sociedad de gananciales. La separación de 
                                                                                                                                               
(Discurs d’ingrés)”, Revista Jurídica de Cataluña, núm. 4, 1998, p. 678; MARTÍNEZ-CALCERRADA 
GÓMEZ, L., El nuevo Derecho de familia, t. I, Gráficos Espejo, 2ª edición, Madrid, 1981, p. 146. 
218 Sobre este particular, vid. DÍEZ-PICAZO Y PONCE DE LEÓN y GULLÓN BALLESTEROS, op. cit., p. 33. 
219 BOCGCD, núm. 157, 7 de abril de 1981, p. 9721. 
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bienes habría dejado de ser para éste una cuestión de interés desde el preciso instante en 
que las discusiones parlamentarias se centraron en otras alternativas más competitivas 
como regímenes supletorios; pues solo así se entiende la inserción de una compensación 
dentro de un régimen meramente convencional como terminaría siendo el de separación 
de bienes, y que la misma carezca además de una regulación detallada cuando por aquel 
entonces ya se vaticinaba que en tal caso supondría una fuente inagotable de litigios220. 
2. LA COMPENSACIÓN DEL TRABAJO DOMÉSTICO 
 El establecimiento de una compensación que trate de corregir las consecuencias 
no deseadas de un determinado régimen económico-matrimonial, en caso de disolverse 
el propio vínculo conyugal, sea por causa de muerte o por una situación de crisis, es una 
segunda opción a tener en cuenta a la hora de combatir el peso de la tradición en cuanto 
a la llevanza del hogar y el cuidado de los hijos se refiere. Éste es el contexto en que se 
desenvuelve la prestación compensatoria y al que, quizá, pudo remitirse el régimen de 
separación de bienes en lugar de confeccionarse para él una compensación adicional en 
el artículo 1438 del Código Civil. Sin embargo, no siendo así, no será posible conferir a 
esta última el régimen jurídico propio de aquélla y, en consecuencia, tendrá que optarse 
por uno u otro en función de la naturaleza jurídica que le sea originalmente atribuida. En 
este cometido no serán en absoluto desdeñables las soluciones que a lo largo de nuestra 
tradición jurídica hubieran podido proporcionar, a este respecto, diferentes instituciones 
y costumbres elaboradas para cumplir exactamente con el mismo propósito, y, por este 
motivo, serán brevemente reseñadas antes de exponer cada uno de los diversos modelos 
a partir de los cuales cabría diseñar sendas compensaciones sobre el trabajo doméstico. 
A) Las soluciones del Derecho histórico  
 El desempeño del trabajo doméstico y no remunerado dentro del matrimonio no 
constituye una preocupación consustancial a la realidad social contemporánea. Ésta es la 
conclusión que se obtiene cuando se tratan de diseccionar algunas de las instituciones y 
costumbres que más presentes han estado en torno a la economía matrimonial durante el 
paso de los siglos. El singular lugar que históricamente vino atribuyéndose a las mujeres 
casadas dentro de la estructura familiar hizo desde muy pronto despertar inquietudes por 
parte de los particulares, con el fin de garantizar su porvenir, cuando aquéllas quedasen 
                                                 
220 Vid. CORTES GENERALES, Código Civil (Reformas 1978-1983). Trabajos parlamentarios, Congreso de 
los Diputados, edición dirigida por F. Santaolalla, Madrid, 1985, p. 381. 




en situación de viudez o su matrimonio fuese disuelto por cualquier otra causa distinta 
del fallecimiento del jefe y principal motor económico de la misma. La autonomía de la 
voluntad se convertiría así en el mecanismo de compensación preponderante a lo largo 
de nuestra tradición jurídica -y, de hecho, no solo se encuentra presente en todas y cada 
una de las instituciones y costumbres que serán tratadas a continuación, sino también en 
otras soluciones tales como disposiciones testamentarias, donaciones remuneratorias y 
modales, pactos de supervivencia, usufructos capitulares o partes de cámara- hasta que 
las costumbres ocasionadas en su consecuencia fueran recogiéndose legislativamente. 
 a) La dote y las donaciones por razón del matrimonio. — La aportación de dote al 
matrimonio de los antiguos romanos cumplió originalmente la finalidad de compensar la 
pérdida de las expectativas sucesorias que, por entonces, debido al fuerte arraigo del que 
gozaba la conventio in manum, y por efecto de ésta, solía experimentarse por parte de las 
mujeres casadas con respecto a sus respectivas familias originarias221. Es, por ello, por lo 
que después se convertiría en una cuestión de interés público el hecho de conservar o de 
mantener a salvo la dote de las mujeres a efectos de asegurar su efectiva restitución, una 
vez disuelto el matrimonio222. Esto no solía suceder durante esta época sino por causa de 
fallecimiento y, por tanto, al no intervenir ningún contexto de crisis capaz de dificultar el 
entendimiento de los consortes, tampoco era preciso establecer una obligación de origen 
legal con la finalidad de que las dotes fueran efectivamente restituidas a las mujeres, más 
allá de la propia voluntad manifestada por el premuerto a través de la dos relegata223. Sin 
embargo, el carácter moral que hasta el momento había revestido esta obligación dejaría 
de ser un mecanismo autosuficiente y eso hizo que, provisionalmente, antes de elevarse a 
rango de ley, acusara una previa evolución por medio de las convenciones a medida que 
crecían los divorcios y el matrimonio se hacía más inestable, a partir del siglo III a. C.224 
                                                 
221 Frag. Vat. 115. Cfr. IHERING, op. cit., p. 294. 
222 D. 24, 3, 1; D. 23, 3, 2; D. 24, 3, 2. 
223 Así lo afirman ESMEIN, A., “La nature originelle de l’action rei uxoriae”, Nouvelle Revue Historique 
de Droit français et étrangere, 1893, p. 168; BIONDI, B., Istituzioni di Diritto romano, Giuffrè, 4ª edición, 
Milán, 1965, p. 591; CORBETT, P. Ellwood, The roman law of marriage, Scientia, 2ª reimpresión de la 
edición de 1930, Aalen, 1979, p. 188; CREMADES UGARTE y PARICIO SERRANO, op. cit., p. 35. 
224 D. 12, 6, 32, 2; Dion. Hal. Ant. rom., 2, 25, 1. En este sentido, vid. SOLAZZI, S., La restituzione della 
dote nel Diritto romano, Tipografia dello stabilimento S. Lapi, Città di Castello, 1899, pp. 2 y 117; 
CREMADES UGARTE y PARICIO SERRANO, op. cit., pp. 34-35; IGLESIAS SANTOS, J., Derecho romano, 
Sello, 18ª edición revisada y actualizada por J. Iglesias Redondo, Barcelona, 2010, p. 372; ARANGIO-
RUIZ, V., Istituzioni di Diritto romano, Eugenio Jovene, 14ª edición, reimpresión anastática, Nápoles, 
1968, p. 453; VOLTERRA, E., Istituzioni di Diritto privato romano, Ricerche, Roma, 1961, p. 685. 
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 La aparición de una auténtica acción para la restitución de la dote cuyo alcance y 
contenido fueran ajenos a la voluntad de las partes no tendría lugar, probablemente, hasta 
finales del siglo II a. C.225 Entretanto, debido a la relajación que el matrimonio sine manu 
había producido sobre las antiguas costumbres -y, quizá, también, a raíz de algún caso de 
incumplimiento que pudiera haberse suscitado en la práctica-, se desarrollaría un sistema 
de cautiones consistente en compeler a los maridos para prestar una cautio rei uxoriae a 
través de la cual, posteriormente, una vez disuelto el matrimonio, fuese posible reclamar 
cuanto hubiera sido dado en dote al socaire de una actio ex stipulatu226. No obstante, tras 
aparecer la actio rei uxoriae, como verdadera acción legal e independiente a cualesquiera 
convenciones entre consortes, aquellas mujeres que no se encontraran in potestate patris 
al tiempo de perseguir la restitución de la dos profecticia -porque, de lo contrario, a salvo 
del caso de premoriencia, su ejercicio competería a su respectivo paterfamilias contando 
con su correspondiente consentimiento-, estarían facultadas para reclamar por sí mismas 
la restitución de la dote previamente aportada al matrimonio227. De ello se deduce que la 
actio rei uxoriae constituyó una acción personalísima -y, por lo tanto, intransmisible por 
causa de muerte-, de modo que los sucesores del titular no tendrían ningún derecho sobre 
la dote, a no ser que éste la hubiese interpuesto en vida y el deudor estuviere en mora228.  
 La preocupación por dotar a las mujeres se convertiría en una costumbre de tanto 
arraigo social que se estimó oportuno recordar que, no era la dote, sino la affectio, lo que 
hacía el matrimonio, según se extrae además de la evolución experimentada por el deber 
de restituirla al tiempo de su disolución y de la aparición de otras figuras afines, como la 
donatio ante nuptias229. Esta donación, de origen discutido, no había sido conocida hasta 
la época posclásica, y logró extenderse también con el fin de proteger económicamente a 
las viudas frente a la premoriencia de sus respectivos maridos, al igual que la dote230. Por 
este motivo, aunque también tomaría su regulación de la sponsalitia largitas, se apoyaría 
principalmente sobre el régimen jurídico de la dote que hasta el momento fue aportada al 
                                                 
225 Vid. CREMADES UGARTE y PARICIO SERRANO, op. cit., p. 37; ANDRÉS SANTOS, F. J., “Efectos 
patrimoniales de la crisis matrimonial en la experiencia histórica: el caso romano”, en GUILARTE 
MARTÍN-CALERO, C. (coord.), Aspectos civiles y penales de las crisis matrimoniales, Lex Nova, 
Valladolid, 2009, p. 213. 
226 A estos extremos, vid. CREMADES UGARTE y PARICIO SERRANO, op. cit., pp. 35-36; ANDRÉS SANTOS, 
“Efectos...”, cit., p. 209. Alude a una relajación de las costumbres CASTÁN PÉREZ-GÓMEZ, op. cit., p. 380. 
227 Ulp. Tit. ex corp., 6, 6; D. 24, 3, 2, pr.; CI. 5, 13, 1, 13; D. 24, 3, 2, 1; D. 24, 3, 3; D. 23, 3, 28. 
228 Frag. Vat. 95; Frag. Vat. 97; Ulp. Tit. ex corp., 6, 7. 
229 CI. 5, 17, 11, pr. 
230 Inst. 2, 7, 3. Le atribuyen este mismo fin IGLESIAS SANTOS, Derecho romano, cit., p. 376; GAUDEMET, 
J., “Aspetti...”, cit., p. 463; GARCÍA GARRIDO, “El régimen...”, cit., pp. 399-400; JOLOWICZ, H. F., Roman 
foundations of modern law, Clarendon Press, reimpresión, Oxford, 1961, p. 176. 




matrimonio por parte de las mujeres, y con la que guardaba evidentes semejanzas231. Ello 
hizo que, por obra de los emperadores, sus cuantías resultaran equiparadas incluso como 
condición de validez para el matrimonio, hasta aproximadamente una década después en 
que semejante igualdad entre dote y donación nupcial sería temporalmente suprimida232.  
 Esta medida haría que proliferase la costumbre de determinar convencionalmente 
aquella parte que, de las mismas, por medio de pactum de lucranda dote et donatione, se 
debiera quedar después el marido o la mujer en caso de premorirle su consorte, ayudada a 
su vez por la reserva a los hijos de los bona materna y paterna que tenía lugar en el plano 
sucesorio, y de los que aquéllas formaban parte233. Sin embargo, en Oriente, por mandato 
del emperador, se limitarían estas convenciones imponiéndose una igualdad con respecto 
a la proporción de las aportaciones para que marido y mujer recibieran la misma fracción 
de la dote y de la donación nupcial -i. e., por entero, mitad, tercio, cuarto, etc.-, pero ello 
no supondría por el contrario una auténtica igualdad en cuanto concierne a la cuantía que 
hubiera de percibir el supérstite en caso de disolverse el matrimonio por fallecimiento de 
su consorte, sino una mera desigualdad cuya corrección debía esperar hasta la reforma de 
Justiniano a través de la que recuperase a este respecto la igualdad aritmética abolida234. 
 Las modificaciones que fueron llevadas a cabo por parte del emperador bizantino 
revertirían, en general, en una mayor protección de las mujeres, ganándose de este modo 
el apelativo de legislator uxorius235. Entre ellas cabría destacar la derogación del edictum 
de alterutro, la reducción a dos años del plazo de restitución de los bienes constituidos en 
dote, el establecimiento de una hipoteca legal sobre los bienes del marido para garantizar 
su restitución, o la supresión de la naturaleza personalísima de la actio rei uxoriae que, a 
pesar de no surgir ya de convención alguna, sino de la propia ley, recuperaría además su 
antigua denominación como actio ex stipulatu -obligando, por tanto, a los compiladores, 
a interpolar el Digesto para referirse a ella desde entonces con los nombres de actio dotis 
                                                 
231 CI. 5, 3, 20. En este sentido, vid. VISMARA, G., “La donazione nuziale nel Diritto ebraico e nelle fonti 
cristiane in relazione al Diritto romano postclassico”, Cristianesimo e Diritto romano, Vita e Pensiero, 
Milán, 1935, pp. 395-396. 
232 Nov. Valent. 35 (34), 9; Nov. Maior. 6, 9; Nov. Sev. 1. Sobre el particular, vid. CAES, L., “La destinée 
de la Nov. Major. 6 d’après la formule de publication de la Nov. Sev. I”, Revue internationale des Droits 
de l’antiquité, t. IV, 1950, pp. 223-227. 
233 CI. 5, 14, 9; Nov. Iust. 97, pr.; Nov. Iust. 62, 1, 1; CTh. 8, 18, 1; CTh. 3, 8, 2, pr.; Nov. Theod. 14. Cfr. 
GARCÍA GARRIDO, M. J., El patrimonio de la mujer casada en el Derecho civil, t. I, Centro de Estudios 
Universitarios Ramón Areces, Barcelona, 1982, p. 158; ID., “El régimen...”, cit., p. 410. 
234 Nov. Iust. 97, pr.; Nov. Iust. 97, 1; Nov. Iust. 97, 2. Cfr. ANNÉ, L., Les rites des fiançailles et la 
donation pour cause de mariage sous le Bas-Empire, Desclée de Brouwer, Lovaina, 1941, p. 285. 
235 Por todos, vid. GARCÍA GARRIDO, M. J., Ius uxorium. El régimen patrimonial de la mujer casada en 
derecho romano, CSIC, Roma-Madrid, 1958, p. 160. 
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o de actio de dote-, pero, no obstante, después de que su predecesor, Justino I, equiparase 
el régimen jurídico de la dote y de la donatio ante nuptias de tal forma que, ésta, al igual 
que aquélla, también fuera susceptible de aumento constante el matrimonio, introduciría 
la posibilidad de constituirla durante el mismo y sustituyó su denominación por otra que 
manifestara mayor conformidad con esta modificación: la de donatio propter nuptias236.  
 La donatio ante nuptias, sino otras atribuciones maritales previas como el wittum 
o la morgengabe germánicos, pudo haber influido sin embargo en la dos ex marito que el 
futuro marido o su padre entregarían al de la futura mujer o a ésta misma con la finalidad 
de dotarle de una cobertura suficiente para asegurar su porvenir en caso de viudez, entre 
los visigodos237. Sin embargo, no sería sino el régimen romano el que más tarde acabase 
primando en nuestra tradición mediante las Partidas -que definirían la dote como “el algo 
que da la muger al marido por razon de casamiento”, por una parte, y la donación nupcial 
como “lo que el varon da a la muger por razon de casamiento”, por otra parte-, además de 
manifestarse a su vez en territorios forales por medio de la aparición y desarrollo de otras 
de sus variantes tales como las arras, el esponsalicio o escreix y el tantundem; a salvo del 
aixovar, en el que aún subyace la esencia de una dos ex marito previa a la Recepción238. 
 La dote, sin embargo, a pesar de los esfuerzos que fueron invertidos por nuestros 
codificadores, habría caído en desuso incluso antes de publicarse el Código Civil239. Este 
anacronismo, prolongado durante casi un siglo, junto a la cuestionable compatibilidad de 
la dote con los nuevos postulados de igualdad y no discriminación por razón de sexo que 
trataban de instaurarse en nuestro ordenamiento jurídico, haría que ésta desapareciese de 
manera definitiva a través de la ley de 13 de mayo de 1981. No obstante, aunque a juicio 
de la doctrina más autorizada todavía permaneciera vigente en la medida en que la creían 
                                                 
236 CI. 5, 13, 1; CI. 8, 17 (18), 12, 1; Inst. 4, 6, 29; CI. 5, 3, 19, pr.; CI. 5, 3, 20. 
237 Cfr. Cae. De bello gallico, 6, 19; Strab. Geogr., 3, 4, 18. Sobre el particular existen discrepancias entre 
quienes estiman que la dos ex marito es absolutamente ajena a la influencia germánica, quienes entienden 
que es resultado del wittum y de la donatio ante nuptias, y quienes no excluyen una posible influencia de 
aquél sobre ésta para su aparición. Partidarios de unas y otras opiniones, vid. OTERO VARELA, A., “Liber 
Iudiciorum 3, 1, 5 (En tema de dote y donatio propter nuptias)”, Anuario de Historia del Derecho 
Español, núm. 29, 1959, p. 547; LEFEBVRE, C., “Le Droit des gens mariés aux pays de Droit écrit”, 
Nouvelle revue historique de Droit français et étranger, 1911, p. 372; MERÊA, M. P., “O dote visigótico”, 
Estudos de Direito visigótico, Coímbra, 1948, pp. 23 y 28; ID., “Sobre a palavra arras”, Estudos de 
Direito hispânico medieval, t. I, Coímbra, 1952, p. 141; GARCÍA GARRIDO, “El régimen...”, cit., p. 421; 
KING, P. D., Law and society in the visigothic kingdom, Universidad de Cambridge, Londres, 1972, p. 
252.  
238 P. 4, 11, 1. En esta dirección, con respecto a la influencia de las Partidas sobre la dos ex marito, vid. 
ALTAMIRA Y CREVEA, R., “Origen y desarrollo del Derecho civil español”, Cuestiones de Historia del 
Derecho y de legislación comparada, Librería de los sucesores de Hernando, Madrid, 1914, p. 129. 
239 Así lo afirma ALONSO MARTÍNEZ, El Código..., t. II, cit., p. 231. 




susceptible de constitución con apoyo en la mera voluntad de los interesados -al no haber 
sido expresamente prohibida por el legislador, como hizo el italiano-, la dote continuaría 
con absoluta vigencia en aquellos territorios en los que su constitución obtuvo una mayor 
significación entre sus costumbres como fue precisamente en el catalán, cuya legislación 
la mantiene actualmente con un régimen de transitoriedad, y en el archipiélago balear, en 
el que a día de hoy permanece vigente, aunque caída en desuso (cfr. arts. 166 bis CCI, 5 
CDCIB y DA2ª CCCat)240. Distinta fue la suerte que experimentaron las donaciones por 
razón del matrimonio, a propósito de aquella ley, por cuanto fueron dotadas de una nueva 
normativa que les permitiría operar, incluso, sobre bienes futuros, en contemplación de la 
muerte o declaración de fallecimiento; constituyendo así un magnífico cauce a efectos de 
compensar el trabajo prestado por los consortes en el hogar (cfr. arts. 635 y 1341 II CC). 
 b) Las arras. — La aparición de las arras en el matrimonio procede de la función 
de garantía que las mismas desempeñaban para el cumplimiento de las obligaciones y de 
los contratos, tanto entre germanos, a raíz de la wadiatio, como entre romanos, en base a 
las arras de la compraventa, y se extendieron después entre unos y otros como un vestigio 
del primitivo matrimonio por compra241. Entre los primeros, el wittum, seguiría la que fue 
la evolución general de las obligaciones y el matrimonio se convertiría así en un contrato 
con arras, separándose, la promesa de contraer matrimonio y la entrega de la mujer, de la 
entrega de prestaciones, y asegurándose a su vez aquélla mediante un anillo y moneda en 
concepto de arras por parte del futuro marido, hasta convertirse después en una wadiatio 
bilateral de intercambio de anillos entre los prometidos; una figura que también se dejaría 
ver entre los segundos a través del anulus arrharum empleado en la compraventa242. Sin 
embargo, quizá, por la propia función desempeñada por la donatio como garantía para el 
cumplimiento de los esponsales, el arrha sponsalicia terminaría confundiéndose con ésta 
                                                 
240 Estimando la supervivencia de la dote por vía convencional, vid. LACRUZ BERDEJO, J. L., “El régimen 
económico del matrimonio”, La reforma del Derecho de familia del Código Civil Español, fasc. I, 
Instituto Nacional de Prospectiva, Madrid, 1979, p. 29; ID., “La reforma...”, cit., p. 348; DE LOS MOZOS Y 
DE LOS MOZOS, J. L. y HERRERO GARCÍA, M. J., “Comentarios a los artículos 102 y 103 del Código 
Civil”, en LACRUZ BERDEJO, J. L. (coord.), Matrimonio y divorcio: Comentarios al Título IV del Libro 
Primero del Código Civil, Civitas, 2ª edición, Madrid, 1994, p. 1320; RIVERO HERNÁNDEZ, F., 
“Comentarios a los artículos 102 a 106 del Código Civil”, Comentarios a las reformas del Derecho de 
familia, v. I, Tecnos, Madrid, 1984, p. 730, n. 85. En contra de esta opinión, vid. DE LA CÁMARA 
ÁLVAREZ, M., “La autonomía de la voluntad en el actual Derecho español sobre la familia”, Boletín de 
Información del Ilustre Colegio Notarial de Granada, separata núm. 9, mayo, 1986, p. 71. 
241 En este sentido, vid. PÉREZ-PRENDES MUÑOZ-ARRACO, Historia..., cit., pp. 509 y 522; KASER, M., 
Derecho romano privado, trad. J. Santa Cruz Teijeiro, Reus, 2ª edición, Madrid, 1982, p. 259; 
VOLTERRA, E., “Studio sull’arrha sponsalicia”, Scritti giuridici, t. I, Jovene, Nápoles, 1991, p. 4. 
242 Vid. PÉREZ-PRENDES MUÑOZ-ARRACO, Historia..., cit., p. 522; TALAMANCA, M., L’arra della 
compravendita in Diritto greco e in Diritto romano, Giuffrè, Milán, 1953, p. 58. 
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entre los visigodos, de tal forma que en múltiples fuentes medievales aparezca designada 
como arras en lugar de usarse para ello los términos de donatio ante o propter nuptias243. 
 Estas arras, en concepto de donatio, aún subsisten hoy en día en el ordenamiento 
jurídico navarro como aquella donación que el esposo hace a la esposa, antes o después 
del matrimonio, en contraprestación a la dote que, ésta, a su vez, aporta formalmente al 
matrimonio, antes o después de su celebración; según disponen las leyes 119 y 125 de su 
Fuero Nuevo. De ello se desprende con facilidad que las arras no operarían ya como una 
garantía para el cumplimiento de los esponsales celebrados entre los prometidos, a pesar 
de su denominación, sino que son muestra de la confusión experimentada con respecto a 
la donatio romana por cuanto sirven en su lugar de contradote244. Por consiguiente, en la 
legislación navarra, al igual que las donaciones por razón del matrimonio en la estatal, la 
constitución de arras podría servir perfectamente como un mecanismo para compensar el 
trabajo que hubiera desempeñado cualquiera de los consortes -o, en este caso, la mujer, a 
quien irían dirigidas las arras- en el hogar, en aquellos supuestos en que se extinguiera el 
matrimonio por muerte o declaración de fallecimiento de los mismos (cfr. ley 127 FNN). 
 c) El esponsalicio o escreix y la firma de dote. — La concurrencia de la donación 
nupcial romana y de la morgengabe germánica en unas mismas zonas geográficas supuso 
un factor determinante para que en el acervo jurídico aragonés, catalán y balear, surgiera 
una nueva categoría de donación que los maridos tendrían la facultad de efectuar a favor 
de sus mujeres, en correspondencia con la dote llevada por ellas al matrimonio, así como 
en atención a sus cualidades personales, y, particularmente, a su doncellez245. Esta doble 
                                                 
243 Así lo plantea LÓPEZ NEVOT, J. A., La aportación marital en la Historia del Derecho castellano, 
Universidad de Almería, Almería, 1998, p. 44. Sobre la transformación semántica experimentada por las 
arras en concepto de donatio, en general, vid. MERÊA, “Sobre a palavra arras”, cit., pp. 139-145. 
244 En este sentido, vid. D’ORS PÉREZ-PEIX, A. y DURÁN RIVACOBA, R., “Comentarios a las leyes 125 a 
127 del Fuero Nuevo de Navarra”, en ALBALADEJO GARCÍA, M. (dir.), Comentarios al Código Civil y 
compilaciones forales, t. XXXVI, v. II, Edersa, Madrid, 1995, p. 520; ARVIZU Y AGUADO, F., Las 
donaciones inter-vivos en el Derecho civil de Navarra, Institución Príncipe de Viana, Pamplona, 1964, 
pp. 180-181; SALINAS QUIJADA, F., Manual de Derecho civil navarro, Aranzadi, Pamplona, 1980, p. 444. 
245 Una definición similar se extrae de los clásicos FONTANELLA, J. P., De pactis nuptialibus sive capitulis 
matrimonialibus tractatus, Sumptibus Iacobi Crispini, Génova, 1634, cl. 7, gl. 1, p. 1, núms. 3 y 6; CAN-
CER, J., Variae resolutiones iuris caesarei, pontificii, et municipalis Principatus Cathaloniae, Praelo et 
aere Petri Lacavalleria, Barcelona, 1635, p. 1, cap. 9, núm. 97; MIERES, T., Apparatus super 
constitutionibus curiarum generalium Cathaloniae, Tipis aere Sebastiani à Cormellas, Barcelona, 1621, 
coll. 6, De iure dotium, núm. 151; MOLINO, F., Tractatus celebris et insignis de ritu nuptiarum, et pactis 
in matrimonio conventis, Typographia Laurentij Déu, Barcelona, 1617, lib. 3, sect. 1, quaest. 1, núm. 194; 
FERRER, F., Commentarius analyticus ad constitutionm ex insignioribus Principatus Cathaloniae 
primam, sub titulo soluto matrimonio, incipientem Hac Nostra, Viduam Margaritam Anglada et 
Andraeam Laurentium, Lérida, 1629, temp. 3, decla. 1, núm. 50; COMES, J., Viridarium artis notariatus 
sive tabellionum viretum, Tipografía Francisco Oliva, Gerona, 1704, t. 1, cap. 22, núm. 22, 8. Señalando 
su origen romano-germánico, en particular, vid. PELLA Y FORGAS, J., Derecho civil de Cataluña, t. IV, 




finalidad se observaría incluso en la etimología del vocablo “escreix” con que semejante 
donación sería vulgarmente conocida, al provenir, a su vez, del árabe “xacara” -o dar las 
gracias- como pretium pudicitiae o pretium virginitatis, y del latino “crescere” -o crecer-
en concepto de augmento dotis246. Sin embargo, en el caso catalán, tras entrar en vigor el 
texto constitucional vigente, el hecho de juzgar las condiciones personales de las mujeres 
se convertiría sin embargo en una exigencia obsoleta por su manifiesta incompatibilidad 
con el derecho fundamental a la intimidad que aquélla reconocía, y acabó por eliminarse 
del artículo 44 de la Compilación a través de la ley de 20 de marzo de 1984247. Éste es el 
motivo por el que, de practicarse, hoy en día, convendría retomar para ello otra finalidad 
que le fue atribuida por la doctrina como es el de compensar la actividad que las mujeres 
desarrollaban en el ámbito doméstico constante el matrimonio; a imagen y semejanza de 
la soldada que en su caso tendría derecho a percibir el cabaler que casase con pubilla248. 
 d) El tantundem. — La influencia de la donación nupcial romana contribuiría a la 
aparición de otra de sus variantes, en el territorio del antiguo Obispado de Gerona249. Ésta 
no sería sino aquella que se conociese allí como tantundem por el hecho de representar la 
donación que solía efectuarse por los maridos, a favor de sus mujeres, de otro tanto de la 
dote que al mismo tiempo fuera aportada por su parte al matrimonio250. De este modo, al 
disolverse el matrimonio por premoriencia de aquéllos o serles imputable la separación o 
el divorcio, semejante donación funcionaría como augmento dotis y estas últimas harían 
suya tanto la dote como otro tanto de la misma (cfr. art. 48 CDCC). Por ello, a pesar de la 
discusión entablada por los clásicos FONTANELLA y CANCER con respecto a una posible 
identidad entre el tantundem y el esponsalicio o escreix -que los compiladores finalmente 
                                                                                                                                               
Vela, 2ª edición, Barcelona, 1943, pp. 176-178; FONT RIUS, J. M., Instituciones medievales españolas: la 
organización política, económica y social de los reinos cristianos de la Reconquista, Cauce, Madrid, 
1949, p. 151; PÉREZ-PRENDES MUÑOZ-ARRACO, op. cit., pp. 1312-1313; MASPONS Y ANGLASELL, F., 
Derecho catalán familiar, trad. C. Rodríguez-Aguilera, Bosch, Barcelona, 1956, pp. 81-82; BARRACHINA 
Y PASTOR, F., Derecho foral español en sus relaciones con el Código Civil y la jurisprudencia del 
Tribunal Supremo y la doctrina de la Dirección General de los Registros y del Notariado, t. I, Analecta, 
reimpresión facsimilar de la edición de 1911, Navarra, 2004, pp. 148-149 y 186. 
246 Así lo indica LALINDE ABADÍA, J., Capitulaciones y donaciones matrimoniales en el Derecho catalán, 
Cátedra Durán y Bas, Barcelona, 1965, p. 240. También PELLA Y FORGAS, op. cit., p. 176. 
247 Así lo manifiesta MALUQUER DE MOTES BERNET, C. J., “Comentario a los artículos 44, 46 y 47 de la 
Compilación del Derecho Civil de Cataluña”, Comentaris a les reformes del Dret civil de Catalunya, v. I, 
Bosch, Barcelona, 1987, p. 428. 
248 Vid. BORRELL Y SOLER, A. M., Derecho civil vigente en Cataluña, t. IV, Bosch, 2ª edición, Barcelona, 
1944, p. 263. 
249 FONTANELLA, op. cit., cl. 7, gl. 1, p. 3, núm. 22. 
250 Ibid., cl. 7, gl. 1, p. 3, núm. 10. 
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resolvieron a favor de su compatibilidad-, nada obstaría a que aquél fuese reinterpretado 
a su vez como una compensación por el trabajo desempeñado en el ámbito doméstico251. 
 e) El aixovar y el cabalatge. — El aixovar es una institución jurídica catalana que 
recuerda, fácilmente, a la dos ex marito, en la medida en que constituye la aportación que 
los maridos tienen ocasión de hacer a sus mujeres cuando éstas son instituidas herederas 
en contemplación del matrimonio252. Su objetivo, por lo tanto, al igual que el de las dotes 
femeninas, no sería otro que el de subvenir al levantamiento de las cargas matrimoniales 
cuando aquéllos se encuentran en una posición de inferioridad económica con respecto a 
estas últimas -y así se extrae de que su procedencia etimológica se halle precisamente en 
los verbos ajobar o auxiliar-, por no ser hereus de sus padres, al haberlo sido antes alguno 
de sus hermanos, mientras que por el contrario lo fueron sus mujeres253. Estos cabalers, a 
quienes se les conoce también como fadrins externs, reciben tal denominación porque en 
lugar de percibir cuanto les corresponde en tierras, lo hacen en dinero o caballos, y el de 
pubill, también, al casar con pubilla; un apelativo que manifiesta suficientemente cuál es 
su posición con respecto a esta última dentro de la estructura o jerarquía de la familia254. 
 La situación del cabaler, por tanto, revela una evidente inversión de los esquemas 
tradicionales, y es él, quien, en lugar de su mujer, debe respetar cuanto disponga ésta con 
respecto a la administración y gestión de la economía doméstica, y quien, además, estará 
destinado a trabajar en la heredad familiar a cambio de una soldada o peculio crediticio a 
modo de sueldo o salario255. Este derecho, el cabalatge, se devengaría por cada anualidad 
de matrimonio hasta alcanzar el límite máximo de diez años a partir de los cuales se dice 
que se estaca, aunque el cabaler no podría disponer de cuanto le correspondiera percibir 
por él hasta quedar viudo o abandonar la casa256. Desde luego, esta retribución representa 
un magnífico mecanismo compensatorio para la complicada situación económica que se 
derivaría para el pubill, de disolverse el matrimonio, junto con la restitución del aixovar 
que al mismo tiempo pudiera haberse llevado a éste por su parte como dos ex marito257.  
                                                 
251 FONTANELLA, op. cit., cl. 4, gl. 1, núms. 9-12; CANCER, op. cit., p. 1, cap. 9, núm. 87. 
252 FONTANELLA, op. cit., cl. 7, gl. 3, p. 1, núm. 19. 
253 Vid. LALINDE ABADÍA, Capitulaciones..., cit., pp. 218 y 228-229; 
254 Vid. MASPONS Y ANGLASELL, F., La llei de la família catalana, Barcino, Barcelona, 1935, pp. 46-48. 
255 Vid. BARRERA GONZÁLEZ, A., Casa, herencia y familia en la Cataluña rural, Alianza Universidad, 
Madrid, 1990, p. 317. 
256 Vid. LALINDE ABADÍA, Capitulaciones..., cit., pp. 230-231. 
257 Vid. LALINDE ABADÍA, Capitulaciones..., cit., pp. 230-231. 




 f) La asociación a compras y mejoras. — Las costumbres visigóticas se dejaron 
sentir, incluso, en algunas comarcas catalanas, cuya idiosincrasia característica cuenta a 
día de hoy con un régimen económico del matrimonio que debió pactarse en los últimos 
siglos del medievo258. La vigencia de la Lex Visigothorum hizo que algunas de aquellas 
costumbres llegasen a considerarse como típicamente locales a lo largo de la evolución 
jurídica catalana y, entre ellas, podrían comprenderse quizá las que sirvieron de germen 
para la aparición del régimen mencionado: la asociación a compras y mejoras259. Éste se 
caracteriza, en líneas generales, por fomentar la solidaridad del grupo familiar, en tanto 
su liquidación sirve de estímulo para todos los individuos que forman parte del mismo y 
que aúnan todos sus esfuerzos en la adquisición, conservación y mejora del patrimonio 
familiar; y en función de los cuales cabría distinguir hasta tres categorías diferentes260.  
 Semejante catalogación depende en todo momento de qué sujetos se asocien y/o 
sean asociados: en primer lugar, hay asociaciones conyugales o familiares, según sean 
exclusivamente constituidas por los propios cónyuges o éstos sean asociados por parte 
de los ascendientes de cualquiera de ellos; y, en segundo lugar, entre las exclusivamente 
conyugales, las hay asociaciones recíprocas o unilaterales en función de que se asocien 
ambos cónyuges conjuntamente o solo uno de ellos reúna la cualidad de asociado frente 
al otro (cfr. art. 232-25.3 CCCat)261. Las familiares, en cambio, han caído en desuso, ya 
que están orientadas a la explotación de actividades -agropecuarias, señaladamente- que 
no se corresponden con las desempeñadas en la actualidad por el común de la población 
activa -y ello se deduce fácilmente de que hayan proliferado otras fórmulas mercantiles 
en su lugar-, aunque son las que entrañan mayores desafíos en su liquidación262. Ésta se 
efectuará según hubiese sido previamente convenido en sus pactos de constitución o, en 
su defecto, conforme a la costumbre de cada comarca concreta, puesto que no será fácil 
                                                 
258 En este sentido, vid. GÓMEZ LAPLAZA, “Algunos...”, cit., pp. 1541-1543. También PIÑOL AGULLÓ, J., 
“Asociación de compras y mejoras en el Campo de Tarragona”, La Notaría, núms. 3-4, julio, 1948, p. 
320.  
259 Así lo indica TORRENT RUIZ, op. cit., p. 100. 
260 A este respecto, vid. BOSCH CAPDEVILA, E., “Comentarios a los artículos 232-25 a 232-27 del Código 
Civil de Cataluña”, en EGEA FERNÁNDEZ, J. y FERRER RIBA, J. (dirs.), FARNÓS AMORÓS, E. (coord.), 
Comentari al Llibre Segon del Codi civil de Catalunya. Família y relacions convivencials d’ajuda mútua, 
Atelier, Barcelona, 2014, p. 335; ID., “La configuració...”, cit., p. 387, n. 24; ID., “El règim jurídic de 
l’associació a compres i millores en el Codi de Família”, en ABRIL CAMPOY, J. M. y AMAT LLARI, M. E. 
(coords.), Homenaje al profesor Lluis Puig i Ferriol, v. I, Tirant lo Blanch, Valencia, 2006, p. 483. 
261 Vid. LALINDE ABADÍA, J., “Regímenes comunitarios en la Compilación de Derecho Civil Especial de 
Cataluña”, Revista Jurídica de Cataluña, núm. 2, abril-junio, 1966, pp. 322-323. 
262 En este sentido, vid. NASARRE AZNAR, S., “Los regímenes económicos locales en Cataluña”, en 
LLEDÓ YAGÜE, F. y FERRER VANRELL, M. P. (dirs.), MONJE BALMASEDA, O. (coord.), Los regímenes 
económicos matrimoniales en los Derechos civiles forales o especiales, Dykinson, Madrid, 2010, p. 496. 
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apreciar su compatibilidad con un régimen económico-matrimonial elaborado para dos 
únicos sujetos como es el de participación en las ganancias (cfr. art. 232-25.2 CCCat). 
 La remisión a las disposiciones de este régimen apenas tendría relevancia fuera 
de las asociaciones conyugales recíprocas -en cuyo caso, cada cónyuge tendría derecho 
a participar en las ganancias obtenidas por parte del consorte-, pues, las unilaterales, en 
realidad, se identifican más con el supuesto de hecho contemplado por la compensación 
del trabajo doméstico -que, además, el Derecho catalán extiende a aquella otra actividad 
que hubiese sido efectivamente desarrollada en beneficio del consorte, sin retribución o 
con una retribución insuficiente- en cuanto la misma constituye un derecho conferido a 
uno solo de los cónyuges: el encargado del hogar263. Las familiares, sin embargo, solían 
liquidarse antiguamente por partes iguales entre sus integrantes, de modo que habiendo 
sido constituidas por ambos cónyuges junto con los padres y abuelos de cualquiera de 
ellos, a cada individuo le correspondería una sexta parte de participación sobre el total 
de las compras y de las mejoras; y, en caso de que alguno de ellos falleciese, el resto de 
miembros tendría derecho a una quinta parte, y así sucesivamente hasta que no quedaran 
más que dos únicos supervivientes, quienes, en su momento, tendrían derecho a percibir 
la mitad de las compras y mejoras, como en el régimen de participación antedicho264. 
 g) El acogimiento en los milloraments. — Entre los acuerdos más antiguos que 
solían incluirse en los espolits pitiusos merece interés aquel mediante el cual, el marido, 
en contraprestación al trabajo aportado por su mujer a la explotación agraria familiar, le 
reconoce a ésta un derecho de crédito sobre la cuarta parte de las ganancias adquiridas 
constante el matrimonio gracias al esfuerzo común: el acogimiento en la cuarta parte de 
los milloraments (cfr. art. 66.5 CDCIB)265. Es evidente que su funcionamiento encierra 
una estrecha semejanza con la asociación a compras y mejoras y ello abre las puertas a 
la reflexión en torno a su posible procedencia catalana; especialmente en consideración 
                                                 
263 Manifestando esta opinión, vid. NASARRE AZNAR, “Los regímenes...”, cit., p. 495; BOSCH CAPDEVILA, 
“Comentarios...”, cit., p. 335; ID., “La configuració...”, cit., p. 387, n. 24; ID., “El règim...”, cit., p. 480; 
DE LOS MOZOS Y DE LOS MOZOS, J. L., “Comentarios a los artículos 1411 a 1444 del Código Civil”, en 
ALBALADEJO GARCÍA, M. (dir.), Comentarios al Código Civil y compilaciones forales, t. XVIII, v. III, 
Edersa, Madrid, 1985, p. 55. 
264 Vid. DE MORAGAS, V., “Associació a compres i millores en el Camp de Tarragona”, Conferències 
sobre varietats comarcals del Dret civil catalá, Academia de Jurisprudencia y Legislación de Cataluña, 
Barcelona, 1934, pp. 193 y 195. 
265 En este sentido, vid. CERDÁ GIMENO, J., “Comentarios a los artículos 66 a 86 de la Compilación del 
Derecho Civil Especial de las Islas Baleares”, en ALBALADEJO GARCÍA, M. (dir.), Comentarios al Código 
Civil y compilaciones forales, t. XXXI, v. II, Edersa, 1ª edición, Madrid, 1981, pp. 62 y 65. También 
FERRER VANRELL, M. P., “Los efectos patrimoniales del matrimonio”, Lecciones de Derecho civil balear, 
Universidad de las Islas Baleares, 3ª edición revisada, Palma, 2004, p. 170. 




al hecho de que el monarca Jaime I partiera de la Diócesis de Tarragona -lugar de origen 
de la citada asociación- para recuperar las Islas Baleares del dominio musulmán266. Sin 
embargo, es discutible que este acontecimiento constituya un argumento suficiente para 
resolver la incertidumbre suscitada a este respecto, porque, realmente, no hay constancia 
de que los pobladores catalanes procedieran significativamente de aquel territorio267.  
 El acogimiento en los milloraments presenta sin embargo ciertas diferencias con 
respecto a la asociación a compras y mejoras en cuanto no se tiene constancia alguna de 
acogimientos conyugales de carácter recíproco, ni unilateral, por parte de las mujeres, ni 
siquiera de acogimientos valorados en la “mitad” de los milloraments268. No resulta de 
fácil comprensión por ello cómo pretendió diseñarse como un régimen de participación 
en las ganancias -en el Anteproyecto de Ley de Régimen Patrimonial del Matrimonio de 
2013-, cuando así estaría dotándosele de una reciprocidad no respaldada por la tradición 
jurídica de las Islas Pitiusas. Sea como fuere, y hasta que una hipotética reforma ordene 
la aplicación retroactiva de un nuevo régimen de participación “de acogimiento en los 
milloraments” -como habría ocurrido a propósito del anteproyecto señalado-, su régimen 
jurídico -debido a su deficiente regulación actual, y de conformidad con las fuentes del 
ordenamiento jurídico balear- habrá de buscarse en la voluntad de los consortes y, en su 
defecto, en la tradición jurídica pitiusa; pues, solo cuando así tampoco fuese posible su 
determinación, quizá la aplicación supletoria del Código Civil condujera a la normativa 
reguladora del llamado régimen de participación en las ganancias (cfr. art. 1 CDCIB)269. 
 h) La compañía familiar. — El imprevisible reconocimiento de la foralidad civil 
gallega sorprendería sobremanera a los juristas de esta región -hasta entonces sometidos 
al Derecho castellano-, quienes estarían llamados a indagar en sus instituciones jurídicas 
como consecuencia de lo dispuesto en el Real Decreto de 2 de febrero de 1880. En este 
momento solo se advertían dos instituciones típicamente gallegas: el foro y la compañía 
familiar. La primera no entrañaba apenas dificultades debido a su extensa difusión y su 
                                                 
266 Vid. CERDÁ GIMENO, “Comentarios...”, cit., p. 62. 
267 Así lo pone de relieve CARDONA GUASCH, O., “El régimen económico local de acogimiento en una 
cuarta parte de los milloraments”, en LLEDÓ YAGÜE, F. y FERRER VANRELL, M. P. (dirs.), MONJE 
BALMASEDA, O. (coord.), Los regímenes económicos matrimoniales en los Derechos civiles forales o 
especiales, Dykinson, Madrid, 2010, p. 718. 
268 A este respecto, vid. CERDÁ GIMENO, “Comentarios...”, cit., p. 63. También CARDONA GUASCH, O., 
“El régimen económico local de acogimiento en una cuarta parte de los milloraments”, en FERRER 
VANRELL, M. P. (coord.), Lecciones de Derecho civil balear, Universidad de las Islas Baleares, 3ª edición 
revisada, Palma, 2004, p. 256. 
269 Vid. CERDÁ GIMENO, J., Costumbres jurídicas en las Pithiusas, Dykinson, Madrid, 2011, p. 197. 
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abundante documentación, pero, la segunda, en opinión de la doctrina, sería recreada sin 
contar con el sustento documental exigido; motivo por el cual acabaría siendo calificada 
por algunos como la Santa Compaña, dejándose entrever que constituiría “una suerte de 
institución fantasma, de la que todo el mundo había oído hablar, pero que nadie había 
visto nunca”, dando lugar a una auténtica “invención”, querida por consuetudinaria270. 
 En la actualidad se define la compañía familiar como aquella que se constituye 
entre personas con vínculos de parentesco, con el propósito de vivir juntos y explotar en 
común tierras, lugar acasarado o explotaciones pecuarias, asegurando la continuidad del 
patrimonio familiar bajo la dirección y administración del petrucio. Éste sería el sucesor 
que sería designado por sus ascendientes para dar continuidad a la labranza a cambio de 
asumir sus cuidados el día en que alcanzasen la vejez; hecho que se conseguiría a través 
de la mejora de labrar y poseer y el casamiento para la casa. Por este último se entiende 
el hecho de integrarse el nuevo matrimonio [...] en la vida comunitaria y de trabajo del 
grupo familiar ya constituido; motivo por el que cabría relacionar la compañía familiar 
con la asociación a compras y mejoras (cfr. art. 160.2 LDCG)271. Si bien es cierto que la 
primera tiene en común con la segunda que todos sus integrantes recibirían la oportuna 
contraprestación por el trabajo desempeñado, al separarse de ella, aquélla se distanciaría 
de ésta en que no constituye un régimen económico-matrimonial; según se extrae de que 
se extinga cuando solo formen parte de ella dos únicos miembros casados entre sí. Por 
consiguiente, sus cualidades compensatorias no se acercan tanto a la compensación del 
trabajo doméstico como a la liquidación de la asociación familiar a compras y mejoras. 
 i) La “puesta a nombre”. — La libertad de pacto que ordena las relaciones entre 
consortes -en torno a la cual podrán transmitirse por cualquier título bienes y derechos 
y celebrar entre sí toda clase de contratos- se manifiesta en la sociedad de gananciales 
mediante los denominados negocios de atribución, en cuya virtud podrán los cónyuges, 
de común acuerdo, atribuir la condición de gananciales a los bienes que adquieran a 
título oneroso durante el matrimonio, cualquiera que sea la procedencia del precio o 
contraprestación (cfr. arts. 1323 y 1355 I CC). Es palmario que esta clase de negocios 
jurídicos es susceptible de generar idénticas consecuencias a la compensación -en sede 
de sociedad de gananciales-, y así se deduce de la sentencia de la Audiencia Provincial 
                                                 
270 Vid. MARTÍNEZ MARTÍNEZ, F., “La invención de la compañía”, Initium, núm. 20, 2015, pp. 395-679. 
271 Vid. GARCÍA RAMOS, A., Estilos consuetudinarios y prácticas económico-familiares y marítimas, 
Imprenta del Asilo de Huérfanos del S. C. de Jesús, Madrid, 1909, pp. 41-43. 




de Pontevedra, de 3 de diciembre de 2015, en cuyo caso los consortes extinguieron el 
régimen de separación de bienes con motivo de una modificación de sus capitulaciones 
matrimoniales realizada con la intención de regirse en el futuro por el de gananciales, y, 
en consecuencia, procedieron a liquidar el primero a través de una aportación a la nueva 
sociedad, a modo de compensación (SAP Pontevedra 3-12-2015 [JUR 2016, 9438]). 
 En separación de bienes, sin embargo, no existe una tercera masa patrimonial de 
titularidad común sobre la que llevar a cabo esta clase de atribuciones para compensar a 
cualquiera de los cónyuges por la satisfacción de las tareas domésticas, y, por tanto, esta 
operación tiene que emprenderse a través de una simulación contractual coloquialmente 
conocida con la nomenclatura de “puesta a nombre”272. Lo más usual para poner bienes 
a nombre de otro es realizar donaciones disimuladas bajo la apariencia de compraventas 
simuladas, fórmula que fue especialmente útil mientras estuvieron vigentes las antiguas 
restricciones que operaban sobre la contratación entre consortes. Pero, en particular, se 
ha llegado a incluso afirmar -en aquellos territorios en los cuales ha permanecido como 
supletorio el señalado régimen de separación de bienes- que la “puesta a nombre” es el 
precedente más inmediato de la compensación del trabajo doméstico; motivo por el que 
suele imputarse su valor en el pago de la misma (STSJ Cataluña 25-7-2011 [RJ 2011, 
6684] y 10-3-2003 [RJ 2003, 4653], SSAP Toledo 9-11-1999 [AC 1999, 2379], Madrid 
16-9-2011 [JUR 2011, 357045], Barcelona 19-2-2014 [JUR 2014, 84912], 4-12-2014 
[AC 2015, 78], 11-7-2014 [JUR 2014, 236945] y 16-3-2007 [JUR 2007, 120530])273. 
                                                 
272 En adelante, tomo esta denominación de la obra de DE CASTRO Y BRAVO, F., El negocio jurídico, 
Civitas, reproducción facsimilar de la edición de 1971, Madrid, 2002, pp. 343-344. También, en torno a 
un análisis más extenso de la figura, vid. PINTÓ RUIZ, J., “Los bienes puestos a nombre de la mujer en el 
Derecho civil de Cataluña”, Revista Jurídica de Cataluña, núm. extraordinario, 1970, pp. 175-251. 
273 Entre quienes consideran la “puesta a nombre” como un precedente de la compensación, vid. CORNU, 
G., Les régimes matrimoniaux, PUF, 7ª edición, París, 1995, p. 771; PINTÓ RUIZ, op. cit., p. 176; CERDÁ 
GIMENO, “Comentarios...”, cit., pp. 87-88; ANDERSON, M., “Los efectos del matrimonio (arts. 1 a 8 CF)”, 
en LLEDÓ YAGÜE, F. y FERRER VANRELL, M. P. (dirs.), MONJE BALMASEDA, O. (coord.), Los regímenes 
económicos matrimoniales en los Derechos civiles forales o especiales, Dykinson, Madrid, 2010, p. 343; 
VILA RIBAS, C., “El régimen económico matrimonial legal del matrimonio en las islas de Ibiza y 
Formentera”, en LLEDÓ YAGÜE, F. y FERRER VANRELL, M. P. (dirs.), MONJE BALMASEDA, O. (coord.), 
Los regímenes económicos matrimoniales en los Derechos civiles forales o especiales, Dykinson, 
Madrid, 2010, p. 696; CARBONELL CRESPÍ, J. A., “La liquidación del régimen económico matrimonial de 
separación de bienes”, Revista Jurídica del Notariado, núm. 63, julio-septiembre, 2007, p. 103; PASCUAL 
GONZÁLEZ, L. G., Derecho foral de Baleares. Ensayo acerca de las instituciones relativas al régimen 
económico-matrimonial. Especial consideración de la presunción muciana, Ayuntamiento de Palma de 
Mallorca, Palma de Mallorca, 1960, pp. 24-25; NOGUERA ROIG, F., “Panorámica del Derecho foral”, 
Jornada de Derecho foral, Palma de Mallorca, 1973, p. 21; CLAR GARAU, R., “De nuevo sobre el 
régimen de separación de bienes”, Boletín Informativo del Ilustre Colegio de Abogados de Baleares, núm. 
3, 1973, p. 76; MASOT MIQUEL, M., “La liquidación del régimen económico matrimonial de separación 
de bienes”, Revista Jurídica de les Illes Balears, núm. 1, 2003, p. 89; VIRGILI SORRIBES, F., “El régimen 
AD RI ÁN  A R R É B O L A  B L AN CO  
95 
 
B) El artículo 1438 del Código Civil 
 Los cónyuges o futuros contrayentes disponen hoy en día de absoluta libertad a 
la hora de diseñar la compensación del trabajo doméstico, pero, en su defecto, no existe 
un régimen jurídico determinado sobre el que deba operar la autoridad judicial llegado 
el caso, según se desprende del artículo 1438 del Código Civil. Esta falta de regulación 
ha dado lugar a que, en la práctica, jueces y tribunales prescindan de llevar a cabo una 
minuciosa y pormenorizada reflexión sobre el particular, y condenen al pago de sumas 
aparentemente determinadas a tanto alzado; tendencia que nos acercaría cada vez más a 
los sistemas angloamericanos -de equitable distribution o ancillary relief- que parten de 
la equidad para emprender dicha compensación, cuando, en puridad, sus resoluciones no 
podrían descansar exclusivamente en ella salvo en aquellos supuestos específicos en que 
la ley lo permitiese expresamente, como lo permite el legislador portugués (cfr. arts. 3.2 
CC, y 1676.2 y 566.3 CCP)274. La solución a este problema pasaría, en primer lugar, por 
dar a la compensación una naturaleza jurídica determinada conforme a la cual pudiese 
construirse, después, un régimen jurídico consecuente. Esta labor permitiría distinguir 
entre tres modelos que serán denominados como participativo, o de participación en las 
ganancias; modelo restitutivo, o de restitución de un enriquecimiento injustificado; y, en 
último término, modelo indemnizatorio, o de indemnización por daños y perjuicios275. 
 a) El modelo de participación en las ganancias. — La primera solución frente a 
las deficiencias del régimen jurídico de la compensación del trabajo doméstico residiría 
precisamente en aplicarle las normas de liquidación del régimen de participación en las 
ganancias, como hicieron anteriormente los legisladores austriaco y griego276. Ésta sería 
                                                                                                                                               
legal de separación de bienes en la Compilación del Derecho Civil Especial de Cataluña”, Anuario de 
Derecho Civil, enero-marzo, 1962, p. 48. 
274 Así lo recuerda ROCA TRÍAS, E., “La liquidació del règim de separació de béns a Catalunya”, Revista 
Jurídica de Cataluña, núm. 3, 2008, p. 660, n. 19. Sobre la compensación portuguesa, vid. RAMIÃO, T. 
d’Almeida, O divórcio e questiões conexas. Regime jurídico actual, Quid Juris, Lisboa, 2009, p. 112. 
275 En sentido similar, son agrupados por AGUILERA RULL, A., “Gènere i Dret de família: una lectura de 
la compensació econòmica per raó de treball a partir del Llibre Segon del Codi Civil de Catalunya”, 
Revista Catalana de Dret Privat, v. XV, 2015, pp. 134-140. 
276 A favor del modelo participativo, vid. GUILARTE MARTÍN-CALERO, C., “De nuevo sobre la 
compensación por trabajo doméstico: una reflexión crítica sobre la línea jurisprudencial actual”, Revista 
de Derecho de Familia, núm. 68, julio-septiembre, 2015, pp. 55-78; MORENO-TORRES HERRERA, M. L., 
“La compensación por el trabajo doméstico en el Código Civil español”, Revista Aranzadi Doctrinal, 
núm. 8, diciembre, 2011, pp. 107-130; LELEU, Y. H., “Les outils du séparatiste. Réclamations et 
contestations de créances en liquidation d’un régime de séparation de biens pure et simple”, États 
généraux du Droit de la famille, t. II, Bruylant-Anthemis, Bruselas-Limal, 2016, pp. 83-84; TOMÉ, M. J., 
Romão Carreiro Vaz, “Considerações sobre alguns efeitos patrimoniais do divórcio na lei n.º 61/2008, de 
31 de outubro: (in)adequação às realidades familiares do século XX?”, en SOTTOMAYOR, M. C. y DE 
ALMEIDA, M. T. Féria (coords.), E foram felizes para sempre…? Uma análise crítica do novo regime 




una alternativa capaz de suministrarnos con suficiente claridad la información necesaria 
acerca de la medida en que el matrimonio hubiese podido influir, negativamente, sobre 
la capacidad económica del cónyuge que durante el mismo asumiera labores tales como 
la llevanza del hogar y el cuidado de los hijos; y servirnos de ayuda para cuantificar la 
compensación que en cada caso corresponda conforme a criterios de auténtica justicia y 
equidad. Para ello habría sido deseable que nuestro legislador hubiese remitido a dichas 
normas -actualmente contenidas en los artículos 1417 y siguientes del Código Civil- el 
régimen jurídico de la compensación; hecho que nunca se produjo ni se planteó siquiera 
en el debate parlamentario, cuando, además, ambas instituciones fueron introducidas en 
el ordenamiento jurídico español como consecuencia de la misma reforma legislativa. 
 El desarrollo jurisprudencial de la equitable distribution estadounidense muestra 
una clara tendencia hacia este modelo participativo en cuanto la misma funcionaría en la 
práctica como un auténtico comunity property system, una vez disuelto el matrimonio de 
quienes hasta entonces se hallasen plenamente separados de bienes277. Sin embargo, esta 
doctrina manifiesta importantes diferencias con respecto a los regímenes continentales 
de participación en las ganancias, pues, mientras que por un lado existe una minoría de 
estados cuyos órganos jurisdiccionales llevan a cabo distribuciones igualitarias sobre los 
bienes de los cónyuges -y que, en consecuencia, son conocidas con la nomenclatura de 
deferred comunity property, por su parecido con los sistemas de comunidad-, por otro 
lado se advierte una mayoría de estados en que aquéllos están investidos de la suficiente 
discrecionalidad como para efectuar distribuciones desiguales278. Ello se justifica en el 
hecho de que, a la hora de justificar su reparto, dichos órganos jurisdiccionales han de 
considerar una gran diversidad de circunstancias entre las cuales se hallarían la salud y 
la edad de los consortes, su capacidad para ganar dinero, sus necesidades -y las de sus 
hijos-, la duración de su matrimonio y, en ocasiones, la mala conducta de cualquiera de 
ellos, además de la intervención de activos patrimoniales ajenos al vínculo conyugal279. 
 Este último elemento desplazaría aún más el separate property system hacia un 
modelo participativo, pues, en puridad, los regímenes continentales de participación en 
las ganancias suelen deducir de éstas las adquisiciones realizadas en una fecha anterior a 
                                                                                                                                               
jurídico do divórcio, Coimbra Editora, Coímbra, 2010, p. 181; REYES GALLUR, J. J., La liquidación del 
régimen de gananciales y separación de bienes: aspectos procesales y sustantivos, Aranzadi, Navarra, 
2015, p. 295. 
277 Vid. ARTHUR, op. cit., p. 27. 
278 Vid. ROSENBURY, op. cit., pp. 1236-1237. 
279 Vid. ROSENBURY, op. cit., p. 1237. También ARTHUR, op. cit., p. 28. 
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aquella en que aquél cobre vigencia, así como las posteriores que tengan lugar a título 
gratuito o sucesorio, por ser ajenas a la cooperación y colaboración conyugales280. Por 
otra parte, se entiende que también forman parte de la marital property -o ganancias, en 
el régimen de participación- las plusvalías producidas sobre los bienes de los cónyuges 
a causa de su actividad, pero, jamás, aquellas otras que estos mismos experimentasen a 
propósito de la inflación o de fluctuaciones de mercado que solamente repercutirían en 
el haber de quien constase formalmente como titular de los bienes mejorados; siguiendo 
así el criterio del régimen de participación francés, y apartándose del alemán281. En este 
ámbito, sin embargo, se aprecia una nueva diferencia con los regímenes continentales de 
participación en las ganancias en cuanto algunos órganos jurisdiccionales estiman que el 
inmueble sobre el que se asiente la vivienda familiar es parte de la marital property282. 
 Los avances estadounidenses sobre esta materia no serían sin embargo ignorados 
por la jurisprudencia anglosajona. Las expectativas económicas de quienes satisficiesen 
las labores y cometidos domésticos constante el separate property system inglés-galés 
no lograban, en el pasado, ir más allá del mantenimiento del nivel de vida adquirido por 
ellos durante el matrimonio; y así ocurrió hasta que la jurisprudencia estimó este criterio 
como discriminatorio y desfasado con respecto a la realidad social contemporánea, en el 
famoso caso White v White. Lord Nicholls of Birkenhead indicó que en el reparto de los 
bienes conyugales acontecido con ocasión del divorcio las resoluciones jurisdiccionales 
habrían de perseguir la fairness -de manera que ninguno de los cónyuges pudiera verse 
perjudicado por la división del trabajo que de una forma u otra hubiesen adoptado a lo 
largo de su matrimonio-, y que tal cometido no se identificaba necesariamente con una 
división igualitaria de aquéllos -según venía operándose por la mayoría de los órganos 
jurisdiccionales estadounidenses-, pues, dicho concepto, siempre estaría sujeto a valores 
morales y sociales, como después aclaró en Miller v Miller; McFarlane v McFarlane283. 
 Los órganos jurisdiccionales estarían entonces obligados a respetar el yardstick 
of equality en la distribución del patrimonio de los consortes, y solo deberían apartarse 
del mismo cuando existiesen buenas razones que lo justificaran. Sin embargo, semejante 
salvedad daría lugar a que determinadas resoluciones judiciales continuasen amparando 
divisiones discriminatorias favorables al cónyuge que a lo largo de su matrimonio vino  
                                                 
280 Vid. ARTHUR, op. cit., p. 29. 
281 Ibid. 
282 Ibid. 
283 White v White [2000] UKHL 54; Miller v Miller; McFarlane v MacFarlane [2006] UKHL 24. 




desempeñando una actividad remunerada fuera del hogar, en detrimento de aquel que en 
su lugar tomó la iniciativa de asumir las labores domésticas y el cuidado de los hijos; y 
así sucedió en el caso Lambert v Lambert en que la Corte de Apelación -reprochando a 
Lord Nicholls no haber delimitado tal excepción con mayor detenimiento- consideró de 
nuevo que ello solo sería admisible en supuestos verdaderamente excepcionales284. Por 
consiguiente, y a través de esta nueva línea jurisprudencial, en los llamados big money 
cases -en los que la fortuna matrimonial excede de las necesidades de los consortes- se 
consagraría un auténtico modelo participativo ajeno a las antiguas divisiones practicadas 
al amparo de la one-third rule, según la cual, el cónyuge necesitado que tenía derecho a 
mantenimiento frente a su consorte recibía solamente un tercio del acervo conyugal285. 
 Este régimen de participación jurisprudencial en las ganancias sería delimitado 
en gran medida en el caso Miller v Miller; McFarlane v McFarlane, estableciéndose en 
él los parámetros que a juicio de la House of Lords habrían de ser contemplados por los 
órganos jurisdiccionales al tiempo de distribuir los bienes conyugales: financial needs, 
compensation y equal sharing286. Lord Nicholls of Birkenhead consideró que, cuando el 
matrimonio llega a su fin, era justo dividir los bienes con el fin de cubrir las necesidades 
financieras de cada uno de los cónyuges atendiendo a que muchas de ellas traían causa 
del mismo; y Baroness Hale of Richmond añadió que el origen más común se hallará en 
la eventual existencia de hijos y de otros parientes dependientes. La determinación de 
dichas necesidades financieras se evaluaría a la vista de las circunstancias particulares 
del caso concreto, teniendo en cuenta las obligaciones y responsabilidades que cada uno 
de los cónyuges tuviera en el presente o pudiera tener en un futuro próximo, el nivel de 
vida mantenido durante el matrimonio, su duración, y la edad y estado físico y mental 
de cada uno de ellos, según se manifestó en Charman v Charman (cfr. s. 25(2)MCA)287. 
 En opinión de Lord Nicholls las financial needs constituirían el punto de partida 
en la búsqueda de la fairness y -aunque vaticina que en muchos casos ésta comenzará y 
acabará precisamente en esta fase- después deberá procederse al equal sharing; y, por 
este motivo, se advierte en Charman v Charman que, en aquellos supuestos en que los 
recursos económicos de cada uno de los consortes resulten suficientes para cubrir sus 
                                                 
284 Lambert v Lambert [2002] EWCA Civ 1685. 
285 Vid. PINTENS, W., “Matrimonial property law in Europe”, en BOELE-WOELKI, K., MILES, J. y 
SCHERPE, J. Martin (eds.), The future of family property in Europe, Intersentia, Cambridge-Amberes-
Portland, 2011, pp. 34-35. 
286 Miller v Miller; McFarlane v MacFarlane [2006] UKHL 24. 
287 Charman v Charman [2007] EWCA Civ 503. 
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necesidades financieras, aquél será observado con preferencia sobre estas últimas. Sin 
embargo, no resulta tan claro el lugar que ocupa la compensation -entendida como aquel 
montante destinado a atemperar las consecuencias derivadas de una división del trabajo 
entre consortes- en cuanto, a juicio de Lord Nicholls, quizá haya de valorarse junto con 
las necesidades financieras, evitándose en todo momento que su consideración albergue 
una duplicidad contable de cualquier clase. Esta es la razón que conduce a la doctrina a 
cuestionarse si no existen demasiados principios, apoyándose en que, si la compensation 
cubre aquello que no alcanza la estimación de las financial needs, antes de proceder al 
equal sharing, quizá habría de valorarse simplemente en calidad de financial needs288.  
 El último elemento que revela una clara tendencia del separate property system 
hacia el régimen de participación en las ganancias, se desprendería con suma facilidad 
de que la non-matrimonial property constituya un motivo de excepción a la observancia 
del yardstick of equality, en la distribución de los activos conyugales. La adquisición de 
dichos bienes sería indudablemente ajena al vínculo matrimonial establecido entre los 
consortes y, en consecuencia, convendría que fuesen deducidos del cómputo total. Se 
trata, en definitiva, de aquellas adquisiciones que hubiesen tenido lugar con anterioridad 
a la celebración del matrimonio, o de aquellas otras efectuadas en un momento posterior 
a título de herencia o donación -a salvo de la vivienda familiar que la jurisprudencia ha 
sumado a la matrimonial property con abstracción de las reglas anteriores-, a las que en 
opinión de Baroness Hale of Richmond habrían de añadirse también otras como el ajuar 
doméstico, viviendas vacacionales, caravanas y negocios familiares, siempre y cuando 
estos últimos no hayan sido desarrollados gracias al esfuerzo de un solo cónyuge289. No 
obstante, como augura Lord Nicholls of Birkenhead, semejante excepción al yardstick 
of equality podría tener poco peso en aquellos casos en que los activos de los cónyuges 
no alcanzasen a cubrir suficientemente sus respectivas necesidades financieras, según se 
desprendería además de que las mismas precedan a la observancia del equal sharing290. 
 Las virtudes que sobre esta materia manifiesta el modelo participativo debieron 
traspasar, también, las fronteras de nuestro país, e influir entre los autores de la reforma 
que, por entonces, estaba llevándose a cabo sobre la Compilación catalana. Este proceso 
tendría como novedad que se introdujesen, por vez primera, en el ordenamiento jurídico 
                                                 
288 Así lo advierte MILES, J., “Charman v. Charman (No 4). Making sense of need, compensation and 
equal sharing after Miller/McFarlane”, Child and family law quarterly, núm. 3, 2008, p. 392. 
289 White v White [2000] UKHL 54; Miller v Miller; McFarlane v MacFarlane [2006] UKHL 24. 
290 White v White [2000] UKHL 54. 




catalán -y, de forma absolutamente independiente-, tanto el régimen de participación en 
las ganancias como la compensación por el trabajo desempeñado en el hogar; propósito 
que terminaría materializándose con la ley de 30 de septiembre de 1993. Su entrada en 
vigor haría que, desde entonces, el artículo 23 de dicha Compilación proveyera de una 
compensación para quienes, sin retribución o con una retribución insuficiente, hubiesen 
trabajado en el hogar durante la vigencia del régimen de separación de bienes de forma 
que, a su extinción -por separación legal, divorcio o nulidad matrimonial-, y a causa del 
defecto retributivo correspondiente, experimentasen una situación de desigualdad entre 
su patrimonio personal y el de su consorte. En defecto de acuerdo, esta compensación se 
determinaría además por la autoridad judicial, atendiendo a la incidencia familiar de la 
actividad desarrollada, la desigualdad patrimonial producida, y las demás circunstancias 
del caso concreto; pero sin remitirse jamás al régimen de participación en las ganancias. 
 El modelo participativo, sin embargo, estuvo muy presente a lo largo del proceso 
de reforma antes citado. En primer lugar, el anteproyecto de ley elaborado en 1989 -por 
parte de la Comisión Jurídica Asesora de la Generalidad de Cataluña-, trató de instaurar 
el régimen de participación en las ganancias -en este caso, con el nombre de régimen de 
separación de bienes con participación en las ganancias- en una posición prácticamente 
supletoria en cuanto el mismo operaría -incluso, en defecto de acuerdo- en supuestos de 
separación legal, divorcio y nulidad matrimonial291. En segundo lugar, el anteproyecto 
de ley de 1990 -cuya elaboración se encomendó a una comisión de juristas por parte del 
Departamento de Justicia de la mencionada Generalidad- facultaba a cualquiera de los 
cónyuges para demandar de la autoridad judicial -en el proceso de nulidad, separación o 
divorcio- la atribución de un derecho a participar en las ganancias obtenidas por el otro 
desde la celebración del matrimonio hasta el cese de la vida en común292. Por último, el 
anteproyecto de ley del año 1991, aunque proponía ya una “compensación” del trabajo 
                                                 
291 A este respecto, vid. Informe 1/89 sobre la redacción de un anteproyecto de ley del régimen económico 
conyugal de separación de bienes con participación en las ganancias, en COMISSIÓ JURÍDICA ASSESORA, 
Memòria 1989, Generalidad de Cataluña, 1990, pp. 239-246. 
292 Tomo estos datos de los fragmentos del citado anteproyecto de ley que son reproducidos en la obra de 
VENDRELL FERRER, E., “La liquidació del règim de separació de béns”, en ÀREA DE DRET CIVIL DE LA 
UNIVERSITAT DE GIRONA (coord.), Materials de les Vuitenes Jornades de Dret català a Tossa, 1994, 
Tirant lo Blanch, Valencia, 1996, p. 362. También, en este caso traducidos al castellano, vid. GINEBRA 
MOLINS, M. E., “El trabajo ‘doméstico’ o ‘para la casa’ en el Libro Segundo del Código Civil de 
Cataluña. Especial consideración de la compensación por razón de trabajo”, en TORRES GARCÍA, T. F. 
(dir.), INFANTE RUIZ, F. J., OTERO CRESPO, M. y RODRÍGUEZ GONZÁLEZ, A. (coords.), Construyendo la 
igualdad: la feminización del Derecho privado, Tirant lo Blanch, Valencia, 2017, pp. 601-602, n. 21.  
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doméstico en sentido estricto, y no una simple “participación en las ganancias”, seguía 
remitiéndose a la liquidación de este régimen económico-matrimonial para calcularla293. 
 Aunque esta tendencia hacia el modelo participativo acabaría desapareciendo de 
los trabajos prelegislativos -según se contempla ya en el proyecto de ley de 1992, y se 
corrobora en la redacción final del artículo 23 de la Compilación-, no lo haría al menos 
sin contar con la oportuna oposición por parte de algunos grupos parlamentarios294. En 
particular, se presentaron algunas enmiendas con el propósito de fijar expresamente la 
cuantía máxima a la cual pudiera llegar la compensación del trabajo doméstico; a cuyo 
fin se propuso en aquéllas que esta última no pudiese superar nunca la mitad del valor 
las ganancias obtenidas por el cónyuge deudor -como en el régimen de participación en 
las ganancias- o que la misma se calculase siguiendo las pautas previstas para liquidar el 
régimen de participación en las ganancias, remitiéndose expresamente a todas ellas295.  
 El desarrollo parlamentario de la compensación catalana denotaría a simple vista 
una actitud sensible a las recomendaciones europeas, como se desprende de la exigencia 
de “una situación de desigualdad” como requisito indispensable para su nacimiento, que 
recuerda fácilmente a la “desigualdad financiera” aludida en la Resolución de 1978. Sin 
embargo, como fue advertido en páginas anteriores, la propuesta del Consejo de Europa 
no parece estar pensando precisamente en un régimen de separación en los términos en 
que nosotros solemos interpretarlo, sino más bien en la línea de otro -aunque separatista 
también- de participación en las ganancias o, como mínimo, en trance de evolución. Por 
este motivo, es difícilmente imaginable el método que habrían de utilizar los operadores 
jurídicos para determinar la concurrencia de la “situación de desigualdad” exigida por el 
nuevo artículo 23 de la Compilación, fuera del procedimiento de liquidación que ofrece 
el régimen de participación; de ahí que la doctrina continuara apoyando la remisión296. 
                                                 
293 Vid. GINEBRA MOLINS, “El trabajo...”, cit., pp. 602-603, n. 23. 
294 Sobre el proyecto citado, vid. BOPC, núm. 53, 16 de noviembre de 1992, p. 3051. 
295 BOPC, núm. 111, 17 de mayo de 1993, p. 7020. 
296 Entre quienes defendieron remitir el cálculo de la compensación a las reglas previstas para liquidar el 
régimen de participación en las ganancias, vid. ROCA TRÍAS, E., “La liquidació del règim de separació de 
béns en els casos de divorci, separació i nul·litat”, Món Jurídic, núm. 114, enero-febrero, 1994, p. 18; ID., 
“El règim de separació de béns”, en PUIG FERRIOL, L. y ROCA TRÍAS, E., Institucions del Dret civil de 
Catalunya, v. II, Tirant lo Blanch, 6ª edición, Valencia, 2005, p. 427; GETE-ALONSO Y CALERA, M. C., 
“La compensación económica derivada de la liquidación del régimen de bienes de separación (art. 23 
CDCC)”, La Llei de Catalunya i Balears, núm. 139, octubre, 1996, pp. 3-5; JOU MIRABENT, L., 
“Comentario a los artículos 23, 49 y 50 de la Compilación del Derecho Civil de Cataluña”, en 
CASANOVAS MUSSONS, A., EGEA FERNÁNDEZ, J., GETE-ALONSO Y CALERA, M. C. y MIRAMBELL 
ABANCÓ, A. (coords.), Comentari a la Modificació de la Compilació en matèria de relacions 




 Sin embargo, la única posibilidad de que ello se produjera quedaba en manos de 
los jueces y tribunales a quienes, en la práctica, les fueran surgiendo dificultades; pero 
pronto manifestarían también su oposición en cuanto dicha remisión supondría imponer 
como supletorio de primer grado un régimen expresa y precisamente rechazado por el 
Parlamento catalán (STSJ Cataluña 27-4-2000 [RJ 2000, 4125]). Éste sería el motivo 
que movería al legislador catalán a apostar por una nueva alternativa en el momento de 
elaborar el Código de Familia: la doctrina del enriquecimiento injustificado; de manera 
que el interés por las soluciones participativas quedaría postergado hasta su sustitución 
por el Código Civil de Cataluña, actualmente vigente. Éste contiene una compensación 
cuyo régimen jurídico manifiesta un estrecho paralelismo con el que al mismo tiempo 
atribuye al régimen de participación; aunque, perspicazmente, mantiene su nomenclatura 
tradicional como régimen de separación de bienes a los efectos de esquivar las críticas 
de quienes defendiesen su íntegra conservación como un signo de identidad catalana297. 
 Los regímenes de participación en las ganancias responden fundamentalmente a 
dos grandes sistemas: el primero se conoce como “de comparación de patrimonios”, y 
consiste en comparar los patrimonios de los cónyuges tanto al comienzo como al final 
de su vigencia -motivo por el que suele hablarse de patrimonio inicial y final-; mientras 
que el segundo, comúnmente calificado como “de patrimonio único”, solo se preocupa 
por su valor al tiempo de extinguirse el régimen, pero realizando, además, una serie de 
deducciones que conducirían a idénticos resultados298. El ordenamiento jurídico catalán 
                                                                                                                                               
patrimonials entre cònjuges, Departamento de Justicia de la Generalidad de Cataluña, Barcelona, 1995, p. 
204; FLORENSA TOMÁS, C. E., “Comentario a los artículos 53 y 54 de la Compilación del Derecho Civil 
de Cataluña”, en CASANOVAS MUSSONS, A., EGEA FERNÁNDEZ, J., GETE-ALONSO Y CALERA, M. C. y 
MIRAMBELL ABANCÓ, A. (coords.), Comentari a la Modificació de la Compilació en matèria de 
relacions patrimonials entre cònjuges, Departamento de Justicia de la Generalidad de Cataluña, 
Barcelona, 1995, p. 270. 
297 En este sentido, vid. FERRER RIBA, J., “El Derecho de la persona y de la familia en el nuevo Libro 
Segundo del Código Civil de Cataluña”, InDret, núm. 3, julio, 2010, p. 1; NAVAS NAVARRO, S., El 
régimen de participación en las ganancias desde una perspectiva europea, Dykinson, Madrid, 2014, p. 
24; ROCA TRÍAS, E., “Els canvis en el règim de béns: de la separació a la comunitat diferida”, en 
FLORENSA TOMÁS, C. E. (dir.), FONTANELLAS MORELL, J. M. (coord.), La codificación del Derecho civil 
de Cataluña: Estudios con ocasión del cincuentenario de la Compilación, Marcial Pons, Madrid, 2011, p. 
102; ALEGRET BURGUÉS, M. E., “Liquidació del règim de separació de béns en el nou Llibre II del 
CCCat: la compensació per raó de treball”, Annals de l’Acadèmia de Jurisprudència i Legislació de 
Catalunya, núm. 5, 2012-2014, p. 161; RAMS ALBESA, J. J., “La autonomía de la voluntad en las 
instituciones matrimoniales”, en RAMS ALBESA, J. J. (coord.), Autonomía de la voluntad y negocios 
jurídicos de la familia, Dykinson, Madrid, 2009, p. 77, n. 91. 
298 Alcanza la misma conclusión DE OLIVEIRA, J. Gil, “Regime de participação nos bens adquiridos”, 
Boletim da Faculdade de Direito da Universidade de Macau, núm. 8, 1999, p. 179. Sobre esta clasifica-
ción, vid. MORALES MORENO, A. M., “Algunos rasgos caracterizadores del régimen económico 
matrimonial de participación en ganancias de la Compilación de Cataluña”, en IGLESIAS PRADA, J. L. 
(coord.), Estudios jurídicos en homenaje al profesor Aurelio Menéndez, t. IV, Civitas, Madrid, 1996, p. 
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solamente había conocido este segundo sistema -desde que el régimen de participación 
en las ganancias fue incorporado a la Compilación, y pese al notable influjo del sistema  
de comparación de patrimonios en los artículos 54 a 56 del Código de Familia- cuando 
el legislador lo trasladó a la compensación, para atribuir, a su vez, el primero de ellos al 
régimen de participación en las ganancias; y es aquí donde reside su ingenio en cuanto 
tal distinción permitiría excusar las críticas de quienes denunciasen una modificación en 
la tradición jurídica catalana299.  Esta iniciativa, sin embargo, ha provocado la reacción 
de la doctrina considerándose por algunos autores que el nuevo régimen de separación 
de bienes supone, realmente, un régimen de participación “limitado” en las ganancias300. 
 b) El modelo de restitución de un enriquecimiento injustificado. — La segunda 
solución posible a la hora de configurar la compensación del trabajo doméstico exigiría 
emprender una interpretación de conjunto sobre todas las cuestiones contempladas en el 
artículo 1438 del Código Civil. Éste comienza estableciendo el deber que asiste a ambos 
cónyuges de contribuir -según lo acordado entre sí o, en su defecto, en proporción a sus 
recursos económicos- al levantamiento de las cargas matrimoniales y, después, advierte 
de que el trabajo para la casa constituye una forma más de cumplir con el mismo. Desde 
un punto de vista económico, es evidente que en el supuesto de que uno de los cónyuges 
desarrollase un trabajo remunerado, mientras su consorte asumiera la llevanza del hogar 
                                                                                                                                               
4964; CASAS VALLÉS, R., “Comentarios a los artículos 232-13 a 232-24 del Código Civil de Cataluña”, 
en ROCA TRÍAS, E. y ORTUÑO MUÑOZ, P. (coords.), Persona y familia: Libro Segundo del Código Civil 
de Cataluña, Sepín, Madrid, 2011, pp. 742-743. 
299 Señalando este cambio, vid. CASAS VALLÉS, “Comentarios a los artículos 232-13 a 232-24 del Código 
Civil de Cataluña”, cit., pp. 722-723. En cuanto atañe a los preceptos citados arriba, en lugar de aludir al 
activo y pasivo patrimoniales -como correspondería conforme al sistema de patrimonio único adoptado 
por el Código de Familia-, se refiere a los patrimonios “inicial” y “final”, propios de los sistemas de 
comparación de patrimonios. Así lo advierte MIRAMBELL ABANCÓ, A., “Els règims econòmics 
matrimonials”, en BADOSA COLL, F. (dir.), MARSAL GUILLAMET, J. (coord.), Manual de Dret civil català, 
Marcial Pons, Madrid, 2003, p. 480. 
300 Por todos, vid. RAMS ALBESA, “La autonomía...”, cit., p. 77, n. 91; DE AMUNÁTEGUI RODRÍGUEZ, C., 
“Límites a la autonomía de la voluntad en las relaciones económicas de casados y uniones de pareja”, en 
PARRA LUCÁN, M. A. (dir.), La autonomía privada en el Derecho civil, Aranzadi, Zaragoza, 2016, p. 196; 
NAVAS NAVARRO, S., “El régimen de separación de bienes como modalidad del régimen de participación 
en las ganancias en el Libro II CCC (Una primera lectura)”, en JIMÉNEZ LIÉBANA, D. (coord.), Estudios 
de Derecho civil en homenaje al profesor José González García, Aranzadi, Universidad de Jaén, Navarra, 
2012, p. 1314; ID., El régimen de participación, cit., pp. 24-25; SOLÉ RESINA, J., “La compensación 
económica por razón de trabajo en el Libro Segundo del CCC: La cuarta doméstica o crédito de 
participación reducido”, en BARRADA ORELLANA, R., GARRIDO MELERO, M. y NASARRE AZNAR, S. 
(coords.), El nuevo derecho de la persona y de la familia, Bosch, Barcelona, 2011, p. 190; ID., “La 
compensació econòmica per raó de treball al Llibre II del Codi Civil de Catalunya: correcció del 
desequilibri patrimonial o de l’enriquiment injust?”, en FLORENSA TOMÁS, C. E. (dir.), FONTANELLAS 
MORELL, J. M. (coord.), La codificación del Derecho civil de Cataluña: Estudios con ocasión del 
cincuentenario de la Compilación, Marcial Pons, Madrid, 2011, p. 190; CASAS VALLÉS, “Comentarios a 
los artículos 232-13 a 232-24 del Código Civil de Cataluña”, cit., p. 743; GARRIDO MELERO, M., Derecho 
de familia (Un análisis del Código Civil catalán y su correlación con el Código Civil español), t. I, 
Marcial Pons, 2ª edición, Madrid, 2013, p. 435. 




y el cuidado de los hijos, ambos estarían llevando a cabo actividades de producción y de 
consumo: bien, mediante la percepción de sumas de dinero que después se convertirían 
en otros bienes de consumo, en el primer caso; o bien, a través de múltiples actividades 
de producción para las que el mercado ofrecería servicios sustitutivos, en el segundo301.  
 El equilibrio entre las diversas aportaciones de los cónyuges se logra mediante la 
interdicción del enriquecimiento injustificado. Este principio intervendría aquí a través 
de los reintegros oportunos con el fin de devolver a su acreedor aquellas cantidades que 
en su caso hubiera aportado de forma injustificada en el levantamiento de las cargas del 
matrimonio, por haberlo hecho más allá de lo convenido o en una proporción superior a 
la debida en función de sus recursos económicos. El trabajo doméstico no sería más que 
otro recurso económico con respecto al cual se sintió la necesidad de citarlo en el texto 
de la propia ley -por destacar, quizá, su nueva dimensión a los efectos del levantamiento 
de las cargas matrimoniales- y, por este motivo, podría entenderse que su compensación 
no debería ir más allá del reintegro de las cantidades correspondientes302. Se manifiesta 
así un modelo restitutivo cuya última fuente de inspiración se encontraría en el principio 
general de interdicción del enriquecimiento injustificado, presente, a su vez, en aquella 
sobrecontribución que cualquiera de los cónyuges pudiera provocar en el levantamiento 
de las cargas del matrimonio; una interpretación que a lo largo del presente trabajo será 
resumidamente mencionada con la denominación de “teoría de la sobrecontribución”303. 
                                                 
301 Vid. CABRILLO RODRÍGUEZ, F., Matrimonio, familia y economía, Minerva, Madrid, 1996, p. 58. 
302 En este sentido, vid. DE PABLO CONTRERAS, P., “El régimen de separación de bienes”, en MARTÍNEZ 
DE AGUIRRE Y ALDAZ, C. (coord.), Curso de Derecho civil, t. IV, Edisofer, 5ª edición, Madrid, 2016, p. 
300; COELHO, F. M. Pereira y DE OLIVEIRA, G. Freire Falcão, Curso de Direito da família, v. I, 
Universidad de Coímbra, 5ª edición, Coímbra, 2016, p. 420. 
303 A favor del modelo restitutivo, por todos, vid. BERCOVITZ RODRÍGUEZ-CANO, R., “Comentario a la 
sentencia del Tribunal Supremo de 11 de febrero de 2005”, Cuadernos Civitas de Jurisprudencia Civil, 
núm. 70, enero-abril, 2006, p. 150; GUILARTE GUTIÉRREZ, V., “La necesidad de reformar el régimen 
económico matrimonial vigente en el Derecho común: propuestas (Especial relevancia de tal necesidad en 
el ámbito de las crisis matrimoniales)”, en GUILARTE MARTÍN-CALERO, C. (coord.), Aspectos civiles y 
penales de las crisis matrimoniales, Lex Nova, Valladolid, 2009, p. 47; ASUA GONZÁLEZ, C. I., “La 
compensación por el trabajo para la casa en el régimen de separación de bienes”, en CUENA CASAS, M., 
ANGUITA VILLANUEVA, L. A., ORTEGA DOMÉNECH, J. (coords.), Estudios de Derecho civil en Homenaje 
al profesor Joaquín José Rams Albesa, Dykinson, Madrid, 2013, p. 1098; SERRANO ALONSO, op. cit., p. 
468; GAVIDIA SÁNCHEZ, J. V., “Enriquecimiento injusto entre convivientes y respeto a la libre ruptura de 
las uniones no matrimoniales”, La Ley, núm. 3, 2006, p. 1903; DE AMUNÁTEGUI RODRÍGUEZ, C., “Las 
parejas no casadas”, en YZQUIERDO TOLSADA, M. y CUENA CASAS, M. (dirs.), Tratado de Derecho de la 
Familia, v. IV, Aranzadi, 2ª edición, Navarra, 2017, p. 992; ID., “La libertad...”, cit., p. 259; SANTOS 
MORÓN, op. cit., p. 35; GINEBRA MOLINS, “El trabajo...”, cit., p. 610; GUTIÉRREZ SANTIAGO, P., 
“Enriquecimientos y empobrecimientos en (‘y por’) la compensación del trabajo doméstico”, en TORRES 
GARCÍA, T. F. (dir.), INFANTE RUIZ, F. J., OTERO CRESPO, M. y RODRÍGUEZ GONZÁLEZ, A. (coords.), 
Construyendo la igualdad: la feminización del Derecho privado, Tirant lo Blanch, Valencia, 2017, pp. 
615-616; CUENA CASAS, “Comentarios...”, cit., p. 10121; ÁLVAREZ OLALLA, M. P., “El Tribunal 
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 El modelo restitutivo ha estado presente en diversos ordenamientos jurídicos del 
continente europeo, aunque su precedente más remoto quizá se encuentre en algunas de 
las leyes que, a comienzos del siglo pasado, fueron dictadas en los países nórdicos como 
resultado de la cooperación entablada entre los mismos con el propósito de modernizar 
armónicamente sus respectivas legislaciones matrimoniales. La ley sueca de 11 de junio 
de 1920 incorporó, en primer lugar, el derecho a ser indemnizado como consecuencia de 
una contribución excesiva en el levantamiento de las cargas del matrimonio -siempre y 
cuando no se hubiese convenido otra cosa o de las circunstancias del caso se dedujese 
una intención diferente-, estableciéndose, después, otras prestaciones semejantes por las 
legislaciones danesa y finlandesa con ocasión de las leyes publicadas respectivamente a 
fecha de 18 de marzo de 1925 y de 13 de junio de 1929304. Existen, sin embargo, otros 
ordenamientos jurídicos más próximos que tanto jurisprudencial como legalmente han 
insinuado también su preferencia por el modelo restitutivo; es el caso francés y suizo. 
 El legislador francés considera la colaboración de cualquiera de los cónyuges en 
la profesión del otro como una forma más de subvenir al levantamiento de las cargas del 
matrimonio y, en consecuencia, ha venido consagrándose una sólida jurisprudencia en 
cuya virtud se concibe una compensación económica -sobre la base del enriquecimiento 
injustificado, a través de la actio in rem verso- a favor del cónyuge colaborador, siempre 
y cuando su colaboración pudiera considerarse excesiva con respecto a aquello en que le 
correspondería contribuir al levantamiento de las mismas; en un manifiesto ejemplo del 
modelo de restitución305. Esta colaboración terminó desapareciendo del artículo 214 del 
Código Civil francés -por exigirlo la igualdad, pues, según su redacción, aquélla parecía 
                                                                                                                                               
Supremo concede el derecho a la compensación por trabajo doméstico en el régimen de separación de 
bienes, aunque la dedicación al hogar del cónyuge que la solicita no sea exclusiva, por haber colaborado 
en la empresa de su consorte. Comentario a la STS de 26 de abril de 2017 (RJ 2017/1720)”, Aranzadi 
Civil-Mercantil: Revista doctrinal, núm. 8, septiembre, 2017, p. 158; ID., “Comentarios a los artículos 
1111 y 1112 y 1411 a 1444 del Código Civil”, en BERCOVITZ RODRÍGUEZ-CANO, R. (coord.), 
Comentarios al Código Civil, Aranzadi, 3ª edición, Navarra, 2009, p. 1673; ARROYO AMAYUELAS, E., 
“Comentarios a los artículos 1435 a 1444 del Código Civil”, en DOMÍNGUEZ LUELMO, A. (dir.), 
Comentarios al Código Civil, Lex Nova, Valladolid, 2010, p. 1573; CABEZUELO ARENAS, 
“Compensación...”, cit., p. 284; RIBERA BLANES, “Del régimen...”, cit., p. 900; COSSETTE, A., “Le régime 
de la séparation de biens est-il disparu avec la naissance de la prestation compensatoire”, La Revue du 
Notariat, núm. 87, 1985, p. 467. 
304 Sobre estas leyes, vid. UPPSTRÖM, W., “Suède: notice générale sur les principales lois promulguées en 
1920”, Annuaire de législation étrangère, 1921, p. 196; RÉAU, R., FORSSIUS, G. y MARTIN, R., Les lois 
suédoises sur le mariage, PUF, París, 1925, pp. 12-13; MEYER, C., “Danemark: notice générale sur les 
principales lois promulguées en 1925”, Annuaire de législation étrangère, núm. 2, 1926, p. 455; 
EHRSTRÖM, E., “Finlande: notice sur les principales lois promulguées en 1929”, Annuaire de législation 
étrangère, 1930, p. 469. 
305 Ejemplo de esta doctrina jurisprudencial, vid. Cass. Civ. 1re, 15-3-1960; 19-5-1976, nº 75-10558; 24-
10-1978, nº 76-12557; 8-2-2000, nº 98-10846. 




constituir una forma de contribución prevista tan solo para las mujeres-, pero continúa 
admitiéndose hoy en día como un método válido para cumplir con el deber de contribuir 
al levantamiento de las cargas matrimoniales; igual que acontece con respecto al trabajo 
doméstico que, desafortunadamente -y por el mismo motivo-, siguió su misma suerte306.  
 La pregunta que obligatoriamente cabría hacerse a continuación es si este trabajo 
también daría lugar a una compensación económica en las mismas circunstancias en que 
lo hace la colaboración prestada por uno de los cónyuges en la actividad profesional de 
su consorte. Siendo conscientes de que en ambos casos se trata de actividades que son 
igualmente consideradas a efectos contributivos, solo cabría optar por la afirmativa, y 
así parece haberlo comprendido la jurisprudencia francesa en alguna ocasión; según se 
extrae de los casos enjuiciados por las sentencias de la Corte de Casación de 20 de mayo 
de 1981 y de 2 de octubre de 1985307. La doctrina sentada en ellos otorga la posibilidad 
de imputar en concepto de compensación -cuando el valor del trabajo desarrollado en el 
hogar fuese superior a aquel por el que debiera subvenirse al sostenimiento de las cargas 
del matrimonio- aquellas donaciones disimuladas mediante operaciones que fácilmente 
podrían identificarse con las habitualmente comprendidas en la “puesta a nombre”. Esta 
línea jurisprudencial, por tanto, encerraría un claro modelo restitutivo; aunque siempre 
existiría el riesgo de que en la práctica terminase aproximándose al modelo participativo 
cuando el asunto escapara al control de la Corte de Casación, según se ha advertido308. 
 La influencia de esta doctrina se percibe también en la legislación suiza en tanto 
reconoce el derecho a una indemnización equitativa a quienes hubiesen colaborado en la 
profesión o empresa de sus respectivos consortes, en una medida notablemente superior 
a aquella en que pudiera haberles sido exigible a efectos del levantamiento de las cargas 
matrimoniales; así como a quienes hubiesen contribuido a ello en idénticos términos con 
sus ingresos o con el resto de su activos patrimoniales, según el artículo 165 del Código 
Civil. Éste, sin embargo, olvida que entre las diversas alternativas que son expresamente 
reconocidas por el legislador para hacer efectivo el levantamiento de aquellas cargas se 
encuentra, precisamente, el trabajo doméstico (cfr. art. 163 II ZGB). Ello supondría que 
                                                 
306 Así lo afirma BRUN-WAUTHIER, A. S., Régimes matrimoniaux et régimes patrimoniaux des couples 
non mariés, Paradigme, Orleans, 2011, p. 38. 
307 Cass. Civ. 1re, 20-5-1981, nº 80-11544; y 2-10-1985, nº 84-13136. Participa de esta opinión STORCK, 
M., “Le régime de la séparation de biens en Droit français: les illusions perdues”, Estudios en homenaje 
al profesor Martínez Valls, v. II, Universidad de Alicante, Alicante, 2000, p. 1034. 
308 Manifestando esta preocupación, vid. MAURY, J., “Le principe participatif en régime matrimonial 
séparatiste”, Mélanges offerts à André Colomer, Litec, París, 1993, p. 254. 
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el derecho a indemnización -o compensación, entiéndase- quedaría vedado para quienes 
contribuyesen a tal fin mediante la llevanza del hogar309. Sin embargo, la jurisprudencia 
sostiene que esta forma de contribuir es equivalente a la contribución pecuniaria y, por 
ello, no sería extraño que tarde o temprano terminara generalizándose el derecho a una 
compensación, cualquiera que fuera el modo de afrontar las cargas matrimoniales310. En 
tal caso, aún hipotético, no hay duda de que dicha compensación operaría conforme a un 
modelo restitutivo operante en supuestos de auténtico enriquecimiento injustificado311. 
 El insuficiente apoyo parlamentario y el rechazo de la jurisprudencia provocaron 
que la compensación catalana acabase abandonando el modelo participativo -ex artículo 
23 de la Compilación- para apostar, en consecuencia, por un aparente modelo restitutivo 
supeditado a la concurrencia de los requisitos jurisprudencialmente exigidos para aplicar 
la doctrina del enriquecimiento injustificado. Uno de ellos es el nexo de causalidad entre 
el enriquecimiento y el empobrecimiento queridos por injustificados; presupuesto que 
terminaría de una vez por todas con el arbitrio judicial y el excesivo recurso a la equidad 
que había propiciado, en la práctica, el uso por el legislador de una expresión tan vaga e 
imprecisa como la “situación de desigualdad” que era exigida para la compensación. El 
Código de Familia vendría a resolver esta situación, al menos, aparentemente, mediante 
la remisión efectuada por su artículo 41 a dicha doctrina; pero ello nunca dejaría de ser 
una mera apariencia ante el rechazo propiciado por el Tribunal Superior de Justicia312. 
 La incorporación del enriquecimiento injustificado sembraría la duda acerca de 
si para obtener el reconocimiento de la compensación solo se precisaría la concurrencia 
de una situación de desigualdad patrimonial, de un enriquecimiento injustificado, de los 
dos presupuestos simultáneamente, o si la misma situación de desigualdad patrimonial 
llevaría implícita la concurrencia de un enriquecimiento injustificado313. En casación, el 
                                                 
309 Así lo estima LEUBA, A., La répartition traditionnelle des tâches entre les conjoints, au regard du 
principe de l’égalité entre homme et femme, Stæmpfli, Berna, 1997, pp. 333-334. 
310 Haciendo referencia a esta jurisprudencia, vid. DESCHENAUX, H., STEINAUER, P. H. y BADDELEY, M., 
Les effets du mariage, Stämpfli, 2ª edición, Berna, 2009, p. 241. También STETTLER, M. y GERMANI, L., 
Droit civil, t. III, Editions Universitaires Fribourg Suisse, 2ª edición, Friburgo, 1999, pp. 68-69. 
311 En este sentido, vid. GROSSEN, J. M., “Le statut patrimonial de base. Les effets généraux du mariage”, 
Le nouveau Droit du mariage. Travaux des journées d’étude de la Faculté de Droit de l’Université de 
Lausanne des 7 et 8 mars 1986, Cedidac, 2ª edición, Lausana, 1987, p. 15. 
312 Así lo entiende BOSCH CAPDEVILA, “La configuració...”, cit., p. 383. 
313 Manifestando esta incertidumbre, vid. BOSCH CAPDEVILA, E., “Comentari a la darrera jurisprudència 
del Tribunal Superior de Justícia de Catalunya en matèria de compensació econòmica de l’article 41 del 
Codi de Família”, Revista Catalana de Dret Privat, v. III, 2004, p. 136; ID., “La compensación 
económica por razón de trabajo (Comentario a la sentencia 8/2000, de 27 de abril, del Tribunal Superior 
de justicia de Cataluña)”, Carta Civil, núm. 9, julio, 2000, pp. 7-8. 




Tribunal Superior de Justicia de Cataluña trataría de disipar aquellas dudas sentando las 
bases sobre las que habría de sustentarse en el futuro el derecho a la compensación del 
trabajo doméstico, señalando como presupuestos los que ahora siguen: 1) la separación 
judicial, divorcio o nulidad matrimonial; 2) que uno de los cónyuges hubiese asumido el 
trabajo en el hogar sin retribución o con una retribución insuficiente durante el régimen 
de separación; 3) que, a su disolución, se hubiese generado una desigualdad patrimonial 
entre los consortes; y en último término, 4) que dicha desigualdad patrimonial implicara 
además un enriquecimiento injustificado (STSJ Cataluña 27-4-2000 [RJ 2000, 4125]). 
 La sentencia mencionada manifestaba además el grado de disconformidad que el 
Tribunal Superior de Justicia profesaba hacia el cuarto y último de los presupuestos que 
en la misma se establecían, porque, a su juicio, hubiera sido más deseable haber hablado 
de una injusta desigualdad patrimonial, en lugar de un enriquecimiento injustificado que 
en la práctica pudiera sembrar incertidumbre acerca de cuándo se estaría produciendo el 
citado enriquecimiento sin causa, pues, en definitiva, dicha causa se hallaría en el propio 
régimen de separación de bienes314. Si bien es cierto que la causa capaz de justificar el 
enriquecimiento y el empobrecimiento correlativo residiría frecuentemente en él, ello no 
significa que todo desequilibrio patrimonial consumado durante su vigencia tenga que 
ser necesariamente compensado, porque, en tal caso, estaría instaurándose un régimen 
de participación en las ganancias a costa de destruir el de separación de bienes; y así lo 
indicaron doctrina y jurisprudencia (SSAP Las Palmas 19-12-2005 [JUR 2006, 82960], 
Córdoba 11-11-2002 [AC 2002, 1767] y Barcelona 18-11-1996 [AC 1996, 2152])315.  
 Aquí residiría el motivo principal por el que trataba de obligarse a discernir entre 
dos desigualdades patrimoniales, compensables o no, en función de que implicasen o no 
a su vez un enriquecimiento injustificado. Sin embargo, en aquella sentencia continuaría 
avalándose la doctrina jurisprudencial sostenida con anterioridad a la introducción del 
enriquecimiento injustificado como presupuesto de la compensación, y ello porque en la 
misma se consideraba expresamente que en la valoración de esta última no se trataba de 
determinar si el trabajo desarrollado en el hogar por uno de los cónyuges representaba o 
no un enriquecimiento para el otro -como precisamente se seguiría de aplicar la doctrina 
del enriquecimiento injustificado-, sino de juzgar en su lugar si al disolverse el régimen 
de separación de bienes se produce o no entre los mismos una injustificada desigualdad 
                                                 
314 En igual dirección, vid. BOSCH CAPDEVILA, “La configuració...”, cit., p. 385. 
315 Vid. BOSCH CAPDEVILA, “La compensación...”, cit., p. 11. 
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patrimonial, porque, llegado este momento, nada justificaría que uno resultase rico y el 
otro pobre. El restablecimiento de este equilibrio patrimonial quedaría además sometido 
al arbitrio judicial; según habían manifestado otros pronunciamientos jurisprudenciales 
precedentes, para los cuales debía estar supeditado a criterios de equidad del juzgador, 
más que a cómputos aritméticos (SAP Barcelona 27-3-2000 [JUR 2000, 142554])316.  
 La doctrina era consciente de que la remisión al enriquecimiento injustificado no 
tenía una función superior a la mera ornamentación frente a un modelo participativo que 
venía consagrándose jurisprudencialmente desde la entrada en vigor del artículo 23 de la 
Compilación y que, además, estaba perpetuándose durante todo el periodo de vigencia 
del artículo 41 del Código de Familia, según lo demostraría algún pronunciamiento más 
o menos reciente que continúa aludiendo a los mismos presupuestos (STSJ Cataluña 17-
7-2014 [RJ 2014, 4749])317. Este modelo participativo estaría sorprendentemente sujeto 
a los criterios de justicia y equidad del juzgador, y no a las normas legalmente previstas 
para liquidar el régimen de participación en las ganancias; pues, recuérdese, ello habría 
supuesto investir a este último como régimen económico-matrimonial supletorio cuando 
fue expresa y precisamente rechazado por el Parlamento catalán, a juicio del Tribunal 
Superior de Justicia (STSJ Cataluña 27-4-2000 [RJ 2000, 4125]). Sin embargo, llama la 
atención que éste no mantuviese la misma opinión con respecto a la observancia de la 
doctrina del enriquecimiento injustificado cuando su supresión -del texto del artículo 41 
del Código de Familia- fue intentada sin éxito, también, en el debate parlamentario318. 
 La remisión a la doctrina del enriquecimiento injustificado no correría la misma 
suerte en la legislación estatal. El proyecto de ley de 14 de septiembre de 1979 dispuso 
originariamente que el trabajo desempeñado por cualquiera de los cónyuges en el hogar 
daría derecho a percibir una compensación “equitativa”, a costa del otro, cuando éste se 
hubiese “enriquecido” durante la vigencia del régimen de separación de bienes319. Esta 
redacción podría haber conducido fácilmente a la instauración de un modelo restitutivo 
si dicho enriquecimiento -injustificado, entiéndase- hubiera llegado a relacionarse con la 
anteriormente denominada “teoría de la sobrecontribución”. El principal inconveniente 
                                                 
316 En contra de esta solución, vid. DE AMUNÁTEGUI RODRÍGUEZ, C., “Sentencia del Tribunal Supremo de 
12 de septiembre de 2005. Uniones de hecho y enriquecimiento injusto”, en YZQUIERDO TOLSADA, M. 
(dir.), Comentarios a las sentencias de unificación de doctrina (civil y mercantil), v. I, Dykinson, Madrid, 
2008, p. 64. 
317 Vid. FERRER RIBA, “Separació...”, cit., p. 83. 
318 BOPC, núm. 229, 11 de junio de 1998, p. 23950. 
319 Proyecto de ley de modificación del Código Civil en materia de filiación, patria potestad y régimen 
económico del matrimonio (BOCGCD, serie A, núm. 71-I, 14 de septiembre de 1979, pp. 313-347). 




para adoptar esta teoría radicaría sin embargo en la falta de causalidad entre la asunción 
del trabajo doméstico por uno de los cónyuges y el enriquecimiento experimentado por 
parte del otro, porque, como en su día planteó José Luis LACRUZ, el citado proyecto tan 
solo hablaba de cónyuge enriquecido sin distinguir los motivos que en su caso hubieran 
dado lugar a semejante enriquecimiento, y, si bien es cierto que éste podría producirse 
gracias al trabajo efectuado en el hogar por parte de su consorte, también podría deberse 
a otras razones en absoluto relacionadas con esta actividad; motivo por el cual resultaría 
razonable concluir con dicho autor que la ausencia de causalidad podría haber llevado a 
la implantación de un modelo participativo, en lugar de sentar un modelo restitutivo320. 
 Sin embargo, aunque la remisión efectuada por el citado proyecto de ley hacia la 
interdicción del enriquecimiento injustificado desapareció en el texto definitivo de la ley 
de 13 de mayo de 1981 -como bien recuerda el Tribunal Supremo, en sentencia de 14 de 
julio de 2011 (STS 14-7-2011 [RJ 2011, 5122])-, no ha de soslayarse la oportunidad con 
que aún contaría en la Propuesta de Código Civil que actualmente sugiere la Asociación 
de Profesores de Derecho Civil321. Su artículo 265-5, apartado primero, dispone a tal fin 
que “el trabajo realizado en el hogar por un cónyuge -que, además, constituye una de las 
modalidades expresamente reconocidas para contribuir en el levantamiento de las cargas 
del matrimonio- da derecho a una compensación económica por esta dedicación siempre 
y cuando en el momento de la extinción del régimen [...] la realización de dicho trabajo 
determine un exceso en la contribución a las cargas del matrimonio”, en un ejemplo más 
que evidente de todo aquello que representa el modelo de restitución antes señalado. Es 
previsible que, además, dicha propuesta no sea susceptible de ninguna alteración en este 
sentido, no solo porque todos sus borradores apunten en idéntica dirección, sino porque 
su redacción depende hoy en día de una de las principales defensoras de este modelo de 
compensación por el trabajo prestado en el hogar: María del Pilar ÁLVAREZ OLALLA322. 
 c) El modelo de indemnización por daños y perjuicios. — La tercera y última de 
las alternativas posibles frente a la indeterminación que actualmente adolece el régimen 
jurídico de la compensación, por el trabajo desempeñado en el hogar, exigiría salir fuera 
del ámbito estrictamente familiar y ahondar en el de la responsabilidad civil: el Derecho 
                                                 
320 Vid. LACRUZ BERDEJO, “El régimen económico del matrimonio”, cit., pp. 20-21 y 94.  
321 Vid. ASOCIACIÓN DE PROFESORES DE DERECHO CIVIL, Propuesta de Código Civil, Tecnos, Madrid, 
2018. 
322 A tales efectos, vid. ÁLVAREZ OLALLA, “El Tribunal...”, cit., p. 158; ID., “Comentarios...”, cit., p. 
1673. 
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de daños. En ocasiones, las responsabilidades domésticas pueden llegar a comprometer 
el desarrollo profesional y/o académico de quien las asume, ya sea parcialmente, como 
consecuencia de una reducción de jornada, o por completo, mediante el abandono323. En 
esta coyuntura, es fácil pensar en la existencia de un daño resarcible a costa del cónyuge 
que se benefició del sacrificio experimentado a este respecto por parte de su consorte, y 
más aún, en aquella compensación, como vehículo de resarcimiento324. Se trata de una 
solución ya adoptada antes fuera del territorio nacional -por los ordenamientos jurídicos 
inglés-galés y portugués, en particular-, e incluso dentro de él -aunque tan solo de forma 
temporal, mediante la ley 10/2007, de 20 de marzo, de régimen económico-matrimonial 
valenciano-, constituyendo un precedente cuya consideración podría servir de utilidad. 
 Las oportunidades profesionales y/o académicas perdidas como consecuencia de 
su dedicación doméstica constante el matrimonio también tienen un lugar concreto en la 
división de los bienes conyugales, a propósito del ancillary relief325. La jurisprudencia 
anglo-galesa elaboró a este respecto el concepto de compensation; aunque su aplicación 
práctica aún constituye un elemento de difícil interpretación326. El régimen económico-
matrimonial valenciano se aproximó también a este modelo indemnizatorio en cuanto el 
mismo se remitía, entre otras circunstancias, a los ingresos que hubieran sido dejados de 
percibir en el ejercicio de la profesión u oficio habituales como consecuencia del trabajo 
desempeñado en el hogar, y ello a los efectos de cuantificar su compensación (cfr. art. 
13 LREMV). Una aproximación similar se aprecia en la legislación portuguesa cuando 
confiere, en el artículo 1676.2 del Código Civil, un derecho de compensación a favor de 
quien contribuyó al levantamiento de las cargas matrimoniales en una medida superior a 
aquella en que le correspondía haberlo hecho según sus posibilidades, renunciando de 
                                                 
323 Incluyendo el sacrificio de expectativas académicas, vid. DE OLIVEIRA, G. Freire Falcão, “A nova lei 
do divórcio”, Lex familiae, núm. 13, enero-junio, 2010, p. 20; RAMIÃO, op. cit., p. 104; VÍTOR, P. S. 
Couceiro de Almeida Távora, Crédito compensatório e alimentos pós-divórcio: contributo para a 
compreenção de um sistema bimodal, tesis, Universidad de Coímbra, Coímbra, 2015, p. 107. 
324 A favor del modelo indemnizatorio, vid. LASARTE ÁLVAREZ, C. y VALPUESTA FERNÁNDEZ, R., 
“Comentarios a los artículos 97 a 100 del Código Civil”, en LACRUZ BERDEJO, J. L. (dir.), Matrimonio y 
divorcio: Comentarios al Título IV del Libro Primero del Código Civil, Civitas, 2ª edición, Madrid, 1994, 
p. 1173; GETE-ALONSO Y CALERA, M. C. y SOLÉ RESINA, J., “Mujer y patrimonio (el largo peregrinaje 
del siglo de las luces a la actualidad)”, Anuario de Derecho Civil, julio-septiembre, 2014, p. 866; DE 
OLIVEIRA, G. Freire Falcão, “Dois numa só carne”, Lex familiae, núm. 3, enero-junio, 2005, p. 10; BELÍO 
PASCUAL, A. C., La pensión compensatoria, Tirant lo Blanch, Valencia, 2013, p. 63. 
325 Miller v Miller; McFarlane v MacFarlane [2006] UKHL 24; Charman v Charman [2007] EWCA Civ 
503. 
326 Vid. MILES, “Charman...”, cit., pp. 378-394. 




forma excesiva a sus intereses en beneficio de la comunidad familiar -y, particularmente 
a su vida profesional-, cuando de ello se deriven perjuicios patrimoniales importantes327. 
 Este derecho cuenta ya con más de cuarenta años de vigencia en el ordenamiento 
jurídico portugués, pero, hasta hace relativamente poco -y, más concretamente, hasta la 
entrada en vigor de la ley de 31 de octubre de 2008-, recayó sobre él una presunción de 
renuncia iuris tantum unánimemente tenida por injusta328. Pretendía impedirse con ello 
que constante el matrimonio los cónyuges tuviesen que llevar una estricta contabilidad 
económica, como precisamente acontecería a propósito de un modelo restitutivo basado 
en la llamada “teoría de la sobrecontribución”329. Sin embargo, no sería éste el modelo 
previsto en la reforma operada por la ley de 31 de octubre de 2008. Los responsables de 
su redacción sabían que en la práctica solían producirse una serie de asimetrías entre los 
cónyuges con motivo de la llevanza del hogar y el cuidado de los hijos -porque, quienes 
asumían esta labor, normalmente lo hacían renunciando a su desarrollo profesional y/o 
académico-, y diseñaron la compensación en este sentido330. Ésta se dirige, por tanto, a 
reparar este sacrificio y no, por el contrario, a restituir aquello con que se contribuyó de 
forma excesiva en el levantamiento de las cargas del matrimonio -según procedería bajo 
el modelo restitutivo-, aunque así pueda extraerse de una primera lectura de la misma331.  
 Esta incertidumbre sobre el modelo establecido es tan solo un ejemplo de la falta 
de técnica legislativa -ya advertida incluso por la Presidencia de la República- empleada 
                                                 
327 En este sentido, vid. DE OLIVEIRA, G., “A nova...”, cit., p. 20; PINHEIRO, J. Duarte, O Direito da 
família contemporâneo, Almedina, 5ª edición, Coímbra, 2016, p. 391; VÍTOR, P. S. Couceiro de Almeida 
Távora, “Les implicites des techniques de règlement des comptes dans les couples séparés: les obligations 
alimentaires entre ex-époux”, Lex Familiae, núms. 27-28, enero-diciembre, 2017, pp. 139-140; 
SOTTOMAYOR, M. C., “Uma análise crítica do novo regime jurídico do divórcio”, en SOTTOMAYOR, M. C. 
y DE ALMEIDA, M. T. Féria (coords.), E foram felizes para sempre…? Uma análise crítica do novo 
regime jurídico do divórcio, Coimbra Editora, Coímbra, 2010, p. 39; DIAS, C. M. Araújo, “O crédito pela 
compensação do trabalho doméstico prestado na constancia do matrimónio (a contribução 
consideravelmente superior de um dos cônjuges para os encargos da vida familiar -o art. 1676.º do 
Código Civil)”, en SOTTOMAYOR, M. C. y DE ALMEIDA, M. T. Féria (coords.), E foram felizes sempre…? 
Uma análise crítica do novo regime jurídico do divórcio, Coimbra Editora, Coímbra, 2010, p. 226; 
XAVIER, M. R. Aranha da Gama Lobo, Recentes alterações ao regime jurídico do divórcio e das 
responsabilidades parentais. Lei n.º 61/2008, de 31 de outubro, Almedina, Coímbra, 2009, pp. 48-49.  
328 Por todos, vid. DE OLIVEIRA, G., “A nova...”, cit., p. 19; DIAS, “O crédito...”, cit., pp. 203-204. 
329 Vid. DE OLIVEIRA, G., “Dois...”, cit., p. 11. 
330 Así consta en la exposición de motivos del proyecto de ley 509/X, de 4 de octubre de 2008. 
331 En esta dirección, vid. RAMIÃO, op. cit., p. 105. También TOMÉ, M. J., Romão Carreiro Vaz, 
“Algumas reflexões sobre a obrigação de compensação e a obrigação de alimentos entre ex-cônjuges”, en 
GONÇALVES, L. Couto, BRITO, W., MONTE, M. Ferreira, MORAIS, F. de Gravato, CALHEIROS, G. y DIAS, 
C. M. Araújo (coords.), Estudos em homenagem ao Professor Doutor Heinrich Ewald Hörster, 
Almedina, Coímbra, 2012, pp. 431-432. 
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en su redacción332. Es evidente que aquél será el indemnizatorio teniendo en cuenta cuál 
era la mens legislatoris durante el proceso de reforma; pero no tanto las circunstancias 
en que ha de ser aplicado por parte de los jueces y tribunales. Por un lado, habla de una 
renuncia excesiva a los intereses personales del cónyuge que asume el trabajo doméstico 
en beneficio de la comunidad familiar, pero, por el otro, no especifica en qué supuestos 
se produce una renuncia semejante o cuáles son los intereses personales que puedan dar 
derecho a compensación, más allá de los profesionales y/o académicos333. Esta renuncia 
debe generar además perjuicios patrimoniales importantes -y, por tanto, no meramente 
morales-, presupuesto que obligaría a distinguir entre aquellas renuncias perjudiciales 
que fuesen importantes y, por consiguiente, compensables, de aquellas otras que no lo 
fueran334. En todo caso, por último, será preciso que entre el trabajo doméstico y dichos 
perjuicios mediase una relación de causalidad; aunque más difícil sería atribuírselos al 
consorte cuando -según lo dispuesto en el artículo 483.2 del Código Civil- no se permite 
responsabilidad objetiva alguna fuera de los casos expresamente indicados por la ley335. 
 Este modelo indemnizatorio tendría sin embargo un encaje más retorcido dentro 
del ordenamiento jurídico español. Hace algunos años, la doctrina comenzó a manifestar 
su preocupación por la coercibilidad de los derechos y obligaciones nacidos con ocasión 
del matrimonio, una vez suprimida su condición como causa de separación y divorcio a 
raíz de la ley de 8 de julio de 2005. En contestación a esta nueva realidad hubo algunas 
voces que propusieron -y aún continúan haciéndolo, en la actualidad- aplicar las reglas 
generales de la responsabilidad civil en caso de incumplimiento de dichas obligaciones 
conyugales. Sin embargo, considerando que la citada ley de reforma añadió el deber de 
los consortes de compartir las responsabilidades domésticas y el cuidado y atención de 
ascendientes y descendientes y otras personas dependientes a su cargo como una nueva 
obligación de esta naturaleza -según dispone nuestro legislador en el segundo inciso del 
artículo 68 del Código Civil-, quizá su inobservancia sirviese de apoyo para desarrollar 
el régimen jurídico de la compensación prevista en el artículo 1438 del Código Civil336. 
                                                 
332 Consúltese el comunicado emitido a fecha de 21 de octubre de 2008 sobre la alteración del divorcio. 
333 En este sentido, vid. RAMIÃO, op. cit., p. 104. 
334 Ibid., p. 111. 
335 Exigiendo dicha relación de causalidad, vid. COLAÇO, A., Novo regime do divórcio, Almedina, 3ª 
edición, Coímbra, 2009, p. 83; RAMIÃO, op. cit., p. 110; FIALHO, A. J., Guia prático do divórcio e 
responsabilidades parentais, Centro de Estudos Judiciários, 2ª edición, Lisboa, 2013, p. 51. 
336 En este mismo sentido, vid. ROCA TRÍAS, “Els canvis...”, cit., p. 101; BOSCH CAPDEVILA, “La 
configuració...”, cit., p. 391; COSSETTE, “Le régime...”, cit., pp. 467-468. 




 Las legislaciones suiza y alemana establecen expresamente que cada uno de los 
cónyuges dispone de absoluta libertad para desarrollar cuantas actividades remuneradas 
estimen oportunas fuera del hogar, siempre y cuando en su elección y ejercicio tengan 
en cuenta los intereses del consorte y de la familia; afirmación que en el ordenamiento 
jurídico patrio se extraería también de los deberes de actuar en interés de la familia y de 
compartir las responsabilidades domésticas, en armonía con los derechos de naturaleza 
constitucional como son el derecho al libre desarrollo de la personalidad y el derecho 
al trabajo (cfr. arts. 67 y 68 CC, 10.1 y 35.1 CE, 167 ZGB y §1356(2) BGB)337. En este 
sentido, cuando el ejercicio de tales actividades llevase consigo una desatención de las 
responsabilidades domésticas capaz de contrariar el interés de la familia -en tanto dicho 
incumplimiento supondría una mayor dedicación a estos fines por el otro cónyuge, en 
perjuicio de su propio desarrollo y promoción profesional y/o académico-, podría quizá 
justificarse la aplicación del artículo 1438 del Código Civil; siempre que no concurriese 
además una dedicación homogénea por ambos cónyuges, pues, en ese caso -tal y como 
señala la jurisprudencia, y a los efectos del artículo 1202 del Código Civil-, sus créditos 
quedarían plenamente compensados (SSAP Castellón 13-9-2016 [JUR 2016, 262675], 
Asturias 26-5-2009 [JUR 2009, 280710] y Sevilla 17-3-2004 [AC 2004, 382])338. 
C) La “cuestión foral”  
 Las recomendaciones europeas que antaño dieron lugar a la introducción de una 
compensación, en el régimen de separación de bienes, no hacían sino acusar su progreso 
hacia otro régimen más favorable para quienes no ejerciesen una actividad remunerada 
fuera del hogar: el de participación en las ganancias. Sin embargo, este tránsito apenas 
tendría sentido fuera de aquellos territorios en que la separación de bienes gozase de una 
larga trayectoria como régimen económico-matrimonial supletorio -para proteger de sus 
últimas consecuencias a quienes, ignorándolas, se viesen abocados a padecerlas-, y a sus 
respectivos legisladores iba dirigida al menos una de tales recomendaciones al referirse 
expresamente a un régimen legal -o supletorio, entiéndase- de separación de bienes; una 
condición ajena al régimen económico-matrimonial típicamente español. La unificación 
del Derecho civil, por su parte, fracasó con el Proyecto de GARCÍA GOYENA; razón por 
                                                 
337 Relacionando el deber de compartir las responsabilidades domésticas con el derecho al libre desarrollo 
de la personalidad, vid. DE VERDA Y BEAMONTE, J. R., Tendencias actuales del Derecho de familia (el 
principio constitucional de libre desarrollo de la personalidad y su proyección sobre la familia), 
Reproexprés, Valencia, 2009, pp. 9-10. 
338 Estimándolo del mismo modo, vid. GROSSEN, op. cit., p. 15. 
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la que algunas décadas después se anunciaría expresamente -por parte de los dos textos 
constitucionales que le sucedieron, en 1869 y 1876- que unos mismos Códigos regirían 
en toda la monarquía, sin perjuicio de las variaciones que por particulares circunstancias 
determinasen las leyes339. España se constituiría así en un estado plurilegislativo donde 
el Derecho “común” coexistiría hasta la más inmediata actualidad con el “foral”, a salvo 
de algunas materias expresamente indicadas en el antiguo artículo 12 del Código Civil. 
 Esta amalgama legislativa representaba una cuestión de suma trascendencia que 
nuestros constituyentes debían resolver, necesariamente, en la Constitución de 1978. El 
Estado español, consecuentemente -según el artículo 149.18 de la misma-, dispone hoy 
en día de una competencia exclusiva con respecto a la legislación civil, sin perjuicio de 
la conservación, modificación y desarrollo autonómico de los Derechos civiles, forales 
o especiales, allí donde existan; reservándose, además, algunas materias concretas entre 
las cuales solamente interesa destacar aquí las relaciones jurídico-civiles relativas a las 
formas del matrimonio. El Código Civil, a este respecto, reconocía en el artículo 42 -en 
armonía con lo expresamente establecido por la tercera base de la ley de 11 de mayo de 
1888, según su redacción original- dos únicas formas de matrimonio: el canónico, para 
quienes profesaran la religión católica; y el civil, celebrado en el modo determinado por 
él. Sin embargo, en la actualidad, no ha de ignorarse a este respecto que al lado de una 
forma civil no existe una sola forma religiosa, sino más bien otras formas religiosas340.  
 Es en esta dirección en la que debe interpretarse el significado de las relaciones 
jurídico-civiles sobre las que se confiere competencia exclusiva al legislador estatal; sin 
perjuicio de que también pudieran contraponerse a las relaciones jurídico-patrimoniales 
emanadas del matrimonio, expresamente referidas en el primer apartado del artículo 13 
del Código Civil341. En ambos casos, sin embargo, alcanzaríamos el mismo resultado: el 
reconocimiento de competencia autonómica en materia de legislación civil, a efectos de 
                                                 
339 Así lo ponen de relieve DE PABLO CONTRERAS, P. y MARTÍNEZ DE AGUIRRE Y ALDAZ, C., “La actitud 
navarra ante el Código Civil (1841-1889)”, Centenario del Código Civil (1889-1989), t. I, Centro de 
Estudios Ramón Areces, Madrid, 1990, p. 532. 
340 En este sentido, vid. LALAGUNA DOMÍNGUEZ, E., “El vínculo de matrimonio en la legislación española 
actual”, Documentación Jurídica, v. I, núms. 33-36, enero-diciembre, 1982, p. 51.  
341 En igual dirección, vid. DELGADO ECHEVERRÍA, J., “Los derechos civiles forales en la Constitución”, 
en RAMÍREZ JIMÉNEZ, M., Estudios sobre la Constitución Española de 1978, Pórtico, Zaragoza, 1979, p. 
342. También GARCÍA AMIGO, M., “La competencia legislativa civil según la Constitución”, Revista de 
Derecho Privado, mayo, 1983, p. 440. Partícipe de la última opinión, sin embargo, vid. LASARTE 
ÁLVAREZ, C., “Comentario al artículo 149.1.8 de la Constitución”, en ALZAGA VILLAAMIL, O. (dir.), 
Comentarios a la Constitución Española de 1978, t. XI, Edersa, Madrid, 1999, p. 221; ID., Autonomías y 
Derecho privado en la Constitución Española, Civitas, Madrid, 1992, p. 120. 




conservación, modificación y desarrollo de los Derechos civiles, forales o especiales, 
allí donde existan; respecto de las relaciones jurídico-civiles o jurídico-patrimoniales. El 
régimen económico del matrimonio es un conjunto de reglas que regulan las relaciones 
jurídico-patrimoniales de los consortes y, en este sentido, no hay duda de forman parte 
de la legislación civil. Sin embargo, será preciso conocer además hasta dónde llegaría la 
competencia autonómica, para lo cual debe acudirse a la jurisprudencia constitucional. 
 Siendo conscientes de que la compensación del trabajo doméstico constituye una 
figura de nuevo cuño -y falta, por tanto, de tradición jurídica-, no tendrá sentido hablar a 
este respecto de una competencia autonómica dirigida a una conservación que nuestro 
Tribunal Constitucional define como el mantenimiento del Derecho civil propio (STC 
núm. 88/1993, de 12 de marzo). Podría hablarse, quizá, de una competencia autonómica 
tendente a la modificación de un régimen de separación de bienes ya existente -y, por lo 
tanto, carente de compensación por el trabajo invertido en el hogar-; o quizá, también, al 
desarrollo de una regulación igualmente preexistente sobre el régimen económico del 
matrimonio -cuando la misma hubiese permanecido, hasta ese momento, desprovista de 
uno de separación de bienes-, a tenor de las interpretaciones proporcionadas por nuestro 
Tribunal Constitucional sobre ambos conceptos (SSTC núms. 88/1993, de 12 de marzo, 
y 82/2016, de 28 de abril). Sin embargo, aún quedaría por determinar el significado del 
inciso allí donde existan, con respecto a los Derechos civiles, forales o especiales, para 
cuyo entendimiento podría considerarse cualquiera de las tres alternativas siguientes342. 
 La primera de ellas consiste en entender que aquella “existencia” no supone sino 
la mera subsistencia al tiempo en que entró en vigor la Constitución y que, a su vez, el 
término “allí” señala exclusivamente el territorio geográfico concreto en el que dichos 
Derechos civiles, forales o especiales, se hallaban vigentes en ese momento. En segundo 
lugar, podría estimarse que el “allí” está referido a la Comunidad Autónoma en toda su 
extensión, aunque su Derecho civil tan solo rigiese en alguna comarca determinada. Y 
en tercer y último lugar, también podría aducirse que la “existencia” de estos Derechos 
civiles no está limitada a la sola existencia “actual” -al tiempo de entrar en vigor nuestra 
Carta Magna, entiéndase-, sino que además se extiende a su existencia “histórica”. Para 
ello es preciso acudir a la disposición adicional primera de nuestro texto constitucional 
vigente en tanto en ella se declara expresamente que, la Constitución, ampara y respeta 
                                                 
342 Expone estas tres posibilidades DELGADO ECHEVERRÍA, “Los derechos...”, cit., p. 335. 
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los derechos históricos de los territorios forales; propósito que sin embargo se concreta 
en el propio artículo 149.1.8 de la misma sin que la citada disposición adicional pudiera 
servir de base para resucitar cualesquiera Derechos históricos al antojo de la autonomía 
correspondiente, pues, en definitiva, según ha manifestado el Tribunal Constitucional, la 
referencia a éstos últimos se justifica por los regímenes administrativo y financiero que 
antaño singularizaron al País Vasco y Navarra (STC núm. 88/1993, de 12 de marzo)343. 
 En otro caso, seguramente, nuestros constitucionalistas habrían empleado en su 
lugar el inciso “allí donde existan o hayan existido”344. BERCOVITZ señaló también que 
semejante competencia sobre el Derecho histórico terminaría atribuyéndose a todas o a 
prácticamente todas las autonomías, porque, realmente, sería difícil reparar en alguna de 
ellas que a lo largo de su tradición no hubiese desarrollado ninguna peculiaridad345. Sin 
embargo, tampoco sería lógico apostar por la segunda interpretación antedicha en tanto 
carecería de sentido atribuir competencia para legislar fuera del territorio autonómico en 
que existiera, concretamente, un Derecho civil; mientras no se permitiese a su vez a las 
demás autonomías que no lo tuviesen en ninguna parte de su demarcación346. Por estos 
motivos, consecuentemente, no cabría sino considerar la primera de las interpretaciones 
expuestas -en armonía, además, con una reiterada jurisprudencia constitucional (SSTC 
núms. 192/2016, de 17 de noviembre; 110/2016, de 9 de junio; 82/2016, de 28 de abril; 
81/2013, de 11 de abril; y 28/2012, de 1 de marzo)- y analizar, después, las diferentes 
regulaciones autonómicas que hoy en día permanecen vigentes en cuanto aquí interesa.
                                                 
343 Vid. BERCOVITZ RODRÍGUEZ-CANO, R., “Las competencias de las Comunidades Autónomas en 
materia de Derecho civil”, Primer Congreso de Derecho vasco: la actualización del Derecho civil, 
Instituto Vasco de Administración Pública, Guipúzcoa, 1983, p. 103. 
344 Ibid. 
345 Ibid., p. 140. 





LA COMPENSACIÓN DEL TRABAJO DOMÉSTICO EN LOS 
DERECHOS CIVILES AUTONÓMICOS 
 
 El advenimiento de una compensación por la asunción de las responsabilidades 
domésticas, en el régimen de separación de bienes, no logró permanecer mucho tiempo 
inadvertido hasta captar la atención de los diversos legisladores autonómicos. El reparto 
de competencias entre éstos y el legislador estatal así lo permitía, y ello hizo que pronto 
respondieran a las sugerencias del Consejo de Europa. Para algunos, como el catalán o 
el balear -e incluso también el valenciano, hasta que su competencia fue definitivamente 
rechazada por inconstitucional-, se trataba de una verdadera necesidad ante el abandono 
y el desuso experimentados por parte de sus destinatarios hacia la antigua costumbre de 
aportar dote al matrimonio como instrumento moderador del régimen de separación de 
bienes. Para otros, como el navarro o el aragonés, cumpliría una función más relajada en 
la medida en que sus regímenes económico-matrimoniales -conocidos hasta el momento 
en condición supletoria- ya disponían de sus propios mecanismos compensatorios. Sin 
embargo, todos ellos -excepto el vasco o el gallego, en tanto no han previsto regímenes 
de separación de bienes hasta la actualidad, así como el Fuero de Baylío, por la misma 
razón- cuentan con una serie de peculiaridades que son expresamente consideradas por 
la jurisprudencia a la hora abordar el estudio del artículo 1438 del Código Civil; motivo 
por el que debe repararse en ellas antes de analizar la doctrina del Tribunal Supremo347. 
I. EL DERECHO CIVIL DE NAVARRA 
 La tradición jurídica romana apenas tuvo influencia en la formación del régimen 
económico-matrimonial navarro en cuanto concierne a la aparición de una modalidad de 
separación de bienes, y su primera manifestación en esta región no se produciría hasta la 
entrada en vigor de la ley de 1 de marzo de 1973348. Fruto de la misma cobraría vigencia 
                                                 
347 En Galicia, no obstante, se ha llegado a plantear una propuesta para establecer el régimen de separa-
ción de bienes como supletorio. Haciendo referencia a la misma, vid. AMENGUAL BUNYOLA, G. A., “La 
compensación por dedicación a la familia (artículo 1438 del Código Civil y legislaciones autonómicas): 
análisis doctrinal y jurisprudencial”, Revista de Derecho Actual, 2016,  p. 194. 
348 Así lo estima GARCÍA-GRANERO FERNÁNDEZ, J., “Comentarios a las leyes 103 y 104 del Fuero Nuevo 
de Navarra”, en ALBALADEJO GARCÍA, M. (dir.), Comentarios al Código Civil y compilaciones forales, t. 
XXXVI, v. II, Edersa, Madrid, 1995, pp. 324-327. 




el llamado Fuero Nuevo, por el cual, el novedoso régimen de separación de bienes, sería 
exclusivamente configurado conforme a una naturaleza convencional o judicial de modo 
que jamás resultase aplicable supletoriamente, ni siquiera en el infrecuente supuesto que 
prevé el apartado segundo del artículo 1435 del Código Civil. En tal caso, quizá, debería 
recurrirse a los parámetros interpretativos que sean oportunos para averiguar la voluntad 
que los consortes o futuros contrayentes hubiesen plasmado en sus respectivos capítulos 
matrimoniales o, en su defecto, a criterios dogmáticos, como podría ser la posibilidad de 
estar ante un pacto sin objeto, según considera la doctrina (cfr. leyes 103 y 104 FNN)349. 
 El carácter convencional del régimen de separación navarro se aprecia con suma 
facilidad en el hecho de que, en la ley 103 a) del Fuero Nuevo, y antes de describir sus 
principales características, se comience con la excepción “salvo pacto en contario”. En 
consecuencia, siempre y cuando contradijesen lo establecido en la disposición citada, la 
primera restricción al principio separatista residiría en el contenido de estos acuerdos, a 
su vez limitados por la moral, el orden público, el perjuicio de tercero o la violación de 
norma imperativa (ley 7 FNN), los derechos correspondientes a los hijos de un anterior 
matrimonio (leyes 77 y 272 FNN), los derechos adquiridos por terceros acreedores con 
anterioridad al régimen de separación (leyes 22, 78 I y 103 a) FNN); pero, también, con 
independencia de esta clase de acuerdos, el principio separatista quedaría limitado por el 
régimen de la vivienda familiar (ley 55 FNN), así como por el eventual otorgamiento de 
un testamento de hermandad conforme al cual no pueda disponerse a título lucrativo si 
no es en virtud de alguna de las excepciones expresamente tasadas (ley 204 FNN)350.  
 El principio de separación de patrimonios según el cual, de conformidad con la 
ley 103 a) del Fuero Nuevo, se reconoce a cada cónyuge la propiedad de los bienes que 
tuviese en el momento inicial y los que por cualquier título adquiera posteriormente, y a 
salvo del contenido de un acuerdo como los descritos arriba, no experimentaría ningún 
quebranto a propósito de compensación alguna, como sin embargo podría afirmarse en 
el ámbito de aplicación del Código Civil (cfr. arts. 1437 y 1438 CC). En Navarra, por lo 
tanto, el trabajo desempeñado en el hogar familiar se computará exclusivamente a los 
                                                 
349 Vid. HUALDE MANSO, T., “La familia en el Derecho civil de Navarra”, en YZQUIERDO TOLSADA, M. y 
CUENA CASAS, M. (dirs.), Tratado de Derecho de la Familia, v. VII, Aranzadi, 2ª edición, Navarra, 2017, 
p. 784. En igual sentido, vid. GARCÍA-GRANERO FERNÁNDEZ, op. cit., pp. 322 y 336; HUALDE MANSO, 
T., “Los regímenes económicos matrimoniales y familiares en el Derecho civil de Navarra”, en LLEDÓ 
YAGÜE, F. y FERRER VANRELL, M. P. (dirs.), MONJE BALMASEDA, O. (coord.), Los regímenes 
económicos matrimoniales en los Derechos civiles forales o especiales, Dykinson, Madrid, 2010, p. 826. 
350 Exponiéndolo de este modo, vid. HUALDE MANSO, “La familia...”, cit., pp. 784-785 y 787; GARCÍA-
GRANERO FERNÁNDEZ, op. cit., pp. 336 y 347. 
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efectos del sostenimiento y atención a la familia, de acuerdo con los parámetros legales 
o convencionales que resulten de aplicación al caso concreto, pero su alcance en ningún 
momento podría ir más allá en busca de una compensación (ley 103 b) FNN). En esta 
situación, es fácilmente previsible que, en la sustanciación de una crisis matrimonial, el 
cónyuge que se hubiese dedicado a satisfacer las labores domésticas -durante el régimen 
de separación- pretendiese lograr el reconocimiento de la compensación, bien mediante 
la aplicación directa del régimen de separación estatal o, en su defecto, a través de su 
aplicación supletoria en lo correspondiente a aquélla (leyes 2 y 6 FNN y art. 1438 CC). 
1. LA POSICIÓN DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL 
 En esta dirección se desarrolló el caso enjuiciado por la Audiencia Provincial de 
Navarra, en su sentencia de 31 de julio de 2003, en el que se demandaba el pago de una 
compensación pecuniaria por el trabajo desempeñado en el hogar durante la vigencia del 
régimen de separación, apoyándose en el artículo 1438 del Código Civil. La Audiencia, 
consciente de que en la ley 103 del Fuero Nuevo no se fija explícitamente el derecho del 
cónyuge [...] a obtener una compensación, advirtió, con acierto, que ambos litigantes 
poseían la condición civil foral de navarros, tal y como constaba en la escritura de sus 
capítulos matrimoniales y, por consiguiente, de acuerdo a la ley 11 del Fuero Nuevo y el 
artículo 14 del Código Civil, estuvieron sometidos al régimen de separación navarro.  
 En consecuencia, señaló la Audiencia que de conformidad con la ley aplicable el 
trabajo doméstico se computa exclusivamente a efectos de valorar desde la perspectiva 
económica la aportación al levantamiento de las cargas del matrimonio que uno de los 
cónyuges puede exigir del otro [...] Pero este trabajo para la casa no genera derecho a 
ninguna compensación en el momento de extinguirse el régimen. No obstante, aunque 
semejante compensación no se prevé en el Fuero Nuevo, argumentaba la Audiencia que 
ello no implica sin embargo que si la contribución del cónyuge por su trabajo para el 
hogar familiar resultare mayor a la que hubiere venido obligado con arreglo a la regla 
de la proporcionalidad, carezca del derecho al reembolso del exceso al extinguirse el 
régimen, porque, en su opinión, nos encontraríamos ante una norma que solo procede 
cuando el valor del trabajo en el hogar excede, según la regla de la proporcionalidad 
[...] de las aportaciones realizadas por el otro cónyuge, teniendo en cuenta los recursos 




económicos de ambos y, por esta razón, acabaría desestimando su aplicación en base a 
la intensidad del trabajo desarrollado (SAP Navarra 31-7-2003 [JUR 2003, 275635])351. 
2. LA RATIFICACIÓN DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA 
 El caso que comentábamos anteriormente fue objeto de casación, de manera que 
el Tribunal Superior de Justicia de Navarra quedaría obligado a pronunciarse sobre este 
particular, en sentencia de 10 de febrero de 2004, a partir del examen de las fuentes del 
Derecho navarro, porque, habida cuenta de que -como señaló la Audiencia- la ley 103 
del Fuero Nuevo no constituye una fuente legal válida para fundamentar el derecho a la 
compensación económica pretendida, que la falta de tradición jurídica del régimen de 
separación imposibilitaría la búsqueda de una costumbre -praeter o contra legem, según 
se quiera-, y que los principios generales del Derecho navarro no lograrían colmar dicha 
laguna, no quedaría más remedio que acudir a la integración analógica, antes de aplicar 
supletoriamente el Código Civil, de acuerdo con las leyes 2 y 5 del Fuero Nuevo. 
 En estas circunstancias la jurisprudencia había advertido en alguna ocasión -y así 
lo recuerda el Tribunal Superior de Justicia- que la aplicación del Código Civil se rige 
no por el principio de “especialidad” sino por el de “supletoriedad”, de modo que la 
sola generalidad de las disposiciones civiles forales en materias a las que las de ámbito 
estatal dispensan un tratamiento específico no justifica la aplicación de estas últimas, 
sino solo cuando la misma generalidad de las previsiones contenidas en las primeras, 
interpretadas conforme a la tradición jurídica navarra, permita resolver desde ellas la 
concreta cuestión [...] directamente o a través de la racional extensión analógica de sus 
disposiciones (STSJ Navarra 15-11-1991 [RJ 1991, 9800]), pero, afortunadamente en el 
presente caso -y, a la vista de la declaración de inconstitucionalidad que años después 
terminaría afectándole-, el citado Tribunal terminó desestimando la aplicación analógica 
de la compensación establecida en el artículo 5.5 de la ley foral 6/2000, de 3 de julio, 
para la igualdad jurídica de las parejas estables (STC núm. 93/2013, de 23 de abril). 
 El Tribunal Superior de Justicia de Navarra, sin embargo, en lugar de acudir a la 
aplicación supletoria de la normativa estatal, acabó confirmando -en el caso enjuiciado 
por la sentencia antes citada- la tesis defendida en segunda instancia, considerando que, 
                                                 
351 En el mismo sentido vuelve a pronunciarse la Audiencia cuando señala, en un caso posterior, que la 
compensación tiene por objeto [...] compensar mediante el oportuno reembolso, el exceso del trabajo de 
uno de los cónyuges a las tareas del hogar familiar (SAP Navarra 2-6-2004 [JUR 2004, 258769]). 
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en su opinión, la ley 103 del Fuero Nuevo ofrece margen suficiente para otorgar, en su 
caso, la compensación económica que estamos estudiando, y sin necesidad, por tanto, 
de acudir al derecho supletorio, pues, si bien es cierto que aquella ley no habla de la 
compensación que nos ocupa, no es menos cierto que de una interpretación armónica y 
lógica de tal precepto se desprende su existencia, porque, en la medida en que exige 
una proporcionalidad a la hora de contribuir al sostenimiento de las cargas familiares, 
incluso cuando esa aportación consista en un trabajo doméstico, lógico es que, también 
abarque o contemple una compensación económica si se desvela que la contribución de 
uno de los cónyuges ha sido desproporcionada, pero, constituyendo un hecho probado 
que la contribución no fue desproporcionada en el caso analizado, el Tribunal Superior 
de Justicia confirmaría su desestimación (STSJ Navarra 10-2-2004 [RJ 2004, 2476]). 
II. EL DERECHO CIVIL DE ARAGÓN 
 La separación de bienes carece en el ordenamiento jurídico aragonés, como en el 
navarro, de la tradición que sin embargo dispone en otros territorios -como Cataluña o 
Baleares- a consecuencia de la escasa influencia romana sobre el régimen económico 
del matrimonio, apegado a principios de origen medieval352. Este régimen, por tanto, no 
fue introducido en Aragón hasta la entrada en vigor de la ley 2/2003, de 12 de febrero, 
de régimen económico-matrimonial y viudedad, reemplazando a la Compilación en esta 
materia, también desplazada hoy en día por las previsiones del Código de Derecho Foral 
de Aragón. Según éste, el régimen de separación aragonés resultará de aplicación, en la 
mayor parte de los casos, con ocasión de un acuerdo en capítulos matrimoniales, pero, a 
diferencia del régimen navarro, también podrá proceder de la propia ley cuando -en los 
términos del artículo 1435 del Código Civil- el acuerdo de aquéllos se hubiese limitado 
a descartar el consorcio conyugal, e incluso cuando este último se hubiese disuelto, sin 
que en ambos casos se hubiese determinado el régimen aplicable (art. 203 CDFA).  
1. EL RÉGIMEN JURÍDICO DE LA SEPARACIÓN DE BIENES 
 El régimen de separación aragonés se rige en primer lugar por lo acordado entre 
los propios cónyuges en capitulaciones matrimoniales, sin mayores limitaciones que las 
derivadas del principio standum est chartae: que no sea de imposible cumplimiento o 
contrario a la Constitución o a las normas imperativas del Derecho aragonés; de manera 
que en este contexto cabría acordar una compensación por el trabajo desempeñado por 
                                                 
352 Así lo afirma GACTO FERNÁNDEZ, “Sobre el modelo...”, cit., p. 220. 




cualquiera de aquéllos en el hogar conyugal, de conformidad con el apartado segundo 
del artículo 187 del Código de Derecho Foral de Aragón, porque, en defecto de acuerdo, 
sería imposible obtener su reconocimiento cuando la separación de bienes se rigiese por 
las normas previstas en el citado Código (cfr. arts. 204 y 3 CDFA)353. Subsidiariamente, 
a falta de pacto y en ausencia de toda previsión legal, la separación de bienes se regiría 
por las normas del consorcio conyugal en tanto lo permitiese su particular naturaleza, 
extremo que ha sido puesto en entredicho considerándose que ambos regímenes habrían 
de ser absolutamente incompatibles y, por consiguiente, lo único que podrían tener en 
común serían los efectos generales de todo matrimonio (cfr. arts. 183-194 CDFA)354.  
 Sin embargo, como entienden algunos autores más bien se trataría de una norma 
de cierre cuyo objetivo no es otro que el de excluir la aplicación supletoria del régimen 
de separación establecido en el Código Civil, en la medida en que el legislador aragonés 
ha tratado de diseñar un régimen económico-matrimonial completo y autosuficiente, de 
tal modo que las normas estatales que no encuentren un equivalente aragonés no deban 
interpretarse como una laguna que necesariamente hubiera de ser cubierta a través de su 
aplicación, porque, en puridad, como ya señalaba el legislador aragonés en el preámbulo 
de la ley de 2003: “las previsiones legales sobre el régimen de separación de bienes [...] 
se bastan a sí mismas, cerrando el paso a la aplicación supletoria del Código Civil”355. 
2. EL ALCANCE DEL TRABAJO Y LA ATENCIÓN AL HOGAR Y A LOS HIJOS 
 Los cónyuges sometidos al régimen de separación aragonés carecerán, al margen 
del correspondiente acuerdo en capitulaciones, de cualquier expectativa a percibir una 
compensación económica como contraprestación de su trabajo y atención al hogar y a 
los hijos, a imagen y semejanza del artículo 1438 del Código Civil356. La jurisprudencia 
                                                 
353 En este sentido, vid. MARTÍNEZ CORTÉS, J., “El régimen económico matrimonial de separación de 
bienes”, Actas de los Decimoterceros Encuentros del Foro de Derecho Aragonés, El Justicia de Aragón, 
Zaragoza, 2004, p. 111. 
354 Vid. GIMENO GÓMEZ-LAFUENTE, M. J., “El régimen económico matrimonial en Aragón”, en LLEDÓ 
YAGÜE, F. y FERRER VANRELL, M. P. (dirs.), MONJE BALMASEDA, O. (coord.), Los regímenes 
económicos matrimoniales en los Derechos civiles forales o especiales, Dykinson, Madrid, 2010, p. 129. 
355 Vid. PARRA LUCÁN, M. A., “La familia en el Derecho civil de Aragón”, en YZQUIERDO TOLSADA, M. 
y CUENA CASAS, M. (dirs.), Tratado de Derecho de la Familia, v. VII, Aranzadi, 2ª edición, Navarra, 
2017, p. 957. En el mismo sentido, vid. MARTÍNEZ CORTÉS, “El régimen...”, cit., p. 111. 
356 Así lo creen LACRUZ MANTECÓN, M., “Comentarios a los artículos 203 a 209 del Código del Derecho 
Foral de Aragón”, en DELGADO ECHEVERRÍA, J. (dir.), BAYOD LÓPEZ, M. C. y SERRANO GARCÍA, J. A. 
(coords.), Comentarios al Código del Derecho Foral de Aragón. Doctrina y jurisprudencia, Dykinson, 
Madrid, 2015, p. 356; PARRA LUCÁN, “La familia...”, cit., pp. 962-963; MARTÍNEZ CORTÉS, “El 
régimen...”, cit., p. 138; BAYOD LÓPEZ, M. C., “Aplicación del Código Civil como Derecho supletorio al 
régimen económico matrimonial aragonés”, Actas de los Octavos Encuentros del Foro de Derecho 
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advierte que la razón que ha movido al legislador a adoptar esta postura en cuanto al 
derecho de compensación por el trabajo se residencia en que siendo el régimen legal el 
de comunidad -y en particular, el consorcio conyugal-, quien capitula para acogerse al 
de separación lo hace de manera reflexiva, y por ello se hace tributario a los mismos 
cónyuges de la facultad de autorregulación del mismo y en concreto de determinar cuál 
ha de ser el alcance de los derechos de cada uno -interpretación que a mi juicio sería 
incluso extensible al régimen estatal (SAP Zaragoza 24-1-2005 [JUR 2005, 44414]).  
 El Tribunal Superior de Justicia de Aragón, sin embargo, considera que en caso 
de matrimonios sometidos a este régimen con anterioridad a su introducción por la ley 
de 2003 y, más concretamente, antes del 23 de abril de ese mismo año, sería oportuna la 
aplicación supletoria de la separación de bienes del Código Civil y, por consiguiente, de 
la compensación contemplada en su artículo 1438 (STSJ Aragón 26-2-2013 [RJ 2013, 
2892]), aunque, a juicio de algún autor, fuese más aconsejable aplicar retroactivamente 
las disposiciones de aquella ley a los matrimonios celebrados con anterioridad357. En mi 
opinión, sin embargo, aunque si bien es cierto que por una parte el legislador aragonés 
ha preterido nuevamente la compensación al elaborar el Código de Derecho Foral, y por 
esta razón fuese aconsejable optar por su inaplicación a los matrimonios aragoneses, no 
es menos cierto que las leyes no tienen efecto retroactivo si no disponen otra cosa, de tal 
manera que no existiendo un régimen de separación aragonés propiamente dicho en el 
momento en que los interesados decidieron regirse por el mismo, es comprensible y, de 
todo punto lógico, que se aplicase supletoriamente el régimen estatal (cfr. art. 2.3 CC). 
A) La posible compensación en concepto de reintegro 
 En última instancia, y al margen de lo dicho hasta ahora, aún cabría plantearse la 
posibilidad adoptar la solución alcanzada por la jurisprudencia navarra y considerar que 
la compensación se encuentra embebida en aquellos casos en que el trabajo y atención 
al hogar y a los hijos -ex artículo 187 del Código de Derecho Foral-  se hubiese prestado 
en una proporción desmesurada respecto de la legal o convencionalmente exigible a su 
ejecutor, acudiendo al régimen de reintegros del consorcio conyugal siempre y cuando 
se estime compatible con el régimen de separación (cfr. art. 204 CDFA). En este sentido 
                                                                                                                                               
Aragonés, El Justicia de Aragón, Zaragoza, 1998, p. 121; ID., “Comentarios a los artículos 183 a 202 del 
Código del Derecho Foral de Aragón”, en DELGADO ECHEVERRÍA, J. (dir.), BAYOD LÓPEZ, M. C. y 
SERRANO GARCÍA, J. A. (coords.), Comentarios al Código del Derecho Foral de Aragón. Doctrina y 
jurisprudencia, Dykinson, Madrid, 2015, p. 335. 
357 Vid. MARTÍNEZ CORTÉS, “El régimen...”, cit., p. 111. 




se ha pronunciado PARRA LUCÁN considerando que la llamada subsidiaria a las normas 
del consorcio permitiría la aplicación del susodicho régimen de reintegros, aunque, en 
realidad, hay que tener en cuenta que en este peculiar régimen económico-matrimonial 
los reintegros solo operan desde la masa común a las privativas, o de las privativas a la 
común, pero nunca entre privativas como acontecería en el de separación de bienes358.  
 En mi opinión, sin embargo, el régimen de reintegros que suele establecerse en 
relación a los regímenes económico-matrimoniales de índole comunitaria no resultaría 
en absoluto necesario en sede de separación de bienes, porque -por los motivos que se 
expresarán en otro lugar, con mayor detalle- en él bastaría acudir a las reglas generales 
en materia de obligaciones. Por tanto, aunque la intención es buena, el modus operandi 
de nuestra hipotética compensación aragonesa por el trabajo desempeñado en el hogar 
habría de discurrir necesariamente por otros cauces, ajenos al artículo 226 del Código de 
Derecho Foral y su régimen de reintegros, y fuera del ámbito puramente familiar. 
B) La posible analogía con las parejas estables no casadas 
 La postura del legislador aragonés en torno a la compensación del trabajo en el 
hogar se advierte suficientemente clara en tanto considera la separación de bienes como 
un régimen económico-matrimonial completo y autosuficiente y, precisamente, por este 
motivo, cuesta comprender el porqué del derecho que, sin embargo, sí reconoce a favor 
de las parejas no casadas a obtener -en términos muy similares a los del artículo 41 del 
Código de Familia catalán- una compensación cuando el conviviente, sin retribución o 
con retribución insuficiente, se ha dedicado al hogar, o a los hijos del otro conviviente, 
o ha trabajado para éste (art. 310.1 b) CDFA), si tenemos en cuenta el hecho de que las 
relaciones patrimoniales entre convivientes more uxorio guardan una evidente cercanía 
con las que en su caso corresponden a los matrimonios separados de bienes (STS 27-3-
2001 [RJ 2001, 4770]); tal y como se desprende de la equitable distribution y ancillary 
relief, que no se conciben sobre un régimen económico-matrimonial propiamente dicho 
y, sin embargo, los jueces y tribunales sí disponen de poder suficiente para distribuir el 
patrimonio de los consortes cuando uno solo de ellos se dedicó al hogar y a los hijos359.  
                                                 
358 PARRA LUCÁN, “La familia...”, cit., p. 957. 
359 Criticando el hecho de que se prevea una compensación por el trabajo desempeñado en el hogar por las 
parejas estables y no por el realizado por personas unidas en matrimonio, vid. GUTIÉRREZ SANTIAGO, P., 
“Paradojas y falacias de la compensación económica del trabajo doméstico en el artículo 1438 del Código 
Civil español”, Actualidad Jurídica Iberoamericana, núm. 3 ter, diciembre, 2015, p. 61. Indicando, por su 
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 En consecuencia, y a sabiendas de que -a excepción de la salvedad señalada- no 
es posible aplicar supletoriamente el artículo 1438 del Código Civil a los matrimonios 
aragoneses, aún cabría plantearse la eventual aplicación analógica de la norma prevista 
para las parejas estables no casadas; aunque, no obstante, semejante interrogante tiene 
una respuesta muy sencilla, y es que si efectivamente el régimen de separación aragonés 
dispone de una regulación completa y falta de lagunas que no precisa de la integración 
procedente de la normativa estatal -como indicaba expresamente el legislador aragonés 
en el preámbulo de la ley de 2003-, tampoco será necesario acudir a la analogía con este 
propósito, con independencia de que las diferencias existentes entre ambas clases de 
relaciones familiares generen un trato discriminatorio en perjuicio del matrimonio. 
III. EL DERECHO CIVIL DE LAS ISLAS BALEARES 
 El contacto con la tradición jurídica romana ejercería una influencia insoslayable 
sobre la evolución y el desarrollo del régimen económico-matrimonial que hoy en día se 
prevé como supletorio de primer grado por la legislación civil de las Islas Baleares. Ello 
quizá pueda ser consecuencia necesaria de la dominación que las mismas experimentaron 
en la primera mitad del siglo VI de nuestra era por parte del Imperio de Oriente y que los 
musulmanes habrían respetado, después, hasta los tiempos de la Reconquista360. La dote 
no manifestó, por el contrario, en opinión de algunos autores, una relevancia tan notable 
como la que desplegó en otras áreas peninsulares; motivo por el que a juicio de aquéllos 
el régimen de separación de bienes se impondría por sí solo en este lugar y no como una 
mera consecuencia de un sistema dotal sin dote en el que todos los bienes de las mujeres 
adquiriesen la cualidad de parafernales por efecto del matrimonio361. Sea como fuere, es 
éste el régimen económico-matrimonial que se encuentra tan encarnado en la costumbre 
                                                                                                                                               
parte, el grado de proximidad existente entre las relaciones de convivencia y los matrimonios separados 
de bienes, vid. DE AMUNÁTEGUI RODRÍGUEZ, “Las parejas...”, 2017, cit., p. 978; RIBOT IGUALADA, J., 
“Comentarios a los artículos 232-5 a 232-11 y 234-9 del Código Civil de Cataluña”, en EGEA 
FERNÁNDEZ, J. y FERRER RIBA, J. (dirs.), FARNÓS AMORÓS, E. (coord.), Comentari al Llibre Segon del 
Codi Civil de Catalunya. Família y relacions convivencials d’ajuda mútua, Atelier, Barcelona, 2014, p. 
568; GINEBRA MOLINS, M. E., “Les stratégies participatives du régime de séparation de bienes”, en 
LAUROBA LACASA, M. E. y GINEBRA MOLINS, M. E. (dirs.), TARABAL BOSCH, J. (coord.), Régimes 
matrimoniaux de participation aux acquêts et autres mécanismes participatifs entre époux en Europe, 
Société de législation comparée, París, 2016, p. 204; MICHAUX, S., “Les mécanismes de correction des 
déséquilibres patrimoniaux lors de la rupture du couple”, en HAUSER, J. y RENCHON, J. L. (dirs.), 
Différenciation ou convergence des statuts juridiques du couple marié et du couple non marié?, Bruylant-
LGDJ, Bruselas-París, 2005, p. 220. 
360 En esta dirección, vid. NOGUERA ROIG, op. cit., p. 9. 
361 Tomo estos datos de CAVANILLAS MÚGICA, S., “El régimen económico matrimonial”, en BERCOVITZ 
RODRÍGUEZ-CANO, R. y MARTÍNEZ-SIMANCAS SÁNCHEZ, J. (dirs.), Derechos civiles de España, v. VIII, 
Aranzadi, Navarra, 2000, p. 4843. 




balear que, en contadas ocasiones, se celebraban capitulaciones matrimoniales, y cuando 
se otorgaban, solían tener por objeto su adopción por parte de ciudadanos no baleares362. 
1. LA TRADICIÓN JURÍDICA DE LAS ISLAS BALEARES 
 Fiel testimonio de la raigambre social de las costumbres que han prevalecido a lo 
largo de los siglos en la tradición jurídica balear, en cuanto atañe al régimen económico-
matrimonial, son las palabras que Pedro RIPOLL Y PALOU hizo constar en su memoria al 
indicar que “los bienes de los casados, revisten en este país -entiéndase por tal a las Islas 
Baleares- un carácter asimismo escepcional tan encarnado en nuestras costumbres que la 
introducción de nuevas leyes respecto de ellos produciría un lamentable conflicto”363. El 
conflicto señalado por el citado autor podría producirse, por tanto, ante cualquier intento 
legislativo o jurisprudencial que corrompiese la absoluta incomunicación existente entre 
los haberes patrimoniales de los consortes en este régimen económico del matrimonio, y 
buen ejemplo de ello es que los propios compiladores del Derecho civil balear hubiesen 
calificado la separación de bienes de “absoluta”, según podía observarse en la redacción 
primigenia del artículo 3 de la Compilación. En efecto, en los últimos cincuenta años, se 
aprecia una tendencia constante a preservar este carácter absoluto que tiñe la separación 
de bienes balear, desechando, y repudiando, toda práctica o previsión legal contraria a él. 
 Esta tendencia se manifiesta en primer lugar desde la perspectiva de la capacidad 
de las mujeres casadas en cuanto jamás necesitaron la licencia de sus maridos para obrar 
válidamente en el tráfico jurídico; así como en segundo lugar mediante la preterición de 
la presunción muciana -cuya protección fue remitida a las reglas generales en materia de 
simulación, según se anunciaba en la exposición de motivos de la Compilación-, aunque 
ésta representaría una medida controvertida para algún sector doctrinal que creyó ver un 
sustituto de la misma en la mal llamada “presunción” de proindiviso364. Ésta, además, se 
entendería por otros como una nueva intrusión de elementos comunitarios en el régimen 
                                                 
362 Informa de ello MASOT MIQUEL, M., “Comentarios a los artículos 3 a 5 de la Compilación del Dere-
cho Civil Especial de las Islas Baleares”, en ALBALADEJO GARCÍA, M. (dir.), Comentarios al Código 
Civil y compilaciones forales, t. XXXI, v. I, Edersa, 1ª edición, Madrid, 1980, p. 67. 
363 Vid. RIPOLL Y PALOU, P., Memoria sobre las instituciones del Derecho civil de las Baleares: escrita 
con arreglo á lo dispuesto en el Real Decreto de 2 de febrero de 1880, Imprenta de la Casa de 
Misericordia, Palma, 1885, p. 27. 
364 Así lo creen VERGER GARAU, J., “Innovaciones introducidas en el Derecho civil especial de Baleares 
por la reciente Compilación”, Revista de Derecho Notarial, núm. 35, enero-marzo, 1962, pp. 272-273; 
TUR FAÚNDEZ, M. N., “La familia en el Derecho civil de Baleares”, en YZQUIERDO TOLSADA, M. y 
CUENA CASAS, M. (dirs.), Tratado de Derecho de la Familia, v. VII, Aranzadi, 2ª edición, Navarra, 2017, 
p. 593. 
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de separación de bienes -quizá, como consecuencia de una comparación apresurada con 
la presunción de ganancialidad-, efectuada con el objetivo de dar cobijo a la sociedad de 
gananciales en un ordenamiento jurídico que jamás llegó a conocerla365. Sin embargo, el 
Tribunal Superior de Justicia de las Islas Baleares acabó apuntando que aquélla no crea 
per se una especial comunidad de bienes de los cónyuges -como precisamente sucedería 
en la sociedad de gananciales-, sino que se limita a establecer una presunción y por ello 
ha de entenderse que se está más ante una norma procesal -como cualquier otro tipo de 
presunciones- que [...] supedita a la decisión del juzgador, si no resulta suficientemente 
acreditado [...] que los bienes objeto del conflicto son propiedad privada de uno u otro 
cónyuge, como una regla de cierre (STSJ Islas Baleares 28-10-1997 [RJ 1998, 1158])366.  
 En tercer lugar, convendría recordar la dirección en que se pronunció este mismo 
órgano jurisdiccional con respecto a la aplicación del artículo 1320 del Código Civil. En 
su opinión, en la medida en que éste precisaría de asentimiento por parte del cónyuge no 
titular de la vivienda familiar para librar de anulabilidad el acto de disposición realizado 
por su auténtico titular, su aplicación supletoria sería capaz de corromper la libertad que 
a tales efectos le es conferida a este último por efecto de la separación “absoluta” de sus 
bienes. Por este motivo, en particular, pudo concluir que dicho sistema no puede quedar 
desnaturalizado por la aplicación [...] de una norma [...] que es extraña al mismo (STSJ 
Islas Baleares 3-9-1998 [RJ 1998, 8505]). Además, en cuarto y último lugar, sería digno 
de señalar aquí cómo en alguna opinión ha llegado incluso a cuestionarse la oportunidad 
de la responsabilidad subsidiaria del cónyuge no deudor -por aquellas deudas que fueran 
asumidas por su consorte para satisfacer las necesidades familiares-, considerándose que 
se trata de una norma contra consuetudinem, quizá, por creerse igualmente contraria a la 
evolución separatista que le es atribuida al régimen económico del matrimonio balear367. 
 La ruptura con esta concepción se produciría sin embargo como consecuencia de 
la ley de 3 de agosto de 2017. Su entrada en vigor introduciría dos nuevas excepciones a 
la separación de bienes que hasta entonces había tratado de conservarse en la forma más 
absoluta posible por parte de los juristas baleares y que hasta entonces únicamente había 
admitido las salvedades concernientes a la denominada “presunción” de proindiviso y al 
                                                 
365 Participaban de esta opinión MASOT MIQUEL, “Comentarios a los artículos 3 a 5 de la Compilación del 
Derecho Civil Especial de las Islas Baleares”, cit., pp. 66 y 79; VERGER GARAU, op. cit., pp. 272-273; 
CERDÁ GIMENO, “Comentarios...”, cit., p. 139. 
366 Así lo estima también CERDÁ GIMENO, “Comentarios...”, cit., pp. 139-140. 
367 En este sentido, vid. CAVANILLAS MÚGICA, “El régimen...”, cit., p. 4853. 




levantamiento de las cargas matrimoniales: la primera de ellas basada en la necesidad de 
contar con el asentimiento del cónyuge no titular de la vivienda familiar para que el acto 
de disposición o de gravamen que pudiera ser realizado por parte de su consorte sobre la 
misma quedase libre de anulabilidad -y que la propia jurisprudencia había rechazado por 
medio del artículo 1320 Código Civil, recuérdese-, y la segunda en el derecho a percibir 
una compensación por el trabajo prestado para la familia. Esta última, sin embargo, solo 
representaría una verdadera excepción con respecto a los principios rectores del régimen 
separación de bienes en función del modelo compensatorio a cuyo tenor fuera concebida 
por parte de la jurisprudencia; una cuestión cuya respuesta exigiría revisar su evolución. 
2. EL TRABAJO PARA LA FAMILIA Y SU COMPENSACIÓN 
 Los legisladores autonómicos no resultaron insensibles a las recomendaciones en 
cuya virtud se introdujo por vez primera el derecho a percibir una compensación a causa 
del trabajo invertido en el hogar, en el ordenamiento jurídico estatal, como consecuencia 
de las novedosas orientaciones europeas en materia de igualdad y no discriminación por 
razón de sexo que recientemente acababan de adoptarse con respecto a los consortes. No 
obstante, en las Islas Baleares, solo se previó la posibilidad de subvenir al levantamiento 
de las cargas del matrimonio con el trabajo para la familia sin que su ejecución por parte 
de cualquiera de los cónyuges después diera lugar a compensación alguna. Ello chocaría 
desde luego con la férrea defensa que los juristas habían venido proporcionando hacia la 
conservación de la separación absoluta de bienes que los compiladores quisieron diseñar 
para regir la economía de los matrimonios baleares, y su perversión mediante el derecho 
a percibir una compensación al tiempo de producirse su disolución no sería contemplada 
con buenos ojos por parte de la doctrina368. De hecho, ni siquiera hicieron referencia a la 
misma ninguno de los proyectos de ley que fueron elaborados para la actualización de la 
Compilación del Derecho Civil de las Islas Baleares -entiéndase por tales, a los de 27 de 
marzo de 1986 y 18 de septiembre de 1987- ni sus respectivas enmiendas, ni tampoco la 
memoria justificativa de la Comisión Compiladora de Juristas de Baleares; tal y como la 
jurisprudencia puso de manifiesto (STSJ Islas Baleares 24-3-2010 [RJ 2010, 4019])369.  
                                                 
368 Vid. MASOT MIQUEL, M., “Comentarios a los artículos 3 a 13 de la Compilación del Derecho Civil de 
las Islas Baleares”, en ALBALADEJO GARCÍA, M. y DÍAZ ALABART, S. (dirs.), Comentarios al Código 
Civil y compilaciones forales, t. XXXI, v. I, Edersa, 2ª edición, Madrid, 2000, p. 142. 
369 BOPIB, núm. 59, 27 de marzo de 1986, p. 1165; BOPIB, núm. 2, 18 de septiembre de 1987, p. 28. 
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 La indiferencia manifestada hacia este derecho a la hora de actualizar el régimen 
económico de los matrimonios baleares forzaría a concluir que quizá no quiso proveerse 
de compensación alguna a quienes asumieran el trabajo para la familia mientras aquél se 
hallase en vigor, en el futuro, por parte de este legislador autonómico. Sin embargo, este 
hecho no impediría que en la práctica pudieran llegar a demandarse compensaciones por 
vía supletoria, en base al artículo 1438 del Código Civil. Para ello, habría sido necesario 
que la jurisprudencia reconociera que la legislación civil autonómica no disponía de una 
regulación completa en esta materia; una circunstancia que carecería de sentido después 
de que el Tribunal Superior de Justicia manifestase justamente lo contrario con respecto 
al artículo 1320 del Código Civil (STSJ Islas Baleares 3-9-1998 [RJ 1998, 8505]). Éste 
hecho habría representado un argumento suficiente para desestimar cualquier pretensión 
que pudiera plantearse en la práctica en torno a la aplicación supletoria del artículo 1438 
del Código Civil, y así había sido apreciado incluso por parte de la jurisprudencia menor 
con apenas cinco años de anterioridad (SAP Islas Baleares 18-2-2005 [AC 2005, 527]). 
 La misma solución habría de esperarse por tanto una vez producida la entrada en 
vigor de la ley de parejas estables de 19 de diciembre de 2001370. Ésta incorporaría entre 
los efectos del cese de la convivencia el derecho a solicitar una compensación por haber 
asumido durante la misma las labores propias del trabajo para la familia de tal modo que 
se hubiera generado, por este motivo, una situación de desigualdad patrimonial entre los 
miembros de la pareja capaz de ser calificada como un enriquecimiento injustificado; en 
virtud de lo señalado por el apartado b) de su artículo 9.2. Este hecho no tendría por qué 
provocar ninguna alteración para el régimen económico del matrimonio en la medida en 
que el Tribunal Superior de Justicia había aclarado anteriormente que el mismo disponía 
de una regulación completa a tales efectos. Sin embargo, no debió ser éste un argumento 
suficiente como para evitar que se difundiera la opinión consistente en considerar que se 
había producido un agravio comparativo entre ambos modelos de familia -matrimonio y 
pareja estable, entiéndase- que debía superarse por medio de la integración analógica371. 
                                                 
370 Llega a la misma conclusión AMENGUAL BUNYOLA, op. cit., p. 189. 
371 En este sentido, vid. MUNAR BERNAT, P. A., “¿Una nueva pensión compensatoria? A propósito de una 
propuesta normativa de la Comisión Asesora de Derecho civil de la Comunidad Autónoma de les Illes 
Balears”, Diario La Ley, núm. 7198, junio, 2009, p. 6; CARDONA GUASCH, O., “Conexiones entre la Ley 
de Parejas Estables y el Libro III de la Compilación”, en FERRER VANRELL, M. P. (coord.), Comentarios 
a la Ley de Parejas Estables de las Illes Balears, Gobierno de las Islas Baleares, Instituto de Estudios 
Autonómicos, Vicepresidencia y Consejería de Relaciones Institucionales, Palma de Mallorca, 2007, p. 
401. 




 La identidad de razón que exigiría acometer la integración analógica del régimen 
económico del matrimonio mediante lo previsto para las parejas estables apenas hallaría 
dificultades técnicas, pues, según se infiere de diversos puntos de la normativa aplicable 
a estas últimas -y, en concreto, disposiciones adicionales primera y segunda, disposición 
final segunda, y artículo 13 de la ley de parejas estables-, el legislador balear partió de la 
relación matrimonial para diseñar el régimen jurídico de la convivencia estable. Cristina 
DE AMUNÁTEGUI ha señalado con acierto sobre este particular que “en las relaciones de 
pareja la convivencia diaria determina que se reproduzcan los mismos comportamientos 
y estándares que se desarrollan en los matrimonios”; un razonamiento que quizá sirviera 
al Tribunal Superior de Justicia para cambiar de opinión -recuérdese, sobre la naturaleza 
completa del régimen económico del matrimonio- y apreciar así la analogía entre ambas 
relaciones familiares con respecto al derecho a percibir una compensación por el trabajo 
efectuado en el hogar matrimonial (STSJ Islas Baleares 24-3-2010 [RJ 2010, 4019])372.  
 La apreciación de la analogía por parte de la jurisprudencia supuso reconocer las 
deficiencias del régimen económico del matrimonio con respecto a los avances que iban 
adoptándose en otras sedes, como las parejas estables. De hecho, ya se estaba trabajando 
en ello por parte de la Comisión Asesora de Derecho Civil. Fruto de ello sería un primer 
anteproyecto de ley -de modificación del Título I del Libro I de la Compilación- que fue 
entregado al Gobierno de las Islas Baleares en el año 2004, y que después sería sucedido 
por una nueva propuesta legislativa elaborada por parte de este mismo órgano -presidido 
entonces por María del Pilar FERRER VANRELL- y aprobada por el Consejo de Gobierno 
de la Comunidad Autónoma de las Islas Baleares a día 23 de marzo de 2007373. Algunos 
años más tarde, a fecha de 29 de abril de 2011, una nueva Comisión -presidida entonces 
por Miguel COCA PAYERAS- aprobó un nuevo anteproyecto -de régimen patrimonial del 
matrimonio- que completaría el ordenamiento jurídico balear en cuanto aquí concierne y 
que, además, consideraría a tal fin los trabajos previamente efectuados por la misma374.  
 La actualización pretendida no se produciría sin embargo hasta entrar en vigor la 
ley de 3 de agosto de 2017. Su exposición de motivos manifiesta que era imprescindible 
aprovechar la ocasión para elevar a norma escrita un principio general del Derecho civil 
                                                 
372 DE AMUNÁTEGUI RODRÍGUEZ, “Las parejas...”, 2017, cit., pp. 976. 
373 BOCAIB, núm. 26, 19 de febrero de 2009, p. 5. 
374 Informando de ello, vid. VERDERA IZQUIERDO, B., “La compensación económica por trabajo para la 
casa en la Compilación de Derecho Civil de las Islas Baleares. Configuración y consecuencias”, Boletín 
de la Academia de Jurisprudencia y Legislación de las Illes Balears, núm. 14, 2013, p. 271. 
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balear -previamente establecido por parte del Tribunal Superior de Justicia, en sentencia 
de 24 de marzo de 2010- como justo es la proscripción que el régimen de separación de 
bienes pueda amparar un enriquecimiento injusto producido por [...] el enriquecimiento 
de un cónyuge y el empobrecimiento del otro -correlativamente, entiéndase-, a causa de 
una dedicación mayor al «trabajo para la familia» en el sentido de tiempo y dedicación 
no remunerada a la unidad familiar, al hogar, a la maternidad. Ello supondría en cierta 
medida dar continuidad a la tradición jurídica balear en cuanto el trabajo desarrollado en 
beneficio de la familia no había atribuido jamás el derecho a solicitar una compensación 
en sentido estricto, pero sí, en clave restitutiva, cuando en el levantamiento de las cargas 
matrimoniales se hubiese contribuido de esta forma por encima de lo correspondiente375. 
 La remisión a la interdicción del enriquecimiento injustificado sería consecuente 
con la naturaleza que el legislador balear había atribuido con anterioridad a este derecho 
de compensación con respecto a las parejas estables -que también requiere que concurra 
un enriquecimiento injustificado, según el artículo 9.2 de su ley reguladora-, y que hasta 
el momento había servido de aplicación para las relaciones matrimoniales, por medio de 
la analogía admitida por el Tribunal Superior de Justicia (STSJ Islas Baleares 24-3-2010 
[RJ 2010, 4019]). Sin embargo, su tratamiento por la jurisprudencia menor genera cierta 
incertidumbre con respecto a su auténtica naturaleza jurídica, pues, mientras por un lado 
reconoce la procedencia de la compensación en aquellos casos en que se demostrase una 
contribución excesiva en el levantamiento de las cargas del matrimonio -hecho que lleva 
implícito un enriquecimiento injustificado-, por el otro considera que aquélla no procede 
salvo cuando el trabajo desempeñado en provecho de la familia determinase una pérdida 
de oportunidades de promoción profesional (SAP Islas Baleares 17-10-2017 [JUR 2017, 
289320]). Se trata, por tanto, de dos finalidades incompatibles, cuya resolución habrá de 
ser abordada por la jurisprudencia para así poder construir después su régimen jurídico.  
IV. EL DERECHO CIVIL DE CATALUÑA 
 La región española que manifestase una mayor exposición hacia la recepción del 
Derecho romano sería sin duda alguna la catalana376. Ello se atisbaría en el sistema dotal 
propio de los romanos clásicos que allí logró imponerse sobre otras formas comunitarias 
surgidas a partir de la llegada de los visigodos como el régimen económico-matrimonial 
                                                 
375 Así lo estimaban CAVANILLAS MÚGICA, “El régimen...”, cit., p. 4852; VILA RIBAS, “El régimen...”, 
cit., p. 706, n. 30. 
376 Por todos, vid. ALTAMIRA Y CREVEA, op. cit., p. 151. 




más extendido hasta convertirse, después, por la propia decadencia de las capitulaciones 
matrimoniales como instrumentum dotale, en uno de separación de bienes377. El tránsito 
experimentado de uno a otro se advierte fácilmente de los términos en que fue redactado 
el artículo séptimo de la Compilación, en su versión primigenia. No obstante, aunque en 
él se dispuso que a falta de acuerdo al respecto rigiera una separación entre los bienes de 
los consortes, a salvo del régimen especial de la dote, si la hubiera; no podía olvidarse la 
obligación que al mismo tiempo se impuso sobre los padres para dotar a sus hijas, y que 
frenaría la transición hacia una absoluta separación de bienes (cfr. arts. 26 y ss. CDCC).  
 La presencia de la dote obligatoria en la Compilación suavizaba en gran medida 
la estricta aplicación del principio separatista ante la disolución del vínculo matrimonial, 
en relación al porvenir económico de las mujeres dedicadas a fines domésticos, a través 
de su restitución; pero esta cobertura se desvanecería tras la entrada en vigor de nuestra 
Constitución, al provocar, con la adaptación del principio de igualdad, la transformación 
de aquélla en voluntaria378. La ausencia de un correctivo a la separación patrimonial tras 
la ley de 20 de marzo de 1984, junto a la posibilidad de instar la separación o el divorcio 
tras la de 7 de julio, obligarían a reflexionar sobre la nueva situación de las mujeres. En 
tales circunstancias, como también había acontecido años atrás en la reforma del Código 
Civil, se alzaron algunas voces a favor de la instauración de un régimen de participación 
supletorio que pusiese final al problema, pero, al igual que entonces, la falta de tradición 
de este último desembocaría en la inserción de una compensación en el de separación379. 
 Fruto del proceso de reforma de la Compilación -con la ley de 30 de septiembre 
de 1993- surge la compensación recogida en su artículo 23, después sustituida por la del 
artículo 41 del Código de Familia, sobre los cuales nada hay que añadir. Ahora interesa 
centrarnos en el régimen jurídico del que dicha institución dispone en la actualidad: el 
de los artículos 232-5 a 232-12 del Código Civil de Cataluña. El principal objetivo que, 
en el año 2010, perseguía la publicación del Libro Segundo de dicho cuerpo legal sobre 
                                                 
377 Sobre el particular, vid. SALVADOR CODERCH, P., “Trabajar sin participar”, La Vanguardia, 15 de 
diciembre de 1992, p. 20; VIRGILI SORRIBES, op. cit., p. 47; MIR PUIG, C., “Estudi sobre el nou article 23 
i sobre el nou règim de participacio en els guanys introduïts per la llei de modificació de la Compilació 
del Dret civil de Catalunya en matèria de relacions patrimonials entre cònjuges”, Iuris, núm. 1, 
septiembre, 1994, pp. 325-326; FONT SEGURA, A., “Comentario al artículo 231-10 del Código Civil de 
Cataluña”, en EGEA FERNÁNDEZ, J. y FERRER RIBA, J. (dirs.), FARNÓS AMORÓS, E. (coord.), Comentari 
al Llibre Segon del Codi Civil de Catalunya. Família y relacions convivencials d’ajuda mútua, Atelier, 
Barcelona, 2014, pp. 98-99. 
378 Léase el artículo 26 de la compilación catalana tras la ley 13/1984 de 20 de marzo. 
379 Vid. SALVADOR CODERCH, op. cit., p. 20. 
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la materia, consistía en reducir el elevado margen de discrecionalidad con que operaban 
jueces y tribunales en base a la normativa derogada. Así, se anunciaba su preámbulo una 
regulación más completa y cuidadosa, abandonando toda referencia al enriquecimiento 
injustificado y prescindiendo de la idea de la sobrecontribución, para configurar ahora el 
régimen de separación como uno de participación, aunque limitado, en varios sentidos, 
por mucho que algunos autores se esfuercen en defender la distinción entre uno y otro. 
1. LA FINALIDAD PROTECTORA DEL DERECHO A LA COMPENSACIÓN 
 En el régimen de separación de bienes el principio separatista se manifiesta con 
especial contundencia cuando, en la práctica, el modo de vida escogido por los propios 
cónyuges siga el esquema matrimonial tradicional, en cuanto a división del trabajo se 
refiere. En tales circunstancias, dicho principio debe ceder ante la realidad social en que 
encuentra su aplicación, y en la cual sus individuos disponen de amplias libertades de 
acceso a la separación y el divorcio, porque, en caso contrario, si uno de los cónyuges 
dedica su actividad productiva a la satisfacción de los intereses domésticos, acaecida la 
disolución del vínculo matrimonial a causa de una crisis o de la muerte o declaración de 
fallecimiento del consorte, se verá en una coyuntura económica tan poco deseable como 
esperada. Es a esta situación a la que responde la compensación, que no surgirá jamás 
bajo otro régimen económico que comunique los patrimonios de los consortes, como el 
de comunidad o el de participación, cuya liquidación ofrece las garantías necesarias380. 
 Estas premisas anticipan el fundamento de la compensación que, en mi opinión, 
no es otro que la protección del cónyuge que en otro caso estaría obligado a soportar las 
consecuencias del reparto de trabajo, particularmente necesaria en un ordenamiento que 
prevé el régimen de separación como supletorio, como es el catalán. Esta es la función 
que desempeñó también la actio rei uxoriae en el Derecho romano clásico y que -hasta 
la modificación operada en época de Justiniano- compartía casualmente algunos de sus 
caracteres, como su intransmisibilidad a los herederos de la mujer, la consideración de 
los derechos sucesorios en concepto de pago mediante el edicto de alterutro, o el plazo 
de tres años para su satisfacción (annua, bima, trima die). Solo si partimos de esta 
finalidad seremos capaces de explicar algunas cuestiones que se distancian del régimen 
de participación, como las imputaciones al pago de la compensación, la retroacción de 
                                                 
380 Así lo entienden también GINEBRA MOLINS, “El trabajo...”, cit., pp. 598-599; SOLÉ FELIU, J., “La 
compensació econòmica per raó de treball de l’article 41 del nou Codi de Família de Catalunya”, La Llei 
de Catalunya i Balears, núm. 231, noviembre, 1998, p. 2. 




oficio de los efectos al cese efectivo de la convivencia, o la imposibilidad de demandar 
la compensación en supuestos de extinción convencional del régimen de separación.  
2. EL EJERCICIO DEL DERECHO A LA COMPENSACIÓN: MARCO PROCESAL 
 La compensación económica por razón de trabajo debe reclamarse en el proceso 
que cause la extinción del régimen de separación en supuestos de nulidad, separación o 
divorcio, es decir, en el proceso matrimonial; o en el dirigido a obtener la eficacia civil 
de las resoluciones eclesiásticas de nulidad del matrimonio canónico o de las decisiones 
pontificias sobre matrimonio rato y no consumado (arts. 770 y 778 LEC, 80 CC, 232-11 
y DA3ª CCCat y, también, art. VI.2 del Acuerdo entre el Estado español y la Santa Sede 
sobre asuntos jurídicos de 3 de enero de 1979). Exigiéndose, en todo caso, la instancia 
de parte para el ejercicio del derecho a la compensación, parece claro que de omitirse 
dicha pretensión en la demanda o reconvención el interesado no podría hacer valer su 
derecho en un proceso posterior, como la doctrina sostenía bajo el Derecho derogado381. 
 En supuestos de extinción del régimen de separación por muerte o declaración 
de fallecimiento, se establece un plazo de tres años para reclamar la compensación que 
el legislador califica expresamente como de prescripción, añadiendo un nuevo caso de 
prescripción trienal a los recogidos en el artículo 121-21 del Código Civil de Cataluña 
(art. 232-11.2 CCCat y 85 CC); aunque, en realidad, nos encontraríamos más bien ante 
un plazo de caducidad por tratarse de un “poder de configuración jurídica” de los que el 
legislador catalán define en el preámbulo de la primera ley del Código como facultades 
que la persona titular puede ejercer para alterar la realidad jurídica -bien sea mediante 
la constitución, modificación o extinción de situaciones jurídicas-, que nacen con una 
duración predeterminada y que no necesitan la actuación ajena, en cuanto el ejercicio 
de aquella facultad permitiría al cónyuge titular de la misma hacer nacer un derecho de 
naturaleza crediticia en concepto de compensación contra los sucesores del premuerto o 
declarado fallecido, de modo que la caducidad operaría sobre la posibilidad de constituir 
una relación jurídica de carácter disponible (cfr. arts. 232-7, 122-1 y 122-3 CCCat)382.  
                                                 
381 Por todos, vid. VENDRELL FERRER, op. cit., p. 369.  
382 En el mismo sentido, vid. GINEBRA MOLINS, M. E., “Compensació per raó de treball en cas d’extinció 
del règim per mort: aspectos familiars i successoris”, en INSTITUT DE DRET PRIVAT EUROPEU I 
COMPARAT DE LA UNIVERSITAT DE GIRONA (coord.), Qüestions actuals del Dret català de la persona i de 
la familia. Materials de les Dissetenes Jornades de Dret català a Tossa, Documenta Universitaria, 
Gerona, 2013, p. 422; RIBOT IGUALADA, “Comentarios a los artículos 232-5 a 232-11 y 234-9 del Código 
Civil de Cataluña”, cit., p. 295. 
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 En mi opinión, con independencia de que nos encontremos ante un supuesto de 
prescripción o caducidad desde un plano teórico, a efectos prácticos probablemente sea 
mucho más acertado abogar por esta última categoría si tenemos en cuenta que en los 
supuestos en que el régimen de separación se extingue en vida de ambos cónyuges, el 
que pretenda constituirse acreedor de la compensación solo tiene posibilidad de hacerlo 
dentro del proceso que corresponda y no después, porque -como ocurre a propósito de la 
prestación compensatoria- se trata precisamente de corregir los perjuicios económicos 
que se derivan de la situación de crisis matrimonial, en el mismo instante en que acaece 
y, por este motivo, carecería de sentido que extinguiéndose aquél por causa de muerte o 
declaración de fallecimiento de uno de los cónyuges, se faculte al otro para prolongar de 
manera indefinida el plazo de tres años mediante el régimen de interrupción propio de la 
prescripción extintiva, que tampoco casaría desde un punto de vista teórico en la medida 
en que ésta operaría sobre pretensiones, consideradas como derechos a reclamar a otra 
persona una acción u omisión -según anuncia también el preámbulo antes referido- y, a 
mi juicio, en modo alguno es éste el resultado perseguido por la norma que analizamos. 
 Cuestión distinta es el plazo para reclamar el pago de la compensación una vez 
reconocida en el proceso que en cada caso corresponda, que tratándose indudablemente 
de una “pretensión” se incardinaría en el plazo general de diez años de prescripción que 
recoge el artículo 121-20 del Código Civil de Cataluña383. Sin embargo, sea como fuere, 
de caducidad o prescripción, el controvertido plazo de tres años previsto para casos de 
extinción del régimen de separación por muerte o declaración de fallecimiento de uno 
de los cónyuges devendría inaplicable cuando además de la oportuna compensación se 
pretendiese obtener de los herederos el derecho a la prestación compensatoria, en cuyo 
caso el plazo se reducirá a tres meses, a salvo de que pudiera oponerse una separación 
de hecho superior a un año por vía de excepción (cfr. arts. 232-11.2 y 233-14.2 CCCat). 
 La extinción del régimen de separación no solamente faculta a los cónyuges para 
demandar la compensación en el proceso que corresponda, sino que además se permite 
acumular la actio communi dividundo para dividir los bienes que ambos compartiesen 
en régimen de comunidad ordinaria indivisa (arts. 232-12 y DA4ª CCCat). No obstante, 
extinguiéndose aquél en vida de ambos consortes, se aprecia cierta incongruencia entre 
el artículo 232-12 y la disposición adicional tercera del Libro Segundo del Código Civil 
                                                 
383 Vid. GINEBRA MOLINS, “Compensació...”, cit., p. 423; RIBOT IGUALADA, “Comentarios a los artículos 
232-5 a 232-11 y 234-9 del Código Civil de Cataluña”, cit., p. 295. 




de Cataluña, porque, mientras el primero se incardina dentro del proceso matrimonial, la 
segunda se remite al de liquidación previsto por los artículos 806 y siguientes de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil. La contradicción debe interpretarse de forma que en el proceso 
matrimonial la cuestión se limite única y exclusivamente a determinar la existencia de la 
comunidad y la cuota que corresponda a ambos cónyuges sobre la misma, para que en 
fase de ejecución se proceda a la formación de lotes, siempre que se hubiese solicitado 
en la declarativa384. En cualquier caso, es preciso tener en cuenta que el precedente del 
artículo 232-12 del Código Civil de Cataluña -el artículo 43 del Código de Familia- fue 
declarado inconstitucional (STC núm. 21/2012, de 16 de febrero) y, teniendo en cuenta 
la afinidad que ambos preceptos guardan entre sí, no sería descabellado prever que éste 
terminase corriendo la misma suerte que su predecesor; aunque, en tal supuesto, la actio 
communi dividundo podría continuar ejercitándose acumuladamente a la compensación, 
conforme a las reglas generales del proceso matrimonial (cfr. arts. 770 y 443.3 LEC)385. 
3. LOS PRESUPUESTOS DEL DERECHO A SER ECONÓMICAMENTE COMPENSADO 
 El artículo 232-5 del Código Civil de Cataluña enumera en su primer apartado 
los presupuestos necesarios para el reconocimiento del derecho a ser económicamente 
compensado por la realización del trabajo doméstico, señalando que en el régimen de 
separación de bienes, si un cónyuge ha trabajado para la casa sustancialmente más que 
el otro, tiene derecho a una compensación económica por esta dedicación siempre y 
cuando en el momento de la extinción del régimen por separación, divorcio, nulidad o 
muerte de uno de los cónyuges o, en su caso, del cese efectivo de la convivencia, el otro 
haya obtenido un incremento patrimonial superior, de tal manera que en el fragmento 
transcrito se distinguen hasta cuatro presupuestos que por razones metodológicas cabe 
resumir en los tres siguientes: 1) la vigencia del régimen de separación; 2) la dedicación 
doméstica y el incremento patrimonial; y 3) la extinción del régimen de separación. 
A) Vigencia del régimen de separación de bienes y convivencia prematrimonial 
 El primero de los presupuestos enumerados circunscribe la compensación a los 
matrimonios sometidos al régimen de separación, sin perjuicio de que la misma también 
                                                 
384 Vid. CABALLOL ANGELATS, L., “Comentario al artículo 232-12 y disposiciones adicionales tercera, 
cuarta y quinta del Código Civil de Cataluña”, en EGEA FERNÁNDEZ, J. y FERRER RIBA, J. (dirs.), FARNÓS 
AMORÓS, E. (coord.), Comentari al Llibre Segon del Codi Civil de Catalunya. Família y relacions 
convivencials d’ajuda mútua, Atelier, Barcelona, 2014, p. 298. 
385 Para un análisis más detenido sobre las cuestiones procesales que atañen a la compensación económica 
por razón de trabajo, vid. CABALLOL ANGELATS, op. cit., pp. 296-299 y 1072-1080. 
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sea procedente como consecuencia de una relación de convivencia, tal y como establece 
la remisión del artículo 234-9 del Código Civil de Cataluña. Sin embargo, la proximidad 
existente entre ambas instituciones condujo al Tribunal Superior de Justicia de Cataluña 
a computar conjuntamente los periodos de convivencia matrimonial y prematrimonial a 
efectos de determinar y calcular aquélla -como se observa fácilmente en un gran número 
de pronunciamientos-, y ello, quizá, apelando a razones de economía procesal, según ha 
sido manifestado por algún autor (SSTSJ Cataluña 26-6-2012 [RJ 2012, 11132], 31-10-
2011 [RJ 2012, 2243], 27-2-2006 [RJ 2006, 2384] y 12-1-2004 [JUR 2004, 65164])386.  
 Esta práctica, en principio, solo tendría sentido en cuanto se cumpliese con todos 
los presupuestos legalmente exigidos, siendo preciso, por tanto, que, en defecto de hijos 
comunes u otorgamiento de escritura pública que formalizase la relación, los integrantes 
de la pareja hubieran convivido ininterrumpidamente durante dos años con anterioridad 
al matrimonio; o, en caso de haber engendrado hijos comunes, éstos hubiesen nacido en 
un momento previo a su celebración (cfr. art. 234-1 CCCat). Sin embargo, en alguna de 
las ocasiones en que el Tribunal Superior de Justicia de Cataluña se ha pronunciado a tal 
respecto, lo ha hecho sin valorar la posible concurrencia de estos presupuestos, sentando 
así un peligroso precedente de cara a la futura aplicación del Libro Segundo del Código 
Civil de Cataluña, donde, a diferencia de cuanto señalaba la normativa aplicable al caso 
enjuiciado, la duración de la convivencia constituye un límite determinante para calcular 
la cuantía de la compensación por razón de trabajo, pues, en la práctica, será infrecuente 
que no se dé una convivencia previa al matrimonio; en cuyo caso la cuantificación de la 
misma tan solo consideraría el periodo de vigencia del régimen de separación de bienes 
hasta extinguirse o cesar la convivencia (STSJ Cataluña 26-6-2012 [RJ 2012, 11132]). 
 La referencia expresa realizada hacia este régimen económico-matrimonial entre 
los efectos de la nulidad, separación y divorcio, por parte de artículo 233-4.2 del Código 
Civil de Cataluña, cumpliría a estos efectos una función de gran trascendencia en cuanto 
impediría que accedieran al reconocimiento de una compensación por razón de trabajo a 
quienes procurasen acogerse a una pretenciosa analogía con el mismo encontrándose sin 
embargo sujetos a un régimen económico-matrimonial diferente, y cuya sola liquidación 
confiriese por sí misma una cobertura económica suficiente al cónyuge que a lo largo de 
su vigencia hubiera dirigido su actividad productiva a satisfacer los necesidades de orden 
                                                 
386 Vid. RIBOT IGUALADA, “Comentarios a los artículos 232-5 a 232-11 y 234-9 del Código Civil de 
Cataluña”, cit., p. 245. 




doméstico, como sería el de comunidad de bienes o participación en las ganancias. Por 
este motivo, adquiere una especial relevancia la labor de determinar cuidadosamente los 
supuestos en que cobra vigencia el régimen de separación de bienes: supletoriamente, si 
los cónyuges o futuros contrayentes no establecen otra cosa en sus respectivos capítulos 
matrimoniales o cuando éstos devengan ineficaces; y, convencionalmente, cuando por el 
contrario hubiesen convenido acogerse a este régimen económico-matrimonial mediante 
los mismos (cfr. art. 231-10 CCCat). Sin embargo, aún quedarían bajo incertidumbre los 
casos de extinción del régimen económico-matrimonial durante el matrimonio, así como 
las consecuencias del acuerdo por el cual se excluya la separación de bienes sin designar 
o construir un régimen económico determinado, aplicable al mismo (cfr. art. 1435 CC). 
 En primer lugar, si creyésemos que no son posibles los matrimonios sin régimen 
económico, nada obstaría a sostener la vigencia del régimen de separación de bienes tras 
extinguirse, constante el matrimonio, el de comunidad de bienes o el de participación en 
las ganancias; según ocurriría a propósito de la separación personal de los consortes -ya 
fuera legal o de hecho-, pues, en caso contrario, es evidente que estaría legitimándose la 
existencia de matrimonios no sujetos a ninguna clase de régimen económico387. Mucho 
más cuestionable sería sostener esta afirmación cuando dichos regímenes se disolviesen 
por el incumplimiento del deber de información, por una gestión patrimonial irregular, o 
por la supervención de circunstancias que comprometieran los intereses de alguno de los 
consortes; pues, en dichas circunstancias, los intereses del cónyuge que instase para sí la 
extinción del régimen económico-matrimonial continuarían amenazados bajo el régimen 
de separación de bienes emergente con motivo de la comunicación patrimonial que lleva 
aparejada la compensación por razón de trabajo; en cuyo caso no resultarían suficientes 
las garantías que ofrecen la imputación ficticia y la rescisión por fraude, en la medida en 
que éstas también se prevén en sede de participación en las ganancias y, sin embargo, se 
permite al cónyuge perjudicado solicitar la extinción del régimen por las mismas causas 
que se indicaron anteriormente (cfr. arts. 232-6.1 b), 232-9, 232-19.2 y 232-24 CCCat).  
 En segundo lugar, en cuanto atañe al otorgamiento de un acuerdo capitular por el 
que los consortes o futuros contrayentes descartasen someterse a la separación de bienes 
sin designar o construir el régimen económico-matrimonial por el que hubiera de regirse 
                                                 
387 Vid. ARNAU RAVENTÓS, L., “El régimen de separación de bienes”, en YZQUIERDO TOLSADA, M. y 
CUENA CASAS, M. (dirs.), Tratado de Derecho de la Familia, v. VII, Aranzadi, 2ª edición, Navarra, 2017, 
p. 269, n. 445. 
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su matrimonio en el futuro, debe indicarse que el mismo ocasionaría unas consecuencias 
más que sorprendentes. Piénsese que, en tal caso, de no poderse determinar con claridad 
el régimen económico-matrimonial ante el que se encuentren sometidos exactamente los 
consortes, a tenor de las reglas generales de interpretación de los contratos, la nulidad de 
un acuerdo semejante conduciría nada menos que al contrasentido de aplicar el régimen 
de separación de bienes contra la expresa voluntad de los interesados, al no preverse por 
la legislación catalana ninguna norma equivalente al segundo apartado del artículo 1435 
del Código Civil, aplicable al caso (cfr. arts. 1289 II y 1300 CC, y 231-10.2 CCCat)388.  
B) Dedicación doméstica e incremento patrimonial: ausencia de causalidad 
 El derogado artículo 41 del Código de Familia requería el haber trabajado para la 
casa o para el consorte, sin retribución o con una retribución insuficiente, para así poder 
obtener la compensación oportuna. Sin embargo, en la actualidad, el nuevo artículo 232-
5 del Código Civil de Cataluña ha experimentado una mejora insoslayable con respecto 
a aquella disposición por cuanto solo relaciona la insuficiencia retributiva con el trabajo 
prestado en provecho del consorte; pues, en caso contrario, el concepto de remuneración 
no encajaría correctamente con el trabajo desempeñado en el hogar389. Ello significa que 
el cónyuge que acometiera este último trabajo podría tener derecho a una compensación 
si cumple con los presupuestos que requiere la ley, aunque hubiera sido suficientemente 
retribuido, y sin perjuicio de que tal remuneración se imputase al pago de la misma (cfr. 
art. 232-6.2 CCCat)390. Es preciso, no obstante, que dichas labores hayan sido atendidas 
por parte del cónyuge que pretenda constituirse acreedor de la compensación, a pesar de 
que alguna opinión crea suficiente haberlas delegado en un tercero391. Esta circunstancia 
no tendrá mayor relevancia que la de aminorar cuanto corresponda por dicho concepto a 
la hora de valorar cuál fue el grado de dedicación doméstica (cfr. art. 232-5.3 CCCat)392. 
                                                 
388 En sentido similar, vid. HUALDE MANSO, “La familia...”, cit., p. 784; ID., “Los regímenes...”, cit., p. 
826; GARCÍA-GRANERO FERNÁNDEZ, op. cit., pp. 322 y 336. 
389 Así lo creen BOSCH CAPDEVILA, “La configuració...”, cit., p. 389; RIBOT IGUALADA, “Comentarios a 
los artículos 232-5 a 232-11 y 234-9 del Código Civil de Cataluña”, cit., p. 239. 
390 Vid. MONTSERRAT VALERO, A., “El régimen económico matrimonial de separación de bienes”, en 
HERNÁNDEZ MORENO, A. y MARTINELL GISPERT-SAÚCH, J. M. (dirs.), QUESADA GONZÁLEZ, M. C. 
(coord.), Persona y familia: Estudios de Derecho civil catalán, Difusión Jurídica y Temas de Actualidad, 
Madrid, 2014, p. 162. 
391 Vid. BOSCH CAPDEVILA, “La configuració...”, cit., p. 391. 
392 Participan de esta opinión RIBOT IGUALADA, “Comentarios a los artículos 232-5 a 232-11 y 234-9 del 
Código Civil de Cataluña”, cit., p. 240; MONTSERRAT VALERO, op. cit., p. 162. 




 La dedicación a la casa bastará con ser sustancialmente superior a la del consorte 
para poder obtener de él la correspondiente compensación, sin que sea necesario llevar a 
cabo su desempeño de una forma exclusiva393. Esta dedicación sustancialmente superior 
parte del propósito legislativo de conseguir que uno y otro cónyuge contribuyan en igual 
medida a satisfacer las responsabilidades domésticas, otorgándose, en caso contrario, un 
derecho de compensación a favor de aquel que lo hiciera en una proporción superior a la 
de su consorte (cfr. art. 231-2.2 CCCat)394. Sin embargo, es confuso el uso de semejante 
terminología tras haberse señalado expresamente en el preámbulo de la ley que el nuevo 
régimen jurídico de la compensación por razón de trabajo prescindiría absolutamente de 
cualquier sobrecontribución por parte de los cónyuges en el levantamiento de los gastos 
familiares, pues, esta dedicación sustancialmente superior, solo podría justificarse sobre 
la base de una contribución excesiva a tales cometidos; sentido en el que también parece 
dirigirse aquella contribución notablemente superior que se requiere para poder percibir 
una compensación extraordinaria, en términos cuantitativos (cfr. art. 232-5.4 CCCat)395. 
 La dedicación sustancialmente superior a lo doméstico no ha de identificarse por 
tanto con una sobrecontribución en el levantamiento de los gastos familiares, porque, de 
ser así, además, no tendría sentido el hecho de que la correspondiente compensación por 
razón de trabajo se encontrara inicialmente restringida por la cuarta parte del incremento 
patrimonial experimentado por este motivo, en lugar de estarlo por la cuantía del exceso 
contributivo (cfr. art. 232-5.4 CCCat). Esta labor, implícitamente, es contemplada como 
una circunstancia que impide que su ejecutor perciba del mercado de trabajo los mismos 
rendimientos que por el contrario obtendría despojándose de él, y que repercute a su vez 
en provecho exclusivo de su consorte, al facilitarle la acumulación de capitales fuera del 
hogar mediante el libre desarrollo de sus actividades profesionales; motivo por el que se 
permite que aquél participe en una parte del incremento experimentado por éste sobre su 
patrimonio, a modo de compensación. Ello hace que cobre sentido exigir una dedicación 
                                                 
393 Así lo cree GINEBRA MOLINS, “Compensació...”, cit., p. 408. 
394 Vid. ABRIL CAMPOY, J. M., “La compensació econòmica com a norma de liquidació del règim 
econòmic matrimonial de separació de béns: especialitats processals, pressupòsits i càlcul”, InDret, núm. 
2, abril, 2016, p. 11. 
395 Por este motivo, probablemente, se considere que el nuevo régimen jurídico de la compensación por 
razón de trabajo no prescinde plenamente de la idea de sobrecontribución y, por consiguiente, del 
enriquecimiento injustificado. En esta dirección, vid. ALEGRET BURGUÉS, M. E., “El TSJC davant el nou 
Dret català de la persona i de la família”, en INSTITUT DE DRET PRIVAT EUROPEU I COMPARAT DE LA 
UNIVERSITAT DE GIRONA (coord.), Qüestions actuals del Dret català de la persona i de la familia. 
Materials de les Dissetenes Jornades de Dret català a Tossa, Documenta Universitaria, Gerona, 2013, pp. 
39-40; GARRIDO MELERO, op. cit., p. 435. 
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sustancialmente superior al hogar por parte de quien se pretenda acreedor, porque, de no 
ser así, al margen de haber o no contribuido en exceso en el levantamiento de los gastos 
familiares, estaría partiéndose del incumplimiento del deber que compete conjuntamente 
a ambos consortes de compartir las responsabilidades domésticas (art. 231-2.2 CCCat). 
 Como corolario de lo anterior deviene necesario que se demuestre un incremento 
superior sobre el patrimonio de aquel de los consortes respecto del cual se considere que 
su dedicación al hogar fue sustancialmente superior a la prestada por parte del otro, si se 
pretende ser compensado a estos efectos. Sin embargo, aunque es perfectamente posible 
que semejante incremento se deba a circunstancias ajenas a las labores desempeñadas en 
el seno doméstico, el legislador catalán ha optado por presumir la relación de causalidad 
entre ambos factores, motivado, quizá, por cuanto había sido señalado ya a este respecto 
por el Tribunal Superior de Justicia de Cataluña, al estimar que siempre que un cónyuge 
trabaje sin remuneración ocasionará un enriquecimiento a favor del otro (STSJ Cataluña 
27-4-2000 [RJ 2000, 4125])396. Por ello, no faltos de razón, algunos autores han juzgado 
que el modo en que se encuentra actualmente configurada la compensación por razón de 
trabajo alentaría a los consortes a no incrementar sus respectivos patrimonios, así como 
a no permitirse entre ellos la llevanza personal de los cometidos y asuntos domésticos397. 
 La ausencia de una relación de causalidad entre la satisfacción de los menesteres 
domésticos y el incremento experimentado por parte de los consortes en sus patrimonios 
representaría dificultades aún mayores cuando la dedicación a aquéllos no abarcase todo 
el periodo a lo largo del cual hubiera estado vigente entre ellos el régimen de separación 
de bienes, porque, si, por ejemplo, éste estuvo en vigor durante cinco años, de los cuales 
tan solo ha sido acreditada una dedicación sustancialmente superior al hogar respecto de 
los tres últimos, el régimen de separación de bienes terminaría operando durante los dos 
primeros años como si se tratase de uno de participación en las ganancias, al no exigirse 
dedicación doméstica alguna a lo largo de los mismos para después participar por medio 
                                                 
396 Apuntando en este sentido, vid. NASARRE AZNAR, S., “La compensación por razón del trabajo y la 
prestación compensatoria en el Libro Segundo del Código Civil de Cataluña”, en BARRADA ORELLANA, 
R., GARRIDO MELERO, M. y NASARRE AZNAR, S. (coords.), El nuevo derecho de la persona y de la 
familia, Bosch, Barcelona, 2011, pp. 251-252; BAYO DELGADO, J., “Comentarios a los artículos 232-1 a 
232-12 del Código Civil de Cataluña” en ROCA TRÍAS, E. y ORTUÑO MUÑOZ, P. (coords.), Persona y 
Familia: Libro Segundo del Código Civil de Cataluña, Sepín, Madrid, 2011, pp. 695 y 697; BOSCH 
CAPDEVILA, “La configuració...”, cit., p. 392; RIBOT IGUALADA, “Comentarios a los artículos 232-5 a 
232-11 y 234-9 del Código Civil de Cataluña”, cit., p. 243; NAVAS NAVARRO, “El régimen...”, cit., pp. 
1316-1317; GINEBRA MOLINS, “Les stratégies...”, cit., p. 208. 
397 Vid. NAVAS NAVARRO, “El régimen...”, cit., p. 1320. 




de la compensación en el patrimonio del consorte. En tal caso, además, no se afrontarían 
los riesgos propios del régimen de participación en las ganancias. Piénsese que, si de los 
dos primeros años resultara un incremento patrimonial favorable al cónyuge acreedor de 
la correspondiente compensación por razón de trabajo, su consorte no gozaría de ningún 
derecho a participar en él. Por esta razón sería aconsejable que, a modo de corrección, e 
igual que el cese de la convivencia supone un límite temporal “máximo”, la duración de 
la dedicación al hogar actuase también como uno “mínimo”, en el cálculo del respectivo 
incremento patrimonial, y no solo en la cuantificación final (cfr. art. 232-5.3 CCCat)398. 
C) Extinción del régimen de separación de bienes y cese efectivo de la convivencia 
 La finalidad tuitiva de la compensación por razón de trabajo haría indispensable 
hallarse en situación de desamparo para lograr su reconocimiento por parte de los jueces 
y tribunales, tal y como sucedería en aquellas ocasiones en que el régimen de separación 
de bienes se extinguiera con motivo de la nulidad, la separación, el divorcio, la muerte o 
la declaración de fallecimiento de alguno de los cónyuges, pero no, sin embargo, cuando 
lo hiciera por voluntad de los consortes, y fuese sustituido por otro régimen económico-
matrimonial; sea de comunidad de bienes, de participación en las ganancias o incluso de 
separación de bienes. Por tanto, para facilitar su examen, este presupuesto será abordado 
en primer lugar desde una perspectiva negativa dirigida a valorar la posible exclusión de 
este último supuesto, para después continuar por el resto de circunstancias que operarían 
aquí para extinguir el régimen de separación de bienes; a excepción de su disolución por 
causa de divorcio, cuya sencillez, a tales efectos, hace innecesario cualquier comentario. 
 a) El pacto capitular con efectos extintivos. — Los regímenes de participación en 
las ganancias y de comunidad de bienes se extinguen por aquel acuerdo de los cónyuges 
mediante el cual estipulen, en sus capitulaciones matrimoniales, un régimen económico-
matrimonial diferente que ocupe su lugar; y, aunque nada se diga a este respecto en sede 
de separación de bienes, nada se opondría a considerar que un acuerdo como el señalado 
fuera capaz de causar idénticos efectos sobre su vigencia -ya fuera mediante el recurso a 
la analogía respecto de aquellos regímenes económico-matrimoniales o por medio de las 
normas generales aplicables en materia de novación extintiva-, al igual que sucedería en 
                                                 
398 La prueba de que los incrementos patrimoniales de cada cónyuge se calculan considerando el periodo 
completo de vigencia del régimen de separación de bienes radica en el hecho de que solo se excluyan del 
mismo aquellos bienes que cada cónyuge tenía al comenzar el régimen, y no aquellos adquiridos durante 
su vigencia a falta de una dedicación sustancialmente superior a lo doméstico (cfr. art. 232-6.1 c) CCCat). 
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aquellos otros casos en que se hiciera depender su vigencia de una condición resolutoria 
o de un término final, cumplida una u otro (cfr. arts. 232-16.1 b) y 232-36.1 b) CCCat). 
 En este sentido, quizá, y de hecho así lo ha hecho ya algún autor, podría juzgarse 
este caso como uno más de los que dieran lugar a la extinción del régimen de separación 
de bienes y, a su vez, a la percepción de una compensación por razón de trabajo, junto al 
de nulidad, separación, divorcio, muerte o declaración de fallecimiento399. En cambio, al 
margen de una primera impresión, sería posible aducir dos argumentos en contra: por un 
lado, si se hubiera querido incluir este caso entre aquellos que son capaces de disolver el 
régimen de separación de bienes a los efectos del derecho a ser compensado por razón de 
trabajo, al legislador catalán le habría bastado con referirse a su extinción sin emprender 
una enumeración taxativa de los mismos -como sucede a propósito del artículo 1438 del 
Código Civil-, y por el otro, no debe desconocerse que tal circunstancia no representaría 
amenaza alguna para el porvenir económico del cónyuge que eventualmente demandase 
el reconocimiento de una compensación por razón de trabajo, además de que en tal caso 
lo más probable es que procediera a liquidar el régimen económico que diese por extinto 
junto a su consorte, y que ambos adoptaran los acuerdos correspondientes al respecto400. 
 Debe señalarse que, además, aunque estos argumentos condujeran por sí mismos 
a excluir este supuesto como posible detonante de la extinción del régimen de separación 
de bienes, y consecuente nacimiento del derecho a percibir una compensación por razón 
de trabajo, el nuevo régimen económico-matrimonial que resultase de la novación de las 
capitulaciones matrimoniales, así como aquel que eventualmente surgiera tras cumplirse 
la condición o el término convenido en ellas para poner fin a su predecesor, no lograrían 
proporcionar jamás las mismas garantías que por el contrario se obtendrían al amparo de 
este derecho. Piénsese que, de ser aquél de participación en las ganancias, de separación 
                                                 
399 Vid. DÍEZ-PICAZO GIMÉNEZ, G., “Los regímenes patrimoniales del matrimonio en los Derechos civiles 
especiales y forales”, en DÍEZ-PICAZO GIMÉNEZ, G. (coord.), Derecho de familia, Civitas, Navarra, 2012, 
p. 827. 
400 Participan de esta opinión RIBOT IGUALADA, “Comentarios a los artículos 232-5 a 232-11 y 234-9 del 
Código Civil de Cataluña”, cit., p. 245; MONTSERRAT VALERO, op. cit., p. 162; NAVAS NAVARRO, “El 
régimen...”, cit., p. 1315; ORTUÑO MUÑOZ, P., “Comentarios a los artículos 41 a 43 del Código de Fami-
lia”, en EGEA FERNÁNDEZ, J. y FERRER RIBA, J. (dirs.), LAMARCA MARQUÉS, A. y RUISÁNCHEZ 
CAPELASTEGUI, C. (coords.), Comentaris al Codi de Família, a la llei d’unions estables de parella i a la 
llei de situacions convivencials d’ajuda mútua, Tecnos, Madrid, 2000, p. 235; GETE-ALONSO Y CALERA, 
“La compensación...”, cit., p. 2; RUCOSA ESCUDÉ, A., “Pensió compensatòria i aliments entre cònjuges: 
propostes i criteris d’estandardització”, en ÀREA DE DRET CIVIL DE LA UNIVERSITAT DE GIRONA 
(coord.), Nous reptes del Dret de família. Materials de les Tretzenes Jornades de Dret català a Tossa, 
Documenta Universitaria, Gerona, 2005, p. 162; LUCAS ESTEVE, A., “Règims econòmics matrimonials: el 
règim de separació de béns”, en LUCAS ESTEVE, A. (dir.), Dret civil catalá, v. II, Bosch, Barcelona, 2012, 
p. 301. 




o de comunidad de bienes, una vez extintos, y llegado por tanto el momento de practicar 
sus respectivas liquidaciones, el consorte que hubiese venido ocupándose de los asuntos 
domésticos de un modo sustancialmente superior al otro no obtendría una compensación 
proporcionada al periodo completo durante el cual estuvieron vigentes ambos regímenes 
económico-matrimoniales -entiéndase, por éstos, al de separación de bienes, y aquel que 
hubiese adquirido vigencia tras su disolución-, sino tan solo por el trabajo efectuado a lo 
largo del régimen económico-matrimonial cuya liquidación estuviese realizándose. Este 
resultado apenas tendría sentido de considerarse el hecho de que, cuanto más larga fuera 
la dedicación al hogar, mayor sería la necesidad a compensar (cfr. art. 232-5.3 CCCat). 
 Este desacierto adquiriría una trascendencia aún superior si además se estimase 
que el periodo de convivencia prematrimonial se suma al de la matrimonial, a efectos de 
fijar la oportuna compensación por razón de trabajo, porque, mientras la situación de los 
convivientes que mediante el matrimonio pusieran fin a la pareja estable, apenas distaría 
de aquella acontecida entre consortes que por medio de convenio disolviesen el régimen 
de separación de bienes, para someterse después a otro nuevo, también de separación de 
bienes, solo aquéllos tendrían derecho a ser compensados por el trabajo invertido tanto a 
lo largo de la primera como de la segunda separación de bienes. En efecto, de apreciarse 
que el pacto capitular con efectos extintivos sobre el régimen de separación de bienes ha 
sido conscientemente omitido como causa de disolución del mismo, a efectos de obtener 
una compensación por razón del trabajo realizado durante su vigencia, y de considerarse 
a su vez el hecho de que los convivientes en pareja estable sí podrían percibirla, después 
de contraer matrimonio; no resultaría sencillo explicar la injustificada distinción que por 
consiguiente operaría entre una y otra institución (cfr. arts. 234-4.1 c) y 234-9 CCCat). 
 Al margen de lo discriminatorio que a primera vista pudiese estimarse semejante 
contradicción, a favor de comprender la sustitución del régimen económico-matrimonial 
como causa de extinción del régimen de separación de bienes, y consecuente nacimiento 
del derecho a obtener una compensación por razón de trabajo, debe considerarse que por 
el momento no representa una opción suficientemente loable. En tal caso, a salvo de que 
el régimen económico-matrimonial emergido tras el otorgamiento o modificación de las 
capitulaciones matrimoniales fuese también de separación de bienes, y se liquidara junto 
a su predecesor por motivos de economía procesal, el cauce procesal por el cual hubiese 
de liquidarse no coincidiría con aquel que previó expresamente el legislador catalán. Por 
tanto, de considerarse semejante solución, en lugar de fijarse la compensación por razón 
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de trabajo a través de los procesos de nulidad, de separación o de divorcio, así como por 
medio de aquellos otros dirigidos a obtener la eficacia civil de resoluciones o decisiones 
eclesiásticas, y a salvo siempre de los casos de muerte o declaración de fallecimiento, se 
debería optar por el declarativo correspondiente (cfr. arts. 232-11 y 232-12.1 CCCat)401. 
 b) La buena o mala fe en la nulidad matrimonial. — El resultado de aplicar en el 
ordenamiento jurídico catalán las normas estatales vigentes con respecto a la nulidad del 
matrimonio provocaría incertidumbre en torno a si, su eficacia retroactiva, una vez fuese 
declarada por parte de la autoridad judicial competente, siempre sería capaz de afectar al 
derecho a obtener una compensación por razón de trabajo o si, por el contrario, éste solo 
quedaría afectado por aquélla a falta de buena fe por parte de quienes lo demandaran. La 
respuesta que se diese a semejante interrogante no habría de desconocer el hecho de que 
el legislador catalán no dispone de competencia para legislar sobre esta materia y, por lo 
tanto, a pesar de que algunos autores estimen lo contrario, resultaría más prudente exigir 
buena fe por parte del consorte que pretendiera constituirse acreedor de este derecho por 
respeto a lo ordenado ex artículo 79 del Código Civil. De no ser así, sin embargo, estaría 
corriéndose el riesgo de proponer una interpretación inconstitucional al suponerse que el 
legislador catalán era absolutamente competente para alterar las reglas estatales, además 
de que tampoco tendría sentido sentar la diferencia para con la prestación compensatoria 
en la medida en que ésta sí exige la controvertida buena fe (cfr. art. 233-14.1 CCCat)402. 
 c) La separación y el cese efectivo de la convivencia. — La separación personal 
de los consortes es otra de las circunstancias que son capaces de extinguir el régimen de 
separación de bienes, al igual que cualquier otro, y apenas engendraría controversia. Sin 
embargo, el hecho de que el legislador catalán no señale expresamente distinción alguna 
entre separación legal o de hecho, a diferencia de cuanto dispuso previamente por medio 
de otros textos legales, suscitaría cierto margen de confusión en buena medida agravado 
por la referencia al cese efectivo de la convivencia que el mismo efectúa en los artículos 
232-5.1 y 232-6.1 a) de su Código Civil (cfr. arts. 23 CDCC y 41.1 CF). Por un lado, no 
tendría sentido considerar que la simple separación de hecho ocasionase por sí misma la 
disolución del régimen de separación de bienes, cuando, por otro, precisa de ser alegada 
a instancia de los consortes, para lograr la de otros regímenes económico-matrimoniales 
                                                 
401 Así lo indica GINEBRA MOLINS, “Compensació...”, cit., pp. 420 (n. 53) y 422 (n. 58). 
402 En contra de esta opinión, considerando que el cónyuge de mala fe tiene derecho a compensación, vid. 
NASARRE AZNAR, “La compensación...”, cit., p. 240; BOSCH CAPDEVILA, “La compensación...”, cit., p. 
11; ALEGRET BURGUÉS, “Liquidació...”, cit., p. 158. 




como los de participación en las ganancias y de comunidad de bienes (cfr. arts. 232-16.2 
a) y 232-36.2 a) CCCat). Por ello, quizá, deba estimarse que tan solo la separación legal 
dispondría de efectos extintivos sobre el régimen de separación de bienes; motivo por el 
que el legislador usa el inciso en su caso con respecto a la separación de hecho, en lugar 
de añadir este caso a aquellos otros que sí tienen tal eficacia (cfr. art. 232-5.1 CCCat)403.  
 La referencia al cese efectivo de la convivencia se limitaría por tanto a garantizar 
por una parte la plena armonía con el derecho que se reconoce a las parejas estables para 
obtener una compensación por razón de trabajo en iguales condiciones a los consortes, y 
a constreñir por otra parte el límite temporal máximo que operaría tanto para unos como 
para otros con respecto a la composición de sus respectivos incrementos patrimoniales a 
estos efectos, pero, en ningún caso, como causa de disolución del régimen de separación 
de bienes (cfr. arts. 234-9 y 232-6.1 a) CCCat)404. Se trataría, por tanto, de una regla con 
arreglo a la cual viene operándose desde hace décadas por parte de la jurisprudencia con 
respecto a la sociedad de gananciales, para aquellos casos, nada frecuentes, en los cuales 
logra acreditarse una separación de hecho tan prolongada que, de apreciarse el derecho a 
participar en la mitad de los bienes que adquirieron la cualidad de gananciales a lo largo 
de la misma, estuviese actuándose en claro abuso de derecho y contra la buena fe (SSTS 
13-6-1986 [RJ 1986, 3549], 17-6-1988 [RJ 1988, 5113], 23-12-1992 [RJ 1992, 10653], 
27-1-1998 [RJ 1998, 110], 14-3-1998 [RJ 1998, 1567] y 24-4-1999 [RJ 1999, 2826])405. 
 Esta doctrina apenas encontraría dificultades si quisiera ser trasladada al régimen 
de participación en las ganancias o a la compensación por razón de trabajo prevista para 
el de separación de bienes, pues, tanto el uno como el otro, compartirían con la sociedad 
de gananciales aquella collaboratio que legitima su aplicación: la contribución colectiva 
a la adquisición o incremento del patrimonio. Por esta razón no cuesta creer que después 
fuese debidamente recuperada por parte de la jurisprudencia catalana para excluir lo que 
hubiera sido adquirido tras cesar efectivamente la convivencia de los consortes a efectos 
de la oportuna compensación por razón de trabajo, y que más tarde acabase por elevarse 
a rango de ley (SSTSJ Cataluña 13-7-2009 [RJ 2009, 5672], 3-11-2008 [RJ 2009, 3141] 
                                                 
403 Vid. MONTSERRAT VALERO, op. cit., p. 161, n. 8. 
404 Vid. ARNAU RAVENTÓS, “El régimen...”, cit., p. 292; ORTUÑO MUÑOZ, “Comentarios a los artículos 
41 a 43 del Código de Familia”, cit., p. 235; BAYO DELGADO, J., “Consideracions processals a propòsit de 
la Llei 8/1993, de 30 de setembre, de modificació de la Compilació en matèria de relacions patrimonials 
entre cònjuges”, Iuris, núm. 1, septiembre, 1994, p. 362 y n. 10; NAVAS NAVARRO, “El régimen...”, cit., 
p. 1321. 
405 Vid. BAYO DELGADO, “Comentarios...”, cit., p. 696. 
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y 27-4-2000 [RJ 2000, 4125]). Resultado de la misma doctrina sería además el hecho de 
que el legislador catalán previese la posibilidad de que la autoridad judicial apreciase de 
oficio el momento en que se origine semejante cese, en lugar de exigir instancia de parte 
como por el contrario hizo para el régimen de participación en las ganancias; según cabe 
inferir al socaire de cuanto prevé el artículo 232-17 de su Código Civil (SSTSJ Cataluña 
13-7-2009 [RJ 2009, 5672], 3-11-2008 [RJ 2009, 3141], 27-4-2000 [RJ 2000, 4125])406.  
 La aplicación de semejante doctrina jurisprudencial ha de conectarse no obstante 
con aquellos tiempos en los que el matrimonio constituía una unión indisoluble, y con la 
celebración de acuerdos entre los consortes para establecer los efectos de sus respectivas 
separaciones de hecho, dos elementos que hoy en día carecen de relevancia gracias a las 
libertades que asisten a aquéllos para divorciarse o separarse conforme a Derecho. Éstas 
bastarían por lo tanto para solucionar cualquier conflicto que pudiera surgir con respecto 
a lo adquirido tras el cese efectivo de la convivencia entre los consortes, sin perjuicio de 
que, además, en sede de sociedad de gananciales, ambos estén autorizados para instar su 
disolución como consecuencia de una separación de hecho con duración superior a la de 
un año (cfr. art. 1393.3 CC). Éste es el motivo por el cual tampoco resulta razonable que 
el Tribunal Supremo haya llegado a afirmar, e incluso reiterar, en múltiples resoluciones 
jurisprudenciales, el sinsentido de que la separación de hecho no solamente sea capaz de 
excluir el fundamento de la sociedad de gananciales, sino que además lleve aparejada su 
completa disolución (SSTS 23-2-2007 [RJ 2007, 656] y 21-2-2008 [RJ 2008, 1701])407.  
 Aunque la legislación catalana también reconoce sin embargo que los regímenes 
de participación en las ganancias y de comunidad de bienes se disuelvan judicialmente a 
instancia de los propios consortes como resultado de haber intervenido entre los mismos 
una separación de hecho superior a seis meses, guarda al mismo tiempo el más riguroso 
silencio con respecto al de separación de bienes, y ello ha conducido a que la doctrina se 
cuestione la posibilidad de extenderle semejante facultad frente a separaciones de hecho 
superiores a un año, en virtud de cuanto establecen los artículos 232-11.2 y 233-14.2 del 
                                                 
406 Vid. RIBOT IGUALADA, “Comentarios a los artículos 232-5 a 232-11 y 234-9 del Código Civil de 
Cataluña”, cit., p. 244. 
407 En este sentido, vid. ALBALADEJO GARCÍA, M., Curso de Derecho civil, t. IV, Edisofer, 12ª edición 
puesta al día por S. Díaz Alabart, Madrid, 2013, p. 174. También SANCIÑENA ASURMENDI, C., “La 
separación de hecho y la continuidad de la sociedad de gananciales”, en CUENA CASAS, M., ANGUITA 
VILLANUEVA, L. A. y ORTEGA DOMÉNECH, J. (coords.), Estudios de Derecho civil en homenaje al 
profesor Joaquín José Rams Albesa, Dykinson, Madrid, 2013, pp. 1566 y 1572. 




Código Civil de Cataluña (cfr. arts. 232-16.2 a) y 232-6.2 a) CCCat)408. Estos preceptos 
se refieren sin embargo a aquella extinción surgida a tenor de la muerte o declaración de 
fallecimiento de cualquiera de los consortes, y en los cuales el cese de la convivencia no 
interviene como causa de disolución del régimen de separación de bienes, sino más bien 
para limitar temporalmente la facultad de que dispone el supérstite a efectos de reclamar 
una prestación compensatoria a los herederos del premuerto o del declarado fallecido, y 
cuyo ejercicio no afectaría en absoluto a la compensación por razón de trabajo salvo que 
una y otra pretendieran percibirse conjuntamente. Establecer el plazo de un año para que 
la separación de hecho tuviera efectos extintivos quebraría por otra parte la uniformidad 
consagrada por el resto de regímenes económico-matrimoniales que tan solo exigen seis 
meses; sobre todo, después de equipararse el plazo en el régimen de participación en las 
ganancias, con respecto al que tenía el de comunidad de bienes (cfr. arts. 52 y 73.2 CF).  
 En último lugar, en cuanto atañe a los efectos de una posible reconciliación entre 
los consortes, el derogado artículo 42 del Código de Familia era suficientemente claro al 
ordenar que el derecho a percibir una compensación por razón de trabajo tan solo podría 
demandarse en el primer proceso en que se solicitara la separación, divorcio o nulidad, a 
salvo de que después de aquélla hubiera intervenido reconciliación y nueva convivencia 
entre los consortes, a efectos de un proceso posterior de divorcio o de nulidad. Ésta sería 
una idea que aún podría sostenerse hoy en día aunque en su lugar pudiera apreciarse que 
en estas circunstancias no habría derecho a ser compensado por razón de trabajo, debido 
a que el régimen de separación de bienes ya habría quedado completamente disuelto por 
la propia separación legal de los consortes. Por este motivo quizá sea oportuno recurrir a 
la normativa correspondiente a las parejas estables y valorar, después, si procede o no la 
compensación por razón de trabajo; según se ha hecho ya en alguna ocasión por parte de 
la jurisprudencia al socaire de cuanto se dispone a este respecto por el artículo 234-9 del 
Código Civil de Cataluña (SAP Barcelona 7-4-2016 [JUR 2016, 192265]). Lo mismo se 
podría decir, incluso, para aquella convivencia que eventualmente fuera emprendida tras 
declararse la nulidad o el divorcio, siempre que fueran acreditados los requisitos que son 
exigidos para la constitución de una pareja estable, y a pesar de la prohibición que a este 
respecto se recoge por el artículo 88 del Código Civil (cfr. arts. 234-1 y 234-9 CCCat). 
                                                 
408 Vid. BAYO DELGADO, “Comentarios...”, cit., p. 696; MONTSERRAT VALERO, op. cit., p. 161. 
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 d) La muerte o declaración de fallecimiento. — La gran innovación que presenta 
el Libro Segundo del Código Civil de Cataluña respecto de la normativa anterior estriba 
en la facultad de solicitar la compensación por razón de trabajo en caso de premoriencia 
de cualquiera de los cónyuges, y al cual habría que añadir por supuesto el de declaración 
de fallecimiento -ex artículo 85 del Código Civil (SAP Barcelona 17-2-2016 [JUR 2016, 
70666])409. Esta omisión solía ampararse en la existencia de derechos sucesorios a favor 
del cónyuge supérstite, tales como el usufructo universal o la cuarta vidual -sin perjuicio 
las disposiciones testamentarias que en su caso pudiesen ordenarse los consortes-, y que 
podían responder a las mismas razones que el derecho de compensación antedicho410. El 
problema surgiría sin embargo cuando el fallecimiento sucediese mientras los consortes 
estuvieran separados de hecho, porque, en estas circunstancias, el cónyuge supérstite no 
solo perdería dicha compensación sino también el correspondiente usufructo universal y 
la cuarta vidual, y no sería oportuno que su porvenir económico quedase condicionado a 
las disposiciones testamentarias que el premuerto pudiera haber efectuado a su favor, así 
como tampoco podría dejarse el cumplimiento de los contratos al arbitrio de uno solo de 
los contratantes, según las normas generales (cfr. arts. 334.2 y 381.1 CS y 1256 CC)411. 
 Actualmente, en aquellos supuestos en que el régimen de separación de bienes se 
extinga como consecuencia del fallecimiento -o declaración de fallecimiento- de alguno 
de los cónyuges, el otro está facultado para reclamar de sus herederos la correspondiente 
compensación como derecho personalísimo; según se deduce de cuanto prevé el artículo 
232-5.5 del Código Civil de Cataluña (cfr. art. 1401 CCH). Se podría entender por tanto 
que semejante derecho solo dispone de este carácter en caso de muerte -o declaración de 
fallecimiento-, y no cuando el régimen de separación de bienes se extinguiera en vida de 
ambos consortes, junto a ciertos autores412. Sin embargo, no tiene ningún sentido que un 
determinado derecho disponga de carácter personalísimo solo en algunos supuestos y no 
otros, pues, si así es por los motivos que en cada caso correspondan, así debería ser para 
                                                 
409 Vid. ALEGRET BURGUÉS, “Liquidació...”, cit., p. 158; LUCAS ESTEVE, “Règims...”, cit., p. 297. 
410 Vid. GARRIDO MELERO, op. cit., p. 430; BRANCÓS NÚÑEZ, E., “L’article 41 de la Llei d’Unions 
Estables de Parella”, Jornadas sobre el Código de Familia y la Ley de Uniones Estables de Pareja (Leyes 
9/10/1998). Barcelona, 24 y 25 de noviembre de 1998. Libro homenaje a la memoria de Luis-Enrique 
Barberá Soriano, La Notaría, Barcelona, 1998, p. 246; LÓPEZ PELÁEZ, P., “Reflexiones en torno al 
régimen económico matrimonial de participación en las ganancias en la nueva legislación catalana: su 
valoración en relación al Derecho común”, Actualidad Civil, núm. 7, febrero, 1996, p. 140. 
411 Vid. BRANCÓS NÚÑEZ, “Separació...”, cit., p. 686. 
412 Vid. NAVAS NAVARRO, “El régimen...”, cit., p. 1316; FARNÓS AMORÓS, E., “El règim de separació de 
béns en el nou Llibre II del Codi Civil de Catalunya”, Activitat Parlamentària, núm. 23, 2010, p. 13; 
MONTSERRAT VALERO, op. cit., p. 165. 




cualesquiera circunstancias. Habida cuenta de que el mismo cumple además una función 
protectora, es del todo comprensible que su ejercicio competa solamente al cónyuge que 
pretenda convertirse en acreedor; así como también ocurrió entre los romanos para pedir 
la restitución de la dote al socaire de la actio rei uxoriae, antes de la reforma justinianea. 
 El único motivo que permitiría justificar que el legislador catalán circunscribiese 
el carácter personalísimo de este derecho a los supuestos de muerte -o de declaración de 
fallecimiento- de alguno de los cónyuges radicaría precisamente en la intransmisibilidad 
que aquél llevaría aparejado sobre éste, a fin de desestimar cualquier expectativa que los 
herederos del cónyuge supérstite pudieran tener en torno a su posible percepción cuando 
este último hubiera fallecido también, después, sin haberle sido reconocido en vida (cfr. 
art. 16.1 LEC)413. Tratándose, además, de un derecho cuya motivación es la de velar por 
sus potenciales acreedores, quienes sucedieran a éstos no tendrían por qué disfrutar de él 
en su lugar, una vez fallecidos aquéllos, y desaparecidas sus respectivas necesidades. En 
este sentido, por su funcionalidad, tiene lógica que se señale su naturaleza personalísima 
con respecto a los supuestos de muerte -o declaración de fallecimiento-, sin que tal cosa 
signifique que carezca de este carácter en cualesquiera otras circunstancias. Diferente es 
el caso en que la sentencia que reconozca la compensación hubiese adquirido firmeza en 
vida del acreedor, en cuyo caso formaría parte del caudal relicto (cfr. art. 540.1 LEC)414. 
4. EL CÁLCULO DE LOS RESPECTIVOS INCREMENTOS PATRIMONIALES 
 El derecho a percibir una compensación por razón de trabajo únicamente surgiría 
cuando el consorte que pretendiera convertirse en acreedor, después de haberse ocupado 
de los menesteres domésticos en una medida sustancialmente superior a la del otro, y de 
acreditarlo a su vez por medio de los cauces procesales correspondientes, experimentase 
además un incremento inferior a este último en su respectivo patrimonio, desde el inicio 
del régimen económico-matrimonial de separación de bienes o de la convivencia que los 
mismos entablaran entre sí con anterioridad a la celebración del matrimonio, y hasta que 
aquél quedase completamente extinto o ésta cesara de un modo efectivo. Esto se traduce 
por tanto en una evidente aproximación entre el régimen de separación de bienes y el de 
                                                 
413 Vid. GINEBRA MOLINS, “El trabajo...”, cit., p. 606 y n. 29; ID., “Compensació...”, cit., pp. 418-419; 
ORTUÑO MUÑOZ, “Comentarios a los artículos 41 a 43 del Código de Familia”, cit., p. 236; RIBOT 
IGUALADA, “Comentarios a los artículos 232-5 a 232-11 y 234-9 del Código Civil de Cataluña”, cit., p. 
251; BAYO DELGADO, “Comentarios...”, cit., p. 699; MONTSERRAT VALERO, op. cit., p. 159, n. 2. 
414 Vid. GINEBRA MOLINS, “Compensació...”, cit., p. 419; RIBOT IGUALADA, “Comentarios a los artículos 
232-5 a 232-11 y 234-9 del Código Civil de Cataluña”, cit., p. 251; BAYO DELGADO, “Comentarios...”, 
cit., p. 699; MONTSERRAT VALERO, op. cit., p. 159. 
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participación en las ganancias, al partir, sus respectivas liquidaciones, de cuánto hubiera 
aumentado el patrimonio de cada consorte415. Por consiguiente habrían de ser apreciadas 
las diversas disposiciones legales, opiniones doctrinales y resoluciones jurisprudenciales 
relativas a los regímenes económico-matrimoniales de comunidad de bienes a efectos de 
esclarecer, en el de separación de bienes, cuáles habrían de ser los elementos a computar 
o excluir en calidad de incremento patrimonial -al amparo de la compensación por razón 
de trabajo-, así como aquellas otras referentes al de participación en las ganancias, sobre 
el que lamentablemente no existe suficiente documentación que pudiera servir de ayuda. 
A) La formación de inventario 
 La constitución de un inventario sobre los bienes de los consortes representa una 
práctica que ya existía antiguamente entre los propios romanos con motivo de los bienes 
extradotales que, no integrados por lo tanto en las dotes, ni entregados a los maridos por 
parte de sus respectivas mujeres con intención de hacerlos suyos, eran introducidos en el 
hogar conyugal para uso personal de estas últimas: illatio416. Hoy en día no solo dispone 
de utilidad para desplazar la aplicación de la presunción de ganancialidad con respecto a 
los bienes privativos en la sociedad de gananciales -como advertía ya GARCÍA GOYENA 
en sus conocidas concordancias, motivos y comentarios-, sino que a su vez representaría 
una práctica aconsejable incluso en otros regímenes económico-matrimoniales como los 
de participación en las ganancias, y el de separación de bienes catalán, a partir de que un 
consorte se encargara del hogar en una medida sustancialmente superior a la del otro417.  
 En este sentido se dispone por la disposición adicional tercera del Libro Segundo 
del Código Civil de Cataluña que, a efectos de la compensación por razón de trabajo, la 
demanda o, en su caso, la reconvención por la que ésta se reclamase debe acompañarse 
con una propuesta de inventario que incluya una relación de los bienes propios y los del 
otro cónyuge, con la indicación de su valor, y el importe de las obligaciones, así como 
con la documentación de relevancia patrimonial de que se disponga; aunque quizá sería 
                                                 
415 En un sentido similar, vid. NASARRE AZNAR, “La compensación...”, cit., p. 268; FARNÓS AMORÓS, E., 
“Separació de béns i compensació econòmica per la dedicació abnegada a la família i a l’empresa del 
marit: la sentència del Tribunal Superior de Justícia de Catalunya de 14 de febrer de 2013”, Revista 
Catalana de Dret Privat, v. XIV, 2014, p. 167. 
416 D. 23, 3, 9, 3. Cfr. GARCÍA GARRIDO, Ius uxorium..., cit., p. 165. 
417 Vid. GARCÍA GOYENA, op. cit., p. 670. En el mismo sentido, vid. RAGEL SÁNCHEZ, L. F., “La sociedad 
de gananciales”, en YZQUIERDO TOLSADA, M. y CUENA CASAS, M. (dirs.), Tratado de Derecho de la 
Familia, v. III, Aranzadi, 2ª edición, Navarra, 2017, p. 851; TORRALBA SORIANO, V., “Comentarios a los 
artículos 1344 a 1374 del Código Civil”, Comentarios a las reformas del Derecho de familia, v. II, 
Tecnos, Madrid, 1984, p. 1587. 




oportuno completar la parquedad que manifiestan estos términos con respecto a aquellos 
que al mismo tiempo utilizan las reglas de cálculo del incremento patrimonial, así como 
con los empleados para inventariar los bienes del tutelado, y que no solo hacen alusión a 
los bienes y obligaciones sino que se refieren en su lugar a los bienes, créditos, cargas y 
deudas (cfr. arts. 232-6.1 y 222-22.1 CCCat). Huelga decir que, no obstante, y pese a no 
especificarse nada al respecto, el inventario tan solo será exigible cuando el derecho a la 
compensación por razón de trabajo fuese reclamado por medio de procesos contenciosos 
y no cuando, por el contrario, y a falta de contradicción, dependiera absolutamente de lo 
convenido por los interesados sin generarse conflicto de ninguna clase entre los mismos. 
 Para la formación de semejante inventario ha de recordarse no obstante que en el 
régimen de separación de bienes asiste a cada consorte el derecho a gozar, administrar y 
disponer de sus propios bienes sin otras limitaciones que aquellas derivadas del régimen 
jurídico especial de que dispone la vivienda familiar, ni mayores obligaciones que las de 
proporcionarse entre sí la información adecuada en relación a la gestión patrimonial que 
ambos pudieran efectuar con respecto a los gastos familiares, y que se justifican además 
por el hecho de que frente a terceras personas responderían solidariamente de las deudas 
contraídas a tales efectos (cfr. arts. 232-1 y 231-9 y 231-7 y 231-8 CCCat). Hubiera sido 
conveniente, quizá, completar esta última obligación con el deber de información que se 
contempla para el participación en las ganancias, y que dispone además de un contenido 
mucho más amplio que el de los gastos familiares, si se considera el valor que adquiriría 
semejante información a efectos de determinar la compensación por razón de trabajo del 
régimen de separación de bienes, a la vista de la estrecha similitud que hoy en día cabría 
apreciar entre ambos regímenes económico-matrimoniales (cfr. art. 232-13.2 CCCat)418. 
 Llama la atención además que por este mismo motivo no se imponga el deber de 
inventariar aquellos bienes adquiridos con anterioridad a la entrada en vigor del régimen 
de separación de bienes, a diferencia de cuanto se dispone para el de participación en las 
ganancias (cfr. art. 232-14 CCCat). Esta omisión podría justificarse sin embargo a la luz 
de diferentes razones: la primera de ellas se encontraría justamente en el hecho de que el 
                                                 
418 A favor de una aplicación general de esta obligación con independencia del régimen económico-
matrimonial de que se trate, vid. DÍAZ ALABART, S., “El deber de información entre cónyuges en el 
régimen de gananciales, y también en los de separación y participación”, en CUENA CASAS, M.; ANGUITA 
VILLANUEVA, L. A. y ORTEGA DOMÉNECH, J. (coords.), Estudios de Derecho civil en homenaje al 
profesor Joaquín José Rams Albesa, Dykinson, Madrid, 2013, p. 1283; GARCÍA CANTERO, G., “Notas 
sobre el régimen económico matrimonial primario”, Documentación Jurídica, v. I, núms. 33-36, enero-
diciembre, 1982, p. 312; DE AMUNÁTEGUI RODRÍGUEZ, “La libertad...”, cit., p. 145, n. 66. 
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régimen de separación de bienes no requiere de convenio en los capítulos matrimoniales 
para cobrar plena vigencia como por el contrario acontece para el de participación en las 
ganancias y, por tanto, sería complicado hacer coincidir este momento con la formación 
de un inventario como el señalado en aquellos casos en que se aplicase supletoriamente; 
la segunda se centraría en que el régimen de separación de bienes no persigue facilitar la 
comunicación de los patrimonios de los consortes salvo cuando fuera indispensable para 
proteger a alguno de ellos, por haberse dedicado a atender el hogar, pero no en cualquier 
caso como ocurre en el de participación en las ganancias, y quizá sea ésta la razón por la 
se ha optado por no gravar a los separados de bienes con la formación de un inventario. 
 Sin perjuicio de que tal cosa no se prevea por mandato de la ley en el régimen de 
separación de bienes, quizás fuera aconsejable que los consortes procediesen igualmente 
a inventariar sus respectivos bienes antes de que adquiriera vigencia o se comenzase una 
convivencia previa a la celebración del matrimonio, en cuyo caso probablemente habría 
de formalizarse mediante capitulaciones matrimoniales o escritura pública (cfr. art. 231-
20.1 CCCat). Para ello, además, sería útil lo previsto en materia de usufructo por cuanto 
uno de los consortes podría no aceptar el inventario efectuado por parte del otro, y hacer 
que se determinaran pericialmente el estado y la condición de sus bienes, y se evaluasen 
de nuevo (cfr. art. 561-7.2 CCCat)419. Sin embargo, sea como fuere, de lo que no podría 
prescindirse a este respecto es del dato de que la información contenida en tal inventario 
tendría una naturaleza provisional e incompleta en muchas ocasiones, pues, a los efectos 
de la liquidación, no podrían conocerse aún las adquisiciones gratuitas o lucrativas y las 
indemnizaciones por daños personales emergentes percibidas durante todo el periodo de 
vigencia del régimen de separación de bienes o de la convivencia prematrimonial, y que 
son también deducibles; aunque fuera útil para conocer el estado material que realmente 
tenían los bienes de los consortes en ese justo momento (cfr. art. 232-6.1 c) CCCat)420. 
 En último lugar, y en previsión de que los consortes no tuvieran la posibilidad de 
acceder a la información necesaria para formar la propuesta de inventario, se les permite 
solicitar a la autoridad judicial que la obtenga utilizando los medios de que dispone -a la 
                                                 
419 Así lo considera COSIALLS UBACH, A. M., “Comentarios a los artículos 232-13 a 232-17 del Código 
Civil de Cataluña”, en EGEA FERNÁNDEZ, J. y FERRER RIBA, J. (dirs.), FARNÓS AMORÓS, E. (coord.), 
Comentari al Llibre Segon del Codi Civil de Catalunya. Família y relacions convivencials d’ajuda 
mútua, Atelier, Barcelona, 2014, p. 305, tal y como procedería ex §1379 BGB, según expone LABRUSSE-
RIOU, op. cit., p. 226. 
420 En este sentido, vid. TORRES LANA, J. A., “Comentarios a los artículos 1315 a 1444 del Código Civil”, 
en ALBÁCAR LÓPEZ, J. L. y SANTOS BRIZ, J., Código Civil. Doctrina y jurisprudencia, t. IV, Trivium, 
Madrid, 1991, p. 1046. 




luz de la disposición adicional tercera anteriormente referida-, mediante la exhibición de 
aquellos documentos que se encontrasen tanto en poder de la parte contraria como de un 
tercero (cfr. arts. 328-332 LEC). Sin embargo, la verdadera novedad no residiría sino en 
la posibilidad de que dichas peticiones se formularan antes de la vista por cuanto que, en 
su defecto, debería procederse a ello durante la misma y, no pudiendo practicarse en ese 
momento, en un máximo de treinta días (cfr. arts. 443.3 y 770.4 LEC)421. En la práctica 
se concluye sin embargo que para el reconocimiento del derecho a la compensación se 
hace preciso un despliegue probatorio extraordinario [...] precisando no ya tan solo de 
auxilio externo a través de la prueba pericial, sino también de la colaboración del otro 
cónyuge presentando la documentación [...] que permita una correcta valoración de los 
patrimonios; y que ello impide muchas veces la cuantificación en la demanda y obliga a 
remitirse a un momento posterior (SAP Barcelona 24-5-2016 [JUR 2016, 197619]). 
B) La composición del activo patrimonial de cada cónyuge 
 Las reglas establecidas en el régimen de separación de bienes para conformar los 
patrimonios de los consortes a los efectos de averiguar la medida exacta en que pudieran 
o no haber experimentado sendos incrementos, mientras hubiese permanecido vigente o 
se hubiera mantenido una convivencia prematrimonial, y hasta extinguirse aquél o cesar 
esta última, para después dilucidar si procedería o no compensación por razón de trabajo 
a favor de cualquiera de ellos, coinciden en términos esenciales con aquellas que prevén 
la composición de los patrimonios iniciales y finales del régimen de participación en las 
ganancias (cfr. arts. 232-6, 232-19 y 232-20 CCCat). Siguiendo, por tanto, una dinámica 
muy similar, sería aconsejable comenzar por determinar aquello que puede conformar el 
patrimonio de cada uno de los consortes, para deducir, después, todo cuando debiera ser 
descontado por tratarse de partidas ajenas a toda dedicación doméstica422. Para ello sería 
preciso emplear, en ocasiones, argumentaciones propias de los regímenes de comunidad 
de bienes y de participación en las ganancias, si no quiere darse lugar a contradicciones. 
 a) Los bienes existentes al extinguirse el régimen o cesar la convivencia. — Una 
de las características por las que se distingue el régimen de separación de bienes es la de 
que, por fuerza de sus principios rectores, y tras adquirir vigencia, conserve inalterado el 
sistema general de adquisición de derechos reales y pertenezca, en exclusiva, a cada uno 
                                                 
421 Vid. CABALLOL ANGELATS, op. cit., p. 1074; ABRIL CAMPOY, op. cit., p. 8. 
422 Vid. RIBOT IGUALADA, “Comentarios a los artículos 232-5 a 232-11 y 234-9 del Código Civil de 
Cataluña”, cit., p. 263. 
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de los consortes, aquellos cuya titularidad conste expresamente a su favor en el título de 
adquisición (cfr. art. 531-1 CCCat)423. Sin embargo, a pesar de todo, es frecuente que en 
la práctica se produzcan distorsiones entre la titularidad formal y material de los mismos 
cuando, cualquiera de los cónyuges, ya fuera a través de bienes o dinero del otro, lleve a 
cabo nuevas adquisiciones; en cuyo caso aquél se constituirá en titular de cuanto hubiera 
adquirido a costa de éste por presumirse entre ellos la donación de lo que fue invertido a 
tal fin, en lugar de operar aquí el principio de subrogación real que por el contrario haría 
titular al cónyuge a quien pertenecía lo invertido en la adquisición, y que suele operar en 
los regímenes económico-matrimoniales de comunidad de bienes (art. 232-3.1 CCCat).  
 La estricta actuación del principio de titularidad formal tendría por consecuencia 
que no fuera posible la constitución de ninguna comunidad de bienes entre los consortes 
más allá de aquella que, en su caso, pudiera surgir por medio de normas generales como 
las que actúan respecto de lo adquirido conjuntamente por los consortes o presumen entre 
ellos la correspondiente comunidad -según acontece justamente a propósito de los bienes 
muebles de valor ordinario de uso familiar-, cuyas respectivas cuotas se habrían de tener 
en cuenta en concepto de incremento patrimonial (cfr. arts. 552-1 y 232-3.2 CCCat). No 
obstante, deberían ser computados también a estos efectos los bienes de uso personal de 
valor ordinario junto a aquellos que estuvieran directamente destinados al ejercicio de la 
actividad de cada uno de los consortes, y sobre los que actuaría la presunción contraria a 
favor de la titularidad exclusiva, de acuerdo con la calificación privativa que los mismos 
tendrían en un régimen de comunidad de bienes (cfr. arts. 232-4 y 232-32 e) CCCat)424. 
 Estos últimos bienes tendrían por el contrario un destino muy distinto en caso de 
que la economía de los consortes estuviera sometida al régimen de comunidad de bienes 
por cuanto los mismos quedarían al margen de una eventual liquidación, incluso cuando 
hubiesen sido adquiridos con cargo a bienes comunes, como excepción a la subrogación 
                                                 
423 En este sentido, vid. LAMARCA MARQUÉS, A., “Comentarios a los artículos 232-1 a 232-4 del Código 
Civil de Cataluña”, en EGEA FERNÁNDEZ, J. y FERRER RIBA, J. (dirs.), FARNÓS AMORÓS, E. (coord.), 
Comentari al Llibre Segon del Codi Civil de Catalunya. Família y relacions convivencials d’ajuda 
mútua, Atelier, Barcelona, 2014, p. 215. 
424 En igual sentido, vid. VIDAL OLIVARES, A. R., “La participación en los gananciales. Estudio del 
régimen económico matrimonial y de su inserción en el sistema de regímenes económico matrimoniales 
en el Derecho de la familia chileno”, Revista de Derecho de la Pontificia Universidad Católica de 
Valparaíso, núm. 25, 2004, p. 448. Sin embargo, en contra de esta opinión, vid. DE LOS MOZOS Y DE LOS 
MOZOS, “Comentarios a los artículos 1411 a 1444 del Código Civil”, cit., p. 141; NAVAS NAVARRO, El 
régimen de participación..., cit., p. 78; BARRADA ORELLANA, R., “El régimen de participación en las 
ganancias”, en LLEDÓ YAGÜE, F. y FERRER VANRELL, M. P. (dirs.), MONJE BALMASEDA, O. (coord.), Los 
regímenes económicos matrimoniales en los Derechos civiles forales o especiales, Dykinson, Madrid, 
2010, p. 484. 




real (cfr. arts. 232-31 d) y 232-32 e) CCCat)425. Si bien es cierto que ésto es lo frecuente 
también para el de participación en las ganancias -según se dispuso por parte de algunas 
legislaciones extranjeras como la austriaca, la griega, la quebequesa o la suiza-, no podría 
obtenerse el mismo resultado para la normativa catalana porque no existe norma expresa 
alguna que faculte para extraerlos de los activos patrimoniales de los cónyuges (cfr. arts. 
82(1)2 EheG, 1398 III CCH, 450.6 CCQ y 198.1 y 199 I ZGB). Ello se debería con gran 
probabilidad al hecho de que en la liquidación de los regímenes de separación de bienes 
y de participación en las ganancias solo se comprende el valor de dichos bienes, y no los 
bienes mismos, sobre los que no pesa ninguna comunidad que dividir, y cuya titularidad 
dominical seguiría correspondiendo al cónyuge que constase como tal hasta el momento 
de producirse la liquidación; salvo aquellos casos en que intervenga una dación en pago. 
 Evidentemente habría de considerarse como incremento patrimonial lo adquirido 
mediante el ejercicio de actividades profesionales; un concepto que sin embargo debería 
extenderse también lo obtenido como consecuencia de una baja laboral o en situación de 
desempleo -en cuanto ocuparía el lugar de aquéllo, a falta de cualesquiera actividades de 
carácter profesional-, y desde luego también a las pensiones de jubilación, porque, de no 
ser así, sería verdaderamente complicado justificar el hecho de que, en aquellos casos en 
los cuales únicamente se retirara del mercado laboral uno solo de los consortes, mientras 
el otro continuase ejerciendo actividades profesionales, solo fuera excluido del cómputo 
lo adquirido por aquél, y no por este último (cfr. arts. 232-31 b) CCCat y 449 I CCQ)426. 
 Una vez superada la deducción de las rentas e intereses del patrimonio inicial del 
régimen de participación en las ganancias, nada impediría computar además los frutos y 
rentas que produjeran todos los bienes de los consortes (cfr. arts. 232-31 c) CCCat), 449 
                                                 
425 Vid. MARSAL GUILLAMET, J., “Comentarios a los artículos 231-5 a 231-8 y 232-30 a 232-38 del Códi-
go Civil de Cataluña”, en ROCA TRÍAS, E. y ORTUÑO MUÑOZ, P. (coords.), Persona y familia: Libro 
Segundo del Código Civil de Cataluña, Sepín, Madrid, 2011, p. 785. 
426 En este sentido se pronuncian RAMS ALBESA, J. J., La sociedad de gananciales, Tecnos, Madrid, 1992, 
p. 97; REBOLLEDO VARELA, A. L., “Comentarios a los artículos 1344 a 1410 del Código Civil”, en 
BERCOVITZ RODRÍGUEZ-CANO, R. (dir.), Comentarios al Código Civil, t. VII, Tirant lo Blanch, Valencia, 
2013, pp. 9523-9524; ID., “Belicosidad derivada de la elección del régimen económico matrimonial. 
Maneras de evitarla”, La conflictividad en los procesos familiares: vías jurídicas para su reducción, 
Dykinson, Madrid, 2004, p. 207; RAGEL SÁNCHEZ, “La sociedad...”, cit., pp. 804-806; TORRALBA 
SORIANO, “Comentarios...”, cit., p. 1598. En particular, respecto de la pensión de jubilación, vid. CASAS 
VALLÉS, R., “Comentarios a los artículos 48 a 60 del Código de Familia”, en EGEA FERNÁNDEZ, J. y 
FERRER RIBA, J. (dirs.), LAMARCA MARQUÉS, A. y RUISÁNCHEZ CAPELASTEGUI, C. (coords.), 
Comentaris al Codi de Família, a la llei d’unions estables de parella i a la llei de situacions 
convivencials d’ajuda mútua, Tecnos, Madrid, 2000, p. 309. 
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II CCQ y 55.2 CDCC)427. Desde luego, no tendría sentido excluir del cómputo los frutos 
civiles -entre los que figurarían tanto rentas como intereses-, mientras por el contrario se 
computaran los naturales -como las producciones espontáneas de la tierra, crías y demás 
productos animales-, y también los industriales -como los que producirían los predios de 
cualquier especie en beneficio del cultivo o del trabajo-, pues, en caso de que uno de los 
consortes fuese acreedor de cuantiosas rentas e intereses, no sería justo negar el derecho 
del otro a participar sobre una parte de su valor cuando aquél sin embargo lo tendría con 
respecto a lo percibido por éste en concepto de salario por el desarrollo de una actividad 
profesional remunerada; según ha sido manifestado por la doctrina (cfr. art. 355 CC)428.  
 Estos frutos, además, podrían proceder de un derecho de usufructo cuyo valor se 
debería computar también a los efectos de la compensación por razón de trabajo a no ser 
que fuera constituido durante la vigencia el régimen de separación de bienes o a lo largo 
de una convivencia anterior al matrimonio, a título gratuito o lucrativo, o en concepto de 
indemnización por daños personales y emergentes; según ha apreciado la jurisprudencia 
catalana (SAP Barcelona 13-10-2009 [JUR 2010, 46628])429. Sin embargo, no se podría 
obtener la misma conclusión con respecto a los derechos de uso y de habitación en tanto 
que, por su propia finalidad, ambos serían consumidos en el levantamiento de los gastos 
familiares (cfr. art. 562-6 CCCat). Tampoco sería indispensable computar a tales efectos 
la nuda propiedad si se considera que, al deducir el usufructo que gravara el dominio del 
bien de que se tratase -a tenor de lo dispuesto por el artículo 232-6.1 a) del Código Civil 
                                                 
427 Así lo estiman ALEGRET BURGUÉS, “Liquidació...”, cit., p. 164; DE LOS MOZOS Y DE LOS MOZOS, 
“Comentarios a los artículos 1411 a 1444 del Código Civil”, cit., p. 149; PILLEBOUT, J. F., La 
participation aux acquêts. Formules commentées de contrat de mariage, Litec, París, 1988, pp. 67-68; 
DÖLLE, “El problema...”, cit., p. 199; DE LEÓN ARCE, A., Sistemas económicos matrimoniales de tipo 
mixto: el régimen de participación, Universidad de Oviedo, Oviedo, 1984, p. 254. Sin embargo, creyendo 
que deben deducirse los frutos que resulten de otros bienes deducibles, vid. CLAEYS, D. y DE PAGE, P., 
“Régime de séparation de biens avec créance de participation aux acquêts”, Revue du notariat belge, 
núm. 2831, mayo, 1992, p. 243. 
428 Vid. CASAS VALLÉS, R., “Comentario a los artículos 55 a 56 de la Compilación del Derecho Civil de 
Cataluña”, en CASANOVAS MUSSONS, A., EGEA FERNÁNDEZ, J., GETE-ALONSO Y CALERA, M. C. y 
MIRAMBELL ABANCÓ, A. (coords.), Comentari a la Modificació de la Compilació en matèria de 
relacions patrimonials entre cònjuges, Departamento de Justicia de la Generalidad de Cataluña, 
Barcelona, 1995, p. 317; LÓPEZ PELÁEZ, op. cit., p. 150. 
429 Vid. MORALES MORENO, A. M., “Comentarios a los artículos 1411 a 1434 del Código Civil”, 
Comentarios a las reformas del Derecho de familia, v. II, Tecnos, Madrid, 1984, p. 1836; DE LOS MOZOS 
Y DE LOS MOZOS, “Comentarios a los artículos 1411 a 1444 del Código Civil”, cit., p. 150; DESCHENAUX 
y STEINAUER, op. cit., p. 336.  




de Cataluña-, obtendríamos su valor sin que fuera preciso considerarla como una partida 
independiente del activo patrimonial (SAP Tarragona 3-4-2014 [JUR 2014, 151796])430.  
 Lógicamente, y a pesar de que en el régimen de separación de bienes no opere la 
subrogación real a efectos de determinar la titularidad de los bienes de los consortes, y a 
diferencia de cuanto suele suceder en los de comunidad de bienes, ésta debería aplicarse 
en él, y en cualesquiera otros que contemplasen una participación en las ganancias, para 
computar como incremento patrimonial todo cuanto aquéllos pudieran haber adquirido a 
costa de otros bienes igualmente computables (cfr. art. 232-31 d) CCCat). Ello haría que 
quedase absolutamente justificado computar los de uso personal y valor ordinario, junto 
a aquellos otros directamente destinados al ejercicio de la actividad de los consortes, por 
cuanto unos y otros ocuparían el lugar de los utilizados en sus respectivas adquisiciones; 
excepto cuando éstas fueran consumadas con anterioridad a adquirir vigencia el régimen 
de separación de bienes o iniciarse la convivencia previa al matrimonio, o durante uno u 
otra, pero a título gratuito o lucrativo o en concepto de indemnización por daño personal 
emergente, y en cuyo caso nada se opondría a su deducción (cfr. art. 232-6.1 c) CCCat). 
 Aún cabría objetarse sin embargo que de este modo se consiguiese en el régimen 
de comunidad de bienes una comunicación patrimonial menor aquella que se siguiera de 
los regímenes de separación de bienes y de participación en las ganancias que pretenden 
justamente lo contrario, pues, en aquél, los bienes de uso personal de valor ordinario, así 
como los directamente dirigidos al ejercicio de la actividad de los consortes, adquirirían 
siempre condición de bienes propios y, por lo tanto, quedarían excluidos en el momento 
de la liquidación431. Sin embargo, en este régimen económico-matrimonial -y, al margen 
de los bienes de uso personal y valor ordinario que no plantearían dificultades en cuanto 
su adquisición tendría la condición de gasto familiar- la adquisición de los bienes de uso 
profesional a cargo del caudal común quedaría resuelta mediante el oportuno reintegro a 
favor de la comunidad de bienes, pero no, en cambio, en los regímenes de separación de 
bienes y de participación en las ganancias, para los cuales, a falta de una masa común de 
bienes, no estaría justificado efectuar su deducción en cuanto implicaría un fraude432. En 
                                                 
430 Vid. FERNÁNDEZ-PRIDA MIGOYA, F., “Régimen económico matrimonial de participación”, Libro 
homenaje a Ildefonso Sánchez Mera, v. I, Consejo General del Notariado, Madrid, 2002, p. 537. 
431 Vid. PILLEBOUT, op. cit., p. 70. 
432 Afirmando el nacimiento de un reintegro a favor de la comunidad, en los casos en que dichos bienes de 
uso profesional hubiesen sido adquiridos con caudal común, vid. MARSAL GUILLAMET, op. cit., pp. 786-
787; TORRALBA SORIANO, “Comentarios...”, cit., p. 1600; REBOLLEDO VARELA, “Comentarios...”, cit., 
pp. 9525 y 9528-9529; RAGEL SÁNCHEZ, “La sociedad...”, cit., pp. 876 y 878. 
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esta misma dirección señala el legislador francés que forman parte del patrimonio inicial 
del régimen de participación en las ganancias todos aquellos bienes que se prevén como 
propios en el de comunidad de bienes, siempre y cuando no diesen lugar a ninguna clase 
reintegro a su favor; tal y como acaba de argumentarse aquí (cfr. art. 1570 y 1404 CCF). 
 La computación de los bienes y derechos inherentes a la persona debería respetar 
la distinción que media entre la titularidad de los mismos y sus respectivos rendimientos 
para así considerar, solamente, estos últimos; según sucedería en materia de derechos de 
la personalidad y de propiedad intelectual (cfr. arts. 212.1 a) CDFA, 458 CCQ y L121-9 
II CPI)433. Igualmente, además, habría de atribuirse el mismo tratamiento a los derechos 
de pensión tales como aquellos que hubieran sido devengados al amparo de contratos de 
renta vitalicia o seguros de vida para caso de supervivencia, de censos, de jubilación, de 
alimentos legales o convencionales o de invalidez, una vez superada la deducción que se 
contemplaba antiguamente con respecto a estos dos últimos conceptos por el artículo 56 
del Código de Familia; así como también habría de hacerse para los planes de pensiones 
en la medida en que de los mismos se obtendría un derecho a percibir rentas o capitales 
por jubilación, supervivencia [...] orfandad o invalidez a la luz del artículo 1.1 de la ley 
de regulación de los planes y fondos de pensiones (cfr. arts. 210.2 g) y 212.1 II CDFA y 
453 I CCQ), y según viene obrándose además por la jurisprudencia catalana (cfr. SSTSJ 
Cataluña 27-6-2016 [JUR 2016, 173443], 30-10-2014 [RJ 2015, 157], SSAP Barcelona 
23-5-2017 [JUR 2017, 198083], 9-2-2017 [JUR 2017, 107825], 6-10-2015 [JUR 2015, 
280697], 29-9-2015 [JUR 2015, 281425] y 22-7-2015 [JUR 2015, 234611])434.  
                                                 
433 En el mismo sentido, vid. RAGEL SÁNCHEZ, “La sociedad...”, cit., pp. 869-870; REBOLLEDO VARELA, 
“Comentarios...”, cit., pp. 9521; ROGEL VIDE, C., “Bienes gananciales, bienes privativos y propiedad 
intelectual”, Centenario del Código Civil (1889-1989), t. II, Centro de Estudios Ramón Areces, 1990, pp. 
1819-1872; BARCELÓ DOMÉNECH, J., “De los bienes privativos y comunes”, en RAMS ALBESA, J. J. y 
MORENO MARTÍNEZ, J. A. (coords.), El régimen económico del matrimonio, Dykinson, Madrid, 2005, pp. 
279-280; DESCHENAUX y STEINAUER, op. cit., p. 336; PEÑA BERNALDO DE QUIRÓS, M., Derecho de 
familia, Universidad Complutense de Madrid, Madrid, 1989, p. 336; GIMÉNEZ DUART, T., “Los bienes 
privativos y gananciales tras la reforma de 13 de mayo de 1981”, Revista Crítica de Derecho 
Inmobiliario, núm. 548, enero-febrero, 1982, pp. 125-126. 
434 Sobre estos extremos, vid. RAGEL SÁNCHEZ, “La sociedad...”, cit., p. 806; REBOLLEDO VARELA, 
“Comentarios...”, cit., pp. 9523-9524 y 9551; BARCELÓ DOMÉNECH, “De los bienes...”, cit., p. 281; 
RIVERA FERNÁNDEZ, M., “Comentarios a los artículos 1315 a 1444 del Código Civil” en PASQUAU 
LIAÑO, M. (dir.), Jurisprudencia civil comentada. Código Civil, t. II, Comares, Granada, 2000, p. 2413; 
VAQUER ALOY, A., “Comentarios a los artículos 232-18 a 232-24 del Código Civil de Cataluña”, en 
EGEA FERNÁNDEZ, J. y FERRER RIBA, J. (dirs.), FARNÓS AMORÓS, E. (coord.), Comentari al Llibre Segon 
del Codi Civil de Catalunya. Família y relacions convivencials d’ajuda mútua, Atelier, Barcelona, 2014, 
p. 322. En particular, sobre los planes de pensiones, vid. ALCAÍN MARTÍNEZ, E., “Liquidación de sociedad 
de gananciales. Naturaleza privativa o ganancial de la indemnización percibida por uno de los cónyuges 
al acogerse a un plan de prejubilación. Naturaleza privativa o ganancial del seguro temporal y mixto de 




 Las dificultades surgirían en torno a las creaciones intelectuales que estuviesen a 
punto de ser concluidas al comienzo del régimen o convivencia prematrimonial, para las 
cuales se ha propuesto seguir el criterio adoptado por el legislador aragonés respecto de 
las adquisiciones consumadas en virtud de usucapión comenzada con anterioridad435. La 
regulación del consorcio conyugal aragonés recoge como privativos aquellos bienes que 
sean adquiridos por usucapión comenzada antes de iniciarse el consorcio, así como los 
adquiridos en virtud de títulos anteriores cuando la adquisición se consolide durante su 
vigencia; según acontecería precisamente con las creaciones intelectuales señaladas (cfr. 
art. 211 b) CDFA). Podría repararse, no obstante, junto a Joaquín SAPENA TOMÁS, en la 
posibilidad de que tal adquisición integrara la masa del consorcio en la medida en que la 
misma no se produciría hasta consumarse completamente el plazo de usucapión; aunque 
más bien habría de atenderse a la opinión profesada por José Luis LACRUZ con respecto 
a su naturaleza privativa, porque, en realidad, por la propia retroacción de sus efectos, el 
hecho de consumar el plazo de la usucapión tan solo consolidaría una situación previa al 
comienzo del consorcio (STS 18-3-1961 [ROJ 151, 1961])436. Sin embargo, a falta de la 
retroactividad que distingue a la usucapión, sería dudoso que pudiera serle atribuida esta 
misma solución al caso que nos ocupa, y los rendimientos de tales creaciones habrían de 
computarse como incrementos patrimoniales hasta que se pronunciase la jurisprudencia. 
 Igualmente habrían de contabilizarse y deducirse respectivamente del patrimonio 
de los consortes aquellos créditos que cada uno pudiese ostentar hacia el otro, por serles 
de aplicación las reglas generales, y sin necesidad de que se indique expresamente como 
hace el artículo 1426 del Código Civil437. Estos créditos, en definitiva, pueden deberse a 
muy diversas razones -piénsese por ejemplo en las relaciones contractuales onerosas, en 
la gestión de negocios del consorte, en indemnizaciones por daños patrimoniales o en el 
levantamiento de los gastos familiares-, pero, en todo caso, el pago permanecerá ajeno a 
la compensación por razón de trabajo -según prevé el primer párrafo del artículo 203 del 
                                                                                                                                               
capitalización y vida. Aplicación de la subrogación real”, Cuadernos Civitas de Jurisprudencia Civil, 
núm. 53, abril-septiembre, 2000, p. 640. 
435 Vid. ALGARRA PRATS, E., “El régimen de participación”, en YZQUIERDO TOLSADA, M. y CUENA 
CASAS, M. (dirs.), Tratado de Derecho de la Familia, v. IV, Aranzadi, 2ª edición, Navarra, 2017, p. 248; 
CABEZUELO ARENAS, “Comentarios...”, cit., p. 10018. 
436 Vid. SAPENA TOMÁS, J., “Dinámica de los bienes en la sociedad conyugal aragonesa”, Revista Crítica 
de Derecho Inmobiliario, núms. 290-291, julio-agosto, 1952, p. 521; LACRUZ BERDEJO, Derecho de 
familia..., cit., p. 492. 
437 Vid. PILLEBOUT, op. cit., p. 117; TORRES LANA, op. cit., p. 1056; CABEZUELO ARENAS, 
“Comentarios...”, cit., pp. 10052-10053; DESCHENAUX y STEINAUER, op. cit., p. 336; NAVAS NAVARRO, 
El régimen de participación..., cit., p. 80; LANZAS GALVACHE, J., “El régimen de participación”, Revista 
Crítica de Derecho Inmobiliario, núm. 558, septiembre-octubre, 1983, p. 1165. 
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Código Civil suizo-, y será exigible al margen del proceso en que ésta se declare (SSAP 
Barcelona 2-6-2005 [JUR 2005, 182143] y 28-6-2005 [ROJ 6643, 2005]; aunque alguna 
vez se haya afirmado lo contrario para la imputación de los derechos de crédito surgidos 
en virtud de contratos de préstamo (SAP Barcelona 18-2-2014 [JUR 2014, 113146])438.  
 En último lugar habría que acudir a la regla de cierre que atribuye una titularidad 
por cuotas sobre los bienes de los consortes cuando no pudiese conocerse con claridad a 
quién de ellos le pertenece de una forma exclusiva, a tenor del artículo 232-4 del Código 
Civil de Cataluña. Desde luego, tras una ligera lectura, esta norma invitaría a pensar que 
tan solo se dirige a aquellas adquisiciones consumadas durante el régimen de separación 
de bienes, y a lo largo de una convivencia previa al matrimonio. Sin embargo, el margen 
de imprecisión que se observa sobre el particular podría conducir a su aplicación incluso 
respecto de adquisiciones anteriores, si tal incertidumbre recayese además sobre la fecha 
en que éstas se produjeron439. Si bien es cierto que su computación no tendría efectos en 
cuanto atañe a la compensación por razón de trabajo -porque, en ambos casos, al tratarse 
de cuotas de igual valor, el incremento que una de ellas significara para el patrimonio de 
cualquiera de los cónyuges sería contrarrestado por la computación de la otra cuota en el 
del consorte-, nada obstaría a que fuesen consideradas a los efectos de su liquidación440. 
 b) Las imputaciones ficticias. — El patrimonio de los consortes es susceptible de 
experimentar transformaciones durante el régimen de separación de bienes o mientras se 
mantiene una convivencia previa al matrimonio, a la luz de las facultades que a aquéllos 
les son reconocidas con respecto a la gestión de sus bienes (cfr. art. 232-1 CCCat)441. Su 
ejercicio, sin embargo, podría ocasionar consecuencias indeseables al tiempo de liquidar 
la compensación por razón de trabajo si, cualquiera de los consortes -y especialmente en 
previsión de crisis matrimoniales-, hubiera celebrado ciertos actos y negocios jurídicos a 
fin de perjudicar los intereses o las expectativas que pudiera tener su consorte sobre este 
particular. Para impedir que semejantes actuaciones se culminen con el éxito perseguido 
por sus autores, y sin constreñir por otra parte las libertades que a este respecto reconoce 
el régimen de separación de bienes, el legislador catalán incorpora a éste un mecanismo 
                                                 
438 Vid. MORALES MORENO, “Comentarios...”, cit., pp. 1879-1880. 
439 Vid. LAMARCA MARQUÉS, “Comentarios...”, cit., pp. 224-225; ARNAU RAVENTÓS, L., “Adquisiciones 
onerosas y titularidades dudosas en el régimen de separación”, InDret, núm. 4, octubre, 2011, p. 21. 
440 En este sentido, vid. NAVAS NAVARRO, El régimen de participación..., cit., p. 78. 
441 Así lo indican RIBOT IGUALADA, “Comentarios a los artículos 232-5 a 232-11 y 234-9 del Código 
Civil de Cataluña”, cit., p. 259; LASARTE ÁLVAREZ, Principios..., cit., p. 250. 




más propio de los regímenes de participación en las ganancias y que consiste en imputar 
ficticiamente a su respectivo patrimonio, el valor de aquéllas (art. 232-6.1 b) CCCat)442. 
 La primera clase de imputaciones ficticias la constituyen los actos de disposición 
a título gratuito, en armonía con las presunciones generales establecidas en relación al 
fraude de acreedores (cfr. arts. 643 II y 1297 I CC). Por consiguiente, escaparían a este 
régimen todas aquellas atribuciones patrimoniales que trajeran causa de una obligación 
legal, como ocurriría respecto de pensiones alimenticias y pago de tributos443. También, 
pese a que sean susceptibles de ser calificados como gratuitos y, por tanto, imputables 
ficticiamente, habrían de excluirse los bienes dados en comodato o prestados sin interés, 
porque en el primer supuesto no se produciría un desplazamiento patrimonial definitivo 
y, en el segundo, se conservaría el derecho a la devolución (art. 1753 CC)444. Tampoco 
deberían incluirse los legados u otras disposiciones mortis causa que no constituyesen 
una disposición actual de bienes445. En último lugar, en opinión de la doctrina, en caso 
de cumplimiento de obligaciones prescritas -por renuncia a la prescripción ganada-, su 
valor habría de excluirse por tratarse de obligaciones naturales (cfr. §1375(2)1 BGB)446. 
 Sin embargo, no habría inconveniente en imputar ficticiamente las aportaciones 
de bienes presentes a favor de fundaciones, las atribuciones particulares hechas en pacto 
sucesorio con transmisión de presente y las donaciones, si bien, con algunas salvedades 
en lo concerniente a estas últimas dependiendo de sus modalidades447. En primer lugar, 
las donaciones mortis causa habrían de recibir el mismo tratamiento que los legados, ya 
que tampoco conllevarían una disposición actual sobre los bienes donados. En segundo 
lugar -y como después se expondrá con más detalle, al tratar la protección pauliana-, las 
remuneratorias terminarían imputándose por su valor completo, y las modales según en 
                                                 
442 En esta dirección, vid. CHEVALIER-DUMAS, F., “La fraude dans les régimes matrimoniaux”, Revue 
Trimestrielle de Droit Civil, 1979, p. 53. 
443 Vid. MORALES MORENO, “Comentarios...”, cit., p. 1864; DE LOS MOZOS Y DE LOS MOZOS, 
“Comentarios a los artículos 1411 a 1444 del Código Civil”, cit., pp. 216-217; TORRES LANA, op. cit., p. 
1052; ALGARRA PRATS, op. cit., p. 273; FLORENSA TOMÁS, op. cit., p. 294. 
444 Vid. MORALES MORENO, “Comentarios...”, cit., p. 1865; ALGARRA PRATS, op. cit., p. 273. 
445 Vid. DE LOS MOZOS Y DE LOS MOZOS, “Comentarios a los artículos 1411 a 1444 del Código Civil”, 
cit., p. 215. 
446 Vid. MORALES MORENO, “Comentarios...”, cit., p. 1865; DE LOS MOZOS Y DE LOS MOZOS, 
“Comentarios a los artículos 1411 a 1444 del Código Civil”, cit., pp. 216-217; ALGARRA PRATS, op. cit., 
p. 273. 
447 Vid. DE LOS MOZOS Y DE LOS MOZOS, “Comentarios a los artículos 1411 a 1444 del Código Civil”, 
cit., p. 215; MORALES MORENO, “Comentarios...”, cit., p. 1866; TORRES LANA, op. cit., p. 1052. 
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beneficio de quién repercutiese el modo impuesto al donatario448. Y, en último lugar, las 
indirectas serían igualmente imputables, ya que a esta clase de negocios jurídicos les es 
parcialmente aplicable la normativa correspondiente al fin indirecto que persiguen y, en 
particular, para la donación, la referente a la protección y salvaguarda de los terceros; si 
bien, y a título de ejemplo, cuando las mismas se materialicen en una compraventa con 
un precio inferior al real, aquéllas solo serán aplicables en proporción a la liberalidad449. 
 No obstante, y en cualquier caso, estarían exentas de imputación todas aquellas 
donaciones cuyos beneficiarios fuesen los hijos comunes a ambos cónyuges, sean cuales 
fueren sus motivos y no solo por razón del matrimonio o para facilitarles una ocupación, 
carrera profesional, artística o de otra clase -como anteriormente indicaban los artículos 
55 del Código de Familia y 54 II de la Compilación- que, a juicio de algún autor, habría 
de extenderse a los descendientes comunes (art. 232-6.1 b) CCCat)450. Esta exclusión se 
justificaría en el arriesgado entendimiento de que la disposición efectuada por uno solo 
de los cónyuges en beneficio de los hijos comunes siempre conllevaría el asentimiento 
del consorte (STSJ Cataluña 27-6-2016 [JUR 2016, 173443]), no siendo necesariamente 
así, especialmente cuando el régimen se extinguiese debido a una crisis matrimonial y la 
disposición pudiera entrañar fraude (STSJ Cataluña 14-2-2013 [JUR 2013, 171846])451.  
 Realmente, no existen motivos que permitan explicar un tratamiento distinto con 
respecto de quienes estén sometidos al régimen de participación en las ganancias y en el 
que, siguiendo el precedente alemán, están exentas de imputación ficticia las donaciones 
consentidas por parte del cónyuge no disponente (cfr. art. 232-19.2 a) CCCat y §1375(3) 
                                                 
448 En contra, respecto de las donaciones remuneratorias, vid. RAJOY BREY, E., “El régimen económico 
matrimonial de participación”, en GIMENO Y GÓMEZ-LAFUENTE, J. L. y RAJOY BREY, E. (coords.), 
Regímenes económico-matrimoniales y sucesiones. Derecho común, foral y especial, t. I, Aranzadi, 
Navarra, 2008, p. 113. 
449 En este sentido, vid. DE LOS MOZOS Y DE LOS MOZOS, “Comentarios a los artículos 1411 a 1444 del 
Código Civil”, cit., pp. 215-216; TORRES LANA, op. cit., p. 1052. Sobre la teoría del negocio jurídico 
indirecto, vid. DE LOS MOZOS Y DE LOS MOZOS, J. L., La donación en el Código Civil y a través de la 
jurisprudencia, Dykinson, Madrid, 2000, pp. 108-109; ALBALADEJO GARCÍA, M., Derecho civil, t. I, 
Edisofer, 19ª edición revisada y puesta al día por S. Díaz Alabart, Madrid, 2013, pp. 473-474; LACRUZ 
BERDEJO, J. L., SANCHO REBULLIDA, F. DE A., LUNA SERRANO, A., DELGADO ECHEVERRÍA, J., RIVERO 
HERNÁNDEZ, F. y RAMS ALBESA, J. J., Elementos de Derecho civil, t. II, v. I, Dykinson, 5ª edición 
revisada y puesta al día por F. Rivero Hernández, Madrid, 2011, p. 452. 
450 Vid. BAYO DELGADO, “Comentarios...”, cit., p. 702. 
451 Así lo explican RIBOT IGUALADA, “Comentarios a los artículos 232-5 a 232-11 y 234-9 del Código 
Civil de Cataluña”, cit., pp. 259 y 261; BAYO DELGADO, “Comentarios...”, cit., p. 702; ALEGRET 
BURGUÉS, “Liquidació...”, cit., p. 164; FARNÓS AMORÓS, “Separació...”, cit., p. 166; ABRIL CAMPOY, op. 
cit., pp. 19-20. 




BGB)452. No sería aceptable, actualmente, para el Derecho catalán, la opinión defendida 
por LACRUZ de que en este asentimiento se integra la renuncia a la acción rescisoria que 
podría operar sobre tales donaciones como garantía de terceros adquirentes, en cuanto el 
artículo 232-9 del Código Civil de Cataluña no las exceptúa de rescisión -a diferencia de 
cuanto ocurre con respecto al 1433 del Código Civil-, y por este motivo habría que estar 
con MORALES y entender que en todo caso la renuncia actuaría sobre la participación en 
el valor de lo donado, máxime, cuando la compensación por razón de trabajo dispone de 
naturaleza renunciable, según establece el legislador catalán (cfr. art. 232-7 CCCat)453.  
 Sea como fuere, parece evidente que la solución al problema planteado residiría 
precisamente en dicho asentimiento, porque, una vez prestado, ya fuera antes o después 
de celebrada la donación, e incluso de forma simultánea a la misma, quien pretendiese 
su imputación ficticia estaría contraviniendo los propios actos (art. 111-8 CCCat)454. Sin 
embargo, en defecto de acuerdo, no parece que la autoridad judicial sea capaz de suplir 
el asentimiento del cónyuge no disponente como sucede respecto de la vivienda familiar 
(cfr. art. 231-9.1 CCCat), porque, a diferencia de lo acontecido en el Derecho alemán, 
donde así se permite, en dichas circunstancias difícilmente cabría incluir este supuesto 
entre los tasados por la ley de jurisdicción voluntaria (cfr. arts. 90.1 c) y e) LJV)455.  
 En último lugar, para acabar con los actos efectuados a título gratuito, escaparían 
a la imputación ficticia las liberalidades de uso, cualquiera que sea su destinatario, hijo 
                                                 
452 Suele reprocharse a este respecto que se emplee expresamente el término “consentimiento” en lugar de 
“asentimiento”, partiendo de que el cónyuge no disponente no formaría parte del negocio en cuestión, vid. 
FLORENSA TOMÁS, op. cit., p. 278; CABEZUELO ARENAS, “Comentarios...”, cit., p. 10044. Sin embargo, 
para mayor exactitud, probablemente debieran emplearse ambos conjuntamente si consideramos la 
posibilidad de que su emisor fuese precisamente el donatario de su consorte (art. 231-11 CCCat). En este 
sentido, el legislador alemán simplemente exceptúa estos actos de disposición del régimen de imputación 
ficticia cuando el cónyuge no disponente ha estado de acuerdo con la disposición, sin mencionar los 
controvertidos términos de “asentimiento” y “consentimiento” (cfr. §1375(3) BGB). 
453 Respectivamente, vid. LACRUZ BERDEJO, J. L. y SANCHO REBULLIDA, F. DE A., Elementos de Derecho 
civil, t. IV, Bosch, Barcelona, 1984, p. 509; MORALES MORENO, “Comentarios...”, cit., p. 1867. De la 
misma opinión, participan NASARRE AZNAR, “La compensación...”, cit., p. 270; FARNÓS AMORÓS, 
“Separació...”, cit., p. 178; ABRIL CAMPOY, op. cit., p. 20. 
454 Vid. RIBOT IGUALADA, “Comentarios a los artículos 232-5 a 232-11 y 234-9 del Código Civil de 
Cataluña”, cit., pp. 260-261. Sobre el momento adecuado para prestar este asentimiento, sostienen la 
misma posición DÍEZ-PICAZO Y PONCE DE LEÓN y GULLÓN BALLESTEROS, op. cit., p. 227; DE LOS 
MOZOS Y DE LOS MOZOS, “Comentarios a los artículos 1411 a 1444 del Código Civil”, cit., p. 219; 
VAQUER ALOY, op. cit., p. 318; CABEZUELO ARENAS, “Comentarios...”, cit., p. 10044. 
455 Se plantea la viabilidad de un acuerdo de estas características BALLESTER GINER, E., “El régimen de 
participación en el Derecho español”, Revista Crítica de Derecho Inmobiliario, núm. 559, noviembre-
diciembre, 1983, p. 1387. Sobre el Derecho alemán, vid. BÄRMANN, op. cit., p. 43. 
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común o no (art. 232-6.1 b) CCCat)456. La causa de exclusión, en estos casos, radicaría 
en que estas liberalidades se materializan en una serie de actos, en los cuales, pese a su 
gratuidad, no se producen con total libertad en cuanto es el uso social el que impone su 
realización, dándose con ello cumplimiento a un deber social457. Habría que determinar, 
por tanto, conforme a los usos vigentes en el momento y lugar en que se lleven a cabo, y 
de acuerdo al nivel de vida de la familia, en qué medida escaparían estas liberalidades al 
régimen general de imputación de las donaciones no asentidas (cfr. §1375(2)1 BGB)458. 
 La segunda clase de imputaciones ficticias radica en el detrimento producido por 
los actos efectuados con intención de perjudicar al consorte (art. 232-6.1 b) CCCat). Es 
sorprendente que, mientras el Tribunal Supremo tan solo requiere una simple conciencia 
del perjuicio para rescindir los actos del deudor en el ejercicio de la acción revocatoria o 
pauliana, para la imputación ficticia se exija haber proceder con intención de perjudicar 
al consorte. En tal sentido, quizá, sería conveniente desatender semejante exigencia para 
lograr una mayor uniformidad entre la imputación ficticia y la rescisión por fraude, pero 
de lo que no podría prescindirse en ningún caso, sería de la naturaleza onerosa que exige 
esta categoría de actos para ser ficticiamente imputados. Habida cuenta de que es éste el 
criterio que ha querido adoptarse en el régimen de participación en las ganancias, y de la 
estrecha similitud que es capaz de apreciarse entre este régimen económico-matrimonial 
y el de separación de bienes, no habría motivos suficientes que justificaran establecer un 
tratamiento distinto para este último (cfr. art. 232-19.2 CCCat). Sin embargo, no deja de 
sorprender el hecho de que el legislador catalán siente este criterio, mientras que el resto 
de ordenamientos jurídicos extranjeros que podrían haber influido sobre él se distinguen 
por no exigir onerosidad (cfr. arts. 1424 CC, 1573 CCF, 208.2 ZGB y §1375(2) BGB). 
 Éste es el criterio que sin embargo habría de servir de referencia cuando quisiera 
procederse a imputar ficticiamente aquellos actos que hubiesen sido realizados con fines 
fraudulentos por parte de los consortes, porque, de ser así, y no exigirse onerosidad para 
                                                 
456 Vid. RIBOT IGUALADA, “Comentarios a los artículos 232-5 a 232-11 y 234-9 del Código Civil de 
Cataluña”, cit., p. 260. 
457 Vid. DÍEZ-PICAZO Y PONCE DE LEÓN, L., “Comentarios a los artículos 1315 a 1324 y 1375 a 1410 del 
Código Civil”, Comentarios a las reformas del Derecho de familia, v. II, Tecnos, Madrid, 1984, p. 1765; 
MORALES MORENO, “Comentarios...”, cit., p. 1866; DE LOS MOZOS Y DE LOS MOZOS, La donación..., 
cit., p. 77. 
458 En esta dirección, vid. DÍEZ-PICAZO Y PONCE DE LEÓN, “Comentarios...”, cit., p. 1765; MORALES 
MORENO, “Comentarios...”, cit., p. 1866; REBOLLEDO VARELA, “Comentarios...”, cit., p. 9743; RIBOT 
IGUALADA, “Comentarios a los artículos 232-5 a 232-11 y 234-9 del Código Civil de Cataluña”, cit., p. 
260; PUIG FERRIOL, L. y ROCA TRÍAS, E., Fundamentos del Derecho civil de Cataluña, t. II, Bosch, 
Barcelona, 1979, pp. 348-349. 




efectuar semejante operación, nada obstaría a que entrasen en esta categoría de actos los 
que dudosamente pudieran considerarse disposiciones a título gratuito. En esta dirección 
puede pensarse, por ejemplo, en aquellas donaciones que pese a haber sido debidamente 
asentidas por parte del cónyuge no disponente -en los términos expresados en el artículo 
232-19.2 a) del Código Civil de Cataluña-, escondieran ciertas intenciones fraudulentas 
que éste ni siquiera pudiese haber sospechado al tiempo de prestar consentimiento, pero 
sobre todo ha de repararse en cuanto incumbe a la renuncia de derechos459. Ésta siempre 
tendría que respetar el perjuicio de terceros -véase, especialmente, el caso de la renuncia 
a la prescripción ganada y el de renuncia a la herencia-, y en este sentido quizá habría de 
afrontarse también la condonación de deudas, de no imputarse ficticiamente en concepto 
de acto de disposición a título gratuito por la jurisprudencia catalana como consecuencia 
de su confusa relación con las donaciones (cfr. arts. 111-6, 121-5 b) y 461-7 CCCat)460. 
 Siempre que fueran excluidas de imputación ficticia como actos de disposición a 
título gratuito, y a su vez revistiesen la apariencia de otros negocios jurídicos de carácter 
oneroso, quizá fueran también susceptibles de imputación ficticia como fraudulentas las 
donaciones disimuladas de tal modo, si procediese461. Piénsese que, mientras no pudiera 
acreditarse la simulación y existencia de una causa verdadera, lícita y, además, para este 
caso, gratuita, fuera del proceso por medio del cual fuese demandada una compensación 
por razón de trabajo, tales donaciones disimuladas aún representarían negocios jurídicos 
onerosos a los cuales resultase inaplicable la presunción prevista por el artículo 1277 del 
Código Civil (cfr. art. 1276 CC)462. Como excepción, quizá, y según se sigue además de 
que la jurisprudencia catalana tenga por costumbre comprender aquellos bienes “puestos 
a nombre” del consorte entre los respectivos incrementos patrimoniales -a los efectos de 
determinar la compensación correspondiente por razón de trabajo-, aún cabría reparar en 
la posibilidad que asiste a los órganos jurisdiccionales para proceder de oficio a declarar 
la simulación sobre la base de indicios y presunciones, en cuyo caso nada impediría que 
                                                 
459 Vid. MORALES MORENO, “Comentarios...”, cit., p. 1875; CABEZUELO ARENAS, “Comentarios...”, cit., 
pp. 10044-10045. 
460 Vid. FUENTESECA DEGENEFFE, C., La condonación de deudas, Editoriales de Derecho Reunidas, 
Madrid, 2003, pp. 90-91.  
461 En contra, consideran las donaciones disimuladas objeto de imputación como actos gratuitos CASAS 
VALLÉS, “Comentarios a los artículos 232-13 a 232-24 del Código Civil de Cataluña”, cit., p. 748; ABRIL 
CAMPOY, op. cit., p. 19. 
462 Vid. ALBALADEJO GARCÍA, M., La simulación, Edisofer, Madrid, 2005, pp. 66 y 117. 
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semejantes donaciones disimuladas se imputasen ficticiamente como auténticos actos de 
disposición a título gratuito, en lugar de oneroso (STS 20-1-1966 [ROJ 2035, 1966])463. 
 Otros actos que también podrían revestir intenciones fraudulentas podrían ser las 
pérdidas debidas al juego desmedido u ocasionadas por la asunción de gastos suntuarios 
que pudieran entenderse excesivos conforme al nivel de vida conyugal o familiar464. Sin 
embargo, una vez excluidos los supuestos de caso fortuito y los que fuesen imputables a 
terceros, tanto las obligaciones o gravámenes constituidos de forma fraudulenta como la 
destrucción o deterioro de bienes realizada con idéntica intención habrían de recibir este 
mismo tratamiento, a la vista del artículo 232-19.2 del Código Civil de Cataluña465. Para 
el abandono de cosas, en particular, además de constituir un ejemplo más de renuncia de 
derechos que tendría como límite el perjuicio de terceros, podría seguir perfectamente el 
mismo destino que los bienes destruidos fraudulentamente a efectos de ser ficticiamente 
imputados por su valor inmediatamente anterior; al margen de que pudiese o no llegar a 
serlo también como un acto de disposición a título gratuito, a juicio de la jurisprudencia. 
 La imputación ficticia de valores en el patrimonio de los cónyuges no dispone de 
limitación temporal alguna en el régimen de participación en las ganancias, a diferencia 
de cuanto se establece al respecto por parte de otros ordenamientos jurídicos extranjeros 
como el alemán o el suizo (cfr. §1375(3) BGB y art. 208.1 ZGB). Mientras en el alemán 
tan solo estarían sometidos a imputación ficticia los actos fraudulentos efectuados en los 
diez años anteriores a producirse la disolución definitiva del régimen de participación en 
las ganancias, así como también los gratuitos y demás disipaciones patrimoniales que no 
contasen con el debido asentimiento por parte del cónyuge no disponente; en el segundo 
únicamente se recoge una limitación de cinco años en lo concerniente a las liberalidades 
no asentidas. Estas restricciones, aparentemente, vendrían a explicarse por una suerte de 
presunción de fraude que obrase con respecto a aquellos años inmediatamente anteriores 
al advenimiento de crisis matrimoniales y a lo largo de los cuales pudiera preverse cierta 
mala fe en las enajenaciones que fueran efectuadas por parte del cónyuge disponente466.  
 En los regímenes de participación en las ganancias y de separación de bienes que 
prevé el legislador catalán nada obstaría a que se estableciera una limitación semejante a 
                                                 
463 Ibid., pp. 39 y 204. 
464 Vid. MORALES MORENO, “Comentarios...”, cit., pp. 1873-1874. 
465 Vid. RIBOT IGUALADA, “Comentarios a los artículos 232-5 a 232-11 y 234-9 del Código Civil de 
Cataluña”, cit., p. 262; VAQUER ALOY, op. cit., p. 319; ALEGRET BURGUÉS, “Liquidació...”, cit., p. 164. 
466 Vid. BALLESTER GINER, op. cit., pp. 1408-1409. 




la suiza, para los actos de disposición a título gratuito practicados con cierta antelación a 
la extinción de aquéllos, en cuanto éstos siempre serían considerados como fraudulentos 
sin necesidad de acreditar la concurrencia del consilium fraudis467. Sin embargo, a salvo 
de que se quisiera dispensar al cónyuge no disponente de acreditar el fraude, quizá fuera 
innecesario presumir su concurrencia en todos los actos de disposición que se efectuaran 
a título oneroso durante el mismo periodo de tiempo, porque, según las reglas relativas a 
la carga de la prueba que operan en los procesos civiles, una vez acreditada la existencia 
del fraude sería oportuno proceder a su imputación ficticia con independencia de cuándo 
se hubiera consumado exactamente el acto, ya que en estas circunstancias no perdería su 
condición de fraudulento por el simple hecho de haber transcurrido el plazo establecido. 
 c) Las deducciones del activo. — La determinación del incremento patrimonial 
de los consortes lleva necesariamente aparejada la deducción de ciertas partidas que son 
en todo caso ajenas al matrimonio contraído y que, además, coinciden con el patrimonio 
inicial del régimen de participación en las ganancias: las adquisiciones consumadas con 
anterioridad a la entrada en vigor del régimen de separación de bienes o, en su caso, a la 
convivencia prematrimonial (SAP Barcelona 3-6-2015 [JUR 2015, 188147]), y aquellas 
otras que hubieran sido realizadas después, a título gratuito o lucrativo, o en concepto de 
indemnización por daños personales emergentes (cfr. arts. 232-6.1 c) y 232-20 CCCat, y 
454 I CCQ); sin perjuicio de que además deba descontarse el valor de las cargas y de las 
obligaciones que pesasen sobre el resto de activos patrimoniales, si lo que se pretende es 
justamente hallar el valor neto del incremento referido (cfr. arts. 232-6.1 a) y c) CCCat).  
 En primer lugar, además del embargo, sobre el que ya se ha operado por parte de 
los órganos jurisdiccionales para catalogarlo como una carga deducible (SAP Barcelona 
3-12-2016 [2017, 43653]), sería oportuno comprender bajo esta categoría todos aquellos 
derechos reales que, gravando el dominio, disminuyesen su valor; según acontecería con 
ocasión del usufructo, del uso y la habitación, de las servidumbres, de los censos, de los 
derechos de superficie, de vuelo o subedificación, o del derecho de uso que hubiera sido 
atribuido -o distribuido, por periodos determinados- sobre un inmueble que previamente 
hubiera constituido la vivienda familiar del cónyuge propietario y del otro progenitor de 
los hijos que no fuesen comunes a ambos consortes (cfr. arts. 233-20 CCCat, 12 LISD y 
                                                 
467 En este sentido, vid. ALBALADEJO GARCÍA, M., Derecho civil, t. II, Edisofer, 14ª edición, Madrid, 
2011, p. 241; LACRUZ BERDEJO et al., Elementos..., t. II, v. I, cit., p. 246; RIVERO HERNÁNDEZ, F., “La 
acción pauliana en Derecho español”, en FORNER DELAYGUA, J. J. (ed.), La protección del crédito en 
Europa: la acción pauliana, Bosch, Barcelona, 2000, p. 58. 
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10.1 LITPAJD). Sin embargo, no cabría hacerlo con respecto a aquellos otros que por el 
contrario no supusieran una verdadera merma de su valor real; como sería la hipoteca, la 
prenda o la anticresis, por cuanto tan solo servirían para garantizar el pago de una deuda 
igualmente deducible como obligación a cargo del cónyuge deudor, y hacerlo, al mismo 
tiempo, en concepto de carga, equivaldría a una duplicidad (cfr. arts. 12 LISD y 10.2 c) 
LITPAJD)468. De hecho, es así como viene aplicándose por la jurisprudencia catalana, al 
deducirse solo el importe de la deuda que está pendiente de pago, y no la garantía (STSJ 
Cataluña 20-7-2015 [RJ 2015, 4632] y SAP Barcelona 3-6-2015 [JUR 2015, 188947]). 
 En segundo lugar, convendría considerar que el régimen de separación de bienes 
no hace distinción entre obligaciones contraídas con anterioridad a su vigencia o previas 
a la convivencia iniciada antes de contraer matrimonio, a diferencia del de participación 
en las ganancias (cfr. arts. 232-6.1 a), 232-19.1, 232-20.1 y 2 a) CCCat)469. De no acudir 
a la analogía, con respecto a este régimen económico-matrimonial, sería preciso realizar 
una serie de ajustes sobre el de separación de bienes con el fin de obtener un tratamiento 
unitario de la deuda preexistente, en función de los siguientes casos: a) cuando la misma 
subsistiese a la extinción de aquél sería adecuado que fuera restada tanto del incremento 
patrimonial total, como del patrimonio que es deducible de éste; b) cuando hubiera sido 
satisfecha durante el régimen de separación de bienes o convivencia prematrimonial con 
bienes que en otro caso habrían integrado el incremento patrimonial del deudor, tan solo 
debería computarse como pasivo del patrimonio deducible; c) cuando por el contrario se 
hubiera pagado durante el mismo periodo de tiempo a costa de los bienes deducibles del 
deudor, no sería preciso descontar la deuda de ninguna categoría de bienes porque habrá 
dejado de existir, así como los bienes utilizados para su satisfacción; aunque aún faltaría 
resolver el enigma que suscitaría un patrimonio inicial deficitario o de signo negativo470. 
 A este respecto se planteó el interrogante acerca de cómo habría de procederse si 
las obligaciones sucesorias o las cargas inherentes a las donaciones y legados alcanzaran 
un valor superior al de los propios bienes heredados o donados, a propósito de cuanto se 
dispone para el régimen estatal de participación en las ganancias. Si bien es cierto que la 
solución podría consistir en deducir el remanente del valor de los bienes que se hubieran 
adquirido con anterioridad a su vigencia, tal interpretación no sería posible por cuanto la 
                                                 
468 Vid. BALLESTER GINER, op. cit., p. 1394. 
469 Vid. NASARRE AZNAR, “La compensación...”, cit., p. 271. 
470 Vid. MORALES MORENO, “Algunos...”, cit., p. 4975. A favor de la analogía con el régimen de 
participación a este respecto, se inclina NASARRE AZNAR, “La compensación...”, cit., p. 271. 




deducción de las obligaciones y cargas antes señaladas tan solo está permitida en cuanto 
no excedan de los bienes heredados o donados; según prevé el artículo 1419 del Código 
Civil471. No obstante, aunque tal solución fuese posible, si aquellas superaran también el 
valor de los bienes adquiridos en un momento anterior a la entrada en vigor del régimen 
de participación en las ganancias aún tendría que lidiarse con que el legislador disponga 
que si el pasivo fuese superior al activo no habrá patrimonio inicial (art. 1420 CC)472. 
 Mediante esta afirmación se importó a nuestro ordenamiento jurídico el que sería 
uno de los mayores errores en los que incurrió el legislador alemán al construir su nuevo 
régimen, de participación en las ganancias, por cuanto aquélla no implicaría en absoluto 
que desapareciesen las obligaciones y cargas anteriores a contraerse el matrimonio, sino 
únicamente a los efectos de la correspondiente liquidación, mientras serían satisfechas a 
cargo de las ganancias obtenidas a lo largo de su vigencia y, por lo tanto, en perjuicio de 
los intereses y expectativas que pudiese tener el otro consorte con respecto a un futuro e 
hipotético crédito de participación (cfr. §1374(1) BGB)473. Sin embargo, actualmente es 
posible considerar patrimonios iniciales deficitarios o de signo negativo como resultado 
de una reforma efectuada por el legislador alemán hace aproximadamente una década, y 
que el legislador catalán también parece haber considerado después a la hora de elaborar 
el régimen de participación en las ganancias, pero no, sin embargo, para el derecho a ser 
compensado por razón de trabajo tras extinguirse el de separación de bienes, y en el que 
deberá acudirse a la analogía para resolver esta deficiencia (cfr. art. 232-20.1 CCCat)474. 
                                                 
471 Vid. MORALES MORENO, “Comentarios...”, cit., p. 1846; DE LOS MOZOS Y DE LOS MOZOS, 
“Comentarios a los artículos 1411 a 1444 del Código Civil”, cit., p. 170; CABEZUELO ARENAS, 
“Comentarios...”, cit., p. 10021. 
472 Vid. CABEZUELO ARENAS, “Comentarios...”, cit., p. 10027. 
473 Vid. ALBALADEJO GARCÍA, Curso..., t. IV, cit., p. 194; DÍEZ-PICAZO Y PONCE DE LEÓN y GULLÓN 
BALLESTEROS, op. cit., p. 225; MORALES MORENO, “Comentarios...”, cit., p. 1848; DE LOS MOZOS Y DE 
LOS MOZOS, “Comentarios a los artículos 1411 a 1444 del Código Civil”, cit., p. 178; TORRES LANA, op. 
cit., p. 1048; NAVAS NAVARRO, S., “La participation aux gains dans le Droit catalan”, en LAUROBA 
LACASA, M. E. y GINEBRA MOLINS, M. E. (dirs.), TARABAL BOSCH, J. (coord.), Régimes matrimoniaux 
de participation aux acquêts et autres mécanismes participatifs entre époux en Europe, Société de 
législation comparée, París, 2016, pp. 76-77. 
474 En este sentido, vid. NAVAS NAVARRO, “El régimen...”, cit., p. 1322. En torno a la reforma alemana -
operada a través de la ley de 1 de septiembre de 2009-, vid. HEIDERHOFF, B., “Community of accrued 
gains in Germany. Some current legal issues”, en LAUROBA LACASA, M. E. y GINEBRA MOLINS, M. E. 
(dirs.), TARABAL BOSCH, J. (coord.), Régimes matrimoniaux de participation aux acquêts et autres 
mécanismes participatifs entre époux en Europe, Société de législation comparée, París, 2016, p. 28; 
MURAT, P., “Un nouveau régime matrimonial optionnel en Droit français: Le régime franco-allemand de 
la participation aux acquêts”, en LAUROBA LACASA, M. E. y GINEBRA MOLINS, M. E. (dirs.), TARABAL 
BOSCH, J. (coord.), Régimes matrimoniaux de participation aux acquêts et autres mécanismes 
participatifs entre époux en Europe, Société de législation comparée, París, 2016, p. 50; BASCÓN-
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 Al margen de este supuesto resulta lógico que los bienes existentes a la extinción 
del régimen de separación de bienes o cese efectivo de la convivencia que hubieran sido 
adquiridos con anterioridad a la vigencia de aquél o inicio de ésta se deduzcan del haber 
patrimonial de los consortes, si de lo que se trata es justamente de conocer el incremento 
que experimentaron. Sin embargo, al amparo de la libertad que el régimen de separación 
de bienes reconoce a cada uno de ellos con respecto a la disposición de sus bienes, no lo 
sería tanto que sus respectivos haberes patrimoniales hubieran de conservar exactamente 
los mismos bienes de los que éstos se componían por aquel entonces para que resultasen 
susceptibles de deducción; según se desprende de que el legislador catalán disponga que 
debe descontarse del patrimonio de cada uno de los cónyuges el valor de los bienes que 
tenía al comenzar el régimen de separación de bienes o al iniciar una convivencia previa 
al matrimonio, y que conserva en el momento en que se extingue o cesa efectivamente la 
convivencia entre ambos, a la vista del artículo 232-6.1 c) del Código Civil de Cataluña.  
 A pesar de ello es evidente que el estricto cumplimiento de esta disposición legal 
carecería por completo de sentido si se estima el hecho de que, en dirección opuesta, por 
el contrario, nada se opondría a computar como incremento patrimonial de los consortes 
todo cuanto hubieran podido adquirir para sí, mientras se mantuviese vigente el régimen 
de separación de bienes o se conviviera con anterioridad a contraerse el matrimonio, por 
medio de la inversión de otros activos patrimoniales igualmente computables; al amparo 
de la subrogación real (cfr. arts. 232-31 d) CCCat y 197.5 ZGB). Por consiguiente, al no 
advertirse ninguna razón que permitiera justificar la aplicación de criterios distintos para 
ambos cómputos, quizá fuese oportuno aplicar también la subrogación real con respecto 
a aquellos bienes deducibles que hubieran sido empleados por los consortes para costear 
nuevas adquisiciones, y no solo descontar los que tenían al entrar en vigor el régimen de 
separación de bienes o iniciarse una convivencia anterior al matrimonio y que conservan 
al tiempo de extinguirse aquél o de cesar efectivamente la convivencia, sino también los 
subrogados de unos y otros (cfr. arts. 56.1 I CF, 198.4 ZGB y 450.3 CCQ)475. De hecho, 
éste es el criterio que se sigue de ciertas resoluciones jurisprudenciales cuando advierten 
de que todo cuanto se adquiera en sustitución o a merced de la inversión de estos bienes 
                                                                                                                                               
RAUSCHER, C., “Régimen económico matrimonial de participación en el Derecho alemán”, Abogacía, 
núm. 5, julio, 2010, p. 18. 
475 Vid. RIBOT IGUALADA, “Comentarios a los artículos 232-5 a 232-11 y 234-9 del Código Civil de 
Cataluña”, cit., p. 264; GARRIDO MELERO, op. cit., p. 438; LUCAS ESTEVE, “Règims...”, cit., p. 309; 
ABRIL CAMPOY, op. cit., pp. 22-23; DE LEÓN ARCE, op. cit., p. 255; CLAEYS y DE PAGE, op. cit., p. 244. 




no debe computarse a efectos de la compensación por razón de trabajo (SSTSJ Cataluña 
9-5-2005 [RJ 2005, 7750], 13-7-2009 [RJ 2009, 5672] y 17-7-2014 [RJ 2014, 4749]). 
 Tampoco es comprensible que entre todas las adquisiciones efectuadas a lo largo 
del régimen de separación de bienes o convivencia previa al matrimonio solamente deba 
procederse a deducir las gratuitas, en lugar de las lucrativas; según fue contemplado por 
en el proyecto de ley de 19 de enero de 2009 y se introdujo después, definitivamente, en 
sede de participación en las ganancias (cfr. art. 232-20.2 CCCat)476. En realidad, hubiera 
sido más conveniente apostar por esta última categoría en cuanto comprendería tanto los 
títulos inter vivos como los sucesorios -como lo demostraría además el hecho de que sea 
utilizada con respecto al impuesto sobre sucesiones y donaciones-, motivo por el que no 
habría de interpretarse semejante referencia a la gratuidad de una manera restrictiva sino 
en clave de lucro; particularmente, a la vista de una tendencia favorable al mismo que se 
está adoptando en otras autonomías (cfr. arts. 1 LISD, 211 c) CDFA y ley 83.3 FNN)477. 
 Entre las adquisiciones gratuitas o lucrativas se integraría por lo tanto lo recibido 
por herencia, legado, pacto sucesorio, donación o seguro de vida, siempre que las primas 
de este último no hubiesen sido satisfechas por parte del consorte beneficiario (cfr. arts. 
212.1 d) CDFA y 3.1 c) LISD)478. No obstante, a propósito de las donaciones que a este 
respecto podrían darse, aún cabría distinguir entre las ordinarias y aquellas que acusaran 
una causa remuneratoria u onerosa, porque, en tales supuestos, solo serían deducibles en 
cuanto superasen el valor del servicio que pretendieran remunerar o el del gravamen que 
impusieran a cargo del cónyuge donatario; así como ocurriría también con respecto a las 
indirectas en aquellos supuestos en que únicamente fueran deducibles en proporción a la 
liberalidad479. Sin embargo, no habrían de deducirse jamás aquellas liberalidades de uso 
que pudieran percibirse por los consortes, al igual que tampoco devendrían ficticiamente 
imputables en sus respectivos patrimonios las efectuadas por ellos mismos (cfr. art. 232-
                                                 
476 BOPC, núm. 384, 19 de enero de 2009, p. 42. 
477 En esta sentido se pronuncian NASARRE AZNAR, “La compensación...”, cit., p. 265; RIBOT IGUALADA, 
“Comentarios a los artículos 232-5 a 232-11 y 234-9 del Código Civil de Cataluña”, cit., p. 266; BOSCH 
CAPDEVILA, “La compensación...”, cit., p. 14; ABRIL CAMPOY, op. cit., p. 23. En general, respecto de la 
distinción entre gratuito y lucrativo, vid. BADOSA COLL, F., “Puesta al día de notas”, en ENNECCERUS, L., 
KIPP, T. y WOLFF, M., Tratado de Derecho civil, t. V, v. I, trad. H. Coing, Bosch, 2ª edición, Barcelona, 
1976, pp. 724-726. 
478 Vid. LACRUZ BERDEJO et al., Elementos..., t. IV, cit., p. 271; DE LOS MOZOS Y DE LOS MOZOS, 
“Comentarios a los artículos 1411 a 1444 del Código Civil”, cit., p. 155; PUIG FERRIOL, “El règim...”, cit., 
p. 455; PIOTET, Le régime..., cit., p. 94. 
479 Manteniendo la misma posición con respecto a donaciones remuneratorias y modales, vid. PIOTET, Le 
régime..., cit., pp. 94-95;  DE LOS MOZOS Y DE LOS MOZOS, “Comentarios a los artículos 1411 a 1444 del 
Código Civil”, cit., p. 154. Para las indirectas, valga lo expuesto antes en materia de imputación ficticia. 
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6.1 b) CCCat)480. En último lugar, no serían deducibles los dones de fortuna -tales como 
premios de lotería, ganancias en Bolsa u otros conceptos similares-, ni las adquisiciones 
por ocupación o hallazgo, por cuanto, unos y otras, precisarían de un determinado grado 
de actividad por parte de quien se constituyese adquirente (cfr. art. 232-31 e) CCCat)481. 
 Existen, no obstante, algunos títulos de adquisición que requieren un tratamiento 
específico en la liquidación de los regímenes de participación en las ganancias, debido a 
sus particulares características: las donaciones con reserva de la facultad de disponer, los 
fideicomisos, las reservas y la reversión. Mientras aquellas donaciones con reserva de la 
facultad de disponer precisarían restar el valor de lo dispuesto por parte del donante a lo 
largo de la vigencia del régimen de separación de bienes o durante la convivencia previa 
a la celebración del matrimonio, los fideicomisos que los consortes adquieren en calidad 
de fiduciarios no supondrían dificultad alguna siempre y cuando se extinguiesen durante 
el régimen de separación de bienes o la convivencia previa a contraerse matrimonio, así 
como tampoco las engendraría la cuarta trebeliánica. De no ser así, sin embargo, tanto la 
deducción como la no deducción serían capaces de desencadenar efectos peligrosos para 
el caso de que el fideicomisario llegase a adquirir o el fideicomiso se extinguiera una vez 
liquidado el régimen de separación de bienes; al igual que las donaciones con reserva de 
la facultad de disponer, de hacerse uso de ella transcurrido el mismo momento482. Por el 
contrario, no merecería atención alguna ni la reserva ni la reversión en la medida en que 
lo adquirido en sucesión o donación no está sujeto a las mismas (cfr. art. 411-8 CCCat).  
 No hay duda de que serían igualmente deducibles las indemnizaciones por daños 
personales, ya fuesen físicos o morales, si se considera la naturaleza intransferible de los 
intereses que protegen. Ello supondría por tanto que cuanto hubiera sido percibido como 
resarcimiento de los daños padecidos a causa de un accidente de tráfico (SAP Tarragona 
22-12-2015 [JUR 2016, 12093]), los infligidos al honor, intimidad y propia imagen (art. 
9 LOPDH), los provocados a causa del tratamiento de datos de carácter personal (art. 19 
LOPD), así como los causados a los derechos morales de autor (art. 140 LPI), quedarían 
excluidos de computación a efectos de componer el incremento patrimonial sobre el que 
                                                 
480 En torno a las donaciones remuneratorias, también DE LOS MOZOS Y DE LOS MOZOS, “Comentarios a 
los artículos 1411 a 1444 del Código Civil”, cit., p. 154. 
481 Vid. DE LOS MOZOS Y DE LOS MOZOS, “Comentarios a los artículos 1411 a 1444 del Código Civil”, 
cit., pp. 141 y 155; CABEZUELO ARENAS, “Comentarios...”, cit., p. 10018; ALGARRA PRATS, op. cit., p. 
252; VAQUER ALOY, op. cit., p. 322. En contra, vid. PIOTET, P., “Le nouveau régime légal de la 
participation aux acquêts”, Le nouveau Droit du mariage. Travaux des journées d’étude de la Faculté de 
Droit de l’Université de Lausanne des 7 et 8 mars 1986, Cedidac, 2ª edición, Lausana, 1987, p. 30. 
482 Vid. BALLESTER GINER, op. cit., pp. 1392-1393. 




se asienta la compensación por razón de trabajo (cfr. arts. 232-6.1 c) y 232-20 CCCat, y 
454 I CCQ)483. Mayores dificultades se suscitarían sin embargo en torno a aquellas otras 
indemnizaciones que trajesen causa de una relación laboral preexistente, en cuyo caso la 
solución podría depender de que su reconocimiento tratara o no de reemplazar el salario 
dejado de percibir por los daños y perjuicios producidos (cfr. arts. 454 y 450.3 CCQ)484. 
 A este respecto debe tenerse en cuenta que el salario lo constituye la totalidad de 
las percepciones económicas de los trabajadores surgidas de la prestación profesional de 
servicios laborales por cuenta ajena -ya remuneraran éstas trabajo efectivo o periodos de 
descanso computables como si fuesen de trabajo-, pero, en ningún caso, aquellas otras 
cantidades percibidas por el trabajador en concepto de indemnizaciones; como serían las 
indemnizaciones de la Seguridad Social y/o las derivadas de los traslados, suspensiones 
o despidos (cfr. arts. 26.1 y 2 ET). Por lo tanto, no tratándose estas indemnizaciones por 
el legislador como una suerte de sustitución del salario dejado de obtener por el consorte 
perjudicado, tampoco se deberían computar como contenido del incremento patrimonial 
experimentado durante el régimen de separación de bienes o a lo largo de la convivencia 
previa a contraerse matrimonio; aunque aún quedaría pendiente de aclarar el tratamiento 
que a tal respecto hubiera de proporcionarse en relación con las dos indemnizaciones que 
han suscitado mayor controversia: la indemnización por despido y por accidente laboral. 
 Algún autor ha entendido que la indemnización por despido debería ser deducida 
en la liquidación de los regímenes económico-matrimoniales por cuanto constituiría una 
lesión de un derecho constitucionalmente reconocido a todos los españoles: el derecho al 
trabajo (cfr. art. 35.1 CE)485. El Tribunal Supremo, por el contrario, sostuvo que en caso 
de despido no acontece tal cosa en cuanto el derecho al trabajo permanece incólume, ya 
que el trabajador despedido sigue en el mercado de trabajo y puede contratar su fuerza 
laboral inmediatamente después del despido (SSTS 18-3-2008 [RJ 2008, 2941] y 28-5-
2008 [RJ 2008, 4159]). Sin embargo, si bien es cierto que el despido no representaría una 
lesión con respecto a un derecho general al trabajo que se encuentra constitucionalmente 
reconocido, para todos los españoles, no lo es menos que sí constituiría lesión respecto a 
un puesto de trabajo concreto y determinado cuya pérdida trataría de resarcirse mediante 
                                                 
483 Vid. REBOLLEDO VARELA, “Comentarios...”, cit., p. 9523; RAGEL SÁNCHEZ, “La sociedad...”, cit., p. 
876; MARSAL GUILLAMET, op. cit., p. 785. 
484 Vid. GIMÉNEZ DUART, “Los bienes...”, cit., p. 127; TORRALBA SORIANO, “Comentarios...”, cit., p. 
1597. 
485 Vid. TORRALBA SORIANO, “Comentarios...”, cit., p. 1598. 
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esta vía; motivo por el que habría de excluirse del incremento patrimonial como además 
ha venido haciéndolo la jurisprudencia en diferentes ocasiones (SSAP Barcelona 20-12-
2011 [JUR 2012, 26263] y 9-5-2007 [ROJ 4287, 2007])486. Ésta no sería sin embargo la 
opinión que recientemente se adoptaría por la más alta jurisprudencia catalana al estimar 
que, cuanto hubieran adquirido los consortes en virtud de indemnización por despido, se 
debe a la dedicación del otro al hogar, y por tanto sería incremento patrimonial a efectos 
de la compensación por razón de trabajo (STSJ Cataluña 30-10-2014 [RJ 2015, 157])487. 
 Fuera de toda incertidumbre quedarían por el contrario aquellas indemnizaciones 
que se derivasen de accidentes laborales, al tratarse de un daño inferido sobre la persona 
del propio trabajador; motivo por el que habrían de excluirse en la liquidación al socaire 
de la letra c) del artículo 232-6.1 del Código Civil de Cataluña488. No debe desconocerse 
sin embargo el hecho de que la jurisprudencia menor apunta en sentido contrario cuando 
se trata de la sociedad de gananciales, apoyándose, a tales efectos, en una resolución del 
Tribunal Supremo por la que algunos años atrás se reputó ganancial la indemnización de 
un seguro que cubría el riesgo de invalidez (STS 25-3-1988 [RJ 1988, 2430]), para darle 
esta misma condición a aquella otra que en su lugar procediese por un accidente surgido 
a lo largo de una jornada laboral (SAP Ciudad Real 25-11-2010 [JUR 2011, 46866])489. 
 En cualquier caso debe tenerse en cuenta a este respecto que la indemnización de 
daños y perjuicios comprende, no solo el valor de la pérdida que hayan sufrido y que es 
usualmente conocido como damnum emergens, sino también el de la ganancia que haya 
dejado de obtener el acreedor y que suele denominarse lucrum cessans; según se extrae 
del artículo 1106 del Código Civil. Mientras que el daño emergente de la indemnización 
correspondiente debe deducirse de los patrimonios de los consortes a efectos de calcular 
la compensación por razón de trabajo cuando traten de repararse los daños personales, el 
lucro cesante no habría de descontarse jamás en cuanto tomaría el lugar de las ganancias 
que eventualmente hubiesen dejado de percibirse por el cónyuge perjudicado490. Éste es 
                                                 
486 En este sentido se manifiestan RAMS ALBESA, La sociedad..., cit., p. 97; RAGEL SÁNCHEZ, “La 
sociedad...”, cit., pp. 802-804. 
487 En igual dirección, vid. BARCELÓ DOMÉNECH, J., “La indemnización por despido o cese de la 
actividad profesional en la sociedad de gananciales”, en ABRIL CAMPOY, J. M. y AMAT LLARI, M. E. 
(coords.), Homenaje al profesor Lluis Puig i Ferriol, v. I, Tirant lo Blanch, Valencia, 2006, p. 245. 
488 Vid. REBOLLEDO VARELA, “Comentarios...”, cit., p. 9524. 
489 Así lo entiende también PIOTET, Le régime..., cit., p. 107. 
490 Vid. ALEGRET BURGUÉS, “Liquidació...”, cit., p. 163; GINEBRA MOLINS, M. E., “Comentarios a los 
artículos 232-30 a 232-38 del Código Civil de Cataluña”, en EGEA FERNÁNDEZ, J. y FERRER RIBA, J. 
(dirs.), FARNÓS AMORÓS, E. (coord.), Comentari al Llibre Segon del Codi Civil de Catalunya. Família y 
relacions convivencials d’ajuda mútua, Atelier, Barcelona, 2014, p. 368. 




el argumento que podría aplicarse también para las indemnizaciones por daños causados 
sobre bienes deducibles, pero nunca respecto de aquellos otros que se consideraran parte 
del incremento patrimonial de los consortes, porque, en tal caso, daño emergente y lucro 
cesante se subrogarían en bienes imputables, presentes y futuros (cfr. art. 1911 CC)491. 
C) La valoración de los respectivos incrementos patrimoniales 
 Una vez finalizada la fase de formación de inventario, y determinado por tanto el 
activo y pasivo patrimoniales de cada consorte, el siguiente paso lo constituiría el avalúo 
de ambas partidas. Sin embargo, de la simple comparación del régimen de separación de 
bienes con el de participación en las ganancias se concluiría con seguridad que aquél no 
dispone de una regulación completa a este respecto y de que manifiesta frente a éste una 
serie de deficiencias, al no concretar el momento apropiado conforme al cual hubiese de 
valorarse el detrimento producido por los actos realizados con intención de perjudicar al 
otro cónyuge, ni las partidas deducibles de los activos patrimoniales ni el estado material 
con arreglo al que hubiera de valorarse el patrimonio de ambos cónyuges al tiempo de la 
liquidación; motivo por el que debería acudirse a dicho régimen económico-matrimonial 
por cuanto en él sí se dispone adecuadamente cómo evaluar el patrimonio final e inicial. 
 Mientras que el valor de los activos que conformarían el patrimonio final en este 
régimen económico-matrimonial sería aquel que tuviesen al tiempo de extinguirse éste o 
en el momento en que los mismos fueran transmitidos, deteriorados o perdidos -y quizás 
abandonados también-, respecto de que así lo hubiesen sido a lo largo de su vigencia; en 
el caso del patrimonio inicial se contemplaría igualmente la fecha en que se disolviera el 
régimen de participación en las ganancias tanto cuando se trate de bienes adquiridos con 
anterioridad a su entrada en vigor como posteriormente, a título gratuito o lucrativo (cfr. 
arts. 232-19.3 y 232-20.3 CCCat). Pese a todo, no obstante, y aunque así quepa seguirse 
con facilidad de los términos utilizados por el legislador catalán con respecto al régimen 
de participación en las ganancias, aún se apreciaría cierto margen de reflexión acerca de 
si tales valoraciones habrían de considerar el momento en el que se procediese a liquidar 
el régimen económico-matrimonial, en lugar de aquel en que se produjese su disolución. 
                                                 
491 Vid. NASARRE AZNAR, “La compensación...”, cit., pp. 263-264; GINEBRA MOLINS, M. E., “El régimen 
de comunidad de bienes”, en YZQUIERDO TOLSADA, M. y CUENA CASAS, M. (dirs.), Tratado de Derecho 
de la Familia, v. VII, Aranzadi, 2ª edición, Navarra, 2017, p. 340; ID., “Comentarios...”, cit., p. 368. 
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 a) El momento adecuado para el avalúo patrimonial. — La fecha elegida para la 
valoración de los respectivos patrimonios de los consortes en el régimen de participación 
en las ganancias resultaría cuando menos sorprendente en la medida en que el legislador 
catalán parece haber cambiado de criterio con respecto cuanto dispuso previamente a tal 
fin, a través de los artículos 55 y 56 del derogado Código de Familia. En ellos establecía 
en su lugar que la fecha con arreglo a la cual debía procederse a realizar la valoración de 
los respectivos patrimonios conyugales era por el contrario aquella en la que se llevase a 
cabo la liquidación del régimen de participación en las ganancias y no su mera extinción 
o disolución, a pesar de que algún autor continúe inclinándose por esta solución492. Para 
optar por una u otra alternativa sería aconsejable sin embargo considerar cuáles han sido 
las soluciones alcanzadas años atrás por el legislador estatal con respecto a la valoración 
o actualización de determinados créditos surgidos a lo largo de la vigencia de la sociedad 
de gananciales, en relación a los respectivos patrimonios privativos de ambos consortes. 
 Aunque algunos de los créditos que son capaces de acontecer durante la vigencia 
de la sociedad de gananciales, no tienen previsto el momento con arreglo al cual hubiera 
de emprenderse su actualización, es evidente que éste no debería ser otro que aquel en el 
que resultasen de aplicación: la liquidación (cfr. arts. 1398, 1398 y 1403 CC). Otros, por 
su parte, aunque guardan silencio a este respecto, nada se opondría a incluirlos dentro de 
la regla general establecida en el artículo 1358 del Código Civil a favor del momento de 
la liquidación, además de que tampoco presentarían diferencias hacia aquellos otros que 
resultasen con ocasión de lo dispuesto en el artículo 1362 del citado Código, igualmente 
relativo a la liquidación (cfr. arts. 1346, 1347, 1352, 1359 I y 1364 CC). Sin embargo, al 
no añadirse especialidad alguna por parte del tercer párrafo del artículo 1319 del Código 
Civil -por cuanto requeriría conformidad con el régimen económico-matrimonial de que 
se tratase-, no vendría a ser sino el segundo párrafo del artículo 1359 del Código Civil el 
que supusiera una quiebra a tal uniformidad en la medida en que se remite expresamente 
a aquel momento en el que fuera disuelta, pero no liquidada, la sociedad de gananciales.  
 Esta distinción seguramente encontraría una justificación insoslayable desde una 
perspectiva teleológica, en función de que por medio de la actualización se persiguiese o 
no corregir los efectos de la devaluación monetaria, porque, en este caso, nada impediría 
que la misma se realizase en un momento posterior a extinguirse el régimen económico-
                                                 
492 Vid. CABEZUELO ARENAS, “Comentarios...”, cit., p. 10049. 




matrimonial como precisamente podría ser el de su correspondiente liquidación; pero no 
en otros supuestos que resultaran ajenos a este objetivo. Por esta razón tendría sentido el 
hecho de que el legislador estatal opte por el momento en que se disuelva la sociedad de 
gananciales como referencia para valorar el crédito resultante del supuesto contemplado 
en el segundo párrafo del artículo 1359 del Código Civil. Piénsese que, de no ser así, no 
sería nada sencillo justificar que las oscilaciones que pudiesen producirse a este respecto 
con posterioridad a este momento terminaran por perjudicar o beneficiar a cualquiera de 
los consortes, una vez disuelto el régimen económico-matrimonial vigente entre ellos493.  
 Por consiguiente, en la medida en que ambas situaciones podrían darse al tiempo 
de emprender la oportuna liquidación de los regímenes de participación en las ganancias 
y de separación de bienes, quizá fuera aconsejable aplicar la solución francesa conforme 
a la que debe valorarse el patrimonio final del régimen de participación en las ganancias 
a la fecha de su liquidación, pero considerando siempre el estado material concreto en el 
que se encontraban los bienes que lo componen en el momento en que se extinguió o, en 
su caso, respecto de la compensación por razón de trabajo, al producirse el cese efectivo 
de la convivencia (cfr. arts. 232-6.1 CCCat y 1574 CCF). Este criterio impediría que las 
plusvalías debidas a la devaluación de la moneda interviniesen en la liquidación operada 
con cierta dispersión temporal respecto del momento de la extinción del régimen, ya que 
en nada afectarían al estado material de los bienes sobre los que se produjeran; así como 
evitaría al mismo tiempo que las mejoras y deterioros experimentados en los respectivos 
patrimonios de los consortes, una vez extinto el régimen económico-matrimonial, fueran 
capaces de beneficiarles o perjudicarles al tiempo de practicar su liquidación, al tener en 
cuenta el estado material que disponían al producirse su extinción o cesar efectivamente 
la convivencia a la hora de evaluarlos, y no el que en su lugar tuviesen en ese momento. 
 b) Las plusvalías y mejoras del patrimonio deducible. — Al tiempo de valorar el 
patrimonio de los consortes adquiere una especial trascendencia el momento con arreglo 
al cual deban estimarse aquellos bienes que hubiesen de ser oportunamente descontados 
del activo, porque, en realidad, de ello dependería el tratamiento de las plusvalías que en 
su caso hubieran experimentado aquéllos mientras éstos mantuvieron vigente el régimen 
de separación de bienes o convivieron con anterioridad a contraer matrimonio. Repárese 
                                                 
493 En este sentido, vid. CAMACHO CLAVIJO, S., “La construcción de un concepto teórico de plusvalía en 
el régimen de participación en las ganancias”, Anuario de Derecho Civil, octubre-diciembre, 2015, p. 
1370. 
AD RI ÁN  A R R É B O L A  B L AN CO  
181 
 
en que, de seguir el sistema alemán, como lo hizo el legislador estatal para configurar su 
régimen de participación en las ganancias, aquellos bienes que conformasen el oportuno 
patrimonio inicial se valorarían considerando la fecha en que dicho régimen económico-
matrimonial adquiriera vigencia, si se tratase de bienes adquiridos con anterioridad, o la 
del momento en que fueron adquiridos, en otro caso, y ello significaría en definitiva que 
se estimaran sus respectivas plusvalías como ganancias; es decir, si al inicio del régimen 
económico-matrimonial -o de la convivencia previa al matrimonio, en nuestro caso-, uno 
de los cónyuges era propietario de una finca rústica valorada en 1000 euros que después 
fue recalificada como un solar urbano valorado en 5000 euros, el otro consorte tendría el 
derecho a participar en los 4000 euros restantes (cfr. art. 1421 I CC y §1376(1) BGB)494. 
 No se seguiría este mismo resultado en el régimen catalán de participación en las 
ganancias, al tener como referencia el sistema francés. Ello se debe, precisamente, a que 
la valoración del patrimonio inicial no considera la fecha del comienzo del régimen sino 
la de la extinción -o liquidación, según las apreciaciones que fueron vertidas a propósito 
del subapartado precedente- del mismo (cfr. arts. 232-20.3 CCCat y 1571 CCF)495. Por el 
contrario, sí computarían en concepto de ganancias las mejoras o aumentos de valor que 
experimentaran los bienes constitutivos del patrimonio inicial como fruto de la actividad 
de consortes, pues, si bien es cierto que serían valorados al tiempo de la disolución -o de 
la liquidación, entiéndase- del régimen económico del matrimonio, lo serían teniendo en 
cuenta el estado material en que se hallaban al inicio -o al emprenderse una convivencia 
previa al matrimonio, en nuestro caso-, y en cuanto a los adquiridos a título gratuito -o a 
título lucrativo, entiéndase-, el estado material en que se hallaban en el momento de su 
adquisición (cfr. art. 232-20.3 CCCat). Ello implicaría que los edificios construidos, las 
                                                 
494 Vid. LACRUZ BERDEJO, J. L., “La economía del matrimonio”, en LACRUZ BERDEJO, J. L., SANCHO 
REBULLIDA, F., LUNA SERRANO, A., DELGADO ECHEVERRÍA, J. y RIVERO HERNÁNDEZ, F., El nuevo 
régimen de la familia, t. II, Civitas, Madrid, 1981, p. 139. 
495 Vid. COLOMER, A., Droit civil. Régimes matrimoniaux, Litec, 10ª edición, París, 2000, p. 589; 
RENAULD, J., “Rapport introductif”, Les régimes matrimoniaux. Travaux de la deuxième Journée 
d’études juridiques Jean Dabin (6-7 mai 1966), Bruylant, Bruselas, 1966, p. 143; CORNU, op. cit., p. 810; 
MURAT, op. cit., p. 51; MORALES MORENO, “Algunos...”, cit., pp. 4968 y 4970; LUCAS ESTEVE, A., “El 
règim de participació en els guanys, el règim de comunitat de béns i els règims històrics”, en LUCAS 
ESTEVE, A. (dir.), Dret civil catalá, v. II, Bosch, Barcelona, 2012, p. 320; NAVAS NAVARRO, El régimen 
de participación..., cit., pp. 75-76; GARRIDO MELERO, op. cit., p. 343; CASAS VALLÉS, “Comentarios a 
los artículos 55 a 56 de la Compilación del Derecho Civil de Cataluña”, cit., p. 311; ID., “Comentarios a 
los artículos 48 a 60 del Código de Familia”, cit., p. 305; ID., “Comentarios a los artículos 232-13 a 232-
24 del Código Civil de Cataluña”, cit., p. 753; FOLLIÁ CAMPS, R., “Los regímenes económicos 
matrimoniales en el Código de Familia”, Jornadas sobre el Código de Familia y la Ley de Uniones 
Estables de Pareja (Leyes 9/10/1998). Barcelona, 24 y 25 de noviembre de 1998. Libro homenaje a la 
memoria de Luis-Enrique Barberá Soriano, La Notaría, Barcelona, 1998, p. 272; MONTSERRAT VALERO, 
op. cit., p. 163. 




nuevas plantaciones y cualesquiera otras mejoras adquirirían la condición de ganancia al 
margen de que fueran debidas a inversiones de trabajo o de capital del consorte; en cuyo 
caso le correspondería un derecho de crédito por el valor de la mejora y que acabaría por 
reflejarse en las respectivas cuentas de activo y pasivo al tiempo de determinar su propio 
patrimonio, de cara a la liquidación (cfr. art. 211 h) CDFA y leyes 83.7 y 83.8 FNN)496. 
 Éste es el criterio que habría de ser trasladado al régimen de separación de bienes 
por medio de la integración analógica; aunque, en puridad, es en esta dirección en la que 
desde hace años ha venido pronunciándose la más alta jurisprudencia catalana al señalar 
mediante varias resoluciones jurisprudenciales que las plusvalías que acrecieran a tales 
bienes por el simple transcurso del tiempo, las oscilaciones del mercado o cualesquiera 
otras circunstancias ajenas a su administración, conservación, reparación, renovación, 
reforma o ampliación, no pueden ser tomadas en consideración para cuanto concierne a 
la compensación por razón de trabajo (SSTSJ Cataluña 17-7-2014 [RJ 2014, 4749], 13-
7-2009 [RJ 2009, 5672], 9-5-2005 [RJ 2005, 7750]), y que junto a los bienes adquiridos 
mediante la inversión de rentas generadas durante el régimen de separación de bienes o 
convivencia previa al matrimonio deben computarse también a este respecto el aumento 
y la conservación del valor experimentados por los bienes que se consideran deducibles 
en razón a las inversiones realizadas con las antedichas rentas o merced a la actuación 
directa de los propios cónyuges, en absoluta armonía con el régimen de participación en 
las ganancias (SSTSJ Cataluña 9-5-2005 [RJ 2005, 7750], 6-9-2016 [RJ 2016, 5290], 
27-6-2016 [JUR 2016, 173443] y [JUR 2016, 173256] y 11-4-2016 [RJ 2016, 3646])497.  
 c) Los bienes subrogados en el patrimonio deducible. — Entre las adquisiciones 
que el legislador catalán ordena expresamente deducir del patrimonio de los consortes al 
tiempo de emprender la liquidación de los regímenes de participación en las ganancias y 
de separación de bienes, nada se advierte con respecto de aquellas que ocupasen el lugar 
de otras por medio de la subrogación real; motivo por el que sería conveniente recuperar 
el criterio que fue anteriormente establecido en el artículo 56 del Código de Familia. Sin 
embargo, en la medida en que éste guarda un absoluto silencio acerca de la valoración de 
los bienes que vengan a subrogarse en otros anteriores, sería aconsejable traer a colación 
la solución francesa por la que habrían de estimarse siempre los bienes subrogados, y no 
                                                 
496 Vid. MORALES MORENO, “Algunos...”, cit., pp. 4968-4969; CAMACHO CLAVIJO, op. cit., p. 1379. 
497 A favor de la analogía señalada se decantan ABRIL CAMPOY, op. cit., p. 23; NASARRE AZNAR, “La 
compensación...”, cit., p. 271; RIBOT IGUALADA, “Comentarios a los artículos 232-5 a 232-11 y 234-9 del 
Código Civil de Cataluña”, cit., p. 265. 
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aquellos otros a los que reemplazasen, al margen de que ostentaran mayor o menor valor 
que éstos (cfr. art. 1571 I CCF). Para ello bastaría aplicar analógicamente cuanto ordena 
el legislador catalán respecto del régimen de participación en las ganancias sin que fuera 
necesario, por tanto, acudir a una legislación extranjera como la francesa. En éste, según 
lo previsto por el artículo 232-20.3 del Código Civil de Cataluña, aquellos bienes serían 
valorados en el momento de su extinción -o liquidación, entiéndase-, y su estimación no 
podría ser por lo tanto sino aquella que correspondiera a los bienes subrogados; aunque a 
la vista siempre del estado material del que dispusiesen al momento de la adquisición, al 
igual que sucedería con respecto a las adquisiciones gratuitas o lucrativas realizadas a lo 
largo del régimen económico-matrimonial o de una convivencia anterior al matrimonio. 
5. LA CUANTIFICACIÓN ECONÓMICA DE LA COMPENSACIÓN 
 La compensación por razón de trabajo se distancia en gran medida del crédito de 
participación en las ganancias en relación a su cuantía, pues, a salvo del supuesto en que 
mediase acuerdo en contrario, éste jamás podría superar el umbral marcado por la mitad 
de la diferencia habida entre las respectivas ganancias de los consortes, mientras aquélla 
tan solo quedaría constreñida a la cuarta parte de las mismas (cfr. arts. 232-15 y 232-5.4 
CCCat). Ello no significa sin embargo que la autoridad judicial siempre deba concederla 
automáticamente por dicho importe -como acontecería en el régimen de participación en 
las ganancias-, sino que la cuarta parte operaría como un límite máximo sobre el margen 
de discrecionalidad del que dispone para determinar la cuantía definitiva conforme a las 
circunstancias recogidas en el artículo 232-5.3 del Código Civil de Cataluña: duración e 
intensidad de la dedicación al hogar familiar, años de convivencia y, concretamente, que 
aquélla hubiese incluido la crianza de hijos o la atención a otros miembros de la familia 
que convivieran con los cónyuges (SAP Barcelona 4-9-2012 [JUR 2012, 331737])498.  
 En estas circunstancias cabría realizarse una distinción entre las compensaciones 
que por razón de su cuantía podrían ser adjetivadas como “ordinarias”, frente a aquellas 
otras “extraordinarias” que la misma autoridad judicial estaría facultada para determinar 
por encima del límite previsto de la cuarta parte sobre la diferencia entre los respectivos 
incrementos patrimoniales de los consortes, en caso de que el cónyuge acreedor hubiese 
                                                 
498 Vid. NASARRE AZNAR, “La compensación...”, cit., p. 258; SERRANO DE NICOLÁS, A., “Regulación 
codicial de los pactos en previsión de una ruptura matrimonial”, en PÉREZ DAUDÍ, V. (coord.), El proceso 
de familia en el Código Civil de Cataluña, Atelier, Barcelona, 2011, p. 44. En contra de esta opinión, y a 
favor de la cuarta parte como regla general, vid. BOSCH CAPDEVILA, “La configuració...”, cit., p. 396. 




probado que su contribución fue notablemente superior (art. 232-5.4 CCCat). Para estas 
últimas, extraordinarias, se advierte de muy difícil solución determinar en qué supuestos 
concretos debería entenderse que se produce una contribución notablemente superior -y 
no solo sustancialmente superior, como se requiere con carácter general ex artículo 232-
5.1 del Código Civil de Cataluña-, después de indicarse en el propio preámbulo de la ley 
que el derecho percibir a una compensación por razón de trabajo prescinde de la idea de 
sobrecontribución a los gastos familiares, y sin estimar por otra parte las insignificantes 
diferencias semánticas apreciables entre una contribución o dedicación sustancialmente 
superior, y otra notablemente superior, supuestamente más extraordinaria que aquélla499.  
 Esta posibilidad conduce por tanto hacia un concepto jurídico indeterminado que 
quizá proceda de cuanto se dispuso previamente por el legislador griego. Éste acompañó 
su régimen de separación de bienes de un sistema de participación en las ganancias cuyo 
crédito quedaría provisionalmente fijado en un tercio de la diferencia existente entre las 
experimentadas por uno y otro consorte, presumiendo, iuris tantum, una contribución de 
iguales proporciones para su propia producción, mientras aquél se mantuvo vigente (cfr. 
art. 1400 CCH). En este caso, sin embargo, sería complicado que los consortes pudiesen 
destruir una presunción semejante por medio de una prueba en contrario que consiguiera 
acreditar una contribución notablemente superior, después de haberse rechazado en sede 
parlamentaria la enmienda núm. 46 al proyecto de ley de 19 de enero de 2009, a efectos 
de que la misma se determinase conforme a los criterios del artículo 232-5.3 del Código 
Civil de Cataluña; algo que carece de sentido toda vez que sí puede acudirse a ellos para 
demostrar una contribución inferior a la cuarta parte de la que a tal fin parte el legislador 
catalán, según lo previsto por el primer inciso del artículo 232-5.4 de su Código Civil500.  
 Mientras esta solución no fuera posible a raíz de los antecedentes parlamentarios 
antes señalados, y dicha compensación extraordinaria continuase contemplándose por la 
legislación vigente, quizá sería aconsejable revisar también aquéllos para que ésta nunca 
llegase a superar la mitad de la diferencia resultante de los incrementos patrimoniales de 
los cónyuges; según quiso ordenarse en su día por parte del anteproyecto de ley de 1990 
de modificación de la Compilación, y trató de introducirse después en el texto definitivo 
mediante las enmiendas núm. 71 y 72501. Piénsese en que, de no hacerlo así, aunque estas 
                                                 
499 Vid. BOSCH CAPDEVILA, “La configuració...”, cit., p. 397; ABRIL CAMPOY, op. cit., p. 25. 
500 BOPC, núm. 574, 16 de noviembre de 2009, pp. 15-16. 
501 BOPC, núm. 111, 17 de mayo de 1993, p. 7020. 
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pretensiones jamás alcanzaran rango de ley, no tendría ningún sentido que los consortes 
sometidos a un régimen de separación de bienes acabasen percibiendo por medio de una 
compensación “extraordinaria”, más de lo que por el contrario obtendrían por un crédito 
de participación en las ganancias, a salvo siempre del acuerdo a que pudieran llegar para 
aumentar sus respectivas cuantías, en base a la libertad de que disponen a tal respecto502. 
6. LAS ATRIBUCIONES PATRIMONIALES IMPUTABLES AL PAGO 
 La compensación por razón de trabajo dispondría de naturaleza residual respecto 
de otras atribuciones patrimoniales que en su caso concurriesen en beneficio del acreedor 
y que, por tanto, operarían sobre ella, de una manera similar a la colación, para reducirla 
e incluso excluirla por completo en algunas ocasiones, una vez fueran traídas a cuenta de 
la misma; según se deduciría a la luz de los artículos 232-5.5 y 232-6.2 del Código Civil 
de Cataluña. Es indiferente, no obstante, el hecho de que tales atribuciones patrimoniales 
se originen en base a títulos inter vivos o mortis causa; así como que su valor exceda del 
montante que finalmente pueda corresponder en concepto de compensación por razón de 
trabajo, porque, en ningún caso, quedará obligado el acreedor a restituir el remanente de 
lo percibido503. Sin embargo, no deja de ser confuso que el orden de los acontecimientos 
aparezca invertido a este respecto, y deba procederse a determinar los derechos sucesorios 
con anterioridad a realizar la liquidación del régimen económico del matrimonio, ya que 
no resultaría una tarea sencilla conocer el caudal relicto sin haber liquidado previamente 
las relaciones económicas que hubieran sido establecidas entre los consortes con motivo 
de su matrimonio, al margen de que se permita la resolución de ambas cuestiones dentro 
del procedimiento de división de herencia conforme a cuanto previó el legislador catalán 
en el texto de la disposición adicional cuarta, del Libro Segundo, de su Código Civil504. 
A) Atribuciones patrimoniales con eficacia mortis causa 
 En los supuestos de extinción del régimen de separación de bienes por causa de la 
muerte o declaración de fallecimiento de alguno de los consortes, el otro también tendrá 
                                                 
502 Vid. NASARRE AZNAR, “La compensación...”, cit., p. 249; BOSCH CAPDEVILA, “La configuració...”, 
cit., pp. 398-399; BAYO DELGADO, “Comentarios...”, cit., p. 706; ABRIL CAMPOY, op. cit., p. 25 y n. 20; 
ALEGRET BURGUÉS, “Liquidació...”, cit., p. 167. 
503 Vid. RIBOT IGUALADA, “Comentarios a los artículos 232-5 a 232-11 y 234-9 del Código Civil de 
Cataluña”, cit., p. 268. 
504 Sobre este punto, vid. ALBALADEJO GARCÍA, M., Curso de Derecho civil, t. V, Edisofer, 11ª edición 
revisada y puesta al día por S. Díaz Alabart, Madrid, 2015, pp. 168-169; LAMARCA MARQUÉS, A., 
“Separación de bienes y desigualdad patrimonial: la compensación económica por razón de trabajo”, 
Indret, núm. 1, enero, 2003, p. 8; SOLÉ RESINA, “La compensación...”, cit., p. 301; NAVAS NAVARRO, “El 
régimen...”, cit., p. 1316. 




derecho a que el trabajo que hubiera emprendido en el hogar le sea compensado siempre 
y cuando los derechos que el causante le haya atribuido, en la sucesión voluntaria o en 
previsión de su muerte, o los que le correspondan en la sucesión intestada, no cubran el 
importe que le correspondería obtener por tal concepto; una serie de derechos que serían 
imputables siempre, al margen de haber sido o no previamente aceptados por el cónyuge 
beneficiario, de tal modo que el eventual repudio hacia los mismos vendría a equivaler a 
una renuncia parcial con respecto a la compensación por razón de trabajo (cfr. arts. 232-
5.5 CCCat y 196 I CC)505. Solo cuando estas atribuciones patrimoniales no alcanzasen a 
cubrir el importe completo de la compensación por razón de trabajo, el cónyuge acreedor 
tendría derecho a percibir la diferencia resultante entre ambas, siempre y cuando ésta no 
hubiera quedado compensada ya mediante otras atribuciones patrimoniales que hubiesen 
tenido lugar durante la vigencia del régimen de separación de bienes o de la convivencia 
anterior a contraerse matrimonio entre los propios consortes (cfr. art. 232-6.2 CCCat)506. 
 En consecuencia, los derechos adquiridos en la sucesión voluntaria del cónyuge 
premuerto o declarado fallecido serían igualmente imputables con independencia de que 
el acreedor fuese llamado a la misma a título universal o particular, y aunque el causante 
hubiese prohibido el derecho a la cuarta falcidia o cuarta trebeliánica (cfr. arts. 427-40.1 
y 426-31.1 CCCat)507. Sin embargo, tratándose de la sucesión intestada, también debería 
considerarse en pago de la compensación por razón de trabajo el usufructo universal o lo 
recibido, en su lugar, como consecuencia del derecho de conmutación, siempre y cuando 
el acreedor concurriera con hijos del causante o descendientes de éstos (cfr. arts. 442-3.1 
y 442-5 CCCat)508. En último lugar, resultarían igualmente imputables a tales efectos los 
derechos atribuidos al acreedor en previsión de muerte mediante determinados negocios 
inter vivos tales como los seguros de vida, planes de pensiones e instrumentos de ahorro 
y previsión análogos, las donaciones por causa de muerte, y los denominados pactos de 
supervivencia (cfr. arts. 432-1, 432-4, 531-9.3, 427-7.1 y 2, 421-23 y 231-15.1 CCCat)509.  
                                                 
505 Vid. RIBOT IGUALADA, “Comentarios a los artículos 232-5 a 232-11 y 234-9 del Código Civil de 
Cataluña”, cit., p. 252; ARNAU RAVENTOS, “El régimen...”, cit., p. 291, n. 530. 
506 Vid. GINEBRA MOLINS, “Compensació...”, cit., p. 425; RIBOT IGUALADA, “Comentarios a los artículos 
232-5 a 232-11 y 234-9 del Código Civil de Cataluña”, cit., p. 251. 
507 Vid. GINEBRA MOLINS, “Compensació...”, cit., p. 426. 
508 Vid. RIBOT IGUALADA, “Comentarios a los artículos 232-5 a 232-11 y 234-9 del Código Civil de 
Cataluña”, cit., p. 252. 
509 Vid. GINEBRA MOLINS, “Compensació...”, cit., pp. 426-427; RIBOT IGUALADA, “Comentarios a los 
artículos 232-5 a 232-11 y 234-9 del Código Civil de Cataluña”, cit., p. 252; GARRIDO MELERO, op. cit., 
p. 431. 
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 A este respecto no debe desconocerse el hecho de que las compras realizadas con 
pacto de supervivencia, en particular, resultarían expresamente excluidas del patrimonio 
final en el régimen de participación en las ganancias, porque, de lo contrario, a juicio de 
algún autor, podría producirse un doble expediente de comunicación entre el patrimonio 
de los consortes; aunque tampoco falta la opinión de quienes estiman en su lugar que las 
compras con pacto de supervivencia habrían de computarse por mitad en los respectivos 
patrimonios de aquéllos, en el caso de extinguirse el régimen de separación de bienes en 
vida de ambos, y por su valor completo en el del supérstite en el caso de disolverse aquél 
a causa de la muerte o declaración de fallecimiento de alguno de éstos (cfr. art. 232-19.1 
CCCat)510. Sin embargo, a pesar de esta última, quizá fuera más conveniente apostar por 
su exclusión, porque, si bien es cierto que su computación por mitad en el patrimonio de 
cada uno de los cónyuges quedaría contrarrestado por la computación de la otra mitad en 
el patrimonio del consorte -según se desprendería del artículo 231-18.2 del Código Civil 
de Cataluña-, no lo es menos que en caso de muerte o de declaración de fallecimiento la 
adquisición de la participación del premuerto o declarado fallecido por el otro no tendría 
lugar sino tras disolverse el régimen de separación de bienes y, por lo tanto, no habría de 
imputarse a efectos de componer los respectivos incrementos patrimoniales aunque sí en 
pago de la compensación por razón de trabajo; sin perjuicio de que, además, tal exclusión 
deba extenderse a las “adquisiciones” en lugar de limitarse a las “compras” con pacto de 
supervivencia, no solo por la terminología usada por el legislador (cfr. arts. 231-15 y ss. 
CCCat), sino también por la jurisprudencia (STSJ Cataluña 17-3-2003 [RJ 2003, 4578]). 
 No hay duda, por el contrario, de que los derechos viduales familiares y la cuarta 
vidual quedarían completamente exentos de imputación a estos efectos por no tratarse ni 
de derechos voluntarios ni intestados, tal y como requiere el artículo 232-5.5 del Código 
Civil de Cataluña. Sin embargo, el hecho de que éstos no puedan ser imputados en pago 
de la compensación correspondiente por razón de trabajo, no obsta a que esta última sea 
capaz de reducir o excluir por completo la cuarta vidual en la medida en que el cónyuge 
viudo solamente tendría derecho a percibirla cuando con sus bienes propios, aquellos que 
pudieran corresponderle por la liquidación del régimen económico-matrimonial -y, entre 
ellos, por tanto, los adquiridos como compensación por razón de trabajo-, y aquellos que 
                                                 
510 Partícipe de la primera opinión, se manifiesta CASAS VALLÉS, “Comentarios a los artículos 232-13 a 
232-24 del Código Civil de Cataluña”, cit., pp. 746-747. A favor de la segunda, por el contrario, vid. 
ABRIL CAMPOY, op. cit., p. 16, n. 28. Sin embargo, en opinión de VAQUER ALOY, habría de computarse la 
participación del premuerto o declarado fallecido entre los bienes deducibles del supérstite por tratarse de 
una adquisición lucrativa, ex artículo 232-6.1 c) del Código Civil de Cataluña (op. cit., pp. 317-318). 




el causante le atribuyese por causa de muerte o en contemplación de la misma -que, a su 
vez, se subsumirían en tal compensación a la luz del artículo 232-5.5 del Código Civil de 
Cataluña-, no tuviera recursos con que atender sus necesidades (art. 452-1.1 CCCat)511. 
B) Atribuciones patrimoniales con eficacia inter vivos 
 Las atribuciones patrimoniales que hubieran sido operadas por el cónyuge que se 
constituyese deudor de la compensación por razón de trabajo, a favor de su consorte, a lo 
largo de la vigencia del régimen de separación de bienes o de una convivencia anterior a 
contraer matrimonio entre sí, serían igualmente imputables al pago de aquélla, incluso en 
aquellos supuestos de muerte o de declaración de fallecimiento cuando las realizadas con 
eficacia mortis causa no llegaran a cubrir su importe total (cfr. art. 232-6.2 CCCat)512. A 
pesar de tratarse de casos presumiblemente infrecuentes en la práctica, además, y a tenor 
de la finalidad protectora conforme a la que ha sido diseñada la compensación por razón 
de trabajo, también devendrían imputables aquellas otras atribuciones patrimoniales que 
pudieran haberse operado en un momento posterior al del cese efectivo de la convivencia 
pero previo a producirse la definitiva extinción del régimen de separación de bienes, aun 
quedando excluidas a la hora de componer los respectivos incrementos patrimoniales513. 
 Habida cuenta de que la libertad de contratación que rige entre consortes permite 
que éstos se transmitan bienes y derechos por medio de cualquier título, es un verdadero 
acierto el no haber limitado la imputación de estas atribuciones patrimoniales en función 
de su causa, sea ésta onerosa o gratuita o lucrativa. Por lo tanto, cabría considerar a tales 
efectos aquellas donaciones modales por medio de las cuales el cónyuge donante hubiera 
impuesto como gravamen al cónyuge donatario una dedicación sustancialmente superior 
a lo doméstico, así como aquellas otras de carácter remuneratorio que respondiesen a la 
asunción de estos mismos servicios por parte del cónyuge que se convirtiera en acreedor 
de la compensación por razón de trabajo (cfr. art. 231-11 CCCat)514. Lo mismo se podría 
señalar respecto de las donaciones indirectas y, evidentemente, también, al socaire de las 
de las numerosas resoluciones jurisprudenciales que a los mismos efectos han imputado 
                                                 
511 En esta dirección se pronuncian GINEBRA MOLINS, “Compensació...”, cit., pp. 430-432; FARNÓS 
AMORÓS, “El règim...”, cit., p. 13. En contra, vid. ARNAU RAVENTOS, “El régimen...”, cit., p. 291, n. 530. 
512 Incluyendo las atribuciones patrimoniales operadas durante la convivencia prematrimonial, vid. ABRIL 
CAMPOY, op. cit., p. 26; RIBOT IGUALADA, “Comentarios a los artículos 232-5 a 232-11 y 234-9 del 
Código Civil de Cataluña”, cit., p. 269. 
513 En contra, vid. RIBOT IGUALADA, “Comentarios a los artículos 232-5 a 232-11 y 234-9 del Código 
Civil de Cataluña”, cit., p. 269. 
514 A juicio de ABRIL CAMPOY solo habrían de considerarse las atribuciones a título gratuito, aunque no 
parece haber ninguna razón que permita justificar tal restricción (op. cit., p. 26). 
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los bienes “puestos a nombre” del consorte, aquellas que aparezcan disimuladas (SSTSJ 
Cataluña 27-6-2016 [JUR 2016, 173443], 25-7-2011 [RJ 2011, 6684] y 10-3-2003 [RJ 
2003, 4653], SSAP Barcelona 7-6-2016 [JUR 2016, 197495], 6-10-2015 [JUR 2015, 
280697], 29-9-2015 [JUR 2015, 281425], 4-12-2014 [AC 2015, 78], 11-7-2014 [JUR 
2014, 236945], 19-2-2014 [JUR 2014, 84912] y 16-3-2007 [JUR 2007, 120530])515.  
 El problema que, en general, manifiestan las donaciones entre consortes reside en 
el hecho de que, mientras son ficticiamente imputadas en el patrimonio del donante, a su 
vez son deducidas en el del donatario. Ello supone que, una vez aceptada la donación por 
este último, todavía tendría derecho a participar parcialmente sobre el valor de lo donado 
por medio de la compensación que eventualmente se reconociera a su favor por razón de 
trabajo516. La solución, desde luego, no consistiría tanto en imputar las donaciones entre 
consortes en pago de cuanto corresponda por este concepto como en la simple exclusión 
de las consentidas por el cónyuge donatario del régimen de imputaciones ficticias, según 
habría de hacerse en sede de participación en las ganancias mediante el artículo 232-19.2 
a) del Código Civil de Cataluña, y a juicio de la jurisprudencia menor para el régimen de 
separación de bienes por apreciar que en estas situaciones no concurre ninguna situación 
de fraude que requiera ser auxiliada mediante la imputación ficticia (SAP Barcelona 29-
9-2015 [JUR 2015, 281425]). Este argumento, sin embargo, no ha sido bien recibido por 
parte del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña, al estimarse por su parte que la falta 
de imputación ficticia representaría una actuación en contra de la ley, quizá, por el hecho 
de que no existen motivos que permitan destruir la presunción del fraude que pesa sobre 
las donaciones (STSJ Cataluña 27-6-2016 [JUR 2016, 173443]); particularmente cuando 
éstas, en la legislación catalana, no pueden perjudicar los intereses de los acreedores con 
independencia de cualquier presunción (cfr. arts. 231-14 CCCat, 1297 I y 643 II CC)517. 
 Aunque el recurso a la analogía con el régimen de participación en las ganancias 
respondería eficazmente a las deficiencias derivadas del incorrecto tratamiento que hace 
el de separación de bienes con respecto a las donaciones entre consortes, no sería preciso 
                                                 
515 Vid. RIBOT IGUALADA, “Comentarios a los artículos 232-5 a 232-11 y 234-9 del Código Civil de 
Cataluña”, cit., p. 269. 
516 Advierten de ello ALGARRA PRATS, op. cit., p. 272; SOLÉ RESINA, J., “La quarta domèstica o crèdit de 
participació reduït: la nova formulació de la compensació econòmica per raó de treball al Projecte de 
Llibre Segon del Codi Civil de Catalunya”, InDret, núm. 2, abril, 2010, p. 13. 
517 Vid. ROCA SASTRE, R. M., “La acción revocatoria de donaciones en la Compilación”, Anuario de 
Derecho Civil, enero-marzo, 1962, p. 11; MARCO MOLINA, J., “Les categories d’ineficàcia negocial del 
dret civil català”, en BADOSA COLL, F. (dir.), MARSAL GUILLAMET, J. (coord.), Manual de Dret civil 
català, Marcial Pons, Madrid, 2003, p. 314. 




añadir este último a los efectos registrales en torno a los cuales dispone el legislador que      
si el régimen económico-matrimonial vigente fuera el de participación se hará constar el 
consentimiento del cónyuge del disponente si resultare del título y la disposición fuera a 
título gratuito; porque, en realidad, al socaire de la legislación catalana, ni el régimen de 
participación en las ganancias, ni el de separación de bienes, condicionan sus respectivas 
acciones de rescisión a la falta de consentimiento por parte de este consorte como ocurre 
a propósito de cuanto dispone el artículo 1433 del Código Civil (cfr. arts. 90.3 RH, 232-
9 y 232-24 CCCat). Es evidente que, al igual que las donaciones, este tratamiento habría 
de seguirse también para las atribuciones particulares practicadas en pacto sucesorio con 
transmisión de presente; aunque aún estaría sujeto a incertidumbre el caso de las deudas 
condonadas por cuanto no implican “atribución” alguna518. Sin embargo, quizá resultase 
oportuno considerarlas a estos efectos junto a donaciones y atribuciones particulares con 
transmisión de presente en la medida en que la condonación también puede producirse a 
través de legados de liberación, y éstos, por el contrario, al igual que ocurre con respecto 
a cualesquiera otros legados, serían incuestionablemente imputados en concepto de pago 
de la compensación que correspondiera por razón de trabajo (cfr. art. 232-5.5 CCCat)519.  
 Las donaciones entre consortes, además, y al igual que toda donación, facultarían 
al donante para revocarlas ante la supervención de ciertos acontecimientos que, de haber 
sido conocidos por él con anterioridad a la fecha en la que fuesen practicadas, sería muy 
probable que le hubieran alentado a abstenerse de efectuar semejantes liberalidades, y es 
evidente que el ejercicio de esta facultad supondría serias complicaciones con respecto a 
la compensación por razón de trabajo, después de haberse imputado al pago de la misma 
a favor del propio donante. La acción de revocación, por lo tanto, habría de desestimarse 
siempre y cuando tuviera su origen en una donación previamente imputada al pago de la 
oportuna compensación por razón de trabajo, porque, en realidad, el ánimo de liberalidad 
que justificaría la revocación de aquélla habría desaparecido después de ser contemplada 
solvendi causa por la autoridad judicial que en su caso conociera de la compensación por 
                                                 
518 Sobre ambas cuestiones, respectivamente, vid. GINEBRA MOLINS, “Compensació...”, cit., p. 428; 
FUENTESECA DEGENEFFE, op. cit., pp. 37 y 82. 
519 Vid. FUENTESECA DEGENEFFE, op. cit., p. 37. 
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razón de trabajo; además de que, de lo contrario, podría estar respaldándose un fraude de 
ley, en opinión de la jurisprudencia (SAP Barcelona 29-6-2016 [JUR 2016, 236984])520. 
 Podría pensarse, incluso, en imputar al pago de la correspondiente compensación 
por razón de trabajo, aquellas liberalidades de uso que pudieran haberse practicado entre 
los propios consortes, en defecto de una prohibición expresa por parte del legislador. Sin 
embargo, aunque nada se prevea a este respecto, y siguiendo el precedente alemán, quizá 
fuera excesivo imputar automáticamente esta clase de atribuciones patrimoniales al pago 
de la compensación correspondiente por razón de trabajo (cfr. §1380(1) BGB). Piénsese 
además que, en materia sucesoria, semejantes liberalidades tan solo serían colacionables 
en cuanto fuesen practicadas con pacto expreso de imputación a la legítima o en pago de 
la misma, al no quedar comprendidas entre las atribuciones patrimoniales enumeradas ex 
artículo 451-8.2 del Código Civil de Cataluña (cfr. arts. 451-8.1 y 464-17 CCCat)521. De 
hecho, es así como lo estima apropiado la jurisprudencia menor al excluir de imputación 
los regalos realizados entre consortes (SAP Asturias 22-4-2016 [JUR 2016, 118878]). En 
ningún caso, sin embargo, habrían de imputarse tampoco a estos efectos las cuotas de las 
comunidades presumidas sobre bienes de titularidad dudosa por no tratarse de auténticas 
atribuciones emanadas de la mera voluntad, sino de la propia ley (cfr. art. 232-4 CCCat). 
 Todas estas atribuciones patrimoniales entre consortes serían imputables al pago 
de la compensación por razón de trabajo conforme al valor que tuviesen al extinguirse el 
régimen de separación de bienes. Sin embargo, al margen de las múltiples fluctuaciones 
que este valor pudiera experimentar en el lapso de tiempo comprendido entre la fecha de 
la atribución patrimonial y la de la disolución del régimen de separación de bienes, nada 
impediría imaginar además aquella situación en que alguno de los consortes procediera a 
destruir o deteriorar los bienes objeto de tales atribuciones con la intención de perjudicar 
a su consorte, en previsión de convertirse en acreedor de una compensación por razón de 
trabajo522. Estas actuaciones, no obstante, apenas suscitaría dificultades cuando se tratara 
de atribuciones patrimoniales realizadas a título gratuito o lucrativo, en la medida en que 
harían disminuir el patrimonio deducible del propio cónyuge acreedor y este resultado le 
disuadiría de consumarlas; pero, al margen de ello, y aquellas atribuciones patrimoniales 
                                                 
520 En sentido similar, vid. CAVANILLAS MÚGICA, S., “La prueba de la simulación en la doctrina civil de 
la Audiencia de Palma de Mallorca: un estudio de jurisprudencia menor”, Revista Jurídica de Cataluña, 
núm. 4, 1990, p. 1071; BRUN-WAUTHIER, op. cit., p. 39. 
521 Así lo considera BOSCH CAPDEVILA, “La compensación...”, cit., p. 19. 
522 Vid. RIBOT IGUALADA, “Comentarios a los artículos 232-5 a 232-11 y 234-9 del Código Civil de 
Cataluña”, cit., pp. 269-270. 




fueran o no gratuitas o lucrativas, quizá debería operar también la imputación ficticia del 
valor al que ascendiera el detrimento provocado, por tratarse, sin lugar a dudas, de actos 
fraudulentos, así como sucedería al determinar el incremento patrimonial experimentado 
por ambos cónyuges durante la vigencia del régimen de separación de bienes o mientras 
se conviviera con anterioridad al matrimonio, aplicando de forma analógica lo dispuesto 
por el legislador catalán en la letra b) del artículo 232-6.1 del Código Civil de Cataluña.  
7. MODALIDAD DE PAGO Y GARANTÍAS DE COBRO 
 El cónyuge acreedor, el deudor, o los herederos de este último, están legitimados 
para instar a la autoridad judicial a ordenar el pago total o parcial de la compensación en 
bienes, mediando una causa justificada y siempre que no se hubiese acordado otra cosa; 
pero, además, considerando el carácter personalísimo del derecho a compensación y, en 
consecuencia, la falta de legitimación de los herederos del cónyuge acreedor para llevar 
a cabo semejante petición -a diferencia de lo previsto en el régimen de participación-, se 
podría concluir fácilmente que el ejercicio de la mencionada facultad solo será estimado 
dentro del proceso en que se declare haber lugar a la compensación y no en un momento 
posterior a su reconocimiento (cfr. arts. 232-8.1 y 232-22.1 CCCat). Sin embargo, en mi 
opinión, nada obstaría a reclamar el aplazamiento o fraccionamiento del pago al margen 
de dicho proceso, una vez reconocida la compensación y a instancia del cónyuge deudor 
o de sus herederos, por ejemplo, en caso de que habiéndose acordado previamente entre 
los interesados un aplazamiento o fraccionamiento inferior al límite legal señalado y, sin 
haberse cumplido íntegramente el pago, se solicitase posteriormente una ampliación por 
medio de la jurisdicción voluntaria (cfr. arts. 232-8.2 CCCat, 96 LJV y 1128 II CC)523.  
A) Dación y adjudicación en pago 
 Salvo que mediase un acuerdo entre los cónyuges -o, en caso de premoriencia o 
declaración de fallecimiento, entre el cónyuge acreedor y los herederos del deudor- por 
el que manifestasen una voluntad discordante, la compensación económica por razón de 
trabajo -como el crédito de participación- habría de satisfacerse en dinero, según ordena 
                                                 
523 Así parece considerarlo la doctrina más autorizada, vid. MORALES MORENO, “Comentarios...”, cit., pp. 
1892-1893; BADOSA COLL, F., “Comentario a los artículos 7, 57 y 58 de la Compilación del Derecho 
Civil de Cataluña”, en CASANOVAS MUSSONS, A., EGEA FERNÁNDEZ, J., GETE-ALONSO Y CALERA, M. C. 
y MIRAMBELL ABANCÓ, A. (coords.), Comentari a la Modificació de la Compilació en matèria de 
relacions patrimonials entre cònjuges, Departamento de Justicia de la Generalidad de Cataluña, 
Barcelona, 1995, p. 335; RIBOT IGUALADA, “Comentarios a los artículos 232-5 a 232-11 y 234-9 del 
Código Civil de Cataluña”, cit., p. 280. 
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el artículo 232-8.1 del Código Civil de Cataluña (cfr. art. 232-22.1 CCCat). En efecto, y 
siempre que se respetasen los límites de la autonomía privada, y la naturaleza separatista 
del régimen, los interesados estarían absolutamente facultados para acordar entre sí una 
forma de pago diferente a la prevista por el legislador catalán. Piénsese, por ejemplo, en 
un hipotético acuerdo celebrado entre los consortes en previsión de ruptura por el que se 
obligasen a darse en pago -en concepto de compensación por el trabajo desempeñado en 
la casa- determinados bienes concretos del haber del cónyuge deudor, ya que la libertad 
de disponer que caracteriza a la separación de bienes obligaría necesariamente a adoptar 
las medidas pertinentes sobre los mismos para asegurar su permanencia en aquél, de una 
manera absolutamente antagónica al funcionamiento del principio separatista524. Esto no 
sucedería, sin embargo, según advierte la doctrina, cuando en virtud de dicho acuerdo los 
cónyuges únicamente se obligasen a darse bienes en pago, sin una previa designación de 
los mismos, o fijando una clase concreta a determinar después por la autoridad judicial525. 
 Estos acuerdos, sea cual fuere su contenido, si bien es cierto que estarían sujetos 
a libertad de forma, no menos cierto es que en determinadas ocasiones sería necesaria la 
forma pública cuando, por ejemplo, se tratase de una dación en pago que recayese sobre 
bienes inmuebles, a efectos de transmisión e inscripción en el Registro de la Propiedad; 
o cuando se tratase de un acuerdo celebrado en previsión de ruptura526. No obstante, en 
defecto de acuerdo, o en supuestos de nulidad por falta de forma, los interesados pueden 
demandar de la autoridad judicial el pago total o parcial en bienes siempre que concurra 
una causa justificada (art. 232-8.2 CCCat), atendiendo no solo a los intereses del deudor 
o de sus herederos sino también a los del acreedor; superándose, de esta manera, algunas 
de las carencias de la legislación estatal, francesa y alemana, que únicamente consideran 
el interés de una sola de las partes (cfr. arts. 1576 II CCF, 1432 CC y §1383 BGB). Sea 
como fuere, y siguiendo con el ejemplo descrito arriba, en ningún momento la autoridad 
judicial podría ordenar la adjudicación de bienes pertenecientes a un género distinto a la 
clase acordada entre los interesados -a excepción de que contase con la aquiescencia del 
acreedor- atendiendo al solo interés del deudor o de sus herederos (cfr. art. 1166 I CC)527. 
                                                 
524 Vid. ALGARRA PRATS, op. cit., pp. 315-316; CABEZUELO ARENAS, “Comentarios...”, cit., p. 10076. 
525 Vid. ALGARRA PRATS, op. cit., pp. 314-315. 
526 Vid. RIBOT IGUALADA, “Comentarios a los artículos 232-5 a 232-11 y 234-9 del Código Civil de 
Cataluña”, cit., p. 277. 
527 Vid. ALGARRA PRATS, op. cit., p. 315. 




 En caso de desacuerdo, quizá fuese aconsejable que la autoridad judicial emitiera 
una resolución acerca de la modalidad de pago en atención a las circunstancias del caso 
concreto y, especialmente, a la composición del patrimonio, y a los recursos económicos 
del cónyuge deudor o de sus herederos, en armonía con lo establecido para la prestación 
compensatoria (cfr. art. 233-17.1 CCCat); porque, en definitiva, y según ha manifestado 
el Tribunal Superior de Justicia de Cataluña, la admisión de la adjudicación en pago no 
supone que cualquiera de los cónyuges pueda unilateralmente decidir con qué bienes se 
saldará definitivamente el crédito, sino que la determinación del concreto bien con el 
que se habrá de satisfacer [...] será acordado en ejecución de sentencia, de tal manera 
que si el bien brindado por el cónyuge deudor no es aceptado por la otra parte será el 
juez quien decidirá valorando la idoneidad de los bienes ofrecidos en función de las 
concretas circunstancias de cada caso (STSJ Cataluña 21-9-2015 [RJ 2015, 4637])528.  
 La adjudicación del usufructo o pleno dominio sobre la vivienda familiar que, en 
todo o en parte, fuese propiedad del deudor, también podría resultar una forma eficaz de 
cumplimiento que además evitaría decidir sobre la atribución o distribución futura de su 
uso con motivo de una crisis matrimonial; siempre y cuando no hubiera sido estimado ya 
en concepto de alimentos a hijos comunes o a efectos de la prestación compensatoria. Lo 
mismo podría seguirse, incluso, por medio de la analogía con el régimen de participación 
en las ganancias, en caso de extinguirse la separación de bienes por muerte o declaración 
de fallecimiento, al amparo del derecho de atribución preferente que en él se reconoce al 
cónyuge supérstite sobre dicho inmueble, para tales circunstancias; en armonía con otras 
legislaciones extranjeras que así lo previeron con anterioridad (cfr. arts. 233-20.1 y 232-
22.2 CCCat y 1889 CCH)529. De seguirse este criterio, no obstante, debe tenerse siempre 
en cuenta el hecho de que el acreedor quedaría en cualquier caso obligado a reintegrar el 
remanente cuando el valor de la adjudicación superase el de la propia compensación por 
razón de trabajo; aunque, si bien es cierto, ni la adjudicación ni la dación precisan que el 
cumplimiento sea total, siendo válido el parcial (cfr. arts. 232-8.1 y 451-11.2 CCCat)530. 
                                                 
528 En este sentido, se ha estimado plausible acudir a la normativa de la prestación compensatoria en caso 
de desacuerdo sobre la modalidad de pago, vid. RIBOT IGUALADA, “Comentarios a los artículos 232-5 a 
232-11 y 234-9 del Código Civil de Cataluña”, cit., p. 278. 
529 En esta misma dirección, vid. RIBOT IGUALADA, “Comentarios a los artículos 232-5 a 232-11 y 234-9 
del Código Civil de Cataluña”, cit., p. 278; GARRIDO MELERO, op. cit., p. 345; MORALES MORENO, 
“Comentarios...”, cit., p. 1899. 
530 Vid. ALGARRA PRATS, op. cit., p. 316; RIBOT IGUALADA, “Comentarios a los artículos 232-5 a 232-11 
y 234-9 del Código Civil de Cataluña”, cit., p. 279. 
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 Los bienes dados en pago se valorarán conforme a lo acordado entre las partes y, 
en caso de adjudicación, advierte el Tribunal Superior de Justicia que podrían aplicarse 
analógicamente los artículos 451-12 y 451-13 del Código Civil de Cataluña, relativos al 
pago de las legítimas (STSJ Cataluña 21-9-2015 [RJ 2015, 4637])531. El primero faculta 
a la autoridad judicial para ordenar que se practique una prueba pericial con la finalidad 
de determinar con exactitud la calidad y el valor de los bienes, y el segundo establece 
que el momento oportuno para la valoración es el de la propia adjudicación. Algún autor 
ha considerado, además, aplicar las reglas sobre la partición hereditaria concernientes al 
saneamiento y rescisión por lesión, con una probable y más que notoria influencia de la 
legislación francesa (cfr. arts. 1576 III y 1578 II CCF); aunque, en opinión de otros, y a 
mi juicio más acertada, se ha criticado esta interpretación considerándose que no se trata 
de un fenómeno partitivo sino de un pago o un acto solutorio, de manera que en el caso 
catalán serían aplicables tanto las reglas de la compraventa en materia de saneamiento, 
como sus normas sobre la rescisión por lesión ultra dimidium (arts. 321 y ss. CDCC)532. 
B) Aplazamiento y fraccionamiento  
 La compensación parece constituir una obligación de tracto único y vencimiento 
instantáneo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 232-8.2 del Código Civil de 
Cataluña que faculta al cónyuge deudor o a sus herederos a demandar el aplazamiento o 
fraccionamiento del pago, a diferencia de lo establecido anteriormente en el Código de 
Familia, que, en materia de compensación -y no, sin embargo, en relación al crédito de 
participación-, señalaba que éste debía satisfacerse en el plazo máximo de tres años, sin 
exigir la instancia de la parte deudora (cfr. arts. 41.2 y 58.1 CF)533. Los cónyuges -o, en 
su caso, el cónyuge acreedor y los herederos del deudor- disponen de la posibilidad de 
acordar entre sí, y de la forma que mejor se ajuste a sus intereses, tanto el aplazamiento 
como el fraccionamiento del pago, de tal manera que el recurso a la autoridad judicial 
quedaría reducido a un mecanismo subsidiario operante solamente en defecto de pacto. 
                                                 
531 Vid. RIBOT IGUALADA, “Comentarios a los artículos 232-5 a 232-11 y 234-9 del Código Civil de 
Cataluña”, cit., pp. 279-280; CABEZUELO ARENAS, “Comentarios...”, cit., pp. 10079-10080; VENDRELL 
FERRER, op. cit., p. 370. 
532 A favor de aplicar las normas de la partición se manifiesta MORALES MORENO, “Comentarios...”, cit., 
p. 1907. Sin embargo, en contra de esta opinión, se declaran a favor de aplicar las disposiciones aplicables 
al contrato de compraventa ÁLVAREZ-SALA WALTHER, J., “El crédito de participación”, en DÍEZ-PICAZO 
GIMÉNEZ, G. (coord.), Derecho de familia, Civitas, Navarra, 2012, pp. 1254-1255 y 1258; ALGARRA 
PRATS, op. cit., pp. 311-313. En el mismo sentido, considera que el pago el bienes no constituye una 
operación particional NAVAS NAVARRO, El régimen de participación..., cit., p. 120. 
533 Vid. RIBOT IGUALADA, “Comentarios a los artículos 232-5 a 232-11 y 234-9 del Código Civil de 
Cataluña”, cit., p. 280. 




 No obstante, también es posible que el cónyuge deudor o sus herederos acudan a 
la autoridad judicial solicitando una ampliación del aplazamiento o fraccionamiento que 
hubiesen acordado previamente con el cónyuge acreedor; en cuyo caso la doctrina se 
manifiesta unánime en considerar que aquélla no puede superar el vencimiento máximo 
de tres años establecido en el artículo 232-8.2 del Código Civil de Cataluña, de manera 
que solo podría concederse por el tiempo restante para completar este límite máximo o 
denegarse en el caso de haberse superado ya, a propósito del mencionado acuerdo534. Esta 
limitación, sin embargo, y si bien es cierto que la solución que propone la doctrina sería 
la que habría de primar en justicia, no es menos cierto que ateniéndonos al tenor literal 
del precepto legal antes mencionado, podría argumentarse que solamente operaría sobre 
la discrecionalidad judicial, con independencia de qué hubiesen convenido las partes. 
 Según se lee en dicho precepto, la autoridad judicial puede aplazar el pago de 
la compensación u ordenar que se haga a plazos, con un vencimiento máximo de tres 
años y el devengo del interés legal a contar del reconocimiento, de manera que el dies a 
quo no residiría sino en la fecha en que se produjese este reconocimiento. Sin embargo, 
la acusada ambigüedad de los términos empleados entraña incertidumbre en la medida 
en que dicho reconocimiento puede entenderse referido tanto a la compensación como 
al aplazamiento o fraccionamiento del pago, siempre y cuando consideremos plausible 
que ambos extremos puedan ventilarse en momentos diferentes, claro está535. A juicio 
de un sector de la doctrina, junto con la jurisprudencia menor, el fragmento transcrito se 
refiere al reconocimiento de la compensación (AAP Barcelona 13-4-2007 [JUR 2007, 
242977]); mientras que, para otro, sin embargo, se trataría más bien del aplazamiento o 
fraccionamiento del pago, si bien, remontándonos al artículo 57.2 de la Compilación536. 
 La determinación del dies a quo para aquellas tres anualidades que el legislador 
catalán establece expresamente como término máximo deviene indispensable desde una 
doble perspectiva: en primer lugar, en lo atinente al aplazamiento o fraccionamiento del 
pago y, en segundo lugar, en cuanto al devengo de intereses legales. La consideración 
                                                 
534 Vid. DE LOS MOZOS Y DE LOS MOZOS, “Comentarios a los artículos 1411 a 1444 del Código Civil”, 
cit., p. 267; MORALES MORENO, “Comentarios...”, cit., p. 1893; ALGARRA PRATS, op. cit., pp. 308-309; 
CABEZUELO ARENAS, “Comentarios...”, cit., p. 10071. 
535 Así lo advierte también GARRIDO MELERO, op. cit., p. 346. 
536 Como posible partícipe de la primera opinión, vid. RIBOT IGUALADA, “Comentarios a los artículos 
232-5 a 232-11 y 234-9 del Código Civil de Cataluña”, cit., p. 280. Sin embargo, en la dirección opuesta, 
y sosteniendo que el dies a quo radicaría más bien en el momento en que se reconociese el aplazamiento o 
el fraccionamiento del pago, vid. NAVAS NAVARRO, El régimen de participación..., cit., p. 119, PIOTET, 
“Le nouveau...”, cit., p. 37. 
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de que el dies a quo no reside sino en la fecha de reconocimiento de la compensación 
ofrece un efecto favorable, porque, en el caso de que el aplazamiento o fraccionamiento 
se solicitase por primera vez en un momento posterior, e incluso cuando no siendo así 
se demandase una ampliación del previamente acordado por las partes u ordenado por la 
autoridad judicial, al contarse el vencimiento máximo desde que se reconoció el derecho 
a la compensación, la discrecionalidad del órgano jurisdiccional quedaría restringida al 
periodo de tiempo no transcurrido que faltase hasta cumplir con las tres anualidades537.  
 Sin embargo, en mi opinión, semejante interpretación se tornaría absolutamente 
incomprensible desde la observancia del interés legal, porque, en este caso, su devengo 
estaría destinado a corresponder el enriquecimiento injustificado que el aplazamiento o 
fraccionamiento supondría en detrimento del acreedor, en relación con la productividad 
del dinero de la que se vería privado como consecuencia de su reconocimiento538. Estos 
intereses son los que la doctrina denomina como “correspectivos”, y nada tienen que ver 
con los “moratorios” que subseguirían al incumplimiento del pago de la compensación 
en cuanto preceden a la mora del deudor y se integrarían en los mismos, y además son 
ajenos a la idea de culpa a la que responden estos últimos, sobre los cuales el legislador 
catalán tampoco tendría competencia (cfr. arts. 149.1.6 y 149.1.8 CE)539. Por esta razón 
carecería de sentido que el devengo del interés legal comenzase a correr tomando como 
referencia un momento anterior al reconocimiento del aplazamiento o fraccionamiento 
del pago, como lo sería el del reconocimiento de la compensación; con independencia 
de los moratorios y procesales que correspondiesen (cfr. arts. 1108 CC y 576 LEC), tal 
y como ha señalado la jurisprudencia (SAP Barcelona 5-2-2016 [JUR 2016, 70753])540. 
 En este sentido se redactó precisamente el artículo 57.2 de la Compilación que, en 
cuanto al crédito de participación, establecía que “ni el aplazamiento del pago ni el pago 
a plazos podrán exceder de los tres años”, añadiendo a continuación que “una vez hayan 
sido concedidos, el crédito de participación devengará el interes legal”. En efecto, sería 
incontestable que el uso del plural “concedidos” se referiría al aplazamiento del pago y 
al pago a plazos en lugar de al crédito de participación, de modo que el devengo de los 
                                                 
537 Vid. RIBOT IGUALADA, “Comentarios a los artículos 232-5 a 232-11 y 234-9 del Código Civil de 
Cataluña”, cit., p. 280. 
538 Vid. CARDENAL FERNÁNDEZ, J., El tiempo en el cumplimiento de las obligaciones, Montecorvo, 
Madrid, 1979, pp. 256-257. 
539 Ibid. 
540 En este sentido, vid. MORALES MORENO, “Comentarios...”, cit., pp. 1892-1893; BADOSA COLL, 
“Comentario...”, cit., p. 337; NAVAS NAVARRO, El régimen de participación..., cit., p. 119. 




intereses correspondientes se remontaría a la fecha en que aquéllos fuesen reconocidos 
por la autoridad judicial. Sin embargo, aún cabría considerar que su sucesor -el artículo 
58.2 del Código de Familia- introdujo la solución contraria al reemplazar el empleo del 
plural por el singular “concedido”, de cuya exégesis se desprendería inexorablemente 
que el devengo de los señalados intereses legales no tomaría como referencia la fecha 
del aplazamiento del pago o del pago a plazos sino aquella en la que fuese reconocido el 
crédito de participación, manteniéndose este criterio en el Código Civil de Cataluña. 
 La jurisprudencia catalana interpretaba que tales intereses legales habrían de ser 
aplicados desde el reconocimiento de la compensación hasta su cumplido pago, como 
señalaba el auto de 13 de abril de 2007 de la Audiencia Provincial de Barcelona (AAP 
Barcelona 13-4-2007 [JUR 2007, 242977]). Sin embargo, hay que tener en cuenta que 
la citada resolución fue dictada precisamente en aplicación del artículo 41.2 del Código 
de Familia que, al imponer que el pago debía tener efecto en un plazo máximo de tres 
años, con devengo de interés legal desde el reconocimiento, obligaba necesariamente a 
la autoridad judicial a ordenar en todo caso el aplazamiento del pago, justificándose así 
que el inicio del devengo de aquellos intereses coincidiese con el reconocimiento de la 
propia compensación; no pudiendo llevarse la misma interpretación al régimen actual de 
la compensación, cuyo pago solo sería aplazable o fraccionable a instancia del cónyuge 
deudor o de sus herederos, como prevé el artículo 232-8.2 del Código Civil de Cataluña. 
 En definitiva, y en mi opinión, el devengo del interés legal se habría de contar a 
partir del momento en que el aplazamiento o fraccionamiento del pago fuese reconocido 
y no antes, sin perjuicio del acuerdo al que eventualmente llegasen los interesados sobre 
este particular, siempre y cuando aquél no resultase usurario ni leonino (cfr. arts. 1108 
CC, 576.1 LEC y 1 LU)541. Esta interpretación, sin embargo, suprimiría la posibilidad 
de que el aplazamiento o fraccionamiento solicitado después de reconocido el derecho a 
la compensación se limitase automáticamente al periodo de tiempo que aún faltase para 
completar el vencimiento máximo de tres anualidades, como consecuencia de entender 
que éste comienza a correr no desde el propio aplazamiento o fraccionamiento del pago 
sino desde el reconocimiento de aquél; aunque, no obstante -y como consideraban los 
autores para supuestos de aplazamiento o fraccionamiento voluntario-, entre las diversas 
circunstancias del caso concreto que la autoridad judicial debería valorar a su arbitrio se 
                                                 
541 En idéntico sentido, vid. NAVAS NAVARRO, El régimen de participación..., cit., p. 119. Sobre el límite 
de los intereses, vid. ALBALADEJO GARCÍA, Derecho..., t. II, cit., pp. 75-77. 
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encontraría precisamente el lapso de tiempo transcurrido entre ambos acontecimientos, 
reduciendo el aplazamiento o fraccionamiento solicitado si lo estimase conveniente542.  
 Por este motivo, en lugar de señalarse en el artículo 232-8.2 del Código Civil de 
Cataluña que “la autoridad judicial puede aplazar el pago de la compensación u ordenar 
que se haga a plazos, con un vencimiento máximo de tres años y el devengo del interés 
legal a contar del reconocimiento”, quizá hubiese sido más adecuado que el legislador 
catalán manifestase “la autoridad judicial puede aplazar el pago de la compensación u 
ordenar que se haga a plazos con devengo del interés legal, y un vencimiento máximo 
de tres años a contar del reconocimiento”. En tal caso, se entendería que el interés legal 
solamente se devengaría como consecuencia del aplazamiento o fraccionamiento -según 
revelarían incluso otras legislaciones de nuestro entorno-, y también que el vencimiento 
máximo de tres anualidades comenzase a computar desde el reconocimiento de la propia 
compensación, con independencia de que el aplazamiento o fraccionamiento del pago se 
solicitase en un momento posterior; en cuyo caso debería descontarse el lapso de tiempo 
transcurrido hasta entonces (cfr. arts. 1576 I CCF, 218 ZGB y §1382(2) BGB). 
 En último lugar, y para terminar, hay que advertir que a diferencia de lo exigido 
para la adjudicación en pago, el aplazamiento o fraccionamiento no precisa ampararse 
en una “causa justificada” a instancia de parte (cfr. art. 232-8.1 CCCat)543. Entre estas 
causas, a juicio del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña, cabe estimar la escasez de 
numerario líquido (STSJ Cataluña 21-9-2015 [RJ 2015, 4637]); aunque, en el caso de 
aplazamiento o fraccionamiento del pago, sería evidente que quien lo solicitase lo haría 
precisamente por mediar dificultades para cumplir con el pago inmediato. No obstante, 
aun exigiéndose la alegación de una “causa justificada” para obtener el aplazamiento o 
fraccionamiento, considera la doctrina respecto del crédito de participación que no sería 
oportuno atender a la falta de necesidad del cónyuge acreedor o de sus herederos pues 
no cabría apreciar analogía alguna con los alimentos; aunque, menos aconsejable sería 
en lo concerniente a la compensación catalana, porque, confundiendo la finalidad tuitiva 
con que ha sido configurada con el concepto de necesidad implícito en las obligaciones 
                                                 
542 Vid. supra, p. 196, n. 533. 
543 Vid. RIBOT IGUALADA, “Comentarios a los artículos 232-5 a 232-11 y 234-9 del Código Civil de 
Cataluña”, cit., p. 281. 




alimenticias, siempre se resolvería la petición en favor del cónyuge acreedor o de sus 
herederos, denegándose en todo caso el aplazamiento o fraccionamiento del pago544. 
C) Garantías 
 Las partes pueden acordar toda clase de garantías entre sí para asegurar el pago 
de la compensación, pero, en defecto de pacto, el cónyuge acreedor o sus herederos no 
dispondrían de otras garantías que las derivadas del título ejecutivo que constituiría la 
sentencia en que aquella fuese reconocida (cfr. art. 517 LEC)545. En efecto, de acuerdo a 
los términos empleados en el artículo 232-8.2 del Código Civil de Cataluña, la autoridad 
judicial estaría facultada para constituir las garantías que estimase por convenientes solo 
en caso de aplazamiento o fraccionamiento del pago (cfr. arts. 1576 I CCF, 218 ZGB y 
§1382(2) BGB), siendo de este modo incomprensible que en lo relativo a la prestación 
compensatoria solo se permita solicitar el establecimiento de garantías cuando consista 
en el pago de una pensión periódica y no, sin embargo, pese a la identidad entre ambos 
supuestos, cuando se trate de un capital fraccionado (cfr. arts. 233-17.2 y 3 CCCat)546. 
 Entre el pago de la prestación compensatoria en forma de pensión periódica, y el 
de la compensación económica por razón de trabajo en los supuestos de aplazamiento o 
fraccionamiento del mismo, aún cabría apreciar una gran diferencia: la exigencia o no 
de instancia de parte para el establecimiento de las garantías pertinentes (cfr. arts. 233-
17.3 y 232-8.2 CCCat). Sobre el particular, y a la vista de los antecedentes legislativos, 
se distinguirían hasta tres posibilidades: la primera consistiría precisamente en exigir al 
cónyuge deudor o a sus herederos que garanticen suficientemente la deuda para poder 
beneficiarse del aplazamiento o fraccionamiento (cfr. arts. 57.1 CDCC y 58.1 CF); la 
segunda en facultar a las partes para instar su constitución (cfr. art. 233-17.3 CCCat); y 
la tercera en dejarlo al arbitrio del juzgador, como actualmente se prevé tanto en materia 
de compensación como para el crédito de participación (cfr. art. 233-17.3 CCCat). 
                                                 
544 En este sentido, vid. GARCÍA CANTERO, G., “Régimen de separación de bienes y de participación”, en 
CASTÁN TOBEÑAS, J., Derecho civil español, común y foral, t. V, v. I, Reus, 12ª edición revisada y puesta 
al día por G. García Cantero y J. M. Castán Vázquez, Madrid, 1994, p. 619; ID., “En torno al régimen de 
participación”, Poder Judicial, núm. 6, marzo, 1983, p. 55. 
545 Vid. RIBOT IGUALADA, “Comentarios a los artículos 232-5 a 232-11 y 234-9 del Código Civil de 
Cataluña”, cit., p. 281. 
546 Vid. FERRER RIBA, J., “Comentarios a los artículos 233-14 a 233-19 del Código Civil de Cataluña”, en 
EGEA FERNÁNDEZ, J. y FERRER RIBA, J. (dirs.), FARNÓS AMORÓS, E. (coord.), Comentari al Llibre Segon 
del Codi Civil de Catalunya. Família y relacions convivencials d’ajuda mútua, Atelier, Barcelona, 2014, 
p. 487. 
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 La discrecionalidad de la que dispondría la autoridad judicial en lo concerniente 
a las garantías de pago no solo se desplegaría sobre la procedencia o no de las mismas 
en sentido abstracto, sino que se extendería además sobre la clase de garantías a adoptar 
de acuerdo las circunstancias del caso concreto -y así se ha ordenado incluso constituir 
la correspondiente garantía real o aval bancario del pago- (STSJ Cataluña 11-4-2016 
[RJ 2016, 3646]), entre las que se señala expresamente la constitución de una hipoteca 
recordando asimismo la antigua hipoteca legal con que el emperador Justiniano aseguró 
la restitución de la dote547. Sin embargo, se aprecia una importante disconformidad entre 
el artículo 232-8.2 del Código Civil de Cataluña y la regulación de la hipoteca a la que 
éste se remite, habida cuenta de que mientras aquél se dirige tanto al aplazamiento como 
al fraccionamiento del pago de la compensación, ésta alude únicamente al aplazamiento 
omitiendo toda referencia al supuesto de fraccionamiento (cfr. art. 569-36.8 CCCat). 
 La divergencia entre ambas regulaciones únicamente se explica considerando el 
proceso con que se está codificando el Derecho civil catalán en la actualidad -siguiendo 
la llamada “técnica de código abierto”-, con una dispersión temporal entre unas y otras 
materias, en lugar de acometerse conjuntamente como hubiera sido deseable. Esta es la 
razón, a mi juicio, de que surjan contradicciones entre unos y otros libros del Código, 
como ocurriría en este caso, entre las hipotecas reguladas en el Libro V, correspondiente 
al año 2006, y el régimen económico-matrimonial contemplado en el Libro II, publicado 
cuatro años después. Por consiguiente, es preciso prescindir de una interpretación literal 
sobre el particular teniendo en cuenta la dispersión temporal con que fueron publicadas 
tales normas y, asimismo, extender la hipoteca a los supuestos de fraccionamiento. 
 En último lugar, considerando que en el régimen de participación el acreedor o 
sus sucesores pueden solicitar la adopción de medidas cautelares, incluida la anotación 
preventiva de embargo en los registros públicos, para asegurar el pago del crédito de 
participación mientras se tramita su reclamación, aún cabría preguntarse acerca de la 
aplicación analógica de esta norma al régimen de separación (art. 232-23 CCCat)548. Sin 
duda, tales sujetos estarían facultados para solicitar de la autoridad judicial la adopción 
                                                 
547 CI. 5, 13, 1, 1; CI. 8, 17 (18), 12, 1. 
548 Vid. GINEBRA MOLINS, “Compensació...”, cit., p. 421; RIBOT IGUALADA, “Comentarios a los artículos 
232-5 a 232-11 y 234-9 del Código Civil de Cataluña”, cit., p. 287; ARNAU RAVENTÓS, L., “L’art. 232-9 
CCCat i els actes en perjudici del dret a la compensació econòmica per raó de treball”, en INSTITUT DE 
DRET PRIVAT EUROPEU I COMPARAT DE LA UNIVERSITAT DE GIRONA (coord.), Qüestions actuals del 
Dret català de la persona i de la familia. Materials de les Dissetenes Jornades de Dret català a Tossa, 
Documenta Universitaria, Gerona, 2013, p. 586, n. 3. 




de las medidas cautelares correspondientes sin necesidad de demostrar analogía alguna, 
siempre y cuando reuniesen los requisitos exigidos por la legislación procesal (art. 728 
LEC). Sin embargo, es llamativo que en esta ocasión el legislador catalán se decante por 
la anotación preventiva de embargo, abandonando la anotación preventiva de demanda a 
que se refirió anteriormente en sede de participación, y ha mantenido desde entonces en 
materia de legítima y cuarta vidual (cfr. arts. 60.3 CF, 451-15.2 y 452-4.4 CCCat). El 
motivo que justifica la referencia a la anotación preventiva de demanda consiste en que 
en tales circunstancias, no cabría acudir a los supuestos tasados en el artículo 42 de la 
Ley Hipotecaria, siendo preciso que la ley crease de forma autónoma un nuevo supuesto 
subsumible en el apartado décimo del mismo (AAB 14-5-2003 [JUR 2003, 246030])549. 
 La anotación de embargo implicaría no obstante que el crédito de participación o 
compensación se hallaría previamente determinado al tiempo de ser solicitada, y en este 
sentido advierte nuestra jurisprudencia que constituye una medida cautelar protectora 
del crédito que la ha originado (ATS 17-10-2005 [RJ 2006, 3166]); como también se 
deduciría de la legislación hipotecaria y procesal correspondiente y de la ubicación del 
artículo 232-23 del Código Civil de Cataluña (cfr. arts. 42.2 y 3 LH, y 727.6 LEC). Por 
este motivo, quizá fuese innecesario que el legislador catalán se refiriese expresamente 
a la anotación preventiva de embargo en el régimen de participación y, en consecuencia, 
también lo fuese acudir a la analogía con respecto al crédito de compensación en sede 
de separación de bienes, considerando que alcanzaríamos idénticos resultados mediante 
las reglas generales; y quizá sea en este sentido en el que la doctrina manifiesta que han 
quedado superados los inconvenientes derivados de la anotación preventiva de demanda 
a través de la anotación preventiva de embargo, que no precisaría adaptación alguna550. 
8. LA PROTECCIÓN PAULIANA AL ACREEDOR DE LA COMPENSACIÓN 
 En algunas ocasiones es posible que la protección dispensada por el régimen de 
imputación ficticia no ampare suficientemente los intereses del cónyuge acreedor o de 
sus herederos ante determinadas actuaciones del deudor, estableciéndose a tales efectos 
que en caso de que éste no dispusiera de bienes suficientes para satisfacer el pago de la 
compensación, el acreedor estaría facultado para demandar la reducción o supresión de 
                                                 
549 Así lo explican LAMARCA MARQUÉS, A., “Comentario al artículo 451-15 del Código Civil de 
Cataluña”, en EGEA FERNÁNDEZ, J. y FERRER RIBA, J. (dirs.), ALASCIO CARRASCO, L. (coord.), 
Comentari al Llibre Quart del Codi Civil de Catalunya, relatiu a les succesions, v. II, Atelier, Barcelona, 
2009, p. 1381; NAVAS NAVARRO, El régimen de participación..., cit., pp. 125-126. 
550 Vid. NAVAS NAVARRO, El régimen de participación..., cit., p. 126. 
AD RI ÁN  A R R É B O L A  B L AN CO  
203 
 
las donaciones y atribuciones particulares en pacto sucesorio que se hubiesen celebrado 
por el cónyuge deudor durante la vigencia del régimen o convivencia prematrimonial, 
así como para impugnar los actos realizados por el mismo a título oneroso y en fraude 
de su derecho, al amparo del artículo 232-9.1 del Código Civil de Cataluña. Llegados a 
este punto es evidente que nos hallaríamos ante la clásica acción rescisoria, revocatoria o 
pauliana por fraude de acreedores que las reglas generales pondrían a disposición de todo 
acreedor para proteger su crédito, si bien, ahora en sede matrimonial, con la finalidad de 
reconstituir la solvencia del deudor para hacer efectivo el cobro de la compensación551. 
A) Naturaleza jurídica y legitimación 
 La incertidumbre en torno al carácter real o personal de la acción revocatoria o 
pauliana arranca desde tiempos del emperador Justiniano, debido al modo en que sus sus 
compiladores procedieron a la unificación de las acciones clásicas contra el fraude552. En 
nuestro Derecho, la communis opinio considera que se trata de una acción de naturaleza 
personal, y que la posibilidad de dirigirse contra terceros no derivaría precisamente de 
una pretendida eficacia erga omnes, sino de su implicación o conocimiento del fraude 
(SSTS 28-9-1926, 11-10-1993 [RJ 1993, 8176])553. No tratándose, en consecuencia, de 
una acción real que persiguiese la cosa, el acreedor tendría que dirigirse necesariamente 
contra el deudor, aunque también contra el tercero o terceros intervinientes en el acto que 
tratara de impugnar, incluyéndose también a los subadquirentes, siempre y cuando no se 
                                                 
551 Así lo estiman, también CORNU, op. cit., p. 835; CHEVALIER-DUMAS, op. cit., p. 54; DORAL GARCÍA, J. 
A., Principios de Derecho de familia, Universidad de Granada, Granada, 1980, p. 104; LÓPEZ PELÁEZ, 
op. cit., p. 148. Sobre la finalidad de la acción revocatoria o pauliana, vid. ALBALADEJO GARCÍA, 
Derecho..., t. II, cit., pp. 250-251; DÍEZ-PICAZO Y PONCE DE LEÓN, L., Fundamentos del Derecho civil 
patrimonial, v. II, Aranzadi, 6ª edición, Navarra, 2008, p. 881; GINEBRA MOLINS, “Compensació...”, cit., 
p. 442; FERNÁNDEZ CAMPOS, J. A., El fraude de acreedores: la acción pauliana, Real Colegio de España, 
Bolonia, 1998, pp. 19 y 220. 
552 Vid. DE CASTRO Y BRAVO, F., “La acción pauliana y la responsabilidad patrimonial. Estudio de los 
artículos 1911 y 1111 del Código Civil”, Revista de Derecho Privado, julio-agosto, 1932, pp. 202-209; 
CRISTÓBAL MONTES, A., La vía pauliana, Tecnos, Madrid, 1997, pp. 58-71; LACRUZ BERDEJO et al., 
Elementos..., t. II, v. I, cit., p. 240; RIVERO HERNÁNDEZ, “La acción...”, cit., p. 47. 
553 Vid. DE CASTRO Y BRAVO, “La acción...”, cit., p. 223; LACRUZ BERDEJO et al., Elementos..., t. II, v. I, 
cit., p. 240; ALBALADEJO GARCÍA, Derecho..., t. II, cit., p. 231; ROCA SASTRE, R. M., Derecho 
hipotecario, t. II, Bosch, 6ª edición, Barcelona, 1968, pp. 699, 702 y 705; RIVERO HERNÁNDEZ, “La 
acción...”, cit., p. 48; CRISTÓBAL MONTES, op. cit., pp. 61 y 183; JORDANO FRAGA, F., La acción 
revocatoria o pauliana. Algunos aspectos esenciales de su régimen en el Derecho vigente, Comares, 
Granada, 2001, pp. 30-34; MIGUEL TRAVIESAS, M., “La acción pauliana”, Revista General de Legislación 
y Jurisprudencia, 1920, p. 110. 




interrumpiese la cadena de gratuidad o mala fe -como se seguiría del artículo 37 de la Ley 
Hipotecaria-, y por el cauce del litisconsorcio pasivo (STS 4-2-1986 [RJ 1986, 412])554. 
 El ejercicio de la acción revocatoria o pauliana encierra una relación triangular 
entre el deudor, el tercero y el acreedor, estando exclusivamente legitimado este último, 
sin perjuicio de que se presenten supuestos de pluralidad de acreedores en caso de ser 
entablada a instancia de sus herederos555. Por consiguiente, habría de considerarse que 
semejante acción no formaría parte de las “inherentes a la persona” del acreedor, pero, 
no obstante, aún cabría preguntarse si la especialidad de la relación matrimonial sería 
capaz de mutar la naturaleza que revisten las acciones generales contra el fraude556. En 
mi opinión, el carácter personalísimo del derecho a ser económicamente compensado no 
lograría alcanzar la protección pauliana, ni siquiera en esta sede, y así se desprende del 
artículo 232-9.1 del Código Civil de Cataluña al legitimar activamente al “acreedor”, en 
lugar de al “cónyuge acreedor”. Esto es debido, sin duda, a que el ejercicio de la acción 
que en él se contiene está condicionado a la preexistencia del crédito de compensación, 
y sería a partir de este momento cuando se integrara en el haber patrimonial del cónyuge 
acreedor siendo transmisible a sus herederos, quienes podrían beneficiarse de aquélla.  
B) Presupuestos: eventus damni y consilium fraudis 
 El éxito de la acción revocatoria o pauliana que se entablase ante nuestros jueces 
y tribunales con el propósito de obtener de ellos la rescisión de actos realizados en fraude 
de acreedores estaría en cualquier caso condicionado por la concurrencia de una serie de 
requisitos que resultan fácilmente subsumibles en los tradicionales conceptos de eventus 
damni y de consilium fraudis. Se trataría, no obstante, de dos requisitos que por motivos 
metodológicos -y para facilitar asimismo su adecuada comprensión-, podrían desglosarse 
en los tres siguientes: el primero de ellos radicaría en la condición de acreedor del sujeto 
por parte de quien fuera entablada la acción reclamando para sí la protección pauliana; el 
segundo, giraría en torno a la subsidiariedad de la misma por carecerse de otros recursos 
legales para lograr la reparación del perjuicio ocasionado como consecuencia del fraude; 
                                                 
554 Vid. DE CASTRO Y BRAVO, “La acción...”, cit., p. 223; ALBALADEJO GARCÍA, Derecho..., t. II, cit., p. 
250; LACRUZ BERDEJO et al., Elementos..., t. II, v. I, cit., pp. 242 y 248; DÍEZ-PICAZO Y PONCE DE LEÓN, 
Fundamentos..., cit., p. 887; COSTA, M. J. de Almeida, Direito das obrigações, Almedina, 11ª edición, 
Coímbra, 2008, p. 872; RIBOT IGUALADA, “Comentarios a los artículos 232-5 a 232-11 y 234-9 del 
Código Civil de Cataluña”, cit., p. 286; CRISTÓBAL MONTES, op. cit., pp. 183-184; JORDANO FRAGA, op. 
cit., pp. 377-378; GIL RODRÍGUEZ, J., “La protección del crédito (I)”, Manual de Derecho civil, t. II, 
Marcial Pons, 3ª edición, Madrid, 2000, p. 353; MIGUEL TRAVIESAS, “La acción pauliana”, cit., p. 98. 
555 Vid. DE CASTRO Y BRAVO, “La acción...”, cit., p. 210; RIVERO HERNÁNDEZ, “La acción...”, cit., p. 48. 
556 Vid. DE CASTRO Y BRAVO, El negocio jurídico, cit., p. 525. 
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y, en tercer y último lugar, el hecho de que concurriese liberalidad o fraude y mala fe en 
el acto que pretendiera impugnarse por medio del ejercicio de la acción por el acreedor. 
 a) La condición de acreedor de la compensación. — La apreciación del fraude en 
cuanto corresponde a la protección pauliana partiría de la preexistencia de un derecho de 
crédito cuyo titular no consiguiera hacer valer, frente a su deudor, debido a una situación 
de insolvencia fraudulentamente provocada por parte de este último; excepto en aquellos 
ordenamientos jurídicos que por el contrario permitiesen rescindir por esta misma causa 
los actos consumados con anterioridad al nacimiento de la relación crediticia, tales como 
el portugués o el italiano (cfr. arts. 610 CCP y 2901 CCI). Este presupuesto hace que sea 
preciso detenerse, aun brevemente -por cuanto en los regímenes de separación de bienes 
y de participación en las ganancias tan solo se trataría de rescindir actos consumados con 
anterioridad al nacimiento de los créditos resultantes de sus respectivas liquidaciones-, en 
el examen de aquellos créditos cuya eficacia quedase sometida a condición o a término. 
 El sometimiento del crédito a condición resolutoria apenas suscitaría dificultades 
para lograr la rescisión de actos jurídicos por fraude en la medida en que representaría un 
auténtico crédito exigible; si bien, una vez cumplida aquélla, por la propia retroacción de 
sus efectos, surgiría respecto del acreedor la obligación de restituir al tercero todo cuanto 
hubiese percibido de él (cfr. arts. 1120, 1122 y 1123 CC)557. Menores complicaciones se 
seguirían, incluso, respecto de los créditos aplazados o sometidos a término, porque, de 
resultar insolvente el deudor, y no disponer a su vez de las garantías suficientes, perdería 
el derecho a utilizar el plazo (cfr. art. 1129.1 CC)558. Por lo tanto, y a excepción del caso 
en que se retrotrajeran sus efectos permitiendo la impugnación de los actos que hubiesen 
sido efectuados con anterioridad, una vez cumplida, no sería sino en torno a la condición 
suspensiva en donde se aglomeraran las discrepancias doctrinales, porque, según le fuese 
asignada una función conservativa o ejecutiva sería o no ejercitable pendente conditione 
en aras de lograr la conservación el crédito de que se tratara (cfr. arts. 1120 y 1121 I CC).  
 Evidentemente es a este supuesto en particular al que más se asemejaría la acción 
revocatoria o pauliana establecida en sede de separación de bienes o participación en las 
ganancias, porque, ya fuera el primero tácitamente instituido en defecto de capitulaciones 
                                                 
557 Vid. DE CASTRO Y BRAVO, “La acción...”, cit., p. 211. 
558 Vid. DE CASTRO Y BRAVO, “La acción...”, cit., pp. 211-212; PUIG PEÑA, F., “Teoría de la acción 
pauliana”, Revista de Derecho Privado, octubre, 1945, p. 542; GIL RODRÍGUEZ, op. cit., p. 344; 
CRISTÓBAL MONTES, op. cit., p. 96. 




matrimoniales, o expresamente acordado cualquiera de ellos a través del correspondiente 
convenio en estas últimas, en cuanto se refiriese a sus respectivas liquidaciones cada uno 
de los consortes estaría asumiendo respecto del otro una obligación crediticia sometida a 
condición suspensiva: la concurrencia de los presupuestos legalmente contemplados para 
resultar acreedor de una compensación por razón de trabajo o crédito de participación en 
las ganancias. Por tanto, una vez cumplida esta condición, sus efectos se retraerían hasta 
la fecha de entrada en vigor del régimen económico-matrimonial liquidado o de inicio de 
la convivencia anterior al matrimonio, para así dotar, al acreedor o a sus herederos, de la 
facultad para instar la rescisión de los actos fraudulentos que hubiesen sido consumados 
pendente conditione; y generando, a su vez, una notable especialidad respecto al régimen 
general de rescisión por fraude en el que se obtendrían resultados distintos para este caso 
según la función conservativa o ejecutiva que en cada caso le fuera otorgada a esta acción. 
 b) La carencia de otros recursos para hacer efectivo el cobro. — El artículo 1111 
del Código Civil exigiría haber perseguido todos los bienes de que estuviera en posesión 
el deudor para que el acreedor pudiese hacer uso de las acciones que se contienen en el: 
la subrogatoria y la revocatoria o pauliana. Sin embargo, aún se apreciaría cierto margen 
de incertidumbre con respecto a si, semejante exigencia -de perseguir previamente todos 
los bienes de que esté en posesión el deudor-, se predica de ambas acciones o únicamente 
de la subrogatoria, al encontrarse ésta separada por un punto y coma de cuanto establece 
el legislador en relación a la revocatoria o pauliana. La respuesta, no obstante, a pesar de 
lo deficiente que pueda resultar la redacción del precepto señalado, no debería sino optar 
por la primera de las opciones que fueron indicadas y considerar que semejante requisito 
no es en absoluto exclusivo de la acción subrogatoria; según lo previsto por los artículos 
1291.3 y 1294 del Código Civil559. En este sentido, mientras el primero de ellos establece 
que la rescisión por fraude de acreedores solo es posible cuando éstos no puedan de otro 
modo cobrar lo que se les deba, el segundo dice expresamente que la acción de rescisión 
es subsidiaria y que por lo tanto no podrá ejercitarse sino cuando el perjudicado carezca 
de todo otro recurso legal para obtener la reparación del perjuicio; razón por la cual ha 
de concluirse que reside aquí un segundo requisito para la acción revocatoria o pauliana. 
 Aunque la acción subrogatoria no se encuentra comprendida junto a la revocatoria 
o pauliana en el artículo 232-9.1 del Código Civil de Cataluña, surgirían idénticas dudas 
                                                 
559 Vid. DE CASTRO Y BRAVO, “La acción...”, cit., p. 215; LACRUZ BERDEJO et al., Elementos..., t. II, v. I, 
cit., p. 239; RIVERO HERNÁNDEZ, “La acción...”, cit., p. 50. 
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respecto de la reducción o supresión de donaciones y atribuciones particulares realizadas 
en pacto sucesorio y la impugnación de actos onerosos; máxime, si se considera que una 
y otra están separadas aquí por un punto, en lugar de por un punto y coma. No se trataría 
sin embargo de marcar la diferencia entre dos acciones absolutamente distintas como son 
la subrogatoria y la revocatoria o pauliana, sino tan solo de distinguir dos objetos de una 
única acción que es la revocatoria o pauliana; motivo por el que sería oportuno que tanto 
para atacar actos gratuitos como onerosos fuera indispensable que el acreedor no tuviese 
otros recursos legales a través de los cuales pudiera acceder al cobro. Esta subsidiariedad 
comportaría por tanto el fracaso de la acción cuando concurrieran garantías suficientes o 
cuando el tercero satisficiese el crédito del acreedor para eludir la rescisión -sin que para 
tal fin sea necesario demostrar la analogía con la inoficiosidad por obtenerse los mismos 
efectos de las reglas generales-, según fue señalado hace más de un siglo por la sentencia 
de 25 de junio de 1907 de nuestro Tribunal Supremo (cfr. arts. 1158 CC, 451-22.4 y 427-
45.2 CCCat y §1390(1) BGB)560. La acción revocatoria o pauliana devendría subsidiaria 
incluso con respecto a la subrogatoria en la medida en que sería más razonable obligar al 
acreedor a ejercitar los derechos del deudor antes de permitirle deshacer aquello que éste 
hubiese efectuado en perjuicio de su derecho, según señalaba Manuel ALBALADEJO561.  
 La jurisprudencia es pacífica a la hora de considerar que, el estado de insolvencia 
que debe encontrarse el deudor, para que el acreedor, por su parte, pueda hacer uso de la 
acción revocatoria o pauliana, constituye una cuestión de hecho cuya apreciación estaría 
reservada a los juzgados de primera instancia sin que deba ser previamente declarada en 
otro proceso, y sin exigirse, por parte del acreedor, más que el mero desconocimiento de 
otros bienes en el patrimonio del deudor con los cuales satisfacerse, porque, realmente, a 
aquél le resultaría más sencillo perseguir los conocidos en lugar de instar la rescisión de 
los actos que este hubiera efectuado en su perjuicio (SSTS 18-10-2007 [RJ 2007, 7080], 
                                                 
560 Alegan la analogía con la inoficiosidad GINEBRA MOLINS, “Compensació...”, cit., p. 435; RIBOT 
IGUALADA, “Comentarios a los artículos 232-5 a 232-11 y 234-9 del Código Civil de Cataluña”, cit., p. 
285. En torno a las garantías y el pago por tercero como circunstancias excluyentes de la rescisión por 
fraude, vid. ALBALADEJO GARCÍA, M., “Comentario al artículo 1111 del Código Civil”, en ALBALADEJO 
GARCÍA, M. (dir.), Comentarios al Código Civil y compilaciones forales, t. XV, v. I, Edersa, Madrid, 
1989, p. 954; LACRUZ BERDEJO et al., Elementos..., t. II, v. I, cit., pp. 239 y 244; ROCA SASTRE, “La 
acción...”, cit., p. 16; FERNÁNDEZ CAMPOS, op. cit., p. 260; PUIG PEÑA, “Teoría...”, cit., pp. 542 y 545; 
RIVERO HERNÁNDEZ, “La acción...”, cit., p. 51; ARNAU RAVENTÓS, “L’art. 232-9 CCCat...”, cit., p. 598. 
561 Vid. ALBALADEJO GARCÍA, “Comentario...”, cit., p. 954. También ROCA SASTRE, “La acción...”, cit., 
p. 16. 




2-4-2002 [RJ 2002, 2666], 29-3-2001 [RJ 2001, 4774], 16-6-1999 [RJ 1999, 4475], 30-
1-1986 [RJ 1986, 338], 12-6-1985 [RJ 1985, 3109] y 29-5-1985 [RJ 1985, 2832])562. 
 c) Concurrencia de liberalidad o fraude en el acto impugnado. — El fraude es un 
concepto jurídico indeterminado cuyo entendimiento ha provocado disidencias entre los 
autores: mientras, para unos, constituye un concepto subjetivo cuya apreciación requiere 
que se identifique el propósito de perjudicar al acreedor o animus nocendi, para otros, en 
cambio, sería mucho más objetivo y para su determinación tan solo bastaría con la mera 
conciencia del perjuicio ocasionado por el deudor o scientia fraudis; una opinión hacia la 
que ha venido evolucionando la jurisprudencia del Tribunal Supremo como consecuencia 
de las dificultades que se derivarían a la hora de acreditar la intención del deudor (SSTS 
30-4-1985 [RJ 1985, 2006], 13-2-1992 [RJ 1992, 844] y 4-9-1995 [RJ 1995, 6490])563. 
 Las presunciones, sean legales o judiciales, asisten enormemente al acreedor que 
ha de cargar con la prueba del fraude, puesto que, en la práctica, suele ser el mecanismo 
más común para acreditar la concurrencia de este presupuesto (STS 17-4-1950). En este 
sentido, recuérdese, dispone nuestro legislador que se presumen celebrados en fraude de 
acreedores todos aquellos contratos por virtud de los cuales el deudor enajenare bienes 
a título gratuito; además de calificar también de tales las enajenaciones a título oneroso 
hechas por aquellas personas contra las cuales se hubiese pronunciado antes sentencia 
condenatoria en cualquier instancia o expedido mandamiento de embargo (cfr. arts. 643 
II y 1297 CC). Sin embargo, para el legislador catalán, no se requiere presunción alguna 
para revocar las donaciones en tanto que no perjudican a los acreedores de los donantes 
las donaciones que estos otorguen después de la fecha del hecho o acto del que nazca el 
crédito si faltan otros recursos para cobrarlo, y no por el hecho de que se prescinda del 
presupuesto del fraude, sino porque aprecia que éste va implícito en la propia liberalidad 
realizada por el deudor-donante (cfr. art. 531-14 CCCat)564. No obstante, tal solución no 
exige acudir a la legislación catalana porque se seguiría precisamente de la comparación 
de lo previsto por los artículos 643, segundo párrafo, y 1297, primer párrafo, del Código 
Civil, a juicio de aquellos para quienes éstos contendrían una presunción iuris et de iure 
por el hecho de que, de no ser así, la debida prueba en contrario tan solo podría consistir 
                                                 
562 Vid. ALBALADEJO GARCÍA, Derecho..., t. II, cit., p. 235; ID., “Comentario...”, cit., pp. 959-960. 
563 Sobre estos aspectos, vid. RIVERO HERNÁNDEZ, “La acción...”, cit., pp. 58-59; GIL RODRÍGUEZ, op. 
cit., p. 351. Añade ALBALADEJO GARCÍA aquellos casos en que el deudor no tenga constancia del 
perjuicio, pues, de lo contrario, estaría premiándose la negligencia (vid. Derecho..., t. II, , cit., p. 238). 
564 Vid. ROCA SASTRE, “La acción...”, cit., p. 11; MARCO MOLINA, “Les categories...”, cit., p. 314. 
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en la reserva de bienes suficientes para asegurar el cobro del acreedor, y en tal caso sería 
evidente que no procedería la acción revocatoria o pauliana por falta de insolvencia565. 
C) Objeto: actos y contratos rescindibles 
 La dicotomía entre actos gratuitos y onerosos en el fraude de acreedores se sigue 
también en sede de régimen económico-matrimonial, distinguiéndose, de las donaciones 
y las atribuciones particulares operadas en pacto sucesorio, aquellos otros actos onerosos 
que eventualmente fueran practicados en fraude de quien resulte acreedor (cfr. arts. 232-
9.1 y 232-24.1 CCCat). La acción, no obstante, se dirigiría siempre contra actos jurídicos 
válidos, aunque anulables, pero nunca contra los nulos de pleno derecho que en su lugar 
resultarían sancionables por medio de la correspondiente acción de nulidad (cfr. art. 1290 
CC)566. No siendo así, además, es irrelevante el hecho de que entre los consortes hubiera 
o no cesado efectivamente la convivencia al tiempo de efectuarse el acto impugnable por 
parte del que finalmente se constituyese deudor del otro, porque, realmente, no se trataría 
aquí de determinar el incremento experimentado por cada uno de ellos en sus respectivos 
patrimonios, sirviéndose del matrimonio contraído, sino más bien de facilitar el cobro al 
que resulte acreedor567. Desde luego, este acto debería haberse efectuado a lo largo de la 
vigencia del régimen de separación de bienes o durante la convivencia comenzada en un 
momento anterior a la celebración del matrimonio, en la medida en que los posteriores a 
su extinción deberían discurrir por las vías generales (cfr. arts. 1111 y 1290 y ss. CC)568. 
 a) Los actos gratuitos. — El acreedor puede solicitar la reducción o supresión de 
las donaciones y atribuciones particulares en pacto sucesorio siguiendo el orden que, al 
mismo tiempo, indica el legislador con respecto a la inoficiosidad -i. e., comenzando por 
la más reciente, siguiendo por la siguiente más reciente y así sucesivamente, por orden 
inverso de fecha, y a prorrata si la fecha es la misma o es indeterminada-, según sugirió 
operar previamente la doctrina para la acción revocatoria o pauliana que aquél contempla 
                                                 
565 Por todos, vid. DE CASTRO Y BRAVO, “La acción...”, cit., p. 217. 
566 Vid. QUICIOS MOLINA, S., “La ineficacia contractual”, en BERCOVITZ RODRÍGUEZ-CANO, R. (dir.), 
MORALEJO IMBERNÓN, N. y QUICIOS MOLINA, S. (coords.), Tratado de contratos, t. I, Tirant lo Blanch, 
Valencia, 2009, p. 1291. 
567 Vid. RIBOT IGUALADA, “Comentarios a los artículos 232-5 a 232-11 y 234-9 del Código Civil de 
Cataluña”, cit., p. 283. 
568 Vid. MORALES MORENO, “Comentarios...”, cit., p. 1910; CABEZUELO ARENAS, “Comentarios...”, cit., 
p. 10086; GINEBRA MOLINS, “Compensació...”, cit., p. 436, n. 105. 




en el régimen estatal de participación en las ganancias, al socaire de cuanto se establecía 
a tal fin por la legislación francesa (cfr. arts. 451-23.2 CCCat, 656 CC y 1577 CCF)569. 
 La primera cuestión que habría de formularse a este respecto es aquella mediante 
la que se preguntase, si la acción revocatoria o pauliana, operaría tan solo respecto de los 
actos inter vivos o si, por el contrario, alcanza también a aquellos otros con eficacia post 
mortem. Desde luego, en caso de muerte o declaración de fallecimiento del deudor, no se 
extendería a los legados por el mero hecho de que la compensación por razón de trabajo 
sería satisfecha por parte de sus herederos antes de cumplirlos o entregarlos, al igual que 
harían con cualesquiera otros acreedores; así como también cabría concluir con respecto 
a las donaciones por causa de muerte como consecuencia de la remisión que establece su 
propia normativa a favor de los legados y, particularmente, del derecho preferente de los 
acreedores hereditarios para el cobro de sus créditos (cfr. arts. 461-21.2 y 3 y 432-2.1 f) 
CCCat). De hecho, así se seguiría observándolo desde la perspectiva de la inoficiosidad 
legitimaria en tanto que, en esta sede, solamente serían las donaciones inter vivos las que 
fueran asimiladas a las atribuciones particulares (cfr. art. 451-22.3 y 451-22.2 CCCat)570.  
 Probablemente, fuera ésta la conclusión que se alcanzase también respecto de las 
atribuciones particulares que se efectuaran por medio de pacto sucesorio sin transmisión 
de presente, porque, del mismo modo que las donaciones mortis causa, se remitirían a la 
regulación propia de los legados en la medida en que no resultasen incompatibles con su 
naturaleza irrevocable (cfr. art. 431-30.5 CCCat)571. Sin embargo, a diferencia de cuanto 
acontece con respecto al legatario -y, por ende, para el donatario por causa de muerte- es 
insoslayable el hecho de que quien resulta favorecido con una atribución particular hace 
suyos los bienes que son objeto de la misma, y que puede tomar posesión de ellos por sí 
mismo sin precisar de cumplimiento o entrega alguna por parte del heredero; motivo por 
el que algún autor ha estimado recurrente acudir a la acción revocatoria o pauliana con el 
objeto de obtener la rescisión de esta clase de atribuciones (cfr. art. 431-30.4 CCCat)572. 
                                                 
569 Vid. BALLESTER GINER, op. cit., pp. 1408-1409; DE LEÓN ARCE, op. cit., pp. 243-264; ALGARRA 
PRATS, op. cit., p. 326. 
570 Vid. GINEBRA MOLINS, “Compensació...”, cit., pp. 437-438; RIBOT IGUALADA, “Comentarios a los 
artículos 232-5 a 232-11 y 234-9 del Código Civil de Cataluña”, cit., p. 284; NAVAS NAVARRO, “La 
participation...”, cit., p. 81; ID. El régimen de participación..., cit., p. 131. 
571 Vid. ARNAU RAVENTÓS, “L’art. 232-9 CCCat...”, cit., p. 592; NAVAS NAVARRO, “La participation...”, 
cit., p. 81. 
572 Vid. ARNAU RAVENTÓS, “L’art. 232-9 CCCat...”, cit., p. 592; NAVAS NAVARRO, El régimen de parti-
cipación..., cit., pp. 131-132. 
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 Exceptuando este último supuesto, meramente hipotético, el ámbito objetivo de la 
rescisión pauliana estaría limitado a los actos practicados con eficacia inter vivos. Por lo 
tanto, una vez se estimase el hecho de que las atribuciones particulares se equiparan a las 
donaciones cuando concurre transmisión de presente, solo faltaría por examinar aquí las 
diferentes clases de donaciones que son capaces de realizarse en fraude del acreedor (cfr. 
art. 431-29.3 CCCat). Empezando, quizá, por las más sencillas, surgiría la incertidumbre 
respecto de las ordinarias que hubieran sido previamente asentidas por este último y, aún 
más especialmente, aquellas que tuviesen por destinatarios a los hijos comunes de ambas 
partes, porque, además de rescindibles, serían objeto de imputación ficticia (cfr. art. 232-
6.1 b) CCCat). Podría recordarse, al respecto, cómo los cuerpos legislativos anteriores al 
vigente exceptuaban de rescisión las donaciones asentidas y/o las operadas a favor de los 
hijos tanto por razón de matrimonio como para facilitarles una ocupación (cfr. arts. 60.1 
CF y 58.1 CDCC). Sin embargo, al amparo de que tales excepciones han sido preteridas 
en la legislación en vigor, quizá debería concluirse que el acreedor dispone hoy en día de 
mayores garantías a su servicio para lograr el cobro (cfr. arts. 232-9 y 232-24 CCCat)573. 
 Las donaciones que, desde luego, revelarían mayores dificultades a este respecto 
serían las remuneratorias y las modales. Suele decirse, generalmente, que estas clases de 
donaciones solo revisten ánimo de liberalidad en la medida en que exceden del valor del 
servicio que remuneran o del gravamen que imponen; de hecho, así es como lo estima el 
propio legislador en materia de tributos (cfr. arts. 29 LISD y 59.1 RISD)574. Partiendo de 
esta opinión, las donaciones remuneratorias resultarían rescindibles por aquella cantidad 
en que superasen el valor del servicio prestado, por una parte, pero también, por el valor 
del propio servicio en cuanto representarían pagos realizados por cuenta de obligaciones 
a cuyo cumplimiento no podía ser compelido el deudor, por la otra; es decir, devendrían 
rescindibles por su valor completo en base a un motivo u otro (cfr. arts. 1292 CC y 531-
17 CCCat)575. Las donaciones modales, por el contrario, precisarían a tales efectos de un 
                                                 
573 A favor de la rescisión de las donaciones consentidas por el cónyuge no disponente, vid. RIBOT 
IGUALADA, “Comentarios a los artículos 232-5 a 232-11 y 234-9 del Código Civil de Cataluña”, cit., p. 
284; NAVAS NAVARRO, El régimen de participación..., cit., p. 130. 
574 Por todos, vid. ALBALADEJO GARCÍA, Derecho..., t. II, cit., pp. 613-614; ID., “Donación remuneratoria 
y los preceptos de la donación ordinaria que le son o no aplicables”, en ALBALADEJO GARCÍA, M. y DÍAZ 
ALABART, S., La donación, Colegio de Registradores de la Propiedad y Mercantiles de España, Centro de 
Estudios, Madrid, 2006, pp. 393-395; ID., “La donación con carga”, en ALBALADEJO GARCÍA, M. y DÍAZ 
ALABART, S., La donación, Colegio de Registradores de la Propiedad y Mercantiles de España, Centro de 
Estudios, Madrid, 2006, p. 484.  
575 Así lo estima ALBALADEJO GARCÍA, “La donación...”, cit., p. 496. También JEREZ DELGADO, C., Los 
actos jurídicos objetivamente fraudulentos, Colegio de Registradores de la Propiedad y Mercantiles de 
España, Centro de Estudios Registrales, Madrid, 1999, p. 215. 




análisis más complejo, según en interés de quien repercutiese finalmente el gravamen, la 
carga o el modo impuesto al donatario por medio de ellas (cfr. art. 531-18.1 CCCat)576. 
 En aquellas ocasiones en que las que éste intervenga donandi causa en la relación 
de valuta entre el donante y el tercero, el alcance de la rescisión se extendería sobre toda 
la donación sin que la liberalidad quedase determinada por el valor del gravamen577. Por 
el contrario, en aquellas otras en las que esta misma relación entrañe una causa credendi 
a favor del donante, aunque el acreedor disponga de la acción subrogatoria para reclamar 
el pago del crédito resultante frente al tercero, el efecto de la rescisión solo podría actuar 
con respecto al exceso de la donación sobre el valor del gravamen; la misma conclusión 
que se seguiría cuando, a falta de tercero -y, por lo tanto, sin relación de valuta-, el modo 
repercutiese en interés del propio donante -por ejemplo, obligándose el donatario a darle 
algo a cambio de la donación operada a su favor-, porque, en tales supuestos, además de 
exigir el pago de lo debido por medio de la subrogación, el acreedor también sería capaz 
de rescindir la donación en cuanto excediese del valor del gravamen578. Sin embargo, en 
los casos en que no solo existiera una relación de valuta entre el donante y el tercero sino 
que el modo interviniese, además, solvendi causa, a favor del primero -por ejemplo, para 
extinguir una deuda entre ambos-, solo resultaría rescindible la donación en la medida en 
que arrojara liberalidad sobre el gravamen; salvo que se tratase de una obligación a cuyo 
cumplimiento no pudiera ser compelido el donante ex artículo 1292 del Código Civil579. 
 La rescisión, por tanto, dispondría aquí de un ámbito objetivo mucho más estricto 
del que sin embargo le confieren las reglas generales, porque, mientras éstas presumen el 
fraude en toda clase de enajenaciones a título gratuito, el legislador catalán solamente lo 
entiende implícito en las donaciones y atribuciones particulares efectuadas por medio de 
pacto sucesorio, para los regímenes económico-matrimoniales de separación de bienes y 
de participación en las ganancias (cfr. arts. 1297 I CC, 232-9.1 y 232-24.1 CCCat). Este 
matiz tendría el poder de privar injustificadamente al acreedor de toda acción para instar 
la rescisión de cualesquiera otros actos gratuitos que no lograran encajar en las categorías 
expresamente señaladas en la ley. Piénsese, por ejemplo, en las aportaciones realizadas a 
                                                 
576 En adelante, se prescindirá de analizar el supuesto en que el modo repercuta en interés del donatario, 
dado que el artículo 531-18.1 del Código Civil de Cataluña considera que el modo en las donaciones solo 
puede repercutir en interés del donante o de un tercero. Sin embargo, siguiendo a la doctrina, cuando el 
modo repercutiera en interés del donatario la donación sería rescindible por su valor completo, sin que la 
liberalidad quedase limitada por el valor del gravamen impuesto (vid. JEREZ DELGADO, op. cit., p. 198). 
577 Ibid., pp. 201-202. 
578 Vid. ALBALADEJO GARCÍA, “La donación...”, cit., p. 496; JEREZ DELGADO, op. cit., pp. 200 y 203. 
579 Vid. ALBALADEJO GARCÍA, “La donación...”, cit., p. 496; JEREZ DELGADO, op. cit., p. 204. 
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favor de patrimonios protegidos que no lo fuesen a su vez en concepto de donación o de 
atribución particular en pacto sucesorio; porque, aunque solo se permita su rescisión con 
respecto a los créditos que hubieran surgido con anterioridad a las mismas -siguiendo las 
reglas generales de la rescisión por fraude-, no debe olvidarse el hecho de que este orden 
siempre aparecerá invertido en esta sede (cfr. art. 227-2.2 CCCat). No obstante, entre las 
propias donaciones, habría que excluir también de rescisión las modales cuyo gravamen 
consistiese precisamente en el pago del crédito del acreedor; y sería conveniente además 
excluir las liberalidades de uso a la luz de cuanto se prevé por la legislación concursal, a 
pesar de que las acciones de reintegración cuenten con un ámbito mucho más amplio por 
extenderse incluso sobre actos no estrictamente fraudulentos (cfr. arts. 71.1 y 2 LC)580. 
 b) Los actos onerosos y fraudulentos. — Además de demandar tanto la reducción 
como la supresión de las donaciones y atribuciones particulares hechas a través de pacto 
sucesorio, indica el legislador catalán que el acreedor también puede impugnar los actos 
a título oneroso realizados por el deudor en fraude de su derecho como por ejemplo son 
los pagos que hubiesen sido efectuados por cuenta de obligaciones a cuyo cumplimiento 
no podía ser compelido al tiempo de hacerlos, y las enajenaciones igualmente realizadas 
de un modo oneroso por el deudor de la compensación por razón de trabajo contra el que 
se hubiese pronunciado antes sentencia condenatoria en cualquier instancia o expedido 
mandamiento de embargo de bienes, en armonía con la legislación estatal (cfr. arts. 232-
9.1 CCCat, 1292 y 1297 II CC). No obstante, para que prospere la rescisión de esta clase 
de actos jurídicos, no gratuitos, sería preciso que el tercero hubiese procedido de mala fe 
con el propósito de perjudicar al acreedor o, al menos, a sabiendas del fraude perpetrado 
por parte del deudor; según se exija animus nocendi o scientia fraudis a juicio del órgano 
jurisdiccional encargado de conocer del asunto como ocurriría fuera del matrimonio para 
cualquier otra rescisión (cfr. SSTS 14-6-1958 [RJ 1958, 2150], 15-4-1955 y 2-1-1912)581. 
 La impugnación, en estos casos, pese a la confusión que pudiera suscitarse como 
consecuencia del empleo de este término en lugar de los de reducción y supresión que al 
mismo tiempo son utilizados con respecto a las donaciones y atribuciones particulares en 
pacto sucesorio, no podría traducirse sino en la mera reducción o supresión de los actos a 
los que se dirigiese la acción interpuesta por parte del acreedor en cuanto que su función 
                                                 
580 A favor de excluir de rescisión las liberalidades de uso, vid. ROCA SASTRE, “La acción...”, cit., p. 14; 
RIBOT IGUALADA, “Comentarios a los artículos 232-5 a 232-11 y 234-9 del Código Civil de Cataluña”, 
cit., p. 284; NAVAS NAVARRO, El régimen de participación..., cit., p. 130. 
581 Vid. RIVERO HERNÁNDEZ, “La acción...”, cit., p. 59. 




no diferiría en absoluto de la propiamente revocatoria o pauliana tendente a lograr que se 
reconozca su ineficacia en la medida necesaria para satisfacer su derecho crediticio. Más 
dudoso sería sin embargo responder a la pregunta de si, semejante impugnación, habría o 
no de respetar el orden establecido para donaciones y atribuciones particulares hechas en 
pacto sucesorio, como en la legislación francesa (cfr. art. 1577 CCF). Sin embargo, debe 
considerarse que el segundo inciso del artículo 232-9.1 del Código Civil de Cataluña tan 
solo representa una adición a lo indicado previamente en el primero, para las donaciones 
y atribuciones particulares en pacto sucesorio, queriendo decirse en consecuencia que el 
acreedor también podría instar la reducción o supresión de los actos realizados por parte 
del deudor, a título oneroso, y en fraude de su derecho, siguiendo el mismo orden; según 
cabría extraer de lo previsto por otras legislaciones que tratan conjuntamente la rescisión 
de unos y otros actos, tales como la francesa y la estatal (cfr. arts. 1577 CCF y 1433 CC). 
 En armonía con lo establecido con respecto a la imputación ficticia de valores en 
cada uno de los patrimonios de los consortes, a los efectos de determinar sus respectivos 
incrementos constante el régimen de separación de bienes o a lo largo de la convivencia 
anterior al matrimonio, habrían de ser también objeto de rescisión tanto las obligaciones 
como los gravámenes que hubiesen sido fraudulentamente constituidos por el deudor de 
la compensación por razón de trabajo (cfr. art. 232-19.2 b) CCCat). De hecho, así ha sido 
reconocido en múltiples ocasiones por la jurisprudencia del Tribunal Supremo en torno a 
la rescisión de un contrato de arrendamiento muy favorable para el arrendatario (STS 3-
6-1967), de una hipoteca (STS 14-1-1935), y de la aportación a una sociedad (STS 9-2-
1961)582. Sin embargo, aunque alguna opinión las considere próximas a las liberalidades 
y, por tanto, impugnables como tales, el hecho de que la rescisión de éstas se limite a las 
donaciones y atribuciones particulares en pacto sucesorio -ex artículo 232-9.1 del Código 
Civil de Cataluña, recuérdese- haría que algunos actos abdicativos como la condonación 
de deuda tan solo fueran impugnables por medio de la acreditación del fraude, a salvo de 
aquellos para los cuales se prevén cauces específicos como es el caso de la renuncia a la 
                                                 
582 Vid. DE CASTRO Y BRAVO, “La acción...”, cit., p. 213; COSTA, op. cit., pp. 857-858; ALBALADEJO 
GARCÍA, Derecho..., t. II, cit., pp. 244-245; DÍEZ-PICAZO Y PONCE DE LEÓN, Fundamentos..., cit., p. 889; 
GULLÓN BALLESTEROS, A., “Negocios a título gratuito y fraude de acreedores”, Estudios jurídicos en 
homenaje al profesor Luis Díez-Picazo, t. II, Civitas, Madrid, 2003, p. 2071. 
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prescripción ganada y la renuncia a la herencia, y en la medida en que estos actos no han 
de perjudicar jamás el interés de terceros (cfr. arts. 111-6, 121-5 b) y 461-7 CCCat)583.  
D) Efectos: devolución o indemnización 
 La respuesta a cuáles son concretamente las consecuencias propias de la rescisión 
por fraude de acreedores es una de las cuestiones que entrañan una mayor incertidumbre 
sobre la materia. Piénsese que, a pesar de que el legislador señale que la misma obliga a 
la devolución de las cosas que fueron objeto del contrato con sus frutos, y del precio con 
sus intereses, no debe desconocerse que el acreedor impugnante realmente no tiene nada 
que devolver porque ni siquiera sería parte del acto fraudulento que persiguiera rescindir 
por la vía pauliana (cfr. art. 1295 CC). Este dato, por tanto, conduciría inexorablemente a 
la conclusión de que semejante afirmación solo resultaría aplicable para los supuestos de 
rescisión por lesión que se regulan legislativamente junto a los de fraude, y en los que sí 
puede hablarse con absoluta propiedad de recíprocas prestaciones; según se desprendería 
además de que el legislador estatal aluda expresamente al causante de la lesión mediante 
el propio artículo 1295 del Código Civil (cfr. arts. 1291.1 y 1291.2 CC y 324 CDCC)584. 
 Los efectos de la rescisión por fraude de acreedores habrían de buscarse por tanto 
en el artículo 1298, y no en el 1295, del Código Civil585. Sin embargo, aunque de un lado 
resulta incontestable que este precepto se refiere al fraude de acreedores en la medida en 
que lo menciona expresamente; de otro, no deja de ser desconcertante el hecho de que de 
nuevo prevea, como efecto primario, la devolución. Sobre este extremo cabría adoptar 
dos opiniones: la primera de ellas, consistente en considerar que los bienes afectados por 
la rescisión regresan al patrimonio del deudor para que el acreedor pueda agredirlos; y la 
segunda, de acuerdo a la cual se comprendería que la rescisión no llega a destruir el acto 
impugnado sino que tan solo se limita a hacerlo inoponible para el acreedor, a la espera de 
que éste, después, se dirija contra el patrimonio del tercero, facultándole para ello586. Es 
evidente que el regreso de los bienes al patrimonio del deudor devendría completamente 
innecesario para conseguir el fin perseguido por la acción revocatoria o pauliana; motivo 
                                                 
583 Vid. DE CASTRO Y BRAVO, “La acción...”, cit., p. 213; ALBALADEJO GARCÍA, Derecho..., t. II, cit., p. 
244; DÍEZ-PICAZO Y PONCE DE LEÓN, Fundamentos..., cit., p. 888; FUENTESECA DEGENEFFE, op. cit., p. 
91.  
584 Alcanzan la misma conclusión DE CASTRO Y BRAVO, El negocio jurídico, cit., p. 524; FERNÁNDEZ 
CAMPOS, op. cit., p. 216; GARCÍA VICENTE, J. R., “Comentarios a los artículos 1290 a 1299 del Código 
Civil”, en BERCOVITZ RODRÍGUEZ-CANO, R. (dir.), Comentarios al Código Civil, v. VII, Tirant lo Blanch, 
Valencia, 2013, p. 9212. 
585 Vid. FERNÁNDEZ CAMPOS, op. cit., pp. 216-217. 
586 Vid. QUICIOS MOLINA, op. cit., p. 1312. 




por el que se ha afirmado que tal “devolución” no supone tanto una restitución como una 
simple restauración, a ojos del acreedor, del estado patrimonial que tenía el deudor justo 
antes de obrar en su contra, como si de una suerte de recomposición ficticia se tratase587. 
 Éste sería por lo tanto el efecto que se siguiera con carácter general de la rescisión 
por fraude de acreedores, excepto cuando esta “devolución” resultara imposible. En tales 
circunstancias, el tercero deberá indemnizar al acreedor por los daños y perjuicios que le 
hubieran sido ocasionados por medio de su intervención588. Para ello, sin embargo, y por 
mandato legislativo, sería indispensable que ésta además fuese susceptible de ser juzgada 
como una actuación de mala fe (cfr. arts. 1298 CC y 232-9.2 CCCat). Esto implicaría un 
auténtico reto a la hora de determinar hasta dónde alcanzan los efectos de la rescisión en 
caso de enajenaciones gratuitas -como son las donaciones y las atribuciones particulares 
en pacto sucesorio a las que alude expresamente el legislador catalán-, y en las cuales no 
se requiere acreditación alguna de la mala fe con que hubiera operado el tercero, sino tan 
solo la prueba del perjuicio que su actuación hubiese ocasionado al derecho del acreedor: 
nemo liberalis nisi liberatus (cfr. arts. 1297 CC y 531-14 CCCat)589. No obstante, otra de 
las cuestiones que suscitan controversia es aquella relativa al plazo para el ejercicio de la 
acción por medio de la cual se sirviera el acreedor para reclamar la indemnización de los 
daños y perjuicios ocasionados, apreciándose, por algunos autores, que debe aplicarse el 
de cuatro años que corresponde a la propia rescisión por tratarse de un efecto subsidiario 
con respecto a la misma, y, por otros, por el contrario, que semejante plazo no puede ser 
otro que el plazo general de cinco años de prescripción (cfr. arts. 1299 y 1964.2 CC)590. 
E) Caducidad 
 Establece el legislador catalán que la acción de rescisión prevista para el régimen 
de separación de bienes caducará a los cuatro años; siguiéndose, así, el mismo plazo que 
se prevé para cualquier otra que se instara a la luz de las reglas generales, pero marcando 
una diferencia insoslayable en lo que respecta al dies a quo (cfr. arts. 1299 CC y 232-9.2 
                                                 
587 Vid. FERNÁNDEZ CAMPOS, op. cit., p. 221; CRISTÓBAL MONTES, op. cit., p. 185; COSTA, op. cit., p. 
869; ROCA SASTRE, “La acción...”, cit., pp. 16-17. 
588 Vid. GARCÍA VICENTE, op. cit., p. 9225; COSTA, op. cit., p. 869. 
589 Vid. ALBALADEJO GARCÍA, Derecho..., t. II, cit., pp. 240-241; LACRUZ BERDEJO et al., Elementos..., t. 
II, v. I, cit., p. 246; RIVERO HERNÁNDEZ, “La acción...”, cit., p. 58; ROCA SASTRE, “La acción...”, cit., p. 
11; MARCO MOLINA, “Les categories...”, cit., p. 314. 
590 Respecto a la primera opinión, vid. JORDANO FRAGA, op. cit., p. 367; QUICIOS MOLINA, op. cit., p. 
1319. Por el contrario, en cuanto a la segunda, vid. MORENO QUESADA, B., “Comentarios a los artículos 
1290 a 1299 del Código Civil”, en ALBALADEJO GARCÍA, M. (dir.), Comentarios al Código Civil y 
compilaciones forales, t. XVII, v. II, Edersa, Madrid, 1981, p. 215. 
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CCCat). Éste no coincidiría con la fecha en la que pudo ejercitarse la acción por parte del 
acreedor, sino con aquella en que se produjese la extinción del régimen de separación de 
bienes (cfr. arts. 232-9.2 y 1269 CC). Sin embargo, hubiera sido más conveniente que el 
plazo comenzase una vez fuera señalado el crédito correspondiente por la compensación 
por razón de trabajo: en primer lugar, porque, hasta este momento, salvo que se entienda 
que la acción dispone de carácter conservativo a los efectos del artículo 1121 del Código 
Civil, sería realmente complicado conocer la insolvencia patrimonial que se requiere por 
parte del deudor; y, en segundo lugar, considerando que en caso de disolverse el régimen 
de separación de bienes a consecuencia de la muerte o de la declaración de fallecimiento 
de cualquiera de los consortes, aunque se previese un plazo de caducidad de cuatro años 
desde entonces, el supérstite solo dispondría de tres años para reclamar la compensación 
a sus sucesores; traduciéndose, así, en un claro sinsentido (cfr. art. 232-11.2 CCCat)591. 
 Una vez alcanzada la conclusión de que el plazo de caducidad de las acciones de 
rescisión previstas para el régimen catalán de separación de bienes debe contarse a partir 
de la fecha en que se determine el crédito de la compensación por razón de trabajo, sería 
conveniente que, además, este criterio se cohonestase con el del conocimiento razonable 
que establece el artículo 122-5.1 del Código Civil de Cataluña. En tal caso, no obraría en 
contra del plazo reconocido al acreedor para el ejercicio de estas acciones el hecho de no 
conocer aquello cuanto pudiera venir actuando el deudor en perjuicio de su derecho, aun 
después de que éste fuese debidamente determinado, y siempre que tal desconocimiento 
resultara razonable. Éste no solo es el criterio que aplica nuestro Tribunal Supremo a las 
reglas generales sobre rescisión, sino también el propio Tribunal Superior de Justicia de 
Cataluña (STSJ Cataluña 30-1-1992 [RJ 1992, 10631], SSTS 16-2-1993 [RJ 1993, 774], 
4-9-1995 [RJ 1995, 6490], 4-11-1996 [RJ 1996, 7910] y 30-5-2003 [RJ 2003, 5324])592.
                                                 
591 Vid. GINEBRA MOLINS, “Compensació...”, cit., p. 443; RIBOT IGUALADA, “Comentarios a los artículos 
232-5 a 232-11 y 234-9 del Código Civil de Cataluña”, cit., p. 286; BADOSA COLL, “Comentario...”, cit., 
p. 357. 
592 Vid. NAVAS NAVARRO, “La participation...”, cit., p. 82; ID. El régimen de participación..., cit., p. 135; 





LA UNIFICACIÓN DE DOCTRINA DEL TRIBUNAL SUPREMO 
SOBRE EL ARTÍCULO 1438 DEL CÓDIGO CIVIL 
 
 La introducción de una nueva institución en un ordenamiento jurídico es siempre 
contemplada como un desafío para su futura aplicación práctica en la medida en que los 
jueces y tribunales que hubiesen de enfrentarse a ella asumirían una labor que realmente 
no les correspondería, en el caso de que la misma llegara a ser configurada sin contar con 
el rigor suficiente. Éste es precisamente el reto que gira en derredor de la compensación 
por el trabajo desarrollado en el hogar, pues, en definitiva, se trata de un derecho que no 
solo carece de antecedentes en nuestra tradición jurídica sino que, además, su regulación 
tampoco ofrece respuesta a los múltiples interrogantes que suscita; un hecho que explica 
que la jurisprudencia menor se haya mostrado vacilante en relación a cuál ha de ser o no 
ser su régimen jurídico, y que nuestro Tribunal Supremo haya reaccionado unificando la 
doctrina sentada hasta el momento. Su resultado, sin embargo, jamás logró solventar sus 
carencias legislativas y dio lugar a otras nuevas dificultades; motivo por el que ha de ser 
examinado a efectos de valorar sus posibles alternativas, una vez conocidas la verdadera 
razón de ser de la figura y cada una de las posturas adoptadas en el ámbito autonómico.  
I. UN COMENTARIO A LA DOCTRINA DEL TRIBUNAL SUPREMO 
 La entrada en vigor de la compensación del trabajo prestado en el hogar acabaría 
comprometiendo seriamente nuestra seguridad jurídica mediante la práctica cotidiana de 
jueces y tribunales, quienes, paulatinamente -como consecuencia de la deficiente técnica 
legislativa que manifiesta el artículo 1438 del Código Civil-, irían aproximándonos cada 
vez más a aquellos sistemas extranjeros que se caracterizan por atribuir a la equidad un 
lugar destacado que, a su vez, es desconocido por nuestro ordenamiento jurídico: los de 
equitable distribution y ancillary relief; una preocupación de índole constitucional que 
incluso ha sido manifestada en la práctica por parte de los justiciables (STSJ Cataluña 
25-5-2006 [JUR 2014, 4326])593. Si bien es cierto que establecer una compensación de 
                                                 
593 Manifestando su preocupación por la seguridad jurídica en dichos sistemas, vid. SCHERPE, J. Martin, 
“Estudio comparativo del tratamiento de los bienes no matrimoniales, de su indexación y de sus aumentos 




tales características sobre la equidad del juzgador podría abrir las puertas a un debate en 
torno a la seguridad jurídica, no lo es menos que tal alternativa quedaría absolutamente 
avalada tanto por la normativa europea -en la medida en que la Resolución del Consejo 
de Europa recomendaba expresamente que se asegurase el derecho a obtener una parte 
equitativa de los bienes del antiguo cónyuge o una suma determinada a tanto alzado-, 
como por nuestros propios antecedentes legislativos -en cuanto el proyecto de ley de 14 
de septiembre de 1979 incorporaba el derecho a una compensación “equitativa”- en base 
a los cuales podría diseñarse dicha compensación en clave de equidad (cfr. art. 3.1 CC). 
 Apelar, para ello, a las recomendaciones europeas, no constituye sin embargo un 
argumento suficiente, pues, como ha tenido ocasión de recordar la jurisprudencia, éstas 
carecen de fuerza vinculante a la luz del artículo 288 del Tratado de Funcionamiento de 
la Unión Europea (STSJ Cataluña 22-9-2008 [JUR 2009, 3886]). Sin embargo, hasta el 
día hoy -quizá en atención a los mencionados antecedentes legislativos del artículo 1438 
del Código Civil- han sido muchos los pronunciamientos jurisprudenciales que aluden a 
la equidad en relación con la compensación establecida por el artículo 1438 del Código 
Civil, y como ejemplo de todos ellos bastaría solamente con traer aquí las palabras que 
fueron manifestadas a este respecto por parte del Tribunal Supremo, cuando, en defecto 
de toda orientación acerca de cómo debe procederse a compensar el trabajo invertido en 
el hogar, declaró que deberá el Juez [...] hacerlo de una forma ponderada y equitativa 
[...] dentro de la discrecionalidad que autoriza el precepto antes señalado (STS 25-11-
2015 [RJ 2015, 5322])594. Sería deseable que, no obstante, el Alto Tribunal abordase un 
riguroso estudio sobre cada uno de los modelos posibles de compensación por el trabajo 
doméstico -expuestos en el primer capítulo del presente trabajo-; labor que sin embargo 
tuvo oportunidad de iniciar hace algunos años mediante la unificación de doctrina que 
realizó en su famosa sentencia de 14 de julio de 2011 (STS 14-7-2011 [RJ 2011, 5122]).  
 1. EL INTERÉS CASACIONAL 
 La unificación de doctrina acerca de la compensación por el trabajo desarrollado 
en el hogar ha necesitado más de treinta años para captar la atención de nuestro Tribunal 
                                                                                                                                               
de valor”, trad. J. Ferrer Riba y S. Morales Martínez, InDret, núm. 2, abril, 2014, p. 16; FERRER RIBA, 
“Separació...”, cit., p. 88. 
594 Aludiendo a la equidad en materia de compensación por el trabajo doméstico, vid. STSJ Cataluña 6-
10-2011 (RJ 2012, 669), SSAP Barcelona 27-3-2000 (JUR 2000, 142554), Barcelona 13-4-2000 (AC 
2000, 1091), Barcelona 20-11-2002 (JUR 2003, 61695), Murcia 6-11-2006 (JUR 2006, 284978), Asturias 
11-9-2009 (JUR 2009, 479216), Valencia 1-3-2012 (JUR 2012, 227243), Palencia 21-5-2012 (JUR 2012, 
242294), Cádiz 19-12-2012 (JUR 2013, 62349), Vizcaya 23-7-2014 (JUR 2014, 267977). 
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Supremo -en el caso enjuiciado por su sentencia de 14 de julio de 2011 (STS 14-7-2011 
[RJ 2011, 5122])-, y durante los cuales han venido manifestándose diferentes posiciones 
en el ámbito de la jurisprudencia menor, en muchos casos contradictorias. En algunas de 
ellas se desprende cómo dicha compensación respondería con aquello que anteriormente 
ha sido denominado como modelo participativo -por seguir el funcionamiento propio de 
un régimen de participación en las ganancias-, en otras se deduce cómo la misma parece 
ser concebida en unos términos algo más cercanos a aquel que en su lugar fue calificado 
como modelo de restitución -por cuanto aquélla perseguiría arreglar así el desequilibrio 
producido por un enriquecimiento injustificado-, mientras que otras revelan un evidente 
modelo de indemnización -por las oportunidades profesionales y/o académicas perdidas 
con motivo de la dedicación doméstica-, aunque coincidiendo todas ellas en cuantificar 
equitativamente el montante definitivo de la compensación correspondiente en función 
de la libre discrecionalidad del juzgador, como cabe extraer de los siguientes ejemplos: 
 En primer lugar, cabe mencionar el supuesto enjuiciado por la Audiencia Provincial de Cádiz, en 
sentencia de 23 de septiembre de 1999, donde se advierte la influencia del modelo participativo no solo 
por condenarse al pago de un 25% sobre el incremento patrimonial en concepto de compensación por el 
trabajo desempeñado en el hogar, sino porque además se distinguen en ella las adquisiciones anteriores a 
la celebración del matrimonio (SAP Cádiz 23-9-1999 [ROJ 1404, 1999]). En sentido similar se pronuncia 
la Audiencia Provincial de Murcia, a propósito de la sentencia de 6 de noviembre de 2006, donde declara 
que si uno de los cónyuges participa en menor medida que el otro en la necesaria atención a la familia y 
ello se traduce en un incremento patrimonial relevante, es justo que quien no ha tenido las mismas 
posibilidades [...] se resarza mediante una adecuada compensación [...] mediante la participación de uno 
en los beneficios del otro, que en su opinión -a diferencia del caso anterior- ha de fijarse mediante una 
suma específica, no con un porcentaje determinado [...] atendiendo a fórmulas y principios de equidad, 
atemperando la discrecionalidad judicial a la importancia de los beneficios finalmente obtenidos por el 
deudor en relación con ese plus de colaboración a la familia residenciable en el acreedor, no obstante, al 
margen del modelo participativo que manifiestamente parece sostener, advierte que no puede olvidarse 
que el sustrato de esta norma no es otro que corregir el enriquecimiento injusto (SAP Murcia 6-11-2006 
[JUR 2006, 284978], y en la misma dirección la SAP Murcia 15-9-2008 [JUR 2009, 108138], que apunta 
la conveniencia de una prueba pericial capaz de determinar el patrimonio inicial y final de los cónyuges). 
 Sin embargo, se observan otros pronunciamientos contrarios a esta línea jurisprudencial que no 
aprueban el modelo participativo atendiendo a diferentes consideraciones, como manifestó la Audiencia 
Provincial de Sevilla, a través de la sentencia de 17 de marzo de 2004, donde se declaraba que el derecho 
que se contempla en el precepto que estudiamos no atribuye participación alguna del cónyuge que aportó 
su trabajo -en el hogar, entiéndase- en los bienes que formen el patrimonio privativo del otro, porque nos 
encontraríamos ante una prestación económica que tiene su fundamento en una previa contribución en 
especie al levantamiento de las cargas familiares, que es susceptible de cuantificación económica, y que 




habrá de hacerse en función del sueldo que cobraría por realizar el trabajo una tercera persona [...] pero 
no en función del incremento patrimonial que haya tenido el otro cónyuge durante el tiempo que duró la 
vida en común, es decir, aludiendo a connotaciones propias del enriquecimiento injustificado, aunque sin 
examinar debidamente la concurrencia de sus presupuestos (SAP Sevilla 17-3-2004 [AC 2004, 382] y, en  
sentido similar, SAP Albacete 6-7-2005 [JUR 2006,33029]). En la dirección contraria, deniega también el 
modelo participativo la sentencia de 11 de septiembre de 2009 de la Audiencia Provincial de Asturias, en 
cuya opinión se hace evidente que el requisito de incremento patrimonial no se exige para la aplicación 
del artículo 1438 del Código Civil, pero no porque encuentre su fundamento en una previa contribución al 
levantamiento de las cargas matrimoniales -como consideraba la Audiencia Provincial de Sevilla-, sino en 
atención al salario dejado de percibir por quien reclama para sí la compensación, siendo definitivamente 
denegada en el caso enjuiciado por no haberse ejercido profesión remunerada alguna con anterioridad al 
matrimonio y, en consecuencia, sin haberse experimentado tampoco ninguna pérdida de oportunidad en el 
ámbito laboral o profesional que precise ser indemnizada (SAP Asturias 11-9-2009 [JUR 2009, 479216]). 
 En segundo lugar, en apoyo de la interdicción del enriquecimiento injustificado sobre el modelo 
restitutivo, se decantó la Audiencia Provincial de Navarra, en la sentencia de 31 de julio de 2003 -después 
confirmada por el Tribunal Superior de Justicia de Navarra-, al afirmar que la compensación solo procede 
en aquellos supuestos en que la contribución del cónyuge por su trabajo para el hogar familiar resultare 
mayor a la que hubiere venido obligado con arreglo a la regla de la proporcionalidad y, también, en la 
sentencia de 2 de junio de 2004, que este derecho tiene por objeto [...] compensar mediante el oportuno 
reembolso, el exceso del trabajo de uno de los cónyuges a las tareas del hogar familiar [...] para paliar 
un ilícito enriquecimiento en beneficio del otro (SSAP Navarra 31-7-2003 [JUR 2003, 275635], 2-6-2004 
[JUR 2004, 258769] y, confirmando la primera, STSJ Navarra 10-2-2004 [RJ 2004, 2476]). Sin embargo, 
según advirtió la Audiencia Provincial de Madrid en la sentencia de 25 de febrero de 2005 -y, téngase en 
cuenta, después de que el Tribunal Supremo acogiese la opinión de la Audiencia Provincial de Navarra, 
en sentencia de 11 de febrero de 2005-, en la elaboración del artículo 1438 del Código Civil se suprimió 
la exigencia de enriquecimiento del consorte para obtener la adecuada compensación económica que, en 
consecuencia, solo procedería en aquellos casos en que la dedicación -en el hogar, entiéndase- haya sido 
significativamente más relevante que la del otro esposo que, de tal forma, ha dispuesto de unas mejores, 
o mayores, oportunidades para su perfeccionamiento o promoción profesional, al tener cubiertas sus 
necesidades en el hogar por el trabajo de su compañero (SAP Madrid 25-2-2005 [JUR 2005, 84650]). 
 En tercer y último lugar, ante el rechazo de los modelos participativo y restitutivo por algunas de 
las sentencias expuestas, se aduce que la compensación no consiste en indemnizar a uno de los cónyuges 
por haber desempeñado sin más las tareas del hogar, sino más bien de compensar a quien por razón de 
tan loables actividades en interés de la familia, compromete sus expectativas de futuro profesional, de tal 
modo que a la extinción del régimen de separación se encuentra que al no participar de las ganancias 
obtenidas de su consorte, nada obtiene por ese concepto; al no cobrar por sus tareas en el hogar [...] y al 
haber dedicado su tiempo precisamente a tan necesaria [...] actividad en detrimento de la promoción 
profesional fuera del hogar, tampoco tiene posibilidad real de acceso al mercado laboral (SSAP Almería 
17-2-2003 [JUR 2003, 78479], Valencia 4-3-2004 [JUR 2004, 170365], Valencia 18-1-2007 [JUR 2007, 
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235256]); o dicho en otras palabras, que el fundamento de la indemnización prevista en el citado precepto 
-entiéndase, el artículo 1438 del Código Civil- no es otro que el de resarcir al cónyuge que, en el régimen 
de separación de bienes, se dedica a los trabajos propios de la casa, y no participa de las ganancias que 
el otro va generando con su actividad profesional, al quedar éste liberado en gran medida de aquéllos, 
permitiéndole de esta forma proyectar su tiempo y esfuerzo en dicha actividad (SAP Alicante 10-6-2010 
[JUR 2010, 396982], y también, siguiendo este modelo indemnizatorio, SSAP Valencia 14-7-2005 [JUR 
2005, 202778], Valencia 16-2-2010 [JUR 2010, 156348] y Alicante 7-4-2011 [JUR 2011, 302530]). 
 La concurrencia de jurisprudencia contradictoria entre las diferentes Audiencias 
Provinciales legitimaría que se interpusieran los recursos de casación pertinentes -contra 
las sentencias que eventualmente pudiesen dictarse en segunda instancia- a la espera de 
que el Tribunal Supremo, en unificación de doctrina, sentase definitivamente las bases 
oportunas para percibir una compensación por el trabajo invertido en el hogar durante el 
régimen de separación de bienes. Efectivamente, tal situación acabaría teniendo lugar en 
la práctica a propósito del caso enjuiciado por la sentencia de 14 de julio de 2011 (STS 
14-7-2011 [RJ 2011, 5122]). En él, se produjeron discrepancias similares a los ejemplos 
señalados entre el Juzgado de Primera Instancia y la Audiencia Provincial. Así, mientras 
el primero estimó que el derecho a percibir una compensación por la labor desempeñada 
en el seno doméstico no permitía a su ejecutor participación alguna sobre el patrimonio 
del consorte y que, en consecuencia, su cuantificación no debería hacerse en función del 
incremento patrimonial que haya tenido el otro cónyuge durante el tiempo que duró la 
vida en común; la segunda terminaría desestimándola precisamente por no apreciar un    
incremento patrimonial injustamente adquirido (FD1º STS 14-7-2011 [RJ 2011, 5122]). 
 En estas circunstancias la recurrente decide alegar cuatro sentencias procedentes 
de dos Audiencias Provinciales que sostenían diversos criterios sobre el particular. Por 
ello, en el caso antes citado, puede llegarse fácilmente a la conclusión de que el núcleo 
central de la discusión lo constituye la respuesta a la pregunta sobre si es necesaria o 
no la existencia de un incremento patrimonial que, en su caso, sirviese de apoyo para la 
consagración de un modelo participativo; o si bien es suficiente la dedicación pasada a 
la familia por parte del solicitante, que ha impedido la propia proyección personal, tal 
y como exigiría el establecimiento de un modelo de indemnización por este motivo. En 
este sentido resume el Tribunal Supremo -en la sentencia antes mencionada- que se han 
producido dos líneas jurisprudenciales distintas: una objetiva, de modo que el derecho a 
la compensación surge únicamente cuando el cónyuge se dedica a las tareas del hogar, 
con fundamento en la pérdida de expectativas laborales o profesionales, frente a la cual 




existe otra tendencia que, desde su punto de vista, debe tenerse en cuenta el incremento 
o enriquecimiento en el patrimonio del esposo (FD2º STS 14-7-2011 [RJ 2011, 5122]). 
2. EL ESTUDIO DE DERECHO COMPARADO  
 Las desconcertantes contradicciones que se aprecian en los pronunciamientos de 
la jurisprudencia menor, en torno a la compensación establecida por el artículo 1438 del 
Código Civil -y según ha tenido ocasión de extraerse del capítulo anterior-, también han 
ido manifestándose en el ámbito autonómico. Es, por este motivo, por el que el Tribunal 
Supremo comienza señalando que el régimen de separación de bienes aparece regulado 
en cinco de los ordenamientos jurídicos españoles y no todos admiten la compensación 
ni los que la admiten, le atribuyen la misma naturaleza (FD4º STS 14-7-2011 [RJ 2011, 
5122]). Sin embargo, si bien es cierto que no todos le atribuyen la misma naturaleza -tal 
y como se expuso en el capítulo anterior-, no lo es tanto que Navarra, Aragón y Baleares 
no prevean ninguna compensación para quien aporte su trabajo para el levantamiento de 
las cargas del matrimonio. Por lo tanto, tampoco existiría ninguna razón que permitiese 
ceñir el estudio emprendido por el Alto Tribunal al examen de las legislaciones catalana 
y valenciana, sino más bien todo lo contrario (FD4º STS 14-7-2011 [RJ 2011, 5122]). 
 En realidad, el único ordenamiento jurídico autonómico que no previese derecho 
a compensación alguna por el trabajo invertido en el hogar -entre los cinco considerados 
por el Alto Tribunal- sería solamente el aragonés; afirmación que sin embargo no estaría 
exenta de matizaciones en cuanto todavía sería posible concluir lo contrario si llegase a 
reconocerse jurisprudencialmente la analogía con respecto a la normativa aplicable a las 
parejas estables no casadas -a la vista del artículo 310.1 b) del Código del Derecho Foral 
de Aragón- o, en su defecto, se adoptaran idénticas soluciones a las que fueron seguidas 
por la jurisprudencia navarra (STSJ Navarra 10-2-2004 [RJ 2004, 2476]). En cualquier 
caso, bien sea mediante la apreciación de la analogía descrita con las parejas estables no 
casadas -en tanto ello implicaría observar la doctrina del enriquecimiento injustificado-, 
o bien mediante la solución navarra -que, recuérdese, solo reconoce la compensación en 
aquellos supuestos en que el trabajo aportado en el hogar genere una sobrecontribución 
en el levantamiento de las cargas matrimoniales-, todo apunta a que finalmente acabaría 
adoptándose un evidente modelo de restitución por los enriquecimientos injustificados. 
 La analogía con las parejas estables no casadas haría coincidir la compensación 
aragonesa con la mallorquina-menorquina, pues, en este caso, también se apoyaría sobre 
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un modelo restitutivo por el enriquecimiento injustificado -ex artículo 9.2 b) de la Ley 
de Parejas Estables- tras haberse admitido la analogía con lo dispuesto para convivientes 
more uxorio (STSJ Islas Baleares 24-3-2010 [RJ 2010, 4019]). Por este motivo, aunque 
en alguna ocasión la jurisprudencia menor de las Islas Baleares ha denegado el derecho 
a obtener una compensación por no haberse acreditado suficientemente la producción de 
un enriquecimiento injustificado (SAP Islas Baleares 25-3-2014 [JUR 2014, 119066]), 
cuesta comprender cómo en un caso enjuiciado tan solo unos pocos meses después -por 
parte de la misma sección, de un mismo órgano jurisdiccional- se manifiesta que aquélla 
procedería por la pérdida de oportunidades profesionales que en su caso hubiera podido 
ocasionar la dedicación al hogar (SAP Islas Baleares 9-6-2014 [JUR 2014, 192954]). 
 Quizá pudo influir en ello el régimen jurídico que años atrás pretendió atribuirse 
a la citada compensación -por la propuesta de reforma que elaboró la Comisión Asesora 
de Derecho Civil en el año 2007- y, en la cual, aquélla no solo aparecería regulada bajo 
la rúbrica de “derechos resarcitorios” -que, por sí misma, anunciaba ya un claro modelo 
indemnizatorio-, sino que además exigía para su obtención una dedicación “exclusiva” 
para la familia; una dedicación capaz de justificar la pérdida de las oportunidades a las 
que terminó refiriéndose posteriormente la jurisprudencia antes citada. Sin embargo, no 
dejaría de llamar la atención que dentro de esta regulación -que, recuérdese, entraña un 
modelo indemnizatorio- se demandase expresamente la acreditación de un incremento 
patrimonial injustificado para que la actividad doméstica pudiera ser compensada. Este 
incremento patrimonial, no obstante, lejos de aproximarse a un modelo de restitución -y 
que, desde luego, no resultaría congruente con la naturaleza resarcitoria supuestamente 
reconocida a la compensación-, probablemente habría sido interpretado por el legislador 
balear como una mera consecuencia de la dedicación al hogar en tanto la satisfacción de 
los menesteres domésticos por parte uno de los cónyuges permitiría al otro incrementar 
su patrimonio -de forma injustificada, en su opinión- mediante el libre desempeño de su 
actividad profesional, en detrimento de las expectativas profesionales propias de aquél. 
 En sentido similar se consideraban en la legislación valenciana los ingresos que 
cualquiera de los cónyuges pudiera haber obtenido gracias a la dedicación doméstica del 
consorte, aunque, en este caso, para compensar los ingresos dejados de percibir por éste 
como consecuencia del cuidado del hogar, en lugar de indemnizar por las oportunidades 
profesionales perdidas por el mismo como sin embargo ocurriría a propósito de la citada 
propuesta de reforma de la Compilación balear (cfr. art. 13 LREMV). No obstante, esta 




alternativa acabaría siendo abandonada por el modelo restitutivo en cuanto que, algunos 
años después, la propuesta diseñada en 2013 -para la reforma de dicha Compilación- tan 
solo permitía la percepción de una compensación por el trabajo desarrollado en el hogar 
cuando su realización hubiera determinado una sobrecontribución en el levantamiento 
de las cargas matrimoniales, alejándose, de este modo, del modelo indemnizatorio. Por 
ello, carecería de sentido que la atención de las labores domésticas se valorase conforme 
a las oportunidades perdidas por parte de quien la asumiera -como ordenaba la señalada 
propuesta-, ya que éstas no interferirían en la sobrecontribución que pudiera producirse. 
 La legislación catalana se desmarcaría sin embargo de todas estas tendencias tras 
diseñar el régimen jurídico de la compensación por el trabajo prestado en el hogar como 
una participación en las ganancias, en lugar de optar por cualesquiera otros modelos de 
restitución o de indemnización, en armonía con el carácter supletorio que le reconoce al 
régimen de separación de bienes. Es lógico que un ordenamiento jurídico que disponga 
de esta peculiaridad pretenda garantizar la situación económica de quienes, sin conocer 
las consecuencias del régimen económico-matrimonial que supletoriamente le resulte de 
aplicación -en este caso, el de separación de bienes-, se hubiesen dedicado a atender los 
menesteres domésticos sin generar ninguna clase de activos patrimoniales con los que 
poder afrontar la ruptura de su matrimonio en iguales condiciones que sus respectivos 
consortes, llegado el caso595. Solo el modelo participativo devendría realmente eficaz en 
estas circunstancias, porque, aunque el indemnizatorio también pudiera cumplir con tal 
finalidad, aún cabría interpretar que quienes no capitulan para someterse a un régimen 
económico-matrimonial más favorable a sus intereses estarían asumiendo tácitamente 
los riesgos de la separación de bienes; razones por las cuales cabría después desestimar 
la compensación en base a la doctrina de los actos propios (cfr. art. 111-8 CCCat)596. 
 En el estudio comparado de los cinco ordenamientos jurídicos que son señalados 
por el Alto Tribunal jamás puede prescindirse de distinguir aquellos en que el régimen 
de separación de bienes se regula con la condición de régimen económico-matrimonial 
supletorio -en cuyo caso, el quebrantamiento de su característica incomunicación entre 
los patrimonios de los cónyuges mediante la compensación del trabajo doméstico estaría 
                                                 
595 En este sentido, vid. ASUA GONZÁLEZ, C. I., “El régimen de separación de bienes”, en YZQUIERDO 
TOLSADA, M. y CUENA CASAS, M. (dirs.), Tratado de Derecho de la Familia, v. IV, Aranzadi, 2ª edición, 
Navarra, 2017, pp. 98; ID., “La compensación...”, cit., p. 1098. 
596 A este respecto se ha afirmado que la asunción del riesgo está sujeto a libertad de forma y, por tanto, 
puede extraerse de hechos concluyentes. Sobre el particular, vid. BUSTO LAGO, J. M., La antijuricidad del 
daño resarcible en la responsabilidad civil extracontractual, Tecnos, Madrid, 1998, p. 298. 
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justificado ignorantia iuris nocet, ex artículo 6.1 del Código Civil-, de aquellos otros en 
los cuales tan solo constituye un régimen económico-matrimonial de orden meramente 
convencional -como sucede a propósito del contemplado entre los artículos 1435 y 1444 
del Código Civil- y en los que, además, se requiera forma pública como presupuesto de 
validez -como también ocurre en el caso del régimen de separación de bienes tipificado 
en el Código Civil, según ordena su artículo 1327-, porque, en estos últimos, no existen 
razones que permitan justificar su desnaturalización mediante una compensación597. Ha 
de tenerse en cuenta a tal fin que, quienes capitulan para acogerse voluntariamente a un 
régimen de separación de bienes, reciben en la notaría el asesoramiento necesario para 
comprender su funcionamiento y los peligros que de ello se derivan, motivo por el que 
no parece conveniente desvirtuar la naturaleza de este régimen económico-matrimonial 
mediante una compensación, máxime, cuando existen otras alternativas que resolverían 
eficazmente todos sus problemas, como el régimen de participación en las ganancias598. 
3. LAS TRES REGLAS COORDINADAS 
 Una vez consideradas las posibles orientaciones que proporcionan las diferentes 
legislaciones autonómicas sobre el particular -en un estudio cuando menos peculiar, tal 
y como ha podido extraerse hasta el momento-, la interpretación del Tribunal Supremo 
sobre el artículo 1438 del Código Civil puede desglosarse en las tres reglas coordinadas 
que se exponen a continuación: la primera consiste en la obligación de ambos cónyuges 
de contribuir al levantamiento de las cargas del matrimonio -y, añade, la separación de 
bienes no exime a ninguno de los cónyuges del deber de contribuir a tal fin-; la segunda 
señala que puede contribuirse con el trabajo doméstico, aunque únicamente cuando uno 
de los cónyuges solo tiene posibilidades de contribuir de esta manera y ello para que 
pueda cumplirse el principio de igualdad constitucional; y la tercera y última indica que 
el trabajo doméstico constituye también un título para obtener una compensación en el 
momento de la finalización del régimen de separación de bienes (FD3º STS 14-7-2011 
[RJ 2011, 5122])599. Si bien es cierto que esta sistematización puede servir de ayuda a la 
                                                 
597 Así, distinguiendo los regímenes de separación de bienes según su carácter supletorio o convencional, 
a los efectos de la compensación correspondiente por el trabajo doméstico, vid. ASUA GONZÁLEZ, “El 
régimen...”, cit., pp. 99 y 102; GINEBRA MOLINS, “Les stratégies...”, cit., p. 190; ÁLVAREZ OLALLA, M. 
P., “La compensación por trabajo doméstico y el deber de contribución a las cargas del matrimonio en 
separación de bienes. Al hilo de la STS de 5 de mayo de 2016 y sus predecesoras”, Aranzadi Civil-
Mercantil, núm. 7, julio, 2016, p. 137; VERDERA IZQUIERDO, “La compensación...”, cit., p. 284. 
598 Comparten esta opinión BAUGNIET, N., op. cit., p. 8; RENCHON, “Le sort...”, cit., p. 456. 
599 Manifiestando idéntica conclusión sobre el estudio de Derecho autonómico comparado que efectúa el 
Tribunal Supremo, vid. GUTIÉRREZ SANTIAGO, “Enriquecimientos...”, cit., p. 617. 




interpretación del precepto aludido en cuanto fracciona temáticamente su contenido, no 
solo añade muy poco a cuanto ya podía extraerse de él mediante una simple lectura, sino 
que aquello que añade lo hace además con una cierta imprecisión que conviene destacar. 
A) Primera regla: el deber de contribuir al levantamiento de las cargas 
 La obligación que incumbe a ambos cónyuges de contribuir conjuntamente en el 
levantamiento de las cargas de su matrimonio entraña el contenido mínimo de cualquier 
régimen económico-matrimonial que se precie, bien sea mediante la inclusión de ciertos 
activos en una masa común de bienes afecta a tales menesteres -según acontece para los 
de signo comunitario, como nuestra sociedad de gananciales-, o bien por imposición de 
un deber stricto sensu de contribuir a su satisfacción -tal y como sucede precisamente en 
los de signo separatista, como los de participación en las ganancias o los de separación 
de bienes-, y ello como consecuencia de la comunidad de vida que en todo caso tiende a 
producir la propia celebración del matrimonio600. Ésta sería la razón por la que acabaría 
recordando el Tribunal Supremo que la separación de bienes no exime a ninguno de los 
cónyuges del deber de contribuir, en los mismos términos a aquellos en que antaño lo 
hacía el artículo 1435 del Código Civil (FD3º STS 14-7-2011 [RJ 2011, 5122]). Pero lo 
cierto es que dicho precepto, hoy en día modificado, ha perdido toda su razón de ser en 
cuanto ya nadie dudaría en calificar la separación de bienes como un auténtico régimen 
económico del matrimonio, a la vista de la regulación que actualmente le es reconocida. 
 No obstante, a lo largo del siglo pasado no era en absoluto infrecuente la opinión 
consistente en negarle semejante categoría por cuanto el matrimonio de las personas no 
entrañaba consigo el matrimonio de los bienes y, en este sentido, quienes, de un modo u 
otro acabasen sujetándose a sus disposiciones reguladoras, permanecerían casados como 
si de dos extraños se tratara; una interpretación que desde luego no era ajena al influjo y 
penetración de ideas y principios de procedencia cristiana601. Posteriormente -y, en base 
a la misma opinión-, llegó incluso a entenderse que la separación de bienes podría estar 
estimándose equivocadamente, aunque solo fuese por obviar la obligación que de ella se 
                                                 
600 En este sentido, vid. DE PAGE, Traité..., cit., pp. 1063 y 1083-1084; RENAULD, “Rapport...”, cit., p. 7; 
LACRUZ BERDEJO, Derecho de familia..., cit., p. 235; DELGADO ECHEVERRÍA, J., El régimen matrimonial 
de separación de bienes en Cataluña, Tecnos, Madrid, 1974, p. 32. 
601 Por todos, manifestando la opinión apuntada, vid. ROGUIN, E., Traité de Droit civil comparé, v. II, 
LGDJ, París, 1905, p. 759; SAVATIER, R., La séparation de biens en Droit français, Dalloz-Defrénois, 
París, 1973, p. 7; ID., Le Droit, l’amour et la liberté, LGDJ, 2ª edición, París, 1963, pp. 104 y 125; NART, 
I., “El régimen matrimonial de separación de bienes”, Revista de Derecho Privado, enero, 1951, p. 35. 
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derivaría con respecto al levantamiento de las cargas del matrimonio602. Esta obligación 
se traduciría efectivamente en una relación jurídica que no tendría lugar entre extraños 
de no ser por el vínculo conyugal que en su caso les uniese y, por tanto, en el futuro, no 
podía continuar entendiéndose que la separación de bienes no dispusiera de la categoría 
que siempre le correspondió como régimen económico-matrimonial. Esta conclusión no 
genera ningún ápice de incertidumbre en la actualidad, no solo por el argumento relativo 
a la existencia de unas cargas del matrimonio a las cuales deba contribuirse a efectos de 
su levantamiento, sino por la propia regulación -más o menos completa- que hoy en día 
le confiere como tal una decena de artículos de nuestro Código Civil; haciendo que todo 
recordatorio que a este respecto pueda efectuar el Alto Tribunal devenga innecesario. 
B) Segunda regla: la contribución mediante el trabajo doméstico 
 La computación del trabajo doméstico a los efectos de su levantamiento permite 
afirmar con acierto que no es necesario [...] que ambos cónyuges aporten dinero u otros 
bienes para sufragar las cargas del matrimonio -como lo hace precisamente el Tribunal 
Supremo-, en cuanto aquél también es considerado como una forma de aportación a los 
gastos comunes al amparo del artículo 1438 del Código Civil (FD3º STS 14-7-2011 [RJ 
2011, 5122]). Sin embargo, no es tan sencillo compartir que aquella actividad no sirva a 
tales menesteres, sino cuando uno de los cónyuges solo tiene posibilidades de contribuir 
de esta manera -como ha de entenderse a juicio del Alto Tribunal-, sin que ello suponga 
transgredir las fronteras de la literalidad con que se expresa la voluntad del legislador en 
el precepto citado (FD3º STS 14-7-2011 [RJ 2011, 5122])603. Parece que, además, dicha 
literalidad -y, en cuya virtud, las normas se interpretarán según el sentido propio de sus 
palabras conforme al artículo 3.1 del Código Civil- tan solo despierta interés en nuestro 
Tribunal Supremo para hacer descansar sobre ella su voluntad de descartar la necesidad 
de enriquecimiento -o de incremento patrimonial, entiéndase- por parte del cónyuge que 
debe pagar la compensación correspondiente -como presupuesto para su ejercicio, y en 
base a que si bien apareció en el proyecto de reforma del Código Civil en 1981, después 
                                                 
602 Así lo consideraban CATTANEO, G., “Comentario a los artículos 215 a 219 del Código Civil”, en 
CARRARO, L., OPPO, G. y TRABUCCHI, A. (dirs.), Commentario alla riforma del Diritto di famiglia, t. I, 
parte I, Cedam, Padua, 1977, p. 462; DE JUGLART, M., “Régimes matrimoniaux”, en MAZEAUD, H., 
MAZEAUD, L. y MAZEAUD, J., Leçons de Droit civil, t. IV, v. I, Montchrestien, 4ª edición, París, 1977, p. 
523; DE PAGE, Traité..., cit., pp. 1075-1076, n. 5; BADOSA COLL, “Comentario...”, cit., p. 36. 
603 Así lo indica GUTIÉRREZ SANTIAGO, “Enriquecimientos...”, cit., p. 630. 




desapareció en el texto definitivo- y no para estimar el grado de dedicación al hogar que 
la misma requiere, en un claro contrasentido (FD5º STS 14-7-2011 [RJ 2011, 5122])604. 
 Por otro lado, según muestran las diversas reformas legislativas que en el pasado 
fueron llevadas a cabo por este motivo en el extranjero, además de la experiencia vivida 
en nuestro país a lo largo del proceso de reforma finalizado a comienzos de la década de 
los ochenta, nada impide afirmar que la valoración económica del trabajo invertido en el 
hogar juega un papel fundamental para que pueda cumplirse el principio de igualdad en 
el régimen de separación de bienes; tal y como ha sido manifestado por parte de nuestro 
Tribunal Supremo (FD3º STS 14-7-2011 [RJ 2011, 5122]). Sin embargo, como tampoco 
es posible garantizar la pretendida igualdad mediante cualquier interpretación que pueda 
realizarse sobre las consecuencias jurídicas derivadas del trabajo doméstico, no será éste 
el resultado que se obtenga en la práctica tras exigirse una dedicación exclusiva al hogar 
como presupuesto inexcusable para la percepción de una compensación a cambio -por la 
vía del artículo 1438 del Código Civil-, como establece el Alto Tribunal. Piénsese que, a 
tal fin, quienes desarrollen una doble jornada -aquella que tiene lugar tanto dentro como 
fuera del hogar-, no son distintos a aquellos otros que tan solo se arroguen la gestión del 
seno doméstico, porque, en realidad, los mismos podrían sufrir idénticos perjuicios y no 
obtener, en cambio, ninguna clase de compensación605. En tal caso, jamás podría decirse 
que la igualdad quedase garantizada más allá de la dimensión contributiva de las labores 
domésticas, aunque el Tribunal Supremo afirme lo opuesto en torno a su compensación. 
A su juicio, concretamente, el haber trabajado sola y exclusivamente para la casa 
impide reconocer el derecho a obtener una compensación por esta causa a quien hubiere 
compatibilizado dichas tareas con la realización de un trabajo fuera del hogar (STS 26-
3-2015 [RJ 2015, 1170]). Tal interpretación encierra en sí misma una visión desfasada y 
retrógrada con respecto a la realidad social contemporánea, una realidad social que aúna 
sus esfuerzos por conseguir la completa conciliación de la vida familiar y profesional en 
el plano jurídico606. Sin embargo, en lugar de avanzar en esta dirección, ha supuesto que 
los órganos jurisdiccionales inferiores obren como autómatas desestimando o estimando 
                                                 
604 En este sentido, vid. MORENO-TORRES HERRERA, op. cit., p. 110. 
605 Definiendo del mismo modo la doble jornada, vid. DURÁN HERAS, M. A., El trabajo no remunerado 
en la economía global, Fundación BBVA, Bilbao, 2012, p. 81. 
606 Así lo apunta también PAÑOS PÉREZ, A., “El menoscabo a la conciliación de la vida familiar y laboral 
por la doctrina jurisprudencial sobre la compensación del trabajo doméstico”, en TORRES GARCÍA, T. F. 
(dir.), INFANTE RUIZ, F. J., OTERO CRESPO, M. y RODRÍGUEZ GONZÁLEZ, A. (coords.), Construyendo la 
igualdad: la feminización del Derecho privado, Tirant lo Blanch, Valencia, 2017, p. 649. 
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las pretensiones de los particulares a tenor de una dedicación exclusiva o no al hogar, en 
lo que constituye un auténtico anacronismo para nuestro tiempo607. Un ejemplo de dicho 
despropósito es el caso enjuiciado por la Audiencia Provincial de Valencia, en sentencia 
de 13 de marzo de 2013, en cuanto cree que mal puede accederse a señalar una pensión 
o compensación toda vez que su demandante había trabajado durante 10 años de los 14 
que duró el matrimonio; en lugar de decantarse por el criterio adoptado por la Audiencia 
Provincial de Sevilla, en sentencia de 29 de julio de 2013, en función del que tan solo es 
preciso descontar el período de tiempo en que aquél trabajó [...] fuera del hogar (SSAP 
Valencia 13-3-2013 [JUR 2013, 187259] y Sevilla 29-7-2013 [JUR 2013, 380054]). Sin 
embargo, aún es posible que nuestro Tribunal Supremo dé un paso hacia atrás sobre este 
particular, dados sus más recientes pronunciamientos (STS 26-4-2017 [RJ 2017, 1720]).  
C) Tercera regla: la doble dimensión del trabajo doméstico 
 El trabajo doméstico es el único de los recursos económicos que se encuentran al 
servicio de los cónyuges que no solo es una forma de contribución -a efectos de cumplir 
la obligación que a ambos les corresponde de subvenir en el levantamiento de las cargas 
del matrimonio-, sino que constituye también un título para obtener una compensación 
en el momento de la finalización del régimen de separación de bienes, según el texto del 
artículo 1438 del Código Civil (FD3º STS 14-7-2011 [RJ 2011, 5122]). Ello encierra un 
verdadero reto para la jurisprudencia que lo interprete en la medida en que la lectura que 
eventualmente pudiera realizarse sobre el particular debería ser lo suficientemente cauta 
como para no atribuir al trabajo doméstico un tratamiento privilegiado frente al resto de 
posibilidades que obran en poder de ambos cónyuges, para dar cumplimiento a su deber 
de contribuir en el levantamiento de las cargas del matrimonio. De lo contrario, surgiría 
una desigualdad [...] que también cabría apreciar en la posición de uno y otro cónyuge, 
                                                 
607 Existen abundantes pronunciamientos jurisprudenciales en los que sin mayores disquisiciones se 
procede a desestimar la compensación correspondiente, por el trabajo prestado en el hogar, por no haberse 
acreditado una dedicación exclusiva al mismo (v. gr. SSAP La Coruña 20-3-2014 [JUR 2014, 218241], 
Álava 3-4-2014 [JUR 2014, 232174], Alicante 23-2-2012 [JUR 2012, 223186], Cáceres 25-5-2015 [JUR 
2015, 148848], Madrid 13-1-2015 [JUR 2015, 72584], Madrid 16-5-2014 [JUR 2014, 166662], Madrid 
16-5-2014 [JUR 2014, 167420], Madrid 11-4-2014 [JUR 2014, 133599], Madrid 10-4-2014 [JUR 2014, 
164986], Madrid 6-3-2013 [JUR 2013, 174104], Madrid 26-7-2012 [JUR 2012, 314824], Madrid 9-3-
2012 [JUR 2012, 143739], Madrid 13-12-2011 [JUR 2012, 22440], Madrid 16-9-2011 [JUR 2011, 
357045], Sevilla 16-7-2014 [JUR 2014, 283207], Toledo 18-2-2015 [JUR 2015, 94332], Toledo 30-9-
2014 [JUR 2014, 278148], Pontevedra 12-2-2015 [JUR 2015, 80720], Valencia 25-3-2015 [JUR 2015, 
145884], Valencia 15-5-2014 [JUR 2014, 173480], Valencia 18-4-2013 [JUR 2013, 221233], Valencia 
13-3-2013 [JUR 2013, 187259], Valencia 19-12-2012 [JUR 2013, 61815], Valencia 1-3-2012 [JUR 2012, 
227243], Valladolid 7-11-2011 [JUR 2011, 403834], Vizcaya 12-2-2015 [JUR 2015, 102102], Vizcaya 3-
4-2014 [ROJ 170, 2014], Vizcaya 17-5-2012 [JUR 2012, 154342]). 




pues tras agotar el fruto de sus respectivos trabajos, en casa y fuera de ella -además del 
rendimiento que a este respecto pudiesen obtener de otros recursos económicos distintos 
a su trabajo personal, añádase- uno de ellos gozaría de un crédito frente al otro en razón 
a ese trabajo, según se ha advertido ya (SAP Asturias 31-3-2014 [JUR 2014, 119127]). 
 Esta desigualdad no debería suponer ningún peligro para la interpretación que en 
su caso emprendiese nuestro Tribunal Supremo en tanto, para él, la compensación por el 
trabajo prestado en el hogar es un instrumento que plasma el principio constitucional de 
igualdad entre consortes, y que obra para evitar cualquier desequilibrio relacional en el 
sistema matrimonial de separación de bienes, según ha manifestado expresamente (STS 
26-4-2017 [RJ 2017, 1720]). Desafortunadamente, sin embargo, no es ésta la conclusión 
que se desprende de la práctica de los jueces y tribunales. Los insuficientes presupuestos 
establecidos por el Alto Tribunal para su percepción han transformado la compensación 
en un derecho de sencilla consecución -para lo que tan solo basta acreditar la dedicación 
exclusiva al hogar, según se verá más adelante-, fomentando, de esta manera, la mala fe 
de quienes quieran tomar la iniciativa doméstica con fines meramente oportunistas. Ello 
supondría, además, una desigualdad para quienes contribuyeran de cualquier otro modo 
en el levantamiento de las cargas del matrimonio, frente a quienes asumiesen la llevanza 
del hogar, porque solo éstos y no aquéllos tendrían derecho a percibir una compensación 
a la extinción del régimen de separación de bienes -según la doctrina que ha de aplicarse 
en opinión del Tribunal Supremo-, cuando, en principio, sus diversas aportaciones a este 
fin dispondrían de igual valor jurídico a los efectos del artículo 1438 del Código Civil. 
4. LOS PRESUPUESTOS DEL DERECHO 
 Mediante la resolución del recurso de casación interpuesto contra la sentencia de 
segunda instancia, en materia de compensación -por el trabajo desempeñado en el hogar 
constante el régimen de separación de bienes-, el Tribunal Supremo estaría acometiendo 
una labor de sumo interés para la interpretación y futura aplicación del artículo 1438 del 
Código Civil por parte de los jueces y tribunales inferiores. La incertidumbre generada a 
este respecto, por parte del legislador, habría de quedar definitivamente resuelta a través 
del establecimiento de una doctrina jurisprudencial, en cuya virtud, el derecho a percibir 
una compensación por haber asumido la gestión y atención de los cometidos domésticos 
vigente la separación de bienes requiere que, habiéndose pactado este régimen, se haya 
contribuido a las cargas del matrimonio solo con el trabajo realizado para la casa y sin 
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que además sea necesario, para ello -como habían estimado algunas de las resoluciones 
jurisprudenciales alegadas para sustentar el recurso de casación-, que se haya producido 
un incremento patrimonial del otro cónyuge (FD7º STS 14-7-2011 [RJ 2011, 5122]). En 
cambio, no parece a priori que dicha doctrina suponga un gran distanciamiento respecto 
a lo dispuesto por el propio legislador en el artículo 1438 del Código Civil, aunque debe 
señalarse que cada uno de sus presupuestos requiere efectuar una serie de matizaciones. 
A) Primer presupuesto: el pacto de separación de bienes 
 Habida cuenta de que la compensación por el trabajo efectuado en el hogar es un 
derecho que opera a la extinción del régimen de separación de bienes -según advierte el 
legislador en el artículo 1438 del Código Civil-, sería conveniente que el primero de los 
presupuestos establecidos para su nacimiento consistiera precisamente en determinar la 
previa aplicación de un régimen económico-matrimonial de dichas características a cada 
caso concreto, por parte del órgano jurisdiccional que conociera del asunto, y en función 
de los hechos que resultasen probados por los particulares. Sin embargo, debe tenerse en 
cuenta que, a este respecto, algunos autores han venido solicitando la conversión de este 
derecho en una de las disposiciones generales que resultan de aplicación a todo régimen 
económico del matrimonio -con independencia de cuál fuere su naturaleza, separatista o 
comunitaria-, en armonía con lo dispuesto anteriormente por otras legislaciones como la 
valenciana o la portuguesa (cfr. arts. 14.1 LREMV y 1676.3 CCP)608. Por tanto, en base 
a esta corriente de opinión, y después de ceñir el ámbito de aplicación correspondiente a 
la compensación -que, en su caso, resultase oportuna con motivo del trabajo prestado en 
el seno doméstico- desde la perspectiva de un régimen de separación de bienes -aun con 
todas las variedades que éste proporciona-, su estudio habría de continuarse por analizar 
su extensión a la sociedad de gananciales o al régimen de participación en las ganancias. 
 La jurisprudencia menor ha ido proporcionando una respuesta unitaria sobre este 
particular considerando que la citada compensación por el trabajo doméstico solo puede 
entenderse en el ámbito del régimen de separación de bienes -según señala la Audiencia 
Provincial de Córdoba, mediante sentencia de 28 de enero de 2013-, en igual dirección a 
aquella que había sido apuntada ya por la jurisprudencia catalana -señaladamente, por la 
                                                 
608 En este sentido, vid. GARCÍA CANTERO, “Notas...”, cit., p. 312. También, más recientemente, vid. 
GUILARTE GUTIÉRREZ, V., “La sociedad de gananciales: caducidad de un modelo”, en GUILARTE 
GUTIÉRREZ, V. (coord.), Propiedad y Derecho civil, Colegio de Registradores de la Propiedad y 
Mercantiles de España, Madrid, 2006, pp. 57-58. 




Audiencia Provincial de Barcelona, en sentencia de 29 de abril de 1998- y en función de 
la que dicho derecho únicamente resulta aplicable a los matrimonios sujetos al régimen 
de separación de bienes (SSAP Córdoba 28-1-2013 [JUR 2013, 176485]; Barcelona 29-
4-1998 [AC 1998, 4534]). Este criterio, además, ha sido recientemente adoptado por los 
codificadores del Derecho civil catalán en el artículo 233-4.2 de su Código Civil. De él 
se extrae con facilidad que la compensación económica por razón del trabajo efectuado 
en el hogar tan solo procede si el régimen económico es el de separación de bienes; una 
circunstancia quizá considerada por el Tribunal Supremo para declarar que aquélla solo 
puede acordarse en régimen de separación de bienes (STS 26-4-2017 [RJ 2017, 1720]). 
 La subordinación de este derecho a la previa determinación de una separación de 
bienes representó, precisamente, el primero de los presupuestos que fueron considerados 
por el Tribunal Supremo en cuanto, su doctrina jurisprudencial, comenzó exigiendo que 
para lograr su percepción se requiere que, habiéndose pactado este régimen económico-
matrimonial, se cumplan también las demás condiciones anteriormente advertidas (FD7º 
STS 14-7-2011 [RJ 2011, 5122]). Sin embargo, no debe olvidarse que dicho régimen no 
solo adquiriría vigencia cuando así lo hubiesen convenido los cónyuges en sus capítulos 
matrimoniales, sino también cuando aquéllos hubieren pactado por dicho medio que no 
regirá entre ellos la sociedad de gananciales -de manera supletoria, ex artículo 1316 del 
Código Civil-, sin expresar las reglas por que hayan de regirse sus bienes con arreglo a 
cualquier otro régimen económico del matrimonio -típico o atípico- que consideren más 
oportuno de acuerdo a sus intereses particulares, y también cuando se extinga, constante 
matrimonio -aunque, en este caso, pueda discutirse si se trata de un auténtico “régimen” 
de separación de bienes o de una mera “situación” de separación de bienes-, la sociedad 
de gananciales o el régimen de participación en las ganancias. Llama la atención que el 
Alto Tribunal ignore estas dos circunstancias adicionales para unificar doctrina en torno 
a un régimen de separación de bienes que él mismo manifiesta que se aplica en aquellos 
supuestos -todos ellos, sin excepción- previstos en el artículo 1435 del Código Civil, no 
solo cuando se hubiera acordado expresamente (FD3º STS 14-7-2011 [RJ 2011, 5122]). 
 La omisión de los supuestos no contemplados por la doctrina jurisprudencial que 
sienta el Tribunal Supremo -en cuanto atañe a la adquisición de vigencia del régimen de 
separación de bienes- no ha de interpretarse sino como un mero despiste, sin que de ello 
deriven mayores consecuencias de interés jurídico. Piénsese que, de lo contrario, estaría 
avalándose un tratamiento discriminatorio en perjuicio de quienes, habiéndose dedicado 
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a la atención de los menesteres domésticos, por ejemplo, tras disolverse una sociedad de 
gananciales o un régimen de participación en las ganancias -y, de esta forma, someterse 
a la inmediata aplicación de un régimen de separación de bienes-, se encontraría privado 
del derecho a que su trabajo fuese posteriormente compensado en iguales condiciones a 
quienes voluntariamente acordaron permanecer separados de bienes. Ello no solo resulta 
injustificado desde una perspectiva constitucional -en cuanto podría vulnerar la igualdad 
de todos los españoles ante la ley-, sino que además conduce al contrasentido de atribuir 
una mayor protección económica a quienes -mediante el correspondiente asesoramiento 
notarial- conocían los perjuicios inherentes al régimen de separación de bienes, en lugar 
de proteger a quienes no tuvieron la ocasión de consentirlos, por serles aplicado ex lege.  
 En igual sentido, además, algunos órganos jurisdiccionales han ido manifestando 
su rechazo ante semejante constricción. Por una parte, en sentencia de 3 de diciembre de 
2015, la Audiencia Provincial de Pontevedra matizaba cómo para ser compensado por el 
trabajo desempeñado en el hogar se exige -por el Tribunal Supremo, entiéndase- que los 
cónyuges -o los futuros contrayentes, ex artículo 1326 del Código Civil- hayan pactado 
un régimen de separación de bienes (o que éste exista en virtud de alguna de las causas 
del art. 1435 del Código Civil) (SAP Pontevedra 3-12-2015 [JUR 2016, 9438]). Por otra 
parte, en sentencia de 31 de marzo de 2014, fue considerado en idéntica dirección por la 
Audiencia Provincial de Asturias en cuanto, a su juicio, no habría razón objetiva alguna 
para diferenciar entre los distintos supuestos -recogidos por el artículo 1435 del Código 
Civil- que dan lugar al nacimiento del régimen de separación de bienes y anudar solo a 
uno de ellos el derecho de crédito del art. 1438 -del citado cuerpo legal- cuando éste no 
hace distinción alguna, pues, efectivamente, si rige el sistema económico de separación 
de bienes, habrá de aplicarse también el citado precepto y [...] habrá de reconocerse, si 
procede; y ello aunque la sentencia recurrida lo hubiera denegado por el hecho de que la 
citada sentencia de 14 de julio de 2011 del Tribunal Supremo exige expresamente como 
requisito ineludible para su aplicación que los cónyuges hubiesen pactado el régimen de 
separación de bienes, y en este supuesto quedó probado que ese pacto no existió jamás 
sino que aquél tuvo lugar por otras vías (SAP Asturias 31-3-2014 [JUR 2014, 119127]). 
Una vez despejadas las dudas en torno a la circunscripción del derecho a percibir 
una compensación por el trabajo efectuado en el hogar a los regímenes de separación de 
bienes -sean cuales fueren los medios por los que cobrasen vigencia, pese al despiste del 
Tribunal Supremo-, sería conveniente cuestionarse qué acontece con respecto a aquellas 




otras separaciones de bienes que difieran de la tipificada por nuestro legislador entre los 
artículos 1435 a 1444 del Código Civil. En este sentido, quizá, no solo podría plantearse 
la aplicación de la citada compensación a regímenes de separación de bienes extranjeros 
o autonómicos -tratándose de un régimen económico del matrimonio que actualmente se 
halla contemplado en un considerable número de ordenamientos jurídicos-, además de a 
aquellos -atípicos, si se quiere- que eventualmente pudieran ser diseñados a instancia de 
los propios interesados en sus respectivas capitulaciones matrimoniales -con arreglo a la 
libertad de pacto que a tales efectos les reconocen los artículos 1315 y 1325 del Código 
Civil-, sino también a aquellas “situaciones” -y no “regímenes”, por ende- de separación 
de bienes que tienen lugar entre los cónyuges en algunas circunstancias determinadas609. 
 En primer lugar, en cuanto a los regímenes de separación de bienes extranjeros o 
autonómicos ha de considerarse que los Tribunales y autoridades aplicarán de oficio -y 
no solo si las partes hacen cuestión de ello, aunque así se hiciera constar en la redacción 
del artículo 232-11.1 del Código Civil de Cataluña- las normas de conflicto del Derecho 
español, según lo previsto por el artículo 12, apartado sexto, del Código Civil610. Parece 
lógico, por tanto, el argumento empleado por la Audiencia Provincial de Barcelona para 
desestimar la pretensión [...] referida al reconocimiento del derecho a la compensación 
económica derivada del artículo 41 del Código de Familia de Cataluña -decisión que se 
podría extrapolar, sin embargo, a la aplicación del artículo 1438 del Código Civil-, al no 
regir entre los cónyuges el régimen económico matrimonial de separación de bienes del 
Derecho catalán, sino el propio del Derecho alemán, según señaló en la sentencia de 19 
de abril de 2016 (SAP Barcelona 19-4-2006 [JUR 2006, 262422]). Este criterio también 
fue aplicado por aquélla, años antes, para el caso enjuiciado por sentencia de 13 de junio 
de 2001, en tanto manifiesta en ella que el régimen económico matrimonial que rige [...] 
es el capitular de separación de bienes según Derecho francés y no el pretendido según 
Derecho catalán, no aplicable al caso (SAP Barcelona 13-6-2001 [JUR 2001, 248005]). 
 Lo mismo ha acontecido también dentro de nuestro país en las relaciones entre el 
ordenamiento jurídico estatal y las diferentes legislaciones autonómicas que contemplan 
especialidades con respecto a éste en materia de régimen económico-matrimonial. En tal 
sentido se dirigió el Tribunal Superior de Justicia de Aragón para restringir la aplicación 
                                                 
609 Tomo esta nomenclatura de BOSCH CAPDEVILA, “La compensación...”, cit., pp. 6-7. 
610 En idéntico sentido, vid. RIBOT IGUALADA, “Comentarios a los artículos 232-5 a 232-11 y 234-9 del 
Código Civil de Cataluña”, cit., p. 292. 
AD RI ÁN  A R R É B O L A  B L AN CO  
237 
 
del artículo 1438 del Código Civil -en cuanto se refiere a la compensación por el trabajo 
prestado en el hogar- a los matrimonios sometidos a un régimen de separación de bienes 
con anterioridad a su introducción en la legislación aragonesa por medio de la ley, de 12 
de febrero de 2003, de régimen económico-matrimonial y viudedad (STSJC Aragón 26-
2-2013 [RJ 2013, 2892]). Partícipe de la misma opinión sería la Audiencia Provincial de 
Barcelona cuando, en sentencia de 11 de julio de 2014, advirtió que el artículo 1438 del 
Código Civil español [...] no es de aplicación en Cataluña, que posee su derecho propio 
en cuanto aquí interesa (SAP Barcelona 11-7-2014 [JUR 2014, 236945]). La conclusión 
que puede extraerse hasta el momento es aquella consistente en afirmar que el derecho a 
obtener una compensación por el trabajo doméstico -mediante el cauce del artículo 1438 
del Código Civil, según declaró la misma Audiencia- no opera sobre cualquier régimen 
de separación de bienes, aunque para ello habría que determinar qué ocurriría en el caso 
de un régimen de separación atípico (SAP Barcelona 13-6-2001 [JUR 2001, 248005]). 
 En segundo lugar, efectivamente, debe repararse en la hipotética aplicación de la 
compensación por el trabajo desarrollado en el hogar fuera del régimen de separación de 
bienes en que se halla incardinado el artículo 1438 del Código Civil, aunque sin salir del 
ordenamiento jurídico que lo contempla expresamente. Éste sería el caso del régimen de 
separación de bienes que los interesados pudieran haber diseñado convencionalmente en 
sus respectivas capitulaciones matrimoniales con base a la libertad de pacto que a tal fin 
les otorgan los artículos 1315 y 1325 del Código Civil, un régimen atípico y susceptible 
de ser considerado, por su singular naturaleza, como de separación de bienes. Si bien es 
cierto que algún autor ha valorado positivamente ampliar la aplicación de aquel derecho 
a esta clase de regímenes de separación de bienes, no es ésta la opinión que sin embargo 
ha de traerse aquí611. Lo contrario equivaldría a consolidar una limitación absolutamente 
injustificada sobre la autonomía de la voluntad de los consortes que estimaron oportuno 
guardar silencio sobre este asunto en el momento de elaborar el régimen económico que 
consideraron oportuno para su matrimonio, quizá, además, como único remedio posible 
para eludir que en el futuro les sea aplicada la compensación citada. Recuérdese que los 
acuerdos de renuncia a la compensación por trabajo doméstico actualmente disponen de 
inciertas posibilidades de éxito en la práctica y, en consecuencia, aquél podría constituir 
la única forma de renunciar válidamente a su aplicación posterior por la jurisprudencia. 
                                                 
611 Vid. GONZÁLEZ DEL POZO, J. P., “La indemnización compensatoria por trabajo para la casa prevista en 
el artículo 1438 del Código Civil”, Revista del Poder Judicial, núm. 87, 2007-2008, p. 133. 




 En tercer lugar, aún podría distinguirse entre el régimen de separación de bienes 
contemplado en la ley -y más concretamente, entre los artículos 1435 y 1444 del Código 
Civil- y aquellas otras circunstancias excepcionales a las que quizá cabría referirse en su 
lugar como simples “situaciones” de separación de bienes. Sobre este particular, nuestra 
doctrina acostumbra a admitir como dogma incuestionable que no existe matrimonio sin 
régimen económico -siguiendo la opinión expresada antaño por el profesor LACRUZ-, en 
vista de lo señalado por los artículos 1316 y 1435.2 del Código Civil612. Si bien es cierto 
que la comunidad de vida inherente al matrimonio siempre influirá de una manera u otra 
en la economía de los consortes, un sector minoritario cuya opinión ha de compartirse en 
adelante no resulta muy convencido ante tal afirmación en aquellos supuestos en los que 
se disuelve la sociedad de gananciales o el régimen de participación en las ganancias sin 
romper el vínculo conyugal -especialmente en caso de separación legal-, e incluso desde 
que se adoptan las medidas oportunas en el proceso de nulidad, separación o divorcio613. 
Hoy en día, efectivamente, se distingue la separación de bienes de la ausencia de 
régimen económico mediante una serie de excepciones impuestas por el legislador sobre 
el principio separatista -el levantamiento de las cargas matrimoniales, la responsabilidad 
civil subsidiaria por el ejercicio de la potestad doméstica, la compensación por el trabajo 
desempeñado en el hogar, la disponibilidad sobre la vivienda familiar, la administración 
o gestión de un cónyuge sobre los bienes o intereses del otro, la presunción muciana o la 
“presunción” de proindiviso-, todas ellas sustentadas sobre la comunidad de vida que es 
consustancial a todo matrimonio. Sin embargo, en aquellos supuestos en que su régimen 
económico se disuelva sin quebrantar el vínculo personal establecido entre los consortes 
por razón del matrimonio, o se adopten medidas que alteren las previsiones del régimen 
de separación de bienes típicamente contemplado en el Código Civil, la excepcionalidad 
de tales circunstancias hace pensar en que, en dichos casos, tal vez no pueda hablarse de 
un verdadero “régimen” de separación de bienes, sino más bien de una mera “situación” 
de separación de bienes en que la valoración del derecho a lograr una compensación por 
el trabajo doméstico podría quedar en entredicho, según cabrá deducir a continuación614. 
                                                 
612 Por todos, vid. LACRUZ BERDEJO et al., Elementos..., t. IV, cit., p. 117. 
613 Sostienen esta opinión RAMS ALBESA, “Comentarios...”, cit., p. 1010; PUIG BRUTAU, J., Fundamentos 
de Derecho civil, t. IV, Bosch, 2ª edición, Barcelona, 1985, p. 180; BOSCH CAPDEVILA, “La 
compensación...”, cit., pp. 6-7. 
614 En este sentido, vid. BOSCH CAPDEVILA, “La compensación...”, cit., p. 7. 
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En primer lugar, no tendría sentido que mediante dicha compensación se abriese 
una segunda comunicación sobre los patrimonios de los cónyuges tras haberse denegado 
judicialmente la primera -en sede de sociedad de gananciales o régimen de participación 
en las ganancias- por concurrir alguna de las circunstancias establecidas en los artículos 
1393, 1415 y 1416 del Código Civil. De lo contrario, pese al intento de ponerles fin por 
parte del órgano jurisdiccional competente, aquéllas seguirían resultando nocivas para el 
cónyuge instante dentro del nuevo régimen de separación de bienes que hipotéticamente 
emergiese tras consumarse la disolución de la sociedad de gananciales o del régimen de 
participación en las ganancias -al amparo de lo expresamente establecido por el artículo 
1435.2 del Código Civil- mediante el derecho a ser compensado por el trabajo efectuado 
en el hogar, siempre y cuando su liquidación fuese más allá de la mera restitución de un 
enriquecimiento injustificado producido por tal razón entre los consortes, especialmente 
cuando la misma se elaborase voluntaria o judicialmente sobre un modelo participativo. 
 En segundo lugar, tampoco habría derecho a percibir compensación alguna entre 
cónyuges separados legalmente en defecto de un hogar común que exigiese ser atendido 
por parte de uno de ellos, en beneficio del otro. Sin embargo, semejante consecuencia se 
explicaría además por una contradictio in terminis entre lo dispuesto por los artículos 83 
y 1440 del Código Civil. Efectivamente, mientras el primero de ellos advierte cómo por 
medio de su primer párrafo la separación legal cesa la posibilidad de vincular bienes del 
otro cónyuge en el ejercicio de la potestad doméstica; el segundo, por el contrario, haría 
resurgir dicha posibilidad en cuanto su segundo párrafo impone que de las obligaciones 
contraídas en el ejercicio de la potestad doméstica [...] responderán ambos cónyuges en 
la forma determinada en el artículo 1319 del Código Civil615. Por otro lado, no regiría la 
presunción muciana cuando los cónyuges estuvieran separados judicialmente -en virtud 
del artículo 78.2 de la Ley Concursal-, ni tampoco la correspondiente al caso en que uno 
de los cónyuges administrase o gestionase bienes o intereses del otro -contemplada en el 
artículo 1439 del Código Civil-, pues, generalmente, no existirían siquiera las cargas del 
matrimonio con respecto a las que debiera operar (STS 8-3-1993 [RJ 1993, 2051]). Ello 
pone de manifiesto cómo tras la separación legal de los consortes no surge un verdadero 
“régimen” de separación de bienes, sino una simple “situación” de separación de bienes, 
aunque quepa concluir lo contrario ex artículos 1392.3, 1415 y 1435.3 del Código Civil. 
                                                 
615 Advierte de ello DELGADO LÓPEZ, L. M., “Los bienes del matrimonio después de la sentencia de 
separación”, Actualidad Civil, núm. 14, abril, 1992, p. 202. 




 El régimen de separación de bienes procede con mayor frecuencia de la voluntad 
de los consortes cuando así lo hubiesen convenido. Hoy en día, además, no se exige una 
regulación detallada sobre todas y cada una de las cuestiones relativas a la economía del 
matrimonio en tanto la reforma realizada por la ley de 13 de mayo de 1981 trajo consigo 
un nuevo régimen de separación de bienes completo y capaz de resolver las deficiencias 
que, desde hacía ya casi un siglo, venía arrastrando la versión decimonónica del artículo 
1432 del Código Civil. Este precepto, facultaba a los futuros contrayentes para optar por 
el separatismo en cuanto a sus bienes, una vez contraído el matrimonio. Sin embargo, se 
guardaba silencio en él sobre la normativa que debiera serles de aplicación a aquéllos en 
defecto de acuerdo. Ello generó serias discrepancias doctrinales entre quienes entendían 
que, en tal caso, habían de ser aplicadas las previsiones relativas a la separación legal de 
bienes, la separación judicial de separación de bienes, el sistema dotal o la normativa de 
los bienes parafernales616. En cualquier caso, un vacío semejante podría ser interpretado 
como un supuesto más de “situación” de separación de bienes de no ser porque la citada 
ley de reforma dispensó una auténtica regulación a la separación de bienes. Por tanto, en 
la actualidad, tan solo bastaría con la mera alusión a dicho régimen en las capitulaciones 
matrimoniales para que el mismo desplegase su eficacia entre las partes, incluso cuando 
éste fuese establecido bajo término o condición (cfr. arts. 1435.1 CC y 197.3 CDFA)617. 
 En su defecto, el citado régimen económico-matrimonial también podrá emerger 
de la propia ley cuando los cónyuges hubieren pactado en capitulaciones matrimoniales 
que no regirá entre ellos la sociedad de gananciales -en calidad de supletorio, en virtud 
de lo establecido por el artículo 1316 del Código Civil-, sin expresar las reglas por que 
hayan de regirse sus bienes en el futuro; un supuesto que evidentemente apenas contaría 
con trascendencia práctica gracias a la intervención del notario autorizante que advertirá 
a los otorgantes del silencio mantenido sobre este particular (art. 1435.2 CC)618. Por este 
                                                 
616 En una u otra dirección, vid. MANRESA Y NAVARRO, op. cit., pp. 656-657; VALVERDE Y VALVERDE, 
C., Tratado de Derecho civil español, t. IV, Talleres tipográficos Cuesta, 4ª edición, Valladolid, 1938, pp. 
389-390; DE BUEN LOZANO, D., “Notas sobre el Derecho civil español”, en COLIN, A. y CAPITANT, H., 
Curso elemental de Derecho civil, t. VI, Reus, Madrid, 1926, p. 455. 
617 Por todos, reconocen esta posibilidad ALBALADEJO GARCÍA, Curso..., t. IV, cit., pp. 198-199; 
BERCOVITZ RODRÍGUEZ-CANO, R., “Retroactividad del régimen económico del matrimonio”, Aranzadi 
Civil: Revista quincenal, núm. 1, abril, 2003, p. 12; PARRA LUCÁN, M. A., “Autonomía de la voluntad y 
Derecho de familia”, en PRATS ALBENTOSA, L. (coord.), Autonomía de la voluntad en el Derecho 
privado. Estudios en conmemoración del 150 aniversario de la ley del Notariado, t. I, Wolters Kluwer-
Consejo General del Notariado, Madrid, 2012, p. 174; HUALDE MANSO, “Los regímenes...”, cit., p. 833. 
618 Así lo advierten INFANTE GONZÁLEZ DE LA ALEJA, J. R. y RODRÍGUEZ DOMÍNGUEZ, R., “Derecho 
matrimonial y donación”, en MARTÍNEZ ORTEGA, J. C. (coord.), La oficina notarial, v. V, Bosch, 
Barcelona, 2014, p. 154. 
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motivo, seguramente, no lo habrían contemplado antes nuestros codificadores -así como 
otros legisladores extranjeros-, pero, no obstante, por extraña que parezca, su aplicación 
daría lugar a un auténtico “régimen” de separación de bienes619. Por tanto, la conclusión 
que cabe extraer es aquélla consistente en que la compensación por el trabajo doméstico 
tan solo tendría lugar dentro de un verdadero “régimen” de separación de bienes y no en 
aquellas otras circunstancias que podrían considerarse como “situaciones” de separación 
de bienes -es decir, en los supuestos contemplados por el primer y segundo apartado del 
artículo 1435 el Código Civil-, ni siquiera a través de la recomendación efectuada por el 
Consejo de Europa -en resolución de 27 de septiembre de 1978, recuérdese- porque, por 
carecer de carácter normativo, no puede resultar infringida ni aplicada por parte de los 
jueces y tribunales del Estado español (STSJ Cataluña 22-9-2008 [JUR 2009, 3886])620. 
 A este respecto, ha de tenerse en cuenta que nuestro ordenamiento jurídico prevé 
además una modalidad adicional de separación de bienes: el régimen de participación en 
las ganancias. El aspecto que caracteriza y permite distinguir a este régimen económico-
matrimonial del de mera separación de bienes radica en su liquidación. Los cónyuges no 
pierden durante su vigencia el dominio exclusivo sobre sus bienes -de ahí que pueda ser 
considerado como de separación de bienes-, pero, dependiendo de cuáles sean el título y 
el momento de sus respectivas adquisiciones -si fueron a título de donación o sucesión o 
previas a su entrada en vigor-, es posible que su valor sea compartido después por aquel 
que experimente un menor incremento patrimonial, a modo de compensación621. La idea 
que subyace a esta “participación” entre las ganancias de los cónyuges consiste en negar 
cualquier distinción que pudiera apreciarse entre las diferentes contribuciones que uno u 
otro hubiesen efectuado para producir tales rendimientos, pues, tanto el trabajo prestado 
fuera del hogar a cambio de una contraprestación, como aquel no remunerado que en su 
caso pudiera haberse invertido dentro de él, les habrían permitido disfrutar de ellos. Por 
ello, cabría considerar que el cónyuge que a través de su dedicación al hogar ayudó a su 
consorte a producir mayores “ganancias” fuera del mismo ya percibiría la compensación 
                                                 
619 Su novedad radica en que la separación de bienes siempre necesitaba de un acuerdo entre los cónyuges 
para adquirir vigencia -excepto en los supuestos de separación judicial o legal de bienes-, no pudiendo 
presumirse nunca. Vid. ROYO MARTÍNEZ, M., Derecho de familia, Imprenta Suárez, Sevilla, 1949, p. 224. 
620 Resolución (78) 37 del Comité de Ministros del Consejo de Europa de 27 de septiembre de 1978 sobre 
la igualdad de los cónyuges en el ámbito del Derecho civil. 
621 En sentido similar, vid. DÖLLE, H., “Allemagne”, trad. M. C. Otten-Oudot, Revue Internationale de 
Droit Comparé, núm. 3, julio-septiembre, 1965, p. 607. 




oportuna mediante la liquidación del régimen, no siendo necesario invocar una segunda 
compensación siquiera mediante la analogía con el régimen de separación de bienes622. 
 Sin embargo, aún cabría reparar en ello en aquellos supuestos en que no ha lugar 
a crédito de participación en las ganancias: cuando la liquidación presente pérdidas para 
el patrimonio de cada uno de los cónyuges o cuando los mismos experimenten idénticos 
incrementos en sus respectivos haberes623. Para ello resulta indispensable considerar que 
el legislador solo permitiría tal cosa durante la vigencia del régimen de participación en 
las ganancias, y no a su extinción, momento en que operaría la compensación del trabajo 
doméstico ex artículo 1438 del Código Civil (cfr. art. 1413 CC)624. Ello haría ver que no 
se trata de un efecto contemplado ni tan siquiera querido por el legislador cuando diseñó 
ambos regímenes económico-matrimoniales. Lo contrario, por tanto, supondría vulnerar 
su voluntad para dar una segunda oportunidad a quien no logró obtener de su consorte la 
participación deseada en sus ganancias, no habiendo ganancia alguna que repartir en los 
términos previstos por el artículo 1427 del Código Civil625. De hecho, ni siquiera podría 
obtenerse una solución distinta mediante el análisis comparado que remitiese al Derecho 
civil catalán, porque, en éste, tanto el régimen de participación en las ganancias como el 
de separación de bienes demandarían la concurrencia de un incremento en el patrimonio 
de los cónyuges para conseguir el reconocimiento de sus respectivas compensaciones626. 
La sociedad de gananciales no ofrece sin embargo grandes complicaciones a este 
respecto. De hecho, son muchos los órganos jurisdiccionales que hasta el día de hoy han 
señalado que, el derecho a percibir una compensación a causa del trabajo emprendido en 
el hogar, en cuanto constreñido al régimen de separación de bienes, resulta inaplicable 
en [...] el sistema supletorio de ganancialidad -según apreció la Audiencia Provincial de 
                                                 
622 Entienden inaplicable la compensación por trabajo doméstico en sede de participación en las ganancias 
MORALES MORENO, “Comentarios...”, cit., p. 1880; DE LOS MOZOS Y DE LOS MOZOS, “Comentarios a los 
artículos 1411 a 1444 del Código Civil”, cit., pp. 58, 92 y 237; DE LA CÁMARA ÁLVAREZ, “La 
autonomía...”, cit., p. 158; JOU MIRABENT, op. cit., p. 241; CABEZUELO ARENAS, “Comentarios...”, cit., 
pp. 9986-9987 y 10054. Sin embargo, estiman lo contrario ALBALADEJO GARCÍA, Curso..., t. IV, cit., p. 
192; GARCÍA CANTERO, “Notas...”, cit., p. 312; GAVIDIA SÁNCHEZ, “Enriquecimiento...”, cit., p. 1896. 
623 Por todos, vid. TORRES LANA, op. cit., p. 1057. 
624 Participa de esta opinión LANZAS GALVACHE, op. cit., p. 1146. También CABEZUELO ARENAS, 
“Comentarios...”, cit., pp. 9987-9988. 
625 En la misma dirección, vid. DE LOS MOZOS Y DE LOS MOZOS, “Comentarios a los artículos 1411 a 
1444 del Código Civil”, cit., p. 94. Sin embargo, algunos autores han estimado favorablemente que en los 
supuestos mencionados se aplique la compensación por el trabajo doméstico al régimen de participación 
en las ganancias. En este sentido, vid. LANZAS GALVACHE, op. cit., p. 1147; CASAS VALLÉS, 
“Comentarios a los artículos 48 a 60 del Código de Familia”, cit., p. 282; CABEZUELO ARENAS, 
“Comentarios...”, cit., p. 9988. 
626 Así lo advierte NAVAS NAVARRO, “El régimen...”, cit., p. 1318. 
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Madrid, en sentencia de 25 de mayo de 2004-, pues, en tales ocasiones, habiendo sido el 
régimen económico matrimonial [...] el de gananciales no resulta de aplicación lo dicho 
por nuestro legislador en el artículo 1438 del Código Civil -señaló también la Audiencia 
Provincial de Alicante en la sentencia de 27 de febrero de 2017-, porque esa disposición 
corresponde solo al régimen de separación de bienes -indicó la Audiencia Provincial de 
Pontevedra, en el caso enjuiciado por sentencia de 15 de enero de 2013-, bien distinto a 
la sociedad de gananciales (SSAP Madrid 25-4-2004 [JUR 2004, 316028], Alicante 27-
2-2017 [JUR 2017, 138770], Pontevedra 15-1-2013 [JUR 2013, 54252]). En puridad, no 
ha lugar a compensación alguna por este motivo cuando se trata de un matrimonio cuyo 
régimen económico matrimonial es el de gananciales -concluyó la Audiencia Provincial 
de Madrid, en sentencia de 18 de febrero de 2013-, ni tan siquiera tenerse en cuenta [...] 
el tiempo durante el que el matrimonio se rigió por el régimen de gananciales previo a 
la separación de bienes que -según vaticinó incluso la Audiencia Provincial de Valencia 
en su sentencia de 19 de diciembre de 2012- pudiera ser eventualmente liquidada (SSAP   
Madrid 28-2-2013 [JUR 2013, 122935] y Valencia 19-12-2012 [JUR 2013, 61815])627. 
La jurisprudencia recuerda que, además, solo procederá la aplicación analógica 
de las normas cuando éstas no contemplen un supuesto específico -en este caso, el de la 
compensación señalada-, pero regulen otro semejante entre los que se aprecie identidad 
de razón -según dispone literalmente el artículo 4.1 del Código Civil-, una circunstancia 
que impide la aplicación analógica [...] al régimen de sociedad de gananciales que [...] 
no solo no guarda identidad alguna con el régimen de separación de bienes, sino que se 
puede afirmar que es el opuesto (SAP Málaga 25-5-2012 [JUR 2012, 331706]). Interesa 
igualmente destacar que, quienes invirtiesen su trabajo en el hogar, vigente una sociedad 
de gananciales, ya percibirían la oportuna compensación mediante su participación en el 
haber común: por aplicación del artículo 1344 del Código Civil (SAP Barcelona 14-11-
2002 [JUR 2003, 100455]). Por ello, solo cabría excusar el caso en que este haber fuese 
disminuido por confesiones -y si se quiere, atribuciones convencionales- de privatividad 
a instancia de los propios cónyuges (cfr. arts. 1323, 1324, 1355 CC)628. Sin embargo, tal 
restricción no dejaría de hallarse comprendida en el ámbito reservado a su autonomía de 
                                                 
627 Negando la aplicación de la compensación por trabajo doméstico prevista en el régimen de separación 
de bienes, fuera de este régimen económico-matrimonial, vid. LACRUZ BERDEJO, “El régimen económico 
del matrimonio”, cit., p. 21; SERRANO ALONSO, op. cit., p. 465; ARROYO AMAYUELAS, “Comentarios...”, 
cit., p. 1573. 
628 Vid. BOSCH CAPDEVILA, E., “L’evolució del règim de separació de béns en el Dret civil de Catalunya: 
la compensació econòmica per raó de treball”, Revista Jurídica de Cataluña, núm. 4, 2010, p. 1083. 




la voluntad y, tratándose, realmente, de una mera renuncia -total o parcial- sobre aquella 
compensación, no tendría sentido traer una segunda compensación mediante la analogía. 
Ello es aún más evidente en cuanto atañe a la doctrina jurisprudencial sentada en 
torno al artículo 1438 del Código Civil. La interpretación realizada a este respecto por el 
Alto Tribunal, no ha supuesto sino la adopción de un modelo peculiar de indemnización 
por pérdidas de oportunidad. En este sentido, podría pensarse que nada obsta a extender 
el ámbito de aplicación de la compensación por el trabajo invertido en el hogar fuera del 
régimen de separación de bienes, aunque fuera en esta sede donde aquélla tuviera mayor 
razón de ser629. De hecho, así lo han previsto otros ordenamientos jurídicos como son el 
portugués y el valenciano (cfr. arts. 1676.3 CCP, 13.1 y 14.1 LREMV). Sin embargo, ha 
de tomarse en consideración que los ingresos que el cónyuge que preste tal trabajo haya 
podido dejar de obtener en el ejercicio de su profesión no solo le generarían un perjuicio 
a su patrimonio personal -fundamentando la percepción de una compensación-, sino que 
también afectará a su consorte si ambos están sujetos a un régimen de comunidad como 
la sociedad de gananciales (cfr. arts. 1344 y 1347.1 CC)630. Por ello, en la actualidad, no 
tendría sentido ordenar a uno de los cónyuges la reparación de un daño que él mismo ha 
sufrido en una parte de su patrimonio, mediante la compensación del trabajo doméstico. 
La conclusión que puede desprenderse de todo cuanto se ha dicho hasta ahora no 
es otra que la consistente en afirmar que el ámbito de aplicación de la compensación por 
el trabajo desarrollado en el hogar está supeditado a la previa vigencia de un régimen de 
separación de bienes. Un régimen de separación de bienes que no necesariamente habría 
de ser pactado en capitulaciones matrimoniales -pese a lo afirmado por nuestro Tribunal 
Supremo-, sino que podría surgir tanto de la voluntad expresa de los cónyuges o futuros 
contrayentes como de su propio silencio, en base a lo establecido por el legislador en los 
dos primeros apartados del artículo 1435 del Código Civil. Ello implica que no ha lugar 
a compensación por este motivo cuando haya regido entre los cónyuges una sociedad de 
gananciales o un régimen de participación en las ganancias, pero, tampoco, cuando haya 
regido entre aquellos una separación de bienes nacida conforme a un Derecho extranjero 
o autonómico, una separación de bienes atípica -o convencionalmente diseñada por ellos 
                                                 
629 Así lo creen DE AMARAL, J. A. Pais, Direito da família e das sucessões, Almedina, 2ª edición, 
Coímbra, 2015, pp. 202-203; AUGSBURGER-BUCHELI, I., “La collaboration professionnelle entre époux au 
sense de l’article 165 alinéa 1er du Code Civil”, en DUC, J. L. (dir.), Le travail et le droit, Éditions 
Universitaires, Friburgo, 1994, p. 218; VÍTOR, Crédito..., cit., p. 332. 
630 En este sentido, vid. RUIZ RICO, J., “La indemnización por nulidad del matrimonio. Fundamento, 
presupuestos y alcance”, Poder Judicial, núm. 36, diciembre, 1994, p. 237. 
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mismos-, o una mera “situación” de separación de bienes. En definitiva, no podría haber 
compensación alguna entre quienes no hubiesen estado sujetos al régimen de separación 
de bienes contemplado entre los artículos 1435 a 1444 del Código Civil, y ello en base a 
alguna de las dos primeras causas previstas por el artículo 1435 del mismo cuerpo legal. 
B) Segundo presupuesto: la dedicación exclusiva al hogar 
 Una vez determinado el régimen económico-matrimonial sobre el que interviene 
el artículo 1438 del Código Civil, en cuanto atañe a la compensación que se reconoce en 
su último inciso, apreciaba nuestra jurisprudencia menor que la primera dificultad surge 
al concretar el grado de dedicación a la familia que la norma requiere (SAP Murcia 6-
11-2006 [JUR 2006, 284978]). Recuérdese que, sobre el particular, el Tribunal Supremo 
había apuntado ya entre las tres reglas coordinadas que a su juicio habrían de tomarse en 
cuenta para interpretar el precepto antedicho que el trabajo para la casa es considerado 
como una forma de aportación a los gastos comunes -producidos en concepto de cargas 
del matrimonio, y a cuyo levantamiento debe contribuirse-, cuando uno de los cónyuges 
solo tiene posibilidades de contribuir de esta manera (FD3º STS 14-11-2011 [RJ 2011, 
5122]); una interpretación que desde luego no abandonaría al establecer después a título 
de doctrina jurisprudencial que el derecho a percibir la compensación referida por haber 
asumido tal cometido requiere que [...] se haya contribuido a las cargas del matrimonio 
solo con el trabajo realizado para la casa (FD7º STS 14-11-2011 [RJ 2011, 5122]). Sin 
embargo, por sus efectos prácticos, no se trata de un aspecto pacíficamente admitido por 
el común de la doctrina y jurisprudencia sino todo lo contrario, como ahora se concluirá. 
Huelga señalar que el legislador no exige, en modo alguno, que la realización de 
las tareas del hogar constituya el exclusivo trabajo que desarrolle el posible acreedor a 
los efectos de la compensación que eventualmente pudiera corresponder por este motivo 
-como había apuntado ya la Audiencia Provincial de Madrid, mediante sentencia dictada 
a 25 de febrero de 2005-, porque, realmente, no existe fundamento consistente (al menos 
en la literalidad del precepto -según fue señalado algunos años más tarde por parte de la 
Audiencia Provincial de Castellón mediante sentencia de 11 de diciembre de 2012- para 
mantener tal cosa (SSAP Madrid 25-2-2005 [JUR 2005, 84650] y Castellón 11-12-2012 
[JUR 2013, 120596]). Lo contrario implicaría añadir en su texto un importante elemento 
corrector de la norma -según entendió anteriormente el Tribunal Superior de Justicia de 
Cataluña con respecto a su propia legislación civil- que no se encuentra en ella al aludir 




a que la dedicación a la casa debe serlo en régimen de exclusividad (STSJ Cataluña 10-
2-2003 [RJ 2003, 4464])631. Este rechazo obligaría, por tanto, a buscar una solución más 
acorde a la literalidad de la ley entre los diversos grados de dedicación que son posibles.  
 La jurisprudencia catalana había concluido ya años atrás que poco importa [...] a 
los efectos de la compensación correspondiente por esta causa que el trabajo doméstico 
haya sido [...] a tiempo completo o a tiempo parcial en cuanto ello carece de relevancia 
para un modelo compensatorio diseñado sobre una participación en las ganancias (STSJ 
Cataluña 27-4-2000 [RJ 2000, 4125]). Sin embargo, aún podría señalarse lo contrario en 
un modelo indemnizatorio como el adoptado por el Alto Tribunal. Evidentemente, quien 
asuma la llevanza del hogar de un modo exclusivo podría sufrir graves perjuicios para el 
desarrollo de su actividad profesional o académica habitual en cuanto ello supondría una 
renuncia a su ejercicio, pero, desde luego, también los padecería quien además decidiese 
hacerlo sin abandonar ninguna clase de actividad fuera del núcleo doméstico632. Por este 
motivo, señaló nuestra jurisprudencia que entenderlo de otro modo supondría penalizar 
a quien no solo se dedicó al cuidado de la casa -en régimen de exclusividad, como tiene 
a bien la doctrina del Tribunal Supremo-, sino también a contribuir económicamente al 
levantamiento de las cargas familiares con su actividad laboral (ATSJ Cataluña 15-12-
2011 [RJ 2012, 256]); aunque, paradójicamente, el Alto Tribunal crea lo contrario para 
que pueda cumplirse el principio de igualdad (FD3º STS 14-11-2011 [RJ 2011, 5122]). 
 La solución ante semejante agravio comparativo se lograría en interpretando que 
la procedencia del derecho a percibir una compensación, por la labor desempeñada en el 
seno doméstico -según apreció ya la Audiencia Provincial de Murcia, en su sentencia de 
6 de noviembre de 2006-, no solo se da cuando el acreedor se dedica exclusivamente al 
hogar, sino también cuando lo hace en mayor medida que el deudor (SAP Murcia 6-11-
2006 [JUR 2006, 284978]); una opinión que es compartida casi unánimemente por parte 
de nuestra doctrina, a salvo de escasas excepciones633. Hay quienes, además -tal y como 
                                                 
631 En la misma dirección, vid. GUTIÉRREZ SANTIAGO, “Enriquecimientos...”, cit., p. 630. 
632 Así lo estima ASUA GONZÁLEZ, “El régimen...”, cit., p. 103. 
633 Pronunciándose en el mismo sentido, vid. ÁLVAREZ OLALLA, “La compensación...”, cit., p. 137; ASUA 
GONZÁLEZ, “La compensación...”, cit., p. 1105; GUTIÉRREZ SANTIAGO, “Enriquecimientos...”, cit., p. 
630; GUILARTE MARTÍN-CALERO, op. cit., p. 69; ARROYO AMAYUELAS, “Comentarios...”, cit., p. 1574; 
RIBERA BLANES, B., “El trabajo doméstico en la ley 10/2007, de régimen económico matrimonial 
valenciano”, en ATIENZA NAVARRO, M. L., EVANGELIO LLORCA, R., MAS BADÍA, M. D. y MONTES 
RODRÍGUEZ, M. P. (coords.), Pensamientos jurídicos y palabras dedicadas a Rafael Ballarín, 
Universidad de Valencia, Valencia, 2009, p. 814; ID., “Del régimen...”, cit., p. 900; CABEZUELO ARENAS, 
“Compensación...”, cit., p. 286; ORDÁS ALONSO, M., La cuantificación de las prestaciones económicas 
en las rupturas de pareja, Wolters Kluwer, Barcelona, 2017, pp. 501-505; MARTÍN MELÉNDEZ, M. T., 
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ha manifestado expresamente la Audiencia Provincial de Madrid, por sentencia de 25 de 
febrero de 2005-, no solo entienden que tal actividad se ofrece, a los fines contemplados 
por el último inciso del artículo 1438 del Código Civil, perfectamente compatible con la 
realización de un cometido laboral remunerado fuera del hogar, lo que inclusive, y bajo 
determinados condicionantes -dependientes, quizá, de cada caso particular-, conlleva un 
mayor fundamento en orden al reconocimiento judicial del derecho -antes referido, para 
llegar a transformarse en acreedor de aquella compensación- por la enorme exigencia de 
tal compatibilización (SAP Madrid 25-2-2005 [JUR 2005, 84650])634. Sin embargo, por 
cuanto la compensación referida tan solo tiende a compensar las oportunidades perdidas 
en el ámbito profesional y/o académico, no habría motivos suficientes para entender que 
tuviera más derecho a la misma quien trabajase dentro y fuera de casa, en lugar de quien 
perdiera más oportunidades profesionales y/o académicas a causa de su labor doméstica. 
 Desde luego, no hay duda de que el grado de dedicación a las labores domésticas 
habría de ser, aunque no exclusiva, cuando menos mayoritaria para disponer del derecho 
a percibir una compensación a cambio, porque, en definitiva, si la dedicación de ambos 
cónyuges a las cargas del matrimonio -con el trabajo efectuado por cada uno de ellos en 
el seno del hogar, entiéndase- ha sido similar o pareja [...] desaparecería el fundamento 
de la compensación porque no habría nada que compensar en tanto que sus respectivos 
créditos quedarían recíprocamente compensados y extinguidos por efecto de lo señalado 
en el artículo 1202 del Código Civil (SAP Sevilla 17-3-2004 [AC 2004, 382]). De haber 
ambos aportado similar esfuerzo [...] es claro que no procede compensación alguna por 
el artículo 1438 del Código Civil (SAP Asturias 26-5-2009 [JUR 2009, 280710]). En tal 
caso, aquéllos tan solo estarían cumpliendo el deber que como cónyuges les es impuesto 
por razón del matrimonio, de compartir las responsabilidades domésticas -según ordena 
el artículo 68 del Código Civil-, y quedaría en evidencia lo absurdo de compensar por el 
                                                                                                                                               
“Estudio jurídico civil de la explotación agraria de titularidad compartida y de la compensación por 
colaboración efectiva en la explotación agraria desde la perspectiva del régimen económico matrimonial”, 
Anuario de Derecho Civil, abril-junio, 2014, pp. 579-580; GONZÁLEZ DEL POZO, J. P., “La compensación 
prevista en el artículo 1438 del Código Civil”, El Derecho de familia en expansión, Dykinson, Madrid, 
2009, pp. 49 y 60; ID., “La indemnización...”, cit., p. 146. Sin embargo, a los fines señalados, algunos 
autores han considerado oportuno exigir una dedicación exclusiva a los menesteres domésticos, vid. 
REBOLLEDO VARELA, A. L., Separación de bienes en el matrimonio, Montecorvo, Madrid, 1983, p. 441; 
SERRANO ALONSO, op. cit., p. 467; PASTOR ÁLVAREZ, M. C., “La valoración jurídica del trabajo 
doméstico como medio de contribución personal a los gastos o cargas familiares”, Homenaje al profesor 
Bernardo Moreno Quesada, v. III, Universidad de Almería, Almería, 2000, p. 1455. 
634 Así lo estima GUTIÉRREZ SANTIAGO, “Enriquecimientos...”, cit., p. 629. También ORDÁS ALONSO, op. 
cit., p. 491. 




mero cumplimiento de una obligación legal635. De hecho, en la práctica, no escasean los 
pronunciamientos jurisprudenciales que adoptan idéntico criterio (v. gr. SSAP Castellón 
13-9-2016 [JUR 2016, 262675], Valencia 21-12-2016 [JUR 2017, 40867], Gerona 1-10-
2015 [JUR 2015, 287530] y Barcelona 18-9-2006 [JUR 2007, 106598], entre otras)636. 
 Estas consideraciones tampoco han sido desconocidas para la práctica del propio 
Tribunal Supremo toda vez que ha llegado incluso a desestimar el derecho a obtener una 
compensación, por el trabajo efectuado en el hogar, sobre el hecho de que la dedicación 
de quien pretendía convertirse en el acreedor de la misma no se había revelado intensa y 
además el cónyuge, en el ámbito de sus posibilidades, también había acreditado el haber 
contribuido a la atención diaria de los hijos comunes y de la familia en la manera que le 
correspondía hacerlo con arreglo a lo establecido por los artículos 68 y 1438 del Código 
Civil (ATS 16-5-2012 [JUR 2012, 184351]). Ello no entraña, sin embargo, un motivo lo 
bastante sólido como para dar el paso a denegar toda pretensión de este orden en defecto 
de una dedicación exclusiva a los intereses domésticos, bien sea por haber realizado una 
actividad lucrativa por cuenta ajena -como aconteció precisamente en el caso observado 
en la sentencia de 28 de febrero de 2017-, o bien por haberlo hecho por cuenta propia -o 
como autónoma, según el supuesto enjuiciado dos meses después por la sentencia de 26 
de abril de 2017-, en cualquier fecha comprendida en el periodo de vigencia del régimen 
de separación de bienes (SSTS 28-2-2017 [RJ 2017, 673], 26-4-2017 [RJ 2017, 1720]). 
 El sentimiento de rechazo hacia esta interpretación se desprende con facilidad de 
algunas de las aplicaciones operadas por parte de órganos jurisdiccionales inferiores. Un 
primer ejemplo de semejante disconformidad lo constituye el hecho de que la Audiencia 
Provincial de Murcia sostenga que, en el caso enjuiciado por su sentencia de 26 de junio 
de 2014, se ha declarado acreditada la exclusiva dedicación de la madre en el cuidado 
de los hijos y en la realización de las tareas domésticas, después de afirmar que aquélla 
no solo ha dedicado su esfuerzo personal al cuidado de la familia -a efectos de lograr la 
compensación pretendida-, sino incluso los ingresos procedentes de su trabajo a tiempo 
parcial, de modo tal que parece negarse a acatar las restrictivas exigencias que establece 
el Alto Tribunal (SAP Murcia 26-6-2014 [JUR 2014, 279971]). Más significativo es sin 
embargo el objetivo pretendido por la Audiencia Provincial de La Rioja, en sentencia de 
                                                 
635 Pronunciándose en una dirección similar, vid. CAPARROS, “Les régimes...”, cit., p. 71; COSSETTE, op. 
cit., p. 467. 
636 En igual sentido, vid. GONZÁLEZ DEL POZO, “La indemnización...”, cit., p. 149. 
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3 de octubre de 2012. En ella tratan de sortearse las limitaciones inherentes a la doctrina 
jurisprudencial del Tribunal Supremo sobre el entendimiento de que existirían hasta dos 
posibles interpretaciones con respecto al término “solo” empleado por éste en su famosa 
sentencia de 14 de julio de 2011, porque, si bien puede apreciarse que el mismo no hace 
sino constreñir el derecho a obtener una compensación a la mera dedicación exclusiva al 
hogar, también podría concluirse que para lograr su percepción bastase “solo” con haber 
trabajado en él, sin otras exigencias (SAP La Rioja 3-10-2012 [JUR 2012, 404433])637.   
 Esta segunda interpretación habría permitido esquivar airosamente las directrices 
establecidas por el Alto Tribunal para atribuir de nuevo amplias libertades a los jueces y 
tribunales inferiores, de no ser por el fracaso alcanzado en casación. Efectivamente, este 
intento tan solo condujo a que el Tribunal Supremo confirmase expresamente la primera 
de las interpretaciones proporcionadas por la citada Audiencia, no solo en casación, sino 
también en una segunda sentencia dictada apenas unas semanas después, con los efectos 
que de ello se derivarían con ocasión del artículo 1.6 del Código Civil (SSTS 26-3-2015 
[RJ 2015, 1170] y 14-4-2015 [RJ 2015, 1528]). Podría verse, no obstante, un ligero paso 
atrás al hilo de la sentencia de 26 de abril de 2017. Lo interesante de ella no es tanto que 
la colaboración de uno de los cónyuges en la actividad profesional de su consorte forme 
o no parte del “trabajo para la casa” a que se refiere el artículo 1438 del Código Civil -y 
que en mi opinión, la respuesta ha de ser absolutamente negativa por los motivos que se 
señalarán con mayor detalle en el último capítulo de este trabajo-, sino que la naturaleza 
familiar de la misma conduzca al Tribunal Supremo a establecer una excepción respecto 
al régimen de exclusividad que había venido requiriendo y reiterando durante casi cinco 
años, en torno al grado de dedicación al hogar que a su juicio es digno de compensación 
entre los consortes ex artículo 1438 del Código Civil (STS 26-4-2017 [RJ 2017, 1720]). 
 En aquella sentencia se manifiesta expresamente que en la realidad social actual 
[...] parece oportuno atender a la situación frecuente de quien ha trabajado [...] para la 
casa pero, al mismo tiempo, ha colaborado con la actividad profesional que desempeña 
su consorte fuera del hogar -y ello bajo el pretexto de que la misma está comprendida en 
el “trabajo para la casa” del artículo 1438 del Código Civil-, en cuyo caso no debería ser 
desestimada la pretensión que eventualmente se formulase en torno a una compensación 
                                                 
637 Pese a los ejemplos indicados en el texto, existen otros pronunciamientos jurisdiccionales en los que se 
opta por reconocer la compensación -ex artículo 1438 del Código Civil-, aun habiéndose acreditado en los 
respectivos procesos la falta de dedicación exclusiva al hogar (v. gr. SSAP Madrid 26-9-2014 [JUR 2014, 
290507], Sevilla 31-10-2012 [JUR 2013, 149853] y Sevilla 10-1-2012 [JUR 2013, 205502]). 




por la dedicación al hogar, aunque ésta no sea exactamente “exclusiva” (STS 26-4-2017 
[RJ 2017, 1720]). Podría considerarse que dicha resolución representa un auténtico paso 
atrás en la trayectoria del Tribunal Supremo, aun en contra de alguna opinión638. Si bien 
es cierto que la misma no pone término al extraordinario grado de dedicación doméstica 
que venía exigiéndose anteriormente, sino que tan solo dilata el concepto de trabajo para 
la casa para con ello poder dar cabida a nuevas realidades fácticas, quizá aún sea posible 
observar un ligero retroceso en el discurso ordinario de aquél en base a dos argumentos. 
 Por un lado, su propia jurisprudencia revela una muestra evidente de cómo hacía 
apenas dos meses el mismo había revocado una sentencia dictada en fase de apelación al 
no haberse acreditado en el correspondiente proceso la debida dedicación exclusiva a las 
tareas domésticas. Expresamente, a este respecto, su sentencia de 28 de febrero de 2017 
hace constar que la sentencia recurrida declara probada “la colaboración y dedicación 
de la esposa en la sociedad y actividad empresarial que desarrollaba el marido” y que 
el domicilio social de dicha mercantil [...] se encontraba en la propia vivienda familiar, 
donde la misma -quien solicitaba la compensación oportuna- compaginaba esa labor de 
colaboración [...] con el desempeño de las usuales tareas domésticas; motivo por el que 
no le correspondía sino revocar la prestación que por esta causa le había sido reconocida 
a esta última en segunda instancia (STS 28-2-2017 [RJ 2017, 673]). Por el otro, también 
cabrá concluir un cambio de rumbo en el modus operandi del Alto Tribunal en cuanto la 
doctrina sentada y reiterada por él vino a instaurar un claro modelo indemnizatorio cuya 
aplicación -por la vía del artículo 1438 del Código Civil- se dirige a resarcir las pérdidas 
de oportunidad padecidas por los cónyuges, en el ámbito profesional y/o académico, por 
la propia llevanza del hogar. Ello significa que, en definitiva, una vez acreditadas dichas 
pérdidas, debería tener derecho a compensación todo aquel que trabajase fuera del hogar 
ya fuese o no colaborando con el consorte y, en tal caso, siempre y cuando por su propia 
naturaleza fuera posible dicha colaboración (SAP Sevilla 17-3-2004 [AC 2004, 382])639. 
 El mantenimiento de tal exigencia de haberse dedicado exclusivamente a atender 
los cometidos domésticos como presupuesto sin el cual no cabe hablar de compensación 
alguna, a efectos del artículo 1438 del Código Civil, tendría quizá por consecuencia que 
                                                 
638 Vid. ORDÁS ALONSO, op. cit., p. 491. También CABEZUELO ARENAS, A. L., “¿Por qué se indemniza a 
la mujer que compagina el trabajo en el hogar y en los negocios familiares y no, en general, a la que 
concilia la vida familiar con cualquier profesión o actividad retribuida?”, Revista Aranzadi Doctrinal, 
núm. 10, noviembre, 2017, p. 77. 
639 Sobre este asunto, en particular, vid. ARRÉBOLA BLANCO, A., “¿Un avance para la compensación del 
trabajo doméstico?”, Diario La Ley, núm. 9020, julio, 2017. 
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la misma no fuera procedente cuando mediase la contratación de personal al servicio del 
hogar, en cuyo caso sería justo que la tendencia de la mayoría de los pronunciamientos 
de los órganos judiciales en esta materia sea la de denegar el derecho a compensación 
(SAP Málaga 13-2-2014 [JUR 2014, 278267]), por presumir el no haberse dedicado, de 
modo exclusivo [...] a las tareas del hogar y cuidado de la familia en cuanto se hubieran 
delegado dichas funciones en personal de semejantes características (SAP Madrid 23-9-
2014 [JUR 2014, 289809])640. Sin embargo, el contar con los servicios de una asistenta 
que, un día a la semana y durante unas horas, se encarga de las tareas del hogar que se 
requieren para ver reconocido el derecho señalado no equivale a disponer de un servicio 
doméstico, fijo y continuado -tal y como ha afirmado en diversas ocasiones la Audiencia 
Provincial de Sevilla- (SSAP Sevilla 16-7-2014 [JUR 2014, 283207] y 29-7-2013 [JUR 
2013, 380054]), pues, en realidad, no todo lo que precisa una casa lo realiza el servicio 
doméstico que pueda tener, ni el personal que realiza este cometido, normalmente, está 
el día entero, ni todos los días allí, como para que ello debiera forzosamente determinar 
la negación de la compensación debida (SAP Córdoba 11-11-2002 [AC 2002, 1767])641.  
 Habrá casos en que desde luego así sea por haber sido asumidas por este servicio 
todas las ocupaciones que requiera el hogar de los consortes. Ejemplo de tal situación es 
el enjuiciado por la Audiencia Provincial de Granada, en sentencia de 5 de diciembre de 
2000, en cuya sustanciación la empleada de hogar [...] declaró que la actora para quien 
solía prestar servicios de dicho carácter no arreglaba la casa, ni hacia la compra, y que 
en general, las labores del hogar las realizaba ella misma en su lugar (SAP Granada 5-
12-2000 [JUR 2001, 64637]). Lo mismo se deduce en el supuesto objeto de la sentencia 
de 20 de julio de 2011, de la Audiencia Provincial de Madrid, en la que se indica que no 
consta que la esposa -quien demandaba para sí el reconocimiento de una compensación 
ex artículo 1438 del Código Civil- se haya encargado de un modo [...] exclusivo de las 
tareas del hogar [...] ya que tales cometidos estaban cubiertos con el servicio doméstico 
                                                 
640 Aunque la doctrina se muestra unánime en estimar que el servicio doméstico no siempre ha de excluir 
el derecho a percibir una compensación -en el sentido del artículo 1438 del Código Civil-, son muchas las 
resoluciones judiciales que así lo consideran (v. gr. SSAP Alicante 5-7-2012 [JUR 2012, 368026], 
Granada 5-12-2000 [JUR 2001, 64637], Madrid 23-9-2014 [JUR 2014, 289809], Madrid 11-4-2014 [JUR 
2014, 133599], Madrid 9-3-2012 [JUR 2012, 143739], Madrid 13-12-2011 [JUR 2012, 22440], Madrid 
26-10-2011 [JUR 2012, 320514], Madrid 16-9-2011 [JUR 2011, 357045], Madrid 13-12-2011 [JUR 
2012, 22440], Madrid 20-7-2011 [AC 2011, 2092], Sevilla 31-3-2014 [JUR 2014, 195056], Sevilla 17-3-
2004 [AC 2004, 382], SJPI núm. 7 Sevilla 11-6-2013 [JUR 2013, 280205]). 
641 Éste constituye un argumento compartido por otras resoluciones judiciales provenientes de diferentes 
órganos jurisdiccionales (v. gr. SSAP Asturias 31-3-2014 [JUR 2014, 119127], Madrid 26-6-2012 [JUR 
2012, 268101], Sevilla 31-10-2012 [JUR 2013, 149853], Sevilla 10-1-2012 [JUR 2013, 205502], Murcia 
6-11-2006 [JUR 2006, 284978]). 




amplio que gozaban los litigantes (SAP Madrid 20-7-2011 [AC 2011, 2092]). También 
debió ser ésta la conclusión correcta para el supuesto enjuiciado por la sentencia de 3 de 
octubre de 2012, de la Audiencia Provincial de La Rioja, por cuanto se reconoce en ella 
que semejante servicio tan solo implicaba para la acreedora la dirección de la economía 
doméstica, el control del trabajo realizado por las empleadas de servicio doméstico y el 
pago de sus retribuciones, así como la labor de supervisar y dar instrucciones a éstas a 
fin de que aquél se prestase a su gusto (SAP La Rioja 3-10-2012 [JUR 2012, 404433]). 
 Por el contrario, también podrá suceder que al personal de servicio doméstico no 
le sea encomendado más que una parte de las labores que precise el hogar -tal es el caso 
de las institutrices, niñeros, amos de llaves, cocineros, mayordomos, porteros o personal 
de limpieza, por ejemplo- o que tan solo se ocupe de ellas algunas horas del día o ciertos 
días a la semana, mes, etc., y así se extrae de la práctica de los jueces y tribunales. En un 
caso enjuiciado por la Audiencia Provincial de Murcia se hizo constar precisamente que 
el sujeto que reclamaba para sí una compensación, por la atención de las labores propias 
del hogar -ex artículo 1438 del Código Civil-, llevaba a su cargo la dirección de la casa 
y se ocupaba de las necesidades de los hijos las muchas horas al cabo de la semana en 
que no disponía de servicio doméstico alguno para semejantes menesteres (SAP Murcia 
6-11-2006 [JUR 2006, 284978]). Igualmente, en otro supuesto distinto, puede afirmarse 
que -el individuo antedicho- se dedicó a la atención de la casa y de los hijos, a pesar de 
que recibiera la ayuda de asistentes domésticos, según defendió la Audiencia Provincial 
de Gerona (SAP Gerona 10-1-2003 [AC 2003, 283]). Lo mismo sucede en otro atendido 
por la Audiencia Provincial de Madrid en tanto la misma termina concluyendo en él que 
la colaboración de la empleada del hogar no excluye la compensación pretendida (SAP 
Madrid 6-3-2013 [JUR 2013, 174104]); y en otro analizado por la Audiencia Provincial 
de Valencia en que no puede decirse que no existiera trabajo para la casa -en el sentido 
requerido para percibir una compensación - por el hecho de que la familia dispusiera de 
servicio doméstico a cargo del hogar (SAP Valencia 28-12-2012 [JUR 2013, 119734]).  
 Esta distinción se aprecia también en recientes resoluciones judiciales de nuestro 
Tribunal Supremo. Por un lado, mediante auto de 27 de noviembre de 2012, expresa que 
la doctrina sentada y reiterada jurisprudencialmente por él sobre la compensación por el 
trabajo invertido en el hogar -durante el régimen de separación de bienes, entiéndase- en 
ningún momento exige [...] que el acreedor de este derecho se haya dedicado al trabajo 
del hogar sin ayuda en las tareas domésticas de una empleada que se ocupe de parte de 
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ellas (ATS 27-11-2012 [JUR 2012, 392579]). La misma idea subyace en su sentencia de 
26 de marzo de 2015 cuando reconoce que la ayuda externa proveniente de servicios de 
tal categoría pueda tomarse en consideración para cuantificar la compensación -que ya 
hubiese sido declarada anteriormente, por tanto-, pese a ciertos errores gramaticales que 
se desprenderían de su redacción (STS 26-3-2015 [RJ 2015, 1170])642. Por otro lado, sin 
embargo, también considera que el personal al servicio doméstico puede llegar a excluir 
una pretensión de semejantes características en circunstancias tales como las que fueron 
objeto de estudio en el caso referido en su auto de 2 de noviembre de 2016. En él señaló 
que la recurrente no tuvo necesidad de dedicarse nunca a las tareas domésticas porque 
siempre contó con personal contratado, razón por la que se encontraba reclamando una 
compensación por un supuesto trabajo en el hogar que según le constaba nunca realizó 
y que por lo tanto nunca le impidió desarrollar una faceta laboral o profesional que, en 
su caso, fuera digna de obtener su reconocimiento (ATS 2-11-2016 [RJ 2016, 5236])643. 
 Las mayores complejidades en torno a la aplicación de este segundo presupuesto 
por parte de nuestros jueces y tribunales se concentran en el terreno probatorio, pues, en 
muchas ocasiones, según cabe desprender de los datos aportados en sus resoluciones, no 
existe una auténtica certeza de la efectividad del trabajo supuestamente desempeñado en 
el hogar644. Huelga decir que la aplicación de la doctrina jurisprudencial de nuestro Alto 
Tribunal exige que haya una dedicación [...] a favor del vínculo familiar que deberá ser 
cumplidamente acreditada sin que pueda servir para dar por demostrado el hecho base 
de la reclamación que el sujeto demandante de la compensación que corresponda por su 
                                                 
642 La citada sentencia dice expresamente que se exige que la dedicación del cónyuge al [...] al hogar sea 
exclusiva [...] lo que impide reconocer, de un lado, el derecho a la compensación en aquellos supuestos 
en que el cónyuge que lo reclama hubiere compatibilizado el cuidado de la casa y la familia con la 
realización de un trabajo fuera del hogar [...] y no excluirla, de otro, cuando esta dedicación, siendo 
exclusiva, se realiza [...] con ayuda externa. La doble negación utilizada por parte del Alto Tribunal daría 
a entender que lo que impide reconocer su doctrina jurisprudencial en torno a la compensación del trabajo 
doméstico es el no excluirla [...] cuando esta dedicación al hogar se realiza [...] con ayuda externa. Ésto 
sería justo lo contrario a lo que realmente quiso decir, pues, de excluirse la compensación correspondiente 
en estos supuestos, no tendría ningún sentido que la ayuda externa pueda tomarse en consideración para 
cuantificar la compensación, ya que nunca habría llegado a reconocerse por concurrir dicha circunstancia. 
643 Compartiendo esta distinción casuística en torno a los efectos del servicio doméstico sobre el derecho 
a percibir una compensación por la vía del artículo 1438 del Código Civil, vid. GUTIÉRREZ SANTIAGO, P., 
“Relaciones patrimoniales en el matrimonio e igualdad entre los cónyuges (Paradojas y falacias de la 
compensación económica del trabajo doméstico en el artículo 1438 del Código Civil)”, en GARCÍA 
AMADO, J. A. (coord.), Razonar sobre Derechos, Tirant lo Blanch, Valencia, 2016, pp. 665-666; 
GUILARTE MARTÍN-CALERO, op. cit., p. 69; ÁLVAREZ OLALLA, “El Tribunal...”, cit., p. 155; VERDERA 
IZQUIERDO, “La compensación...”, cit., pp. 292-293; RIBERA BLANES, “El trabajo...”, cit., p. 814; MORO 
ALMARAZ, M. J., “Notas en torno a un concepto de cargas familiares en el Código Civil español”, Revista 
de Derecho Privado, diciembre, 1986, p. 1036; GONZÁLEZ DEL POZO, “La indemnización...”, cit., pp. 
143-144. 
644 También advierte de ello GUTIÉRREZ SANTIAGO, “Enriquecimientos...”, cit., p. 614. 




efectivo desarrollo no haya desempeñado actividad laboral alguna fuera del hogar pues 
tal circunstancia no equivale a que pueda presumirse su expresa y exclusiva dedicación 
a la familia -según ha advertido la Audiencia Provincial de Valladolid-, o sin que pueda 
presumirse que por no trabajar con regularidad -fuera del hogar, entiéndase- era ella la 
que en exclusiva se dedicaba a la casa -tal y como expresaba la Audiencia Provincial de 
Córdoba, refiriéndose a la recurrente-, motivo por el cual ahora no deben sino analizarse 
los medios probatorios habituales en la práctica (SSAP Valladolid 6-4-2015 [JUR 2015, 
125317] y 7-11-2011 [JUR 2011, 403834], Córdoba 11-10-2016 [JUR 2016, 263431]). 
 La prueba más recurrente en estos asuntos es sin duda alguna aquella procedente 
de declaraciones testificales. Por ejemplo, en su sentencia de 5 de diciembre de 2000, la 
Audiencia Provincial de Granada hizo constar cómo en el caso enjuiciado por aquélla la 
empleada de hogar [...] declaró que la actora no arreglaba la casa, ni hacia la compra, 
y que en general, las labores del hogar las realizaba ella sola (SAP Granada 5-12-2000 
[JUR 2001, 64637]). También, mediante la sentencia dictada a 25 de febrero de 2005, la 
Audiencia Provincial de Madrid expresa a tales efectos que han puesto de manifiesto las 
testigos que han declarado en esta alzada [...] que el sujeto constituido como deudor en 
primera instancia contaba con una amplia jornada laboral, no estaba en casa en todo el 
día, realizando inclusive estudios universitarios por las tardes, de modo que él no podía 
haber sido el encargado de la gestión exclusiva del hogar (SAP Madrid 25-2-2005 [JUR 
2005, 84650]). La misma Audiencia, en su sentencia de 28 de julio de 2014, ofrece otro 
caso en que la demandante de la compensación ex artículo 1438 del Código Civil no fue 
quien atendió exclusivamente su hogar, porque, en él, su propia testigo reconoce que le 
llevaba sobres con documentación de la asesoría de ambos esposos, que era socia [...] y 
también administradora de la misma (SAP Madrid 28-7-2014 [JUR 2014, 244738]). La 
Audiencia Provincial de Castellón también ofrece un ejemplo más cuando, por sentencia 
de 13 de septiembre de 2016, expresa que según declaró la [...] empleada doméstica [...] 
ambos cónyuges se dedicaban de manera similar a las tareas del hogar y, por tanto, sin 
tener derecho a compensación alguna (SAP Castellón 13-9-2016 [JUR 2016, 262675]). 
 Los testigos, sin embargo, podrían ser susceptibles de tacha en muchas ocasiones 
teniendo en cuenta que en la práctica es común que intervengan como tales los hijos, los 
amigos o los empleados de las partes involucradas en el proceso. Ejemplo de lo primero 
es el caso enjuiciado por parte de la Audiencia Provincial de Asturias en sentencia de 23 
de febrero de 2017, por cuanto intervino en tal concepto el hijo menor del matrimonio, y 
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el artículo 377.1 de la Ley de Enjuiciamiento Civil prevé como causa de tacha el ser [...] 
pariente por consanguinidad o afinidad dentro del cuarto grado civil de la parte que lo 
haya presentado, así como el hallarse relacionado [...] por vínculo de adopción, tutela 
o análogo, con esa misma parte (SAP Asturias 23-2-2017 [JUR 2017, 82148]). Muestra 
del segundo supuesto son los supuestos antes advertidos y analizados por las Audiencias 
Provinciales de Granada y Castellón, porque, en ellos, recuérdese, obraron en calidad de 
testigos las empleadas del hogar cuando el apartado segundo del precepto procesal antes 
citado prevé como causa de tacha el ser dependiente del que lo hubiere propuesto [...] o 
estar a su servicio o hallarse ligado a él por cualquier relación de [...] intereses (SSAP 
Granada 5-12-2000 [JUR 2001, 64637] y Castellón 13-9-2016 [JUR 2016, 262675]). En 
último lugar, para acabar, es también objeto de tacha aquel testigo que sea amigo íntimo 
[...] de una de las partes en virtud del cuarto apartado del precepto referido como la que 
intervino admitiendo que sus declaraciones eran falsas y que lo que buscaba era ayudar 
a su amiga en el caso enjuiciado por sentencia de 23 de febrero de 2017 de la Audiencia 
Provincial de Asturias, antes anunciada (SAP Asturias 23-2-2017 [JUR 2017, 82148]). 
 La jurisprudencia considera que no tiene fundamento alguno la insistencia sobre 
la tacha del testigo, ya que [...] dicha pretensión es improsperable en la jurisdicción de 
familia, en las que los testigos suelen ser solo amigos o familiares -además del personal 
al servicio doméstico, según ha podido desprenderse hasta ahora-, que son los que mejor 
conocen la situación real de los hechos que se presentan al tribunal competente en cada 
caso concreto (ATS 8-1-2013 [JUR 2013, 19475]). Ello no obsta a que las declaraciones 
testificales se acompañen de otros medios de prueba más eficientes a este respecto como 
por ejemplo los informes remitidos por parte de compañías de transporte aéreo relativos 
a los frecuentes desplazamientos fuera de la ciudad donde se hallase situado el hogar de 
las partes involucradas en el proceso, por motivos laborales, y que exigieran su atención 
por parte de una sola de ellas (SAP Madrid 25-2-2005 [JUR 2005, 84650]); informes de 
vida laboral de la Tesorería General de la Seguridad Social (SSAP Alicante 14-12-2017 
[JUR 2018, 111989] y Madrid 26-7-2012 [JUR 2012, 314824]); informes de detectives 
(SAP Asturias 23-2-2017 [JUR 2017, 82148]); o las propias declaraciones del Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas (SAP Madrid 28-7-2014 [JUR 2014, 244738]). 
 La falta de una dedicación exclusiva al hogar durante la vigencia del régimen de 
separación de bienes también podría extraerse de la percepción de prestaciones relativas 
a una actividad diferente de la doméstica como las del régimen especial agrario o las del 




subsidio por desempleo (SSAP Sevilla 14-12-2016 [JUR 2017, 134512], Valencia 31-7-
2013 [JUR 2013, 325623]). Más difícil será la convicción del juzgador con respecto a la 
prueba consistente en una certificación emitida [...]  por la Directora del Colegio de los 
hijos en virtud de la cual resulte demostrado quién es exactamente la persona que deja y 
recoge habitualmente a los mismos en el centro escolar -tal y como aconteció en el caso 
observado por la Audiencia Provincial de Pontevedra en su sentencia de 17 de marzo de 
2014-, porque, en puridad, este dato no asegura una dedicación exclusiva a esta clase de 
tareas (SAP Pontevedra 17-3-2014 [JUR 2014, 212401]); así como a aquella otra que se 
pueda extraer del curriculum vitae de las partes en cuanto no se contrasten sus datos con 
otros medios probatorios capaces de confirmarlos (SSAP Madrid 28-3-2017 [JUR 2017, 
118612] y Cádiz 18-7-2016 [JUR 2016, 223550]). Por el contrario, no suscita duda ni la 
confesión ni el interrogatorio (SSAP Vizcaya 10-3-2017 [JUR 2017, 137310], Cádiz 18-
7-2016 [JUR 2016, 223550], Granada 5-12-2000 [JUR 2001, 64637]). Sin embargo, aún 
quedaría por desplazar la aplicación del segundo inciso del artículo 68 del Código Civil. 
 Este precepto afirma expresamente que los cónyuges [...] deberán [...] compartir 
las responsabilidades domésticas. Por ello, advierte la doctrina que no tiene sentido que 
los jueces y tribunales operen de tal forma que parezca presumirse el incumplimiento de 
semejante obligación, pues, en su lugar, sería mucho más comprensible que por parte de 
aquéllos se demandara una prueba más rigurosa que les permitiera dilucidar qué labores 
fueron realmente asumidas por uno de los cónyuges con exclusión de toda actividad por 
parte del otro, y cuáles no lo fueron por haber sido compartidas por ambos645. Éste es un 
planteamiento que en absoluto ha permanecido ajeno al interés de nuestra jurisprudencia 
por cuanto se han vertido en distintas resoluciones judiciales afirmaciones tales como la 
consistente en que la compensación por el trabajo desempeñado en el hogar precisa una 
significativa labor asistencial en favor de toda la familia, con exención de funciones, en 
este ámbito para el otro cónyuge -como ha sido señalado por la Audiencia Provincial de 
Madrid- (SSAP Madrid 10-4-2014 [JUR 2014, 164986], 6-3-2013 [JUR 2013, 174104], 
1-9-2011 [JUR 2011, 343972], 20-7-2011 [AC 2011, 2092]), o aquella otra basada en la 
exigencia de una dedicación excluyente, además de exclusiva, a fines domésticos (SSAP 
Valencia 11-1-2017 [JUR 2017, 39697], 15-5-2014 [JUR 2014, 173480], Valladolid 6-
4-2015 [JUR 2015, 125317], La Coruña 20-3-2014 [JUR 2014, 218241], entre otras). El 
Alto Tribunal, sin embargo, aún no ha asumido dicha perspectiva en cuanto ha afirmado 
                                                 
645 Vid. GUTIÉRREZ SANTIAGO, “Enriquecimientos...”, cit., p. 622; ID., “Relaciones...”, cit., pp. 624-625. 
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que la compensación mencionada exige que la dedicación del cónyuge [...] al hogar sea 
exclusiva, no excluyente (SSTS 26-3-2015 [RJ 2015, 1170], 14-4-2015 [RJ 2015,1528]). 
 La interpretación contraria no solo se obtiene del deber que asiste a los cónyuges 
de compartir las responsabilidades domésticas -como establece el artículo 68 del Código 
Civil en su segundo inciso, ya aludido-, sino también de las propias reglas generales que 
son aplicables a todo régimen económico-matrimonial. Recuérdese que, para el Tribunal 
Supremo -y según cabe extraer de la mera lectura del artículo 1438 del Código Civil-, el 
trabajo para la casa es [...] una forma de aportación a los gastos comunes, o una forma 
de contribución a su levantamiento (FD3º STS 14-7-2011 [RJ 2011, 5122]). Ello supone 
que, en ciertas circunstancias -en caso de incumplirse la obligación antedicha, y en tanto 
que este trabajo constituye una forma de contribuir a los fines señalados-, podría resultar 
de aplicación lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 1318 del Código Civil. Éste 
faculta a los cónyuges para que, en supuestos de incumplimiento por parte de cualquiera 
de ellos, en su deber de contribuir al levantamiento de las cargas del matrimonio, el otro 
pueda acudir a la autoridad judicial con el fin de que dicte las medidas cautelares que se 
requieran para garantizar su cumplimiento. Es obvio que la obtención de dichas medidas 
cautelares exigirá acreditar suficientemente el incumplimiento del consorte por parte del 
sujeto que eventualmente las demande para defender sus intereses, y no hay razones que 
permitan concluir lo contrario, para el caso de la compensación del trabajo doméstico -a 
efectos de exigir una dedicación excluyente, además de exclusiva, a tal labor-, en cuanto 
que en ambos casos estarían tratándose sendos incumplimientos de obligaciones legales. 
C) Tercer presupuesto: la irrelevancia del incremento patrimonial  
 Recuérdese que, la resolución del interés casacional planteado sobre el derecho a 
percibir una compensación por haber asumido la atención del hogar -previa vigencia del 
régimen de separación de bienes-, suponía que el Tribunal Supremo diese una respuesta 
a la pregunta sobre si es necesaria o no la existencia de un incremento patrimonial para 
su obtención -de manera que debiera tenerse en cuenta el incremento o enriquecimiento 
en el patrimonio del consorte-, o si bien es suficiente la dedicación pasada a la familia 
por parte del solicitante, que ha impedido la propia proyección personal -en cuyo caso  
tendría fundamento en la pérdida de expectativas laborales o profesionales-, según cabe 
leer en su sentencia de 14 de julio de 2011 (FD2º STS 14-7-2011 [RJ 2011, 5122]). Esto 
significaría tomar partido sobre la conveniencia de instaurar un modelo de participación 




en las ganancias o de restitución de un enriquecimiento injustificado -por cuanto los dos 
exigirían un incremento o enriquecimiento en el patrimonio de una de las partes-, frente 
a otro de indemnización por las pérdidas de oportunidad experimentadas en el ámbito de 
lo profesional y/o académico -que no precisarían, por tanto, ningún tipo de incremento o 
enriquecimiento patrimonial-, según los diversos modelos compensatorios ya expuestos. 
 Es, por este motivo, por el que el tercero de los presupuestos establecidos tendría 
una dimensión negativa al advertir que se excluye [...] que sea necesario para obtener la 
compensación que se haya producido un incremento patrimonial que pudiera derivar en 
la consagración de un modelo participativo o restitutivo que así lo demandase, en contra 
del criterio seguido en anteriores ocasiones (FD7º STS 14-7-2011 [RJ 2011, 5122]). Fue 
precisamente mediante sentencia de 11 de febrero de 2005 cuando el Alto Tribunal tuvo 
que decidir con respecto a la introducción de un modelo compensatorio de participación 
en las ganancias por cuanto, el fallo obtenido en segunda instancia, había desestimado el 
derecho a percibir una compensación por el desarrollo de las labores domésticas en base 
a no haberse demostrado la existencia de bienes durante el matrimonio o un incremento 
en el patrimonio -final, siguiendo la terminología propia de un régimen de participación 
en las ganancias- de la parte tenida por deudora, en aplicación de un evidente modelo de 
participación en las ganancias (SAP Valencia 16-1-2002 [JUR 2002, 110718]). La labor 
del Tribunal Supremo, en la sentencia señalada, se limitó a indicar que se trataba de una 
declaración de hechos probados, que no podía ser alterada, y no hizo cuestión alguna a 
lo manifestado en segunda instancia en cuanto a que dicha compensación -por el trabajo 
invertido en el seno del hogar- solo puede fundarse en la existencia de una desigualdad 
patrimonial en el momento de la separación -o disolución del régimen de separación de 
bienes por cualquier otra causa, entiéndase-, motivo por el que podría creerse que desde 
entonces había preservado el modelo participativo (STS 11-2-2005 [RJ 2005, 1407])646. 
 La ruptura con este modelo vendría motivada como consecuencia del análisis del 
Derecho comparado, porque, a su juicio, no existe en la legislación autonómica ninguna 
referencia en torno a la necesidad de enriquecimiento -o de incremento patrimonial- por 
parte del cónyuge que debe pagar la compensación debida por el trabajo efectuado en el 
ámbito doméstico, ni tan siquiera en la catalana -tras derogarse el artículo 41 del Código 
de Familia y entrar en vigor su nuevo Código Civil-, según sucedió también en la estatal 
                                                 
646 También señala este cambio de criterio ÁLVAREZ OLALLA, “La compensación...”, cit., p. 130. 
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tras aprobarse el texto definitivo de la ley de 13 de mayo de 1981 (FD5º STS 14-7-2011 
[RJ 2011, 5122]). En Navarra, Aragón y en Baleares no existe conforme a la opinión de 
nuestro Alto Tribunal ningún tipo de compensación para el cónyuge que haya aportado 
su trabajo -doméstico, entiéndase- para contribuir a las cargas del matrimonio, pero no 
podría concluirse lo mismo de cuanto ha quedado explicado anteriormente, exceptuando 
el caso del Derecho aragonés (FD4º STS 14-7-2011 [RJ 2011, 5122]). Ni siquiera puede 
afirmarse que la normativa catalana vigente en la actualidad ignore como presupuesto el 
haber obtenido un incremento patrimonial, y menos aún después de que el Alto Tribunal 
reproduzca literalmente en su sentencia el contenido del precepto que así lo establece: el 
artículo 232-5.1 del Código Civil de Cataluña (FD4º STS 14-7-2011 [RJ 2011, 5122]), y 
la más reciente jurisprudencia catalana destaque como presupuesto de su aplicación que 
en el momento de la extinción del régimen de separación de bienes una de las partes se 
haya enriquecido en mayor medida (SAP Barcelona 16-1-2014 [JUR 2014, 54288])647. 
 Más comprensible sería apreciar que el rechazo hacia el modelo de participación 
en las ganancias viniera dado por la opinión de la jurisprudencia menor. Por ejemplo, en 
sentencia de 11 de noviembre de 2002, la Audiencia Provincial de Córdoba manifestaba 
que sería un contrasentido, que en una situación de separación de bienes, cada cónyuge 
con su fuente de ingresos, la distinta situación patrimonial de uno y otro a la extinción 
de ese régimen, determine la compensación correspondiente -razonamiento que después 
sería apreciado por la Audiencia Provincial de Las Palmas- (SSAP Córdoba 11-11-2002 
[AC 2002, 1767] y Las Palmas 19-12-2005 [JUR 2006, 82960]). También, la Audiencia 
Provincial de Sevilla, en sentencia de 17 de marzo de 2004 -y, después, por sentencia de 
6 de julio de 2005, la Audiencia Provincial de Albacete-, afirmaría en esta dirección que 
semejante derecho no atribuye participación alguna del cónyuge que prestó su actividad 
en el hogar sobre el patrimonio de su consorte (SSAP Sevilla 17-3-2004 [AC 2004, 382] 
y Albacete 6-7-2005 [JUR 2006, 33029]). Por ello, quizá, el Alto Tribunal estime que el 
citado derecho no discrimina entre el mayor o menor patrimonio de los cónyuges -como 
por el contrario precisaría liquidar el crédito de participación en las ganancias-, y que no 
contiene ningún tipo de orientación que no sea la que resulta de una norma especial en 
el marco del régimen económico matrimonial de separación de bienes -el artículo 1438 
del Código Civil- y no del régimen de participación (STS 25-11-2015 [RJ 2015, 5322]). 
                                                 
647 En el mismo sentido, vid. GUTIÉRREZ SANTIAGO, “Relaciones...”, cit., p. 589, n. 23. 




 La exclusión del incremento patrimonial entre los presupuestos del derecho a ser 
compensado por el trabajo efectuado en el hogar desplazaría por tanto la adopción de un 
modelo compensatorio de participación en las ganancias hacia otro indemnizatorio cuya 
aplicación tendiera a resarcir a su acreedor por las oportunidades perdidas por esta causa 
en el terreno tanto profesional como académico. Esta toma de posición también cobraría 
interés para el modelo de restitución que pudiera ser adoptado ante los enriquecimientos 
que injustificadamente tuviesen lugar entre los consortes. Piénsese que además de exigir 
la producción de un incremento en el patrimonio del deudor -expresamente excluido por 
el Tribunal Supremo como presupuesto de la compensación correspondiente-, el modelo 
de restitución antedicho apenas guardaría relación alguna con la función resarcitoria que 
el citado derecho habría de cumplir en el futuro por las pérdidas de oportunidad sufridas 
por el acreedor en su formación y desarrollo profesional y/o académico648. Si bien puede 
apreciarse con exactitud que los modelos compensatorios de restitución e indemnización 
tienen en común que el enriquecimiento injustificado y el daño generado son adquiridos 
y soportados respectivamente por un sujeto, y que no han de ser adquiridos o soportados 
definitivamente por el mismo, en realidad constituyen dos modelos que actuarían de una 
forma muy diferente para restaurar un equilibro que ha sido jurídicamente perturbado649. 
 Se trata de dos modelos distintos por diversas razones entre las que ahora pueden 
apuntarse las siguientes: en primer lugar, mientras que para la responsabilidad civil es la 
acción u omisión ilícita del responsable el vínculo que legitima la transferencia del daño 
causado por el mismo hacia su propio patrimonio, para el enriquecimiento es indiferente 
tanto la acción u omisión ilícita como el propio daño generado -en cuanto es posible que 
ni siquiera se derive daño alguno para el empobrecido- porque tan solo le interesa que el 
ordenamiento jurídico indique que el objeto del enriquecimiento continúe perteneciendo 
al sujeto empobrecido; en segundo lugar, mientras que para la responsabilidad civil le es 
irrelevante que el responsable se lucre o no con su acción u omisión ilícita, porque no se 
preocupa sino por cuanto carece el perjudicado como consecuencia del daño causado, el 
enriquecimiento es ajeno a éste y depende única y exclusivamente del lucro; y, en tercer 
y último lugar, el responsable de un daño no solo está obligado a restituir hasta el límite 
                                                 
648 Afirmando su finalidad indemnizatoria, vid. DE AMUNÁTEGUI RODRÍGUEZ, “Las parejas...”, 2017, cit., 
p. 1015. 
649 Estas ideas son tomadas de la obra de COELHO, F. M. Pereira, O enriquecimento e o dano, Almedina, 
reimpresión, Coímbra, 1999, p. 20. 
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establecido por el enriquecimiento que eventualmente pueda experimentar, sino también 
por encima del mismo cuando la situación lo requiera para lograr su total reparación650. 
 Ello explica que, para su interpretación, no sean tomados en consideración por el 
Alto Tribunal los antecedentes parlamentarios que podrían vincular la compensación del 
trabajo emprendido en el hogar con el modelo de restitución: el proyecto de ley de 14 de 
septiembre de 1979. Sobre el particular, solo declara que la remisión al enriquecimiento 
de uno de los cónyuges como presupuesto de dicho derecho desapareció con el proyecto 
de ley antes citado y no merece ser considerada por cuanto no permanece prevista por la 
legislación vigente (FD5º STS 14-7-2011 [RJ 2011, 5122]). Después, además, mediante 
una sentencia posterior, despejó cualquier ápice de incertidumbre que aún pudiese haber 
quedado pendiente tras indicar expresamente en la misma que es contrario a la doctrina 
jurisprudencial aplicable el tener en cuenta otra circunstancia distinta a la objetiva -o la 
sola pérdida de oportunidades profesionales y/o académicas-, como es precisamente que 
todos los emolumentos se hayan dedicado al levantamiento de las cargas familiares -ya 
que, en caso contrario, ello podría desembocar en una sobrecontribución que diese lugar 
a una compensación con arreglo al modelo de restitución-, porque, en puridad, admitirlo 
supone reconocer lo que la doctrina señalada niega como presupuesto necesario para la 
compensación del trabajo doméstico, es decir, que el esposo -o la esposa, entiéndase- se 
beneficie o no económicamente a causa de este trabajo (STS 31-1-2014 [RJ 2014, 813]). 
 Por todo ello, la jurisprudencia menor viene manifestando desde entonces que en 
opinión del Tribunal Supremo la compensación debida por el trabajo desempeñado en el 
núcleo doméstico puede conceptuarse como una indemnización (SAP La Coruña 25-11-
2011 [JUR 2011, 429580]), una indemnización que tiene lugar por el motivo de que uno 
de los consortes haya podido promocionarse tanto académica como profesionalmente al 
quedar liberado de semejante labor, en detrimento del otro que por su mayor dedicación 
a la familia [...] ha perdido sus normales posibilidades de progresión a este respecto -en 
el momento de extinguirse el régimen de separación de bienes- (SAP Islas Baleares 9-6-
2014]) y que, por dicha situación, se ve perjudicado ante las dificultades [...] de acceder 
al mundo laboral (SAP Toledo 30-9-2014 [JUR 2014, 278148]). La instauración de este 
modelo indemnizatorio por pérdidas de oportunidad profesional y/o académica se extrae 
con facilidad del auto de 2 de noviembre de 2016, del Tribunal Supremo, cuando estima 
                                                 
650 Ibid., pp. 21-28. 




que uno de los presupuestos [...] que hacen que sea procedente el derecho a percibir una 
compensación es precisamente la dedicación esencial al hogar sin poder trabajar fuera 
del mismo o formarse académicamente y no, por lo tanto, en aquellos otros supuestos en 
los que la actividad referida nunca [...] impidió desarrollar una faceta [...] profesional o 
académica, circunstancia que no solo no infringe la doctrina jurisprudencial aplicable a 
este fin, sino que, es más, la sigue y se apoya en ella (ATS 2-11-2016 [RJ 2016, 5236]). 
Llegados a este punto es evidente que no basta con la atribución de una finalidad 
indemnizatoria a la compensación del trabajo doméstico para acabar completamente con 
el problema inherente a la desmesurada discrecionalidad judicial que, desde siempre, ha 
supuesto la aplicación de este derecho por nuestros jueces y tribunales. La sola alusión a 
las oportunidades perdidas no tendrá jamás trascendencia jurídica alguna si no se traen a 
colación los avances experimentados sobre este particular en cuanto concierne al ámbito 
de la responsabilidad civil, porque, en puridad, no puede concluirse que en la actualidad 
exista ningún tipo de relación entre sus respectivos regímenes jurídicos651. Para ello será 
preciso contemplar cómo se dan en la práctica cada uno de los presupuestos del Derecho 
de daños: la acción u omisión ilícita, el daño y el nexo de causalidad; a cuyos efectos no 
han de ignorarse las soluciones alcanzadas por el legislador portugués con respecto a los 
requisitos del crédito compensatorio, pues, según concluye unánimemente la doctrina de 
nuestro país vecino, éste se dirige también a la reparación de pérdidas de oportunidad652. 
En primer lugar, nada impediría sostener que el derecho a una compensación por 
el trabajo prestado en el hogar no procediera de una acción u omisión ilícita del cónyuge 
deudor, de no ser por el deber de compartir las responsabilidades domésticas que asiste 
a ambos cónyuges tras la reforma operada por la ley de 8 de julio de 2005653. Se trata de 
un deber que no supone novedad alguna para el régimen de separación de bienes porque 
fácilmente podría desprenderse de la simple previsión de una compensación para el caso 
de que dichas responsabilidades domésticas no fueran compartidas por ambos cónyuges 
sino asumidas íntegramente por uno solo, aunque algún autor aprecie lo contrario654. Un 
deber que podría justificar quizá el reconocimiento de una compensación cuando por vía 
                                                 
651 También lo consideran de este modo GUTIÉRREZ SANTIAGO, “Enriquecimientos...”, cit., p. 627; OR-
DÁS ALONSO, op. cit., pp. 485-486. 
652 En este sentido, vid. PINHEIRO, op. cit., p. 391; SOTTOMAYOR, op. cit., p. 39; DIAS, “O crédito...”, cit., 
p. 226. 
653 De hecho, así lo considera TOMÉ, “Algumas...”, cit., p. 437; ID., “Considerações...”, cit., p. 189. 
654 Vid. CREMADES GARCÍA, P., “El reparto de las tareas domésticas y su valoración en el ámbito 
familiar”, Diario La Ley, núm. 7079, diciembre, 2008, p. 14. 
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de omisión fuese incumplido por uno de los cónyuges determinando que el trabajo para 
la casa fuera a su vez completamente efectuado por el otro -en detrimento de sus propias 
oportunidades profesionales y/o académicas-, en función de lo dispuesto en los artículos 
68 y 1438 del Código Civil655. Para ello, en principio, dicho comportamiento no debería 
imputarse sino por la conducta dolosa, culposa o negligente del cónyuge que en su caso 
incumpliese el deber antes señalado, según las razones que se expondrán a continuación. 
Naturalmente, habría de partirse a estos efectos de la regla general establecida en 
esta materia por nuestro legislador cuando señala expresamente que el que cause daño a 
otro, interviniendo culpa o negligencia -según se dispone en el artículo 1902 del Código 
Civil-, está obligado a reparar el daño causado; una solución que igualmente podría ser 
extraída de la normativa portuguesa atinente al crédito compensatorio. Piénsese que, por 
tratarse éste de una figura que actúa sobre las oportunidades perdidas, no se presentarían 
motivos suficientes que justificaran dejar de aplicarle la misma disposición que se prevé 
para cualesquiera otros daños producidos entre cónyuges y con arreglo a la cual tendrían 
éstos derecho a pedir su reparación en los términos generales de la responsabilidad civil 
ex artículo 1792.1 del Código Civil portugués. Ello conduciría necesariamente a reparar 
en que solo existe obligación de indemnizar independientemente de la culpa en los casos 
que son especificados por el legislador -según dispone el artículo 483.1 de dicho cuerpo 
legal-, y entre los cuales no parece hallarse el crédito compensatorio antes citado. Desde 
luego, como ha sucedido en otros casos, nada obsta a que nuestra jurisprudencia termine 
objetivando dicha responsabilidad por no mostrarse exigente con la demostración de los 
hechos que determinen la culpabilidad de los cónyuges; según podría vaticinarse a la luz 
de la poca importancia que en alguna ocasión se le ha atribuido a que cualquiera de ellos 
sea consciente de la diferencia en la situación profesional y económica entre uno y otro 
cónyuge, no trabajando fuera del hogar (SAP Madrid 27-2-2014 [JUR 2014, 93362]).  
En segundo lugar, sería indispensable que el comportamiento imputado subjetiva 
u objetivamente a uno de los cónyuges por el motivo indicado provocase al otro un daño 
materializado en una pérdida de oportunidades. La legislación portuguesa requiere sobre 
este particular que el perjudicado acredite haber renunciado excesivamente a la atención 
de sus intereses personales y, más señaladamente, a su profesión, en provecho de la vida 
en común del grupo familiar. Por ello, nada impediría que el órgano judicial competente 
                                                 
655 Aludiendo también a esta posibilidad, vid. ROCA TRÍAS, “Els canvis...”, cit., p. 101; BOSCH CAPDEVI-
LA, “La configuració...”, cit., p. 391; COSSETTE, op. cit., pp. 467-468. 




estimase apropiado extender su reconocimiento a otros supuestos de renuncia excesiva a 
dichos intereses personales, como precisamente podría suceder con respecto a la pérdida 
de oportunidades académicas, además de las meramente profesionales a que se refiere el 
propio legislador portugués mediante el artículo 1676.2 de su Código Civil656. Si bien es 
cierto que en la práctica son más frecuentes los pronunciamientos jurisprudenciales que 
aluden a la pérdida de oportunidades de esta última categoría, no son menos importantes 
aquellos otros que por el contrario se refieren al sacrificio de oportunidades académicas. 
Por un lado, con respecto a la pérdida de oportunidades académicas en relación a 
la compensación por el trabajo realizado en el hogar, se han contemplado por parte de la 
jurisprudencia menor un conjunto de circunstancias excluyentes de dicho derecho como 
son las siguientes: el hecho de que mientras se hallaba vigente un régimen de separación 
de bienes entre los consortes conste acreditado que su demandante se dedicó a formarse 
académica y profesionalmente (SAP Granada 5-12-2000 [JUR 2001, 64637]); efectuaba 
un curso de adaptación pedagógica (SAP Madrid 9-3-2012 [JUR 2012, 143739]); cursó 
estudios universitarios (SAP Madrid 11-5-2012 [JUR 2012, 214328]); o simplemente el 
haber continuado con su formación (SAP Madrid 28-3-2017 [JUR 2017, 118612]). Éste 
sería el motivo por el que la Audiencia Provincial de Asturias sostuviese en sentencia de 
24 de marzo de 2017 que habrá de valorarse a estos fines el tiempo en el que este sujeto 
estuvo completando su formación (SAP Asturias 24-3-2017 [JUR 2017, 116925]) y, por 
el propio Tribunal Supremo, se impusiera como presupuesto para la percepción de dicho 
derecho la dedicación exclusiva al hogar sin poder trabajar fuera del mismo o formarse 
académicamente, como ha declarado recientemente (ATS 2-11-2016 [RJ 2016, 5236]). 
Por otro lado, en cuanto a la pérdida de oportunidades profesionales con respecto 
a la misma compensación, son circunstancias excluyentes para lograr su reconocimiento 
el hecho de haber sido propietario de un taller de reparaciones (SAP Valencia 4-3-2004 
[JUR 2004, 170365]), el haber dispuesto de la condición de socio en una sociedad (SAP 
Valencia 14-7-2005 [JUR 2005, 202778], el haber trabajado como enfermero o el haber 
desempeñado una actividad profesional en una agencia inmobiliaria (SSAP Almería 17-
2-2003 JUR 2003, 78479], Valencia 18-1-2007 [JUR 2007, 235256]), e, incluso, aunque 
sea en aplicación de la normativa catalana -que no guarda relación alguna con el modelo 
de indemnización, recuérdese-, el haber continuado prestando un servicio público como 
                                                 
656 Así lo consideran también DE OLIVEIRA, G., “A nova...”, cit., p. 20; RAMIÃO, op. cit., p. 104; VÍTOR, 
Crédito..., cit., p. 107. 
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funcionario del Estado, todo ello mientras se hallara vigente el régimen de separación de 
bienes (STSJ Cataluña 25-7-2011[JUR 2011, 6684]). Desde luego, tampoco dispondrían 
del citado derecho quienes no hubiera perdido ninguna oportunidad profesional -aunque 
todavía podría debatirse con respecto a las oportunidades académicas perdidas-, quienes 
permaneciesen jubilados durante la vigencia del régimen de separación de bienes (SSAP 
Valencia 16-2-2010 [JUR 2010, 156348] y 16-11-2011 [JUR 2012, 17143], y Castellón 
11-2-2011 [JUR 2011, 192759]), y quienes hubieran obtenido durante el mismo periodo 
cualquier clase de prestación relacionada con el ejercicio del trabajo profesional (SSAP 
Sevilla 14-12-2016 [JUR 2017, 134512], Valencia 31-7-2013 [JUR 2013, 325623], 
Madrid 9-3-2012 [JUR 2012, 143739] y Madrid 16-9-2011 [JUR 2011, 357045]). 
 En tercer y último lugar, para percibir una compensación por el trabajo realizado 
en el hogar, debería mediar una relación o nexo de causalidad entre la omisión ilícita del 
deber de compartir las responsabilidades domésticas por uno de los cónyuges -en cuanto 
ello supondría su absoluta asunción por parte del otro- y las oportunidades profesionales 
y/o académicas perdidas por el consorte. Ésta es, de hecho, la conclusión que se extrae de 
la normativa portuguesa en la medida en que el artículo 1676.2 de su Código Civil exige 
para la consecución del crédito compensatorio que la renuncia excesiva a la satisfacción 
de los intereses personales en favor de la vida en común del grupo familiar se acompañe 
de perjuicios patrimoniales importantes, ya sean profesionales o académicos657. Por ello 
sería preciso que quienes demandasen para sí una compensación por esta causa hubieran 
desempeñado previamente alguna actividad profesional y/o académica a cuyo desarrollo 
posterior se hubiesen visto obligados a renunciar para poder atender su hogar658. Esto no 
sucede sin embargo en muchos de los supuestos que llegan a manos de nuestros jueces y 
tribunales, según los hechos probados que hacen constar en algunas de sus resoluciones.  
 La jurisprudencia menor proporciona varios ejemplos entre los que cabe destacar 
en primer lugar, el caso enjuiciado por la Audiencia Provincial de Barcelona -por medio 
de sentencia de 6 de febrero de 2009-, en el cual se puso de manifiesto que la valoración 
de las pruebas operadas determinaba que el demandante del citado derecho no trabajaba 
con anterioridad, y sin que por tanto se provocase ninguna pérdida en sus oportunidades 
laborales al estar siempre en situación de desempleo no subsidiado, ni haber rechazado 
                                                 
657 En este sentido, vid. FIALHO, op. cit., p. 51; RAMIÃO, op. cit., p. 110; COLAÇO, op. cit., p. 83. 
658 Participan de esta opinión PINHEIRO, op. cit., p. 391; DIAS, “O crédito...”, cit., p. 214; ID., Uma análise 
do novo regime jurídico do divórcio. Lei n.º 61/2008, de 31 de outubro, Almedina, 2ª edición, Coímbra, 
2009, p. 69; RAMIÃO, op. cit., pp. 105 y 107. 




una propuesta de trabajo durante todo el tiempo en que permaneció en vigor el régimen 
de separación de bienes (SAP Barcelona 6-2-2009 [JUR 2009, 379789]); y, también, en 
segundo lugar, el contemplado por parte de la Audiencia Provincial de Guipúzcoa -en su 
sentencia de 28 de enero de 2013-, y en cuya resolución se señaló que no había quedado 
probado que el sujeto aludido dejara de trabajar para dedicarse en exclusiva al cuidado 
de la familia [...] sino que sus propias circunstancias laborales le llevaron a la situación 
de desempleo (SAP Guipúzcoa 28-1-2013 [JUR 2014, 162238]). Ésta sería la solución a 
que debió haber adoptado el Alto Tribunal cuando, en el mismo supuesto en que sentaba 
su doctrina jurisprudencial, y apreció la procedencia de una compensación por el trabajo 
doméstico, había quedado probado que su demandante nunca había trabajado fuera del 
hogar, a pesar de ser licenciada en Derecho (FD1º STS 14-7-2011 [RJ 2011, 5122]). 
 La relación de causalidad no pudo concurrir sin embargo en el caso contemplado 
por la Audiencia Provincial de Castellón, en sentencia de 22 de octubre de 2002, aunque 
terminase confiriendo a su demandante el derecho a percibir una compensación por esta 
causa habida cuenta que el nacimiento gemelar de sus hijos le supuso un agravamiento 
de la dolencia que venía padeciendo, un hecho que en su opinión constituía un evidente 
sacrificio por su parte a favor de procurar descendencia para el matrimonio y, además, 
una unilateral pérdida de salud equiparable nada menos que a las cargas matrimoniales 
a que alude el artículo 1438 del Código Civil; porque, en realidad, no quedó demostrado 
que aquél perdiera oportunidad profesional y/o académica alguna como consecuencia de 
su dedicación al hogar, sino otro tipo de bienes lesionados por motivos muy diferentes a 
éste (SAP Castellón 22-10-2002 [AC 2002, 1735]). Tampoco pudo concurrir dicho nexo 
de causalidad entre la llevanza del hogar y la pérdida de oportunidades profesionales y/o 
académicas en el supuesto juzgado por la Audiencia Provincial de Asturias, en sentencia 
de 25 de junio de 2013, en el cual la demandante no ejerció actividad profesional alguna 
con ocasión del tratamiento que debió seguir para hacer frente al tumor que padecía -y 
no, por tanto, para dedicarse al hogar-, además de que tampoco constaba acreditado que 
existiera inconveniente alguno en que desarrollara una actividad de esta clase fuera del 
ámbito doméstico, una vez recuperada (SAP Asturias 25-6-2013 [JUR 2013, 249032]). 
 Más incierto se ofrecería el caso en que se perdieran oportunidades profesionales 
para uno de los cónyuges mediando una excedencia laboral. Por un lado, en sentencia de 
2 de octubre de 2012, la Audiencia Provincial de Madrid proporciona un ejemplo en que 
a su juicio quedó acreditada una relación de causalidad entre la excedencia y la atención 
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del hogar en cuanto apunta en aquélla que el motivo de la excedencia laboral interesada 
por uno de las cónyuges no radica en su interés en dedicarse al descanso o al ocio, sino 
para atender a la familia, y en especial a los hijos, de muy corta edad, y declara además 
que el origen de la excedencia precisamente radica en el nacimiento de los mismos, y en 
el cuidado y la atención que aquéllos exigían en dicho periodo (SAP Madrid 2-10-2012 
[JUR 2012, 382267]). Por el otro, el Tribunal Supremo indicó por medio de auto de 3 de 
septiembre de 2013 que en el caso enjuiciado se extrae que la demandante del derecho a 
percibir una compensación por su dedicación doméstica no había cesado en su actividad 
laboral -y por ende, sin padecer pérdida alguna en sus oportunidades- al reincorporarse 
a su empresa en idénticas condiciones que tenía antes de solicitar su excedencia; hecho 
por el que en tales casos no bastará con acreditar el fin doméstico de la excedencia, sino 
también la concurrencia del perjuicio producido (ATS 3-12-2013 [JUR 2013, 307522]). 
Por el contrario, sí se observa una relación de causalidad entre las oportunidades 
perdidas por uno de los cónyuges y su respectiva dedicación al hogar en el supuesto que 
fue enjuiciado por parte de la Audiencia Provincial de Madrid, mediante sentencia de 25 
de febrero de 2005, por cuanto quedó debidamente demostrado durante su sustanciación 
que, en situaciones de enfermedad de sus hijos -y, por esta precisa razón-, no fue sino el 
propio demandante del derecho a percibir una compensación quien tuvo que ausentarse 
del trabajo para atenderles (SAP Madrid 25-2-2005 [JUR 2005, 84650]). También cabe 
alcanzar esta conclusión en el caso contemplado por la Audiencia Provincial de Alicante 
en sentencia de 5 de julio de 2012 por cuanto en él se acreditó el hecho de haber pedido 
la reducción de jornada por el nacimiento de la hija; aunque, lamentablemente, aquélla 
concluyó que semejante dato no puede interpretarse en clave económica para reclamar 
del otro cónyuge una indemnización (SAP Alicante 5-7-2012 [JUR 2012, 368026]). Por 
supuesto, este último presupuesto habría de armonizarse con la doctrina de la pérdida de 
oportunidad que se emplea en la responsabilidad civil y que tiene ciertas peculiaridades. 
 Ha de considerarse que el resarcimiento de las oportunidades perdidas por medio 
de las reglas propias de la responsabilidad civil plantea una serie de dificultades en tanto 
supone un reto a la teoría clásica de la causalidad con arreglo a la cual se entiende que la 
causa es indivisible, y ello porque nuestro legislador solamente estima responsable civil 
al que por acción u omisión causa daño a otro y no al que “probablemente cause o haya 




podido causar en alguna medida un daño a otro” (cfr. art. 1902 CC)659. Ello se traduciría 
necesariamente en la imposibilidad de afirmar la responsabilidad del sujeto a quien se le 
imputase una determinada acción u omisión ilícita, porque, en puridad, se desconocerían 
las consecuencias que habrían tenido lugar a falta de su intervención y, si en tal caso, las 
oportunidades perdidas habrían sido o no alcanzadas por el perjudicado660. La traslación 
de esta disciplina a cuanto aquí nos ocupa tendría como principal resultado la restricción 
del número de los casos que en la práctica pudiera terminar reconociéndose el derecho a 
percibir una compensación por el trabajo doméstico, pues, en la actualidad, la aplicación 
jurisprudencial de la doctrina del Tribunal Supremo conduce prácticamente a declarar la 
estimación o denegación automática del mismo con la sola acreditación de la dedicación 
exclusiva al hogar y de la vigencia de un régimen de separación de bienes, porque, en su 
opinión, basta con el dato objetivo de la dedicación exclusiva a la familia para tener 
derecho a la compensación que por ello corresponda (STS 31-1-2014 [RJ 2014, 813]). 
 La auténtica aplicación de la doctrina de la pérdida de oportunidades demandaría 
que se apreciasen además los tres presupuestos siguientes: un resultado positivo futuro e 
incierto en que se sustente la oportunidad profesional y/o académica de que se trate; una 
oportunidad real de adquirirlo por encontrarse el supuesto perjudicado en la situación de 
poder hacerlo, aun siendo incierto, por reunir a su favor todo el conjunto de condiciones 
de las que ello dependa; y, por supuesto, el comportamiento ilícito que condujo a uno de 
los cónyuges a asumir la atención total del hogar: la dedicación excluyente a estas tareas 
por parte del mismo -y según exigen ciertos órganos jurisdiccionales, recuérdese-, como 
consecuencia de un incumplimiento imputable a su consorte sobre el deber que a ambos 
les corresponde de compartir las responsabilidades domésticas en virtud de lo dispuesto 
por los artículos 68 y 1438 del Código Civil661. Lo contrario no solo facilitaría mucho la 
obtención de una compensación a los efectos señalados, sino que también supondría una 
duplicidad con respecto a la prestación compensatoria a que pudiera tenerse derecho por 
considerarse de nuevo para su reconocimiento efectivo la cualificación profesional y las 
probabilidades de acceso a un empleo, la dedicación pasada [...] a la familia -conforme 
a lo que se valoraría el mismo trabajo para la casa-, así como la colaboración [...] en las 
                                                 
659 Así lo expone MEDINA ALCOZ, L., La teoría de la pérdida de oportunidad. Estudio doctrinal y 
jurisprudencial de Derecho de daños público y privado, Aranzadi, Navarra, 2007, p. 424. 
660 Vid. PEDRO, R. Teixeira, “A dificuldade de demonstração do nexo de causalidade nas acções relativas 
à responsabilidade civil do profissional médico - Dos mecanismos jurídicos para uma intervenção pró 
damnato”, Revista do CEJ, núm. 15, 1er semestre, 2011, pp. 47-48. 
661 Ibid., pp. 48-49. 
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actividades mercantiles, industriales o profesionales del otro cónyuge; porque, a mayor 
abundamiento, las pérdidas de oportunidad son objeto de esta última (cfr. art. 97 CC)662. 
Esta coincidencia entre los ámbitos de aplicación objetivos de una y otra clase de 
compensaciones no ha permanecido sin embargo ajena de incertidumbre para la práctica 
cotidiana de nuestros jueces y tribunales. Por este motivo señaló la Audiencia Provincial 
de Barcelona que se debía concluir que la compensación de la que se trata en el artículo 
1438 del Código Civil -aunque aquélla se refería en su lugar a la legislación catalana- es 
la que en definitiva se contempla en los artículos 97 y siguientes de este cuerpo legal, y 
apreciaron las Audiencias Provinciales de Asturias y Pontevedra que, por su condición 
compensatoria, cupiese acudir a los criterios anunciados en dicha sede (SSAP Barcelona 
16-1-1996 [AC 1996, 258], Asturias 11-9-2009 [JUR 2009, 479216] y Pontevedra 25-6-
2015 [JUR 2015, 175680]). Esta interpretación cobra aún mayor gravedad en atención a 
la postura adoptada por el Tribunal Supremo con respecto a la prestación compensatoria 
en cuanto hace algunos años prestó su apoyo definitivo a la llamada tesis subjetiva. Ésta 
consiste precisamente en estimar todas las circunstancias contempladas en el artículo 97 
del Código Civil -y, entre ellas, las señaladas anteriormente-, no solo a efectos de fijar la 
cuantía que en cada caso corresponda por este concepto, sino también para determinar si 
al tiempo de la separación o el divorcio existe o no un desequilibrio económico digno de 
su obtención definitiva por parte del cónyuge acreedor (STS 19-1-2010 [RJ 2010, 417]). 
Sin embargo, no todas estas circunstancias sirven para determinar si se produjo o 
el desequilibrio económico exigido para percibir una prestación compensatoria. Joaquín 
RAMS advierte de que la colaboración [...] en las actividades mercantiles, industriales o 
profesionales del otro cónyuge carece de relevancia a dichos efectos, porque, en sede de 
sociedad de gananciales, semejante desequilibrio económico quedaría compensado en el 
momento de liquidar el haber común por medio de la aplicación de las reglas contenidas 
en los artículos 1359 y 1360 del Código Civil, mientras que en la separación de bienes y 
el régimen de participación en las ganancias bastaría acudir a los cauces apropiados para 
enmendar el enriquecimiento injustificado o estimar, en su lugar, y cuando proceda, una 
sociedad de hecho entre los consortes; así como tampoco interesa a tal fin la dedicación 
[...] futura a la familia, por cuanto dicho desequilibrio quedaría sujeto a lo dispuesto por 
                                                 
662 También advirten de ello SANTOS MORÓN, op. cit., pp. 28-29; GUTIÉRREZ SANTIAGO, “Enriquecimien-
tos...”, cit., p. 615; FERRER RIBA, “Separació...”, cit., p. 82; ORDÁS ALONSO, op. cit., p. 485. 




el artículo 93 del Código Civil663. Diferente sería el caso de la dedicación pasada [...] a 
la familia que en opinión del autor antes citado sí constituye una circunstancia apta para 
examinar la concurrencia de semejante desequilibrio664. Por ello, es comprensible que la 
Audiencia Provincial de Alicante entienda que quien [...] compromete su vida laboral al 
trabajo doméstico -a los efectos descritos en el artículo 1438 del Código Civil-, pierde a 
su vez sus expectativas laborales y de pensión aun siendo parámetros más propios de la 
pensión -o prestación- compensatoria (SAP Alicante 5-3-2014 [JUR 2014, 120318])665.  
La identidad de razón existente con respecto al objeto de ambas compensaciones 
ha provocado cierto margen de confusión en la jurisprudencia menor. Por ejemplo, hasta 
en dos ocasiones llegaron a desestimarse compensaciones por trabajo doméstico porque 
las partes involucradas en el proceso correspondiente pretendieron alterar sus peticiones 
iniciales a lo largo del mismo con el fin de que les fueran finalmente reconocidas sendas 
prestaciones compensatorias en su lugar, vulnerando así la prohibición de mutatio libelli 
a juicio de las Audiencias Provinciales de Madrid y Castellón (SSAP Madrid 13-9-2016 
[JUR 2016, 241575], Castellón 16-4-2014 [JUR 2014, 189143]). De hecho, tal desorden 
se aprecia también en la propia jurisprudencia del Tribunal Supremo cuando declara que 
la no inclusión de la compensación en el convenio regulador no puede ser subsanada 
con posterioridad cuando las partes, por su autonomía decisoria -recogida en el mismo 
a efectos del artículo 97.1 del Código Civil-, adoptaron la forma más conveniente a sus 
intereses, llegando a unos acuerdos globales sobre la situación personal y económica 
existente hasta el momento de la ruptura, que se tradujo en medidas definitivas propias 
del juicio matrimonial de separación -o de divorcio, entiéndase- y que habrían quedado 
afectadas de haberse negociado entre las partes la indemnización aludida en el artículo 
1438 del Código Civil, puesto que tal circunstancia ya existía en el momento en que se 
aprueba y, pese a todo, no se incluyó, y ello como si fuera la prestación compensatoria a 
la que realmente debería aplicarse dicha afirmación (STS 11-12-2015 [RJ 2015, 5414]). 
                                                 
663 Vid. RAMS ALBESA, J. J., “Comentarios a los artículos 95 a 106 del Código Civil”, en RAMS ALBESA, 
J. J. y MORENO FLÓREZ, R. M. (coords.), Comentarios al Código Civil, t. II, v. I, Bosch, Barcelona, 2000, 
p. 1027. 
664 Ibid. 
665 Comparten la misma opinión MARÍN LÓPEZ, M. J., “Comentarios a los artículos 42 a 107 del Código 
Civil”, en BERCOVITZ RODRÍGUEZ-CANO, R. (dir.), Comentarios al Código Civil, Aranzadi, 3ª edición, 
Navarra, 2009, p. 222; ROCA TRÍAS, E., “La responsabilidad civil en el Derecho de familia. Venturas y 
desventuras de cónyuges, padres e hijos en el mundo de la responsabilidad civil”, en MORENO MARTÍNEZ, 
J. A. (coord.), Perfiles de la responsabilidad civil en el nuevo milenio, Dykinson, Madrid, 2000, p. 548; 
FERRER RIBA, “Comentarios...”, cit., p. 462; CUENA CASAS, “Comentarios...”, cit., p. 10123; GUTIÉRREZ 
SANTIAGO, “Relaciones...”, cit., p. 619; ÁLVAREZ OLALLA, “La compensación...”, cit., p. 136; CABEZUE-
LO ARENAS, “¿Por qué...”, cit., p. 88; MORENO-TORRES HERRERA, op. cit., p. 116. 
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 La conclusión que podría extraerse de todo ello es la consistente en entender que 
no es razonable pretender una duplicidad de compensaciones por desdoblamiento de tal 
concepto, junto a la Audiencia Provincial de Barcelona (SAP Barcelona 16-1-1996 [AC 
1996, 258]). En efecto, si el trabajo invertido en el hogar ya se tiene en cuenta como uno 
de los factores determinantes [...] de la pensión -o prestación- compensatoria que pueda 
corresponder en cada caso, huelga decir que ello excluye un doble cómputo al efecto que 
aquí nos ocupa (SAP Madrid 16-9-2011 [JUR 2011, 357045]). De no ser así es evidente 
que el simple hecho de atender a esos mismos parámetros para fijar otra compensación 
adicional -por el cauce del artículo 1438 del Código Civil- puede comportar incurrir en 
indeseables duplicidades y condenar al acreedor al pago de dos prestaciones debidas por 
un mismo motivo (SAP Asturias 31-3-2014 [JUR 2014, 119127]). La misma conclusión 
debería defenderse frente a la opinión de quienes sostienen que la indemnización debida 
por el incumplimiento de la obligación que corresponde a ambos cónyuges de compartir 
las responsabilidades domésticas no forma parte del artículo 1438 del Código Civil sino 
que, en su caso, habría de acumularse a la compensación que se debiera por el mismo666. 
 Este argumento justifica que el crédito compensatorio se prevea en la legislación 
portuguesa como una figura jurídica mixta entre la compensación por el trabajo prestado 
en el hogar y la prestación compensatoria que corresponda por la dedicación pasada a la 
familia, en lugar de contemplarse un desdoblamiento de lo que en cada caso proceda por 
este mismo concepto mediante el establecimiento de dos figuras análogas a aquéllas. En 
primer lugar, se prevé que dicho crédito pueda solicitarse con independencia de cuál sea 
el régimen económico-matrimonial aplicable667. Y, en segundo lugar, se señala por parte 
de algunos autores que ello solo sea viable al tiempo del divorcio668. En ambos casos, se 
observan caracteres que aproximarían el crédito compensatorio -que también tiene lugar 
por pérdidas de oportunidad, recuérdese- hacia nuestra prestación compensatoria669. Por 
consiguiente, no tiene sentido que el Tribunal Supremo manifieste que ésta es para todo 
régimen económico matrimonial y analiza el desequilibrio presente y futuro, mientras la 
                                                 
666 Manifestando dicha opinión, vid. CAÑIZARES LASO, A., “El tránsito de los derechos civiles de la mujer 
desde el franquismo al siglo XXI”, en Jornada sobre Derecho privado y género: Acto en recuerdo de la 
doctora Ariadna Aguilera Rull, InDret, núm. 1, enero, 2016, p. 28. 
667 Así lo considera DE SOUSA, M. Teixeira, “Divorce law in Portugal”, en CORNELOUP, S. (dir.), Droit 
européen du divorce. European divorce law, Lexis Nexis, París, 2013, p. 177. 
668 Vid. XAVIER, op. cit., pp. 54-55; COLAÇO, op. cit., p. 89. 
669 De hecho, algún autor se ha referido a aquél empleando esta misma nomenclatura. Vid. CORTE-REAL, 
C. Pamplona, “Relance crítico sobre o Direito de família português”, en DE OLIVEIRA, G. Freire Falcão 
(coord.), Textos de Direito da família para Francisco Pereira Coelho, Universidad de Coímbra, Coímbra, 
2016, p. 114. 




compensación del trabajo doméstico es solo para separación de bienes y solo considera 
la contribución pasada a la familia, en cuanto es consciente de que mediante la primera 
se cuantifica el desequilibrio que tras la separación o divorcio se produce en uno de los 
cónyuges, valorando la pérdida de oportunidades profesionales que también pueden ser 
consideradas para estimar o desestimar la segunda (STS 26-4-2017 [JUR 2017, 1720]). 
Atendiendo a ello apenas sorprende que nuestra jurisprudencia menor afirme que 
la compensación que proceda por el trabajo doméstico, aplicable a supuestos de ruptura 
matrimonial cuando existe un régimen de separación de bienes, viene a cubrir lo que en 
el régimen de gananciales, de participación o cualquier otro de separación de bienes que 
difiera del expresamente regulado por los artículos 1435 a 1444 del Código Civil, cubre 
la pensión -o prestación- por desequilibrio económico a la luz del artículo 97 del mismo 
cuerpo legal (SAP Murcia 26-1-2012 [JUR 2012, 62943]). Por ello, no tiene sentido que 
el Alto Tribunal se preocupe por resolver las dudas surgidas acerca de la compatibilidad 
de ambas figuras jurídicas declarando que la compensación correspondiente por trabajar 
para el hogar es una norma de liquidación del régimen [...] de separación de bienes que 
no es incompatible con la pensión -o prestación- compensatoria que a su vez debiera ser 
reconocida junto a la misma en favor de un único acreedor, y ello aunque pueda tenerse 
en cuenta a la hora de fijar cuanto corresponda por aquel concepto, cuando sin embargo 
es obvio que ambas compartirían el mismo objeto (STS 11-12-2015 [JUR 2015, 5414]).  
 Esta intolerable duplicidad no es el mero fruto de nuestra jurisprudencia sino que 
es una de las consecuencias que estaba predestinado a generar el propio desdoblamiento 
que experimentó el proceso de reforma del Derecho de familia. Recuérdese que aquellas 
compensaciones no fueron contempladas por una única ley, sino que fueron resultado de 
dos procesos parlamentarios distintos que debieron fusionarse para conseguir una mayor 
armonización670. Por ello, una solución plausible pudo haber consistido precisamente en 
remitir el régimen jurídico de la compensación correspondiente por el trabajo doméstico 
a los parámetros propios de la prestación compensatoria. Hoy en día, además, semejante 
solución encajaría a la perfección con el rigor literal de la legislación vigente por cuanto 
nuestro legislador ha sustituido el término de “pensión” con el que aludía a la prestación 
compensatoria por el de “compensación” con que actualmente califica a este derecho en 
el artículo 97 del Código Civil, mediante la ley de 8 de julio de 2005. Por supuesto, este 
                                                 
670 Vid. DÍEZ-PICAZO Y PONCE DE LEÓN y GULLÓN BALLESTEROS, op. cit., p. 33. 
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argumento no quedaría exento de crítica en cuanto aquella coincidencia lingüística no se 
habría realizado sino con una dispersión temporal significativa, además de que remitir el 
régimen jurídico de la compensación oportuna por el trabajo invertido en el hogar al que 
les es atribuido a la prestación compensatoria supondría privar de cualquier pretensión a 
este respecto a quienes vieran disuelto su régimen de separación de bienes por una causa 
distinta a la separación o el divorcio como sucedería en caso de nulidad o fallecimiento. 
Ha de estimarse que adoptando tal solución solo el cónyuge al que la separación 
o el divorcio produzca un desequilibrio económico [...] tendrá derecho a una prestación 
compensatoria, y no aquel otro que pueda soportar este mismo desequilibrio por haberse 
declarado la nulidad de su matrimonio o por sobrevivir a la muerte de su consorte, como 
se deduce del primer párrafo del artículo 97 del Código Civil. En el primer caso no cabe 
duda de que la solución podría venir dada por medio de la indemnización establecida en 
el artículo 98 del Código Civil. En el segundo, sin embargo, sería necesario reparar en la 
situación en que quedase el cónyuge viudo como heredero del causante, porque, excepto 
en el caso en que éste falleciese intestado sin que a su vez fueran llamados a su sucesión 
ascendientes o descendientes del mismo, aquél no recibiría más que un mero derecho de 
usufructo sobre una parte de la herencia (cfr. arts. 834, 837, 838 y 944 CC). Ello se debe 
a que nuestro legislador no tuvo en cuenta el posible sometimiento de los consortes a un 
régimen de separación de bienes a la hora de elaborar el sistema sucesorio -quizá, por el 
escaso apego con que éste había contado desde antiguo-, sino tan solo la supletoriedad y 
el arraigo que disponía a su favor la sociedad de gananciales671. Esta situación precisaría 
por tanto de una reforma legislativa que mejorase la condición del cónyuge viudo -como 
mínimo, cuando se encontrase separado de bienes al tiempo de fallecer su consorte- (cfr. 
§1931(4) BGB), aunque aún quedaría por resolver qué sucedería en aquellos otros casos 
en que el régimen referido se disolviera por ser sustituido en capítulos matrimoniales672. 
5. LA CUANTIFICACIÓN DEL CRÉDITO 
Una vez determinados todos y cada uno de los presupuestos que son establecidos 
por nuestro Tribunal Supremo para la obtención de una compensación por el trabajo que 
cualquiera de los cónyuges hubiera desarrollado en el hogar a los efectos señalados en el 
                                                 
671 Así lo advierte DE CASTRO Y BRAVO, “El Derecho...”, cit., p. 35. 
672 En este sentido, vid. DÍEZ-PICAZO Y PONCE DE LEÓN, L., “Capacidad de la mujer casada y economía 
conyugal (Ideas para una reforma del régimen de bienes del matrimonio)”, Anuario de Derecho Civil, 
octubre-diciembre, 1975, p. 873; DELGADO ECHEVERRÍA, El régimen..., cit., p. 33, n. 33; MORO 
ALMARAZ, op. cit., p. 1034. 




artículo 1438 del Código Civil, aquélla deberá cuantificarse. La jurisprudencia menor ya 
había venido manifestando su preocupación a este respecto señalando expresamente que 
otro inconveniente que plantea el precepto indicado concierne a la forma de calcular la 
suma debida (SAP Murcia 6-11-2006 [JUR 2006, 239825]). Piénsese que, la legislación 
procesal -y, en particular, el artículo 219 de la Ley de Enjuiciamiento Civil-, obligaría al 
cónyuge que pretendiese convertirse en acreedor de dicha compensación a cuantificar el 
importe de lo reclamado por tal concepto y, ello unido al uso generalizado de la equidad 
por parte de los jueces y tribunales que sientan jurisprudencia a este respecto, conduciría 
a generar una nueva dificultad que debería atender el Alto Tribunal; según se contempla 
en algún caso acontecido en la práctica (SAP Asturias 26-5-2009 [JUR 2009, 280710]). 
La respuesta a este interrogante no ha desembocado sin embargo en la aplicación 
de ninguna fórmula matemática concreta. El Tribunal Supremo ha esquivado este asunto 
remitiéndose a los métodos de cálculo que fueron empleados por el juzgado de primera 
instancia, declarando que ésta es una de las opciones posibles y nada obsta a que el juez 
la utilice (FD6º STS 14-7-2011 [RJ 2011, 5122]); una opinión que mantendría incólume 
con el paso de los años e incorporaría a otras resoluciones ulteriores donde señalase que 
una de las opciones posibles para calcular el derecho que en cada caso concreto pudiera 
corresponder como compensación por el trabajo doméstico -no especificando aún cuáles 
otras podrían serlo a su vez- es el equivalente al salario mínimo interprofesional, ya que 
mediante dicho trabajo se contribuye con lo que se deja de desembolsar o se ahorra por 
la falta de necesidad de contratar a profesionales que en su lugar presten tales servicios 
de cuidado y atención del hogar (STS 25-11-2015 [RJ 2015, 5322]). El método señalado 
consistiría por tanto en multiplicar el sueldo que cobraría por llevarlo a cabo una tercera 
persona cada mes, por doce meses, y multiplicando a su vez el resultado extraído por los 
años de duración del régimen de separación de bienes cuya vigencia se exige acreditar a 
tal fin por el Tribunal (SSTS 14-7-2011 [RJ 2011, 5122], 25-11-2015 [RJ 2015, 5322]). 
La estimación del trabajo prestado en el hogar respondería por tanto a un modelo 
de costes de sustitución, en función del cual se le asignara judicialmente un determinado 
valor económico conforme a los costes que supondría obtener un servicio de esta misma 
naturaleza en el mercado laboral: el salario mínimo interprofesional673. Es muy probable 
                                                 
673 Así lo indica MARTÍN CASALS, M., “La indemnización de la pérdida de la capacidad de llevar a cabo el 
trabajo doméstico: reflexiones ante un nuevo sistema valorativo legal”, en TORRES GARCÍA, T. F. (dir.), 
AD RI ÁN  A R R É B O L A  B L AN CO  
275 
 
que, para ello, nuestro Tribunal Supremo haya considerado la legislación aplicable a los 
efectos de indemnizar la pérdida de capacidad para efectuar dicho trabajo, en materia de 
responsabilidad civil. Piénsese que, en tales circunstancias, el trabajo no remunerado de 
la víctima -en este caso, el consorte que se arrogó la entera la atención del hogar- que no 
obtenía ingresos -como consecuencia del desempeño de una actividad remunerada fuera 
del mismo- por ser la persona que contribuía al sostenimiento de su unidad familiar -ex 
artículo 1438 del Código Civil- mediante la dedicación exclusiva a las tareas del hogar 
se valora en el equivalente a un salario mínimo interprofesional; un parámetro que cabe 
aplicar también a la relación laboral de carácter especial del servicio del hogar familiar a 
la luz de lo indicado expresamente por el artículo 8.1 del Real Decreto 1620/2011, de 14 
de noviembre, por el que se regula dicha relación laboral (cfr. art. 84.1 LRCSCVM)674. 
 La aplicación analógica de esta normativa a la compensación que eventualmente 
corresponda por el trabajo desarrollado en el hogar adolece sin embargo de un obstáculo 
insalvable: la falta de identidad de razón (art. 4.1 CC). Ello se debe en un primer lugar a 
que en este caso no se trata de indemnizar la pérdida de la capacidad para desempeñar el 
trabajo doméstico, sino más bien las oportunidades profesionales y/o académicas que se 
hubieran perdido precisamente por su realización; pero debe considerarse también en un 
segundo lugar que no trata aquí de indemnizarse lucro cesante alguno: el salario mínimo 
interprofesional dejado de percibir -como por el contrario opina la Audiencia Provincial 
de Asturias en la sentencia de 11 de septiembre de 2009-, sino el daño emergente en que 
se materializan dichas oportunidades profesionales y/o académicas perdidas por parte de 
uno de los cónyuges (SAP Asturias 11-9-2009 [JUR 2009, 479216])675. Sin embargo, no 
es éste el resultado que se extrae de la solución adoptada por el Tribunal Supremo como 
una de las opciones posibles a la hora de cuantificar el importe final de la compensación 
que corresponda por el trabajo invertido en el hogar, asimilable a una especie de salario 
devengado y no cobrado (SAP Murcia 29-10-2002 [JUR 2003, 71008]), y en función de 
la cual late una idea única y expresa de retribución del trabajo doméstico (SAP Madrid 
                                                                                                                                               
INFANTE RUIZ, F. J., OTERO CRESPO, M. y RODRÍGUEZ GONZÁLEZ, A. (coords.), Construyendo la 
igualdad: la feminización del Derecho privado, Tirant lo Blanch, Valencia, 2017, pp. 457-458. 
674 Ibid., p. 458. 
675 Por todos, señalando que la pérdida de oportunidad no constituye un lucro cesante sino un daño emer-
gente, vid. LEITÃO, L. M. Teles de Menezes, Direito das obrigações, v. I, Almedina, 13ª edición, 
Coímbra, 2016, p. 308. Distinguiendo ambas figuras, vid. YZQUIERDO TOLSADA, M., Responsabilidad 
civil extracontractual. Parte general. Delimitación y especies. Elementos. Efectos o consecuencias, 
Dykinson, 3ª edición, Madrid, 2017, p. 186. 




16-9-2011 [JUR 2011, 357045]), porque, en principio, éste no se remunera en el seno de 
las relaciones laborales, con arreglo al artículo 1.3 e) del Estatuto de los Trabajadores676. 
 La corrección del régimen de separación de bienes mediante la remuneración del 
trabajo doméstico constituye una solución que no es desconocida entre la doctrina677. En 
nuestro país, precisamente, algún autor advertía años atrás de ciertas reivindicaciones en 
torno al derecho de las amas de casa a obtener una retribución678. En coherencia con ello 
quizá habría sido [...] más lógico que el ama de casa la cobrase a final de mes -en lugar 
de hacerlo a la disolución del régimen económico-matrimonial aludido-, como cualquier 
empleada, y así lo hubiese establecido expresamente nuestro legislador (SAP Murcia 6-
11-2006 [JUR 2006, 284978]). Por este motivo resume la jurisprudencia catalana que se 
ha hablado de acudir al salario diferido -como se ha indicado arriba-, se ha hablado del 
precio del subsidio de paro -por considerarse una “indemnización por paro”, a juicio del 
profesor Manuel ALBALADEJO-, se ha hablado, en fin, del sueldo medio de la empleada 
de hogar -por cuanto se había apreciado también que “representa un jornal”, en palabras 
de José Luis LACRUZ-, en cuanto incumbe a la compensación que aquí nos ocupa (STSJ 
Cataluña 27-4-2000 [RJ 2000, 4125])679. Ello no justifica, sin embargo, el acudir a otros 
parámetros relativos al Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social con la finalidad de 
cuantificar cuanto corresponda por este concepto (SSAP Almería 28-7-2014 [JUR 2014, 
275445], Toledo 10-3-2014 [JUR 2014, 99672] e Islas Baleares 11-6-2014 [AC 2014, 
1236]), ni el computar dos pagas extras (SAP Asturias 22-4-2016 [JUR 2016, 118878]). 
La determinación del quantum respondeatur no habría de llevarse a cabo sino en 
consideración a las oportunidades profesionales y/o académicas supuestamente perdidas 
por el cónyuge que pretendiera constituirse acreedor de la compensación oportuna por el 
trabajo desempeñado en el hogar, si de lo que realmente se trata es de resarcirle por este 
motivo. Para ello, no necesariamente habrían de concebirse tales pérdidas como un daño 
en sí mismo -porque tal cosa exigiría partir de una concepción demasiado laxa y confusa 
del patrimonio, aunque de esta manera su resarcimiento lograse una mayor cohesión con 
la teoría clásica de la causalidad-, sino que, en su lugar, podría acudirse a una causalidad 
                                                 
676 Advirtiendo también de ello, vid. ASUA GONZÁLEZ, “La compensación...”, cit., pp. 1101-1102. 
677 Así lo propuso CORPECHOT, R., “Le régime de la séparation de biens et le régime de la participation 
aux acquêts”, Le statut matrimonial du français, t. I, Imp. G. de Bussac, La Baule, 1978, p. 283. 
678 Vid. MENÉNDEZ-VALDÉS GOLPE, E., “Primera impresión ante la reforma del Código (Mi contribución 
al Año Internacional de la Mujer)”, Revista de Derecho Notarial, núm. 88, abril-junio, 1975, p. 425. 
679 Respectivamente, para sendas opiniones, vid. ALBALADEJO GARCÍA, Curso..., t. IV, cit., p. 190; 
LACRUZ BERDEJO, “La economía...”, cit., p. 145; LACRUZ BERDEJO et al., Elementos..., t. IV, cit., p. 262. 
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probabilística en cuya virtud se admitiesen causalidades parciales, aún en contra el rigor 
literal con que se pronuncia el legislador en el artículo 1902 del Código Civil680. En este 
sentido, habría de partirse del hecho de que la oportunidad supuestamente perdida por el 
cónyuge que obrase como reclamante de dicha compensación tan solo representaba para 
él la mera probabilidad de lograr un resultado positivo futuro e incierto -de forma que si 
éste se valorase en 100 euros, aquélla debería situarse entre 0'01 y 99’99 euros-, en cuyo 
caso el montante de la misma se extraería con la simple aplicación del porcentaje en que 
se tradujera tal probabilidad sobre el valor económico asignado al resultado frustrado681. 
Si bien es cierto que adoptar este sistema encontraría serias dificultades prácticas 
a la hora de determinar el coeficiente exacto que debiera aplicarse sobre dicho resultado 
en cada caso concreto, no lo es menos que nuestros jueces y tribunales podrían apoyarse 
en la equidad -que habrá de ponderarse en la aplicación de las normas por mandato del 
artículo 3.2 del Código Civil-, como disponen algunos legisladores extranjeros (cfr. arts. 
566.3 CCP y 1226 CCI)682. En todo caso, no obstante, será indispensable partir del valor 
económico del resultado frustrado por la atención del hogar y no de aquel que le pudiera 
ser otorgado a semejante actividad: el salario mínimo interprofesional correspondiente a 
un empleado de servicio doméstico. Sin embargo, no se aprecian muchas probabilidades 
de que ocurra tal cosa en la medida en que el propio Tribunal Supremo ha reconocido en 
una de sus sentencias que el método de cuantificación empleado ignora la cualificación 
profesional de quien resulta beneficiado por el derecho a percibir una compensación; en 
claro contrasentido con el fin que él mismo le atribuye (STS 25-11-2015 [2015, 5322]). 
La jurisprudencia menor ha expresado su opinión sobre este particular señalando 
que la aplicación automática del salario mínimo a todo el período de convivencia -o, en 
su lugar, más exactamente, de aquel durante el cual se mantuviera vigente el régimen de 
separación de bienes- supondría una cantidad exorbitante, según ha sido indicado por la 
Audiencia Provincial de Asturias (SAP Asturias 11-9-2009 [JUR 2009, 479216]). Ha de 
repararse, no obstante, sobre una serie de factores que podrían intervenir a los efectos de 
disminuir aquella cantidad exorbitante. Entre ellos, desde luego, no debe hallarse cuanto 
pueda adquirirse con la liquidación de una sociedad de gananciales previamente vigente 
                                                 
680 Así lo sostiene MEDINA ALCOZ, L., op. cit., p. 424. 
681 Tomo tal explicación de PEDRO, R. Teixeira, A responsabilidade civil do médico. Reflexões sobre a 
noção da perda de chance e a tutela do doente lesado, Coimbra Editora, Coímbra, 2008, pp. 229-231; ID., 
“A dificuldade...”, cit., p. 49. 
682 En este sentido, vid. PEDRO, “A dificuldade...”, cit., p. 51; ID., A responsabilidade..., cit., p. 231. 




entre los consortes por cuanto dichas adquisiciones serían el resultado de la liquidación 
del preexistente régimen de gananciales y no una consecuencia derivada del régimen de 
separación de bienes posterior (SSAP Ciudad Real 18-12-2014 [JUR 2015, 67205], 27-
10-2009 [JUR 2010, 9655]); razón por la que es posible concluir que a tal fin solo puede 
tomarse en consideración el tiempo transcurrido bajo la vigencia de este régimen (SAP 
Valencia 28-12-2012 [JUR 2013, 119734]). Sin embargo, distinto sería el caso de haber 
ejercido actividades profesionales y/o académicas, haber gozado de personal de servicio 
doméstico o de cierta colaboración del consorte en el hogar, haber obtenido atribuciones 
patrimoniales imputables en concepto de compensación, o concurrir un comportamiento 
que pudiera considerarse como culposo o negligente por parte del cónyuge demandante. 
 En primer lugar, debe recordarse aquí que el hecho de exigirse que la dedicación 
del cónyuge [...] al hogar sea exclusiva para obtener el éxito de la acción interpuesta por 
él impide reconocer [...] el derecho a la compensación en aquellos supuestos en que [...] 
hubiere compatibilizado dicha actividad con la realización de un trabajo -o de estudios-
fuera del hogar, a tiempo parcial o en jornada completa; a juicio del Tribunal Supremo 
(SSTS 14-4-2015 [RJ 2015, 1528], 26-3-2015 [RJ 2015, 1170]). No obstante, es preciso 
considerar el hecho de que quienes atendiesen sus necesidades domésticas sin realizar al 
mismo tiempo ninguna otra actividad fuera del hogar podrían padecer idénticas pérdidas 
de oportunidad que quienes que por el contrario lo hicieran simultáneamente683. Por esta 
razón puede concluirse que poco importa [...] que el trabajo doméstico haya sido mayor 
o menor, a tiempo completo o a tiempo parcial, porque, en puridad, tales circunstancias 
[...] tendrán su resultancia en la cuantificación de la compensación correspondiente por 
esta causa (STSJ Cataluña 27-4-2000 [RJ 2000, 4125]). Es obvio que quienes realizasen 
una actividad fuera del hogar, mientras se encargaran de él, no experimentarían pérdidas 
de oportunidad tan graves como aquellos que renunciasen a la misma para dedicarse por 
completo a las tareas domésticas, y ello acabaría influyendo al cuantificar el crédito que 
corresponda; porque, a tal fin, no es lo mismo una dedicación exclusiva al cuidado de la 
familia, que una dedicación parcial (SAP Barcelona 13-6-2016 [JUR 2016, 193714]). 
 En segundo lugar, debe recordarse también con respecto a aquella compensación 
que no es preciso excluirla [...] cuando esta dedicación, siendo exclusiva, se realiza con 
la colaboración ocasional del otro cónyuge, comprometido también con la contribución 
                                                 
683 En esta dirección, vid. ASUA GONZÁLEZ, “El régimen...”, cit., p. 103. 
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a las cargas del matrimonio -en cumplimiento de su deber de compartir con su consorte 
las responsabilidades domésticas conforme al artículo 68 del Código Civil-, o con ayuda 
externa -procedente del personal contratado a tal fin-, pues la dedicación se mantiene al 
margen de que pueda tomarse en consideración para cuantificar el crédito resultante de 
la misma. Ello quiere decir que tanto la colaboración del otro cónyuge en el hogar como 
la contratación de personal al servicio doméstico no necesariamente excluyen el derecho 
a percibir una compensación por haber trabajado para la casa -en el sentido del artículo 
1438 del Código Civil-, sino que solamente contribuyen a disminuir cuanto corresponda 
por tal concepto -en el primer caso, por imputarse el daño en menor medida a quien hizo 
cuanto pudo por evitarlo, y, en el segundo, en función de cuantas atenciones se hubieran 
encargado realmente a dicho personal-, una vez que se ha constatado la concurrencia de 
los presupuestos necesarios para su reconocimiento (SSTS 14-4-2015 [RJ 2015, 1528], 
26-3-2015 [RJ 2015,1170]). En este sentido, incluso, ha llegado a reducirse hasta en una 
tercera parte -por parte de la Audiencia Provincial de Asturias-, no solo porque hubo un 
periodo en el que la pareja contrató una empleada del hogar, sino por demostrarse que 
el otro consorte también colaboraba (SAP Asturias 31-3-2014 [JUR 2014, 119127])684. 
 En tercer lugar, suele estimarse que el trabajo prestado en el hogar no solo puede 
ser compensado a la extinción del régimen de separación de bienes, sino que también es 
posible hacerlo en un momento anterior a éste, porque, si en el caso concreto, ha habido 
una anticipada compensación pecuniaria a favor del cónyuge que reclamase para sí una 
compensación por tal motivo, aprecia el Tribunal Supremo que aquélla puede tenerse en   
cuenta aunque no se haga efectiva en el momento de la ruptura y consiguiente extinción 
del régimen económico de separación de bienes, aun en contra de cuanto ordena nuestro 
legislador en el artículo 1438 del Código Civil (STS 31-1-2014 [RJ 2014, 813]). Pueden 
observarse, de hecho, múltiples pronunciamientos judiciales de órganos jurisdiccionales 
inferiores que llevan a la práctica esta interpretación para juzgar como compensación las 
adquisiciones sufragadas por uno de los cónyuges, completamente o en mayor medida a 
su consorte, y escriturados, después, a nombre de este último o de ambos conjuntamente 
por partes iguales; en un manifiesto ejemplo de lo que anteriormente fue expuesto como 
“puesta a nombre” (v. gr. SSAP La Coruña 12-1-2017 [JUR 2017, 24502], Murcia 26-6-
2014 [JUR 2014, 279971], Badajoz 10-6-2013 [JUR 2013, 219112], Ciudad Real 6-7-
2012 [JUR 2012, 275852], Madrid 16-9-2011 [JUR 2011, 357045] y Madrid 27-2-2007 
                                                 
684 Participa de esta opinión GUTIÉRREZ SANTIAGO, “Relaciones...”, cit., p. 666. 




[JUR 2007, 151411] y Toledo 9-11-1999 [AC 1999, 2379]). Sin embargo, en defecto de 
una norma legal que así lo estableciera, no siempre sería posible efectuar tal imputación. 
 Piénsese que, en primer lugar, será necesario que toda atribución patrimonial que 
tenga lugar entre los consortes constante el régimen de separación de bienes, deberá, por 
lo menos, ser posterior a la producción del daño sufrido por uno de ellos: la oportunidad 
perdida. En segundo lugar, además, dicha atribución patrimonial habrá de realizarse con 
causa onerosa para que pueda imputarse como compensación por el trabajo efectuado en 
el hogar, en defecto de un precepto legal que habilite a la autoridad judicial para llevar a 
cabo tal imputación sobre aquellas otras atribuciones patrimoniales realizadas con causa 
gratuita o lucrativa, como es el artículo 232-6.2 del Código Civil de Cataluña. En base a 
ello, no tendría sentido imputar en concepto de compensación por el trabajo invertido en 
el hogar el usufructo de acciones que una de las partes pudiese donar a la otra durante el 
régimen de separación de bienes -según ocurre precisamente en el caso enjuiciado por la 
Audiencia Provincial de Barcelona, en sentencia de 13 de noviembre de 2007-, así como 
el precio de adquisición de los bienes inmuebles que pudieran haber sido adquiridos por 
una de ellas en beneficio de la otra constante dicho régimen económico-matrimonial -tal 
y como se pretende en el supuesto analizado por la Audiencia Provincial de Alicante, en 
sentencia de 21 de mayo de 2014-, aunque constase debidamente acreditado el ánimo de 
liberalidad con que supuestamente se hiciese el pago del precio correspondiente (SSAP 
Barcelona 13-11-2007 [JUR 2008, 30804] y Alicante 21-5-2014 [JUR 2014, 219321]). 
 En último lugar, no obstante, convendría reparar sobre el lugar que ocupase en el 
régimen de separación de bienes el resarcimiento de las oportunidades profesionales y/o 
académicas perdidas durante su vigencia considerando que éste se prevé con un carácter 
esencialmente convencional. Algunos autores, de hecho, cuestionan su procedencia para 
un régimen económico-matrimonial de dichas características, aunque no proporcionan la 
razón de por qué formulan este interrogante685. Posiblemente, a mi juicio, ello se deba al 
hecho de que el cónyuge que padece tales pérdidas de oportunidad también contribuye a 
la causación del daño. Piénsese que, además, para estipular un régimen de separación de 
bienes, aquél habría recibido junto a su consorte el asesoramiento oportuno por parte del 
notario autorizante de sus capítulos matrimoniales686. Por tanto, dicho cónyuge prestaría 
                                                 
685 En esta dirección, vid. GINEBRA MOLINS, “Les stratégies...”, cit., p. 190; ÁLVAREZ OLALLA, “La com-
pensación...”, cit., p. 137. 
686 Así lo indica BAUGNIET, “La séparation...”, cit., p. 4. 
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su consentimiento de una manera eficaz -libre, informado y con la capacidad suficiente- 
determinando que su consorte quedase total o parcialmente exonerado de compensarle a 
tales efectos a la extinción del régimen de separación de bienes en tanto se le presumiría 
conocedor de los riesgos que para él pudiera comportar el hecho de someterse al mismo 
y, a su vez, dedicarse al hogar, por aplicársele la doctrina de la “culpa de la víctima”687. 
 La buena fe exigiría que quienes padeciesen un daño tuvieran la carga de adoptar 
cuantas medidas fuesen razonables, en función de las circunstancias de cada caso, con el 
propósito de aminorar su alcance lo máximo posible o incluso impedir que aquél llegara 
a producirse, en base a lo señalado por el artículo 7.1 del Código Civil (STS 28-10-2005 
[RJ 2005, 7352])688. En nuestro caso, concretamente, el cónyuge vulnerable a la pérdida 
de oportunidades profesionales y/o académicas no solamente contaría con la posibilidad 
de negar su consentimiento para estipular el régimen de separación de bienes -siempre y 
cuando éste naciera de la mera voluntad de los consortes, como suele acontecer con más 
frecuencia-, sino, además, con la reemplazarlo por otro régimen económico-matrimonial 
que se ajustase de un modo más eficiente a sus intereses personales una vez alteradas las 
circunstancias por las cuales decidió someterse originariamente a aquél. Por supuesto, el 
cambio de su régimen económico-matrimonial a otro más favorable requeriría que dicho 
cónyuge contara con la anuencia de su consorte, aunque ello no debería suscitar ninguna 
controversia en situaciones de normalidad. En caso contrario, por drástico que parezca a 
primera vista, siempre quedaría a disposición de dicho cónyuge la posibilidad de ejercer 
la acción de separación o divorcio -que, además, es el único recurso del que actualmente 
dispondría ante el incumplimiento de deberes conyugales tales como el de compartir las 
responsabilidades domésticas que aquí nos ocupa-, porque, evidentemente, no puede ser 
obligado a soportar en exclusiva la carga que en su caso entrañe la llevanza del hogar689. 
                                                 
687 Participa de esta opinión ASUA GONZÁLEZ, “La compensación...”, cit., p. 1101. También RENCHON, 
“Le sort...”, cit., p. 456. En sentido similar, se ha señalado que el trabajo desarrollado en el hogar no es 
discriminatorio -y, por lo tanto, digno de compensación- si es voluntariamente asumido (vid. RAGEL 
SÁNCHEZ, L. F., “Los deberes conyugales”, Anuario de la Facultad de Derecho de la Universidad de 
Extremadura, núms. 14-15, 1996-1997, p. 277). En cuanto al consentimiento de las lesiones sufridas por 
la víctima, con carácter general, vid. GÓMEZ CALLE, E., “La contribución de la víctima a la causación del 
daño”, en HERRADOR GUARDIA, M. J. (dir.), Derecho de daños, Aranzadi, Navarra, 2013, p. 240. 
688 Así lo estima PANTALEÓN PRIETO, F., “Comentario al artículo 1902 del Código Civil”, en PAZ-ARES 
RODRÍGUEZ, J. C., BERCOVITZ RODRÍGUEZ-CANO, R., DÍEZ-PICAZO Y PONCE DE LEÓN, L. y SALVADOR 
CODERCH, P. (dirs.), Comentario del Código Civil, t. II, Ministerio de Justicia, 2ª edición, Madrid, 1993, 
p. 1993. 
689 En este sentido, sobre el incumplimiento de los deberes conyugales, vid. FERRER RIBA, J., “Relaciones 
familiares y límites del Derecho de daños”, InDret, núm. 4, octubre, 2001, p. 14. 




 Hoy en día, efectivamente, no se prevé en nuestra legislación ninguna norma que 
imponga el desarrollo del trabajo doméstico a uno solo de los cónyuges. Así lo hacía sin 
embargo el artículo 99.2 del Código de Familia de Bolivia -que atribuía a los maridos el 
derecho a impedir a sus mujeres el ejercicio de una actividad profesional cuando de esta 
manera quedasen comprometidos los cometidos domésticos que a éstas les correspondía 
satisfacer- hasta que fue declarado inconstitucional por el Tribunal Constitucional690. En 
el entorno europeo, además, se mantuvo en vigor durante algunos años un tercer párrafo 
del artículo 214 del Código Civil francés que, en dirección similar, invitaba a interpretar 
que tales menesteres competían exclusivamente a las mujeres y no a sus maridos691. Por 
este motivo, precisamente, y para eliminar todo ápice de confusión, algunos legisladores 
incorporaron a sus respectivos textos legales afirmaciones tales como: “ambos cónyuges 
están legitimados para desarrollar actividades remuneradas”; “cada esposo puede ejercer 
libremente una profesión”; “cada esposo tiene el derecho de ejercer una profesión sin el 
acuerdo de su consorte”; o “cada uno de los cónyuges puede ejercer cualquier profesión 
o actividad sin el consentimiento del otro” (respectivamente, cfr. §1356(2) BGB, y arts. 
223 CCF, 216.1 CCB y 1677-D CCP). Sin embargo, no es preciso afirmar expresamente 
que el matrimonio no constriñe la capacidad de obrar de los cónyuges en este sentido, al 
no preverse ya limitación alguna en la ley; según fue señalado por José Luis LACRUZ692.  
 Algún autor ha entendido sin embargo que el hecho de asumir una doble jornada 
no constituye sino, en nuestros días, más que el precio pagado por parte de las mujeres a 
cambio de la nueva identidad personal que han logrado adquirir a lo largo de las últimas 
décadas693. Sin embargo, aunque así pudiera llegar a observarse en la práctica desde una 
perspectiva sociológica, no debe soslayarse que para el ordenamiento jurídico solamente 
representaría una decisión voluntariamente adoptada por parte de aquéllas con arreglo al 
derecho que el mismo reconoce a todo ciudadano español para desarrollar libremente su 
personalidad y que prevé el artículo 10, apartado primero, de nuestra Constitución694. La 
                                                 
690 Vid. Sentencia Constitucional 0058/2003, de 25 de junio. 
691 Este precepto, introducido con la ley de 13 de julio de 1965, fue generalmente criticado por la doctrina 
francesa hasta ser definitivamente suprimido con la ley de 12 de julio de 1975. Por todos, vid. FLOUR, J. y 
CHAMPENOIS, G., Les régimes matrimoniaux, Armand Colin, 2ª edición, París, 2001, p. 56. 
692 Vid. LACRUZ BERDEJO, J. L., El nuevo Derecho civil de la mujer casada, Civitas, 2ª edición, Madrid, 
1977, p. 51. 
693 Vid. DURÁN HERAS, op. cit., p. 81. 
694 Acusan también el carácter voluntario de la dedicación al hogar RAGEL SÁNCHEZ, L. F., “Efectos 
personales del matrimonio”, en YZQUIERDO TOLSADA, M. y CUENA CASAS, M. (dirs.), Tratado de 
Derecho de la Familia, v. I, Aranzadi, 2ª edición, Navarra, 2017, p. 714; DE AMUNÁTEGUI RODRÍGUEZ, 
“Límites...”, cit.,  p. 194; GROSSEN, op. cit., p. 18; BAYOD LÓPEZ, M. C., “La (in)aplicación en Aragón 
del art. 1438 CC (Reflexiones sobre la jurisprudencia del TS en relación al trabajo doméstico)”, InDret, 
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dedicación al hogar por parte de uno solo de los cónyuges no constituye, por tanto -y, en 
cuanto representa una forma válidamente reconocida para contribuir al levantamiento de 
las cargas matrimoniales-, sino una mera obligación de hacer que en modo alguno queda 
sustraída a la autonomía de la voluntad de los consortes o de los futuros contrayentes -ni 
siquiera en base a una pretenciosa vulneración de la igualdad entre los mismos, pues, de 
lo contrario, no estaría permitida por el artículo 1438 del Código Civil- y que se encuentra 
debidamente comprendida en el indirizzo della vita familiare que aquéllos acuerden con 
ocasión del reparto de tareas al que se refiere nuestro legislador, quizá, por imitación del 
italiano, en el párrafo primero del artículo 1319 del Código Civil (cfr. art. 144 CCI)695. 
 La jurisprudencia menor ofrece un fiel reflejo de esta opinión cuando afirma que 
el hecho de que uno de los cónyuges contribuya a sufragar sus cargas matrimoniales por 
medio de los ingresos obtenidos por el ejercicio de su profesión, mientras el otro lo hace 
aportando su fuerza de trabajo en el hogar, no es más que una manifestación del reparto 
de roles previamente acordado entre ellos mismos con respecto al cumplimiento de sus 
responsabilidades domésticas (SAP Valladolid 7-11-2011 [JUR 2011, 403834]). Éste es 
el reparto que probablemente habría tenido lugar entre las partes involucradas en el caso 
observado por parte de la Audiencia Provincial de Madrid, en sentencia de 25 de febrero 
de 2005, en tanto aquélla hizo constar en esta última que una de ellas, de acuerdo con su 
marido, decidió renunciar a una posibilidad de progreso profesional en favor del grupo 
familiar; así como en aquel que fue enjuiciado por sentencia de 19 de diciembre de 2012 
de la Audiencia Provincial de Castellón, por cuanto, en éste, fue expresamente advertido 
que constituyó un hecho acreditado que ambos esposos acordaron de mutuo acuerdo -y 
en los términos antedichos-, que la esposa no se incorporara al mercado laboral (SSAP 
Madrid 25-2-2005 [JUR 2005, 84650] y Castellón 19-12-2012 [JUR 2013, 120986]). En 
tal sentido, además, el propio Tribunal Supremo afirma que en ningún caso se exige que 
[...] haya existido una imposibilidad probada y manifiesta, para poder trabajar fuera de 
casa, a los efectos de ser debidamente compensado por atender el hogar; presumiéndose 
por tanto que ésta constituye una actividad voluntaria (STS 14-3-2017 [RJ 2017, 880]). 
 Alguna resolución judicial ha indicado incluso que la insistencia sobre semejante 
voluntariedad tampoco carece de relevancia si se atiende al fundamento al que acude la 
                                                                                                                                               
núm. 2, abril, 2016, p. 25; GUTIÉRREZ SANTIAGO, “Enriquecimientos...”, cit., pp. 626-628; BOSCH 
CAPDEVILA, “La compensación...”, cit., p. 10.  
695 Por todos, estimando la referencia del precepto citado a un acuerdo por el cual se repartan las tareas de 
cada uno de cónyuges, vid. LACRUZ BERDEJO et al., Elementos..., t. IV, cit., p. 125. 




jurisprudencia para motivar el reconocimiento del derecho a percibir una compensación 
por el trabajo doméstico -tal y como ha declarado expresamente la Audiencia Provincial 
de Asturias- (SAP Asturias 31-3-2014 [JUR 2014, 119127]), no tanto porque ello pueda 
generar todas las consecuencias de la teoría de los actos propios -como por el contrario 
ha sido considerado por parte de la Audiencia Provincial de Madrid- (SAP Madrid 26-9-
2014 [JUR 2014, 290507]), sino más bien por atenderse en su lugar a la máxima romana 
de volenti non fit iniuria en cuanto pueda imputarse una culpa exclusiva o concurrente a 
la propia víctima -entiéndase aquí por tal, al cónyuge dedicado a su hogar en régimen de 
separación de bienes- capaz de exonerar al agente dañoso -el cónyuge que no compartió 
con aquél las responsabilidades domésticas- de toda o parte de la responsabilidad que en 
otro caso le correspondería asumir como consecuencia de su comportamiento696. Si bien 
es cierto que no existe en el Código Civil ninguna norma que prevea expresamente estos 
efectos, no solo cabría acudir a la jurisprudencia -que en múltiples ocasiones ha acogido 
dicha doctrina- para lograr tales resultados, sino que simplemente bastaría con aplicar la 
fórmula que el mismo dispone en su artículo 1902 para que el cónyuge responsable solo 
fuese obligado a compensar el daño causado por él (STS 21-3-2007 [JUR 2007, 1544]). 
II. UNA ALTERNATIVA A LA DOCTRINA DEL TRIBUNAL SUPREMO 
 El grado en que actualmente se encuentra la evolución del régimen jurídico de la 
compensación por el trabajo doméstico en la jurisprudencia del Tribunal Supremo invita 
a concluir que el mismo se sustenta sobre un modelo de indemnización, operante por las 
oportunidades profesionales y/o académicas perdidas a causa de su desarrollo, vigente el 
régimen de separación de bienes, pero cuya aplicación prescinde sin embargo de valorar 
aquellos elementos que en cualquier otro caso habrían de ser apreciados por la autoridad 
judicial conforme a las reglas generales del Derecho de daños. No obstante, el reconocer 
de manera generalizada la procedencia de indemnizaciones por daños familiares -y entre 
los cuales se encontrasen además aquellos que fueran provocados por incumplir deberes 
conyugales tales como el de compartir las responsabilidades domésticas-, ignorando los 
elementos esenciales de la responsabilidad civil alcanzaría resultados incongruentes con 
aquellos principios que, en los últimos años, han regido la evolución de nuestro Derecho 
de familia697. Éste siempre debe ser considerado desde una perspectiva social, cultural e 
                                                 
696 D. 47, 10, 1, 5. 
697 Así lo indican MARTÍN CASALS, M. y RIBOT IGUALADA, J., “Daños en Derecho de familia: un paso 
adelante, dos atrás”, Anuario de Derecho Civil, abril-junio, 2011, p. 524. 
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histórica de continuidad, esencialmente pragmática, y la función que realice la autoridad 
judicial jamás ha de ceñirse a declararlo para resolver el conflicto de intereses que le sea 
planteado por las partes y determinar de este modo el sentido de la norma que resulte de 
aplicación al caso particular, sino que, además, debe acomodarla a sus circunstancias698. 
El Derecho, decía SAVIGNY, vive en la conciencia del pueblo y se produce como 
consecuencia de su propio espíritu699. En nuestro caso, sin embargo, concebir el derecho 
a obtener una compensación por el trabajo desarrollado en el hogar como si se tratase de 
una contraprestación supondría regresar a unos tiempos pretéritos en los que era opinión 
más o menos generalizada entender que aquél justificaba en buena medida la división de 
los gananciales o que ésta estimulaba la laboriosidad en el ámbito doméstico700. Nuestra 
jurisprudencia no ignora tampoco este anacronismo cuando manifiesta que este modo de 
entender el citado derecho resulta ser [...] contradictorio e incongruente con la filosofía 
inspiradora de la reforma legislativa que hace más de dos décadas tuvo por finalidad su 
introducción en el ordenamiento jurídico español, pues, aunque sin duda tuvo en cuenta 
el mandato constitucional -en cuanto a la igualdad entre cónyuges se refiere-, y es cierto 
que [...] puede tener acomodo en legislaciones en las que todavía un cónyuge prevalece 
sobre el otro en el gobierno y dirección familiar, no parece que tenga mucho sentido en 
nuestro actual ordenamiento jurídico (SAP Madrid 11-4-2014 [JUR 2014, 133599])701. 
El resultado de remunerar cuantas atenciones domésticas hubieran sido asumidas 
por cualquiera de los cónyuges constante el régimen de separación de bienes convertiría 
en simple poesía que el Tribunal Supremo apelase en última instancia a la igualdad para 
legitimar el derecho a una compensación, porque, en definitiva, aquella igualdad impone 
erradicar [...] interpretaciones de las normas [...] que puedan suponer la consolidación 
de una división sexista de papeles en las responsabilidades familiares como aquella que 
precisamente tendría lugar al hilo de su doctrina jurisprudencial (STC núm. 26/2011, de 
14 de marzo). Piénsese que, las leyes, no son por sí mismas el medio más adecuado para 
promover el cambio social y no intervienen en él sino en la medida en que la conciencia 
social reúne las condiciones necesarias para que los cambios legislativos sean realmente 
                                                 
698 Tomo estas palabras de ROQUE, H., “Os conceitos jurídicos indeterminados em Direito da família e 
sua integração”, Lex familiae, núm. 4, julio-diciembre, 2005, pp. 93 y 95. 
699 Vid. SAVIGNY, F. K., Sistema de Derecho romano actual, t. I, trad. J. Mesía y M. Poley, Analecta, 
reproducción facsimilar, Navarra, 2004, pp. 69-71. 
700 En esta dirección, vid. GARCÍA GOYENA, op. cit., p. 665; GÓMEZ DE LA SERNA y MONTALBÁN, op. cit., 
p. 384; GUTIÉRREZ FERNÁNDEZ, op. cit., p. 462. 
701 Participan de la misma opinión BAYOD LÓPEZ, “La (in)aplicación...”, cit., p. 26; ORDÁS ALONSO, op. 
cit., p. 503. 




asumidos por parte de sus destinatarios, porque, como afirma Luis DÍEZ-PICAZO, la vida 
social se transforma en virtud de sus propias razones de tal manera que aquéllas tan solo 
vienen a levantar acta del cambio que en ella se produce702. Por ello, si al tiempo en que 
el principio de igualdad iba plasmándose en nuestras leyes civiles, uno de los miembros 
del matrimonio solía encargarse por sí solo del hogar con arreglo al modelo familiar que 
había conocido hasta entonces, aquéllas jamás lograrían que dejase de ser así mientras la 
jurisprudencia premiara dicho reparto de tareas atribuyendo a éste una compensación703. 
La aplicación práctica de la compensación por el trabajo desarrollado en el hogar 
da lugar a que se produzca, además, una “paradoja de la igualdad”. Robert ALEXY llama 
así a aquel fenómeno por el que habría de aceptarse una desigualdad de hecho para crear 
una igualdad jurídica y, esta igualdad jurídica, a su vez, amparase algunas desigualdades 
de hecho por la propia desigualdad fáctica que existe entre las personas704. Piénsese que 
obtener una compensación por este motivo implica no haber realizado ninguna actividad 
profesional fuera del hogar conforme a la práctica jurisprudencial contemporánea y, por 
ello, es posible que su acreedor también tenga derecho a una prestación compensatoria y 
a una pensión alimenticia al mismo tiempo, dadas las circunstancias, así como a ostentar 
el uso de la vivienda familiar en cuanto aquella compensación suele ser reconocida a las 
mujeres al igual que la custodia de los hijos menores como factor determinante para que 
les sea atribuido el uso de la misma; en cuyo caso la persecución de la igualdad jurídica 
a favor de las mujeres dedicadas a cuidar el hogar constante el régimen de separación de 
bienes podría convertirse en una desigualdad fáctica en perjuicio de sus maridos705. Para 
evitarlo, no obstante, se presentarían las siguientes alternativas: en primer lugar, derogar 
el derecho a percibir una compensación por el trabajo efectuado en el hogar; en segundo 
lugar, reconducirla a la prestación compensatoria; y, en tercer y último lugar, considerar 
un modelo compensatorio que resulte más eficiente entre los tres que han sido descritos. 
                                                 
702 Vid. DÍEZ-PICAZO Y PONCE DE LEÓN, L., “Familia y Derecho”, Familia y Derecho, Civitas, Madrid, 
1984, p. 36. 
703 Por este motivo se ha señalado que el derecho a que el trabajo doméstico sea compensado no consigue 
la igualdad pretendida por el legislador sino que consolida aún más los viejos etereotipos. Vid. CARRASCO 
PERERA, A., “El principio de no discriminación por razón de sexo”, Revista Jurídica de Castilla-La 
Mancha, núms. 11-12, enero-agosto, 1991, p. 20; RIBOT IGUALADA, “Comentarios a los artículos 232-5 a 
232-11 y 234-9 del Código Civil de Cataluña”, cit., p. 236; SANTOS MORÓN, op. cit., p. 40; ROSENBURY, 
op. cit., pp. 1285-1286. 
704 Vid. ALEXY, R., Teoría de los derechos fundamentales, trad. C. Bernal Pulido, Centro de Estudios 
Políticos y Constitucionales, 2ª edición, Madrid, 2007, p. 368. 
705 Así lo indican expresamente DE LOS MOZOS Y DE LOS MOZOS, “Comentarios a los artículos 1411 a 
1444 del Código Civil”, cit., p. 94; GUILARTE GUTIÉRREZ, “La necesidad...”, cit., p. 31. 
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La supresión de la compensación por el trabajo doméstico representa una medida 
de muy difícil ejecución por cuanto, en la práctica, al partir ésta de una visión jerárquica 
y masculina de la familia tradicional hábilmente explotada por una buena parte de cierto 
feminismo, el mismo que -en palabras de Joaquín RAMS- aspira a lograr ciertas ventajas 
hablando y discutiendo sobre una igualdad que en modo alguno desea, las consecuentes 
presiones por parte de estos grupos adquirirían un interés político y, más concretamente, 
electoral -como acertadamente augura Mariano YZQUIERDO-, contribuyendo a mantener 
incólume la pasividad de nuestro legislador706. Por consiguiente, cabría reparar quizá en 
la posibilidad de reconducir dicha compensación a la prestación compensatoria, siempre 
y cuando se aumentasen a su vez los derechos sucesorios del cónyuge viudo para el caso 
de que el régimen de separación de bienes se disolviera por fallecer el otro consorte. Sin 
embargo, no parece que ésta constituya una alternativa competitiva teniendo en cuenta el 
gran número de pronunciamientos jurisprudenciales que se han preocupado por resolver 
las diferencias existentes entre ambas compensaciones. Ello supone que tan solo restaría 
establecer otro modelo compensatorio que fuera más respetuoso con la igualdad como el 
de participación en las ganancias o el de restitución de un enriquecimiento injustificado. 
Un sector de nuestra jurisprudencia menor ha continuado aplicando el modelo de 
participación en las ganancias a la compensación por el trabajo prestado en el hogar aun 
después de que el Tribunal Supremo señalase que se excluye [...] que sea necesario para 
obtener la compensación que se haya producido un incremento patrimonial que pudiera 
en aquél (STS 14-7-2011 [RJ 2011, 5122]). Por ejemplo, en el caso enjuiciado por parte 
de la Audiencia Provincial de Madrid mediante sentencia de 1 de septiembre de 2011, el 
ponente indicaría que no constaba que durante la vigencia del régimen de separación de 
bienes el actor adquiriera para sí algún bien que incrementase de manera relevante su 
patrimonio, para valorar el derecho a percibir una compensación por el trabajo invertido 
en el hogar (SAP Madrid 1-9-2011 [JUR 2011, 343972]). También se ha desestimado su 
procedencia porque no fue la atención del hogar de uno de los consortes lo que propició 
que su cónyuge pudiera hacerse con unos [...] recursos económicos en la medida en que 
su verdadera procedencia era anterior a la unión conyugal -como si fuera el patrimonio 
inicial del mismo- (SAP Alicante 23-2-2012 [JUR 2012, 223186]) y por no demostrarse 
que a consecuencia de la dedicación al hogar de la recurrente ésta haya contribuido a 
                                                 
706 Respectivamente, vid. RAMS ALBESA, “Comentarios...”, cit., p. 1023; YZQUIERDO TOLSADA, M., 
Aspectos civiles del nuevo Código Penal (Responsabilidad civil, tutela del derecho de crédito, aspectos 
de Derecho de familia y otros extremos), Dykinson, Madrid, 1997, p. 442. 




la formación de riqueza en el otro cónyuge -mientras rigió la separación de bienes entre 
ambos- (SAP Córdoba 25-2-2013 [JUR 2013, 122935]). Por último, se ha compartido el 
criterio seguido por las partes, referente al criterio del patrimonio experimentado del 
esposo, que es una opción posible a tal fin (SAP Madrid 9-1-2012 [JUR 2012, 61149]). 
Sin embargo, es preciso adoptar la opinión de que sería un contrasentido, que en 
[...] separación de bienes, cada cónyuge con su fuente de ingresos, la distinta situación 
patrimonial de uno y otro a la extinción de ese régimen, determine la compensación por 
el trabajo doméstico realizado durante su vigencia -como estima la Audiencia Provincial 
de Córdoba- (SAP Córdoba 11-11-2002 [AC 2002, 1767]), y ello porque establecer una 
cuota o porcentaje a atribuir al cónyuge menos favorecido en el momento de producirse 
su extinción, a cargo del consorte, significaría desnaturalizar la esencia de este régimen 
[...] y asemejarlo al [...] de participación en las ganancias -tal y como advirtió incluso la 
jurisprudencia catalana- que ya está expresamente regulado por nuestro legislador como 
alternativa al de separación de bienes, y que aquéllos, pudiendo hacerlo, convinieron no 
adoptarlo para su matrimonio (STSJ Cataluña 27-4-2000 [RJ 2000, 4125]). Ello permite 
concluir que el modelo compensatorio de participación en las ganancias tan solo alberga 
interés para aquellos ordenamientos jurídicos que contemplen un régimen de separación 
de bienes como supletorio -como son el austriaco, el griego y el catalán-, pero nunca para 
aquellos otros en que éste ostente una condición convencional frente a otro régimen que 
se prevea como tal, a falta de una voluntad contraria en capitulaciones matrimoniales707. 
Huelga advertir que ésta es una circunstancia que concurre en nuestra legislación 
y que, por tanto, conviene ser prudentes y no tomar conclusiones precipitadas en torno a 
la conveniencia del modelo participativo sobre otras posibilidades como podría ser el de 
restitución de enriquecimientos injustificados. Éste es un modelo que no obstante habría 
quedado igualmente desplazado por parte del Tribunal Supremo en cuanto que, mientras 
el enriquecimiento injustificado exigiría que se produjera un enriquecimiento a favor del 
consorte, su doctrina jurisprudencial excluye expresamente que sea preciso demostrar su 
concurrencia para obtener de él la debida compensación por el trabajo desarrollado en el 
hogar. En la práctica, sin embargo, no ha sido ésta una circunstancia que haya impedido 
a los órganos jurisdiccionales inferiores continuar abogando en sus resoluciones por este 
modelo compensatorio -como tampoco pudo evitarlo con respecto al de participación en 
                                                 
707 En este sentido, vid. ASUA GONZÁLEZ, “El régimen...”, cit., pp. 99 y 102. 
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las ganancias, y con independencia de que las mismas sean susceptibles de casación-, un 
fenómeno que son plenamente capaces de confirmar las que se exponen a continuación. 
Un ejemplo de ello es que después de semejante exclusión haya llegado a decirse 
que, el hecho de que finalmente se tenga derecho a una determinada compensación [...] 
frente al otro cónyuge [...] dependerá de si, tras haber liquidado debidamente el régimen 
de separación de bienes, en la valoración global de aportaciones (incluido -y valorado 
pecuniariamente- el trabajo para la casa) para sufragar las cargas del matrimonio, hay 
uno de los cónyuges que ha contribuido en mayor medida o proporción -según hubieran 
alterado o no tal proporción por medio de acuerdo en contrario- a la que le corresponde 
hacerlo frente a su consorte (SAP Castellón 11-12-2012 [JUR 2013, 120596]); así como 
que la misma resulta de la comparación de la contribución de uno y otro cónyuge -en el 
debido levantamiento de las cargas del matrimonio-, computando como valor el trabajo 
doméstico (SAP Asturias 25-6-2013 [JUR 2013, 249032]). En puridad, si dicho trabajo 
[...] no ha constituido una sobreaportación al sostenimiento de las cargas familiares, no 
se justifica, entonces -en opinión de la Audiencia Provincial de Valladolid-, el derecho a 
percibir compensación alguna con motivo de su desempeño efectivo (SAP Valladolid 7-
11-2011 [JUR 2011, 403834]). Esta última solución parece más acorde con la ratio del 
precepto en que la misma se halla comprendida -como indica la Audiencia Provincial de 
Madrid, y comparten otras muchas-, una conclusión que no obstante podría extraerse del 
texto del artículo 3.1 del Código Civil (SAP Madrid 18-7-2012 [JUR 2012, 289363])708. 
 Este precepto establece cuáles son los criterios que han de tenerse en cuenta para 
interpretar las normas jurídicas y es posible que, además, en nuestro caso, contemplados 
conjuntamente todos y cada uno de ellos, arroje un halo de luz sobre la conveniencia del 
modelo de restitución frente al indemnizatorio que hasta el momento ha sido adoptado y 
defendido en reiteradas ocasiones por parte de nuestro Tribunal Supremo. Por ahora, sin 
embargo, tan solo interesa reparar sobre el primero de dichos criterios en cuya virtud las 
normas se interpretarán según el sentido propio de sus palabras -desde una perspectiva 
lingüística, si se quiere-, y para lo cual convendría aclarar algunas cuestiones semánticas 
en torno al concepto de “compensación” que emplea el legislador en el artículo 1438 del 
Código Civil, porque, mientras para algunos órganos jurisdiccionales la materia que nos 
                                                 
708 En igual dirección han ido manifestándose, además, otros órganos jurisdiccionales (v. gr. SSAP 
Orense 7-10-2016 [JUR 2016, 235048], Cádiz 18-7-2016 [JUR 2016, 223550], 24-6-2013 [JUR 2013, 
286362] y 19-12-2012 [JUR 2013, 62349], y Santa Cruz de Tenerife 24-6-2013 [JUR 2013, 321105]). 




ocupa es un reintegro y no una indemnización como con impropiedad suele indicarse en 
múltiples resoluciones (SAP Navarra 31-7-2003 [JUR 2003, 275635]), para otros, por el 
contrario, aquél es uno de los preceptos del Código Civil [...] que sí atienden a esa idea 
de indemnización o de resarcimiento (SAP La Coruña 25-11-2011 [JUR 2011, 429580]).  
 La controversia sobre semejante cuestión nominal podría resolverse rápidamente 
considerando el origen etimológico del verbo “indemnizar”. Éste procedería del vocablo 
latino indemnis o indemne, como resultado de la unión entre el prefijo in- y el sustantivo 
damnum, y en armonía con el significado que actualmente le confiere la Real Academia 
Española como la acción de “resarcir de un daño o perjuicio”709. Es evidente que ello se 
cohonestaría a la perfección con la finalidad que nuestro Tribunal Supremo le atribuye a 
la compensación del trabajo doméstico -de indemnización por el daño que entrañan para 
uno de los cónyuges las oportunidades profesionales y/o académicas perdidas a causa de 
su desempeño, recuérdese-, y esta última, a su vez, con el segundo significado que dicha 
institución recoge en su diccionario para el verbo “compensar” como aquella acción que 
consiste en “dar algo o hacer un beneficio a alguien en resarcimiento del daño, perjuicio 
o disgusto que se ha causado”. Sin embargo, no es éste el significado que ha de primar a 
este respecto, sino el primero de ellos, aquél por el cual “compensar” supone “igualar en 
opuesto sentido el efecto de una cosa con el de otra” -con arreglo a su antecedente latino 
compensāre o contrapesar o pesar juntamente dos cosas hasta igualarlas-, y a cuyo tenor 
nuestra compensación debería estimarse en este mismo sentido como “la acción y efecto 
de compensar”; en base a la definición que proporciona la Real Academia Española710. 
 Esta compensatio, entendida como equilibrio, sería mucho más afín al modelo de 
restitución que tratase de corregir el enriquecimiento injustificadamente producido entre 
el patrimonio de uno y otro consorte -pues, en realidad, este equilibrio es el objetivo que 
precisamente persigue conseguirse con la doctrina del enriquecimiento injustificado-, de 
lo que hoy lo es al indemnizatorio por pérdidas de oportunidad que establece el Tribunal 
Supremo por vía jurisprudencial711. Su conveniencia, no obstante, no solo se obtiene del 
análisis lingüístico del término empleado por el legislador, sino también del resto de los 
criterios interpretativos que el mismo prevé en el artículo 3.1 del Código Civil. Piénsese 
que si en base a éste las normas jurídicas han de interpretarse según el sentido propio de 
                                                 
709 Sobre semejantes cuestiones lingüísticas, vid. SEGURA MUNGUÍA, S., Nuevo diccionario etimológico 
latín-español y de las voces derivadas, Deusto, 4ª edición, Bilbao, 2010, pp. 190, 362 y 369. 
710 Ibid., p. 140. 
711 Ibid. 
AD RI ÁN  A R R É B O L A  B L AN CO  
291 
 
sus palabras, en relación con [...] los antecedentes [...] legislativos, el hecho de recordar 
cuanto se dispuso por el proyecto de ley de 14 de septiembre de 1979 a este respecto -en 
la medida en que éste precisaba como requisito del derecho a obtener una compensación 
por el trabajo desempeñado en el hogar que uno de los consortes se hubiese enriquecido 
durante el matrimonio- se traduciría en un argumento adicional a favor de la sustitución 
del modelo indemnizatorio, por el de restitución de un enriquecimiento injustificado712. 
 Ha de tenerse en cuenta que las normas se interpretarán además según el sentido 
propio de sus palabras, en relación con [...] la realidad social del tiempo en que han de 
ser aplicadas, en virtud del precepto antes citado. Es cierto que hoy el papel del hombre 
y de la mujer en el seno de la familia ha cambiado sustancialmente, pues -como declaró 
la jurisprudencia catalana a comienzos de nuestro siglo-, se ha pasado de un régimen de 
autoritarismo y maritocracia a un régimen de responsabilidad compartida en el ámbito 
del matrimonio; y es cierto también que la mujer -para quien se pensó principalmente el 
derecho a percibir una compensación por el trabajo doméstico- ha penetrado con fuerza 
en el mercado laboral como consecuencia de la aceptación sin reservas del principio de 
igualdad de sexos (STSJ Cataluña 27-4-2000 [RJ 2000, 4125]). Este cambio sociológico 
supone que, si la exclusión de la discriminación por razón del sexo halla su razón de ser 
en la voluntad de terminar con la histórica situación de inferioridad [...] que se traduce 
en dificultades específicas de la mujer para el acceso al trabajo y su promoción dentro 
del mismo -en palabras del Tribunal Constitucional-, el resultado de la compensación de 
su trabajo en el hogar no puede ser jamás el de fomentar tales desigualdades; tal y como 
sucedería precisamente bajo la doctrina del Tribunal Supremo, cuya interpretación sobre 
el particular hace mucho más rentable dedicarse a las atenciones domésticas que realizar 
una actividad profesional fuera del hogar (STC núm. 166/1988, de 26 de septiembre)713. 
Por último, el legislador dispone que las normas se interpretarán [...] atendiendo 
fundamentalmente al espíritu y finalidad de las mismas. Es evidente que, no solo a tenor 
del propósito perseguido por aquél mediante la ley de 13 de mayo de 1981, sino en base 
a la propia interpretación del Tribunal Supremo, el derecho a percibir una compensación 
por el trabajo realizado en el hogar plasma el principio constitucional de igualdad [...] y 
ello para evitar cualquier desequilibrio en el régimen de separación de bienes (STS 26-
4-2017 [RJ 2017, 1720]). Sin embargo, si este principio de igualdad y no discriminación 
                                                 
712 En este sentido, vid. MORENO-TORRES HERRERA, op. cit., pp. 110-112. 
713 Así lo indica CUENA CASAS, “Comentarios...”, cit., p. 10122. 




por razón de sexo pretende facilitar el acceso de las mujeres al trabajo profesional, quizá 
resultaría mucho más igualitario que dicho régimen de separación de bienes careciese de 
cualquier clase de correctivo y, por ende, de toda compensación, pues, en definitiva, ello 
empujaría a aquéllas a salir del núcleo doméstico para desarrollar un trabajo remunerado 
para evitar las perversas consecuencias de su régimen económico-matrimonial714. Puede 
que, en defecto de su supresión legislativa, este propósito se halle igualmente al alcance 
del modelo de restitución en la medida en que el mismo convertiría la compensación por 
el trabajo desempeñado en el hogar en un mero derecho de reembolso o de reintegro715.  
La jurisprudencia ha hecho valer a este respecto la opinión que antaño fue puesta 
de manifiesto por el profesor LACRUZ al puntualizar que el trabajo doméstico, en cuanto 
constituye uno de los recursos económicos que están a disposición de los consortes para 
cumplir con su deber de contribuir al levantamiento de las cargas matrimoniales -a tenor 
del artículo 1438 del Código Civil-, es también susceptible de reintegro o reembolso; en 
base a lo cual aquélla le ha otorgado esta misma denominación a la citada compensación 
por el trabajo prestado en el hogar, para el caso de regirse ésta conforme a un modelo de 
restitución (SSAP Asturias 25-6-2013 [JUR 2013, 249032], Valladolid 7-11-2011 [JUR 
2011, 403834], Madrid 1-9-2011 [JUR 2011, 343972] y Navarra 2-6-2004 [JUR 2004, 
258769])716. Sin embargo, aunque es cierto que a efectos prácticos este modelo tendente 
a la restitución del enriquecimiento injustificado podría suponer la absoluta desaparición 
de la compensación -en cuanto herramienta correctora de las consecuencias del régimen 
de separación de bienes, y fomentar con ello la incorporación de las mujeres al mercado 
profesional-, no lo es menos que el mismo conduciría al contrasentido de consagrar para 
el régimen de separación de bienes un derecho de reintegro específico al que en ninguna 
                                                 
714 Participan de esta opinión RIPERT, op. cit., p. 3; SANTORO-PASSARELLI, F., “Criteri per la riforma del 
Diritto di famiglia”, Studi in onore di Gioacchino Scaduto, t. III, Cedam, Padua, 1970, pp. 175-176; 
CABRILLO RODRÍGUEZ, op. cit., p. 88; CECCHINI ROSELL, X., “La compensació econòmica per raó del 
treball en el règim de separació de béns: comentario a la sentència del Tribunal Superior de Justícia de 
Catalunya de 27 d’abril de 2000”, La Llei de Catalunya, núm. 329, enero, 2001, p. 3. 
715 En idéntica dirección, vid. BERCOVITZ RODRÍGUEZ-CANO, “Comentario...”, cit., p. 152; GAVIDIA 
SÁNCHEZ, J. V., “Compensación del enriquecimiento injusto y principio de protección al conviviente 
perjudicado por la situación de hecho”, La Ley, núm. 3, 2003, p. 1529; ID., “Enriquecimiento...”, cit., pp. 
1894 y 1903; ASUA GONZÁLEZ, “La compensación...”, cit., p. 1098; ID., “El régimen...”, cit., pp. 91 y 93-
94; CUENA CASAS, “Comentarios...”, cit., p. 10121; ÁLVAREZ OLALLA, M. P., Responsabilidad 
patrimonial en el régimen de separación de bienes, Aranzadi, Pamplona, 1996, p. 105. 
716 Vid. LACRUZ BERDEJO, J. L., “La disolución y liquidación del régimen económico del matrimonio en 
el convenio regulador”, en INSTITUTO DE CIENCIAS PARA LA FAMILIA, Convenios reguladores de las 
relaciones conyugales, paterno-filiales y patrimoniales en las crisis del matrimonio. Bases conceptuales y 
criterios judiciales, Universidad de Navarra, 2ª edición, Pamplona, 1989, pp. 284-285. 
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otra circunstancia podrían acudir los cónyuges sino es en base a las normas generales de 
obligaciones y contratos, ni siquiera en aplicación del artículo 1319 del Código Civil717. 
 Huelga decir que éste jamás representaría un inconveniente imposible de superar 
en la medida en que gran parte de nuestra doctrina juzga de una manera favorable que el 
sistema de reintegros que suelen operar para los regímenes económico-matrimoniales de 
signo comunitario, son igualmente aplicables a los de separación de bienes; sin perjuicio 
además de las múltiples ventajas que proporciona en la práctica el modelo de restitución 
sobre el actualmente vigente, por vía jurisprudencial, de supuesta indemnización por las 
oportunidades profesionales y/o académicas perdidas por parte del cónyuge dedicado en 
exclusiva a la atención de los menesteres domésticos718. Son precisamente estas ventajas 
las que sirven de justificación para proponer aquí la sustitución de este modelo por el de 
restitución del enriquecimiento injustificadamente experimentado durante el régimen de 
separación de bienes por alguno de los cónyuges -para el caso de intervenir el trabajo de 
su consorte en el seno del hogar-, en defecto tanto de la improbable supresión legislativa 
del derecho a ser compensado por el trabajo doméstico a la disolución del mismo, como 
de su unificación con la prestación compensatoria -acompañada de las correspondientes 
reformas que redunden en beneficio de la viudedad-, según se concluirá a continuación: 
 En primer lugar, aplicar el modelo de restitución tendría por consecuencia que el 
derecho a ser compensado por ocuparse de los cometidos del hogar no dispusiera 
de un reconocimiento automático en la práctica: a partir de la mera constatación 
de trabajo doméstico por parte de uno de los cónyuges, o bien por el mero hecho 
de que uno de los cónyuges haya hecho una aportación relevante o significativa 
para el trabajo doméstico, superior a la del otro; una práctica que ha obtenido el 
reproche de algunos órganos jurisdiccionales (SSAP Cádiz 18-7-2016 [RJ 2016, 
223550] y Castellón 11-12-2012 [JUR 2013, 120596]). En su lugar, sería preciso 
que los cónyuges, recíprocamente -o, en su caso, el supérstite y los herederos del 
fallecido-, se rindieran cuentas de cuanto invirtieron para el levantamiento de sus 
respectivas cargas matrimoniales -tanto con su trabajo doméstico como por otros 
medios-, a fin de que su actividad en el hogar tan solo fuese compensada cuando 
de aquellas cuentas resultara un saldo positivo a percibir por parte de su ejecutor. 
                                                 
717 Estimando la inaplicación del régimen general de los reintegros propios de los regímenes económico-
matrimoniales de signo comunitario, para los de separación de bienes, vid. infra, p. 374, n. 896. 
718 Por todos, estimando favorablemente la aplicación del sistema de reintegros al régimen de separación 
de bienes, vid. BERCOVITZ RODRÍGUEZ-CANO, “Comentario...”, cit., p. 152. 




Sería posible que, no obstante, se dieran ciertos supuestos en que resultase difícil 
demostrar cuáles fueron precisamente las cargas del matrimonio del momento en 
que se alegase una contribución excesiva en su levantamiento, cuánto invirtieron 
cada uno de los cónyuges a tales efectos o cuáles fueron los recursos económicos 
que éstos tenían en su haber para hacerle frente719. Un ejemplo de ello se observa 
en uno de los supuestos que a este respecto han sido enjuiciados por la Audiencia 
Provincial de Zaragoza, y en cuya sentencia se hizo constar que mientras por una 
parte, en cuanto a los recursos económicos con que los cónyuges deben subvenir 
al levantamiento de las cargas del matrimonio, los ingresos [...] de la esposa son 
conocidos y su ingreso en las cuentas familiares -desde las cuales eran atendidas 
dichas cargas- perfectamente comprobables; por otra, los procedentes del esposo 
[...] han constituido una nebulosa imposible de descifrar; una cuestión de hecho 
por la que después terminaría por concluir que su colaboración al levantamiento 
de las cargas familiares ha sido [...] imposible de concretar, a efectos de obtener 
la compensación oportuna (SAP Zaragoza 29-11-2002 [JUR 2002, 32493]). Esto 
no representaría, sin embargo, ningún argumento lo suficientemente sólido como 
para desvirtuar el modelo de restitución, pues, en puridad, no sería sino una mera 
contingencia atinente al onus probandi y que podría darse en cualquier otro caso. 
 En segundo lugar, adoptar el modelo de restitución traería consigo un método de 
cuantificación más estricto y del que resultarían cantidades mucho más modestas 
que del aplicado por el Alto Tribunal, en tanto las mismas quedarían rígidamente 
constreñidas por el enriquecimiento y empobrecimiento correlativo: el exceso de 
contribución que en cada caso pudiera desprenderse de las cuentas rendidas entre 
los interesados con respecto al levantamiento de las cargas del matrimonio. Estas 
limitaciones harían abandonar la denominación que antaño le fue impropiamente 
conferida por parte de nuestra doctrina a la compensación correspondiente por el 
trabajo doméstico, como un “elemento comunitario”720. Si bien es cierto que hoy 
en día puede percibirse por tal concepto más de lo que en cambio podría lograrse 
tras liquidar una sociedad de gananciales -resultado que siempre trató de impedir 
la jurisprudencia catalana-, no lo es menos que dicha compensación no ha creado 
                                                 
719 Advierte de ello SINAY, H., “Le travail non rémunéré au sein du couple”, Mélanges à la mémoire de 
Danièle Huet-Weiller, LGDJ, París, 1994, p. 438. 
720 Vid. MONTÉS PENADÉS, V. L., “Comentarios a los artículos 1435 a 1444 del Código Civil”, 
Comentarios a las reformas del Derecho de familia, v. I, Tecnos, Madrid, 1984, p. 1938. 
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jamás comunidad alguna entre los bienes de los consortes; motivo por el que mal 
podría responder a semejante calificación en un régimen de separación de bienes 
(SSTSJ Cataluña 3-11-2008 [RJ 2009, 3141] y 12-11-2007 [RJ 2009, 3266])721. 
Ello quería decir que la compensación por el trabajo doméstico traía consigo una 
comunicación entre los haberes patrimoniales de los cónyuges que, si bien era lo 
esperado en un régimen económico-matrimonial de índole comunitaria -y, al que 
la mayoría de la población española estaba acostumbrada hasta su inserción en la 
legislación vigente-, no lo era en absoluto para el de separación de bienes. Evitar 
esta comunicación no ha sido sin embargo el objetivo perseguido por el Tribunal 
Supremo en su unificación de doctrina, en cuanto el método utilizado por él para 
cuantificar el señalado derecho parece [...] que [...] retribuye [...] una especie de 
[...] salario, contrario a la sistemática del régimen matrimonial, a la comunidad 
de vida y a los deberes inherentes al matrimonio (SAP Asturias 31-3-2014 [JUR 
2014, 119127]), y que menosprecia la dignidad de la persona, al contar los años 
de matrimonio como si se hubiese tratado de una relación laboral que ha de ser 
retribuida entre los consortes (SAP Barcelona 11-7-2014 [JUR 2014, 236945]).  
El salario mínimo interprofesional en que se apoya dicho método marca el límite 
por debajo del que está prohibido tanto comprar como vender trabajo; un criterio 
que, evidentemente, no reviste la misma importancia en el interior de los hogares 
que en el ámbito empresarial722. Una excepción podría ser desde luego el caso en 
el que debiera repararse la pérdida de las capacidades para desempeñar el trabajo 
doméstico, una circunstancia que no concurre aquí porque no tratan de resarcirse 
tales capacidades perdidas, sino las oportunidades sacrificadas por cualquiera de 
los cónyuges fuera del hogar; motivo por el que el Alto Tribunal debió valorar el 
trabajo desarrollado en el interior del mismo conforme a su coste de oportunidad 
en lugar de remitirse a su coste de sustitución (cfr. art. 84.1 LRCSCVM)723. Este 
último será, sin embargo, el criterio al que deba atenderse para establecer cuanto 
corresponda en concepto de compensación por dicho trabajo en caso de aplicarse 
el modelo de restitución, aunque con los matices que más adelante se expondrán. 
                                                 
721 Participan de esta opinión, comparando los resultados de la liquidación de una sociedad de gananciales 
con la compensación del trabajo doméstico -en virtud de la doctrina jurisprudencial actualmente adoptada 
por parte de nuestro Tribunal Supremo-, las profesoras DE AMUNÁTEGUI RODRÍGUEZ, “Límites...”, cit., p. 
196; GUTIÉRREZ SANTIAGO, “Relaciones...”, cit., p. 577; MORENO-TORRES HERRERA, op. cit., p. 130. 
722 Así lo define DURÁN HERAS, op. cit., pp. 275-277. 
723 Distinguiendo ambos criterios, vid. MARTÍN CASALS, op. cit., pp. 456-457. 




La jurisprudencia menor ha declarado a los mismos efectos que la compensación 
del trabajo efectuado en el hogar debe limitarse al exceso de la contribución que 
correspondería a cada cónyuge -es decir, al enriquecimiento y empobrecimiento 
injustificadamente experimentados por sus respectivos haberes patrimoniales- en 
cumplimiento del deber que les asiste de subvenir al levantamiento de las cargas 
del matrimonio, ex artículo 1438 del Código Civil (SSAP Cádiz 18-7-2016 [JUR 
2016, 223550], 24-6-2013 [JUR 2013, 286362], 19-12-2012 [JUR 2012, 62349] 
y Santa Cruz de Tenerife 26-6-2013 [JUR 2013, 321105]). Piénsese que, si en tal 
compensación realmente late una idea [...] de retribución -como ha subrayado la 
Audiencia Provincial de Madrid- que la hace asimilable a una especie de salario 
devengado y no cobrado -a juicio de la Audiencia Provincial de Murcia-, debería 
recordarse que la soldada del cabaler participa de esta misma naturaleza jurídica 
y por el contrario se estaca una vez transcurridos diez años (SSAP Madrid 16-9-
2011 [JUR 2011, 357045], Murcia 29-10-2002 [JUR 2003, 71008])724. En ello se 
observa una limitación cuantitativa que no solo ha sido contemplada para el caso 
del cabalatge, sino también para otras muchas figuras jurídicas que en el pasado 
ocuparon el lugar que hoy en día ostenta la compensación del trabajo doméstico. 
Los jurisconsultos romanos ya previeron que los maridos contaran a su favor con 
un beneficium competentiae en cuya virtud no pudiesen resultar condenados más 
allá de sus propias posibilidades, en la restitución de la dote725. Reflejo de ello es 
el hecho de que, hoy en día, algunos legisladores europeos dispensen de pagar el 
crédito de participación en las ganancias cuando resulte grave o manifiestamente 
contrario a la equidad (cfr. art. 1579 CCF y §1381 BGB). Si bien es cierto que se 
trata de una limitación que ha sido interpretada de una forma muy restrictiva por 
parte de la jurisprudencia alemana -según señala Jens Martin SCHERPE-, muestra 
con absoluta claridad que en la práctica pueden producirse circunstancias en que 
no resulte oportuno el establecimiento de compensaciones entre consortes726. Por 
tanto, si en el régimen de participación en las ganancias se precisa una limitación 
como la descrita, no sería difícil pensar que la misma fuera aún más necesaria en 
uno de separación de bienes cuya compensación no está ceñida por las ganancias 
de los consortes, como sin embargo sucede con aquél. De hecho, algunas figuras 
                                                 
724 Por todos, vid. LALINDE ABADÍA, Capitulaciones..., cit., p. 230. 
725 D. 42, 1, 20; D. 24, 3, 12; D. 24, 3, 13; CI. 5, 13, 1, 2; CI. 5, 13, 1, 5. 
726 Vid. SCHERPE, op. cit., p. 6. 
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jurídicas propias de los regímenes económico-matrimoniales de signo separatista 
se hallaban limitadas en su cuantía por el valor de las dotes -véanse las arras y el 
esponsalicio o escreix-, motivo por el que cobra interés la sugerencia de trasladar 
la limitación aludida a la legislación española ex artículo 3.2 del Código Civil727. 
 En tercer lugar, en la medida en que el modelo de restitución procuraría restaurar 
el enriquecimiento injustificadamente producido en el patrimonio de cada uno de 
los cónyuges, por los desequilibrios que hubieran tenido lugar en sus respectivas 
contribuciones al levantamiento de las cargas del matrimonio, es evidente que su 
aplicación se mostraría absolutamente respetuosa con esta disciplina. La doctrina 
del Tribunal Supremo ha sido criticada precisamente porque, en su aplicación, la 
compensación debida por el trabajo efectuado en el hogar operaría al margen de 
que esa obligación de contribución [...] se haya respetado (SAP Córdoba 11-11-
2002 [AC 2002, 1767]); cuando, además, ese deber se contempla como el factor 
determinante de tal resarcimiento (SAP Madrid 25-2-2003 [JUR 2003, 94256]). 
La communis opinio considera oportuno evaluar el trabajo doméstico con arreglo 
a sus costes de sustitución siempre que se trate de determinar la contribución que 
mediante su ejercicio pueda realizar su ejecutor en el levantamiento de las cargas 
matrimoniales, pero nunca para cuantificar la compensación que después pudiera 
corresponder por esta causa728. Piénsese que, en este caso -y, según acontece con 
la doctrina jurisprudencial vigente-, dicho trabajo sería objeto de una inadmisible 
duplicidad contable que supondría el devolver, a título de compensación, aquello 
que se estuvo legal o convencionalmente obligado a sufragar en el levantamiento 
de las cargas matrimoniales (SSAP Córdoba 11-11-2002 [AC 2002, 1767]). Esto 
significaría que, si uno de los cónyuges llegase a percibir una compensación por 
su dedicación al hogar, no habría contribuido en nada por esta vía; y que, en caso 
de ser ésta su única manera de contribuir -como precisa el Alto Tribunal para ser 
                                                 
727 Vid. DE LOS MOZOS Y DE LOS MOZOS, “Comentarios a los artículos 1411 a 1444 del Código Civil”, 
cit., p. 202. 
728 Sostieniendo la validez de este criterio de valoración en cuanto atañe al levantamiento de las cargas del 
matrimonio, vid. ALBALADEJO GARCÍA, Curso..., t. IV, cit., p. 188; LACRUZ BERDEJO et al., Elementos..., 
t. IV, cit., p. 262; BERCOVITZ RODRÍGUEZ-CANO, “Comentario...”, cit., p. 152; ROCA TRÍAS, “El règim...”, 
cit., p. 427; SERRANO ALONSO, op. cit., p. 469. Sin embargo, matizando que dicho criterio de valoración 
no debe seguirse para cuantificar la compensación correspondiente, vid. SERRANO ALONSO, op. cit., p. 
469; CUENA CASAS, “Comentarios...”, cit., p. 10122; EGEA FERNÁNDEZ, J., “Comentarios a los artículos 4 
y 5 del Código de Familia”, en EGEA FERNÁNDEZ, J. y FERRER RIBA, J. (dirs.), LAMARCA MARQUÉS, A. y 
RUISÁNCHEZ CAPELASTEGUI, C. (coords.), Comentaris al Codi de Família, a la llei d’unions estables de 
parella i a la llei de situacions convivencials d’ajuda mútua, Tecnos, Madrid, 2000, p. 111. 




acreedor de aquélla-, solo habría contribuido uno de los cónyuges; un resultado a 
priori incomprensible después de que el Tribunal Supremo señalara en sus reglas 
coordinadas que la separación de bienes no exime a ninguno de los cónyuges del 
deber de contribuir (SSAP Cádiz 18-7-2016 [JUR 2016, 223550] y 19-12-2012 
[JUR 2013, 62349] y Santa Cruz de Tenerife 26-6-2013 [JUR 2013, 321105])729. 
La jurisprudencia menor ha entendido por esta misma razón que el motivo por el 
que existe esa compensación es de alguna manera privilegiar al cónyuge que de 
forma exclusiva se ha dedicado al [...] hogar -a juicio de la Audiencia Provincial 
de Badajoz-, pues, de entenderse así, surgiría una desigualdad [...] que también 
cabría apreciar en la posición de uno y otro cónyuge -como estima la Audiencia 
Provincial de Asturias-, pues tras agotar el fruto de sus respectivos trabajos, en 
casa y fuera de ella, en el sostenimiento del matrimonio [...] uno de ellos gozaría 
de un crédito frente al otro en razón a ese trabajo doméstico (SSAP Badajoz 8-
11-2016 [JUR 2016, 264837] y Asturias 31-3-2014 [JUR 2014, 119127])730. Ello 
no solo llega al absurdo de compensar a quien cumple una obligación legal, sino 
también al de conferir a dicho trabajo un trato privilegiado sobre otras formas de 
contribuir al levantamiento de las cargas matrimoniales que sin embargo carecen 
de compensación; una circunstancia muy poco deseable que desde luego evitaría 
el modelo de restitución, en cuanto éste tan solo atribuiría compensación a quien 
hubiera contribuido excesivamente a tal fin, fuera o no con trabajo doméstico731. 
 En cuarto lugar, seguir el modelo de restitución no incrementaría en absoluto los 
costes de la separación y el divorcio en la medida en que convertiría el derecho a 
percibir una compensación en un mero derecho de reintegro al que los cónyuges 
podrían apelar, incluso, en defecto de su previsión legislativa. Ello guardaría una 
absoluta conformidad con la evolución que ha venido experimentándose durante 
los últimos años en nuestro Derecho de familia732. Recuérdese que la ley de 8 de 
julio de 2005 suprimió el incumplimiento de los deberes conyugales como causa 
de separación y divorcio con el propósito de ampliar el ámbito de libertad de los 
                                                 
729 En este sentido, vid. ORDÁS ALONSO, op. cit., pp. 482 y 488; CABEZUELO ARENAS, “¿Por qué...”, cit., 
p. 75. 
730 En igual dirección lo considera discriminatorio RAGEL SÁNCHEZ, L. F., ¿A qué obliga el matrimonio?, 
Universidad de Extremadura, Cáceres, 1998, p. 104. 
731 Apuntando lo absurdo de dicho resultado, vid. CAPARROS, “Les régimes...”, cit., p. 71; COSSETTE, op. 
cit., p. 467. 
732 Así lo indican MARTÍN CASALS y RIBOT IGUALADA, op. cit., p. 524. 
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cónyuges en lo relativo al ejercicio de la facultad de solicitar la disolución de la 
relación matrimonial, según anunciaba su exposición de motivos. Por lo tanto, si 
nuestros jueces y tribunales comenzasen a reconocer de un modo generalizado la 
viabilidad de indemnizaciones por este preciso motivo -como está sucediendo ya 
al amparo de la doctrina jurisprudencial vigente en materia de compensación por 
el trabajo doméstico-, estaría reintroduciéndose el mismo sistema de separación 
y divorcio que pretendía derogarse por dicha ley -el basado en la culpa de uno de 
los cónyuges-, además de encarecer excesivamente los costes de su obtención733. 
La aplicación de la doctrina jurisprudencial vigente entraría por tanto en absoluta 
contradicción con las tendencias que actualmente imperan sobre este particular y 
que persiguen lograr un clean break -como acontece en los sistemas de equitable 
distribution y de ancillary relief-, en cuya virtud quedarían liquidadas de una vez 
y para siempre las consecuencias patrimoniales de la separación y el divorcio; un 
objetivo que permanecería inalcanzable para un régimen de separación de bienes 
susceptible de ser calificado de ruinoso -y así lo hace expresamente la Audiencia 
Provincial de Badajoz- como consecuencia del modo en que ha de comprenderse 
el derecho a percibir una compensación por el trabajo invertido en el hogar (SAP 
Badajoz 8-11-2016 [JUR 2016, 264837])734. Esta interpretación tiene el poder de 
transformar la separación de bienes en una opción poco competitiva para quienes 
se propongan su adopción, así como de dificultarles la salida del matrimonio una 
vez estipulado en sus capítulos matrimoniales; un doble efecto disuasorio que sin 
duda podría impedirse apostando por un modelo compensatorio de restitución735. 
 En quinto lugar, el modelo de restitución muestra una mayor conformidad con la 
igualdad de los cónyuges. Por un lado, no exigiría una dedicación exclusiva a las 
tareas domésticas capaz de perpetuar el reparto tradicional de funciones entre el 
hombre y la mujer que es repudiado por la jurisprudencia europea, sino más bien 
                                                 
733 Participa de esta opinión FERRER RIBA, “Relaciones...”, cit., p. 15. En cuanto al aumento del coste de 
la separación y el divorcio, también la comparten SALVADOR CODERCH, P. y RUIZ GARCÍA, J. A., 
“Comentario al artículo 1 del Código de Familia”, en EGEA FERNÁNDEZ, J. y FERRER RIBA, J. (dirs.), 
LAMARCA MARQUÉS, A. y RUISÁNCHEZ CAPELASTEGUI, C. (coords.), Comentaris al Codi de Família, a 
la llei d’unions estables de parella i a la llei de situacions convivencials d’ajuda mútua, Tecnos, Madrid, 
2000, p. 63. 
734 Así define el clean break la profesora VALPUESTA FERNÁNDEZ, M. R., “El Derecho de familia”, en 
DÍEZ-PICAZO GIMÉNEZ, G. (coord.), Derecho de familia, Civitas, Navarra, 2012, pp. 117-118. 
735 Señalan estos efectos GUTIÉRREZ SANTIAGO, “Relaciones...”, cit., pp. 595-596; DE AMUNÁTEGUI 
RODRÍGUEZ, “Límites...”, cit., p. 196. 




todo lo contrario en cuanto fomentaría que esta última saliera del hogar y lograse 
acceder a un empleo cuya retribución le dotara de una posición económicamente 
no dependiente -y, por ende, igualitaria- con respecto a su marido; una condición 
que resulta indispensable para lograr su completa liberación (STSJUE 30-9-2010 
[TJCE 2010, 280])736. Por otro lado, tampoco generaría ningún trato privilegiado 
hacia el trabajo doméstico frente a cualesquiera otras maneras de contribuir en el 
levantamiento de las cargas del matrimonio que por el contrario pudieran carecer 
de compensación -y que, por tanto, dieran lugar a un tratamiento discriminatorio 
quienes hiciesen uso de ellas-, pues, en puridad, el exceso contributivo que daría 
lugar a ésta conforme al citado modelo, no haría distinción alguna entre aquéllas. 
La influencia de las ideas cristianas sobre los efectos jurídicos del matrimonio ha 
coadyuvado a identificar la igualdad de los consortes con una división igualitaria 
en las ganancias obtenidas indistintamente por uno y otro durante el mismo. Esta 
concepción ha servido incluso de gran ayuda para que durante mucho tiempo, un 
régimen económico-matrimonial claramente contrario a esta división -como es el 
de separación de bienes-, fuese a su vez considerado tan contrario al matrimonio 
que resultara incapaz de permanecer vigente sin ser corregido por cualquier clase 
de compensación. DURÁN Y BAS manifestaba hace ya más de un siglo que dicha 
división por mitades no se corresponde correctamente con la pretendida igualdad 
entre los consortes, porque, en realidad, si bien es cierto que en caso de asociarse 
dos individuos para una determinada empresa con igualdad de fuerzas, sus frutos 
han de ser igualmente comunes a ambos, no lo sería menos que de no existir esta 
igualdad, aquéllos debieran ser divididos en proporción al capital. La igualdad se 
lograría por tanto mediante una adjudicación proporcional como también se dota 
de una mayor remuneración al mayor trabajo; un resultado que quizá se extraería 
con más facilidad de un régimen económico-matrimonial de orden separatista737. 
La jurisprudencia menor comparte también que el propósito del legislador no fue 
sino el de paliar el principal defecto que siempre había recaído sobre el régimen 
                                                 
736 Negando también que el modelo de restitución exija acreditar una dedicación exclusiva al hogar para 
obtener la debida compensación, vid. ASUA GONZÁLEZ, “El régimen...”, cit., p. 104. Por todos, sostiene 
que el acceso a un puesto de trabajo es determinante para lograr la liberación de las mujeres y acabar con 
dicho reparto de tareas BERCOVITZ RODRÍGUEZ-CANO, Derecho de la persona, cit., pp. 55-56. 
737 Vid. DURÁN Y BAS, M., Memoria de las instituciones del Derecho civil de Cataluña: escrita con 
arreglo á lo dispuesto en el artículo 4.º del Real Decreto de 2 de febrero de 1880, Imprenta de la Casa de 
Caridad, Barcelona, 1883, p. 54. 
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de absoluta separación de bienes al no hacer partícipes a ambos cónyuges de las 
ganancias del matrimonio, en la medida en que tal incomunicación haría de peor 
condición a aquel de los cónyuges que dedicara su atención a satisfacer las tareas 
domésticas sin emprender además ninguna otra clase de actividades remuneradas 
fuera del hogar; una circunstancia que transformaría la compensación del trabajo 
doméstico en una cuestión de género por cuanto dicho cónyuge es generalmente 
la mujer, como reconocen nuestros propios jueces y tribunales (SSAP Cádiz 19-
12-2012 [JUR 2013, 62349] y Palencia 21-5-2012 [JUR 2012, 242294]). En este 
caso podría pensarse, incluso, dadas las consecuencias prácticas a que está dando 
lugar la interpretación del Tribunal Supremo, si su aplicación está resultando en 
cierto modo contraproducente en cuanto nuestro legislador llama discriminatoria 
a la situación en que una disposición [...] o práctica aparentemente neutros pone 
a personas de un sexo en desventaja particular; pues, en realidad, la igualdad de 
género se obtendría precisamente con una separación absoluta -y no corregida en 
base a compensación alguna- de bienes que fomentara el acceso de las mujeres a 
un trabajo retribuido, en iguales condiciones a sus maridos (cfr. art. 6.2 LOI)738. 
 En sexto lugar, el modelo de restitución haría que la compensación por el trabajo 
doméstico fuese absolutamente compatible con la prestación compensatoria. Ello 
se explica por el hecho de que las oportunidades perdidas por los cónyuges como 
consecuencia de su dedicación doméstica tan solo serían tomadas en cuenta para 
fijar esta última, mientras aquélla abandonaría de una vez por todas los costes de 
oportunidad a la hora de ser cuantificada. La compensación del trabajo efectuado 
en el hogar durante el régimen de separación de bienes solamente consideraría el 
coste de sustitución del mismo -el salario que cobraría una tercera persona por su 
realización, y no el valor de las oportunidades que hubiese perdido cualquiera de 
los cónyuges a cambio de su desempeño efectivo- a efectos del levantamiento de 
las cargas matrimoniales, para averiguar, en consecuencia, si se produjo o no una 
contribución excesiva capaz de justificar su restitución por medio de aquélla. Por 
tanto, este cambio de criterio en la valoración del trabajo doméstico contaría con 
                                                 
738 Creen que la compensación por el trabajo doméstico resulta discriminatoria DE LOS MOZOS Y DE LOS 
MOZOS, “Comentarios a los artículos 1411 a 1444 del Código Civil”, cit., p. 94; GUILARTE GUTIÉRREZ, 
“La necesidad...”, cit., p. 31. 




la gran ventaja de evitar el doble resarcimiento de las oportunidades perdidas por 
el cónyuge dedicado al hogar mediante la concurrencia de ambas prestaciones739. 
 En séptimo y último lugar, aplicar el modelo de restitución permitiría renunciar a 
la compensación que pudiera corresponder por el trabajo emprendido en el hogar 
tanto antes como después de extinguirse el régimen de separación de bienes; una 
renuncia que por el contrario podría encontrar algunas dificultades en un modelo 
indemnizatorio en que fuese aplicable la prohibición de renunciar a la acción por 
dolo -ex artículo 1102 del Código Civil-, como el que aplica el Alto Tribunal. La 
restitución que en su caso debiera emprenderse en virtud del modelo señalado no 
hallaría sin embargo demasiados obstáculos en cuanto a dicha renuncia. Piénsese 
que, para legitimar el derecho a percibir la compensación oportuna por el trabajo 
invertido en el hogar, el mismo exigiría practicar una previa rendición de cuentas 
entre los consortes para conocer si sus respectivas aportaciones al levantamiento 
de las cargas del matrimonio dieron lugar a un exceso contributivo; y que ésta es 
una operación que por su complejidad suele ser dispensada en las capitulaciones 
matrimoniales, entrañando una previa renuncia a cuanto pudiera proceder por tal 
concepto en caso de que dichas cuentas llegaran a arrojar resultados positivos740. 
 Las ventajas que acaban de exponerse muestran la conveniencia de reemplazar el 
modelo compensatorio implícito en la doctrina del Tribunal Supremo -de indemnización 
por las oportunidades profesionales y/o académicas perdidas- por uno dirigido a restituir 
el enriquecimiento injustificadamente experimentado por el haber patrimonial de alguno 
de los cónyuges como consecuencia del trabajo desarrollado por el otro en el hogar. Son 
muchos los autores que hasta la fecha han propuesto adoptar esta misma solución como 
alternativa a la doctrina jurisprudencial vigente, y, además, en un número muy superior 
a quienes en su lugar abogan por otros modelos compensatorios. Sin embargo, conviene 
destacar también que ninguno de ellos se ha propuesto aún asumir la labor de desarrollar 
el régimen jurídico que habría de respetar el derecho a percibir una compensación por el 
trabajo invertido en el hogar, con arreglo al citado modelo de restitución. Ésta es la tarea 
que será abordada a partir de este momento, y que necesariamente debería comenzar por 
                                                 
739 Así lo indica también CABEZUELO ARENAS, A. L., “Disposiciones comunes a la nulidad, separación y 
divorcio (II)”, en YZQUIERDO TOLSADA, M. y CUENA CASAS, M. (dirs.), Tratado de Derecho de la 
Familia, v. II, Aranzadi, 2ª edición, Navarra, 2017, p. 582; ID., “¿Por qué...”, cit., pp. 88-89. 
740 Aludiendo a estas cláusulas de exoneración, vid. REBOLLEDO VARELA, Separación..., cit., p. 452; 
ÁLVAREZ OLALLA, Responsabilidad..., cit., p. 132. 
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un análisis completo de cuanto atañe al levantamiento de las cargas matrimoniales como 
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EL LEVANTAMIENTO DE LAS CARGAS DEL MATRIMONIO EN 
EL RÉGIMEN DE SEPARACIÓN DE BIENES 
 
 El modelo de restitución de la compensación por el trabajo doméstico no es sino 
una mera aplicación del principio de interdicción del enriquecimiento injustificado. Éste 
suele ser invocado en múltiples ocasiones sin el rigor que realmente requiere y, por esta 
razón, es conveniente llevar a cabo una labor de precisión del mismo741. En este caso, su 
aplicación depende enteramente de que, durante el régimen de separación de bienes, uno 
de los cónyuges hubiera contribuido en una medida superior a la que verdaderamente le 
correspondía hacerlo -en función de lo convenido con su consorte o en proporción a sus 
respectivos recursos económicos-, en el levantamiento de las cargas matrimoniales. Esta 
situación -anteriormente denominada como “teoría de la sobrecontribución”-, limitaría 
la apreciación del enriquecimiento injustificado a la concurrencia de un conglomerado 
de circunstancias y requisitos para cuya observancia -a efectos de determinar el régimen 
jurídico de la compensación correspondiente por el trabajo desempeñado en el hogar, en 
armonía con el citado modelo restitutivo- es preciso conocer con detalle la disciplina de 
las cargas matrimoniales, su levantamiento, y los distintos casos de incumplimiento742. 
I. LA DELIMITACIÓN DE LAS CARGAS DEL MATRIMONIO 
 En el estudio de las relaciones jurídicas de orden familiar, señalaba SAVIGNY, no 
se pueden separar aquellas de naturaleza puramente familiar de aquellas otras aplicadas 
a las mismas, y, en realidad, esta unidad indivisible se observa con absoluta nitidez en la 
dicotomía existente entre matrimonio y régimen económico-matrimonial743. El principio 
separatista, por tanto, cedería ante el consortium omnis vitae -que, en el sentido romano, 
no ha de identificarse con su indisolubilidad- creado entre los consortes a consecuencia 
del propio vínculo matrimonial, de tal manera que solo cabría hablar de una separación 
absoluta de bienes desde un punto de vista estrictamente teórico o académico, y alejado 
de la realidad vivida por aquéllos, en cuanto siempre existiría una mínima intrusión de 
                                                 
741 En este sentido, vid. MIQUEL GONZÁLEZ, J. M., “Enriquecimiento injustificado”, en MONTOYA 
MELGAR, A. (dir.), Enciclopedia Jurídica Básica, v. II, Civitas, Madrid, 1995, pp. 2804-2805. 
742 Así lo señala GUTIÉRREZ SANTIAGO, “Enriquecimientos...”, cit., pp. 620-621. 
743 SAVIGNY, op. cit., p. 291. 




las ideas comunitarias en relación a los gastos que se generan con ocasión de la vida en 
común y su levantamiento: la disciplina de las cargas del matrimonio, que constituye la 
regulación mínima comúnmente aplicable a todo régimen económico-matrimonial744-745. 
1. LA NOCIÓN DE CARGAS DEL MATRIMONIO Y OTROS CONCEPTOS AFINES 
 Nuestro legislador, lejos de manejar una única categoría conceptual en cuanto se 
refiere al levantamiento de las cargas matrimoniales, recurre en su lugar a una compleja 
pluralidad terminológica capaz de despertar la confusión de su destinatario. En algunas 
ocasiones, utiliza el concepto de “cargas de la familia” o “cargas familiares” (cfr. arts. 
155.2 y 165 II CC), aunque, en otras, acude al de “cargas de la sociedad de gananciales” 
(cfr. arts. 1362-1364, 1366, 1368, 1381, 1398 y 1403 CC), y también al de “necesidades 
ordinarias de la familia” (cfr. arts. 1319 I y 1440 II CC), además de usar los de “cargas 
del matrimonio” o “cargas matrimoniales” que aquí nos interesan (cfr. arts. 90.1 d), 91, 
103.3, 103.5, 1318 I, 1438 y 1439 CC). Estos conceptos, en mi opinión -y, siguiendo las 
palabras con las que tan gráficamente los describía Vicente Luis MONTÉS PENADÉS- se 
distinguen unos de otros en cuanto constituirían una suerte de círculos concéntricos que, 
de mayor a menor, seguirían el siguiente orden: en primer lugar, las cargas de la familia 
o cargas familiares; en segundo lugar, las cargas de la sociedad de gananciales; en tercer 
lugar, las cargas del matrimonio o cargas matrimoniales; y, en cuarto y último lugar, las 
necesidades ordinarias de la familia que, frecuentemente, llegarán a identificarse con la 
categoría que les antecede: la de las cargas del matrimonio o cargas matrimoniales746. 
 En primer lugar, el círculo más amplio lo representarían las cargas de la familia 
o cargas familiares por cuanto las mismas encierran aquellos gastos de origen familiar 
que surgen con independencia del estado civil correspondiente a las personas unidas en 
matrimonio; tal y como sucedería a propósito de aquellas prestaciones alimenticias que 
cualquiera de los cónyuges estuviera obligado a efectuar en beneficio de sus respectivos 
ascendientes. Por ello, es lógico que tal concepto reemplace al de cargas del matrimonio 
fuera del ámbito exclusivamente conyugal como sería el caso de las relaciones paterno-
filiales con respecto a los gastos que se derivasen de la convivencia de los hijos con sus 
                                                 
744 D. 23, 2, 1. Sobre la interpretación de este fragmento, y su desconexión con la idea de indisolubilidad 
del matrimonio, véanse las explicaciones de BONFANTE, Corso..., cit., p. 263. 
745 Lo estiman de este modo DE PAGE, Traité..., cit., pp. 1063 y 1083-1084; RENAULD, “Rapport...”, cit., 
p. 7; LACRUZ BERDEJO, Derecho de familia..., cit., p. 235; DELGADO ECHEVERRÍA, El régimen..., cit., p. 
32. 
746 Vid. MONTÉS PENADÉS, op. cit., pp. 1935-1936. 
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progenitores, pues, no estando estos últimos necesariamente casados entre sí, aquéllos 
difícilmente podrían calificarse como cargas matrimoniales en sentido estricto (cfr. arts. 
155.2 y 165 II CC). Otro ejemplo que seguiría esta misma argumentación es el recurso a 
las cargas familiares en una sede tan general como el embargo (cfr. art. 607.4 LEC). Por 
consiguiente, nada obstaría a afirmar que las cargas de la familia gozan de un alcance -si 
bien familiar, como su propio nombre indica- extramatrimonial y, en definitiva, mucho 
más transversal que aquel que correspondería reconocer a las cargas del matrimonio747. 
 En segundo lugar, sería absolutamente lógico que entre las cargas de la familia y 
las cargas del matrimonio se encontrasen aquellas partidas del pasivo que están a cargo 
del patrimonio común en los regímenes económico-matrimoniales de signo comunitario 
y cuya imposición suele justificarse a su vez por la inclusión de determinados activos en 
la comunidad. Un ejemplo de este planteamiento se observa en cómo nuestro legislador 
establece a cargo de la sociedad de gananciales la explotación regular de los negocios o 
el desempeño de la profesión, arte u oficio de cada cónyuge, mientras al mismo tiempo 
atribuye la condición de gananciales a los bienes obtenidos por el trabajo o la industria 
de cualquiera de los cónyuges (cfr. arts. 1362.4 y 1347.1 CC)748. Sin embargo, siendo 
evidente que no es éste el caso de los regímenes separatistas -como los de separación de 
bienes y de participación en las ganancias-, cabría concluir que tan solo un número muy 
reducido de las cargas de la sociedad de gananciales formasen parte del contenido de las 
cargas del matrimonio aplicable a todo régimen económico-matrimonial con abstracción 
de la naturaleza que éste dispusiera en cada caso concreto, comunitario o separatista749. 
 En último lugar, es opinión común el identificar las necesidades ordinarias de la 
familia con el contenido mínimo e inderogable de las cargas matrimoniales. Ello se debe 
a que los cónyuges están facultados para aumentar convencionalmente el contenido de 
tales necesidades, pero no para excluir cualquiera de las partidas que forman parte de las 
mismas, porque, en puridad, no es posible renunciar a obligaciones y derechos de índole 
                                                 
747 Mantienen la misma posición DE LOS MOZOS Y DE LOS MOZOS, “Comentarios...”, cit., p. 318; CUENA 
CASAS, “Comentarios...”, cit., p. 10111; MORO ALMARAZ, op. cit., p. 1024. En una opinión contraria, sin 
embargo, manifestando que el concepto de cargas del matrimonio es sinónimo de cargas de la familia, 
vid. GARRIDO DE PALMA, V. M., “El matrimonio y sus regímenes económicos”, Revista de Derecho 
Privado, mayo, 1979, p. 424. 
748 Vid. TORRALBA SORIANO, “Comentarios...”, cit., pp. 1668-1669. 
749 Vid. TORRALBA SORIANO, “Comentarios...”, cit., p. 1680; MONTERO AROCA, J., El convenio regulador 
en la separación y el divorcio (La aplicación práctica del artículo 90 del Código Civil), Tirant lo Blanch, 
Valencia, 2002, pp. 221 y 226; TUR FAÚNDEZ, M. N., El derecho de reembolso (En el pago por tercero, 
regímenes económico-matrimoniales, solidaridad, fianza, responsabilidad civil y otros supuestos). 
Régimen jurídico. Jurisprudencia, Editorial General de Derecho, Valencia, 1996, p. 88. 




alimenticia (cfr. arts. 143 y 151 CC); así como por salvaguardar la seguridad del tráfico 
jurídico y respetar también el principio de relatividad de los contratos, habida cuenta de 
las específicas reglas de responsabilidad que operan frente a los terceros (cfr. arts. 1257, 
1440 II y 1319 II CC)750. Por consiguiente, cuando los cónyuges no hicieran uso de sus 
facultades de autorregulación a este respecto -y aumentasen de esta manera el contenido 
mínimo e inderogable de las mismas-, el contenido de las cargas matrimoniales acabaría 
por identificarse con el de las necesidades ordinarias de la familia; y solo en este último 
sentido cabría interpretar la afirmación de que la noción de cargas del matrimonio debe 
identificarse con la de sostenimiento de la familia (STS 31-5-2006 [RJ 2006, 3502])751. 
2. EL CONTENIDO MÍNIMO E INDEROGABLE DE LAS CARGAS DEL MATRIMONIO 
 Habida cuenta del silencio legislativo que se cierne sobre la determinación de las 
cargas del matrimonio a lo largo del articulado del Código Civil, es preciso acudir a las 
disposiciones reguladoras de la sociedad de gananciales, entre las cuales el legislador 
impone a su cargo aquellos gastos ocasionados a consecuencia del sostenimiento de la 
familia, la alimentación y educación de los hijos comunes y las atenciones de previsión, 
que a su vez absorben el contenido de la obligación alimenticia compuesto por todo lo 
que es indispensable para el sustento, habitación, vestido y asistencia médica -incluidos 
los gastos de embarazo y parto-, y la educación e instrucción del alimentista mientras 
sea menor de edad y aún después cuando no haya terminado su formación por causa 
                                                 
750 Participan de esta opinión MONTÉS PENADÉS, op. cit., pp. 1935-1936; LACRUZ BERDEJO, El nuevo..., 
cit., p. 86; LACRUZ BERDEJO et al., Elementos..., t. IV, cit., p. 35; DE LOS MOZOS Y DE LOS MOZOS, 
“Comentarios a los artículos 1411 a 1444 del Código Civil”, cit., p. 396; ID., “Comentarios a los artículos 
1344 a 1410 del Código Civil”, cit., pp. 314 (n. 17) y 318; RAMS ALBESA, La sociedad..., cit., p. 338; 
MORALES MORENO, A. M., “Comentario al artículo 66 del Código Civil”, Comentarios a las reformas del 
Código Civil: el nuevo Título Preliminar del Código y la ley de 2 de mayo de 1975, v. II, Tecnos, Madrid, 
1977, p. 993; RAGEL SÁNCHEZ, L. F., Ejecución sobre bienes gananciales por deudas de un cónyuge, 
Tecnos, Madrid, 1987, p. 59, n. 28; ID., “La sociedad...”, cit., p. 1258; REBOLLEDO VARELA, 
Separación..., cit., p. 396; HERRERO GARCÍA, M. J., “Comentario a los artículos 1315 a 1324 del Código 
Civil”, en PAZ-ARES RODRÍGUEZ, J. C., BERCOVITZ RODRÍGUEZ-CANO, R., DÍEZ-PICAZO Y PONCE DE 
LEÓN, L. y SALVADOR CODERCH, P. (dirs.), Comentario del Código Civil, t. II, Ministerio de Justicia, 2ª 
edición, Madrid, 1993, p. 585; CLEMENTE MEORO, M. E., “El régimen económico matrimonial”, en DÍEZ-
PICAZO GIMÉNEZ, G. (coord.), Derecho de familia, Civitas, Navarra, 2012, pp. 553-554; DE 
AMUNÁTEGUI RODRÍGUEZ, “La libertad...”, cit., p. 245; PEÑA BERNALDO DE QUIRÓS, op. cit., pp. 163 y 
165, n. 14; CUENA CASAS, “Comentarios...”, cit., p. 10110; DE LA CÁMARA ÁLVAREZ, “La autonomía...”, 
cit., p. 77; BEIGNIER, B., Les régimes matrimoniaux, Montchrestien, París, 2008, p. 18; VAREILLE, B., 
“Régime matrimonial primaire”, en GRIMALDI, M. (dir.), Droit patrimonial de la famille, Dalloz, 5ª 
edición, París, 2014, p. 25; GARCÍA RUBIO, M. P., Alimentos entre cónyuges y entre convivientes de 
hecho, Civitas, Madrid, 1995, p. 36; BARCELÓ DOMÉNECH, J., “Disposiciones generales”, en RAMS 
ALBESA, J. J. y MORENO MARTÍNEZ, J. A. (coords.), El régimen económico del matrimonio, Dykinson, 
Madrid, 2005, pp. 70-71. En contra de esta opinión -mayoritaria, si se quiere-, sostiene la identidad entre 
las necesidades ordinarias de la familia y las cargas del matrimonio CAPARROS, Les régimes..., cit., p. 31. 
751 Por todos, admitiendo la posibilidad de ampliar convencionalmente las cargas del matrimonio, vid. 
BUSTOS MORENO, Y. B., Las deudas gananciales y sus reintegros, Dykinson, Madrid, 2001, p. 185. 
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que no le sea imputable, siempre y cuando se acomoden debidamente al uso del lugar y 
a las circunstancias de la familia o, en su caso, guarden proporcionalidad a la calidad de 
la persona y a los usos de la localidad (cfr. arts. 1362.1, 1319 I, 1894 II y 142 CC)752. 
 El uso del lugar no es sino el reflejo de la realidad social en que se desenvuelven 
los consortes en la atención de las necesidades ordinarias de la familia -de tan relevante 
consideración en este sector del ordenamiento jurídico- y, consecuentemente, lejos de 
estimarse como una norma de origen consuetudinario -como fuente del Derecho-, ha de 
concluirse junto con la doctrina que estos usos forman parte de aquellos que en su día 
fueron calificados como “modelos de conducta social” por Federico DE CASTRO, sobre 
los cuales el legislador suele emplear paradigmas como el del diligente padre de familia 
que, en sede matrimonial, estará obligado a actuar en interés de la misma; y que son los 
mismos que mencionan los artículos 1362.1 y 1894 II del Código Civil753. BOULANGER 
apuntaba precisamente en este sentido que la noción de cargas del matrimonio es mucho 
más sociológica que jurídica, y así se explicaría, en mi opinión, que nuestro legislador 
hubiese preferido recurrir con ánimo de permanencia a los usos, en vez de efectuar una 
relación de gastos cuya consideración como cargas fuese susceptible de experimentar 
variaciones con el paso del tiempo, en una sociedad tan cambiante como la actual754. 
 Las circunstancias de la familia no son más que el train de vie al que se refiere la 
legislación francesa: el nivel de vida familiar, terminología que sin embargo fomentaría 
la diferenciación entre clases sociales y por este motivo las referencias a la “posición de 
la familia” fueron afortunadamente suprimidas en nuestro país, y reemplazadas por las 
novedosas “circunstancias de la familia” a las que se aludiría en el futuro, con ocasión 
de la ley de 13 de mayo de 1981, de modificación del Código Civil755. El nivel de vida 
familiar se determinaría conforme a los recursos económicos de los que dispusiesen los 
                                                 
752 Téngase en cuenta que el resto de cargas de la sociedad de gananciales enumeradas en el artículo 1362 
del Código Civil no guardan ninguna relación con el funcionamiento de un régimen de separación. En 
este mismo sentido se manifiesta también DOMENGE AMER, B., “El sostenimiento de las cargas familiares 
en el régimen de separación de bienes”, Revista Jurídica de Navarra, núm. 15, enero-junio, 1993, p. 81. 
753 En esta dirección se pronuncia BUSTOS MORENO, op. cit., pp. 234-235. Sobre la calificación de estos 
usos, vid. DE CASTRO, Derecho..., cit., pp. 435-436. Estimando, además, que la actuación en “interés de la 
familia” se asemeja en buena medida a la del buen padre de familia, vid. DORAL GARCÍA, J. A., “El 
interés de la familia”, Documentación Jurídica, v. I, núms. 33-36, enero-diciembre, 1982, p. 6. 
754 Vid. BOULANGER, J., “Les régimes matrimoniaux”, en PLANIOL, M. y RIPERT, G., Traité pratique de 
Droit civil français, t. IX, v. II, LGDJ, 2ª edición, París, 1960, p. 460. 
755 Vid. DELGADO ECHEVERRÍA, J., “Comentarios a los artículos 142 a 148 del Código Civil”, 
Comentarios a las reformas del Derecho de familia, v. I, Tecnos, Madrid, 1984, pp. 1028-1030; BELTRÁN 
DE HEREDIA Y ONÍS, P., “Comentarios a los artículos 142 a 153 del Código Civil”, en ALBALADEJO 
GARCÍA, M. (dir.), Comentarios al Código Civil y compilaciones forales, t. III, v. II, Edersa, 2ª edición, 
Madrid, 1982, p. 29. 




cónyuges -y, en su caso, observando las posibilidades de sus hijos-, en aplicación del 
criterio establecido en el artículo 1438 del Código Civil, constituyendo de este modo el 
parámetro que más eficazmente nos serviría de ayuda en el momento de calificar ciertas 
deudas como necesidades ordinarias o extraordinarias de la familia y, por consiguiente, 
a su vez, como cargas del matrimonio; así como a la hora de determinar la calidad de la 
persona fallecida con respecto a los gastos funerarios, aunque cabría que esta última no 
coincidiese con aquél en caso de premoriencia de hijos mayores de edad o menores que 
estuviesen emancipados, ya que habría cesado su convivencia con los progenitores756.  
A) Dimensión cualitativa 
 Los gastos conyugales capaces de constituirse como cargas del matrimonio son 
aquellos cuya asunción redunde en provecho de la familia y no únicamente en el interés 
personal, individual o exclusivo de cualquiera de los consortes, en cuyo caso resultarían 
de aplicación las reglas generales en virtud de las cuales las obligaciones contraídas por 
cada cónyuge serán de su exclusiva responsabilidad, respondiendo de ellas con todos 
sus bienes, presentes y futuros, como cualquier deudor (cfr. arts. 1440 I y 1911 CC). Por 
consiguiente, en la determinación de las cargas del matrimonio habría de partirse desde 
una consideración meramente cualitativa, en un primer momento, con abstracción de la 
cuantía a la que ascendiese el gasto concreto, y al margen también de quienes fuesen los 
sujetos legitimados para contraer nuevas obligaciones en este concepto, y del momento 
en el que las mismas fuesen asumidas por cualquiera de los integrantes de la familia. 
 a) Los gastos de sostenimiento y vestido. — A los gastos que trajesen causa del 
sostenimiento y alimentación de la familia habría que sumar los originados mediante la 
adquisición de ropas y objetos de uso personal que no sean de extraordinario valor, en 
cuanto que del propio funcionamiento de la sociedad de gananciales se desprendería que 
los mismos derivan a su vez de aquéllos, ya que aun siendo adquiridos a costa de otros 
bienes gananciales continuarían ostentando una condición privativa sin que la sociedad 
resultase acreedora del correspondiente reintegro por las cantidades invertidas -como sin 
embargo sucedería como consecuencia de la adquisición de los instrumentos necesarios 
                                                 
756 En este sentido, se ha sostenido que los usos y circunstancias de la familia no solo se toman en cuenta 
con respecto a la inclusión de las “atenciones de previsión” entre las cargas del matrimonio, según cabría 
deducir de los términos empleados en el artículo 1362.1 del Código Civil (vid. REBOLLEDO VARELA, 
“Comentarios...”, cit., p. 9646, MEDINA DE LEMUS, op. cit., p. 667; BUSTOS MORENO, op. cit., p. 233), a 
juicio de RUEDA PÉREZ, M. A. y RUEDA PÉREZ, J. M., “Notas sobre la nueva regulación de las cargas y 
obligaciones de la sociedad de gananciales tras la reforma del Código Civil de 13 de mayo de 1981”, 
Revista de Derecho Privado, junio, 1982, p. 559. 
AD RI ÁN  A R R É B O L A  B L AN CO  
313 
 
para el ejercicio de la profesión u oficio de cada uno de los cónyuges-, y así se seguiría 
incluso del contenido de la propia obligación alimenticia en cuanto se comprende en ella 
todo lo que es indispensable para el vestido (cfr. arts. 142, 1346.7 y 1346 in fine CC)757.  
 b) Los gastos de vivienda, conservación y uso. — Especial cuidado habría que 
tener en torno a la necesidad de habitación a la vista de que en diversas ocasiones nuestra 
jurisprudencia ha manifestado que no constituye carga del matrimonio la adquisición de 
viviendas, al tratarse de operaciones de inversión cuya satisfacción solo correspondería al 
cónyuge que constase formalmente como titular; porque, por ello, quizá cupiera extender 
este argumento a los gastos de conservación, mantenimiento y reparación de las mismas 
al socaire del principio superficies solo cedit (arts. 358 y 359 CC). Sin embargo, llama la 
atención que el legislador catalán ordene expresamente la satisfacción de estos últimos al 
levantamiento de ambos consortes; aunque, en realidad, todavía sería posible dar con una 
explicación a través de la legislación arrendaticia (cfr. art. 231-5.1 b) CCCat). En ésta, el 
legislador establece a cargo del arrendador la obligación de soportar los costes de cuantas 
reparaciones fueran oportunas para conservar la vivienda en condiciones de habitabilidad; 
siguiéndose -al menos, aparentemente-, el criterio de la titularidad antes mencionado. Sin 
embargo, deja a cargo del arrendatario la satisfacción de las pequeñas reparaciones que 
exija el desgaste por el uso ordinario de la vivienda -a la luz del artículo 21 de la Ley de 
Arrendamientos Urbanos-, siendo precisamente estas reparaciones ordinarias las que son 
consideradas como cargas matrimoniales por el ordenamiento jurídico catalán, así como 
también por el estatal, a juicio de la jurisprudencia (STS 28-3-2011 [RJ 2011, 939])758. 
                                                 
757 En este sentido, vid. DÍEZ-PICAZO Y PONCE DE LEÓN, “Comentarios...”, cit., p. 1802; DE LOS MOZOS Y 
DE LOS MOZOS, “Comentarios a los artículos 1344 a 1410 del Código Civil”, cit., p. 142; TORRALBA 
SORIANO, “Comentarios...”, cit., p. 1600; REBOLLEDO VARELA, “Comentarios...”, cit., pp. 9525 y 9527; 
RAGEL SÁNCHEZ, “La sociedad...”, cit., pp. 877-878; CUADRADO IGLESIAS, “La gestión...”, cit., p. 421. 
También, entre la doctrina extranjera, vid. BEGUIN, E., “Les dettes de ménage et d’éducation des enfants”, 
en RAUCENT, L. y LELEU, Y. H., Les régimes matrimoniaux, t. I, Larcier, Bruselas, 1997, p. 206; FLOUR y 
CHAMPENOIS, op. cit., p. 61; PINHEIRO, op. cit., p. 387; DE LIMA, F. Andrade Pires y VARELA, J. de 
Matos Antunes, Código Civil anotado, v. IV, Coimbra Editora, 2ª edición, Coímbra, 1992, p. 269; 
VARELA, Direito da família, cit., p. 399; COELHO y DE OLIVEIRA, op. cit., p. 481; DOS SANTOS, E., 
Direito da família, Almedina, 2ª edición, Coímbra, 1999, p. 319; TAINMONT, F., “La portée juridique du 
devoir de contribution aux charges du mariage”, Revue Trimestrielle de Droit Familial, núm. 4, 1998, p. 
569; PINTO, F. Brandão Ferreira, Lições de Direito da família, Editora Internacional, Lisboa, 1998, pp. 
233-234, n. 327; DIAS, C. M. Araújo, Do regime da responsabilidade por dívidas dos cônjuges: 
problemas, críticas e sugestões, Coimbra Editora, Coímbra, 2009, p. 191; RENARD, C., “Séparation de 
biens et travail ménager”, Revue Critique de Jurisprudence Belge, 1978, p. 137; VOISIN, L., “Les charges 
du ménage dans les relations entre conjoints et à l’égard des tiers”, en HAUSER, J. y RENCHON, J. L. 
(dirs.), Différenciation ou convergence des statuts juridiques du couple marié et du couple non marié?, 
Bruylant-LGDJ, Bruselas-París, 2005, p. 131. 
758 También CAVANILLAS MÚGICA, “El régimen...”, cit., p. 4855; RAGEL SÁNCHEZ, Estudio..., cit., p. 233; 
CUADRADO IGLESIAS, “La gestión...”, cit., p. 421; RAMS ALBESA, J. J., MORENO FLÓREZ, R. M. y RUBIO 




 La injerencia del uso sobre la determinación del sujeto pasivo de tales gastos se 
observa con mayor claridad en relación al derecho nacido de la atribución o distribución 
del uso de la vivienda con ocasión de una crisis matrimonial, en cuyo caso el legislador 
catalán impone a su beneficiario la satisfacción de los mismos con independencia de la 
titularidad que uno o ambos cónyuges ostenten sobre este inmueble, y a los cuales añade 
además los de comunidad y suministros cuyo cargo correspondería sufragar únicamente 
a su titular en función de la cuota de participación resultante del régimen de propiedad 
horizontal (cfr. art. 233-23.2 CCCat, 396 CC, 3 b) II y 9.1 e) LPH). En este sentido se 
ha pronunciado también nuestra jurisprudencia entendiendo que se trata de desembolsos 
vinculados al uso de un bien [...] compartido por el matrimonio [...] de forma que nos 
hallamos en presencia de cargas, cuya asunción correspondería a ambos consortes a la 
luz del artículo 1438 del Código Civil (SAP Alicante 2-4-2009 [JUR 2009, 372500])759. 
 c) Los gastos de educación de los hijos. — Los consortes tienen con respecto a 
sus hijos la obligación de educarlos y procurarles una formación integral en virtud de 
las reglas generales concernientes a la patria potestad, viéndose asimismo reflejada en 
sede matrimonial cuando el legislador menciona la educación de los hijos como uno de 
los gastos que han de correr a cargo del matrimonio (cfr. arts. 154.1 y 1362.1 CC). Por 
consiguiente, acudiendo al concepto general de alimentos alcanzaríamos la conclusión 
de que solamente formará parte de las cargas del matrimonio la educación e instrucción 
del alimentista mientras sea menor de edad y aún después cuando no haya terminado 
su formación por causa que no le sea imputable, de manera que los hijos de cada uno de 
los cónyuges -en cuanto alimentistas de éstos- solo estarán facultados para continuar sus 
estudios a costa de éstos mientras sean capaces de mantener un “rendimiento regular” en 
los resultados obtenidos; tal y como ha adoptado recientemente el legislador catalán, pese 
a haber incorporado así un concepto jurídico indeterminado de difícil inteligencia, y cuyo 
significado corresponderá delimitar a los órganos jurisdiccionales (art. 237-1 CCCat)760.  
                                                                                                                                               
SAN ROMÁN, J. I., Apuntes de economía del matrimonio y Derecho de sucesiones, Dykinson, 2ª edición 
revisada y actualizada por R. M. Moreno Flórez, Madrid, 2016, p. 34; BEGUIN, op. cit., p. 206; 
PETITPIERRE, G., DE MONTMOLLIN, C., GUINAND, J. y HAUSHEER, H., “Les effets generaux d’ordre 
patrimonial (entretien de la famille; representation de l’union conjugale)”, Fiches Juridiques 
Suisses/Schweizerische Juristische Kartothek, núm. 104, 1988, § 3, II, C, 1; TAINMONT, “La portée...”, 
cit., p. 570; DIAS, Do regime..., cit., p. 214; VÍTOR, Crédito..., cit., pp. 42-43. 
759 Así lo estiman RAGEL SÁNCHEZ, Estudio..., cit., p. 233; ANDERSON, op. cit., p. 337. 
760 Sobre estos extremos, vid. DELGADO ECHEVERRÍA, “Comentarios...”, cit., p. 1032; RUDA GONZÁLEZ, 
A., “Comentarios a los artículos 237-1 a 237-8 del Código Civil de Cataluña”, en EGEA FERNÁNDEZ, J. y 
FERRER RIBA, J. (dirs.), FARNÓS AMORÓS, E. (coord.), Comentari al Llibre Segon del Codi Civil de 
Catalunya. Família y relacions convivencials d’ajuda mútua, Atelier, Barcelona, 2014, p. 981. 
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 d) Los gastos de asistencia médica. — Siendo conscientes de que los gastos de 
embarazo y parto se incluirían en la asistencia médica que a su vez integra el contenido 
de los alimentos, quizá hubiera sido más acertado que nuestro legislador guardase silencio 
sobre los mismos (cfr. art. 237-1 CCCat)761. Sin embargo, dichos gastos no siempre se 
incorporarán a la obligación alimenticia -y, por ende, a las cargas del matrimonio- sino 
solo en cuanto no estén cubiertos de otro modo, siendo entonces posible que los mismos 
se hallen cubiertos por prestaciones derivadas de la Seguridad Social, de un contrato de 
trabajo, de un seguro o de una mutualidad; como originariamente previó el proyecto de 
ley de 14 de septiembre de 1979 al establecer expresamente que “entre los alimentos se 
incluirán los gastos del embarazo y parto de la madre en cuanto no estén a cargo de la 
Seguridad Social u otra institución de previsión o asistencia o de un empresario”762. 
 e) Los gastos funerarios. — En la legislación catalana se dispone además que los 
alimentos incluyen los gastos funerarios, si no están cubiertos de otra forma; extremo 
que ha de interpretarse de forma subsidiaria a lo dispuesto en materia sucesoria, de tal 
manera que los costes de entierro o incineración, y de los demás servicios funerarios 
solamente correrían a cargo del alimentante -y, consecuentemente, en nuestro caso, de 
los cónyuges en concepto de cargas del matrimonio-, cuando el caudal relicto resultase 
insuficiente a tales fines (cfr. arts. 237-1, 411-1 y 461-19.1 CCCat)763. En este mismo 
sentido se muestra aparentemente el legislador estatal -aunque no de una forma tan nítida 
como en la normativa catalana- cuando faculta a los albaceas para pagar los sufragios y 
el funeral del causante con el dinero de la herencia (cfr. arts. 902.1 y 903 CC) y, en su 
defecto, ordena que los mismos sean satisfechos, aunque el difunto no hubiese dejado 
bienes -entiéndase, en una cuantía suficiente-, por aquéllos que en vida habrían tenido 
la obligación de alimentarle (cfr. arts. 1894 II CC e, indirectamente, 1924.2 B) CC)764. 
 Ya los antiguos jurisconsultos romanos consideraron justo que las mujeres, así 
como de sus patrimonios, se enterrasen de sus dotes, de manera que aquellos que como 
                                                 
761 En esta dirección, vid. BELTRÁN DE HEREDIA Y ONÍS, op. cit., p. 29; DELGADO ECHEVERRÍA, 
“Comentarios...”, cit., p. 1034; GARCÍA RUBIO, Alimentos..., cit., p. 220; RIBOT IGUALADA, J., 
“Comentarios a los artículos 259 a 260 y 263 a 269 del Código de Familia”, en EGEA FERNÁNDEZ, J. y 
FERRER RIBA, J. (dirs.), LAMARCA MARQUÉS, A. y RUISÁNCHEZ CAPELASTEGUI, C. (coords.), 
Comentaris al Codi de Família, a la llei d’unions estables de parella i a la llei de situacions 
convivencials d’ajuda mútua, Tecnos, Madrid, 2000, p. 1051. 
762 BOCGCD, serie A, núm. 71-I, 14 de septiembre de 1979, p. 338. 
763 Vid. RUDA GONZÁLEZ, op. cit., p. 983. 
764 Vid. CANO TELLO, C. A., “El sujeto pasivo de los gastos funerarios”, Revista Crítica de Derecho 
Inmobiliario, núm. 542, enero-febrero, 1981, p. 71; BUSTOS MORENO, op. cit., p. 201. 




consecuencia del fallecimiento de las mujeres ganasen dichas dotes, estaban obligados a 
contribuir a los gastos del entierro, ya fuesen los maridos o padres de la difunta765. Hoy 
en día, sin embargo, es cuando menos discutible que semejantes gastos se comprendan 
entre los alimentos, ya que en tales supuestos difícilmente concurriría ningún estado de 
necesidad -en el alimentista, ya fallecido- como presupuesto de los mismos; motivo que 
con suma probabilidad debió influir en el legislador alemán en el momento en que tomó 
la decisión de excluirlos del contenido propiamente alimenticio, configurando a su vez 
una obligación independiente a cargo del alimentante, siempre y cuando -en el sentido 
antes indicado- no cupiese su satisfacción hereditaria (cfr. §1615(2) y 1610(2) BGB)766. 
 No obstante, tales gastos se asimilarán a los alimentos en aquellos supuestos en 
que en la herencia del difunto no existan bienes suficientes para satisfacerlos, de manera 
que ante el fallecimiento de cualquiera de los cónyuges solamente podría hablarse con 
propiedad de cargas hereditarias o, en su defecto, de cargas familiares, pero en ningún 
momento de cargas matrimoniales, habida cuenta de que el vínculo conyugal se habrá 
disuelto por esta causa; aunque nada obstaría a hacerlo en supuestos de premoriencia de 
hijos, o cuando los gastos funerarios de los propios cónyuges se generasen en vida de 
ambos -y, por consiguiente, constante el matrimonio- mediante un seguro celebrado en 
previsión del pago de los costes derivados del sepelio, en cuyo caso la satisfacción de 
las correspondientes primas sin duda devendría carga del matrimonio como cualesquiera 
otras atenciones de previsión, sobre las que más adelante nos adentraremos en detalle767.  
B) Dimensión cuantitativa 
 Las diferentes partidas que integrarían las cargas del matrimonio únicamente lo 
harían de forma definitiva mientras guardasen la debida conformidad con los usos del 
lugar y las circunstancias de la familia -tal y como exigen los artículos 1319 I y 1362.1 
del Código Civil-, a excepción de que los cónyuges acordasen otra cosa. Por esta razón 
                                                 
765 D. 11, 7, 16; D. 11, 7, 18, P.S. 1, 21, 11. 
766 Vid. RUDA GONZÁLEZ, op. cit., p. 983; ÁLVAREZ LATA, N., “Derecho de familia”, en BUSTO LAGO, J. 
M. (dir.), Curso de Derecho civil de Galicia, Atelier, Barcelona, 2015, p. 155; FERNÁNDEZ SANTIAGO, C., 
“Comentarios a los artículos 157 a 170 de la Ley de Derecho Civil de Galicia”, en REBOLLEDO VARELA, 
A. L. (coord.), Comentarios a la Ley de Derecho Civil de Galicia. Ley 2/2006, de 14 de junio, Aranzadi, 
Navarra, 2008, p. 689. Sin embargo, en contra de la opinión de estos autores, y considerando que los 
gastos de enterramiento forman parte de la obligación alimenticia, vid. LETE DEL RÍO, J. M., “La 
compañía familiar gallega”, en LETE DEL RÍO, J. M., PÉREZ ÁLVAREZ, M. A., GARCÍA RUBIO, M. P., 
ESPÍN ALBA, I., IGLESIAS REDONDO, J. I. y LETE ACHIRICA, J., Manual de Derecho civil gallego, Colex, 
Madrid, 1999, p. 150. 
767 Vid. BUSTOS MORENO, op. cit., pp. 200-201 y n. 151.  
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cabría distinguir cuantitativamente hasta tres categorías de gastos diferentes en el pasivo 
de los cónyuges: en primer lugar, los gastos ordinarios que con independencia de toda 
convención constituirían el contenido mínimo de las cargas del matrimonio; en segundo 
lugar, los gastos extraordinarios que se integrarían en estas últimas como consecuencia 
del correspondiente pacto entre los cónyuges o a razón de su inevitabilidad; y en tercer 
y último lugar, los gastos extraordinarios que a falta de acuerdo quedarían excluidos. 
 a) Los gastos extraordinarios e inevitables. — La primera categoría de gastos 
extraordinarios que de acuerdo con los usos del lugar y las circunstancias de la familia 
fuesen susceptibles de adquirir una calificación extraordinaria, desde un punto de vista 
cuantitativo, son aquellos que prescindiendo de toda estipulación entre los consortes la 
doctrina es unánime en considerar como cargas del matrimonio al constituir una serie de 
partidas que en la práctica se antojarían inevitables, y cuyo ejemplo más frecuente en la 
literatura jurídica es el de los gastos derivados de una operación quirúrgica768. Sobre el 
particular, nuestro legislador impone entre las disposiciones reguladoras de la sociedad 
de gananciales que para realizar gastos urgentes de carácter necesario, aun cuando 
sean extraordinarios, bastará el consentimiento de uno solo de los cónyuges; gastos que 
en opinión de Luis DÍEZ-PICAZO no podrían sino tratarse de algunas de las cargas del 
matrimonio, ya que solo en este caso se cumpliría con el requisito de necesidad, cuya 
atención además habría de cumplir el fin de preservar o evitar un peligro para alguno de 
los miembros de la familia, en armonía con la urgencia que se exige, criterio que en mi 
                                                 
768 Vid. LACRUZ BERDEJO, Derecho de familia..., cit., p. 254; ID., La potestad doméstica de la mujer 
casada, Nauta, Zaragoza, 1963, p. 128; DE LOS MOZOS Y DE LOS MOZOS, J. L., “La igualdad de los 
cónyuges y la organización y ejercicio de las potestades domésticas”, Documentación Jurídica, v. I, 
núms. 33-36, enero-diciembre, 1982, pp. 110-111; ID., “Comentarios a los artículos 1411 a 1444 del 
Código Civil”, cit., p. 401; MORALES MORENO, “Comentario...”, cit., p. 993; RAMS ALBESA, La 
sociedad..., cit., p. 338; HERRERO GARCÍA, op. cit., pp. 580-581; REBOLLEDO VARELA, Separación..., cit., 
p. 390; GARCÍA RUBIO, Alimentos..., cit., p. 36; CLEMENTE MEORO, op. cit., p. 547; CUENA CASAS, 
“Comentarios...”, cit., p. 10110; MASOT MIQUEL, “Comentarios a los artículos 3 a 13 de la Compilación 
del Derecho Civil de las Islas Baleares”, cit., p. 129; BUSTOS MORENO, op. cit., p. 189; ARROYO 
AMAYUELAS, E., “Les régimes matrimoniaux en Droit espagnol. Entre Code Civil et Droits régionaux”, 
en BONOMI, A. y STEINER, M. (eds.), Les régimes matrimoniaux en Droit comparé et en Droit 
international privé, Droz, Ginebra, 2006, p. 149; GROSSEN, op. cit., p. 17; MAGARIÑOS BLANCO, V., 
“Cambio de régimen económico matrimonial de gananciales por el de separación y los derechos de los 
acreedores”, Revista Crítica de Derecho Inmobiliario, núm. 548, enero-febrero, 1982, pp. 89-92; COSTAS 
RODAL, L., “Compensación al cónyuge dedicado al trabajo para la casa en el régimen de separación de 
bienes. Requisitos y cuantificación en la reciente jurisprudencia del TS”, Aranzadi Civil-Mercantil, núm. 
8, septiembre, 2015, p. 159. 




opinión guarda una absoluta coherencia con que la curación de enfermedades, aunque 
sean extraordinarias, jamás esté sometida a colación (cfr. arts. 1386 y 1041 I CC)769.  
 Esta argumentación no es sin embargo trasladable a las litis expensas que, según 
nuestro legislador, forman parte del contenido de las cargas del matrimonio. Es evidente 
que, en la práctica, dichos gastos devendrán frecuentemente extraordinarios conforme a 
los usos del lugar y a las circunstancias de la familia, y desde esta perspectiva es lógico 
que la doctrina más autorizada considere una equivocación su inclusión entre las cargas 
del matrimonio, pudiendo haberse catalogado en su lugar como gastos necesarios que, 
aun siendo extraordinarios, debieran sufragarse con cargo a bienes comunes o de forma 
proporcional a los recursos económicos de los cónyuges (art. 103.3 CC)770. En sentido 
contrario, y de no ser por su expresa calificación como cargas matrimoniales, aún cabría 
considerar que las litis expensas no constituirían sino una carga exclusiva del cónyuge 
litigante en cuanto para su concesión se exigiría la insuficiencia de bienes propios, y, en 
tal caso, su imposición al consorte solo podría interpretarse como una provisión ad litem 
que después debería ser reintegrada al tiempo de la liquidación, como en alguna opinión 
se ha considerado, no solo entre separados de bienes, sino también en sede de sociedad 
de gananciales, conforme al artículo 1398.3 del Código Civil (cfr. art. 1318 III CC)771. 
 b) Los gastos extraordinarios y voluntarios. — La segunda categoría de gastos 
extraordinarios se compondría de aquellos que quedarían excluidos del contenido de las 
cargas matrimoniales, salvo acuerdo en contrario. Entre estas partidas cabría mencionar 
las ropas y objetos de uso personal que conforme a los usos del lugar y circunstancias 
de la familia deviniesen extraordinarios, así como determinados gastos de educación e 
instrucción de los hijos. Particularmente, los cónyuges no estarían obligados a financiar 
los estudios que los hijos mayores de edad no hubiesen acabado por causa que les fuese 
imputable, siendo preciso preguntarnos también por el régimen de los gastos de carrera 
profesional o artística de los mismos que se mencionan a propósito de la colación. En 
materia sucesoria, efectivamente, se distingue entre aquellos gastos de educación que no 
serían colacionables por integrarse en la obligación alimenticia derivada de los deberes 
de la patria potestad (cfr. arts. 142, 143.2, 154.1 y 1041 I CC), y aquellos otros que los 
                                                 
769 Vid. DÍEZ-PICAZO Y PONCE DE LEÓN, “Comentarios...”, cit., pp. 1774-1775. En igual sentido, vid. 
RIVERA FERNÁNDEZ, op. cit., p. 2507. 
770 Vid. RAMS ALBESA, “Comentarios...”, cit., pp. 1046-1048. 
771 Vid. SAVATIER, La séparation..., cit., p. 83; EGEA FERNÁNDEZ, op. cit., p. 105. 
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ascendientes hubiesen satisfecho para dar a sus hijos una carrera profesional o artística, 
colacionables solo en los casos expresamente señalados en la ley (cfr. art. 1042 CC)772. 
 Esta distinción traería consigo que los gastos sufragados para dar a los hijos una 
carrera profesional o artística fuesen calificados de extraordinarios, ya que su cualidad 
de colacionables los aproximaría irremediablemente a las liberalidades. Sin embargo, en 
nuestro caso, semejante calificación debería armonizarse con la disciplina de las cargas 
del matrimonio, de manera que los gastos de carrera profesional o artística de los hijos 
solo fuesen considerados como extraordinarios cuando éstos no hubieran finalizado sus 
estudios por causa que les fuera imputable, o cuando se tratase de una segunda carrera, 
ya que en tales circunstancias la formación y titulación obtenidas como consecuencia de 
la primera les facilitarían los recursos económicos suficientes para escapar del estado de 
necesidad que justificaría su inclusión entre los alimentos y, por consiguiente, entre las 
cargas del matrimonio (art. 142 II CC)773. En consecuencia, estos gastos formarían parte 
de las cargas matrimoniales cuando cupiese su inclusión en la obligación alimenticia y, 
en su defecto, siendo extraordinarios, cuando los propios cónyuges así lo acordasen774. 
 También merecerían destacarse como gastos extraordinarios las indemnizaciones 
que eventualmente estuviesen obligados a sufragar los cónyuges como consecuencia de 
los actos u omisiones ilícitas perpetradas por los hijos comunes a ambos, considerando 
que la responsabilidad civil derivada de semejantes conductas obligaría a la sociedad de 
gananciales a la luz de los artículos 1362.1, 1365.1, 1366 o 1367 del Código Civil -en 
consonancia con la gran variedad de opiniones doctrinales sobre el particular-, aunque, 
dependiendo del precepto sobre el que basemos la responsabilidad ganancial, estaremos 
ante una carga del matrimonio o una carga de la sociedad de gananciales775. Siguiendo 
la opinión de quienes consideran los dos primeros preceptos como fundamento, resulta 
evidente que tales indemnizaciones formarían parte de las cargas del matrimonio, pero 
                                                 
772 Vid. MORALES MORENO, “Comentario...”, cit., pp. 993-994; REBOLLEDO VARELA, Separación..., cit., 
p. 379. 
773 Vid. DELGADO ECHEVERRÍA, “Comentarios...”, cit., p. 1032; RIBOT IGUALADA, “Comentarios a los 
artículos 232-5 a 232-11 y 234-9 del Código Civil de Cataluña”, cit., p. 1052; RUDA GONZÁLEZ, op. cit., 
p. 980. 
774 Vid. ANDERSON, op. cit., p. 335. 
775 Sosteniendo la responsabilidad ganancial sobre los artículos 1362.1 y 1365.1 del Código Civil, vid. DE 
ÁNGEL YÁGÜEZ, R., “Comentario al artículo 1903 del Código Civil”, Comentarios a las reformas del 
Derecho de familia, v. I, Tecnos, Madrid, 1984, p. 1975; ABELLÓ MARGALEF, R., “Notas sobre las cargas 
y obligaciones de la sociedad de gananciales”, Revista de Derecho Privado, septiembre, 1982, p. 811; 
DÍAZ ALABART, S., “La responsabilidad por los actos ilícitos dañosos de los sometidos a patria potestad o 
tutela”, Anuario de Derecho Civil, julio-septiembre, 1987, p. 883. 




semejante alternativa no es aceptable desde el punto de vista cuantitativo, en cuanto que 
de conformidad a los usos del lugar y a las circunstancias de la familia, nos hallaríamos 
ante gastos extraordinarios que quedarían excluidos de la potestad doméstica, así como 
tampoco lo sería desde una perspectiva teleológica, porque ésta tiene como finalidad la 
atención de las necesidades familiares y no la reparación de los daños causados, y ello 
sin olvidar que en el hipotético caso en que uno de los cónyuges quedase exonerado de 
toda responsabilidad -según el último párrafo del artículo 1903 del Código Civil-, sería 
igualmente responsable con ocasión de los artículos 1319 y 1365.1 del Código Civil776.  
 Las indemnizaciones derivadas de los daños ocasionados por los hijos comunes 
recibirían diferente tratamiento en la sociedad de gananciales en función de que ambos 
cónyuges fuesen responsables -en cuyo caso se trataría de obligaciones contraídas por 
los dos cónyuges conjuntamente, a efectos del artículo 1366 del Código Civil (STS 8-7-
1997 [RJ 1997, 5576])-, o solamente uno de ellos en el extraordinario e improbable caso 
en que uno de ellos llegase a exonerarse demostrando que actuó con la diligencia de un 
buen padre de familia -encontrándonos entonces ante obligaciones extracontractuales 
de un cónyuge, de responsabilidad y cargo ganancial en base a los artículos 1367 y 1903 
del Código Civil; salvo que nos hallásemos en el supuesto contemplado por el artículo 
1373 del mismo y fuesen de exclusivo cargo del cónyuge responsable777. Sin embargo, 
siendo capaces de observar que el régimen descrito hasta el momento es absolutamente 
ajeno a la disciplina del levantamiento de las cargas del matrimonio -y, aunque algunos 
autores atribuyan este carácter a semejantes indemnizaciones, quizá influenciados por 
las soluciones anteriormente adoptadas en la jurisprudencia francesa-, concluiremos que 
lo mismo acontecerá entre separados de bienes, en cuyo caso tales indemnizaciones no 
ostentarán tal condición salvo que así lo conviniesen los cónyuges de mutuo acuerdo778. 
                                                 
776 Aduciendo estos argumentos, vid. NAVARRO MICHEL, M., La responsabilidad civil de los padres por 
los hechos de sus hijos, Bosch, Barcelona, 1998, p. 100, n. 241; LÓPEZ BELTRÁN DE HEREDIA, C., La 
responsabilidad civil de los padres por los hechos de sus hijos, Tecnos, Madrid, 1988, pp. 123-124. Sobre 
la improbable posibilidad que asiste a los padres para exonerarse de toda responsabilidad, considerando la 
ausencia de pronunciamientos jurisprudenciales sobre este particular, vid. YZQUIERDO TOLSADA, M., 
Sistema de responsabilidad civil contractual y extracontractual, Dykinson, Madrid, 2001, p. 255. 
777 Siguiendo estas soluciones, vid. BARCELÓ DOMÉNECH, J., Responsabilidad de los bienes gananciales 
por las obligaciones extracontractuales de un cónyuge, Tirant lo Blanch, Valencia, 2000, pp. 88-89; 
GÓMEZ CALLE, E., La responsabilidad civil de los padres, Montecorvo, Madrid, 1992, pp. 402-404; 
LÓPEZ BELTRÁN DE HEREDIA, op. cit., pp. 123-125; NAVARRO MICHEL, op. cit., pp. 97-100. 
778 Entre los autores que atribuyen el carácter de carga matrimonial a estas indemnizaciones, vid. 
REBOLLEDO VARELA, Separación..., cit., p. 380; GÓMEZ CALLE, La responsabilidad..., cit., p. 404; LÓPEZ 
BELTRÁN DE HEREDIA, op. cit., p. 126; NAVARRO MICHEL, op. cit., p. 100. Sobre la jurisprudencia 
francesa, vid. Cass. Civ. 1re, 4-12-1963. 
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 Esta solución es desde luego trasladable al caso de las indemnizaciones debidas 
a consecuencia de los perjuicios ocasionados por los tutelados de ambos cónyuges. Sin 
embargo, habría que reparar primero en aquellos supuestos en que se separasen entre los 
cónyuges los cargos de tutor de la persona y de los bienes del tutelado, ya que en estas 
circunstancias solamente respondería aquél y no surgiría un gasto común susceptible de 
ingresar entre las cargas del matrimonio -salvo que se tratase de cuestiones atinentes a 
ambos, en cuyo caso alcanzaríamos la solución contraria-, como tampoco acontecería 
cuando ambos fuesen nombrados tutores de la persona y uno de ellos actuase de forma 
independiente sin considerar a su consorte en la toma de decisiones (cfr. arts. 236, 237 y 
1903 III CC)779. En segundo lugar, cabría oponer a este respecto que la consideración de 
las indemnizaciones -debidas tanto a los daños ocasionados por los tutelados como por 
los hijos comunes- en concepto de cargas matrimoniales obligaría a los hijos a subvenir 
al levantamiento de unos gastos de los que no son jurídicamente responsables780. En mi 
opinión, sin embargo, no habría que olvidar que estos últimos tampoco son responsables 
de los gastos asumidos por los cónyuges en el ejercicio de la potestad doméstica y, sin 
embargo, es evidente que han de contribuir a su levantamiento (cfr. art. 1319 II CC). 
 c) Los gastos extraordinarios y excluidos. — Fuera de todas estas partidas del 
pasivo patrimonial de los consortes que, de una forma u otra, obligan a ambos a afrontar 
conjuntamente su levantamiento en concepto de cargas matrimoniales, existen otras que 
en mi opinión -junto a un gran número de pronunciamientos jurisprudenciales- no han 
de considerarse en ningún caso como tales, y son aquellas que desde hace ya más de tres 
décadas la jurisprudencia francesa calificó como operaciones de inversión781. Entre las 
mismas se hallaría nada menos que la adquisición de antigüedades, joyas, obras de arte 
y, particularmente, de viviendas y automóviles, que en los últimos años han acaparado 
la atención de nuestra jurisprudencia (SSTS 21-7-2016 [RJ 2016, 3214], 17-2-2014 [RJ 
2014, 918], 20-3-2013 [RJ 2013, 4936], 26-11-2012 [RJ 2013, 907], 26-11-2012 [RJ 
2013, 186], 28-3-2011 [RJ 2011, 939], 31-5-2006 [RJ 2006, 3502], STSJ Islas Baleares 
3-9-1998 [RJ 1998, 8505], y SSAP Navarra 11-6-2014 [ROJ 462, 2014], Santa Cruz de 
Tenerife 1-4-2011 [JUR 2011, 216009], y Asturias 26-5-2009 [JUR 2009, 280710])782. 
                                                 
779 Vid. DÍAZ ALABART, “La responsabilidad...”, cit., p. 880. 
780 Vid. EGEA FERNÁNDEZ, op. cit., pp. 96-97 
781 Cass. Civ. 1re, 11-1-1984, nº 82-15461. 
782 Concuerdan con esta línea jurisprudencial CAVANILLAS MÚGICA, “El régimen...”, cit., p. 4854; RAGEL 
SÁNCHEZ, Ejecución..., cit., p. 116; ROCA TRÍAS, E., “Els efectes personals i patrimonials del matrimoni”, 




 La jurisprudencia estima que a través de la adquisición de una vivienda no solo 
se atiende una necesidad tan prioritaria como es la de habitación, sino que además sirve 
a un interés extrafamiliar constituyendo un capital inmobiliario que perduraría una vez 
disuelto el vínculo conyugal que une al titular con los demás obligados al levantamiento 
de las cargas del matrimonio y, por esta razón, en el frecuente caso de que el adquirente 
hubiese concertado un préstamo hipotecario con semejantes pretensiones, considera que 
se trata de una deuda contraída para la adquisición del inmueble que debe satisfacerse 
por quienes ostentan título de dominio sobre el mismo de acuerdo con lo estipulado con 
la entidad bancaria (STS 20-3-2013 [RJ 2013, 4936]), de tal manera que la normativa 
aplicable a estos supuestos no sería la correspondiente a las cargas del matrimonio sino 
el régimen general de la copropiedad, y en concreto el artículo 393 del Código Civil, 
que establece que el concurso de los partícipes en las cargas será proporcional a sus 
respectivas cuotas, que se presumen iguales (STS 31-5-2006 [RJ 2006, 3502]). 
 Sin embargo, semejante argumentación no es tan evidente en la adquisición de 
vehículos automóviles que, a mi juicio, dependerá en gran medida de las circunstancias 
del caso concreto sin poderse establecer un criterio común a todos los supuestos, como 
recientemente ha tenido ocasión de hacer nuestro Tribunal Supremo, excluyéndola del 
contenido de las cargas del matrimonio (STS 21-7-2016 [RJ 2016, 3214]). Es palmario 
que dicho acto constituiría una operación de inversión cuando los vehículos automóviles 
objeto del mismo fuesen susceptibles de ser calificados como artículos de colección o, 
quizá, también, cuando éstos dispongan de dos únicas plazas y la familia se compusiera 
del matrimonio y, al menos, un hijo, en cuyo caso el vínculo doméstico del gasto tendría 
una difícil argumentación para su consideración como carga matrimonial; pero también 
la tendría su exclusión como tal cuando el vehículo automóvil adquirido por cualquiera 
de los cónyuges fuese indistintamente utilizado por ambos, por ejemplo, con la finalidad 
                                                                                                                                               
en PUIG FERRIOL, L. y ROCA TRÍAS, E., Institucions del Dret civil de Catalunya, v. II, Tirant lo Blanch, 6ª 
edición, Valencia, 2005, p. 363; CUENA CASAS, “Comentarios...”, cit., p. 10112; ÁLVAREZ OLALLA, 
Responsabilidad..., pp. 415-416; ID., “La compensación...”, cit., p. 135; MASOT MIQUEL, “Comentarios a 
los artículos 3 a 5 de la Compilación del Derecho Civil Especial de las Islas Baleares”, cit., pp. 94-95; 
MARCO MOLINA, J., “Las disposiciones preliminares al régimen económico matrimonial”, en YZQUIERDO 
TOLSADA, M. y CUENA CASAS, M. (dirs.), Tratado de Derecho de la Familia, v. VII, Aranzadi, 2ª edi-
ción, Navarra, 2017, pp. 136-137, n. 30; REVEL, J., Les régimes matrimoniaux, Dalloz, 6ª edición, París, 
2012, p. 38; PATARIN, J. y MORIN, G., La réforme des régimes matrimoniaux. Étude de la loi nº 65-570 
du 13 juillet 1965, t. I, Defrenois, 1ª edición, Paris, 1967, p. 28; FLOUR y CHAMPENOIS, op. cit., pp. 61-
62.  
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de trasladar a los hijos al colegio, toda vez que el transporte escolar podría comprenderse 
en la educación que se incluye en las cargas matrimoniales (cfr. arts. 142 y 1362 CC)783. 
 La única explicación que a mi juicio sería capaz de justificar el criterio adoptado 
por el Alto Tribunal es la calificación duradera que el legislador atribuye a los vehículos 
automóviles, motociclos, velocípedos, sus piezas de recambio y accesorios, del mismo 
modo que a la vivienda, a través del Real Decreto 1507/2000, de 1 de septiembre -por el 
que se actualizan los catálogos de bienes de tal naturaleza, a los efectos de la legislación 
de consumidores y usuarios y otras normas concordantes-, en la medida en que de este 
modo pudiese considerarse que subsistirían a la disolución del matrimonio en provecho 
exclusivo del cónyuge titular. Sin embargo, este razonamiento conduciría a equiparar las 
operaciones de inversión a la adquisición de otros bienes que también ostentarían una 
naturaleza duradera conforme a la normativa indicada, y cuya inclusión en el contenido 
mínimo de las cargas matrimoniales es indiscutible, como cubertería, muebles, artículos 
de menaje, accesorios y otros enseres domésticos, aparatos eléctricos, electrotécnicos, 
electrónicos e informáticos y su software, así como los juegos y juguetes de los hijos. 
C) Dimensión subjetiva 
 La disciplina de las cargas del matrimonio en nuestro ordenamiento jurídico se 
construye tomando como referencia la “familia nuclear”, compuesta por los consortes y 
los hijos de éstos, aunque ciertamente pueda considerarse que la familia constituye un 
concepto dinámico capaz de adaptarse a las exigencias sociales de cada momento para así 
avanzar quizá hacia el de “familia extensa”, como consecuencia de las llamadas familias 
reconstituidas que recientemente han sido consideradas por parte del legislador catalán a 
los efectos de elaborar el Libro Segundo de su Código Civil. Éste, incluso, realiza ciertas 
previsiones en lo concerniente a otros parientes que convivan con el matrimonio, y sobre 
los cuales nuestro legislador tan solo dedica una desafortunada alusión entre los derechos 
y deberes conyugales, a la que en ningún caso debe acudirse con el propósito de ampliar 
el contenido subjetivo de las cargas matrimoniales (cfr. arts. 68 CC y 231-1.2 CCCat)784. 
                                                 
783 Así lo consideran VAREILLE, op. cit., p. 11; VIEUJEAN, E., “Les devoirs de secours et de contribution 
aux charges du mariage”, en RAUCENT, L. y LELEU, Y. H., Les régimes matrimoniaux, t. 1, Larcier, 
Bruselas, 1997, p. 169. También la jurisprudencia francesa, vid. Cass. Civ. 1re, 27-11-2001, nº 99-20546. 
Sin embargo, existen algunas opiniones disidentes como las PATARIN y MORIN, op. cit., p. 28; FLOUR y 
CHAMPENOIS, op. cit., pp. 61-62; RAGEL SÁNCHEZ, Ejecución..., cit., p. 116. 
784 Sobre el alcance sociológico de la familia, así lo entiende DÍAZ-AMBRONA BARDAJÍ, M. D., “La 
responsabilidad de los cónyuges en el ejercicio de la potestad doméstica en el sistema del art. 1319 del 




 a) Los gastos de los cónyuges. — La adquisición del estado civil de casado crea 
entre los consortes un conjunto de derechos y obligaciones recíprocas entre los que se 
hallan, en particular, los de proporcionarse alimentos, que en situaciones de normalidad 
matrimonial quedarán inmiscuidos en el de levantamiento de las cargas, tal y como han 
entendido doctrina y jurisprudencia (SAP Granada 7-2-1992 [AC 1992, 280])785. Lógica 
consecuencia de este status familiae es que necesariamente se integren en las cargas del 
matrimonio los gastos generados por los propios cónyuges, bien sean aquellos incluidos 
ex lege en la obligación alimenticia, bien aquellos calificados como inevitables, o bien 
aquellos otros que adquiriesen convencionalmente la señalada condición, como podrían 
ser las indemnizaciones por actos u omisiones ilícitas cometidas por los hijos, o ciertos 
gastos relacionados con la educación e instrucción de los mismos. Por este motivo, sería 
preciso preguntarse en qué medida son cargas matrimoniales los gastos causados por los 
hijos de los cónyuges -sean éstos o no comunes a ambos-, a cuyos efectos habrían de ser 
considerados también los adoptivos, iguales ante la ley (cfr. arts. 39.2 CE y 108 II CC). 
 b) Los gastos de los hijos comunes. — Los gastos ocasionados por los hijos cuya 
filiación sea común a ambos cónyuges no hay duda de que formarán parte de las cargas 
del matrimonio, según se desprende del artículo 1362.1 del Código Civil. El régimen de 
los mismos, sin embargo, variará según distingamos los hijos menores no emancipados 
y mayores de edad sujetos a patria potestad prorrogada o rehabilitada, de los menores 
emancipados y mayores de edad no sometidos a ésta. Los primeros, sin duda, generarán 
gastos a cuyo levantamiento estarán obligados los cónyuges en concepto de cargas, por 
aplicación del deber de alimentos contenido en la patria potestad -y teniendo en cuenta, 
además, con prioridad, lo que en su caso dispusiera la sentencia de incapacitación- (art. 
154.1 y 171 CC); y los segundos, también, pero solo cuando se hallen en un estado de 
necesidad que justifique el derecho a percibir alimentos de aquéllos (art. 143.2 CC)786. 
                                                                                                                                               
Código Civil”, Actualidad Civil, v. I, 1988, p. 650. Por el contrario, entre quienes ciñen su entendimiento 
al concepto de “familia nuclear”, vid. DÍEZ-PICAZO Y PONCE DE LEÓN, “Comentarios...”, cit., p. 1500; 
MONTÉS PENADÉS, op. cit., p. 1935; TORRES LANA, op. cit., pp. 862 y 1073; GARCÍA RUBIO, Alimentos..., 
cit., pp. 38-39; BARCELÓ DOMÉNECH, “Disposiciones...”, cit., p. 60. 
785 Vid. BELTRÁN DE HEREDIA Y ONÍS, op. cit., pp. 8-10; VIEUJEAN, op. cit., p. 169. 
786 En este sentido, vid. MORALES MORENO, A. M., “Cargas del matrimonio”, en MONTOYA MELGAR, A. 
(dir.), Enciclopedia Jurídica Básica, v. I, Civitas, Madrid, 1995, p. 935; DÍAZ ALABART, S., “El pseudo 
‘status familiae’ en el Código civil. Una nueva relación familiar”, Revista de Derecho Privado, octubre, 
1992, p. 851; CLEMENTE MEORO, op. cit., pp. 547-548; MIRALLES GONZÁLEZ, I., “El deber de 
contribución a cargas”, Temas económicos y patrimoniales importantes en las rupturas matrimoniales, 
Dykinson, Madrid, 1997, p. 423; GARCÍA RUBIO, Alimentos..., cit., p. 25; BUSTOS MORENO, op. cit., pp. 
220-221; ÁLVAREZ OLALLA, Responsabilidad..., cit., p. 59.  
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 Esta distinción se encuentra también entre las medidas a adoptar en el curso de los 
procesos matrimoniales por la autoridad judicial, pues, mientras por un lado se prevén las 
tendentes a fijar la contribución a las cargas matrimoniales -entre las cuales se encuentra 
precisamente la atención a los hijos comunes- (art. 103.3 CC), por el otro se posibilita la 
acumulación de acciones con la finalidad de determinar los alimentos a los hijos mayores 
de edad en el marco de estos procesos, aunque exigiéndose en este caso una convivencia 
en el domicilio familiar que devendría innecesaria en otros supuestos (art. 93 II CC). De 
hecho, en situación de normalidad matrimonial, esta convivencia apenas sería precisa con 
respecto a los hijos no comunes -conforme a lo establecido ex artículo 1362.1 del Código 
Civil-, a pesar de tratarse de un extremo sobre el que no se aprecia unanimidad doctrinal. 
 c) Los gastos de los hijos no comunes. — El mantenimiento de la integridad del 
principio separatista que informa el régimen económico-matrimonial que nos concierne 
aconsejaría excluir los gastos ocasionados por los hijos no comunes del contenido de las 
cargas matrimoniales, constituyendo un gasto exclusivo del cónyuge progenitor; aunque 
en última instancia -como acertadamente ha manifestado la doctrina-, esta circunstancia 
no dejará de influir de forma indirecta en la economía familiar, en cuanto los alimentos 
prestados a los mismos disminuirán la capacidad contributiva del cónyuge alimentante 
cuando resulte aplicable la regla de la proporcionalidad (art. 1438 CC)787. También se 
ha señalado, como argumento a su exclusión, que tales gastos constituyen una carga de 
la sociedad de gananciales y no del régimen de separación, porque en aquélla adquieren 
condición ganancial los bienes del cónyuge progenitor que en su caso se considerarían 
para fijar los alimentos correspondientes a los hijos no comunes (cfr. art. 1347 CC)788.  
 Sin embargo, no suele considerarse a estos efectos el importantísimo dato de que 
los hijos no comunes contribuirían al sostenimiento del cónyuge no progenitor, así como 
de los hijos que éste pudiera haber llegado a engendrar con el suyo, cuando conviviesen 
con ellos, y no sería justo que los mismos colaboraran de este manera mientras les fuese 
denegado el disfrute del nivel de vida de la familia que contribuyen a mantener, en cuyo 
caso sería aconsejable extender al de separación lo establecido sobre este extremo para 
                                                 
787 Así lo advierten DELGADO ECHEVERRÍA, El régimen..., cit., p. 351; BRAAT, B., Indépendance et inter-
dépendance patrimoniales des époux dans le régime matrimonial légal des droits français, néerlandais et 
suisse, Stæmpfli, Berna, 2004, p. 76, n. 215. En idéntica dirección, denegando la condición de cargas 
matrimoniales a los gastos ocasionados por los hijos no comunes, vid. PUIG FERRIOL y ROCA TRÍAS, op. 
cit., p. 427; CAVANILLAS MÚGICA, “El régimen...”, cit., p. 4856; DE AMUNÁTEGUI RODRÍGUEZ, “La 
libertad...”, cit., p. 251; CUENA CASAS, “Comentarios...”, cit., p. 10111; ÁLVAREZ OLALLA, 
Responsabilidad..., cit., p. 58; ID., “Comentarios...”, cit., p. 1672; MORO ALMARAZ, op. cit., p. 1038. 
788 Vid. CUENA CASAS, “Comentarios...”, cit., p. 10111. 




el régimen de gananciales (cfr. arts. 1362.1 II y 155.2 CC)789. En esta dirección merece 
destacarse que éste es el criterio que, fuera del plano académico, ha sido recientemente 
acogido por diversos legisladores autonómicos: en primer lugar, el valenciano, que en 
armonía con nuestra argumentación exigió la convivencia de los hijos no comunes (art. 
9.1 y 9.2 LREMV); en segundo lugar, el catalán, no solo por este motivo sino también 
de conformidad con el concepto de familia extensa que ampara su legislación (arts. 231-
1.2 y 231-5.2 CCCat); y, en tercer y último lugar, el navarro, aunque en este caso solo 
serán carga cuando concurran determinadas circunstancias (leyes 84.1.1 y 85.1 FNN). 
 d) Los gastos de los tutelados. — Suscitaría mayor incertidumbre la inclusión de 
los gastos originados por las personas tuteladas por ambos cónyuges puesto que, aunque 
generalmente el ejercicio de la tutela concierne a una única persona, no hay que olvidar 
que existen determinadas excepciones entre las que pueden figurar dos personas casadas 
entre sí, especialmente en caso de hijos comunes o sobrinos (cfr. art. 236 CC). En estas 
circunstancias, y en opinión de alguna doctrina, la obligación que asiste a los tutores de 
procurar alimentos a las personas que se hallan bajo su guarda es capaz de integrarse en 
el levantamiento de las cargas cuando se cumplan determinadas condiciones790. Éstas no 
serían sino que el patrimonio de los tutelados fuese insuficiente para facilitarles dichos 
alimentos y, en su defecto, no existieran otras personas obligadas a hacerlo, ya que a los 
tutores solo se les impone el deber de “procurar” alimentos en el sentido de efectuar las 
diligencias pertinentes para conseguir lo que se pretende, y que en nuestro caso tendría 
por objeto el ejercicio de las acciones correspondientes frente a los obligados a prestar 
alimentos, siempre que éstos no coincidiesen con los tutores, claro está (art. 269 CC)791. 
 Llegados a este punto la doctrina se divide entre aquellos que consideran que los 
tutores no están obligados a proporcionar alimentos y que, en defecto de otras personas a 
quienes legalmente les correspondiera hacerlo, éstos correrían a cargo de las instituciones 
públicas; y aquellos otros que por el contrario creen que en última instancia corresponde 
                                                 
789 Partícipes de esta opinión, vid. DE LOS MOZOS Y DE LOS MOZOS, “Comentarios a los artículos 1411 a 
1444 del Código Civil”, cit., p. 373; DÍAZ ALABART, S., “Obligaciones de los hijos mayores para con sus 
padres: respeto y contribución al levantamiento de las cargas familiares”, Revista de Derecho Privado, 
núm. 5, septiembre-octubre, 2015, p. 47 y n. 59; CABANILLAS SÁNCHEZ, A., “La separación de bienes”, 
en DÍEZ-PICAZO GIMÉNEZ, G. (coord.), Derecho de familia, Civitas, Navarra, 2012, p. 1224; BRAAT, op. 
cit., p. 73; ARROYO AMAYUELAS, “Comentarios...”, cit., p. 1572. 
790 Vid. EGEA FERNÁNDEZ, op. cit., p. 98. 
791 En este sentido, vid. GÓMEZ LAPLAZA, M. C., “Comentarios a los artículos 259 a 270 del Código 
Civil”, en AMORÓS GUARDIOLA, M. y BERCOVITZ RODRÍGUEZ-CANO, R. (coords.), Comentarios a las 
reformas de nacionalidad y tutela, Tecnos, Madrid, 1986, p. 510. 
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a los tutores, a cargo de su propio patrimonio -en base a que así se dispone expresamente 
para el acogimiento familiar, en cuanto éste produce la plena participación del menor en 
la vida de la familia e impone el deber de alimentarlo a quienes lo reciben-, y cuyos gastos 
sí se integrarían sin duda alguna entre las cargas del matrimonio (cfr. art. 173.1 CC). Por 
supuesto, todo ello sin perjuicio de que los tutores decidan excusarse de su cargo cuando 
por este preciso motivo les resultase excesivamente gravoso su desempeño o, en caso de 
haber proporcionado estos alimentos sin estar legalmente obligados, se dirijan contra las 
personas que sí lo estén conforme a la negotiorum gestio (cfr. arts. 251 I y 1894 I CC)792. 
 e) Los gastos de otros parientes. — La inclusión de los tutelados como sujetos 
capaces de generar gastos en concepto de cargas del matrimonio coincidiría sin embargo 
con la obligación que corresponde a ambos consortes de cuidar y atender a las personas 
dependientes a su cargo, a tenor del segundo inciso del artículo 68 del Código Civil. No 
obstante, éste es un precepto que no ha de interpretarse en conformidad con la disciplina 
de las cargas del matrimonio por cuanto aparenta ampliar el concepto de familia nuclear 
del que parte nuestro legislador sobre este particular, extendiendo el contenido subjetivo 
de las mismas a los gastos provocados por los ascendientes de cada uno de los cónyuges 
y que, a diferencia de cuanto se dispone en el ordenamiento jurídico catalán, no vendrían 
a representar sino simples cargas familiares para el estatal; así como acontecería también 
con los gastos causados por parte de otros parientes como los hermanos de cualquiera de 
los cónyuges que, de igual modo, tampoco tendrían la condición de carga del matrimonio 
salvo cuando se conviniese (cfr. arts. 231-5.2 y 231-6.3 CCCat, y 143 III y 144.4 CC)793. 
D) Dimensión temporal 
 La obligación de que las cargas del matrimonio sean levantadas conjuntamente 
por ambos cónyuges nace directamente de la propia unión conyugal y eso hace que, en 
                                                 
792 En contra de que los alimentos de los tutelados sean satisfechos por los tutores, vid. GÓMEZ LAPLAZA, 
“Comentarios...”, cit., pp. 510-511. No hay que olvidar, sin embargo, el hecho de que la normativa 
aplicable al acogimiento familiar serviría precisamente para fortalecer la opinión contraria, según señala 
ÁLVAREZ CAPEROCHIPI, J. A., Curso de Derecho de familia, t. II, Civitas, Madrid, 1988, p. 230. 
793 Vid. DÍEZ-PICAZO Y PONCE DE LEÓN, “Comentarios...”, cit., p. 1500; DÍEZ-PICAZO Y PONCE DE LEÓN 
y GULLÓN BALLESTEROS, op. cit., p. 137; MORALES MORENO, “Comentario...”, cit., pp. 993-993; 
MONTÉS PENADÉS, op. cit., p. 1935; RAGEL SÁNCHEZ, “Efectos...”, cit., pp. 718-719; CAVANILLAS 
MÚGICA, “El régimen...”, cit., p. 4856; DE AMUNÁTEGUI RODRÍGUEZ, “La libertad...”, cit., pp. 242 y 251; 
CLEMENTE MEORO, op. cit., p. 548; GARCÍA RUBIO, Alimentos..., cit., p. 40; DOMENGE AMER, op. cit., p. 
81; BUSTOS MORENO, op. cit., p. 230. En contra de este criterio, algunos autores abogan por la ampliación 
de las cargas del matrimonio ex artículo 68 del Código Civil o, cuando menos, se cuestionan tal 
posibilidad. En este sentido, vid. DE PABLO CONTRERAS, op. cit., p. 300; CREMADES GARCÍA, “El repar-
to...”, cit., p. 4. 




consecuencia, el deber de contribuir subsista mientras el matrimonio contraído por los 
mismos permanezca sin disolver; pero, a mayor abundamiento, y siendo conscientes de 
que la fuente de la que emanan tales cargas no es otra que la mera convivencia -a la que 
además están obligados los cónyuges, presumiéndose incluso iuris tantum-, en cuanto el 
matrimonio genera un consortium omnis vitae entre quienes lo contraen, aún convendría 
cuestionarse si las mismas subsisten en supuestos de separación legal o de hecho, en los 
que en opinión de cierto sector de la doctrina no cabe hablar de cargas matrimoniales794. 
 a) La separación legal de los consortes. — En lo que concierne a la separación 
legal de los cónyuges se observa que, entre las medidas provisionales que la autoridad 
judicial ha de adoptar en los procesos matrimoniales -y, por remisión expresa, también 
entre las provisionalísimas-, se hallan las de fijar la contribución de cada cónyuge a las 
cargas del matrimonio y, consecuentemente, las destinadas a establecer las bases para 
la actualización de cantidades y disponer las garantías, depósitos, retenciones u otras 
medidas cautelares convenientes, a fin de asegurar la efectividad de lo que por estos 
conceptos un cónyuge haya de abonar al otro; considerándose además como medio de 
contribuir a su levantamiento el trabajo que uno de los cónyuges dedicará a la atención 
de los hijos comunes sujetos a patria potestad en el futuro, de manera que semejantes 
previsiones, acompañadas de la mención a la contribución a las cargas del matrimonio 
y alimentos, así como sus bases de actualización y garantías en su caso, en el contenido 
del convenio regulador -para los procesos tramitados de mutuo acuerdo-, conducirían a 
concluir que la obligación de contribuir al levantamiento de las cargas del matrimonio 
subsistiría, cuando menos, durante el proceso (cfr. arts. 103.3, 104 y 90.1 d) CC), y así 
considera la jurisprudencia que las mismas solo encajan entre las medidas provisionales 
(SSAP Huelva 20-3-1999 [AC 1999, 7689] y Navarra 13-6-1994 [AC 1994, 1028])795.  
                                                 
794 En este sentido, vid. DE PAGE, Traité..., cit., pp. 1093-1094; BOULANGER, op. cit., p. 452; JOSSERAND, 
L., Cours de Droit civil positif français, v. III, Sirey, 3ª edición, París, 1940, p. 304; RENARD, “La 
réforme...”, cit., p. 60; FALZEA, A., “Il dovere di contribuzione nel regime patrimoniale della famiglia”, 
Rivista di Diritto Civile, v. I, 1977, p. 621; HUALDE MANSO, “La familia...”, cit., p. 792; ID., “Los 
regímenes...”, cit., p. 835.  
795 Así lo sostienen DE LOS MOZOS Y DE LOS MOZOS y HERRERO GARCÍA, op. cit., p. 1295; ROCA TRÍAS, 
E., “El convenio regulador y los conceptos de alimentos, cargas familiares, pensión por desequilibrio e 
indemnización en caso de nulidad”, en INSTITUTO DE CIENCIAS PARA LA FAMILIA, Convenios 
reguladores de las relaciones conyugales, paterno-filiales y patrimoniales en las crisis del matrimonio. 
Bases conceptuales y criterios judiciales, Universidad de Navarra, 2ª edición, Pamplona, 1989, p. 193; 
GARCÍA CANTERO, G., “Comentarios a los artículos 42 a 107 del Código Civil”, en ALBALADEJO GARCÍA, 
M. (dir.), Comentarios al Código Civil y compilaciones forales, t. II, Edersa, 2ª edición, Madrid, 1982, p. 
462; DESCHENAUX y STEINAUER, op. cit., pp. 59-60; DÍAZ MARTÍNEZ, A., “Comentarios a los artículos 52 
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 La separación personal de los consortes constituye una situación transitoria que 
hallará su fin en la reconciliación o en la disolución definitiva del matrimonio, y en este 
sentido conviene recordar que durante más de dos décadas nuestro legislador solamente 
permitía el divorcio previo transcurso mínimo de un año ininterrumpido desde el cese 
de la convivencia conyugal acontecido a propósito de la demanda de separación, hasta 
la reforma efectuada a través de la ley de 8 de julio de 2005. Siendo conscientes de esta 
función concluiremos que, sin perjuicio del cese de la convivencia que fundamenta la 
existencia de las cargas del matrimonio -y contra el criterio del legislador neerlandés-, 
todavía sería posible que aun separados legalmente surgieran determinados gastos cuyo 
levantamiento competiese satisfacer a ambos cónyuges conjuntamente, como pudieran 
ser aquellos no incluidos en la obligación alimenticia que desde ese momento nacería 
respecto de los hijos comunes -y, en su caso, también del consorte-, especialmente los 
que hubiesen adquirido la condición de cargas voluntariamente (cfr. art. 1:92a BW)796. 
 b) La separación de hecho de los consortes. — Los argumentos anteriores son 
perfectamente trasladables a la separación de hecho, no solo considerando que también 
dispondrá de una duración concreta hasta que los consortes tomen la decisión definitiva 
acerca del futuro de su relación, sino que así se deduce además de ciertas disposiciones 
legales (SAP Málaga 20-6-2005 [JUR 2006, 31182])797. En primer lugar, es manifiesto 
que si hasta el mismo momento en que no es admitida a trámite la demanda de nulidad, 
                                                                                                                                               
a 106 del Código Civil”, en BERCOVITZ RODRÍGUEZ-CANO, R. (dir.), Comentarios al Código Civil, t. I, 
Tirant lo Blanch, Valencia, 2013, p. 1096; MIRALLES GONZÁLEZ, op. cit., p. 435. 
796 En esta dirección, vid. ROCA TRÍAS, E., “Comentarios a los artículos 90 a 101 del Código Civil”, 
Comentarios a las reformas del Derecho de familia, v. I, Tecnos, Madrid, 1984, p. 601; ID., “El 
convenio...”, cit., p. 184; DESCHENAUX, STEINAUER y BADDELEY, op. cit., pp. 248-249; DESCHENAUX y 
STEINAUER, op. cit., pp. 59-60; STETTLER y GERMANI, op. cit., p. 78; MALUQUER DE MOTES BERNET, C. 
J., “Los efectos del matrimonio”, en MALUQUER DE MOTES BERNET, C. J. (coord.), Derecho de familia. 
Análisis desde el Derecho catalán, Bosch, 2ª edición, Barcelona, 2005, p. 99; PASCALE, G., “Il fondo 
patrimoniale”, en OBERTO, G., Famiglia e patrimonio, Cedam, Padua, 2014, p. 595. 
797 Manteniendo también la subsistencia de la disciplina de las cargas matrimoniales durante la separación 
de hecho, vid. RENAULD, J., Droit patrimonial de la famille, t. I, Maison Ferdinand Larcier, Bruselas, 
1971, p. 122; MORALES MORENO, “Cargas...”, cit., p. 937; ROCA TRÍAS, “El convenio...”, cit., p. 184; 
DESCHENAUX y STEINAUER, op. cit., pp. 59-60; MASOT MIQUEL, “Comentarios a los artículos 3 a 13 de la 
Compilación del Derecho Civil de las Islas Baleares”, cit., p. 122; MIRAMBELL ABANCÓ, A., “Comentario 
a los artículos 8, 20 y 21 de la Compilación del Derecho Civil de Cataluña”, en CASANOVAS MUSSONS, 
A., EGEA FERNÁNDEZ, J., GETE-ALONSO Y CALERA, M. C. y MIRAMBELL ABANCÓ, A. (coords.), 
Comentari a la Modificació de la Compilació en matèria de relacions patrimonials entre cònjuges, 
Departamento de Justicia de la Generalidad de Cataluña, Barcelona, 1995, p. 46; VALPUESTA 
FERNÁNDEZ, Los pactos..., cit., pp. 252-253; RENARD, “La réforme...”, cit., p. 60; GONZÁLEZ DEL POZO, 
“La indemnización...”, cit., p. 136. Adoptando también esta posición -en armonía con la jurisprudencia 
francesa sentada en Cass. Civ. 1re, 1-7-1980, nº 78-16258 y Cass. Civ. 1re, 6-1-1981, nº 79-14105-, vid. 
COLOMER, Droit..., cit., p. 48; DAURIAC, I., Les régimes matrimoniaux et le pacs, LGDJ, 2ª edición, París, 
2010, p. 63; CHAMPION, J., Contrats de mariage et regimes matrimoniaux, Delmas et Cie, 8ª edición, 
París, 1989, p. 26; VOIRIN, P. y GOUBEAUX, G., Droit civil, t. II, LGDJ, 25ª edición, París, 2008, p. 14; 
REVEL, op. cit., p. 34. 




separación o divorcio, no cesa la posibilidad de vincular el patrimonio del consorte en el 
ejercicio de la potestad doméstica, y ésta a su vez se dirige a satisfacer las necesidades 
ordinarias de la familia -que con frecuencia coincidirán con las cargas del matrimonio, a 
salvo de que los cónyuges convengan su ampliación-, tampoco cesará la obligación de 
subvenir conjuntamente a su levantamiento (cfr. art. 102.2 CC)798. En segundo lugar, no 
obstante, aún cabría considerar que también responderían los bienes gananciales de las 
obligaciones contraídas por uno solo de los cónyuges durante la separación de hecho, 
siempre y cuando tal actuación atendiese las necesidades de sostenimiento, previsión y 
educación de los hijos -comunes, ya que los demás habrán dejado de serlo en defecto de 
convivencia- que eventualmente estuviesen a cargo de la sociedad de gananciales, y que 
no supondría sino la mera confirmación de lo dispuesto en los artículos 1365.1 y 1319 II 
del Código Civil, conduciéndonos, de nuevo, a la conclusión señalada (art. 1368 CC)799. 
 Los argumentos advertidos no significan que la concurrencia de una separación 
de hecho entre los consortes carezca de toda relevancia con respecto a la obligación de 
contribuir al levantamiento de las cargas matrimoniales, aún vigente a mi juicio. Sobre 
el particular, convendría distinguir entre aquellas separaciones de hecho que entrañasen 
un incumplimiento del deber de convivencia que asiste a ambos cónyuges con ocasión 
del matrimonio, y que es objeto de presunción iuris tantum (arts. 68 y 69 CC)800. Hay 
que tener en consideración que no toda separación de hecho supondría una ruptura de la 
comunidad de vida, y aún en tales situaciones los consortes podrían haber celebrado un 
acuerdo regulando las consecuencias de su separación, entre las cuales suelen incluirse 
precisamente las cuestiones alimenticias que sustituirían sus deberes de contribución al 
levantamiento de las cargas del matrimonio (STS 25-11-1985 [RJ 1985, 5908]). En todo 
caso, y al margen de que pudiese o no constituir un abandono de familia desde el punto 
de vista penal, el incumplimiento del deber de convivencia podría alterar el contenido 
subjetivo de las cargas del matrimonio en cuanto el cónyuge incumplidor perdería todo 
derecho a ser alimentado a costa del grupo familiar, sin perjuicio de las obligaciones de 
este tipo que de él se derivasen respecto al mismo (cfr. arts. 68, 152.4 y 855.1 CC).  
                                                 
798 Así lo sostiene CASTILLA BAREA, M., “La separación”, en YZQUIERDO TOLSADA, M. y CUENA CASAS, 
M. (dirs.), Tratado de Derecho de la Familia, v. II, Aranzadi, 2ª edición, Navarra, 2017, p. 160. 
799 Participan de esta misma opinión DÍEZ-PICAZO Y PONCE DE LEÓN y GULLÓN BALLESTEROS, op. cit., 
p. 176; TORRES LANA, op. cit., pp. 954-955; TORRALBA SORIANO, “Comentarios...”, cit., p. 1713; 
REBOLLEDO VARELA, “Comentarios...”, cit., pp. 9664, 9687 y 9690; MARTÍNEZ VÁZQUEZ DE CASTRO, L., 
Responsabilidad patrimonial de la sociedad de gananciales, Civitas, Madrid, 1995, pp. 58-59, y n. 67. En 
contra, vid. RAGEL SÁNCHEZ, “La sociedad...”, cit., pp. 733-734 y 1095-1096; ÁLVAREZ OLALLA, 
Responsabilidad..., cit., pp. 167-168. 
800 Vid. BRAAT, op. cit., pp. 76-77. 
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 Es evidente desde luego que la incidencia de la separación de los cónyuges sobre 
la disciplina de las cargas del matrimonio requeriría la atención del legislador, ya que su 
subsistencia solo tendría sentido, en separación legal, en cuanto a aquellos gastos que 
hubiesen adquirido tal condición de forma convencional; y en separación de hecho, en 
la medida en que se guarda absoluto silencio sobre el particular -siendo especialmente 
relevante la actuación legislativa en defecto de toda clase de acuerdos conyugales sobre 
las consecuencias de la separación-, pues a mi juicio no cabría otorgarle más efectos que 
los expresamente contemplados por el ordenamiento jurídico. Es distinto el caso de la 
regulación alemana, donde, a falta de una separación legal como la nuestra, el legislador 
determina con mayor precisión cuáles han de ser las consecuencias de la separación de 
hecho de los consortes, excluyendo, en estas situaciones, tanto la potestad doméstica de 
los mismos como estableciendo a su vez una prestación alimenticia a favor de aquel que 
la precise, si procede, de conformidad a las condiciones de vida del matrimonio y de sus 
circunstancias tanto patrimoniales como profesionales (cfr. §1357(3) y 1361 BGB)801. 
II. LA ASUNCIÓN DE LAS CARGAS DEL MATRIMONIO 
 La capacidad de las mujeres se encontraba restringida tanto en el matrimonio de 
los romanos como en el de los germanos en virtud de la manus, munt o mundium de sus 
respectivos maridos, pero, en la práctica, el cuidado de los hijos y de la casa que éstos 
gobernaban hacía necesario que aquéllas gozasen de cierta capacidad para contratar. Los 
germanos, en consecuencia, elaboraron lo que hoy en día se conoce por poder de llaves 
o schlüsselgewalt; una excepción a la regla general de incapacidad que a este respecto 
permitía que las mujeres casadas actuasen válidamente en el tráfico jurídico802. Ésta se 
trasladaría después, con el nombre de potestad doméstica, al Derecho español, operando 
también como una salvedad frente a la licencia marital que las Leyes de Toro precisaban 
con carácter general para complementar la capacidad de las mujeres casadas; salvedad 
que, paradójicamente, se ha mantenido incluso tras la supresión de aquella licencia. Ello 
se produciría, precisamente, con ocasión de la reforma operada a través de la ley de 14 
de mayo de 1975 y a cuyo tenor se disponía que, tras su entrada en vigor, cualquiera de 
los cónyuges estaría facultado para llevar a cabo los actos relativos a cosas o servicios 
                                                 
801 Vid. FERRAND, op. cit., p. 890. 
802 Sobre el origen germánico de dicha potestad, vid. WOLFF, M., “El matrimonio”, en ENNECCERUS, L., 
KIPP, T. y WOLFF, M., Tratado de Derecho civil, t. IV, v. I, trad. B. Pérez González y J. Alguer y Micó, 
Bosch, 2ª edición, Barcelona, 1979, p. 314. También LEHMANN, H., Derecho de familia, v. IV, trad. de la 
2ª edición alemana J. M. Navas, Editorial Revista de Derecho Privado, Madrid, 1953, p. 105. 




para atender las necesidades ordinarias de la familia; términos similares a los que hoy en 
día se expresan y que, en su lugar, dirigen la potestad doméstica a los actos -en general- 
encaminados a atender las necesidades ordinarias de la familia, encomendadas a su 
cuidado, conforme al uso del lugar y a las circunstancias de la misma (art. 1319 CC). 
1. LA NATURALEZA Y EL RÉGIMEN JURÍDICO DE LA POTESTAD DOMÉSTICA 
 Las diversas teorías que ha ido proporcionando la doctrina sobre la naturaleza de 
la potestad doméstica se resumirían en el mandato tácito -de conformidad con el cual las 
mujeres casadas obrarían en el tráfico jurídico como meras mandatarias de sus maridos, a 
quienes les correspondía soportar el peso de las cargas del matrimonio- y, después, en el 
mandato presunto -que superaba las dificultades del tácito en el momento de aplicarlo en 
caso de mujeres abandonadas o separadas de hecho-, en la gestión de negocios ajenos, en 
el mandato o representación legal -que, a diferencia del tácito o presunto, no estaría sujeto 
a la voluntad del marido, eludiendo, así, las desventajas inherentes a la revocación-, en un 
poder propio, así como también -aunque, minoritariamente, entre la doctrina italiana- en 
la subrogación, de tal forma que los acreedores pudieran dirigirse contra los maridos por 
los actos que sus mujeres hubieran consumado en el ámbito de la potestad doméstica803. 
 Hoy en día, sin embargo, habiendo desaparecido las limitaciones a la capacidad 
de las mujeres casadas que antaño justificaron la subsistencia de la potestad doméstica, 
así como la jerarquía familiar sobre la que descansaban las teorías del mandato, además 
de haberse bilateralizado su ejercicio de forma que no resulte discriminatoria por razón 
del sexo, declarándose expresamente que cualquiera de los cónyuges podrá realizar los 
actos encaminados a atender las necesidades ordinarias de la familia, encomendadas a 
su cuidado, conforme al uso del lugar y a las circunstancias de la misma, quizá cupiera 
afirmar que la potestad doméstica no descansa en la actualidad sino sobre un poder de 
origen legal -representativo o no, según qué teoría aceptemos acerca de la representación 
indirecta-, especialmente, considerando que ninguno de los cónyuges puede atribuirse 
la representación del otro sin que le hubiere sido atribuida, como reiteración de la regla 
                                                 
803 Para más información sobre las distintas teorías, vid. OBERTO, G., Il regime di separazione dei beni tra 
coniugi, Giuffrè, Milán, 2005, pp. 156-162; LACRUZ BERDEJO, La potestad..., cit., pp. 22-40; BEIGNIER, 
op. cit., pp. 31-33. 
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según la cual ninguno puede contratar a nombre de otro sin estar por éste autorizado o 
sin que tenga por la ley su representación legal (cfr. arts. 1319 I, 71 y 1259 I CC)804. 
 En la legislación española, no obstante, el régimen de la potestad doméstica no 
ha logrado desvincularse plenamente de la teoría del mandato, que seguiría informando 
las relaciones jurídicas creadas por los cónyuges dentro de su ámbito hasta la actualidad, 
tal y como se desprendería del artículo 1439 del Código Civil. Llama la atención, sobre 
el particular, que al estudiar este precepto la doctrina suela ceñirse a distinguir todos los  
supuestos en que uno de los cónyuges interviene en el tráfico jurídico en representación 
de su consorte, tratándose de un mandato expreso cuando aquél actuase contando con el 
consentimiento de éste, de un mandato tácito o una gestión de negocios ajenos cuando  
interviniese con su conocimiento y sin oposición, o de gestión de negocios ajenos en los 
supuestos en que lo hiciese sin su conocimiento; así como a analizar las consecuencias 
del caso en que operase contra su prohibición expresa, remitiéndose a la responsabilidad 
extracontractual o a la derivada de la gestión de negocios sin mandato, o a la ratificación 
del mandato que subsanaría o revocaría la mencionada prohibición; sin prestar atención 
a que el ejercicio de la potestad doméstica quedaría embebido dentro de su ámbito805. 
 Este precepto circunscribe su ámbito de aplicación a aquellos supuestos en que 
uno de los cónyuges administra o gestiona bienes o intereses del consorte. Está fuera de 
toda duda que el cónyuge que en el tráfico jurídico realizase actos comprendidos en el 
ejercicio de la potestad doméstica estaría administrando o gestionando bienes o, cuando 
menos, intereses del consorte -según que éste le hubiese anticipado o no los fondos que 
eventualmente estuviera obligado a aportar en concepto de contribución a las cargas-, ya 
que de este modo satisfaría las necesidades familiares que a ambos les atañen806. Siendo 
así, el cónyuge que unilateralmente se arrogase la satisfacción de las necesidades de la 
familia a través del ejercicio de la potestad doméstica tendría las mismas obligaciones y 
                                                 
804 Sobre el particular, frente a una corriente de opinión que ve en la potestad doméstica un poder de re-
presentación de origen legal (en particular, vid. WOLFF, op. cit., p. 316; LEFEBVRE, D., “Assurance et 
solidarité ménagère”, Mélanges offerts à André Colomer, Litec, París, 1993, p. 241), existe otra que re-
chaza su carácter representativo (vid. VAREILLE, op. cit., p. 7; DE AMUNÁTEGUI RODRÍGUEZ, “La 
libertad...”, cit., p. 225). Sosteniendo que entre lo dispuesto por los artículos 71 y 1259 del Código Civil 
no media sino una mera reiteración, vid. MARÍN LÓPEZ, op. cit., p. 190; DE AMUNÁTEGUI RODRÍGUEZ, 
“La libertad...”, cit., p. 224. 
805 Sobre los distintos supuestos mencionados, vid. TORRES LANA, op. cit., p. 1075. 
806 En esta dirección parecía dirigirse también QUILEZ ESTREMERA, M. A., “La libertad capitular y los 
artículos 1328, 1320 y otros del Código Civil”, Revista Crítica de Derecho Inmobiliario, núm. 549, 
marzo-abril, 1982, p. 385. 




responsabilidades que un mandatario frente a su consorte, y su actuación además deberá 
ajustarse al interés de la familia, guardando la diligencia de un buen padre de familia807. 
 La relación entre potestad doméstica y la administración o gestión efectuada por 
uno de los cónyuges sobre los bienes o intereses del otro se desprende en primer lugar 
de que los frutos percibidos y consumidos por aquél se presuman legalmente invertidos 
en el levantamiento de las cargas matrimoniales y no en otras atenciones, ya que es éste 
y no otro el fin perseguido por la potestad doméstica: la satisfacción de las necesidades 
ordinarias de la familia -que, según tuvimos ocasión de ver, coincidirán con tales cargas 
en defecto de todo acuerdo entre los cónyuges ampliando su contenido-; y, en segundo 
lugar, en el hecho de que la posibilidad de vincular bienes del consorte en el ejercicio de 
la potestad doméstica y los poderes otorgados entre los propios cónyuges -que, a su vez, 
quedarían absorbidos en la administración o gestión emprendida por el consorte- cesen 
conjuntamente tras ser admitida a trámite la demanda de nulidad, separación o divorcio; 
aunque también merece tener en consideración la provisión de fondos que -de un modo 
semejante a la surgida de la relación entre mandante y mandatario, a cuya normativa se 
remite la administración o gestión antes aludida- acontece a consecuencia del deber de 
subvenir a las cargas del matrimonio (cfr. arts. 102.2, 1319 I, 1438, 1439 y 1728 CC)808. 
 El régimen jurídico de la potestad doméstica no solo se compondría entonces por 
lo dispuesto en el artículo 1319 del Código Civil, sino que habría de completarse con el 
1439 -que a su vez se remitiría a las reglas contenidas en los artículos 1718 a 1726, en 
cuanto no deviniesen incompatibles-, y también con el 67 del citado Código -que habría 
de cohonestarse además con el 1719 II del mismo- en la medida en que, en el ejercicio 
de la potestad doméstica, el cónyuge administrador o gestor estaría siempre obligado a 
respetar el interés de la familia o, en caso contrario, respondería frente a su consorte por 
los daños y perjuicios ocasionados con su actuación (cfr. arts. 1718 I y 1726 CC). Este 
régimen que aquí se propone no solo guardará relevancia desde una perspectiva teórica 
sino que también ayudará a resolver algunos problemas prácticos; y así parece haberlo 
considerado también el legislador catalán, cuando, en la elaboración del Libro Segundo 
                                                 
807 Vid. DORAL GARCÍA, “El interés...”, cit., p. 6. 
808 Nótese que el segundo párrafo del artículo 1318 del Código Civil también emplea los terminología de 
“anticipos” y de “proveer” sobre el levantamiento de las cargas del matrimonio ante posibles situaciones 
de incumplimiento futuro de esta obligación -y, del mismo modo, lo hace el primer apartado del artículo 
158 en relación a los alimentos de los hijos-, reflejándose en ella la provisión de fondos aludida arriba. 
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de su Código Civil, decidió aglutinar todos los aspectos citados como “dirección de la 
familia”, aunque remitiéndose, en lugar de al mandato, a la gestión de negocios ajenos.  
 En nuestra doctrina, de hecho, no es infrecuente que los autores se detengan en 
valorar la oportunidad de la gestión de negocios ajenos como una alternativa razonable 
frente a las reglas del contrato de mandato -a las que se remite expresamente el artículo 
1439 del Código Civil-, especialmente, considerando la solución catalana809. Sobre este 
particular, resultan sumamente acertadas las palabras del profesor ALBALADEJO cuando 
afirma que el cónyuge que actúa en este ámbito lo hace, al menos, con mandato tácito o 
gestión de negocios ajenos después ratificada810. Y es que, efectivamente, en defecto de 
todo mandato, en la potestad doméstica quedarían subsumidos todos los presupuestos de 
la gestión de negocios ajenos: en primer lugar, se gestionarían intereses ajenos al mismo 
tiempo que los propios -considerando la naturaleza común de las cargas matrimoniales-; 
en segundo lugar, semejante gestión revertiría utilidad al dominus negotii que, estando 
obligado al levantamiento de las cargas del matrimonio con motivo de su condición de 
cónyuge, sería dispensado de atenderlas directa o personalmente; en tercer lugar, y en 
las circunstancias advertidas, se desarrollaría voluntariamente y sin poder; y, en último 
lugar, se trataría de una gestión lícita -según ha exigido nuestro Tribunal Supremo (STS 
26-4-1956 [RJ 1956, 1948])- conforme al concepto de cuasi contrato que proporciona el 
legislador (art. 1887 CC). Por consiguiente, cabría concluir que el fundamento último de 
la potestad doméstica es, en nuestros días, una vez desaparecido el desfasado principio 
de supremacía marital, la gestión de negocios ajenos sin mandato; y sin perjuicio de que 
acudamos parcialmente a su regulación en virtud del artículo 1439 del Código Civil811. 
2. LOS ACTOS COMPRENDIDOS EN EL EJERCICIO DE LA POTESTAD DOMÉSTICA 
 En los dos últimos siglos de nuestra historia la potestad doméstica de las mujeres 
casadas -y hoy en día también de los hombres-, ha experimentado una gran ampliación 
con respecto al ámbito objetivo del que disponía originariamente. El Proyecto de 1851 
hacía una superflua alusión a los gastos diarios y usuales de la familia, pero guardando 
silencio sobre la clase de actos que las mujeres casadas podían celebrar válidamente sin 
                                                 
809 Por todos, vid. DE AMUNÁTEGUI RODRÍGUEZ, “La libertad...”, cit., p. 225. Parecen dirigirse también en 
esta dirección ALBALADEJO GARCÍA, Curso..., t. IV, cit., p. 189; DÍEZ-PICAZO Y PONCE DE LEÓN, 
“Comentarios...”, cit., p. 1775; DORAL GARCÍA, Principios..., cit., p. 80; CUENA CASAS, “Comentarios...”, 
cit., p. 10127. 
810 Vid. ALBALADEJO GARCÍA, Curso..., t. IV, cit., p. 189. 
811 En igual sentido, vid. WOLFF, op. cit., pp. 315-316. 




licencia o poder de sus maridos obligando la dote; laguna que después colmaría la Ley 
de Matrimonio Civil de 1870 al ceñir aquella potestad al contrato de compraventa. Éste 
fue el criterio seguido algunos años después por los redactores del Código Civil, pero, 
no obstante, la restricción de la potestad doméstica a los contratos de compraventa no 
respondería eficazmente a las exigencias del tráfico jurídico, extendiéndose, después, a 
los actos relativos a cosas o servicios como resultado de la ley de 2 de mayo de 1975.  
 La desaparición de las limitaciones que antaño se impusieron sobre la capacidad 
de obrar de las mujeres casadas no se correspondería sin embargo con una constricción 
de semejantes características en el ejercicio de la potestad doméstica, siendo de nuevo 
objeto de ampliación -mediante la ley de 13 de mayo de 1981- a los actos encaminados 
a atender las necesidades ordinarias de la familia, encomendadas al cuidado de ambos 
cónyuges, conforme al uso del lugar y circunstancias de la misma (art. 1319 I CC). Hoy 
en día, por consiguiente, quedarían comprendidos en la potestad doméstica no solo los 
contratos sino también, en general, los actos efectuados por cualquiera de los cónyuges, 
siempre y cuando se dirigiesen a atender las necesidades ordinarias del grupo familiar. 
 A tal fin resulta inevitable reparar en los contratos de compraventa, de permuta o 
de servicios que permitiesen a los cónyuges abastecerse de los bienes de consumo diario 
que en cada caso requieran, por sí mismos o a través de mandatario, en la medida en que 
el contrato de mandato quedaría igualmente incluido en la potestad doméstica siempre y 
cuando fuera celebrado con el fin de atender las necesidades ordinarias de la familia. No 
obstante, aunque posiblemente sean estos contratos los que aquéllos contraigan con más 
frecuencia en el ejercicio de la potestad doméstica, nada se opondría a añadir a la misma 
los de arrendamiento y ejecución de obra que permitiesen consumar los actos ordinarios 
de conservación, mantenimiento y reparación de la vivienda u otros bienes destinados al 
uso familiar, así como los de préstamo o comodato y de seguro que se contraigan para el 
aprovechamiento y disfrute común de la familia812. Además, y por el interés que alberga 
aquí, conviene advertir que también quedarían comprendidos en esta misma potestad los 
contratos que se celebren conforme al Real Decreto 1620/2011, de 14 de noviembre, por 
el que se regula la relación laboral del servicio del hogar familiar (cfr. art. 1:85 BW)813. 
                                                 
812 Así lo estima ÁLVAREZ OLALLA, Responsabilidad..., cit., p. 153. En particular, alude al contrato de 
comodato para estos fines VÍTOR, Crédito..., cit., p. 43. 
813 En este sentido, vid. DÖLLE, “Allemagne”, cit., p. 612; RÁGEL SÁNCHEZ, Estudio..., cit., p. 239; ID. 
Ejecución..., cit., p. 56; CUENA CASAS, “Comentarios...”, cit., p. 10118; ÁLVAREZ OLALLA, Responsabili-
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A) Los contratos de arrendamiento de vivienda 
 Siendo indiscutible que la vivienda constituye una necesidad primaria del grupo 
familiar -toda vez que los cónyuges están obligados a vivir juntos, y además tienen el 
deber y la facultad de tener a sus hijos en compañía como todo progenitor-, sería lógico 
considerar que el arrendamiento de vivienda formase parte de la potestad doméstica que 
el legislador confiere a cualquiera de los cónyuges (cfr. arts. 68 y 154.1 CC)814. No será 
así, a mi juicio, cuando semejante contrato fuese celebrado por uno de los cónyuges sin 
contar con la aprobación de su consorte, y no por el hecho de que el legislador requiera 
el consenso de ambos a la hora de fijar el domicilio conyugal -como ha indicado algún 
autor-, sino por un motivo mucho más sencillo, pues, en defecto de la aquiescencia del 
consorte, difícilmente podríamos considerar que la actuación del contratante se dirigiese 
a atender las necesidades familiares, en cuanto estaría anteponiendo un interés personal 
o individual sobre el interés de la familia que debe contemplar (cfr. arts. 67 y 70 CC)815. 
 El arrendamiento constituirá el acto efectuado con mayor frecuencia a efectos de 
atender esta necesidad familiar -a salvo de que cualquiera de los cónyuges gozase de un 
derecho de usufructo o habitación sobre un inmueble ajeno, o lo poseyeran en precario 
con la tolerancia de su titular, por ejemplo-, teniendo en cuenta que la adquisición de la 
vivienda quedaría al margen de la potestad doméstica, por tratarse de una operación de 
inversión que tras la disolución del vínculo matrimonial repercutiría exclusivamente en 
provecho del cónyuge que constase como adquirente en el título adquisitivo. Tampoco 
sería admisible, no obstante, añadir a la potestad doméstica aquellos arrendamientos de 
vivienda celebrados por cualquiera de los cónyuges con fines vacacionales, en cuanto 
los mismos no estarían sino atendiendo necesidades secundarias del grupo familiar que 
como mínimo exigirían el consenso de ambos cónyuges para formar parte de las cargas 
del matrimonio; y lo mismo cabría decir para cualesquiera otras segundas viviendas, en 
                                                                                                                                               
dad..., cit., p. 156; PINHEIRO, op. cit., p. 387; DE LIMA y VARELA, op. cit., p. 269; DA SILVA, M. Duarte 
Gomes, Curso de Direito da família, AAFDL, Lisboa, 1954, p. 317; BUSTOS MORENO, op. cit., p. 190; 
VÍTOR, Crédito..., cit., pp. 42-43. 
814 Vid. MORALES MORENO, “Cargas...”, cit., p. 936; CAVANILLAS MÚGICA, “El régimen...”, cit., p. 4855; 
RAGEL SÁNCHEZ, L. F., Estudio legislativo y jurisprudencial de Derecho civil: Familia, Dykinson, 
Madrid, 2001, p. 233; ID., Ejecución..., cit., p. 66; CUENA CASAS, “Comentarios...”, cit., p. 10112; 
PATARIN y MORIN, op. cit., p. 28; VARELA, Direito da família, cit., p. 399; PINHEIRO, op. cit., p. 387; 
MENDES, J. de Castro, Direito da família, AAFDL, edición revisada por M. Teixeira de Sousa, 
reimpresión, Lisboa, 1993, p. 144; DOS SANTOS, Direito da família, cit., p. 319; PINTO, op. cit., pp. 233-
234, n. 327; VÍTOR, Crédito..., cit., pp. 42-43. 
815 Llega a la misma conclusión, apoyándose en el consenso exigido por la letra del artículo 70 del Código 
Civil ÁLVAREZ OLALLA, Responsabilidad..., cit., pp. 156-157. 




contra del criterio adoptado por la jurisprudencia francesa que ha llegado a comprender 
la adquisición de una segunda vivienda entre las cargas del matrimonio tan solo algunos 
años antes de determinar que esta clase de adquisiciones quedarían siempre excluidas816. 
B) Los contratos de préstamo 
 En principio, siempre y cuando guardase la oportuna relación con la satisfacción 
de las necesidades ordinarias de la familia, nada obstaría a incorporar el préstamo dentro 
del ámbito de la potestad doméstica (SSAP Zaragoza 21-3-2002 [JUR 2002, 119314] y 
Álava 20-5-1993 [AC 1993, 1342]), aunque desde la perspectiva de la protección de los 
consumidores y usuarios no habría que olvidar que en la práctica estos contratos podrían 
desencadenar severas consecuencias de orden patrimonial817. Éste fue precisamente el 
motivo por el cual el legislador francés tomó la decisión de restringir de forma expresa 
la potestad doméstica a los préstamos concertados sobre sumas modestas para satisfacer 
las necesidades de la vida cotidiana -con la finalidad de salvaguardar la solvencia de los 
consortes-, mención que en otro caso devendría innecesaria a consecuencia del primero 
de los límites impuestos sobre la aludida potestad: que la deuda contraída no resultase 
“manifiestamente excesiva” según el nivel de vida familiar (cfr. art. 220 II CCF)818. No 
obstante, es evidente que los consortes aún podrían sobrendeudarse como consecuencia 
de una multiplicidad de préstamos modestos, situación que recientemente ha llamado la 
atención del legislador francés para añadir mediante la ley de 17 de marzo de 2014 que 
la potestad doméstica solo se extendería sobre aquéllos cuando el montante acumulado 
de los mismos tampoco resultase manifiestamente excesivo (cfr. art. 220 III CCF). 
 En nuestro ordenamiento jurídico no existe una previsión similar para el caso en 
que los consortes hubiesen contratado una pluralidad de préstamos con la finalidad de 
satisfacer las necesidades de la familia, pero no cabe ninguna duda de que el préstamo 
quedaría comprendido entre los actos jurídicos de la potestad doméstica819. No obstante, 
                                                 
816 Partícipes de esta opinión, vid. ÁLVAREZ OLALLA, Responsabilidad..., cit., p. 157, DOMENGE AMER, 
op. cit., p. 81. En contra, vid. BRAAT, op. cit., pp. 80-81. Y también, en el seno de la jurisprudencia 
francesa, vid. Cass. Civ. 1re, 20-5-1981, nº 79-17171. 
817 Advierte de ello VAREILLE, op. cit., p. 19. 
818 Vid. MONEGER, F, “L’emprunt contracté par un époux pour l’entretien du ménage et l’éducation des 
enfants”, Dalloz-Sirey, 1975-I, p. 168. Un antecedente de ello puede verse en Cass. Civ. 1re, 24-3-1971, nº 
69-14604. 
819 Así lo consideran LACRUZ BERDEJO, La potestad..., cit., pp. 81-84; RAGEL SÁNCHEZ, Estudio..., cit., p. 
239; ID., Ejecución..., cit., p. 65; TAINMONT, F., “Les dettes de ménage: actualités jurisprudentielles”, en 
RENCHON, J. L. y BAUGNIET, N., Trente ans après la réforme des régimes matrimoniaux: actes de la 6e 
journée d’études juridiques Jean Renauld, Bruylant, Bruselas, 2007, pp. 8-9. 
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aún cabría preguntarse cuándo habría de apreciarse la domesticidad del préstamo, para 
otorgarle o no los efectos de la potestad doméstica, ya que surgiría la disyuntiva entre el 
momento en que el mismo fuese concertado y aquel en que se empleasen sus fondos. A 
mi juicio, siguiendo el parecer de la doctrina francesa, éste ha de ser el momento en que 
los fondos objeto del préstamo sean utilizados por los cónyuges en sus relaciones con 
terceros; de manera que si, a pesar de haberse concertado el préstamo para un uso ajeno 
al aprovechamiento familiar, después sirvió a las necesidades familiares, nada obstaría a 
su inclusión en la potestad doméstica con las consecuencias que de ello derivasen820. En 
esta dirección, y salvando las distancias con el sistema familiar contemporáneo, merece 
destacarse como precedente de esta doctrina una antigua sentencia de nuestro Tribunal 
Supremo, en cuyo caso enjuiciado se declaró la nulidad de un préstamo concertado por 
una mujer casada sin la correspondiente licencia de su marido, en la medida en que no 
constaba que las cantidades tomadas en tal concepto hubiesen ingresado en la sociedad 
de gananciales ni tampoco hubieran revertido en atenciones de la misma; ya que en este 
caso no adolecerían de nulidad por ampararse en la potestad doméstica (STS 14-5-1916). 
C) Los contratos de compraventa con precio aplazado 
 La protección de los consumidores y usuarios también se encuentra respaldada 
en sede matrimonial por la exclusión de las compras a plazos del ejercicio de la potestad 
doméstica en el ordenamiento jurídico francés, sea cual fuere el precio convenido con el 
vendedor, y a salvo de haber sido celebradas contando con el consentimiento de ambos 
cónyuges (cfr. art. 220 III CCF). Esta salvedad, en principio, sería igualmente aplicable 
sobre los préstamos concertados sobre sumas que no se estimasen modestas conforme a 
las necesidades de la vida cotidiana -si siguiésemos la literalidad con la que se expresa 
el legislador francés. Sin embargo, lejos del absurdo que supondría extender la potestad 
doméstica sobre determinados contratos que en otro caso quedarían cuantitativamente 
excluidos de su ámbito de aplicación, debería entenderse que aquella excepción solo se 
predicaría de las compras a plazos, integrándose única y exclusivamente en el concepto 
de potestad doméstica cuando contasen con el consentimiento de ambos cónyuges. 
 En consecuencia, las ventas a plazos solo quedarían comprendidas en la potestad 
doméstica cuando se celebrasen contando con el consentimiento de ambos cónyuges, y 
                                                 
820 Vid. MONEGER, op. cit., p. 169; VAREILLE, op. cit., pp. 9 y 19; TAINMONT, “Les dettes...”, cit., p. 9; 
ÁLVAREZ OLALLA, Responsabilidad..., cit., pp. 154-155. 




los préstamos cuando recayesen sobre sumas modestas, ya fuesen concertados por uno 
solo de los cónyuges o por ambos conjuntamente. Es incomprensible, sin embargo, por 
qué el legislador francés atribuye regímenes diferentes a ambas categorías contractuales 
cuando se encuentran prácticamente identificadas en la práctica, ya que se trataría de un 
contrato de préstamo vinculado a la compraventa, en la que cualquiera de los cónyuges 
o ambos conjuntamente contratarían directamente con el proveedor en lugar de acudir 
primero a una entidad financiera, de tal forma que el préstamo que necesitasen les fuera 
inmediatamente facilitado por aquél a cargo de esta última (cfr. arts. 26 y 29 LCCC y 
1.1 LVPBM)821. Por este motivo, a mi juicio, y a salvo de una restricción expresa como 
la francesa, no habría razón para excluir de la potestad doméstica las ventas a plazos en 
el ordenamiento jurídico español, siempre que manifestasen una finalidad doméstica822. 
D) Los contratos de seguro y otras atenciones de previsión 
 La sociedad de gananciales establece a su cargo los gastos que se originen como 
consecuencia de atenciones de previsión, conduciendo a nuestra doctrina a pensar en los 
contratos de seguro que hubiesen podido celebrar los cónyuges con el fin de atender las 
necesidades del grupo familiar, pues solamente esta intención justificaría la ubicación 
de la norma en el primer apartado del artículo 1362 del Código Civil823. Por este motivo 
podrían incluirse en la potestad doméstica los seguros relativos a bienes de uso familiar 
-como los de daños o de responsabilidad civil-, los seguros referentes a la persona de los 
cónyuges y de sus hijos -ya fuesen comunes o no, siempre y cuando en este último caso 
conviviesen con la familia-, como también los de accidentes, de vida, de enfermedad y 
de asistencia sanitaria, y aquellos que cubriesen los costes derivados del sepelio, aunque 
algunos de ellos exigirían determinadas matizaciones que se advierten a continuación824. 
 En primer lugar, a juicio de algún autor se ha considerado que el seguro de vida 
no forma parte de la potestad doméstica, ya que mediante ésta no se trata de satisfacer 
las necesidades futuras de la familia sino únicamente las presentes825. Sin embargo, de 
                                                 
821 Vid. ÁLVAREZ OLALLA, Responsabilidad..., cit., pp. 155-156. 
822 Así lo cree RAGEL SÁNCHEZ, Estudio..., cit., p. 239. 
823 Vid. EGEA FERNÁNDEZ, op. cit., p. 104; BLASCO GASCÓ, F. DE P. y CLEMENTE MEORO, M. E., “El 
régimen económico matrimonial valenciano”, en YZQUIERDO TOLSADA, M. y CUENA CASAS, M. (dirs.), 
Tratado de Derecho de la Familia, v. VII, Aranzadi, 2ª edición, Navarra, 2017, pp. 1342-1343; BUSTOS 
MORENO, Las deudas..., cit., p. 202. 
824 Vid. EGEA FERNÁNDEZ, op. cit., p. 104; BLASCO GASCÓ y CLEMENTE MEORO, op. cit., pp. 1342-1343; 
RENARD, “Séparation...”, cit., p. 137; BUSTOS MORENO, op. cit., p. 202; VOISIN, op. cit., p. 131. 
825 Vid. RAGEL SÁNCHEZ, Estudio..., cit., p. 239; ID., Ejecución..., cit., p. 117. Tambien presenta dudas 
acerca de su inclusión entre las cargas del matrimonio TAINMONT, “La portée...”, cit., p. 569. 
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la lectura del artículo 1318 del Código Civil se deduce exactamente lo contrario, ya que 
su segundo párrafo permite a cualquiera de los cónyuges acudir a la autoridad judicial 
en caso de incumplimiento del deber de contribución por parte del consorte, con el fin 
de que se adopten las medidas oportunas para asegurar su cumplimiento y los anticipos 
necesarios o proveer a las necesidades futuras; de tal manera que semejante argumento 
no sería suficiente para excluir el seguro de vida del ámbito de la potestad doméstica826. 
 En segundo lugar, existen razones que permitirían dudar acerca de la inclusión de 
los seguros de enfermedad y de asistencia sanitaria en el concepto de potestad doméstica 
en la medida en que, si a través de ella no se trata sino de atender necesidades ordinarias 
entre las que se encontrarían concretamente los gastos de curación, y en muchas ocasiones 
éstas podrían quedar satisfechas tanto por la Seguridad Social como por un empresario -a 
causa de un contrato de trabajo- sin necesidad de incorporar un nuevo gasto a cargo de la 
familia, solamente podría concluirse que tales seguros dependerían en gran medida de las 
circunstancias de la misma para así poder quedar comprendidos en la potestad doméstica. 
 Por último, también formarían parte de las atenciones de previsión los planes de 
ahorro de un hijo menor o discapacitado, aunque no los planes de pensiones de carácter 
individual de cualquier clase -ya fuesen de jubilación, invalidez o muerte-, en los cuales 
el cónyuge partícipe ostentase la condición de beneficiario; con independencia de que 
así pudieran hacerlo en los regímenes de comunidad o participación -o incluso en el de 
separación catalán- (SAP Barcelona 22-7-2015 [JUR 2015, 234611]), amparándose en 
la calificación de común, de ganancia o de incremento patrimonial que en ellos tuviesen 
las cantidades procedentes de los mismos, ya que esta argumentación jamás encontraría 
un punto de apoyo sobre el que poder sustentarse en el régimen de separación estatal, 
ajeno a cualquier tentativa comunitaria o participativa extraña a su propia naturaleza827. 
III. EL SOSTENIMIENTO DE LAS CARGAS DEL MATRIMONIO 
 La noción de “cargas del matrimonio” procede directamente de la locución latina 
onera matrimonii que no ha de identificarse como gravamen sino como aquellos gastos, 
originados por el consumo del grupo familiar no atribuibles particularmente a ninguno 
                                                 
826 Incluyen los gastos futuros BRAAT, op. cit., p. 81; VÍTOR, Crédito..., cit., p. 46. 
827 Vid. EGEA FERNÁNDEZ, op. cit., p. 104; MOLINER NAVARRO, R., “Comentario a la ley 10/2007 de 
régimen económico matrimonial valenciano”, en LLEDÓ YAGÜE, F. y FERRER VANRELL, M. P. (dirs.), 
MONJE BALMASEDA, O. (coord.), Los regímenes económicos matrimoniales en los Derechos civiles 
forales o especiales, Dykinson, Madrid, 2010, p. 894; ANDERSON, op. cit., p. 338. 




de sus integrantes, que han de ser sufragados conjuntamente por ambos cónyuges con 
independencia de la naturaleza comunitaria o separatista del régimen económico por el 
que discurran sus relaciones patrimoniales; habida cuenta de la incidencia que sobre el 
mismo despliega la propia institución matrimonial, en el sentido antes indicado828. En el 
pasado, y especialmente en el Derecho romano, estos gastos eran sufragados a través las 
dotes constituidas por las mujeres, sus paterfamilias o terceros ad sustinenda onera 
matrimonii en contemplación del matrimonio celebrado o aún pendiente de celebración, 
motivo por el cual señalaba PAULO: “Ibi dos esse debet, ubi onera matrimonii sunt”829. 
 Hoy en día, hallándose las instituciones “dotales” y “paradotales” sino en pleno 
desuso, cuando menos en trance de desaparición, nuestro ordenamiento jurídico dispensa 
sendos mecanismos al servicio del levantamiento de las cargas matrimoniales según los 
cónyuges sometan sus relaciones patrimoniales a regímenes comunitarios o separatistas; 
en el primer caso, ordenando su satisfacción a cargo de la masa común y, en el segundo, 
imponiendo a los consortes una obligación de contribuir a su levantamiento de manera 
proporcional a sus respectivos recursos económicos -o, en determinados ordenamientos 
jurídicos autonómicos, en proporción a sus respectivos ingresos y, en su defecto, a sus 
patrimonios-, aunque siempre aceptándose la libertad de pacto sobre este particular. Por 
este motivo, en sede de disposiciones generales, el primer párrafo del artículo 1318 del 
Código Civil no establece un deber de contribución al levantamiento de las cargas del 
matrimonio sino una mera sujeción de los bienes de los cónyuges a su levantamiento, ya 
que en la sociedad de gananciales -así como en cualquier otro régimen comunitario- no 
será preciso establecer ninguna obligación de esta índole, en cuanto la masa común con 
la que se sufragan las cargas matrimoniales se nutre legal y automáticamente de ciertas 
partidas patrimoniales sin necesidad de que los cónyuges “contribuyan” a engrosarla. 
1. LOS OBLIGADOS A CONTRIBUIR AL LEVANTAMIENTO DE LAS CARGAS 
 Siendo la sociedad de gananciales el régimen económico-matrimonial que en la 
mayoría de los casos resultaba de aplicación -habida cuenta de la deficiente regulación 
atribuida al de separación de bienes-, antiguamente, fueron los bienes gananciales los 
que eran destinados en primer lugar al levantamiento de las cargas del matrimonio y, al 
margen de las reglas atinentes a la responsabilidad por deudas domésticas, en el aspecto 
                                                 
828 Tomo esta definición de DELGADO ECHEVERRÍA, El régimen..., cit., p. 344. 
829 D. 23, 3, 56, 1; D. 23, 3, 76; D. 49, 17, 16 pr. Cfr. SOLAZZI, La restituzione..., cit., p. 2; KASER, op. 
cit., p. 270; VOLTERRA, Istituzioni..., cit., pp. 644 y 686. 
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contributivo, solo participaban los frutos de los parafernales en cuanto formaban parte 
de la masa ganancial; estableciéndose en sede de separación de bienes que este régimen 
jamás eximiría a los consortes de sus obligaciones en lo relativo al levantamiento de las 
cargas, a cuyos efectos debían contribuir ambos cónyuges de manera proporcional a sus 
respectivos patrimonios, y así se ha mantenido hasta la legislación actual (cfr. arts. 50.1, 
1362, 1385, 1408.5, 1435 y 1436 CC, en su redacción inmediatamente anterior a 1981).  
A) El deber de contribución de los cónyuges 
 Nuestro legislador impone a los cónyuges separados de bienes la obligación de 
contribuir al sostenimiento de las cargas del matrimonio mientras permanezca incólume 
el vínculo que les une, no solo debido al silencio que guarda acerca de su subsistencia 
tras el acaecimiento de algunas crisis matrimoniales como la separación, sino también 
porque así se desprende de algunas disposiciones legales antes indicadas. Este deber se 
contempla en el primer inciso del artículo 1438 del Código Civil en lo concerniente al 
régimen de separación, como reflejo de lo dispuesto en el artículo 1318 del mismo, a su 
vez derivados de los deberes de ayuda y socorro que surgen para ambos cónyuges con 
ocasión del matrimonio, en los que a mi juicio encuentran una clara inspiración, ya que 
en opinión de algunos autores el de socorro comprendería aquellas situaciones urgentes 
o apremiantes en las que subyaciese una necesidad, y a tales efectos sería conveniente 
recordar que el la obligación que asiste a los consortes de proporcionarse alimentos -en 
cuanto parte precisamente de un estado de necesidad- es absorbida por la disciplina de 
las cargas constante el vínculo conyugal, según ha manifestado nuestra jurisprudencia y 
doctrina (STS 25-11-1985 [RJ 1985, 5908], SAP Granada 7-2-1992 [AC 1992, 280])830. 
 Y es que el deber que asiste a ambos cónyuges de contribuir al levantamiento de 
las cargas del matrimonio dispone, a mi juicio -y como corolario de lo anterior-, de una 
naturaleza jurídica alimenticia que le hace intransmisible, inembargable, irrenunciable, 
imprescriptible, intransigible, no compensable ni sujeta a arbitraje -de la misma manera 
                                                 
830 Vid. BELTRÁN DE HEREDIA Y ONÍS, op. cit., pp. 8-10; DIAS, Uma análise..., cit., p. 59; PINEAU, J., La 
famille: Droit applicable au lendemain de la “loi 89”, Universidad de Montreal, Montreal, 1983, p. 82. 
Encuentran la inspiración del deber de contribuir al levantamiento de las cargas del matrimonio en los 
deberes de ayuda y/o socorro, también RAGEL SÁNCHEZ, “Los efectos...”, cit., p. 658; ID. “Los debe-
res...”, cit., p. 310; GARCÍA CANTERO, “Notas...”, cit., p. 304; DE LOS MOZOS Y DE LOS MOZOS, J. L., 
“Comentarios a los artículos 1315 a 1343 del Código Civil”, en ALBALADEJO GARCÍA, M. (dir.), 
Comentarios al Código Civil y compilaciones forales, t. XVIII, v. I, Edersa, 2ª edición, Madrid, 1982, p. 
102; ALAGNA, S., Famiglia e rapporti tra coniugi nel nuovo Diritto, Giuffrè, 2ª edición, Milán, 1983, pp. 
131-132; DUPONT DELESTRAINT, P., Droit civil. Contrat de mariage et régimes matrimoniaux, 
succesions, libéralités, Dalloz, 7ª edición, París, 1981, p. 14. 




que lo son lo es la obligación de alimentos entre cónyuges, a salvo de las prestaciones 
atrasadas, que sí son susceptibles de transmisión, renuncia, compensación, prescripción 
y arbitraje, ya que no son imprescindibles para seguir viviendo- y, también, mucho más 
importante, personalísima (cfr. arts. 151, 1814, 1936 y 1966.1 CC y 2.1 LA)831. No es 
óbice a este atributo, desde luego, que el levantamiento de las cargas del matrimonio sea 
susceptible de pago por tercero mediante dotes o donaciones propter nuptias, ya que es 
también personalísima la obligación de satisfacer alimentos y, sin embargo, permite ser 
sufragada por terceros de forma piadosa y sin ánimo de reclamarlos (art. 1894 I CC). 
 La naturaleza personalísima de la obligación de subvenir al levantamiento de las 
cargas del matrimonio alberga además una enorme trascendencia desde una perspectiva 
externa, a efectos de las relaciones jurídicas que eventualmente fuesen entabladas por 
los cónyuges frente a terceros acreedores, quienes a mi juicio se hallan suficientemente 
protegidos mediante el favor creditoris que el legislador les concede a la luz del artículo 
1319 del Código Civil, sin que el Estado deba inmiscuirse además en la autonomía de la 
voluntad de los consortes legitimándoles a aquéllos para dirigirse contra los mismos con 
el desmesurado propósito de reclamarles la contribución a la que estuviesen obligados a 
levantar los gastos que, excediendo de las necesidades ordinarias de la familia, hayan 
obtenido la condición de cargas matrimoniales de forma convencional o por tratarse de 
necesidades extraordinarias, pero inevitables, mediante las acciones subrogatorias cuyo 
ejercicio no sería posible frente a derechos inherentes a la persona (cfr. art. 1111 CC)832. 
 Es innegable, no obstante, que en la obligación de contribuir al levantamiento de 
las cargas matrimoniales subyace una naturaleza esencialmente patrimonial que le sitúa 
en una posición radicalmente distinta a la que en su caso le correspondería a los efectos 
personales nacidos con ocasión del vínculo matrimonial, siendo de esta modo posible la 
operatividad de la libertad de pacto en lo que atañe a su cuantía, contenido y ejecución, 
y prueba de ello es, no solo que la misma se contemple en sede de régimen económico-
matrimonial, sino también que algunos legisladores autonómicos estén facultados para 
                                                 
831 En torno al carácter alimenticio del deber de contribución, vid. RENARD, “La réforme...” pp. 50-60; 
BRUN-WAUTHIER, op. cit., p. 37. 
832 Comparte esta opinión RAGEL SÁNCHEZ, Estudio..., cit., p. 235; ID., Ejecución..., cit., p. 60. Sin 
embargo, sosteniendo la viabilidad de la acción subrogatoria, vid. LACRUZ BERDEJO, El nuevo..., cit., p. 
84; ID., La potestad..., cit., pp. 128 y 133; MAGARIÑOS BLANCO, op. cit., p. 92; MASOT MIQUEL, 
“Comentarios a los artículos 3 a 13 de la Compilación del Derecho Civil de las Islas Baleares”, cit., pp. 
110-111; CERDÁ GIMENO, “Comentarios...”, cit., pp. 162 y 166. 
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crear Derecho sobre este extremo sin riesgo de incurrir en inconstitucionalidad833. Es el 
artículo 1438 del Código Civil la disposición legal empleada por nuestro legislador a los 
efectos de determinar imperativamente que los cónyuges contribuirán al sostenimiento 
de las cargas del matrimonio, de acuerdo con el artículo 1318 del citado Código que, en 
sentido similar, establece que los bienes de los cónyuges están sujetos al levantamiento 
de las cargas del matrimonio, aunque sin invocarse en él ningún deber de contribución.  
 El motivo, antes anunciado, de semejante preterición entre las disposiciones que 
con carácter general son aplicables a todo matrimonio, radica en que en la sociedad de 
gananciales -así como en cualquier otro régimen comunitario- las cargas del matrimonio 
se sufragan a costa del patrimonio común que se encontrará bajo constante crecimiento 
de forma automática como consecuencia de la adquisición de este carácter por algunos 
elementos patrimoniales, ayudado además por la presunción de ganancialidad, sin que 
sea necesario el establecimiento de una obligación de contribuir a su aumento, como sin 
embargo sucedería entre separados de bienes a falta de una tercera masa común afecta a 
estos menesteres834. Sin embargo, y por estas razones, sería erróneo considerar que en 
defecto de bienes gananciales suficientes para atender las cargas del matrimonio fuese 
aplicable lo dispuesto en el artículo 1318 del Código Civil, ya que en tales situaciones 
nada distaría a la sociedad de gananciales del régimen de separación; motivo por el cual 
suele afirmar la doctrina que el deber de contribución contemplado en el artículo 1438 
del citado Código también es aplicable a aquélla en estas mismas circunstancias, según 
lo ha entendido nuestra jurisprudencia (SAP Madrid 2-10-2001 [JUR 2002, 13989]), en 
armonía con la legislación vasca y neerlandesa (cfr. arts. 134 LDCV y 1:84.1 BW)835.  
 La sujeción de los bienes de los cónyuges al levantamiento de las cargas ha sido 
considerada en alguna opinión como una norma de responsabilidad -que quizá habría de 
cohonestar con el régimen de las deudas consagrado en el segundo párrafo del artículo 
1319 del Código Civil-, y en otra como un deber de contribución -teniendo en cuenta el 
segundo párrafo del propio artículo 1318 del Código Civil-, llegándose incluso a afirmar 
                                                 
833 En esta dirección se manifiestan DE AMUNÁTEGUI RODRÍGUEZ, “La libertad...”, cit., pp. 241 y 243; 
GROSSEN, op. cit., p. 9. 
834 En sentido similar, vid. ÁLVAREZ OLALLA, “Comentarios...”, cit., p. 1672; TUR FAÚNDEZ, El 
derecho..., cit., pp. 108-109. 
835 Así lo creen DÍEZ-PICAZO Y PONCE DE LEÓN, “Comentarios...”, cit., p. 1501; LACRUZ BERDEJO et al., 
Elementos..., t. IV, cit., p. 36; HERRERO GARCÍA, op. cit., p. 580; CLEMENTE MEORO, op. cit., p. 549; 
RIVERA FERNÁNDEZ, op. cit., p. 2356; GIMÉNEZ DUART, T., “Cargas y obligaciones del matrimonio”, 
Revista de Derecho Privado, junio, 1982, p. 554; BARCELÓ DOMÉNECH, “Disposiciones...”, cit., pp. 60-
61; MORO ALMARAZ, op. cit., p. 1032. 




que constituye ambas cosas: obligación y responsabilidad836. DE LOS MOZOS entendía 
que el artículo 1318 del Código Civil constituye una norma de contribución excepcional 
y subsidiaria, aplicable solo en cuanto dejen de funcionar en la práctica los parámetros 
legal o convencionalmente establecidos a este respecto, y así se deduce sin duda alguna 
del contenido de su segundo párrafo, aunque, si bien es cierto, aún habría que añadir que 
semejante disposición solo tendrá cabida en determinados supuestos de incumplimiento, 
con exclusión de otros que obligarían a acudir al régimen general de obligaciones837. 
B) El deber de contribución de los hijos 
 Suele decirse con frecuencia que la obligación que hoy en día asiste a los hijos 
de contribuir al levantamiento de las cargas familiares -en nuestro caso, matrimoniales- 
sustituye al antiguo usufructo que el padre o la madre ostentaban sobre sus bienes, y que 
con cierta perplejidad solía considerarse como una suerte de “frutos por alimentos”, a 
modo de compensación por la obligación alimenticia que correspondía al titular838. Sin 
embargo, según denuncia la doctrina, es posible que dicha asociación entre el usufructo 
paterno y el deber de contribución no resulte tan nítida como aparenta ser, dependiendo 
de los sujetos que entendamos sometidos al levantamiento de las cargas familiares, ya 
que actualmente es común que la doctrina extienda semejante obligación no solo a los 
hijos sujetos a patria potestad -sean éstos menores no emancipados o mayores de edad 
bajo patria potestad prorrogada o rehabilitada-, sino también a los menores emancipados 
o a los mayores de edad que, sea cual fuere el motivo, aún convivan con la familia839. 
                                                 
836 En primer lugar, en cuanto a su consideración como norma de responsabilidad, vid. LACRUZ BERDEJO 
et al., Elementos..., t. IV, cit., p. 34; DÍEZ-PICAZO Y PONCE DE LEÓN, “Comentarios...”, cit., p. 1501; 
MEDINA DE LEMUS, op. cit., p. 667; ÁLVAREZ OLALLA, Responsabilidad..., cit., p. 87. En segundo lugar, 
respecto a su calificación como deber de contribución, vid. DE LOS MOZOS Y DE LOS MOZOS, 
“Comentarios a los artículos 1315 a 1343 del Código Civil”, cit., p. 100; RIBERA BLANES, B., La 
contribución a las cargas del matrimonio en el régimen de separación de bienes, Tirant lo Blanch, 
Valencia, 2004, p. 49; MATA PALLARÉS, F., “Deuda y responsabilidad en la contratación de persona 
casada”, Anales de la Academia Matritense del Notariado, t. XXV, 1983, p. 334; SOLÉ RESINA, J., “El 
régimen económico matrimonial”, Derecho de familia, Cálamo, 2º edición, Barcelona, 2005, p. 211. En 
último lugar, opinan que constituye tanto responsabilidad como obligación de contribuir DÍEZ-PICAZO Y 
PONCE DE LEÓN y GULLÓN BALLESTEROS, op. cit., p. 137; TORRES LANA, op. cit., p. 861. 
837 Vid. DE LOS MOZOS Y DE LOS MOZOS, “Comentarios a los artículos 1315 a 1343 del Código Civil”, 
cit., p. 100. 
838 Vid. DÍEZ-PICAZO Y PONCE DE LEÓN y GULLÓN BALLESTEROS, op. cit., p. 282; CASTÁN VÁZQUEZ, J. 
M., “Comentarios a los artículos 154 a 171 del Código Civil”, en ALBALADEJO GARCÍA, M. (dir.), 
Comentarios al Código Civil y compilaciones forales, t. III, v. II, Edersa, 2ª edición, Madrid, 1982, p. 
222. 
839 Vid. YZQUIERDO TOLSADA, M., “La patria potestad”, en YZQUIERDO TOLSADA, M. y CUENA CASAS, 
M. (dirs.), Tratado de Derecho de la Familia, v. VI, Aranzadi, 2ª edición, Navarra, 2017, pp. 71-72. 
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 Nuestro legislador establece entre las relaciones paterno-filiares la obligación de 
los hijos de contribuir equitativamente, según sus posibilidades, al levantamiento de las 
cargas de la familia mientras convivan con ella, que a su vez debe complementarse con 
la facultad que confiere a los padres para destinar los del menor que viva con ambos o 
con uno solo de ellos, en la parte que le corresponda, a estos mismos fines; sin realizar 
matización alguna acerca de su edad o condición de emancipado, siempre y cuando los 
mismos convivan con la familia, extendiéndose por lo tanto a los hijos no comunes que 
cumplan con este requisito, y sirviendo así de fundamento a la inclusión de los gastos 
generados por ellos en el contenido de las cargas del matrimonio, tal y como se sugirió 
anteriormente al delimitar este concepto (cfr. arts. 155.2, 165 II y 1362.1 II CC)840. Sin 
embargo, también hay que tener en consideración que los padres no administran todos 
los bienes de los hijos, y a tales efectos se establece que se entregarán a los padres, en 
la medida adecuada, los frutos de los bienes que ellos no administren (art. 165 III CC). 
 La doctrina pone de manifiesto que en la práctica los padres no suelen exigir de 
sus hijos el cumplimiento de tal obligación, siendo quizá a través de los frutos el medio 
empleado con más frecuencia tratándose de menores de dieciséis años, ya que habiendo 
alcanzado la mayoría de edad laboral éstos se convertirán de manera automática en los 
administradores de los bienes adquiridos con su trabajo o industria -aunque precisando 
el consentimiento de sus padres en algunas ocasiones-, y su obligación de contribuir al 
levantamiento de las cargas familiares discurrirá mediante la entrega de aquellos frutos 
o incluso, de determinados bienes concretos, admitiéndose incluso en alguna opinión la 
posibilidad de contribuir también mediante el trabajo personal en el hogar familiar; tal y 
como prevén, no solo algunos legisladores autonómicos, sino también extranjeros (cfr. 
arts. 164.3 CC, 6.1 ET, 66 CDFA, 236-22.1 CCCat, 45 c) LAFCG y §1619 BGB)841. 
 Mayores discrepancias suscitaría la extensión de este deber a los hijos mayores 
de edad o menores emancipados que aún conviviesen con sus padres, y que a juicio de 
un importante sector de la doctrina se consideran también obligados al levantamiento de 
                                                 
840 Así lo advierte DÍAZ ALABART, “Obligaciones...”, cit., p. 47. 
841 Vid. LACRUZ BERDEJO et al., Elementos..., t. IV, cit., p. 34; BERCOVITZ RODRÍGUEZ-CANO, R., 
“Comentarios a los artículos 154 a 161 y 164 a 168 del Código Civil”, Comentarios a las reformas del 
Derecho de familia, v. I, Tecnos, Madrid, 1984, p. 1059; DÍAZ ALABART, “Obligaciones...”, cit., p. 48; 
YZQUIERDO TOLSADA, “La patria potestad”, cit., p. 72; EGEA FERNÁNDEZ, op. cit., p. 112; LLAMAS 
POMBO, E., El patrimonio de los hijos sometidos a la patria potestad, Trivium, Madrid, 1993, p. 42; DÍEZ 
GARCÍA, H., “Comentarios a los artículos 154 a 198 del Código Civil”, en BERCOVITZ RODRÍGUEZ-CANO, 
R. (dir.), Comentarios al Código Civil, t. II, Tirant lo Blanch, Valencia, 2013, p. 1587; MORO ALMARAZ, 
op. cit., p. 1039. 




las cargas familiares por diversas razones: en primer lugar, que a este respecto solo se 
exige la convivencia con la familia, a diferencia de otros deberes paterno-filiales que se 
ciñen a la duración de la patria potestad o que subsisten durante toda la vida, como los 
de obediencia y de respeto, respectivamente (cfr. art. 155.1 CC); en segundo lugar, que 
dicha obligación se encuadra bajo la rúbrica “De las relaciones paterno-filiales” en lugar 
de la antigua “De la patria potestad”; y, en último lugar, que supondría un contrasentido 
que los hijos solamente estuviesen obligados a contribuir en la edad comprendida entre 
los dieciséis y los dieciocho años, de tal modo que alcanzada la mayoría de edad civil 
solo fuese posible obligarles a ello en calidad de alimentantes, cuando es en este preciso 
momento cuando tienen verdadera capacidad económica (cfr. arts. 6.1 ET y 315 CC)842. 
 En caso de que adoptásemos una posición contraria que exonerase a estos hijos 
de la obligación de contribuir al levantamiento de las cargas familiares, al margen de las 
obligaciones alimenticias que en su caso les correspondan para con sus ascendientes, y 
teniendo en cuenta además que los mismos ya no estarán obligados a obedecerles, no 
sería posible exigirles contribución alguna a no ser que mediase un acuerdo sobre este 
punto, que quizá hallase su encaje en el contrato de alimentos (cfr. art. 1791 CC)843. No 
estarán obligados en ningún momento, debido a la falta de convivencia, los menores que 
habiendo alcanzado los dieciséis años de edad vivieran de forma independiente con el 
consentimiento de sus padres y, tampoco, en base a la misma razón, las personas que se 
hallasen sujetas a tutela de ambos cónyuges, salvo que se tratase de sus hijos y así sus 
alimentos formasen parte de las cargas del matrimonio (cfr. art. 319 y 234.3 CC)844. 
C) El deber de contribución de otros parientes 
 Las últimas innovaciones catalanas sobre el régimen económico del matrimonio 
llaman particularmente la atención en lo concerniente al ámbito subjetivo de los gastos 
                                                 
842 En esta dirección, vid. LLAMAS POMBO, op. cit., p. 44; YZQUIERDO TOLSADA, “La patria potestad”, 
cit., pp. 71-72; DÍAZ ALABART, “Obligaciones...”, cit., p. 47; EGEA FERNÁNDEZ, op. cit., p. 113; RAGEL 
SÁNCHEZ, L. F., “Reflexiones sobre los deberes paterno-filiales”, Estudios jurídicos en homenaje al 
profesor Luis Díez-Picazo, t. III, Civitas, Madrid, 2003, p. 4897; QUIÑONERO CERVANTES, E., “Notas 
sobre el deber de contribución a las cargas de la familia”, Homenaje al profesor Juan Roca Juan, 
Universidad de Murcia, Murcia, 1989, p. 709; MEDINA DE LEMUS, op. cit., p. 667; MORO ALMARAZ, op. 
cit., p. 1038. En contra de esta opinión estiman que el alcance de la obligación se ciñe a los hijos sujetos a 
patria potestad ALBALADEJO GARCÍA, Curso..., t. IV, cit., p. 287; BERCOVITZ RODRÍGUEZ-CANO, 
“Comentarios...”, cit., pp. 1058-1059. 
843 Vid. DÍAZ ALABART, “Obligaciones...”, cit., pp. 50-51. 
844 Vid. DE LOS MOZOS Y DE LOS MOZOS y HERRERO GARCÍA, op. cit., p. 1299; LLÁCER MATACÁS, M. 
R., “Comentarios a los artículos 236-21 a 236-22 del Código Civil de Cataluña”, en EGEA FERNÁNDEZ, J. 
y FERRER RIBA, J. (dirs.), FARNÓS AMORÓS, E. (coord.), Comentari al Llibre Segon del Codi Civil de 
Catalunya. Família y relacions convivencials d’ajuda mútua, Atelier, Barcelona, 2014, p. 900. 
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familiares, cuyo levantamiento corresponde en primer lugar a los consortes, en cuanto 
incluyen en su contenido no solo los alimentos de los hijos no comunes que convivan en 
el hogar familiar, sino también aquellos gastos originados por los demás parientes que 
convivan con ellos, salvo, en ambos casos, que no lo necesiten; estableciéndose a su vez 
que los parientes que conviven con la familia deben contribuir, si procede, a los gastos 
familiares en la medida de sus posibilidades y de acuerdo con los gastos que generan, 
conduciéndonos a la conclusión de que han llevado a cabo una ampliación del contenido 
habitual de las cargas matrimoniales de conformidad con el concepto de familia extensa 
del que partió el legislador catalán en la elaboración de su Código Civil. Sin embargo, a 
mi juicio, el correcto entendimiento de todos estos extremos pondría en tela de juicio las 
afirmaciones anteriormente advertidas (cfr. arts. 231-1.2, 231-5.2, 231-6.3 CCCat). 
 En primer lugar se reconocen como miembros de la familia, con los efectos que 
legalmente se determinen, los hijos de cada uno de los progenitores que convivan en el 
mismo núcleo familiar, sin tenerse en cuenta en ningún momento la posible convivencia 
de otros parientes -como los ascendientes o hermanos de los consortes-, de modo que no 
sería conveniente extender el concepto de familia más allá de los hijos no comunes; y en 
segundo lugar, tampoco se comprenderían en las cargas del matrimonio aquellos gastos 
que generasen estos parientes, en cuanto solo correrían a cargo de los consortes -y, en su 
caso, de los hijos- cuando los necesitasen; además de que únicamente contribuirían a su 
levantamiento en la medida de sus posibilidades, y de acuerdo a los gastos que generen, 
de tal forma que ello no diferiría en absoluto del régimen común de los alimentos entre 
parientes, en los que su satisfacción solo correspondería en circunstancias de necesidad 
valorada de conformidad a las posibilidades del propio alimentista -si bien, ampliando 
la obligación al cónyuge no alimentante-, y así lo demuestra además el hecho de que no 
contribuirían tomando como referencia el total de los gastos familiares sino atendiendo 
exclusivamente a los gastos que ellos mismos generasen, extremo que denota un matiz 
individualista contrario a la disciplina de las cargas del matrimonio, en las que no cabría 
desglosar los gastos ocasionados por cada uno de los integrantes del grupo familiar. 
 Siendo éstas las consecuencias de la legislación catalana, que no solo contendría 
una ampliación de las cargas del matrimonio, sino también una extensión de los sujetos 
obligados a su levantamiento capaz de justificar aquella ampliación, es preciso entender 
que ello no acontecería en la estatal, pues, aunque fuese posible alcanzar esta conclusión 
debido a lo establecido en el desafortunado artículo 68 del Código Civil -que obligaría a 




ambos consortes a compartir el cuidado y atención de los ascendientes y otras personas 
dependientes a su cargo-, aún faltaría que las personas favorecidas también estuviesen 
legalmente obligadas a subvenir al levantamiento de las cargas del matrimonio. Por esta 
razón, no hay motivo alguno que incite a pensar en que los alimentos correspondientes a 
los ascendientes o hermanos de uno de los cónyuges deban ser sufragados por el otro, ni 
mucho menos para considerar que éstos deban soportar los gastos ocasionados por parte 
de los consortes más allá de lo que correspondería en base a su obligación de alimentos.  
 Sin embargo, no hay que olvidar que ante situaciones de necesidad de uno de los 
cónyuges la obligación de prestar alimentos le corresponde en primer lugar al consorte, y 
ello no solo como consecuencia de las normas generales, sino también por la propia regla 
de la proporcionalidad que rige respecto a la contribución al levantamiento de las cargas 
matrimoniales (cfr. arts. 143.1 y 1438 CC). Por lo tanto, sería oportuno concluir aquí que 
ni los ascendientes ni los hermanos de los consortes estarían llamados a contribuir a estos 
fines salvo cuando estos últimos se encontraran en un estado de necesidad por medio del 
cual pudiesen resultar obligados a través de una obligación alimenticia. Sin embargo, no 
sería nada sencillo articular semejante contribución alimenticia a la vista de que, quienes 
devinieran alimentistas, lo harían respecto de uno solo de los consortes y no de ambos, y 
en tal caso habría de procederse a realizar una práctica contraria a la propia disciplina de 
las cargas matrimoniales como sería la separación de las ocasionadas por cada uno de los 
miembros del grupo familiar. Distinto sería el caso, por supuesto, en que tales familiares 
contribuyesen indirectamente al levantamiento de las cargas matrimoniales por medio de 
otras vías como legados o contratos de alimentos (cfr. arts. 887.4, 879 y 1791 y ss. CC). 
2. LA ESTIMACIÓN DEL QUANTUM EN EL LEVANTAMIENTO DE LAS CARGAS 
 La libertad de pacto que informa las relaciones patrimoniales entre los consortes 
les permite a éstos decidir acerca de la cuantía conforme a la cual darán cumplimiento a 
su deber de contribuir al levantamiento de las cargas del matrimonio y, en este sentido, 
después de imponerles semejante obligación, establece nuestro legislador que a falta de 
convenio lo harán proporcionalmente a sus respectivos recursos económicos, de modo 
que el contenido de los acuerdos alcanzados por aquéllos en esta materia se observará 
con preferencia siempre y cuando respeten los límites derivados de la autonomía de la 
voluntad y, subsidiariamente, bien sea cuando adolezcan de nulidad por esta causa, bien 
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por defecto de forma -a juicio de algunos autores- o bien ante dificultades probatorias, 
se calculará la contribución en función de sus capacidades económicas (art. 1438 CC). 
A) La determinación convencional de la contribución 
 La cuestión que alberga mayor interés respecto de los acuerdos de contribución 
no es sino la atinente a la forma que han de revestir los mismos, en la medida en que de 
ello se desprenderían unas u otras consecuencias en torno a su validez o nulidad, ya que 
nuestro legislador hace uso de una terminología ambigua sobre el particular al referirse 
expresamente al “convenio” de los cónyuges, siendo de este modo susceptible tanto de 
contenerse en las capitulaciones matrimoniales como fuera de ellas. En capitulaciones 
matrimoniales -según advierte el artículo 1325 del Código Civil- podrán los otorgantes 
estipular, modificar o sustituir el régimen económico de su matrimonio o cualesquiera 
otras disposiciones por razón del mismo y, distinguiéndose entonces entre un contenido 
propiamente capitular de otro no necesariamente capitular -según afecte o no al régimen 
económico-matrimonial-, será conveniente discernir ante qué supuesto se encuentran los 
acuerdos cuyo contenido trate de fijar la contribución al levantamiento de las cargas845. 
 a) Forma. — Es indiscutible que las capitulaciones matrimoniales constituirían 
el instrumento más idóneo teniendo en cuenta su formalización en escritura pública y el 
consecuente acceso a los Registros Civiles, de la Propiedad y Mercantiles que en cada 
caso correspondieran (cfr. arts. 1333 CC y 12 CdeC), y quizá fuese éste el motivo que 
condujese a algunos autores a considerar que los acuerdos de contribución habrían de 
guardar necesariamente la forma capitular, siguiendo el precedente marcado años atrás 
por otros ordenamientos jurídicos (cfr. arts. 103 b) FNN y 214 I CCF)846. Sin embargo, 
no se trataría en este caso de ninguna cuestión que afectase a los intereses de terceros -y, 
consecuentemente, aconsejase su inclusión en capitulaciones matrimoniales-, ni siquiera 
cabría considerar con auténtica propiedad que la disciplina de las cargas del matrimonio 
constituyese una materia verdaderamente capitular que exigiera tales solemnidades, en 
cuanto sería incluso discutible su pertenencia al régimen económico-matrimonial -como 
contenido estrictamente capitular-, habida cuenta de que la necesidad de configurar su 
levantamiento no derivaría tanto de él como de la convivencia nacida con ocasión del 
                                                 
845 Así lo hace LACRUZ BERDEJO, J. L., “Capítulos matrimoniales y estipulación capitular”, Centenario de 
la Ley del Notariado. Sección Tercera. Estudios Jurídicos Varios, v. II, Reus, Madrid, 1962, pp. 125-127. 
846 Vid. LACRUZ BERDEJO, “Capítulos...”, cit., p. 140; LACRUZ BERDEJO et al., Elementos..., t. IV, cit., p. 
261; ALBALADEJO GARCÍA, Curso..., t. IV, cit., p. 186; DELGADO ECHEVERRÍA, El régimen..., cit., p. 349; 
HERRERO GARCÍA, op. cit., p. 579; ÁLVAREZ OLALLA, Responsabilidad..., cit., p. 100. 




matrimonio; y prueba de ello es que numerosas legislaciones extranjeras no la incluyan 
sino entre los efectos de su celebración, soslayando el régimen de bienes (cfr. arts. 214 
CCF, 143 CCI, 1676 CCP, 221 CCB, 396 CCQ, 1:84 BW, 163 ZGB y §1360 BGB)847. 
 La contribución al levantamiento de las cargas del matrimonio se desenvolverá 
generalmente mediante el normal entendimiento de los consortes y, quizá, fuera ésta la 
causa de que el legislador no restringiese la validez de los acuerdos alcanzados sobre el 
particular, al cumplimiento de una forma determinada848. Sin embargo, aún sería preciso 
considerar que la libertad de forma sobre los mismos entrañaría un riesgo importante en 
torno a aquellos que eventualmente pudiesen deducirse de hechos concluyentes -facta 
concludentia-, pues, de no guardarse una rigurosa observancia de estos últimos, estaría 
denegándose indirectamente la procedencia de los correspondientes reintegros entre los 
consortes -y generalizándose a su vez la producción de enriquecimientos injustificados-, 
cuando ni siquiera sería posible presumir la donación de las cantidades correspondientes 
en defecto de una norma que así lo dispusiera expresamente, tal y como acontece en el 
ordenamiento jurídico catalán respecto de las adquisiciones onerosas (cfr. arts. 1289 y 
1901 CC, y 232-3.1 CCCat)849. Por este motivo, quizá conviniese restringir la validez de 
                                                 
847 En este sentido, considerando que el deber de contribuir al levantamiento de las cargas del matrimonio 
constituye un mero efecto del mismo, vid. TISSERAND-MARTIN, A., “La contribution aux charges du 
mariage, mécanisme régulateur du régime matrimonial”, Mélanges en l’honneur du professeur Gérard 
Champenois, Defrénois, París, 2012, p. 803. Señalando, además, que los acuerdos relativos a las cargas 
del matrimonio y su oportuno levantamiento no suponen una modificación del régimen económico, vid. 
EGEA FERNÁNDEZ, op. cit., p. 110. 
848 Así lo sugiere GARRIDO DE PALMA, V. M., Derecho de la familia, Trivium, Madrid, 1993, p. 28. En 
sentido similar, en contra de la exigencia de forma capitular en los acuerdos de contribución, vid. DÍEZ-
PICAZO Y PONCE DE LEÓN y GULLÓN BALLESTEROS, op. cit., p. 218; DE LOS MOZOS Y DE LOS MOZOS, 
“Comentarios a los artículos 1411 a 1444 del Código Civil”, cit., p. 370; BERCOVITZ RODRÍGUEZ-CANO, 
“Comentario...”, cit., p. 153; MONTÉS PENADÉS, op. cit., p. 1937; TORRES LANA, op. cit., p. 1073; 
LASARTE ÁLVAREZ, Principios..., cit., p. 243; EGEA FERNÁNDEZ, op. cit., p. 110; DESCHENAUX, 
STEINAUER y BADDELEY, op. cit., p. 244; MARTÍNEZ-CALCERRADA GÓMEZ, L., “Comentarios a los ar-
tículos 1315 a 1444 del Código Civil”, en SIERRA GIL DE LA CUESTA, I. (coord.), Comentario del Código 
Civil, t. VII, Bosch, 2ª edición, Barcelona, 2006, p. 431; TEDESCHI, G., “Il regime patrimoniale della 
famiglia”, en VASSALLI, F. (dir.), Trattato di Diritto civile italiano, v. III, t. I. 2º, UTET, 4ª edición, 
Turín, 1963, p. 11; MASOT MIQUEL, “Comentarios a los artículos 3 a 13 de la Compilación del Derecho 
Civil de las Islas Baleares”, cit., p. 137; QUIÑONERO CERVANTES, op. cit., p. 694; GARRIDO DE PALMA, 
Derecho..., cit., p. 28; CABANILLAS SÁNCHEZ, op. cit., p. 1225; SERRANO ALONSO, op. cit., p. 467; 
GARCÍA RUBIO, Alimentos..., cit., p. 41;  DE PABLO CONTRERAS, op. cit., p. 300; ASUA GONZÁLEZ, “El 
régimen...”, cit., p. 86; CUENA CASAS, “Comentarios...”, cit., p. 10116; RIBERA BLANES, La 
contribución..., cit., pp. 66-67. Téngase en cuenta, no obstante, que incluso la jurisprudencia francesa ha 
admitido la validez de los pactos de contribución fuera de las capitulaciones matrimoniales, cuando es el 
propio legislador quien así lo exige con arreglo a la letra del artículo 214 del Código Civil francés, vid. 
Cass. Civ. 1re, 3-2-1987, nº 84-14612. 
849 Así lo apunta BERCOVITZ RODRÍGUEZ-CANO, “Comentario...”, cit., p. 153. Le siguen CUENA CASAS 
“Comentarios...”, cit., p. 10117; VERDERA IZQUIERDO, B., “Configuración de la compensación económica 
derivada del trabajo para la casa como correctivo de una desigualdad conyugal”, Derecho Privado y 
Constitución, núm. 27, enero-diciembre, 2013, pp. 218-219. 
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estos acuerdos al cumplimiento de una forma expresa -ya fuese verbal o escrita-, aunque 
aún sería aconsejable ceñirlos a esta última -como el legislador neerlandés, a los efectos 
probatorios- y, subsidiariamente, acudir a la proporcionalidad (cfr. art. 1:84.3 BW). 
 b) Contenido. — La atención de la doctrina respecto a los acuerdos atinentes al 
levantamiento de las cargas del matrimonio suele aglutinarse, en primer lugar, en torno 
a aquellos que deroguen la contribución proporcional a los recursos económicos. En mi 
opinión, junto con la mayoría de los autores, no solamente serían válidos sino que así se 
desprendería de que el legislador hubiese previsto esta regla con carácter subsidiario en 
defecto de acuerdo -ya que de lo contrario carecería de sentido cualquier referencia a los 
convenios que los cónyuges o futuros contrayentes hubiesen celebrado a este respecto-, 
y desde luego tampoco sería acertado considerar que la autonomía de la voluntad de los 
mismos se encontrara limitada a convenir la manera de ejecución del deber de contribuir 
al levantamiento de las cargas del matrimonio, cuando es obvio que el legislador se está 
refiriendo a su ejecución desde una dimensión exclusivamente cuantitativa al establecer 
que en su defecto se realizaría conforme a la regla de la proporcionalidad a los recursos 
económicos, y guardando silencio sobre la manera en que la misma se llevase a cabo850.  
 La alteración de la contribución proporcional resultaría asimismo imprescindible 
con respecto a la admisión de los acuerdos de exoneración -según los cuales uno de los 
cónyuges fuese dispensado de subvenir al levantamiento de las cargas-, considerando 
que en definitiva no constituirían más que una mera modalidad de los no proporcionales 
antes referidos851. Sin embargo, es frecuente que los autores estimen su oportunidad so 
                                                 
850 Partícipes de esta misma opinión, vid. LACRUZ BERDEJO, “El régimen económico del matrimonio”, 
cit., pp. 92-93; CORNU, op. cit., p. 742; RAGEL SÁNCHEZ, Estudio..., cit., p. 233; RIVERO HERNÁNDEZ, 
“Comentarios...”, cit., p. 711, n. 59; BOSCH CAPDEVILA, “La configuració...”, cit., p. 391; MOREU 
BALLONGA, J. L., “Comentario al artículo 25 de la Compilación del Derecho Civil de Aragón”, en 
LACRUZ BERDEJO, J. L. (dir.), Comentarios a la Compilación del Derecho Civil de Aragón, t. I, 
Diputación General de Aragón, Zaragoza, 1988, p. 677; GARRIDO DE PALMA, Derecho..., cit., p. 110; 
ARROYO AMAYUELAS, “Comentarios...”, cit., pp. 1572-1573; ID., “Les régimes...”, cit., p. 150; FEMENÍA 
LÓPEZ, P. J., “De las capitulaciones matrimoniales”, en RAMS ALBESA, J. J. y MORENO MARTÍNEZ, J. A. 
(coords.), El régimen económico del matrimonio, Dykinson, Madrid, 2005, p. 127; RIBERA BLANES, “El 
trabajo...”, cit., p. 804; VERDERA IZQUIERDO, “Configuración...”, cit., p. 218. Sin embargo, 
manifestándose en contra de la validez de los acuerdos de contribución no proporcional, vid. ÁLVAREZ-
SALA WALTHER, J., “Aspectos imperativos en la nueva ordenación económica del matrimonio y 
márgenes a la libertad de estipulación capitular”, Revista de Derecho Notarial, núm. 112, abril-junio, 
1981, p. 27; DE LA CÁMARA ÁLVAREZ, “La autonomía...”, cit., p. 144; QUIÑONERO CERVANTES, op. cit., 
p. 707; ANDERSON, op. cit., pp. 341-342; BAUGNIET, N. y VAN DEN EYNDE, P., “Séparation de biens pure 
et simple: clauses relatives aux charges du mariage ou droits de créance”, en RENCHON, J. L. y 
BAUGNIET, N., Trente ans après la réforme des régimes matrimoniaux: actes de la 6e journée d’études 
juridiques Jean Renauld, Bruylant, Bruselas, 2007, p. 185. 
851 A favor de su validez, vid. DE PAGE, Traité..., cit., pp. 1086, n. 1, y 1093; CORNU, op. cit., p. 742; 
DELGADO ECHEVERRÍA, El régimen..., cit., p. 367; TERRÉ, F. y SIMLER, P., Droit civil. Les regimes 




pena de nulidad como consecuencia de una vulneración de la igualdad establecida entre 
los cónyuges, aunque, en algunas ocasiones, aducen también una transgresión del orden 
público en contra de la solidaridad y cooperación que caracterizan el matrimonio852. En 
este sentido, cabría considerar que un acuerdo de semejantes características contradice 
la igualdad de los cónyuges en cuanto desequilibraría económicamente sus respectivas 
posiciones en detrimento de la autoridad que ambos ostentan dentro del matrimonio -tal 
y como se deduciría del artículo 1316 del Código Civil, en su versión original-, aunque 
siendo conscientes de que este mismo argumento podría ser aducido contra los acuerdos 
que rompiesen la regla de la proporcionalidad, será la jurisprudencia quien a mi juicio 
debería alumbrarnos sobre el particular en caso de que el mismo llegase a sus manos853. 
 c) Vigencia. — Los acuerdos de contribución continuarían vigentes hasta que se 
disolviese el vínculo conyugal o se modificara el régimen económico del matrimonio de 
tal forma que resultara reemplazado por otro incompatible con los mismos -como podría 
ser la sociedad de gananciales o cualquier otro que satisfaga las cargas del matrimonio a 
costa de un caudal común, sin necesidad de que alcanzar ningún acuerdo al respecto-, al 
margen de otras posibilidades mucho más genéricas que girarían en torno a su extinción 
o modificación convencional -repárese en el mutuo disenso y la novación-, además de la 
oportuna alteración sustancial de las circunstancias que -de conformidad con la doctrina 
jurisprudencial vigente sobre la cláusula rebus sic stantibus- confiriese a uno solo de los 
cónyuges la legitimación necesaria para acudir a los tribunales con el propósito de instar 
su extinción o modificación unilateral, sin precisar del consentimiento del otro -extremo 
                                                                                                                                               
matrimoniaux, Dalloz, 6ª edición, París, 2011, p. 46; TEDESCHI, op. cit., p. 12; GARRIDO DE PALMA, V. 
M., “El matrimonio y su régimen económico”, El nuevo Derecho de familia español, Reus, Madrid, 1982, 
p. 190; ID., Derecho..., cit., p. 110; DE AMUNÁTEGUI RODRÍGUEZ, “La libertad...”, cit., pp. 254-255; 
ÁLVAREZ OLALLA, Responsabilidad..., cit., p. 181. 
852 En esta dirección, vid. COLOMER, Droit..., cit., p. 55; CABRILLAC, R., Droit civil. Les régimes 
matrimoniaux, Montchrestien, París, 1994, p. 35; TISSERAND-MARTIN, op. cit., p. 809; CATTANEO, op. 
cit., p. 471; RENAULD, Droit..., cit., p. 927; LACRUZ BERDEJO et al., Elementos..., t. IV, cit., p. 261; ROCA 
TRÍAS, “El convenio...”, cit., p. 187; RAGEL SÁNCHEZ, “La sociedad...”, cit., pp. 940-941; ID., Estudio..., 
cit., p. 233; MALUQUER DE MOTES BERNET, “Los efectos...”, cit., p. 100; MIRAMBELL ABANCÓ, 
“Comentario...”, cit., p. 48; GARCÍA RUBIO, Alimentos..., cit., p. 46; DE LA CÁMARA ÁLVAREZ, “La 
autonomía...”, cit., pp. 146-147; ASUA GONZÁLEZ, “El régimen...”, cit., p. 88; FEMENÍA LÓPEZ, op. cit., p. 
127; FERRER VANRELL, M. P., “Régimen económico matrimonial de separación de bienes en Mallorca y 
Menorca (Libro I y II)”, en LLEDÓ YAGÜE, F. y FERRER VANRELL, M. P. (dirs.), MONJE BALMASEDA, O. 
(coord.), Los regímenes económicos matrimoniales en los Derechos civiles forales o especiales, 
Dykinson, Madrid, 2010, pp. 659-660; ID., “Los efectos patrimoniales inter vivos del matrimonio”, 
Lecciones de Derecho civil balear, Universidad de las Islas Baleares, 3ª edición revisada, Palma, 2004, 
pp. 178-179; RIBERA BLANES, “El trabajo...”, cit., pp. 804-805; MOLINER NAVARRO, op. cit., p. 896; 
QUIÑONERO CERVANTES, op. cit., p. 694; RIBERA BLANES, “Del régimen...”, cit., p. 878; ÁLVAREZ-SALA 
WALTHER, “Aspectos...”, cit., p. 26; ARROYO AMAYUELAS, “Comentarios...”, cit., p. 1572; ID., “Les 
régimes...”, cit., p. 150; CABEZUELO ARENAS, “Comentarios...”, cit., pp. 9977 y 9986. 
853 En igual sentido, vid. MEDINA DE LEMUS, op. cit., p. 657. 
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que sería de enorme utilidad ante la vigencia de acuerdos de exoneración-, tal y como se 
establece expresamente por el ordenamiento jurídico neerlandés (cfr. art. 1:84.5 BW)854. 
B) La determinación proporcional de la contribución 
 En defecto de cualquier acuerdo entre los cónyuges en torno a la contribución al 
levantamiento de las cargas del matrimonio, nuestro legislador establece en términos de 
igualdad que lo harán proporcionalmente a sus respectivos recursos económicos, y sin 
discernir a tales efectos entre los rendimientos de sus capitales y otros ingresos del resto 
de sus haberes patrimoniales, como sin embargo hacen algunos textos legales de origen 
autonómico que ordenan, en primer lugar, su atención con cargo a aquéllos y, solo en su 
defecto, subsidiariamente, a costa de los demás bienes y derechos patrimoniales de que 
sean titulares (cfr. arts. 231-6.1 CCCat, 187.1 CDFA y ley 103 b) FNN). En mi opinión 
es más ventajosa la primera opción -seguida por nuestro legislador, y adoptada también 
por el balear y el valenciano-, ya que la insuficiencia de liquidez a los efectos señalados 
obligaría indirectamente a los consortes a tomar las medidas oportunas para así obtener 
mayor rentabilidad de sus respectivos activos patrimoniales o, en otro caso, darán lugar 
a eventuales reclamaciones de reintegros (cfr. arts. 4.1 y 67.2 CDCIB y 8.2 LREMV).  
 Hay que tener en cuenta además que no son solamente los cónyuges quienes han 
de contribuir al levantamiento de las cargas del matrimonio sino también sus hijos, sean 
o no comunes, respecto de los cuales el legislador no indica ninguna clase de parámetro 
que nos permita cuantificar económicamente su obligación más allá de la “equidad”. Sin 
embargo, no siendo suficiente, es conveniente entender con Joan EGEA que equidad, en 
sentido cuantitativo, no significa sino proporcionalidad, de manera que sería necesario 
conciliar lo dispuesto con alcance general entre las relaciones paterno-filiales, con las 
reglas aplicables a la familia matrimonial en la que se integran855. De esta manera quizá 
fuese oportuno hallar la proporcionalidad a los recursos económicos teniendo en cuenta 
no solamente las dos masas patrimoniales correspondientes a los propios cónyuges, sino 
                                                 
854 En esta dirección, vid. PARRA LUCÁN, “Autonomía...”, cit., pp. 191-192; DE AMUNÁTEGUI 
RODRÍGUEZ, “La libertad...”, cit., pp. 254-255; OBERTO, op. cit., p. 76; DESCHENAUX, STEINAUER y 
BADDELEY, op. cit., pp. 229 y 247; LUCCHINI GUASTALLA, E., “Comentario a los artículos 143 a 148 del 
Código Civil”, en ZACCARIA, A. (dir.), Commentario breve al Diritto de la famiglia, Cedam, 2ª edición, 
Padua, 2011, p. 416; RIZZIERI, A., “Comentario a los artículos 215 a 219 del Código Civil”, en 
ZACCARIA, A. (dir.), Commentario breve al Diritto de la famiglia, Cedam, 2ª edición, Padua, 2011, pp. 
663-664; BAUGNIET y VAN DEN EYNDE, op. cit., pp. 185-186. 
855 Vid. EGEA FERNÁNDEZ, op. cit., p. 113. 




también -en el infrecuente supuesto en que exigiesen su cumplimiento- las de los hijos 
obligados al levantamiento de las cargas del matrimonio (cfr. arts. 155.2 y 1438 CC). 
 La aplicación práctica de la regla de la proporcionalidad significaría que de ser 
imposible la contribución de uno de los cónyuges -por ejemplo, en caso de no disponer 
de patrimonio alguno-, ésta se limitase al cuidado y atención de los hijos y del hogar, y, 
de ser también irrealizable -como sucedería en supuestos de enfermedad-, fuese el otro 
cónyuge quien deviniese obligado a soportar íntegramente todo el peso de las cargas del 
matrimonio sin ostentar ningún derecho de reintegro por este motivo856. Sin embargo, se 
cuestiona la doctrina si en el hipotético caso de que uno de los cónyuges dispusiera de 
un patrimonio improductivo, el otro sería o no capaz de obligarle a realizar las gestiones 
necesarias para obtener rentabilidad del mismo, en supuestos de necesidad, abogando 
algunos autores por la afirmativa con el fin de evitar que el levantamiento de las cargas 
del matrimonio sea asumido única y exclusivamente por uno solo de los cónyuges857. A 
mi juicio, sin embargo, sería preciso abandonar esta solución teniendo presente que el 
incumplimiento de la proporcionalidad por uno de los cónyuges concederá un derecho 
al reintegro de las cantidades que el otro hubiese adelantado -contribuyendo por encima 
de lo que le correspondía-, no siendo necesaria más que en supuestos de necesidad en 
los cuales seguramente concurriese la conformidad de ambos cónyuges, sin perjuicio de 
que fuera posible acudir a la autoridad judicial ex artículo 1318 II del Código Civil858. 
 El seguimiento de este criterio en las relaciones entre los cónyuges devendría sin 
embargo injusto cuando sus hijos también fuesen requeridos por aquéllos a contribuir al 
levantamiento de las cargas matrimoniales, ya que en tales ocasiones serían factibles las 
enajenaciones sobre sus bienes -en la medida en que su administración correspondería a 
ambos cónyuges, en caso de hijos comunes, o al progenitor, en caso contrario-, y solo 
precisarían de autorización judicial cuando las mismas tuviesen por objeto inmuebles, 
establecimientos mercantiles o industriales, objetos preciosos y valores mobiliarios (cfr. 
                                                 
856 Así lo creen ALBALADEJO GARCÍA, Curso..., t. IV, cit., pp. 186-187; GUILARTE GUTIÉRREZ, “La 
sociedad...”, cit., pp. 43-44; ID., “La necesidad...”, cit., pp. 42-43; REBOLLEDO VARELA, Separación..., 
cit., p. 455; DELGADO ECHEVERRÍA, El régimen..., cit., p. 372; ÁLVAREZ OLALLA, Responsabilidad..., 
cit., p. 130. 
857 Vid. GARRIDO DE PALMA, “El matrimonio y su régimen económico”, cit., pp. 192-193. 
858 Participan de esta opinión ROCA TRÍAS, “Els efectes...”, cit., p. 368; DE AMUNÁTEGUI RODRÍGUEZ, 
“La libertad...”, cit., p. 256; ÁLVAREZ OLALLA, Responsabilidad..., cit., p. 93; MARTÍNEZ CORTÉS, op. 
cit., pp. 136-137. 
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arts. 154.2, 164 I y 166 I CC)859. En estas circunstancias, los hijos, el Ministerio Fiscal, 
o cualquier otro pariente estarían facultados para acudir a la autoridad judicial y solicitar 
la adopción de las medidas oportunas a efectos de seguridad y recaudo de los bienes, así 
como exigir caución o fianza para continuar en la administración o, incluso, nombrar un 
administrador; todo ello sin perjuicio de que, además, al término de la patria potestad, 
los hijos exigiesen la correspondiente rendición de cuentas (cfr. arts. 167 y 168 CC). 
3. LAS MODALIDADES DE EJECUCIÓN DEL LEVANTAMIENTO DE LAS CARGAS 
 Los cónyuges contribuirán al levantamiento de las cargas del matrimonio con los 
recursos económicos de los que dispongan, aclarando nuestro legislador que también el 
trabajo para la casa formará parte de los mismos, atribuyéndole un valor económico del 
que tradicionalmente había carecido por considerarse inherente a la condición femenina 
de las mujeres, quienes por razón de sexo venían socialmente obligadas a su desarrollo 
sin apenas discusión alguna. Sin embargo, habiéndose debilitado hoy en día este viejo 
estereotipo no existen razones que impidan a las mujeres -o a los hombres, entiéndase- 
tomar esta clase de iniciativa de forma consensuada junto a sus consortes, acuerdo que 
en este caso no encontrará obstáculos de ninguna categoría a la hora de ser deducido del 
comportamiento cotidiano de aquéllos -facta concludentia-, ya que en nada afectarían a 
los reintegros que procediesen sobre las cantidades correspondientes. En consecuencia, 
cabe afirmar no solo que los cónyuges disponen de total libertad para decidir el modo en 
que llevarán a cabo su obligación respecto del levantamiento de las cargas, sino también 
que siempre existirá un acuerdo a estos efectos -aunque sea tácitamente-, considerando 
que la subsidiariedad de la proporcionalidad únicamente atañe al aspecto cuantitativo. 
A) La constitución de un patrimonio específico 
 Nuestros antecedentes legislativos conducirían a pensar en un conjunto de bienes 
privativos -o propios, en el régimen de separación- que por capitulaciones o escritura 
pública estuvieran especialmente afectados a las cargas del matrimonio como primera 
alternativa de ejecución del deber de contribuir a su levantamiento, y así subsiste en la 
actualidad un vestigio de la antigua dote, en el artículo 103.5 del Código Civil, cuando 
ordena a la autoridad judicial a adoptar las medidas correspondientes acerca del régimen 
de administración y disposición de aquellos bienes, considerando, no solo la posibilidad 
                                                 
859 Vid. ALBALADEJO GARCÍA, Curso..., t. IV, cit., p. 285; BERCOVITZ RODRÍGUEZ-CANO, 
“Comentarios...”, cit., pp. 1102-1103 y 1115. 




de que aún continúen vigentes dotes constituidas con anterioridad a su supresión, en el 
ámbito del Código Civil, sino también a las constituidas en Cataluña -hasta la entrada en 
vigor del Libro Segundo de su Código Civil-, Aragón, Navarra y Baleares, del mismo 
modo en que lo hizo el legislador vasco (cfr. arts. 146 b) LDCV, 5 y 66.5 CDCIB, 201 
CDFA, leyes 119-124 FNN y DT2ª del Libro Segundo del Código Civil de Cataluña)860. 
 También cabría considerar a los parafernales como conjunto de bienes privativos 
especialmente afectos al levantamiento de las cargas matrimoniales en la medida en que 
bajo la legislación derogada se consideraban responsables de las deudas domésticas, y 
sus frutos estaban afectos a cumplir con aquella finalidad861. Sin embargo, salvando lo 
dispuesto en cuestiones de responsabilidad, es conveniente advertir que los frutos de los 
mismos solo estaban especialmente afectos al levantamiento de las cargas en cuanto se 
integraban en el patrimonio ganancial -como cualesquiera otros frutos, rentas o intereses 
percibidos o devengados durante el matrimonio-, en cuyo caso lo estaban en calidad de 
bienes gananciales y no como privativos, escapando de este modo a la disposición antes 
citada que únicamente opera sobre estos últimos, además de que la administración -así 
como la libre disposición, después de la ley de 14 de mayo de 1975- de los parafernales 
correspondería exclusivamente a su titular sin precisar intervención judicial de ninguna 
clase sobre los mismos, esquivando, de nuevo, la aplicación de aquella norma (cfr. arts. 
1385, 1387, 1401.3 CC, en su redacción anterior a la reforma de 13 de mayo de 1981). 
 En este sentido merecen cuando menos considerarse los patrimonios constituidos 
a los efectos indicados en la ley 41/2003, de 18 de noviembre, de protección patrimonial 
de las personas con discapacidad, pues, en definitiva, proceden de la aportación a título 
gratuito de bienes y derechos al patrimonio de las personas con discapacidad con el fin 
de garantizar la afección de tales bienes y derechos, así como de los frutos, productos y 
rendimientos de éstos, a la satisfacción de las necesidades vitales de sus titulares. Estas 
necesidades vitales que constituyen el objeto de tales patrimonios -según afirma nuestro 
legislador, en el primer apartado del artículo primero de la ley señalada-, son fácilmente 
identificables con las necesidades ordinarias de la familia que a su vez conformarían el 
contenido mínimo de las cargas del matrimonio; motivo por el que albergan interés. Sin 
embargo, se trata aquí de un patrimonio destinado a satisfacer las necesidades vitales de 
                                                 
860 En este sentido, sosteniendo la pervivencia de la dote en el espíritu del artículo 103.5 del Código Civil, 
vid. DE LOS MOZOS Y DE LOS MOZOS y HERRERO GARCÍA, op. cit., p. 1320; RAMS ALBESA, 
“Comentarios...”, cit., p. 1051; RIVERO HERNÁNDEZ, “Comentarios...”, cit., p. 730 y n. 85. 
861 Vid. DE LOS MOZOS Y DE LOS MOZOS y HERRERO GARCÍA, op. cit., p. 1320. 
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sus titulares y no de su grupo familiar, y así se desprende, además, de que tal patrimonio 
tendrá como beneficiario, exclusivamente, a la persona en cuyo interés se constituya, en 
singular, quien será su titular a la luz del artículo 2, primer apartado, de la citada ley. La 
conclusión que se extrae de ello es que el patrimonio protegido tan solo se destinará a la 
satisfacción de las necesidades personales de su titular que, en caso de hallarse separado 
de bienes, formará parte de sus recursos económicos a la hora de levantar las cargas del 
matrimonio en la cuantía que a él le corresponda, no por su consorte (cfr. art. 1438 CC). 
 En última instancia cabría incluso considerar una afección voluntaria y especial 
de determinados bienes al levantamiento de las cargas del matrimonio, como sucedería 
a propósito de aquellas dotes cuya constitución -a juicio de algunos autores, y de forma 
meramente convencional- aún siguiera siendo viable una vez suprimida su regulación; o 
de los fondos patrimoniales que en su caso pudiesen cumplir semejante cometido862. En 
particular, el fondo patrimonial es una institución jurídica italiana que ha evolucionado 
desde el patrimonio familiar y, más remotamente, de la dote romana, constituyendo una 
especie de régimen económico-matrimonial que sirve necesariamente a otro -como el de 
separación de bienes-, motivo por el que la doctrina italiana es reacia a calificarlo como 
tal863. La finalidad del fondo no es sino la atención de las necesidades de la familia, y no 
solo puede ser constituido por los propios cónyuges en escritura pública sino también a 
costa de terceros, de este mismo modo o mediante disposiciones testamentarias; aunque 
la obligación de contribuir al levantamiento de las cargas del matrimonio que compete a 
los consortes no implica forzosamente su constitución (cfr. arts. 143 III y 167 I CCI)864. 
 El principal obstáculo a la creación voluntaria del fondo patrimonial en nuestro 
ordenamiento jurídico radicaría sin embargo en las relaciones entabladas con terceros 
acreedores, ya que los elementos que eventualmente lo compusieran no estarían exentos 
                                                 
862 Estimando que, hoy en día, aún es posible la constitución de dotes de forma meramente convencional 
se manifiestan LACRUZ BERDEJO, “El régimen económico del matrimonio”, cit., p. 29; ID., “La 
reforma...”, cit., p. 348; DE LOS MOZOS Y DE LOS MOZOS y HERRERO GARCÍA, op. cit., p. 1320; RIVERO 
HERNÁNDEZ, “Comentarios...”, cit., p. 730, n. 85. En contra de esta opinión, vid. DE LA CÁMARA 
ÁLVAREZ, “La autonomía...”, cit., p. 71. En el mismo sentido, creeyendo que el fondo patrimonial es 
igualmente trasladable al ordenamiento jurídico español por medio de las convenciones conyugales, vid. 
LÓPEZ BURNIOL, J. J., “Comentarios a los artículos 15 a 20 del Código de Familia”, en EGEA 
FERNÁNDEZ, J. y FERRER RIBA, J. (dirs.), LAMARCA MARQUÉS, A. y RUISÁNCHEZ CAPELASTEGUI, C. 
(coords.), Comentaris al Codi de Família, a la llei d’unions estables de parella i a la llei de situacions 
convivencials d’ajuda mútua, Tecnos, Madrid, 2000, pp. 158-159. 
863 En contra de tal calificación, vid. RIZZIERI, op. cit., p. 660; GABRIELLI, G. y CUBEDDU, M. G., Il 
regime patrimoniale dei coniugi, Giuffrè, Milán, 1997, p. 9. Sobre los antecedentes del fondo patrimonial, 
vid. GABRIELLI y CUBEDDU, op. cit., pp. 267-268. 
864 Vid. LUCCHINI GUASTALLA, op. cit., pp. 414-415. 




de ejecución -como en el caso italiano, según el cual el fondo patrimonial solo puede ser 
agredido ante deudas domésticas- debido a que las reglas atinentes a la responsabilidad 
del fondo habrían devenido ineficaces a consecuencia de la relatividad de los contratos: 
res inter alios acta aliis nec nocet nec prodest (cfr. arts. 1257 I CC y 170 CCI)865. En un 
segundo lugar, se encontrarían además las dificultades inherentes a la causa de los actos 
de atribución al fondo patrimonial en relación con los derechos de terceros, no siendo 
una cuestión pacífica en la doctrina -entre quienes sostienen la gratuidad u onerosidad 
de los mismos, considerando el nexo con el levantamiento de las cargas-, como tampoco 
lo fue, en su día, acerca de la constitución de la dote, ni siquiera en la actualidad, sobre 
las atribuciones a la sociedad de gananciales; decantándose nuestra jurisprudencia por 
adoptar una causa específica: la causa matrimonii (STS 3-12-2015 [RJ 2015, 5441])866. 
B) La contribución dineraria y las cuentas bancarias 
 El método empleado con mayor frecuencia entre los consortes para cumplir con 
su obligación de contribuir al levantamiento de las cargas del matrimonio -siempre que 
dispongan de liquidez suficiente- no será sino a través de aportaciones dinerarias, fruto 
del desempeño de actividades remuneradas generalmente, aunque también sería posible 
que las mismas se derivasen del rendimiento generado por la explotación económica de 
otros activos patrimoniales como pudieran ser los derechos de propiedad intelectual o de 
la personalidad, arrendamientos, censos, rentas vitalicias, seguros de vida para caso de 
supervivencia, pensiones de jubilación, invalidez, etc., usualmente efectuadas mediante 
cuentas bancarias de titularidad individual o colectiva -conjunta o indistinta-, las cuales 
precisarían a mi juicio de ciertas matizaciones en torno al levantamiento de las cargas, a 
excepción de las primeras que apenas suscitarían dificultad alguna en cuanto guardarían 
una absoluta conformidad con el normal funcionamiento del régimen de separación867. 
                                                 
865 Esta fue la razón que hizo dudar a José Luis LACRUZ sobre el alcance del hipotético régimen dotal que 
descansase exclusivamente sobre la autonomía de la voluntad (vid. “El régimen económico del matrimo-
nio”, cit., p. 29). 
866 Entre los autores que defienden la gratuidad en la aportación de bienes al fondo patrimonial, vid. 
PASCALE, op. cit., p. 586, GABRIELLI y CUBEDDU, op. cit., p. 281. En contra, considera que el vínculo del 
fondo con el levantamiento de las cargas del matrimonio confiere a la aportación de bienes una naturaleza 
solutoria y, por tanto, onerosa FUSARO, A., “Comentario a los artículos 167 a 171 del Código Civil”, en 
GABRIELLI, E. (dir.), Commentario del Codice Civile: Della famiglia, UTET Giuridica, Turín, 2010, p. 
1051. También, con respecto a la dote -en lugar del fondo patrimonial-, comparte esta última opinión 
LACRUZ BERDEJO, Derecho de familia..., cit., p. 332. 
867 Vid. ÁLVAREZ OLALLA, Responsabilidad..., cit., p. 473. 
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 Las cuentas bancarias de titularidad conjunta son aquellas que a consecuencia de 
la actuación mancomunada que requieren, jamás entrañarán controversias en torno a la 
conformidad de ambos cónyuges de asumir un nuevo gasto en concepto de carga, pero, 
sin embargo, traerán consigo otras dificultades de orden práctico en cuanto la actuación 
de ambos cónyuges se opondría tajantemente al espíritu de la potestad doméstica, según 
la cual, cualquiera de los cónyuges estaría indistintamente facultado para llevar a cabo 
los actos tendentes a satisfacer las necesidades familiares, y ello con la única finalidad 
de agilizar el tráfico jurídico868. Por este motivo quizá sean más aconsejables las cuentas 
bancarias de titularidad indistinta mediante las cuales cada uno de los cónyuges puede 
operar en el tráfico sin necesitar el consentimiento de su consorte, aunque las mismas 
aún son susceptibles de generar determinados problemas en la liquidación del régimen 
de separación, en relación a la titularidad de los fondos y los derechos de reintegro869. 
C) La aportación de bienes al uso familiar 
 El régimen de separación atribuye a cada uno de los cónyuges la administración, 
goce y libre disposición de sus propios bienes, de manera que en aquellos supuestos en 
que cualquiera de ellos confiera las facultades de disfrute que a él solo le corresponden 
sobre los mismos, poniéndolos al servicio de los demás miembros del grupo familiar, y 
proporcionándoles en consecuencia un enriquecimiento negativo a su costa -mediante el 
ahorro de los costes correspondientes a la atención de las necesidades que de este modo 
quedasen cubiertas-, es lógico que semejantes aportaciones patrimoniales se consideren 
realizadas de forma onerosa computándolas a los efectos del levantamiento de las cargas 
del matrimonio, tal y como ha establecido expresamente el legislador aragonés y viene 
siendo unánimemente aceptado además por la doctrina (cfr. art. 187.1 CDFA)870. Esta 
alternativa a la contribución dineraria se materializa frecuentemente mediante la puesta 
a disposición de la vivienda familiar cuya titularidad corresponde a un único cónyuge, 
aunque también cabría extender esta posibilidad al caso de vehículos automóviles, no 
                                                 
868 Vid. DÍAZ-AMBRONA BARDAJÍ, op. cit., p. 653. 
869 Vid. MEDINA DE LEMUS, op. cit., p. 668. 
870 Vid. MORALES MORENO, “Comentarios...”, cit., pp. 1819 y 1898; EGEA FERNÁNDEZ, op. cit., p. 109; 
ASUA GONZÁLEZ, “El régimen...”, cit., p. 96; VAREILLE, op. cit., p. 27; CABRILLAC, op. cit., p. 35; DE 
AMUNÁTEGUI RODRÍGUEZ, “Límites...”, cit., p. 197; BRAAT, op. cit., p. 84; GARRIDO MELERO, op. cit., p. 
190; ÁLVAREZ OLALLA, “El régimen de separación de bienes. El régimen de participación”, en 
BERCOVITZ RODRÍGUEZ-CANO, R. (coord.), Manual de Derecho civil: Derecho de familia, Bercal, 4ª 
edición, Madrid, 2015, p. 204; RIBERA BLANES, “El trabajo...”, cit., p. 804; GIMÉNEZ DUART, “Cargas...”, 
cit., p. 554; STETTLER y GERMANI, op. cit., p. 67; PINHEIRO, op. cit., p. 388. 




siendo óbice a los fines pretendidos que la adquisición de tales bienes queden al margen 
de las cargas, por tratarse de “operaciones de inversión” a juicio del Tribunal Supremo. 
D) El desempeño del trabajo doméstico 
 Nuestro legislador hace constar expresamente que el trabajo para la casa será 
computado como contribución a las cargas matrimoniales sin efectuar una enumeración 
de los distintos menesteres que sean susceptibles de entenderse como tal, respetando en 
este sentido la más recóndita intimidad familiar en que el Estado debe evitar inmiscuirse 
a toda costa. Sin embargo, aún cabría acudir a otras normas relacionadas con el artículo 
1438 del Código Civil, en un afán por delimitar las tareas contenidas en él. La primera 
de ellas se encuentra en el artículo 68 del Código Civil que alude a las responsabilidades 
domésticas y al cuidado y atención de los hijos -entiéndase que los ascendientes y las 
demás personas dependientes no constituyen carga del matrimonio-, en armonía con la 
segunda, el artículo 103.3 del citado Código, que únicamente menciona el trabajo que 
preste uno de los cónyuges en la atención de los hijos comunes sujetos a patria potestad; 
labores que en situación de normalidad matrimonial quedarán integradas en el concepto 
de trabajo para la casa. Cabe recordar, en tercer lugar, que en el proyecto de ley de 4 de 
octubre de 1978 se aludía en su lugar al “trabajo de ordenación y gestión de la economía 
doméstica y de la casa”, de manera que también formaría parte del trabajo doméstico la 
dirección del hogar, en los términos en que lo comprendía el profesor ALBALADEJO871. 
 En última instancia quizá sea aconsejable acudir a la legislación laboral existente  
en materia de servicio del hogar familiar y, en concreto, al Real Decreto 1620/2011, de 
14 de noviembre -que se regula esta clase de relaciones laborales-, cuyo artículo 1.4 es 
capaz de ofrecernos una noción aproximada acerca del alcance del trabajo para la casa 
al que se refiere el legislador civil, en cuanto incluye en él los servicios o actividades 
prestados para el hogar familiar, pudiendo revestir cualquiera de las modalidades de 
las tareas domésticas, así como la dirección o cuidado del hogar en su conjunto o de 
algunas de sus partes -según se deduciría además de los antecedentes parlamentarios-, 
el cuidado o atención de los miembros de la familia -siempre y cuando los mismos sean 
susceptibles de generar gastos capaces de integrar las cargas del matrimonio-, así como 
                                                 
871 BOCG, núm. 155, 4 de octubre de 1978, p. 3379. En este sentido, vid. ALBALADEJO GARCÍA, Curso..., 
t. IV, cit., p. 188. También GETE-ALONSO Y CALERA, “La compensación...”, cit., p. 3; EGEA FERNÁNDEZ, 
op. cit., p. 111; CABALLERO GEA, J. A., Régimen económico matrimonial en los Tribunales y Registros, 
Dykinson, Madrid, 1991, p. 592. 
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otros trabajos que se desarrollen formando parte del conjunto de tareas domésticas, 
tales como los de guardería, jardinería, conducción de vehículos y otros análogos872. 
4. INCUMPLIMIENTOS ENTRE CONSORTES Y RESPONSABILIDADES DOMÉSTICAS 
 El principio de responsabilidad patrimonial universal según el cual todo deudor 
responde del cumplimiento de sus obligaciones con la totalidad de sus bienes presentes 
y futuros, se manifiesta al mismo tiempo en sede de separación de bienes señalándose 
que las obligaciones contraídas por cada cónyuge serán de su exclusiva responsabilidad, 
de conformidad con el principio separatista que informa las relaciones patrimoniales de 
los consortes sometidos a las disposiciones de este régimen económico-matrimonial. Sin 
embargo, fuera del plano teórico, no es concebible un régimen económico-matrimonial 
ajeno a las relaciones patrimoniales que la propia comunidad de vida ocasiona entre los 
cónyuges -aun sometidos al principio separatista-, desde una perspectiva práctica; razón 
por la cual se prevén algunas reglas especiales (cfr. arts. 1911, 1440 y 1319 II CC)873. 
 En armonía con la naturaleza separatista que caracteriza al régimen económico-
matrimonial que nos ocupa, cada cónyuge sería responsable de sus propias obligaciones 
sin involucrar una masa común de bienes ni mucho menos el patrimonio del consorte, a 
salvo de que este último se obligase solidaria, mancomunada o subsidiariamente frente a 
los acreedores de aquél de forma voluntaria, como suele acontecer en la práctica874. En 
caso de ejercicio del comercio por alguno de los cónyuges, tampoco quedarán obligados 
a las resultas del mismo más que los bienes propios del cónyuge que lo ejerza, así como 
los adquiridos con esas resultas, siempre y cuando el consorte no preste expresamente 
su consentimiento a los efectos de que sus propios bienes sean también obligados a tales 
fines, debiendo constar además, a efectos de terceros, en escritura pública o capítulos 
matrimoniales debidamente inscritos en el Registro Mercantil (cfr. arts. 6 y 9-12 CdeC). 
 En esta misma dirección expresaba el artículo 112-2.2 del Anteproyecto de Ley 
del Código Mercantil de 2014 que, cuando el régimen económico-matrimonial fuese el 
de separación de bienes o el de participación en las ganancias, el empresario respondería 
de las obligaciones originadas en el ejercicio de la actividad empresarial únicamente con 
                                                 
872 Proponiendo la observancia de esta norma, vid. VERDERA IZQUIERDO, “Configuración...”, cit., p. 221; 
SERRANO ARGÜESO, M., “Una propuesta de compensación del trabajo en el hogar. Estudio jurídico 
laboral”, Letras de Deusto, núm. 99, abril-junio, 2003, pp. 124-125. 
873 Vid. MARTÍNEZ CORTÉS, op. cit., p. 125. 
874 Vid. TORRES LANA, op. cit., p. 1077; RIBERA BLANES, “Del régimen...”, cit., p. 867. 




los bienes propios, añadiéndose en el precepto subsiguiente que el operador del mercado 
persona física podría excluir su vivienda habitual de esta responsabilidad, siempre que 
se respetasen las exigencias del artículo 8 de la Ley 14/2013, de 27 de septiembre, de 
apoyo a los emprendedores y su internacionalización, actualmente vigente: 1) que dicha 
vivienda no supere los 300.000 € de valor; 2) que el cónyuge deudor no hubiese actuado 
con fraude o negligencia grave en el cumplimiento de sus obligaciones con terceros, y 
así constase acreditado por sentencia firme o concurso declarado culpable; y 3) que tal 
exclusión cuente con la publicidad exigida en los Registros Mercantil y de la Propiedad. 
 Esta limitación de responsabilidad guardaría especial relevancia entre separados 
de bienes, ya que aun en los casos en que aquella vivienda fuese del dominio exclusivo 
del cónyuge emprendedor, su sujeción a la acción de los terceros afectaría sobremanera 
al consorte no propietario que convive con éste como consecuencia de la obligación de 
convivencia derivada del propio vínculo matrimonial (art. 68 CC). No obstante, fuera de 
estos supuestos especiales referentes a comerciantes, empresarios y emprendedores, de 
las obligaciones contraídas en el ejercicio de la potestad doméstica responderán ambos 
cónyuges frente a los acreedores en la forma específicamente determinada en el artículo 
1319 del Código Civil: solidariamente respecto a los bienes comunes y los del cónyuge 
que contraiga la deuda y, subsidiariamente, los del consorte (art. 1440 II CC); extremo 
que guarda especial relevancia desde el punto de vista de las relaciones entre ambos, en 
las que cabe diferenciar distintas modalidades de incumplimiento en función de diversos  
parámetros: el primero de ellos, de culpabilidad, y, el segundo, el de la temporalidad875. 
A) El incumplimiento justificado 
 Los cónyuges están exentos de responsabilidad entre sí en aquellos supuestos en 
que cualquiera de ellos incumpla su deber de subvenir al levantamiento de las cargas del 
matrimonio a causa de determinadas circunstancias ajenas a su voluntad -como pudiera 
ser la insolvencia, desempleo, accidente o enfermedad-, sustrayéndose así de ajustar sus 
cuentas conforme a lo dispuesto en el artículo 1438 del Código Civil, según demandaría 
el segundo párrafo del artículo 1440 del mismo cuerpo legal876. En este caso, totalmente 
excepcional, hay unanimidad en entender que no surgiría ningún derecho al reintegro de 
las cantidades satisfechas por cualquiera de los cónyuges superando aquella cuantía por 
                                                 
875 Tomo esta distinción de ÁLVAREZ OLALLA, Responsabilidad..., cit., pp. 123-140. 
876 En este sentido, para el caso de enfermedad, vid. CULIOLI, M., “La maladie d’un époux. Idéalisme et 
réalisme en Droit matrimonial français”, Revue Trimestrielle de Droit Civil, 1968, p. 259. 
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la que estaban obligados a contribuir al levantamiento de las cargas del matrimonio con 
anterioridad al advenimiento de tales circunstancias, y así se derivaría incluso de aplicar 
las reglas generales, en base a que fuera de los casos expresamente mencionados en la 
ley, y de los en que así lo declare la obligación, nadie responderá de aquellos sucesos 
que no hubieran podido preverse o, que, previstos, fueran inevitables (art. 1105 CC). 
 En defecto de acuerdo, y siendo de aplicación la regla de la proporcionalidad a 
los respectivos recursos económicos de los consortes, no se trataría tanto de un supuesto 
de incumplimiento como de una corrección o adecuación de ésta a las circunstancias, en 
cuanto las mismas han producido alteraciones sobre dichos recursos; aunque, siempre 
que fuera posible -y, por lo tanto, no se encontrase impedido para ello-, el cónyuge cuyo 
patrimonio se hubiese visto afectado de este modo aún podría subvenir al levantamiento 
de las cargas del matrimonio a través de la satisfacción de las labores domésticas877. Sin 
embargo, también hay que tomar en consideración las consecuencias que estas mismas 
circunstancias ocasionarían en caso de haberse suscrito un acuerdo de contribución no 
proporcional, siendo entonces procedente emprender una novación sobre las cláusulas 
afectadas, ya sea entre ambos cónyuges de consuno -como generalmente acontecerá en 
situaciones de normalidad matrimonial-, o acudiendo a la autoridad judicial competente 
con el fin de que aprecie un cambio sustancial en las circunstancias -rebus sic stantibus- 
a petición de uno solo, tal y como dispone el legislador neerlandés (cfr. art. 1:84.5 BW). 
B) El incumplimiento injustificado 
 Los cónyuges solo son responsables entre sí a consecuencia del levantamiento de 
las cargas del matrimonio cuando el incumplimiento de este deber les sea imputable, es 
decir, cuando, fuera de las circunstancias sobrevenidas que se entiendan eximentes, uno 
de ellos actúe en perjuicio del interés de la familia que está obligado a contemplar (art. 
67 CC); pero aún en estas situaciones nuestro legislador canaliza dicha responsabilidad 
mediante diversos cauces en función del momento en que se producen. Así, mientras en 
el segundo párrafo del artículo 1440 del Código Civil advierte que las responsabilidades 
derivadas del incumplimiento de estas obligaciones han de dirimirse de conformidad a 
lo dispuesto en el artículo 1438 -en lo que atañe a la relación entre los cónyuges, y no de 
                                                 
877 Así lo advierten ALBALADEJO GARCÍA, Curso..., t. IV, cit., pp. 186-187; GUILARTE GUTIÉRREZ, “La 
sociedad...”, cit., pp. 43-44; ID., “La necesidad...”, cit., pp. 42-43; REBOLLEDO VARELA, Separación..., 
cit., p. 455; DELGADO ECHEVERRÍA, El régimen..., cit., p. 372; ÁLVAREZ OLALLA, Responsabilidad..., 
cit., p. 130. 




éstos frente a terceros-, en el segundo párrafo del 1318 establece la posibilidad de acudir 
a la autoridad judicial competente para que dicte las medidas que estime oportunas. Este 
último precepto, en mi opinión, denota cierta inminencia que lo distingue de los cauces 
generales a los que se remite el artículo 1440 del Código Civil, de manera que aquél ha 
de aplicarse en situaciones de incumplimiento presente o futuro, mientras que éste solo 
debe serlo en aquellas otras en que la pretensión se funda en un incumplimiento pasado. 
 a) El incumplimiento presente y futuro. — Los cónyuges están facultados para 
acudir a la autoridad judicial con el propósito de que ésta adopte las medidas cautelares 
que estime conveniente a fin de asegurar su cumplimiento y los anticipos necesarios -en  
caso de incumplimiento presente- así como para proveer a las necesidades futuras -en 
previsión de una situación de incumplimiento inminente- a través de los trámites de la 
jurisdicción voluntaria, cuya reciente regulación alude de una forma incompleta a fijar 
la contribución a las cargas del matrimonio, sin aludir a las citadas medidas cautelares, 
quizá considerando junto con cierto sector doctrinal que aquéllas no son otras que las 
expresamente señaladas en la Ley de Enjuiciamiento Civil y que, por esta razón, tampoco 
precisaba ninguna remisión hacia las mismas (cfr. arts. 1318 II CC y 90.1 b) LJV)878.  
 La legitimación para solicitar esta clase de medidas corresponde a cualquiera de 
los cónyuges frente a la inactividad del consorte, aunque también habría que considerar 
legitimados a los hijos, a cualesquiera otros parientes y al Ministerio Fiscal, cuando el 
incumplimiento del deber de contribuir al levantamiento de las cargas del matrimonio 
afectase a las obligaciones alimenticias que les correspondieran a aquéllos para con sus 
hijos -comunes o no, entiéndase-, en cuyo caso la adopción de las mismas se reclamará 
también mediante los cauces de la jurisdicción voluntaria (cfr. arts. 158.1 CC y 87.1 a) 
LJV). No obstante, sería posible que en la práctica se plantease también el supuesto en 
que uno de los cónyuges pretendiese obtener una declaración de prodigalidad sobre su 
consorte, cuando éste malgastase sus respectivos recursos económicos en detrimento de 
las necesidades familiares, teniendo que incoar el correspondiente proceso de capacidad. 
 b) El incumplimiento pasado. — La responsabilidad de los consortes frente a los 
terceros acreedores a consecuencia del ejercicio de la potestad doméstica, alberga una 
                                                 
878 Así lo estimaban LACRUZ BERDEJO et al., Elementos..., t. IV, cit., p. 37; QUIÑONERO CERVANTES, op. 
cit., p. 696. Sin embargo, en contra de esta opinión se manifestaba la mayoría de la doctrina, vid. DÍEZ-
PICAZO Y PONCE DE LEÓN, “Comentarios...”, cit., p. 1501; TORRES LANA, op. cit., p. 862; CLEMENTE 
MEORO, op. cit., p. 549; BARCELÓ DOMÉNECH, “Disposiciones...”, cit., p. 63; ÁLVAREZ OLALLA, 
Responsabilidad..., cit., p. 136. 
AD RI ÁN  A R R É B O L A  B L AN CO  
367 
 
relevancia especial si la observamos desde la perspectiva de pretéritas inobservancias de 
la obligación que a aquéllos les asiste en lo concerniente al levantamiento de las cargas 
del matrimonio, ya que de este modo es posible que surjan cuentas entre los mismos. En 
sede de separación de bienes, el segundo párrafo del artículo 1440 del Código Civil se 
remite a este respecto al régimen del artículo 1319 que, después de delimitar la potestad 
doméstica, establece en su párrafo segundo que de las deudas contraídas en el ejercicio 
de esta potestad responderán solidariamente los bienes comunes y los del cónyuge que 
contraiga la deuda y, subsidiariamente, los del otro cónyuge; distinguiéndose entonces 
hasta dos regímenes de responsabilidad diferenciados: solidaridad y subsidiariedad879. 
 La solidaridad solo opera con respecto al patrimonio del consorte que contrae la 
deuda y el común, debiendo entenderse como tal a la masa común de los regímenes de 
comunidad -como la sociedad de gananciales, según se desprende además de la lectura 
del artículo 1365.1 del Código Civil-, pero, en ningún caso, a aquellos bienes sobre los 
cuales existiese un proindiviso ordinario entre los cónyuges separados de bienes880. Solo 
en defecto de bienes suficientes, de forma subsidiaria, responderá el otro consorte por 
las deudas contraídas en el ejercicio de la potestad doméstica; extremo que ha recibido 
algunas críticas por parte de cierto sector doctrinal favorable a la solidaridad de ambos 
cónyuges ante esta clase de obligaciones, considerando que si a cada uno de ellos le está 
permitido asumirlas en el ejercicio de la potestad doméstica de forma solidaria, también 
habrían de responder de este modo, según acontece en otros ordenamientos jurídicos del 
panorama internacional (cfr. arts. 220 CCF, 222 CCB y 166 III ZGB)881. En mi opinión, 
seguramente convendría mantener la subsidiariedad por dos motivos: el primero de ellos 
radicaría en la salvaguarda del principio separatista; y, el segundo, en la protección del 
                                                 
879 No obstante, hay que tener en cuenta que el primero de estos regímenes no constituye una auténtica 
solidaridad, en tanto que no existe una pluralidad de deudores sino de masas responsables, según pone de 
manifiesto la doctrina, que suele calificarlo como favor creditoris. En este sentido, vid. DÍEZ-PICAZO Y 
PONCE DE LEÓN, “Comentarios...”, cit., p. 1505; PUIG BRUTAU, op. cit., p. 108; TORRES LANA, op. cit., p. 
865; HERRERO GARCÍA, op. cit., p. 585; CLEMENTE MEORO, “El régimen...”, cit., p. 554; BARCELÓ 
DOMÉNECH, “Disposiciones...”, cit., p. 72; MENDES, op. cit., p. 143. 
880 Vid. REBOLLEDO VARELA, Separación..., cit., p. 504; CABANILLAS SÁNCHEZ, op. cit., p. 1220; 
HERRERO GARCÍA, op. cit., p. 586; CLEMENTE MEORO, op. cit., p. 555; ÁLVAREZ OLALLA, 
Responsabilidad..., cit., p. 170; RIBERA BLANES, “Del régimen...”, cit., p. 871; DÍAZ-AMBRONA BARDAJÍ, 
op. cit., p. 655. 
881 A favor de la solidaridad en las obligaciones domésticas, vid. REBOLLEDO VARELA, Separación..., cit., 
p. 396; DE LOS MOZOS Y DE LOS MOZOS, “Comentarios a los artículos 1411 a 1444 del Código Civil”, 
cit., p. 398; SANTORO-PASSARELLI, F., “Comentario a los artículos 143 a 146 del Código Civil”, en CIAN, 
G., OPPO, G. y TRABUCCHI, A. (dirs.), Commentario al Diritto italiano della famiglia, t. II, Cedam, 
Padua, 1992, p. 500; PERLINGIERI, P. y PROSPERI, F., “Rapporti patrimoniale tra coniugi”, en 
PERLINGIERI, P., Istituzioni di Diritto civile, Edizioni Scientifiche Italiane, 4ª edición, Nápoles, 2008, p. 
454. 




interés familiar, debido a que el cónyuge que no guardase la diligencia de un buen padre 
de familia en el ejercicio de la potestad doméstica se verá coartado al contraer nuevas 
obligaciones, sabiendo que él será el primer responsable, de tal manera que su consorte 
solamente intervendría como un fiador con beneficio de excusión, cuya responsabilidad 
habría de dirimirse a través de los cauces del litisconsorcio pasivo (cfr. art. 1830 CC)882. 
 Este régimen específico de responsabilidad no cesa a causa de la separación de 
hecho de los cónyuges ni tampoco se ve afectado por el pacto eventualmente celebrado 
entre ambos con el propósito de encomendar al cuidado de uno u otro la atención de una 
determinada necesidad familiar, como quizá cabría entender de los términos en los que 
se expresa el legislador en el artículo 1319 del Código Civil883. En particular, señalaba a 
este respecto José Luis LACRUZ, que el inciso “encomendadas a su cuidado” -contenido 
en el precepto antes aludido- no debía considerarse sino como un acuerdo de reparto de 
papeles o funciones entre consortes, inoponible frente a terceros; ya que de lo contrario 
uno de los cónyuges dispondría de un argumento para oponerse a la aplicación de este 
régimen de responsabilidad, señalando que el acto jurídico que en su caso diese lugar al 
mismo no estaba encomendado a su cuidado, facilitando así el fraude de acreedores884. 
 La trascendencia de las relaciones entabladas con terceros y sus consecuencias 
sobre la esfera patrimonial de los consortes se encuentra, precisamente, en la posibilidad 
que asiste al cónyuge que respondió subsidiariamente de las obligaciones contraídas por 
                                                 
882 Manteniendo esta posición, favorable a la subsidiariedad, vid. RIBERA BLANES, “Del régimen...”, cit., 
p. 867; ÁLVAREZ OLALLA, Responsabilidad..., cit., p. 184. En torno a la similitud con el beneficio de 
excusión, vid. DÍEZ-PICAZO Y PONCE DE LEÓN y GULLÓN BALLESTEROS, op. cit., p. 137; TORRES LANA, 
op. cit., p. 865; CLEMENTE MEORO, op. cit., p. 555; CUENA CASAS, “Comentarios...”, cit., p. 10132; 
MASOT MIQUEL, “La liquidación...”, cit., p. 92; ID., “Comentarios a los artículos 3 a 13 de la 
Compilación del Derecho Civil de las Islas Baleares”, cit., p. 115; ÁLVAREZ OLALLA, Responsabilidad..., 
cit., p. 175; DÍEZ-PICAZO GIMÉNEZ, op. cit., p. 772. Sobre la aplicación analógica de las disposiciones 
concernientes al contrato de fianza, a este respecto, vid. MASOT MIQUEL, “Comentarios a los artículos 3 a 
13 de la Compilación del Derecho Civil de las Islas Baleares”, cit., pp. 115-123. Sostienen el cauce 
procesal indicado TORRES LANA, op. cit., p. 864; GARRIDO DE PALMA, “El matrimonio y su régimen 
económico”, cit., p. 192. 
883 Sobre la subsistencia de la potestad doméstica durante la separación de hecho, vid. LACRUZ BERDEJO, 
La potestad..., cit., p. 44; MONTÉS PENADÉS, op. cit., p. 1948; CHAMPION, op. cit., p. 28; CABRILLAC, op. 
cit., p. 48; MAGARIÑOS BLANCO, op. cit., p. 90; DÍAZ-AMBRONA BARDAJÍ, op. cit., p. 656; CASTILLA 
BAREA, op. cit., p. 166. Sin embargo, entienden que no debería aplicarse este régimen de responsabilidad 
a los separados de hecho GÓMEZ POMAR, F., “Comentarios a los artículos 3 y 6 a 8 del Código de 
Familia”, en EGEA FERNÁNDEZ, J. y FERRER RIBA, J. (dirs.), LAMARCA MARQUÉS, A. y RUISÁNCHEZ 
CAPELASTEGUI, C. (coords.), Comentaris al Codi de Família, a la llei d’unions estables de parella i a la 
llei de situacions convivencials d’ajuda mútua, Tecnos, Madrid, 2000, p. 90; RAGEL SÁNCHEZ, “La 
sociedad...”, cit., pp. 1095-1096; HERRERO GARCÍA, op. cit., p. 584; CLEMENTE MEORO, op. cit., p. 555; 
ÁLVAREZ OLALLA, Responsabilidad..., cit., pp. 167-168; ÁLVAREZ-SALA WALTHER, “Aspectos...”, cit., 
pp. 40-41. 
884 Vid. LACRUZ BERDEJO et al., Elementos..., t. IV, cit., p. 125. 
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el otro de reclamar un reintegro frente a este último, en la cuantía que exceda de aquella 
en la que estaba obligado a subvenir a su levantamiento como carga matrimonial, según 
se desprendería además de las reglas generales del pago por tercero -y, en términos más 
generales, del principio de interdicción del enriquecimiento injustificado-, en armonía 
con el quantum contributivo que eventualmente correspondiese (cfr. arts. 1158 y 1438 
CC); igual que sucedería en cualquier otro caso, en las relaciones internas entre ambos, 
al margen de la asunción de esta clase de obligaciones para con terceros acreedores885.  
 La diferencia entre una y otra clase de reintegros radicaría en que, aquéllos que 
resultasen a favor de uno de los cónyuges por haber respondido subsidiariamente de las 
obligaciones contraídas por su consorte frente a terceros acreedores, tan solo operarían 
respecto de las necesidades ordinarias de la familia -motivo por el cual, a los efectos de 
salvaguardar la separación de responsabilidades en el régimen económico-matrimonial 
que nos ocupa, convenía distinguirlas de las cargas matrimoniales-, en lugar de hacerlo 
sobre las cargas del matrimonio en su más amplia dimensión, englobando no solamente 
su contenido mínimo e inderogable, sino también aquellas otras partidas del pasivo que 
se incorporasen al mismo de forma convencional o por entenderse inevitables, aunque 
fuesen cuantitativamente extraordinarias -las cuales escaparían al ámbito de la potestad 
doméstica por esta razón, según se deduce además de que el artículo 1440 del Código 
Civil la califique de ordinaria-, como acontecería a propósito de las relaciones entre los 
propios cónyuges, con abstracción de sus obligaciones para con terceros acreedores886. 
 La conclusión que se extrae de todo esto es que en aquellos supuestos en que las 
obligaciones en torno al levantamiento de las cargas del matrimonio se hubiesen dejado 
de observar correctamente, en un momento que tuvo lugar en el pasado, no procederá 
acudir a los trámites de la jurisdicción voluntaria con el fin de que la autoridad judicial 
ordene las medidas cautelares que estime convenientes, sino más bien la restitución de 
                                                 
885 Sostienen la procedencia del reintegro a favor del cónyuge subsidiariamente responsable, en los 
términos indicados ALBALADEJO GARCÍA, Curso..., t. IV, cit., p. 189; PUIG FERRIOL y ROCA TRÍAS, op. 
cit., p. 140; REBOLLEDO VARELA, Separación... p. 504; TORRES LANA, op. cit., p. 1078; MASOT MIQUEL, 
“Comentarios...”, cit., p. 118; CARBONNIER, J., Droit civil, t. II, PUF, 20ª edición, París, 1999, p. 471; 
MALAURIE, P. y AYNÈS, L., Les régimes matrimoniaux, Defrénois, 2ª edición, París, 2007, p. 42; 
HERRERO GARCÍA, op. cit., p. 586; CLEMENTE MEORO, op. cit., p. 556; DE AMUNÁTEGUI RODRÍGUEZ, 
“La libertad...”, cit., p. 250; PATARIN y MORIN, op. cit., p. 31; BARCELÓ DOMÉNECH, “Disposiciones...”, 
cit., p. 72; ARROYO AMAYUELAS, “Comentarios...”, cit., p. 1576; VARELA, Direito da família, cit., p. 409. 
886 Por todos, considerando en este sentido que el mencionado régimen de responsabilidad se limita a las 
necesidades ordinarias de la familia, en lugar de extenderse a la totalidad de las cargas del matrimonio, 
vid. MARTÍNEZ VÁZQUEZ DE CASTRO, op. cit., p. 31; DE AMUNÁTEGUI RODRÍGUEZ, “La libertad...”, cit., 
p. 238.  




las sumas que el cónyuge perjudicado hubiese adelantado a estos efectos por encima de 
la cantidad en que convencional o proporcionalmente estaba obligado a hacerlo887. Éstas 
son precisamente las circunstancias consideradas en la “teoría de la sobrecontribución” 
que, a mi juicio, habrían de observar los órganos jurisdiccionales a la hora de reconocer 
o no el derecho a la compensación del trabajo doméstico, de tal manera que su régimen 
llegase a identificarse con el de cualquier otro reintegro que en su caso correspondiese 
por esta causa -ya que en el seno de un régimen de separación de origen esencialmente 
convencional no resultaría necesaria la introducción de ningún mecanismo corrector que 
cubriese el déficit de asesoramiento e información notarial sobre su funcionamiento-, y 
por ello convendría detenerse en ellas con anterioridad a la configuración del mismo888.
                                                 
887 Vid. GROSSEN, op. cit., p. 15. 
888 Dudan también de la oportunidad de la compensación del trabajo doméstico en un régimen de 
separación de bienes de naturaleza convencional ASUA GONZÁLEZ, “La compensación...”, cit., p. 1100; 
GINEBRA MOLINS, “Les stratégies...”, cit., p. 190; ÁLVAREZ OLALLA, “La compensación...”, cit., p. 137; 




LA RESTITUCIÓN DEL ENRIQUECIMIENTO INJUSTIFICADO 
MEDIANTE LA COMPENSACIÓN DEL TRABAJO DOMÉSTICO 
 
 Una vez determinado cuáles son exactamente las cargas del matrimonio que han 
de soportar los cónyuges en el régimen de separación de bienes, será preciso desarrollar 
debidamente el régimen jurídico sobre el que hubiera de sostenerse el derecho a percibir 
una compensación por el trabajo invertido en el hogar, si con ello se pretende equilibrar 
el enriquecimiento injustificadamente experimentado por el patrimonio de aquéllos con 
motivo de su contribución en el levantamiento de dichas cargas. Esta es la consecuencia 
que deriva de adoptar el modelo restitutivo como sistema compensatorio frente a la total 
indeterminación legislativa inherente al artículo 1438 del Código Civil. Se trata de una 
empresa que, hasta el momento, no ha sido asumida por parte de los numerosos autores 
que defienden y abogan por dicho modelo -como alternativa a la interpretación reiterada 
por la jurisprudencia del Tribunal Supremo-, y por ello merece un especial interés. Esta 
labor, sin embargo, no solo debe ser coherente con la disciplina del levantamiento de las 
cargas del matrimonio, sino también con la naturaleza jurídica que pretende atribuírsele 
a la compensación correspondiente, motivo por el que habría de acometerse de un modo 
prudente para no caer en el error de efectuar un uso desmesurado de la analogía que en 
última instancia pudiera acercar este derecho al modelo participativo o indemnizatorio. 
I. FUNDAMENTO 
 La apreciación de una sobrecontribución como consecuencia del deber que asiste 
a ambos cónyuges, de subvenir al levantamiento de las cargas de su matrimonio, entraña 
un enriquecimiento injustificado que ha de subsanarse; según coinciden en afirmar tanto 
doctrina y jurisprudencia (SAP Salamanca 2-11-2017 [JUR 2017, 308619])889. Piénsese 
cómo, para alcanzar semejante conclusión, se dan en ella todos los presupuestos que han 
sido jurisprudencialmente apreciados a lo largo de nuestra tradición jurídica para aplicar 
esta misma doctrina por parte de jueces y tribunales: en primer lugar, el enriquecimiento 
de una de las partes; en segundo lugar, el empobrecimiento de la otra; en tercer lugar, la 
                                                 
889 Lo estima así BERCOVITZ RODRÍGUEZ-CANO, “Comentario...”, cit., pp. 1866-1867. También 
RENCHON, “Le sort...”, cit., p. 454. 




relación de causalidad entre enriquecimiento y empobrecimiento; y en el cuarto y último 
lugar, la inexistencia de una causa capaz de justificar la consumación definitiva de todos 
estos elementos (SSTS 7-4-2016 [RJ 2016, 1327], 2-2-2016 [RJ 2016, 499] y 29-6-2015 
[RJ 2015, 4486]). Esta justificación puede residir en causas muy diversas -como podrían 
ser las sentencias judiciales o la costumbre, por ejemplo-, y por ello deviene innecesario 
que la jurisprudencia incorpore como presupuesto lo que no sería sino una causa más, al 
exigir, en algunas ocasiones, la ausencia de un precepto legal que legitime la producción 
definitiva del enriquecimiento y empobrecimiento correlativos; según ocurriría a raíz de 
la prescripción extintiva y adquisitiva o usucapión (STS 30-12-2015 [RJ 2015, 5897)890. 
 El enriquecimiento representa siempre una ventaja para el patrimonio del sujeto 
que se estime enriquecido, pero, por el contrario, no cualquier ventaja patrimonial ha de 
traducirse forzosamente en un enriquecimiento, es un concepto más amplio891. Piénsese, 
por ejemplo, en aquellos casos en que alguien consumiese un producto muy valioso que 
eventualmente le fuera entregado por error. Se produciría, desde luego, una ventaja que 
repercutiese positivamente en su patrimonio, pero no un verdadero enriquecimiento -en 
sentido estricto, entiéndase-, porque, en otro caso, el supuesto enriquecido jamás habría 
adquirido dicho producto892. Lo mismo cabría señalarse con respecto al enriquecimiento 
que, en su caso, pudiera experimentar un mismo individuo. Supóngase ahora que dicho 
sujeto permitiese a otro disfrutar de una vivienda de su propiedad mientras se encontrara 
ausente, y este último aprovechase su ausencia para arrendarlo sin su consentimiento. Si 
bien es manifiesto que éste resultaría enriquecido como consecuencia del arrendamiento 
celebrado con terceros, no lo es tanto que aquél sufriese un auténtico empobrecimiento 
en su patrimonio cuando no tuviera planeada la explotación económica del inmueble.  
 Sin embargo, cuando las labores desarrolladas en el hogar durante el régimen de 
separación de bienes supongan una sobrecontribución en el levantamiento de las cargas 
del matrimonio, no habrá ninguna duda en torno a la concurrencia del enriquecimiento y 
empobrecimiento antes citados habida cuenta de que dicho trabajo -o la contratación del 
servicio doméstico, en su lugar- constituye una carga matrimonial a cuyo levantamiento 
están obligados a contribuir ambos cónyuges conjuntamente. Es obvio que si alguno de 
ellos lo hace de forma excesiva -en proporción a sus respectivos recursos económicos o 
                                                 
890 En igual sentido, vid. COSTA, op. cit., p. 501. También TELLES, I. Galvão, Direito das obrigações, 
Coimbra Editora, 7ª edición, Coímbra, 1997, p. 201. 
891 Así lo estima TELLES, op. cit., p. 196. 
892 Tomo este ejemplo de TELLES, op. cit., p. 196. 
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en función de lo convenido-, el otro incumple su deber893. Este incumplimiento implica 
un enriquecimiento negativo -o damnum cessans, por cuanto aquella sobrecontribución 
exime total o parcialmente de soportar el coste del trabajo o servicio doméstico- a costa 
del consorte empobrecido -cum alterius detrimento, según reza la regulae iuris atribuida 
a POMPONIO-, y en la misma medida en que éste se empobrece894. Esta situación revela 
además que, entre el enriquecimiento y el empobrecimiento desencadenados con motivo 
de la sobrecontribución, media una relación de causalidad que une ambos fenómenos. 
 Por último, faltaría analizar si existe o no una causa capaz de justificar que dicho 
desplazamiento patrimonial se consagre definitivamente. Para ello ha de recordarse que 
los cónyuges únicamente están obligados a contribuir al levantamiento de las cargas del 
matrimonio en la medida convenida por ellos mismos o, en su defecto, según dispone el 
legislador: en proporción a sus respectivos recursos económicos (cfr. art. 1438 CC). Por 
consiguiente, cuando cualquiera de los consortes cumpliese su obligación en una cuantía 
superior a aquella que le correspondiera hacerlo con arreglo a estas reglas, huelga decir 
que estaría extralimitándose; observación que muy difícilmente permitiría compartir la 
opinión de quienes hallan una causa legitimadora en el deber -legal, ex artículo 1438 del 
Código Civil- de subvenir a levantar las cargas del matrimonio895. Éste, realmente, solo 
podría justificar el desplazamiento patrimonial -implícito en la sobrecontribución- hasta 
donde determinase el convenio de los cónyuges o la proporcionalidad a sus respectivos 
recursos económicos, pero no más allá -según lo dispuesto por el legislador en el propio 
artículo 1438 del Código Civil-, y es precisamente este exceso o extralimitación el que 
provoca un enriquecimiento injustificado; concurriendo con ello todos los presupuestos 
que actualmente se exigen por nuestra jurisprudencia para proceder a su interdicción896. 
 La interdicción del enriquecimiento injustificado surgido de la sobrecontribución 
en el levantamiento de las cargas del matrimonio encontraría su cauce ideal mediante el 
otorgamiento de un derecho de reintegro a favor del cónyuge empobrecido. Lógico sería 
pensar, en primer lugar, en la aplicación de los reintegros que suelen establecerse en las 
relaciones entre los distintos patrimonios privativos y la masa común en los regímenes 
                                                 
893 Así lo entiende también BELEZA, M. L. Pizarro, “Os efeitos do casamento”, Reforma do Código Civil, 
Livraria Petrony, Lisboa, 1981, p. 111. 
894 D. 50, 17, 206. 
895 Así lo estiman SANTOS MORÓN, op. cit., p. 37; GAVIDIA SÁNCHEZ, “Compensación...”, cit., p. 1529; 
ID., “Enriquecimiento...”, cit., p. 1890. En una dirección similar, con respecto a la regulación catalana, 
vid. ORTUÑO MUÑOZ, P., “El régimen económico conyugal de la Compilación catalana, después de la 
reforma de la ley 8/1993”, Iuris, núm. 1, septiembre, 1994, p. 394. 
896 En igual sentido, apoyando la falta de causa, vid. ORDÁS ALONSO, op. cit., p. 488. 




de signo comunitario, y que a mi juicio no tienen lugar dentro de los separatistas897. Los 
reintegros -según manifiesta la doctrina francesa al tratar el régimen de las recompensas 
del que éstos proceden directamente-, ocupan el lugar de la doctrina del enriquecimiento 
injustificado entre las masas privativas y la común en los regímenes de comunidad, ya 
que careciendo ésta de una personalidad jurídica propia, y no constituyendo por tanto un 
patrimonio independiente jurídicamente hablando, cada uno de los cónyuges tendría dos 
patrimonios diferentes: el privativo y el común; de manera que si uno de ellos sufragase 
gastos comunes con caudal privativo o, en el caso contrario, invirtiese activos comunes 
en gastos privativos, no se estaría produciendo un auténtico desplazamiento patrimonial 
entre los consortes, sino entre distintas masas patrimoniales pertenecientes a uno solo898. 
 En nuestro ordenamiento jurídico cabría objetar que los reintegros se establecen 
entre las disposiciones comunes a todo régimen económico-matrimonial -y, por lo tanto, 
aplicables también a los de separación-, aunque, en cierto modo, es posible alcanzar una 
conclusión contraria a la vista del tercer párrafo del artículo 1319 del Código Civil. En 
él se dice expresamente que el que hubiere aportado caudales propios para satisfacción 
de tales necesidades -entiéndase, por éstas, las ordinarias de la familia señaladas en el 
segundo párrafo del citado precepto que, según se sostuvo anteriormente, compondrían 
el contenido mínimo de las cargas del matrimonio- tendrá derecho a ser reintegrado de 
conformidad con su régimen matrimonial, conduciéndonos así a pensar en cualquiera de 
ellos sin antes distinguirlos en función de una naturaleza comunitaria o separatista. Sin 
embargo, considerando que dichas necesidades se satisfacen con cargo a la masa común 
en los regímenes de comunidad, es lógico que en ellos se prevea un derecho de reintegro 
a favor de quien aporte caudales privativos a tales fines; aunque semejante explicación 
desaparecería en los separatistas, en los que siempre son atendidas con caudales propios. 
 Esta argumentación conduce a entender que, en caso de sobrecontribución en el 
levantamiento de las cargas del matrimonio entre separados de bienes, el derecho a ser 
reintegrado no hallará su causa en el artículo 1319 del Código Civil, sino en las normas 
del contrato correspondiente -como el préstamo o mandato, por ejemplo-, en la gestión 
                                                 
897 Así lo estiman SAVATIER, La séparation..., cit., p. 81; COLOMER, Droit..., cit., p. 557; RAYNAUD, P., 
“Les régimes matrimoniaux”, en MARTY, G. y RAYNAUD, P., Droit civil, Sirey, París, 1978, pp. 275 y 
344. En el mismo sentido, en la doctrina belga, vid. DE PAGE, Traité..., cit., pp. 1135 y 1151. Y, también, 
en la española, vid. MARTÍN MELÉNDEZ, M. T., La liquidación de la sociedad de gananciales. 
Restablecimiento del equilibrio entre masas patrimoniales, McGraw-Hill, Madrid, 1995, p. 48. 
898 Sobre este particular, vid. SAUJOT, C., “Le fondement des récompenses”, Revue Trimestrielle de Droit 
Civil, 1970, pp. 691-692. Le atribuye idéntico fundamento DIAS, C. M. Araújo, Alteração do estatuto 
patrimonial dos cônjuges e a responsabilidade por dívidas, Almedina, Coímbra, 2012, pp. 163-164. 
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de negocios ajenos, en el cobro de lo indebido, en el pago por tercero o, en último lugar, 
en la doctrina del enriquecimiento injustificado; y seguramente sea éste el motivo por el 
que nuestro legislador tampoco alude a los reintegros respecto de la sobrecontribución 
que eventualmente pudiesen ocasionar los hijos de los cónyuges en el cumplimiento de 
la obligación que les impone el artículo 155.2 del Código Civil899. Sin embargo, en mi 
opinión, cuando en semejante sobrecontribución mediase la dedicación al hogar y a los 
hijos por el cónyuge injustamente empobrecido, será oportuno acudir a la compensación 
establecida en el artículo 1438 del Código Civil a los mismos efectos que en cualquier 
otro caso acudiríamos a los derechos de reintegro antes señalados. Por tanto, residiendo 
en el de interdicción del enriquecimiento injustificado, el principio informador de todos 
ellos; lógico sería concluir que el mismo constituyera el fundamento último de aquella 
compensación -con arreglo a la “teoría de la sobrecontribución”-, consagrando, de este 
modo, un evidente modelo de restitución como los que fueron expuestos anteriormente. 
 Siguiendo este modelo, la compensación del trabajo doméstico se transformaría 
ineludiblemente en un derecho de reintegro específico y, como tal -según contemplamos 
ya en POTHIER-, se dirigiría a impedir la consolidación definitiva de un enriquecimiento 
injustificadamente experimentado por el patrimonio de uno de los cónyuges a costa del 
perteneciente a su consorte; de tal forma que su último fundamento radicaría sin lugar a 
dudas en el principio de interdicción del enriquecimiento injustificado (STS 28-6-2010 
[RJ 2010, 5417])900. Ello no obsta, desde luego, a justificar su peculiar naturaleza sobre 
un fundamento mucho más inmediato como lo es la gestión de negocios ajenos -según 
ha señalado en reiteradas ocasiones la jurisprudencia del Tribunal Supremo- (SSTS 5-3-
2001 [RJ 2001, 2564], 25-6-1992 [RJ 1992, 5474], 23-10-1991 [RJ 1991, 7484], 16-12-
1985 [RJ 1985, 6443] y 29-5-1984 [RJ 1984, 2804]), especialmente, además, cuando en 
                                                 
899 Así lo consideran algunos autores entre los cuales cabe destacar a DE PAGE, Traité..., cit., pp. 1135 y 
1151; RENCHON, J. L., “La liquidation d’un régime de séparation de biens: difficultés et solutions de la 
jurisprudence”, en RENCHON, J. L. y BAUGNIET, N., Trente ans après la réforme des régimes 
matrimoniaux: actes de la 6e journée d’études juridiques Jean Renauld, Bruylant, Bruselas, 2007, p. 238; 
COLOMER, A., “Séparation de biens”, en RAYNAUD, P. (dir.), Encyclopédie juridique: répertoire de Droit 
civil, t. IX, Dalloz, 2ª edición, París, 1988, p. 35; MARTÍN MELÉNDEZ, La liquidación..., cit., p. 48; 
PEREDA GÁMEZ, F. J., Las cargas familiares. El régimen económico de las familias en crisis, La Ley, 
Madrid, 2007, p. 580. En contra de esta opinión, y sosteniendo por tanto la viabilidad de los derechos de 
reintegro -ex artículo 1319 del Código Civil- entre separados de bienes, por todos, vid. BERCOVITZ 
RODRÍGUEZ-CANO, “Comentario...”, cit., p. 152.  
900 Vid. POTHIER, R. J., Oeuvres de Pothier, t. VII, Videcoq, père et fils-Cosse et N. Delamotte, París, 
1845, pp. 320 y 317. En el mismo sentido, sosteniendo la identidad de la compensación con los derechos 
de reintegro y/o alegando su inspiración en el principio del enriquecimiento injustificado, vid. BERCOVITZ 
RODRÍGUEZ-CANO, “Comentario...”, cit., p. 152; GAVIDIA SÁNCHEZ, “Compensación...”, cit., p. 1529; ID., 
“Enriquecimiento...”, cit., pp. 1894 y 1903; ASUA GONZÁLEZ, “La compensación...”, cit., p. 1098; CUENA 
CASAS, “Comentarios...”, cit., p. 10121; ÁLVAREZ OLALLA, Responsabilidad..., cit., p. 105. 




ella subyace el principio de interdicción del enriquecimiento injustificado901. Semejante 
afirmación no significa, sin embargo, que todos los casos de gestión de negocios ajenos 
hallen su razón de ser en la interdicción del enriquecimiento injustificado -ya que entre 
ambas instituciones existen diferencias significativas-, ni siquiera que deba acreditarse 
la concurrencia de los requisitos exigidos para la aplicación de una u otra con respecto a 
la compensación del trabajo doméstico, sino que los mismos están implícitos en ella902. 
 Encontrándose, además, el fundamento de la potestad doméstica en la gestión de 
negocios ajenos, es coherente que las compensaciones o derechos de reintegro que en su 
caso deriven de su ejercicio se hallen igualmente construidos sobre la actio negotiorum 
gestorum contraria, compartiendo asimismo todos sus requisitos elementales. En primer 
lugar, y con respecto a la compensación del trabajo efectuado en el hogar, considerando 
que semejante actividad se desempeña animus aliena negotia gerendi: en la medida en 
que ambos cónyuges están obligados a compartir las responsabilidades domésticas a los 
efectos del artículo 68 del Código Civil -y de esta forma serían evidentemente asumidas 
en mayor proporción por un solo consorte, sin olvidar, además, que la naturaleza de las 
cargas del matrimonio encierra intereses “familiares” y, por consiguiente, ajenos-, y la 
contribución excesiva que se deriva de su ejecución por parte de uno de los cónyuges 
llevaría consecuentemente aparejada una contribución deficitaria con respecto a aquello 
que de un modo u otro le correspondiese aportar a su consorte; y, en segundo lugar, no 
habrá lugar a incertidumbre al tiempo de calificar tal actividad utiliter coeptum para este 
último, cuyo patrimonio experimentaría un evidente enriquecimiento injustificado con 
motivo de dicha sobrecontribución en el levantamiento de las cargas del matrimonio903.  
                                                 
901 Así lo afirma COING, H., Derecho privado europeo, t. I, trad. A. Pérez Martín, Fundación Cultural del 
Notariado, Madrid, 1996, p. 305. También ANDRÉS SANTOS, F. J., “Comentarios a los artículos 1887 a 
1894 del Código Civil”, en DOMÍNGUEZ LUELMO, A. (dir.), Comentarios al Código Civil, Lex Nova, 
Valladolid, 2010, p. 2035. 
902 En idéntico sentido, vid. PASQUAU LIAÑO, M., La gestión de negocios ajenos, Montecorvo, Madrid, 
1986, p. 419. Igualmente, negando que sea necesario demostrar los presupuestos de la doctrina del 
enriquecimiento injustificado, con respecto a la compensación del trabajo doméstico, vid. GAVIDIA 
SÁNCHEZ, “Enriquecimiento...”, cit., p. 1903; DE AMUNÁTEGUI RODRÍGUEZ, “Las parejas...”, 2017, cit., 
p. 992. En armonía con esta misma idea, vid. RUBIO TORRANO, E., “Enriquecimiento sin causa: principio 
general y acción específica (a propósito de la STS de 28 de octubre de 2015)”, Aranzadi Civil-Mercantil: 
Revista doctrinal, núm. 2, febrero, 2016, p. 23. Sobre las diferencias entre el enriquecimiento 
injustificado y la gestión de negocios ajenos, vid. JOSSERAND, L., Cours de Droit civil positif français, v. 
II, Sirey, 3ª edición, París, 1930, pp. 691-692. También BADOSA COLL, F., “El enriquecimiento 
injustificado. La formación de su concepto”, en BOSCH CAPDEVILA, E. (dir.), Nuevas perspectivas del 
Derecho contractual, Bosch, Barcelona, 2012, pp. 111-112. 
903 Sobre todos estos aspectos, en profundidad, vid. TUR FAÚNDEZ, El derecho..., cit., pp. 43-68. 
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 En cualquier caso, para acabar, baste señalar que no es óbice a este razonamiento 
el hecho de que la potestad doméstica se remita expresamente a determinadas reglas del 
contrato de mandato -y no, por lo tanto, a la gestión de negocios ajenos- por medio del 
artículo 1439 del Código Civil, pues, estas últimas, tan solo suplirían a las obligaciones 
del negotiorum gestor para con el dominus negotii -en cuanto dicho precepto se remite 
únicamente a las obligaciones y responsabilidades del mandatario-, pero no a aquellas 
otras que operasen en la dirección opuesta, del dominus negotii para con el negotiorum 
gestor, las cuales interesan con respecto a las compensaciones o derechos de reintegro 
devengados para el segundo, como deudor, hacia el primero, en concepto de acreedor. Y 
tampoco lo es que, la gestión emprendida por parte del cónyuge cuya contribución en el 
levantamiento de las cargas del matrimonio resulte excesiva, sea después ratificada por 
su consorte; pues, en tal caso, los efectos de la remisión al contrato de mandato -a tenor 
del artículo 1892 del Código Civil- no implica que éste último ocupe el lugar de aquélla 
retroactivamente, sino tan solo con respecto a las relaciones jurídicas futuras; rigiéndose 
la gestión realizada hasta entonces como una gestión de negocios ajenos sin mandato904. 
II. EJERCICIO 
 En los últimos años se ha venido desarrollando un intenso debate en el seno de la 
jurisprudencia menor con respecto al cauce procesal adecuado para juzgar las peticiones 
entabladas en materia de compensación por el trabajo doméstico, apostando, un sector 
de la misma, por defender la dualidad entre el proceso matrimonial -contemplado en los 
artículos 769 y siguientes de la Ley de Enjuiciamiento Civil- y el proceso declarativo 
que corresponda en función de la cuantía -como consecuencia de las reglas establecidas 
en los artículos 248.3, 249.2 y 250.2 de aquélla- (SSAP Madrid 11-4-2014 [JUR 2014, 
133599], Islas Baleares 17-7-2012 [AC 2012, 1207], Asturias 15-2-2012 [JUR 2013, 
298438] y Valencia 7-7-2001 [JUR 2001, 274492]); mientras que otro sector desestima 
la idoneidad del primero, por las razones que se exponen a continuación (SSAP Málaga 
13-2-2014 [JUR 2014, 278267], 30-12-2013 [JUR 2014, 98272], 25-1-2013 [JUR 2013, 
304823], 20-9-2011 [JUR 2012, 73257], Córdoba 20-12-2013 [JUR 2014, 76247], 
Navarra 2-6-2004 [JUR 2004, 258769], Madrid 12-12-2002 [JUR 2003, 82390], 
Barcelona 27-3-2000 [JUR 2000, 142554] y Castellón 29-5-1999 [AC 1999, 6269]). 
                                                 
904 Entendiéndolo de este modo, vid. LACRUZ BERDEJO, J. L., “La gestión de negocios sin mandato”, 
Revista Crítica de Derecho Inmobiliario, núm. 507, marzo-abril, 1975, p. 258. 




 En primer lugar, conviene tener en consideración a estos efectos que el artículo 
91 del Código Civil establece que en las sentencias de nulidad, separación o divorcio o 
en ejecución de las mismas, el Juez, en defecto de acuerdo de los cónyuges o en caso de 
no aprobación del mismo -véase el artículo 90.2 del citado cuerpo legal-, determinará 
conforme a lo establecido en los artículos siguientes las medidas que hayan de sustituir 
a las ya adoptadas con anterioridad en relación con los hijos, las vivienda familiar, las 
cargas del matrimonio, liquidación del régimen económico y las cautelas o garantías 
respectivas, y en igual sentido se dirige la legislación procesal correspondiente a la luz 
de lo señalado en el artículo 774.4 de la Ley de Enjuiciamiento Civil (SAP Málaga 13-
2-2014 [JUR 2014, 278267]); disposición que a juicio de alguna jurisprudencia sirve de 
apoyo suficiente para sostener la oportunidad de la compensación del trabajo doméstico 
dentro de los procesos matrimoniales (SAP Islas Baleares 17-7-2012 [AC 2012, 1207]).  
 Los defensores de la opinión disidente sin embargo añaden elocuentemente que 
de estos preceptos -los que siguen al artículo 91 del Código Civil, antes citado- se llega 
a una primera conclusión consistente en que la sentencia de divorcio -o de separación, 
entiéndase-, no puede pronunciarse sobre otros extremos distintos a los que los mismos 
prevén y, si según éstos -y, particularmente, el artículo 95 del Código Civil-, solo cabe 
que acuerde la disolución del régimen económico matrimonial -y no su liquidación-, no 
puede comprenderse en este pronunciamiento otros acuerdos derivados y distintos a la 
mera declaración de disolución, como sería el derecho a compensación a la extinción 
del régimen de separación (SAP Málaga 13-2-2014 [JUR 2014, 278267]). Ello llevaría 
inevitablemente a negar la pretendida idoneidad de los procesos matrimoniales a efectos 
de dilucidar las peticiones entabladas a este respecto, sobre las cuales, además, tampoco 
tendrían competencia los juzgados de familia; pues, en puridad -y según es señalado por 
nuestros procesalistas-, el artículo 1.2 del Real Decreto 1322/1981, de 3 de julio, por el 
que se crearon aquéllos, excluye expresamente el régimen económico-matrimonial905. 
 En este sentido, se advierte que no puede constituir objeto del proceso de familia 
la indagación de la situación económica de las partes, con la exhaustiva formación de 
inventarios, balances u otras operaciones financieras y contables -analizadas en páginas 
ulteriores-, a modo de juicio universal, que tenga como finalidad la evaluación precisa 
y economista de la posición de cada uno de los miembros de la pareja (SAP Barcelona 
                                                 
905 Vid. MONTES REYES, A., División judicial de patrimonios, La Ley, Madrid, 2000, p. 148. 
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27-3-2000 [JUR 2000, 142554]); además que interpretar que el momento procesal en 
que ha de fijarse la compensación coincide con el momento procesal en que se declara 
la extinción del régimen económico -de separación de bienes, entiéndase- se aleja de la 
sistemática seguida por el Código Civil en relación a los otros dos regímenes que en el 
mismo se regulan pues ha de tenerse en consideración que, por las mismas razones que 
las sentencias matrimoniales no constituyen los cauces procesales idóneos para hacer 
pronunciamientos sobre las consecuencias de la extinción del régimen matrimonial que 
se extingue en los casos de sociedad de gananciales y sistema de participación -como 
es evidente, además, al establecerse a estos efectos un proceso especial en la legislación 
procesal-, tampoco lo constituye en el caso de ese tercer régimen en lo que respecta a la 
compensación del trabajo doméstico (SAP Málaga 13-2-2014 [JUR 2014, 278267])906. 
 Siguiendo este razonamiento, cabría preguntarse junto con algunos autores sobre 
la idoneidad de los procesos concernientes a la liquidación de los regímenes económico-
matrimoniales -regulados en los artículos 806 y siguientes de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil-, en relación con la determinación de la compensación del trabajo doméstico entre 
separados de bienes. Entre dichos autores, no falta la opinión de quienes consideran que 
éstos son los procesos adecuados para liquidar el régimen de separación y, no carentes 
de razón, así podría entenderse, desde luego, en aquellos casos en que tal compensación 
se configurase siguiendo un modelo de participación en las ganancias; a pesar de que el 
legislador catalán haya tomado la decisión contraria circunscribiendo la compensación 
al proceso de nulidad, separación o divorcio -y, en el caso de resoluciones o decisiones 
eclesiásticas, en el proceso dirigido a obtener su eficacia civil-, a salvo de los supuestos 
de muerte o declaración de fallecimiento (cfr. arts. 232-5.1 y 232-11 CCCat). No siendo 
éste el modelo escogido aquí para configurar la compensación -sino el de restitución de 
un enriquecimiento injustificado, recuérdese-, quedaría totalmente descartado el proceso 
regulado por el artículo 811 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; y, en consecuencia, aún 
cabría cuestionarse el alcance que a tal fin pudiera tener el artículo 806 de la misma ley. 
 En esta disposición nuestro legislador señala expresamente que la liquidación de 
cualquier régimen económico matrimonial que, por capitulaciones matrimoniales o por 
                                                 
906 En contra, vid. MONTERO AROCA, J., Disolución y liquidación de la sociedad de gananciales, Tirant lo 
Blanch, 4ª edición, Valencia, 2014, p. 171. También GUILARTE GUTIÉRREZ, V., “El procedimiento para la 
liquidación del régimen económico matrimonial”, en APARICIO AUÑÓN, E., CRESPO ALLUÉ, F., 
GUILARTE GUTIÉRREZ, V., GUILARTE MARTÍN-CALERO, C. y PÉREZ MARTÍN, J., El Derecho de familia y 
sucesiones en la nueva Ley de Enjuiciamiento Civil, Lex Nova, 2ª edición, Valladolid, 2003, p. 445.  




disposición legal -piénsese, por tanto, en la hipotética traslación del fondo patrimonial 
italiano a la legislación española, y en el contenido del artículo 1318 del Código Civil-, 
determine la existencia de una masa común de bienes y derechos sujeta a determinadas 
cargas y obligaciones se llevará a cabo, en defecto de acuerdo entre los cónyuges, con 
arreglo a los procesos especiales de liquidación establecidos en la ley procesal. Desde 
luego, no es admisible en mi opinión que la simple afirmación de que todos los bienes 
de los cónyuges -incluidos los comunes, entiéndase- están sujetos al levantamiento de 
las cargas del matrimonio determine por sí sola que todo régimen económico según el 
cual sea posible la existencia de bienes comunes deba liquidarse con arreglo al proceso 
indicado, pues la misma podría predicarse con respecto al de participación, cuando éste 
goza de unos cauces procesales propios para su liquidación; y sería difícilmente posible 
la constitución de un patrimonio común especialmente afecto al levantamiento de dichas 
cargas, en capítulos matrimoniales, que realmente requiriese unos cauces distintos a los 
correspondientes a la actio communi dividundo (SSAP Málaga 18-11-2015 [JUR 2016, 
109208] y Asturias 15-2-2012 [JUR 2013, 298438])907. Efectivamente, es a esta acción 
a la que habría de someterse la división de las comunidades habidas entre separados de 
bienes, dado que sería ilógico que constante su régimen económico pudieran acudir a la 
misma, y tras su disolución tuvieran que acudir en su lugar al proceso de liquidación908. 
                                                 
907 Manteniendo una posición contraria a la aplicación de los procesos contemplados en los artículos 806 
y siguientes de la Ley de Enjuiciamiento Civil, con respecto al régimen de separación de bienes, vid. 
DOMÍNGUEZ LUELMO, A., “Comentario al artículo 806 de la Ley de Enjuiciamiento Civil”, en TORIBIOS 
FUENTES, F. (dir.), Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento Civil, Thomson Reuters, 2ª edición, Navarra, 
2014, pp. 1589-1590; GUILARTE GUTIÉRREZ, “El procedimiento...”, cit., p. 445; ROCA TRÍAS, “La 
liquidació del règim de separació de béns a Catalunya”, cit., pp. 673-674; ORTUÑO MUÑOZ, P., 
“Comentarios a los artículos 806 a 811 de la Ley de Enjuiciamiento Civil”, en FERNÁNDEZ-BALLESTEROS 
LÓPEZ, M. A., RIFÁ SOLER, J. M. y VALLS GOMBAU, J. F. (coords.), Comentarios a la nueva Ley de 
Enjuiciamiento Civil, t. III, Iurgium, Barcelona, 2000, p. 3771; REBOLLEDO VARELA, “Belicosidad...”, 
cit., p. 185; BUSTO LAGO, J. M., Los procesos especiales en la LEC 1/2000. Filiación, menores y 
liquidación del régimen económico matrimonial, Marcial Pons, Madrid, 2002, p. 101; BELLIDO PENADÉS, 
R., “La liquidación del régimen económico matrimonial en la nueva Ley de Enjuiciamiento Civil: 
Reflexiones sobre la adecuación del procedimiento y su naturaleza jurídica”, La Ley, núm. 9, 2000, pp. 
1320-1321; DE LA SERNA BOSCH, J., División judicial de patrimonios. Aspectos procesales, Bosch, 
Barcelona, 2009, p. 645. 
908 Negando la viabilidad del proceso de liquidación del régimen económico-matrimonial para dividir las 
comunidades existentes entre separados de bienes, vid. GIMENO SENDRA, V., Derecho procesal civil, t. II, 
Castillo de Luna, Madrid, 2016, p. 335; GUILARTE GUTIÉRREZ, “El procedimiento...”, cit., p. 446; ROCA 
TRÍAS, “La liquidació del règim de separació de béns a Catalunya”, cit., p. 674; REBOLLEDO VARELA, 
“Belicosidad...”, cit., p. 186; BELLIDO PENADÉS, op. cit., p. 1321; DE LA SERNA BOSCH, op. cit., p. 645. 
Sin embargo, en contra de esta posición y, por consiguiente, admitiendo aquella posibilidad, vid. 
VÁZQUEZ SOTELO, J. L., “El procedimiento judicial para la liquidación del régimen económico 
matrimonial”, en SEOANE SPIEGELBERG, J. L. (dir.), La división judicial de patrimonios: aspectos 
sustantivos y procesales, Consejo General del Poder Judicial, Madrid, 2004, p. 645; ORTUÑO MUÑOZ, 
“Comentarios a los artículos 806 a 811 de la Ley de Enjuiciamiento Civil”, cit., pp. 3766 y 3768; BUSTO 
LAGO, Los procesos..., cit., p. 105; MONTES REYES, op. cit., p. 137. 
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 En contestación a este discurso efectivamente cabe alegar desde otra perspectiva 
que la oportunidad del proceso matrimonial a estos efectos parte de la consideración de 
que el Juez que resuelve el procedimiento principal tiene un conocimiento global, tanto 
en el aspecto personal como en el patrimonial -en cuanto al mismo tiempo decidiría en 
materia de prestación compensatoria, alimentos, uso de la vivienda familiar, etc.-, de los 
efectos que se derivan del divorcio y, en consecuencia, ostenta una mejor posición para 
fijar la indemnización prevista en el artículo 1438 del Código Civil (SAP Islas Baleares 
17-7-2012 [AC 2012, 1207]). Sin embargo, a mi juicio, ello supondría partir desde un 
conocimiento simplista de la compensación del trabajo doméstico, ya que sea cual fuere 
el modelo adoptado por la autoridad judicial que eventualmente conociese del proceso 
matrimonial -de participación, restitución o indemnización-, se tendrán en consideración 
ciertos aspectos que en absoluto guardan relación con el objeto de dicho proceso -como 
la comprobación de las ganancias adquiridas por cada uno de los cónyuges durante el 
régimen de separación, las cantidades que fueron injustificadamente invertidas por ellos 
en concepto de levantamiento de las cargas matrimoniales, o la estimación de los daños 
y perjuicios ocasionados respecto de lucros cesantes u oportunidades profesionales y/o 
académicas perdidas-, y que son precisamente los que desaconsejan su inclusión en él. 
 Los argumentos que han sido expuestos hasta el momento conducirían a concluir 
que, cualquier pretensión entablada con el objetivo de conseguir el reconocimiento de la 
compensación del trabajo doméstico, entre separados de bienes, debería ser desestimada 
si se interpone por los cauces de un proceso sobre matrimonio. Desafortunadamente, sin 
embargo, no es éste el juicio que comparte el Tribunal Supremo. En su opinión, después 
de haber afirmado algunos años atrás que esta pretensión puede hacerse efectiva bien en 
el proceso conyugal o en un procedimiento independiente -por medio de su sentencia de 
11 de diciembre de 2015-, ha vuelto recientemente sobre el particular para consolidar su 
posición al respecto y manifestar, no solamente que aquélla puede ejercitarse dentro del 
procedimiento matrimonial, o en uno posterior, si así lo desea el demandante, sino que 
a su vez resultaría completamente improcedente derivar a las partes a un procedimiento 
declarativo posterior cuando se hiciese por la vía del matrimonial; según la sentencia de  
20 de febrero de 2018 (SSTS 20-2-2018 [RJ 2018, 568] y 11-12-2015 [RJ 2015, 5414]).  
 Estos procesos independiente y posterior a que hacen referencia las afirmaciones 
vertidas por parte de nuestro Alto Tribunal pueden ser tanto los declarativos que en cada 
caso correspondan por razón de la cuantía -en contraposición a aquellos matrimoniales a 




que se refieren las resoluciones señaladas-, como los que se incoen conforme a sistemas 
de ADR cuya regulación lo permita; según sucede con el arbitraje o la mediación. Sobre 
el particular, en materia de arbitraje, nuestra legislación establece expresamente que son 
susceptibles de arbitraje las controversias sobre materias de libre disposición conforme 
a derecho; así como lo son respecto de la mediación los asuntos civiles que no afecten a 
derechos y obligaciones que no estén a disposición de las partes (cfr. arts. 2.1 LA y 2.1 
LM). Ello significa que, mientras el derecho a la compensación del trabajo doméstico se 
determine por la autoridad judicial competente, solo a falta de acuerdo entre los propios 
interesados, y a cuya libre disposición se encontraría por tanto al amparo de lo dispuesto 
en el último inciso del artículo 1438 del Código Civil, nada impedirá que se lleve a cabo 
tanto por parte de aquélla como por parte de un árbitro o un mediador, si así se desea909. 
III. PRESUPUESTOS  
 Nuestro legislador dispone expresamente que el trabajo desarrollado en el hogar 
dará derecho a obtener una compensación que la autoridad judicial solo señalará, a falta 
de acuerdo, a la extinción del régimen de separación; atribuyéndole, de este modo, hasta 
dos posibles orígenes: convencional y judicial. Semejante dualidad sigue la línea trazada 
por otros ordenamientos jurídicos extranjeros -véase el estadounidense, inglés o suizo, a 
modo de ejemplo- que permiten a los consortes o futuros contrayentes elaborar las bases 
sobre las que operará, en su caso, el indicado derecho. Lo acordado entre éstos gozará 
de carácter prioritario sobre aquellos otros presupuestos que, solo subsidiariamente, y en 
defecto de cualquier otra voluntad, deban ser atendidos por la autoridad judicial. En este 
sentido, el examen de dichos presupuestos dependerá enormemente de que los cónyuges 
o futuros contrayentes hubiesen o no empleado las facultades de autorregulación que les 
son reconocidas, distinguiéndose, así, en dos categorías: convencionales y contenciosos. 
1. CONVENCIONALES 
 El uso de los poderes de autorregulación con que el ordenamiento jurídico dota a 
los cónyuges o futuros contrayentes como máxima expresión de la libertad -siguiendo el 
parecer de nuestro Tribunal Constitucional-, les permitiría a éstos acogerse a un modelo 
distinto del que aquí se propone a la hora de compensar el trabajo doméstico (STC núm. 
82/2016, de 28 de abril). Sin embargo, el estricto seguimiento del modelo de restitución 
                                                 
909 En este sentido, vid. MONTERO AROCA, Disolución..., cit., pp. 150-151. También REBOLLEDO 
VARELA, “Belicosidad...”, cit., p. 218.  
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adquiriría su mayor relevancia cuando los consortes o futuros contrayentes no hubiesen 
alcanzado acuerdos a este respecto, y ello a efectos de evitar que a cualquiera de ellos le 
sea impuesta una comunicación patrimonial que, muy probablemente, jamás desearía, ni 
habría esperado, dentro de un régimen de separación, mediante una compensación por el 
trabajo desarrollado en el hogar, tras extinguirse aquél. Por este motivo, a mi juicio, han 
de observarse los presupuestos que correspondería examinar en vía contenciosa siempre 
y cuando no sean debidamente desplazados en vía convencional -si es que pueden serlo, 
ya que algunos de ellos tendrán una marcada naturaleza indisponible- mediante acuerdo. 
A) Tiempo 
 En los últimos años, nuestra doctrina ha venido manifestando una preocupación 
constante acerca de aquellos acuerdos que los cónyuges pudieran celebrar en la práctica 
con la finalidad de regular todas las consecuencias, tanto de naturaleza personal como 
patrimonial, derivadas de una hipotética y futura ruptura de su matrimonio, inspirados 
principalmente en fuentes jurídicas de origen estadounidense910. Hoy en día, en nuestra 
sociedad, estos acuerdos no son demasiado frecuentes teniendo en consideración que su 
proposición por parte de uno de los consortes o futuros contrayentes ocasionaría en el 
otro cierta dosis de desconfianza -especialmente cuando el matrimonio se encontrase en 
víspera de celebración- que, en nuestro caso, se vería agravada con el sometimiento de 
sus relaciones patrimoniales a las reglas del régimen de separación, observado aún -por 
un determinado sector de la población- como una institución contraria al matrimonio911. 
 Estos acuerdos han sido hasta el momento desconocidos en nuestra legislación y 
tradición jurídica, y cabría entonces preguntarse por su oportunidad en nuestro país. La 
doctrina es unánime en considerar su validez tomando como punto de apoyo el principio 
de autonomía de la voluntad recogido en el artículo 1255 del Código Civil, y así podría 
desprenderse a su vez de que el legislador considere que pueden ser objeto de contrato 
todas las cosas que no están fuera del comercio de los hombres, aun las futuras, según 
advierte en el primer párrafo del artículo 1271 del citado cuerpo legal912. Sin embargo, 
                                                 
910 Sobre el particular, vid. ANGUITA VILLANUEVA, L. A., “Acuerdos prematrimoniales: del modelo de los 
Estados Unidos de América a la realidad española”, en RAMS ALBESA, J. J. (coord.), Autonomía de la 
voluntad y negocios jurídicos de la familia, Dykinson, Madrid, 2009, pp. 278-300. 
911 Así lo considera MARTÍNEZ ESCRIBANO, C., “Consecuencias de la crisis matrimonial y autonomía de 
la voluntad”, en GUILARTE MARTÍN-CALERO, C. (coord.), Aspectos civiles y penales de las crisis 
matrimoniales, Lex Nova, Valladolid, 2009, p. 104. 
912 Apuntando este argumento, vid. MEDINA ALCOZ, M., “Los acuerdos prematrimoniales: análisis de su 
tipología, validez y eficacia en el ámbito del Derecho civil común”, en ECHEVARRÍA DE RADA, T. (dir.), 




en sede matrimonial y, más concretamente, en materia de prestación compensatoria, se 
establece que la cuantía de esta última será fijada por la autoridad judicial teniendo en 
consideración una serie de circunstancias entre las cuales se encuentran, en primer lugar 
además, nada menos que los acuerdos a que hubieran llegado los cónyuges, de manera 
que el tiempo verbal empleado incitaría a pensar en aquellos que, en su caso, hubieran 
sido celebrados en un momento anterior, quizá en previsión de ruptura (art. 97.1 CC)913. 
 La más alta jurisprudencia ha señalado a este respecto que no existe prohibición 
legal frente a los denominados pactos prematrimoniales -considérense también aquellos 
celebrados constante el matrimonio, en previsión de una situación de crisis o cualquier 
otra circunstancia futura-, debiendo ponerse el acento en los límites a los mismos, que 
están en la protección de la igualdad de los cónyuges y en el interés de los menores, si 
los hubiere (STS 24-6-2015 [RJ 2015, 2657]); siguiendo el criterio según el cual había 
estimado con anterioridad la validez de un contrato de naturaleza privada, en el que los 
cónyuges de forma complementaria a la escritura de capitulaciones matrimoniales, a 
efectos de regular para el futuro las cuestiones económicas atinentes a los mismos, y 
ello a raíz de una crisis matrimonial, considerando que el citado acuerdo se trataba de 
un auténtico negocio jurídico de carácter contractual (STS 15-2-2002 [RJ 2002, 1619]). 
 Según esta doctrina, los cónyuges o futuros contrayentes estarían facultados para 
llevar a cabo esta clase de acuerdos, antes o después de celebrarse el matrimonio. Sin 
embargo, el supuesto más frecuente en la práctica sería seguramente aquel en el que los 
mismos no hubiesen previsto las consecuencias jurídicas que se derivarían de una futura 
e hipotética situación de crisis y, consecuentemente, les correspondiese hacerlo durante 
la tramitación de un proceso matrimonial a través del convenio regulador o el acuerdo 
que en su caso regulase los efectos surgidos de una eventual declaración de nulidad. No 
obstante, también sería posible que tales acuerdos se celebrasen en vía extrajudicial y de 
forma absolutamente independiente a un proceso matrimonial, como sucedería mediante 
una mediación, una sustitución del régimen económico del matrimonio que condujera a 
los consortes a practicar su liquidación de manera voluntaria, un convenio regulador que 
difiriese dicha liquidación a un momento posterior o, quizá, un contrato de transacción. 
 
                                                                                                                                               
MARTÍN BRICEÑO, M. R. y GUINEA FERNÁNDEZ, D. R. (coords.), Cuestiones actuales de Derecho de 
familia, La Ley, Madrid, 2013, p. 313. 
913 En este sentido, vid. DE AMUNÁTEGUI RODRÍGUEZ, “La libertad...”, cit., p. 129, n. 23. 




 La forma que habrían de revestir en cada caso los acuerdos correspondientes a la 
compensación del trabajo desempeñado en el hogar dependería en primer lugar de cuál 
fuese el momento en que los cónyuges procediesen a su celebración: antes o durante el 
régimen de separación -en previsión de una hipotética y futura ruptura del matrimonio o 
de cualquier otra contingencia, como la modificación o sustitución del citado régimen-, 
o con ocasión de una determinada crisis matrimonial. En segundo lugar, no obstante, es 
igualmente posible que sea el propio contenido de tales acuerdos el que condicione cuál 
deba ser la forma que hayan de revestir, como presupuesto de validez, según se trate de 
asuntos que necesariamente tengan que cumplir con algunas formalidades concretas -tal 
y como sucedería respecto del contenido propiamente capitular, y de los acuerdos cuya 
constancia en escritura pública sea en todo caso exigible por razón de su objeto-, o de 
aquellos otros sobre los cuales el legislador no imponga ninguna exigencia determinada. 
 a) La escritura pública. — La validez de los acuerdos celebrados entre cónyuges 
o futuros contrayentes en previsión de una ruptura o cualquier otra contingencia ha sido 
considerada en la legislación catalana por primera vez en nuestro país, siempre y cuando 
consten en capítulos matrimoniales o en escritura pública -como exige el artículo 231-
20.1 del Código Civil de Cataluña-, considerando la doctrina que solamente procedería 
su formalización en una escritura pública diferente a las capitulaciones matrimoniales 
cuando su objeto escapase al contenido propiamente capitular, y sin que en ningún caso 
fuese admisible la forma privada (STSJ Cataluña 12-7-2012 [RJ 2012, 10025])914. En la 
legislación estatal, sin embargo, siempre y cuando tengamos en cuenta que todo lo que 
se estipule en capitulaciones bajo el supuesto de futuro matrimonio quedará sin efecto 
en el caso de no contraerse en el plazo de un año, no hay duda de que éstas constituirán 
un instrumento absolutamente válido para canalizar tales acuerdos, considerando que en 
capitulaciones matrimoniales podrán los otorgantes estipular, modificar o sustituir el 
régimen económico de su matrimonio o cualesquiera otras disposiciones por razón del 
mismo, aunque, en ocasiones, existirán otras alternativas (cfr. arts. 1325 y 1334 CC). 
                                                 
914 En este sentido, vid. SOLÉ FELIU, J., “Comentarios a los artículos 231-19 y 231-20 del Código Civil de 
Cataluña”, en EGEA FERNÁNDEZ, J. y FERRER RIBA, J. (dirs.), FARNÓS AMORÓS, E. (coord.), Comentari 
al Llibre Segon del Codi Civil de Catalunya. Família y relacions convivencials d’ajuda mútua, Atelier, 
Barcelona, 2014, p. 150. También LAMARCA MARQUÉS, A., “Els pactes en previsió de crisi matrimonial i 
de la convivència”, en INSTITUT DE DRET PRIVAT EUROPEU I COMPARAT DE LA UNIVERSITAT DE GIRONA 
(coord.), Qüestions actuals del Dret català de la persona i de la familia. Materials de les Dissetenes 
Jornades de Dret català a Tossa, Documenta Universitaria, Gerona, 2013, p. 458. 




 Las capitulaciones matrimoniales constituirán asimismo un presupuesto respecto 
a la validez de semejantes acuerdos cuando su contenido concierna a la modificación o 
sustitución del régimen económico del matrimonio, coincidiendo la doctrina en que las 
cualesquiera otras disposiciones por razón del mismo están sujetas a libertad de forma 
y no precisan cumplir con las exigencias capitulares; excepto que los cónyuges o futuros 
contrayentes decidiesen voluntariamente emprender su formalización en capitulaciones 
matrimoniales o en una escritura pública distinta (cfr. arts. 1278 y 1327 CC)915. Solo los 
acuerdos concernientes al régimen económico-matrimonial, las promesas de mejorar o 
no mejorar, las donaciones matrimoniales de bienes inmuebles presentes o donaciones 
de bienes futuros -muebles o inmuebles- efectuadas en contemplación del fallecimiento 
de uno de los futuros contrayentes exigirían una forma capitular (cfr. arts. 1315, 1325, 
1341, 633 y 826 CC)916. Sin embargo, no cabe duda de que la forma pública dotará de 
mayor fuerza probatoria frente a aquellos acuerdos cuya formalización se materializase 
en un documento privado, se celebrasen de forma verbal o se dedujesen tácitamente917. 
 Los cónyuges o futuros contrayentes que formalizasen o elevasen sus acuerdos a 
escritura pública contarán asimismo con ciertas garantías en la formación de su voluntad 
mediante la intervención del notario, quien redactará el instrumento público conforme a 
la voluntad común de los otorgantes, la cual deberá indagar, interpretar y adecuar al 
ordenamiento jurídico, e informará a aquéllos del valor y alcance de su redacción -no 
con la misma profundidad que al amparo de la legislación catalana, según la cual debe 
informar por separado a cada uno de los otorgantes sobre el alcance de los cambios 
que pretenden introducirse con los pactos respecto al régimen legal supletorio, como 
sucedería con motivo de los acuerdos sobre la compensación-, así como advertirlos de 
su deber recíproco de proporcionarse la información correspondiente -para que puedan 
hacer valer lo acordado, en un momento posterior- sobre su patrimonio, sus ingresos y 
sus expectativas económicas, siempre y cuando esta información fuese relevante con 
                                                 
915 Por todos, vid. GARCÍA RUBIO, M. P., “Acuerdos prematrimoniales. De nuevo la libertad y sus límites 
en el Derecho de familia”, en ÀREA DE DRET CIVIL DE LA UNIVERSITAT DE GIRONA (coord.), Nous reptes 
del Dret de família. Materials de les Tretzenes Jornades de Dret català a Tossa, Documenta 
Universitaria, Gerona, 2005, pp. 100 y 104. También DE AMUNÁTEGUI RODRÍGUEZ, “Límites...”, cit., p. 
231. 
916 Relacionando estos mismos acuerdos, vid. PINTO ANDRADE, C., Pactos matrimoniales en previsión de 
ruptura, Bosch, Barcelona, 2010, pp. 58-59. 
917 Vid. MARTÍNEZ ESCRIBANO, “Consecuencias...”, cit., p. 116. También PÉREZ MARTÍN, A. J., Tratado 
de Derecho de familia, t. II, Lex Nova, Valladolid, 2009, pp. 101-102. 
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relación al contenido del pacto, aunque desde luego llevará consigo indudables ventajas 
frente a los documentos privados (cfr. arts. 1327 CC, 147 I RN, 231-20.2 y 4 CCCat)918.  
 b) El documento privado. — El silencio legislativo existente con respecto a las 
formalidades que habrían de revestir los acuerdos celebrados entre cónyuges o futuros 
contrayentes sobre los efectos de una crisis matrimonial u cualquier otra circunstancia 
futura, conduciría a considerar su inclusión en el marco de un protocolo familiar919. Éste 
se define como aquel conjunto de pactos suscritos por los socios entre sí o con terceros 
con los que guardan vínculos familiares que afectan una sociedad no cotizada, en la 
que tengan un interés común en orden a lograr un modelo de comunicación y consenso 
en la toma de decisiones para regular las relaciones entre familia, propiedad y empresa 
que afectan a la entidad, al amparo del artículo 2.1 del Real Decreto 171/2007, de 9 de 
septiembre. Por ello, el protocolo familiar devendría especialmente relevante cuando los 
consortes diseñasen la compensación sobre un modelo indemnizatorio que interviniera a 
favor del cónyuge que en su caso sacrificase sus expectativas de promoción y desarrollo 
profesional y/o académico con motivo de su dedicación al hogar, en cuanto su trabajo 
en el mismo permitiría a su consorte el pleno desempeño de la actividad empresarial; e 
incluso en el caso de que la jurisprudencia admitiese tal compensación en provecho del 
cónyuge que colaborase en semejante actividad sin percibir a cambio una remuneración 
suficiente, tal y como acontecería en la legislación catalana (cfr. art. 232-5.2 CCCat)920. 
 Los consortes igualmente podrán alcanzar acuerdos contando con la ayuda de un 
mediador en la antesala de un proceso de nulidad, separación o divorcio, o mientras se 
lleva a cabo su sustanciación, a efectos de que después sea reconvertido en un acuerdo 
tendente a regular las consecuencias derivadas de la nulidad matrimonial o un convenio 
regulador de la separación o el divorcio; sin perjuicio de que su contenido se encuentre 
total o parcialmente condicionado a consecuencia de un acuerdo celebrado en previsión 
de semejantes acontecimientos (cfr. arts. 22.3, 23 y 25.4 LM y 90.2 CC)921. Todos estos 
acuerdos tendrían en común que no precisan de mayores formalidades que su constancia 
documental -a excepción de que el acuerdo de mediación fuese voluntariamente elevado 
                                                 
918 En este sentido, vid. LAMARCA MARQUÉS, “Els pactes...”, cit., p. 460. 
919 Para una mayor información con respecto a los protocolos familiares, vid. SERRANO GÓMEZ, E., “Los 
protocolos familiares”, en YZQUIERDO TOLSADA, M. y CUENA CASAS, M. (dirs.), Tratado de Derecho de 
la Familia, v. IV, Aranzadi, 2ª edición, Navarra, 2017, pp. 405-487. 
920 Sobre este particular, con mayor profundidad, vid. BLASI PUJOL, R., “El protocol familiar com a 
instrument apte per pactar la compensació econòmica per raó de treball de l’article 41 del Codi de 
Família”, Revista Jurídica de Cataluña, núm. 3, 2006, p. 722. 
921 Así lo indica MARTÍNEZ ESCRIBANO, C., Pactos prematrimoniales, Tecnos, Madrid, 2011, p. 85. 




a escritura pública, o la separación o el divorcio se tramitase directamente ante notario- 
(cfr. arts. 23.3 II LM y 82, 86 y 90.2 CC), y que su fuerza vinculante es independiente a 
la aprobación procesal que en cada caso corresponda -según establece expresamente el 
segundo párrafo del artículo 23.3 de la ley de mediación en asuntos civiles y mercantiles 
y estima la jurisprudencia respecto de acuerdos de mediación y convenios reguladores- 
(SSTS 15-2-2002 [RJ 2002, 1619], 22-4-1997 [RJ 1997, 3251], 26-1-1993 [RJ 1993, 
365], 25-6-1987 [RJ 1987, 4553] y SJPI núm. 5 Málaga 27-9-2012 [AC 2012, 1920])922. 
 En última instancia, no hay que olvidar que los cónyuges o excónyuges también 
podrían alcanzar acuerdos acerca de la compensación del trabajo doméstico al margen 
de los procesos de nulidad, separación o divorcio -como acontecería ante un cambio de 
régimen económico-matrimonial-, o en un momento o proceso posterior considerando 
que ambos pudieron diferir la liquidación del régimen de separación indicándolo en el 
convenio regulador correspondiente, y que los aspectos patrimoniales no contemplados 
en el mismo y que sean compatibles, pueden ser objeto de convenios posteriores, que no 
precisan aprobación judicial -según establece también la legislación catalana sobre los 
pactos recogidos fuera del convenio regulador- (STS 23-12-1998 [RJ 1998, 9758], y en 
el mismo sentido, STS 21-12-1998 [RJ 1998, 9649])923. Siendo conscientes, además, de 
que tal convenio no implica unas capitulaciones sino una verdadera transacción de las 
diferencias existentes acerca de la liquidación patrimonial del matrimonio, puesto que 
contempla un supuesto normal fáctico que no es el de las capitulaciones matrimoniales 
constante matrimonio y vida en común, tampoco se precisaría formalidad alguna salvo 
que se elevase voluntariamente a escritura pública (STS 4-12-1985 [RJ 1985, 6202]). 
 En este sentido cabría tener en cuenta además la omisión de cualquier referencia 
a la compensación en el marco de un acuerdo conyugal que eventualmente regulase las 
consecuencias derivadas de la separación de hecho, considerando el razonamiento de la 
jurisprudencia catalana sobre este particular. Concretamente, el caso enjuiciado a través 
de la sentencia de 13 de abril de 2016, de la Audiencia Provincial de Barcelona, trata de 
un divorcio en el que se estimó -con motivo de la demanda de compensación por uno de 
ellos- el acuerdo de separación de hecho que ambos cónyuges contrajeron tiempo atrás a 
efectos de que, después, fuese confirmado en el marco de un proceso de separación. Sin 
                                                 
922 Advirtiendo de ello, vid. LACRUZ BERDEJO, J. L., “Un nuevo contractualismo en el Derecho familiar”, 
La Ley, núm. 3, 1982, p. 729. Sobre la forma del convenio regulador, vid. PÉREZ MARTÍN, op. cit., p. 167. 
923 Admitiendo esta posibilidad, vid. PARRA LUCÁN, “Autonomía...”, cit., p. 220. 
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embargo, dicha ratificación nunca llegó a producirse determinando como consecuencia 
que la Audiencia considerase que se trataba de un acuerdo celebrado fuera de convenio 
regulador; motivo por el cual manifestaría que la firma del convenio regulador que no 
contempla cantidad alguna como compensación económica por razón del trabajo 
impide su reconocimiento en el procedimiento de divorcio [...] y ello por entender que 
el mencionado acuerdo constituye un negocio jurídico que les vincula en cuanto a las 
medidas que son de libre disposición (SAP Barcelona 13-4-2016 [JUR 2016, 130527]). 
C) Contenido y límites 
 Los cónyuges o futuros contrayentes tienen absoluta libertad a la hora de diseñar 
el régimen jurídico que estimen oportuno a los efectos de la compensación del trabajo 
emprendido por cualquiera de ellos en el hogar -en atención a sus propias circunstancias 
personales y/o patrimoniales-, siendo entonces posible tanto la adopción de un modelo 
participativo como indemnizatorio, sin encontrarse en ningún caso obligados a optar de 
restitución de un enriquecimiento injustificado que aquí se propone, teniendo en cuenta 
la enorme amplitud de los términos empleados por el artículo 1438 del Código Civil. No 
obstante, no es necesario que tales acuerdos deban configurar completamente el régimen 
jurídico de la referida compensación sobre la base de un modelo determinado, pudiendo 
limitarse a otras cuestiones más concretas como el método de cálculo, la cuantía (SAP 
Álava 25-4-2002 [JUR 2003, 231109]), la forma de pago -así como el fraccionamiento 
o aplazamiento del mismo y los intereses y garantías correspondientes-, el sometimiento 
a arbitraje o mediación, e incluso renunciar a ella, siempre y cuando se respeten todas y 
cada una de las limitaciones establecidas en los artículos 1255 y 1328 del Código Civil. 
 a) La ley. — Los cónyuges o futuros contrayentes están facultados para celebrar 
entre sí toda clase de contratos y/o establecer los pactos, cláusulas y condiciones que 
tengan por conveniente, siempre que no sean contrarios a las leyes, teniendo en cuenta 
que en todo caso será nula cualquier estipulación contraria a las leyes, como sucedería 
al amparo de la fórmula general según la cual se establece que los actos contrarios a las 
normas imperativas y a las prohibitivas son nulos de pleno derecho, salvo que en ellas 
se establezca un efecto distinto para el caso de contravención (cfr. arts. 6.3, 1255, 1271 
III, 1275, 1323 y 1328 CC). Las leyes constituirían asimismo el primero de los límites 
impuestos sobre la autonomía privada de los consortes o futuros contrayentes, entre las 
cuales se encontrarían las solemnidades formales que en cada caso correspondiesen por 




razón del objeto, considerando que ciertos acuerdos podrían hallarse comprendidos en el 
contenido típico de las capitulaciones matrimoniales, siempre y cuando implicasen una 
“modificación” o “sustitución” del régimen de separación de bienes (cfr. art. 1325 CC). 
 El funcionamiento de este régimen económico-matrimonial generalmente no se 
vería modificado ni sustituido cuando el acuerdo conyugal o prematrimonial tratase de 
determinar con exactitud la cuantía de la compensación o las formas de pago, intereses 
y garantías, ya que ninguno de estos aspectos contradiría el contenido del artículo 1438 
del Código Civil. Sin embargo, sí sería posible que el citado régimen experimentase una 
modificación o sustitución como consecuencia del convenio por el que los cónyuges o 
futuros contrayentes estableciesen un método concreto para el cálculo del quantum de la 
compensación, en cuyo caso deberían constar en los capítulos. Piénsese, por ejemplo, en 
el supuesto en que aquéllos adoptasen a estos efectos un modelo participativo señalando 
un porcentaje igual o distinto al que se prevé para el régimen de participación. En estas 
circunstancias quizá nos hallásemos ante un régimen de participación atípico en lugar de 
uno de separación y, por tanto, debiéramos incluir dicho acuerdo entre las estipulaciones 
propiamente capitulares, a las cuales podría serle de aplicación la restricción del artículo 
1430 del Código Civil -según el cual no podrá convenirse una participación que no sea 
por mitad si existen descendientes no comunes-, especialmente problemático respecto a 
la retroactividad de una filiación no determinada con anterioridad (cfr. art. 112 CC)924. 
 Probablemente, también nos encontraríamos ante una modificación o sustitución 
del régimen de separación cuando los cónyuges o futuros contrayentes renunciasen a la 
compensación correspondiente con anterioridad a su extinción; aunque, en cierto modo, 
aún cabría argumentar en contra de esta opinión que semejante acuerdo no contradiría la 
naturaleza de dicho régimen, modificándolo o sustituyéndolo, de manera que continuase 
siendo válido aun celebrado al margen de las capitulaciones matrimoniales925. Sea como 
fuere, comprenderlo como una alteración sobre dicho régimen de la que resultase otro 
régimen económico-matrimonial atípico y de corte separatista, conllevaría la ventaja de 
                                                 
924 Sobre ello, vid. MORALES MORENO, “Comentarios...”, cit., pp. 1887-1888; TORRES LANA, op. cit., p. 
1060; CABEZUELO ARENAS, “Comentarios...”, cit., p. 10068; ALGARRA PRATS, op. cit., pp. 304-305; 
QUILEZ ESTREMERA, M. A., “Cálculo convencional del crédito de participación: artículo 1429 del Código 
Civil”, Revista de Derecho Notarial, núm. 116, abril-junio, 1982, p. 207. 
925 Manifestando la misma duda sobre la forma de la renuncia, vid. REBOLLEDO VARELA, A. L., “Pactos 
en previsión de una ruptura matrimonial (Reflexiones a la luz del Código Civil, del Código de Familia y 
del Anteproyecto de Ley del Libro II del Código Civil de Cataluña)”, en GÓMEZ GÁLLIGO, J. (coord.), 
Homenaje al profesor Manuel Cuadrado Iglesias, t. I, Aranzadi, Pamplona, 2008, p. 742; MEDINA 
ALCOZ, M., op. cit., p. 292, n. 37; PINTO ANDRADE, op. cit., p. 84. 
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que la jurisprudencia no tuviese oportunidad de denegar su validez apoyándose en que 
solo cabe renunciar a aquellos derechos que ya hubieran ingresado en el patrimonio del 
renunciante al tiempo de llevar a cabo la renuncia y no a los derechos futuros (STS 18-
11-1957 [ROJ 1367, 1957]), sobre el entendimiento de que no se puede renunciar a un 
derecho que todavía no ha nacido (STS 18-3-1982 [RJ 1982, 1385]), de tal manera que 
solo puede renunciarse a lo que existe previamente (STS 21-4-1997 [RJ 1997, 3434]). 
 La doctrina argumenta en contra de esta línea jurisprudencial que la renuncia a la 
compensación realizada en un momento anterior al nacimiento del derecho, no es tanto 
una renuncia en sentido estricto -en la medida en que no ha ingresado ningún derecho 
en el patrimonio del renunciante-, sino una exclusión voluntaria de la ley aplicable cuyo 
límite se hallaría solamente en el eventual perjuicio de los terceros (art. 6.2 CC)926. Un 
ejemplo de estos supuestos es directamente admitido por nuestro legislador a través de 
la renuncia a la acción derivada de la negligencia contractual -frente a la imposibilidad 
de renunciar a la acción por dolo-, según manifiesta la doctrina (art. 1102 CC)927. Y, en 
este sentido, conviene mencionar que la jurisprudencia también ha aceptado en algunas 
ocasiones las renuncias realizadas con anterioridad a la celebración del matrimonio, en 
los capítulos, tanto respecto de la compensación como de la prestación compensatoria 
(SSAP Granada 14-5-2001 [AC 2001, 1599] y Murcia 29-10-2002 [JUR 2003, 71008]).  
 Otra de las limitaciones derivadas de la ley e impuesta sobre la autonomía de la 
voluntad de los consortes se circunscribiría exclusivamente al ámbito de los acuerdos de 
nulidad y de los convenios reguladores -así como también de los acuerdos de mediación 
celebrados con la intención de convertirse posteriormente en estos últimos-, en cuanto 
se establece que serán aprobados por la autoridad judicial salvo si son dañosos para los 
hijos o gravemente perjudiciales para uno de los cónyuges (art. 90.2 CC). Es evidente 
que una restricción como ésta no tendría sentido respecto de aquellas compensaciones o 
prestaciones compensatorias cuya renuncia supusiera un claro desequilibrio perjudicial 
para el cónyuge renunciante, y en cuyo caso no sería judicialmente aprobada928. Por este 
motivo quizá deba interpretarse tomando en consideración las medidas correspondientes 
a los hijos -según estima la Dirección General de los Registros y del Notariado cuando 
                                                 
926 Sosteniendo este argumento, vid. ASUA GONZÁLEZ, “La compensación...”, cit., p. 1109; REBOLLEDO 
VARELA, “Pactos...”, cit., p. 759; GONZÁLEZ DEL POZO, “La compensación...”, cit., p. 119; MEDINA 
ALCOZ, M., op. cit., p. 312. 
927 Vid. MEDINA ALCOZ, M., op. cit., p. 313. 
928 Así lo manifiesta DE AMUNÁTEGUI RODRÍGUEZ, “Límites...”, cit., pp. 234-235. 




indica, expresamente, que la observancia de tales perjuicios mantiene pleno sentido aun 
cuando la aprobación judicial se contraiga a los acuerdos relativos a los hijos, pues no 
cabe asegurar los intereses de éstos con grave detrimento de uno solo de los cónyuges-, 
en armonía con la opinión de algunos autores que solo consideran aplicable dicho inciso 
a las cuestiones no estrictamente patrimoniales (RDGRN 5-2-2003 [RJ 2003, 2268])929. 
 En último lugar, merece subrayarse además que en relación con la compensación 
del trabajo doméstico no operaría restricción legal alguna en materia de transacción, con 
respecto a la cual, tal y como dispone nuestro legislador so pena de nulidad, no se puede 
transigir sobre el estado civil de las personas, ni sobre las cuestiones matrimoniales, ni 
sobre alimentos futuros; porque, efectivamente, aquélla es extraña a todos los elementos 
expresamente señalados por aquél en el artículo 1814 del Código Civil. Desde luego, es 
evidente que la compensación del trabajo desempeñado en el hogar carece de cualquier 
relación con el estado civil de las personas y, como después se verá, carece además de 
naturaleza alimenticia. Y es que, en puridad, no resultarían intransigibles sino solamente 
las cuestiones matrimoniales que afectasen al estado civil de casado; constituyendo una 
mera redundancia en tanto nada impediría transigir sobre aspectos personales y, mucho 
menos, patrimoniales, surgidos entre los interesados a causa de su matrimonio (SSTS 4-
12-1985 [RJ 1985, 6202], 13-10-1966 [RJ 1966, 4404] y 17-6-1944 [RJ 1944, 942]).  
 b) La moral y las buenas costumbres. — La autonomía privada de los consortes 
o futuros contrayentes se encontraría igualmente limitada mediante el respeto a la moral 
y las buenas costumbres, dos conceptos jurídicos indeterminados que introdujo nuestro 
legislador para referirse a aquellos principios de naturaleza ética que tuviesen vigencia 
en un determinado contexto histórico-social930. Y, aunque el primero se identificaría con 
una convicción ética-social de carácter previo, y el segundo con su materialización; la 
mayoría de la doctrina considera que ambos constituyen conceptos equivalentes931. Por 
consiguiente, siguiendo las palabras de Federico DE CASTRO, nos encontraríamos ante 
una causa susceptible de ser calificada como “inmoral” cuando el resultado práctico del 
negocio celebrado por los consortes o futuros contrayentes lo repugnase la conciencia 
                                                 
929 Por todos, vid. MONTERO AROCA, El convenio..., cit., p. 250. 
930 Vid. DÍEZ-PICAZO Y PONCE DE LEÓN, L., “El negocio jurídico del Derecho de familia”, Revista 
General de Legislación y Jurisprudencia, enero-junio, 1962, p. 779. 
931 Por todos, vid. DÍEZ-PICAZO Y PONCE DE LEÓN, “El negocio...”, cit., p. 779. Sobre las diferencias entre 
ambos conceptos, vid. OLIVA BLÁZQUEZ, F., “Límites a la autonomía privada en el Derecho de los 
contratos: la moral y el orden público”, en PARRA LUCÁN, M. A. (dir.), La autonomía privada en el 
Derecho civil, Aranzadi, Navarra, 2016, p. 300. 
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social, y ella a su vez lo considerase indigno de amparo jurídico932. El mismo GARCÍA 
GOYENA entendía contrario a las buenas costumbres el acuerdo conyugal depresivo de 
la autoridad marital, que constituyese a la mujer en jefe y cabeza de familia933. Hoy en 
día, invirtiendo la situación, quizá pudiera calificarse de inmoral el acuerdo por el que 
uno de los cónyuges se subordinase a la autoridad del consorte; aunque ello aproximaría 
los conceptos de moral y buenas costumbres al de orden público, y en nada afectaría a la 
regulación de aspectos patrimoniales como la compensación del trabajo doméstico934. 
 c) El orden público y la igualdad. — Las dificultades en torno a la definición del 
concepto de orden público como límite a la autonomía de la voluntad de los contratantes 
condujeron a la frustrante conclusión de que el mismo constituiría entonces una “figura 
enigmática e imposible de ser definida”, según explica la doctrina más autorizada935. Sin 
embargo, nuestra jurisprudencia viene considerando desde hace años que está integrado 
por aquellos principios jurídicos, públicos y privados, políticos, morales y económicos 
que son absolutamente obligatorios para la conservación del orden social en un pueblo 
y en una época determinada (SSTS 31-12-1979 [RJ 1979, 449] y 11-4-2003 [RJ 2003, 
3269]); y que en la realidad jurídica actual debe ser interpretado básicamente como el 
sistema de derechos y libertades individuales garantizados en la Constitución y en los 
convenios internacionales de derechos humanos ratificados por España, y los valores y 
principios que éstos encarnan (STS 6-2-2013 [RJ 2013, 833]). Siendo la igualdad uno 
de los derechos contenidos en nuestra norma fundamental, semejante definición no haría 
sino fortalecer los argumentos defendidos por el profesor RAMS a favor de la supresión 
del artículo 1328 del Código Civil, que no añadiría nada respecto del artículo 1255 del 
mismo, considerando que el orden público englobaría la igualdad (cfr. art. 32.1 CE)936. 
 La igualdad de derechos entre consortes o futuros contrayentes ha de observarse 
de un modo absolutamente restrictivo a mi juicio, coartando su libertad de contratación 
únicamente respecto de aquellos acuerdos de los que resultase una auténtica desigualdad 
entre los mismos, pues, como afirma Cristina DE AMUNÁTEGUI “no se trata de erradicar 
decisiones que en determinados casos darían lugar a hipotéticas desigualdades, sino de 
                                                 
932 Vid. DE CASTRO Y BRAVO, El negocio jurídico, cit., p. 246. 
933 Vid. GARCÍA GOYENA, op. cit., p. 667. 
934 En sentido similar, vid. PÉREZ MARTÍN, op. cit., v. II, p. 50. 
935 Vid. DE CASTRO Y BRAVO, F., “Notas sobre las limitaciones intrínsecas de la autonomía de la 
voluntad”, Anuario de Derecho Civil, octubre-diciembre, 1982, p. 1023. 
936 Vid. RAMS ALBESA, “La autonomía...”, cit., p. 77. También ROCA TRÍAS, E., “Principi d’igualitat i 
discriminacions per raó de sexe”, Revista Jurídica de Cataluña, núm. 2, 1988, p. 309. 




declarar nulas las que los desigualen como personas y como cónyuges, generando una 
jerarquización que el ordenamiento declara contraria al mismo”; y en este sentido lo ha 
entendido la jurisprudencia (SAP Málaga 30-6-2000 [ROJ 2846, 2000])937. La igualdad 
se ha traducido sin embargo en reciprocidad, tal y como se desprende de la sentencia de 
la Audiencia Provincial de Murcia, de 19 de octubre de 2002, en cuyo caso uno de los 
cónyuges se obligó a contratar servicio doméstico a cambio de que el otro renunciase a 
la compensación; en la sentencia de la Audiencia Provincial de Madrid, de 27 de febrero 
de 2007, que versa sobre una renuncia a cambio de una atribución patrimonial; e incluso 
en la sentencia de la Audiencia Provincial de Valencia, de 14 de enero de 2015, donde 
se realizó a cambio de una suma fija; ya que a falta de contraprestación, la unilateralidad 
de la renuncia podría vulnerar la igualdad (SSAP Murcia 29-10-2002 [JUR 2003, 1008], 
Madrid 27-2-2007 [JUR 2007, 151411], y Valencia 14-1-2015 [JUR 2015, 95940])938. 
 Siguiendo este criterio, la reciente legislación catalana advierte que en previsión 
de una ruptura matrimonial o de disolución del matrimonio por muerte, puede pactarse 
el incremento, reducción o exclusión de la compensación, exigiéndose dos requisitos de 
validez: tener carácter recíproco y precisar con claridad los derechos que limitan o a 
los que se renuncia, en este caso la compensación (cfr. 232-7 y 231-20.3 CCCat). Sin 
embargo, considerando que nuestro legislador señala expresamente que podrá pactarse 
una participación distinta de la que establecen los dos artículos anteriores, pero deberá 
regir por igual y en la misma proporción respecto de ambos patrimonios y en favor de 
ambos cónyuges o futuros contrayentes, en el régimen de participación; la legislación 
catalana no supondría ninguna novedad significativa (art. 1429 CC). Nada obstaría, por 
tanto, a la aplicación analógica de este particular a la compensación correspondiente por 
el trabajo desempeñado en el hogar -apoyándonos en la igualdad aludida en el artículo 
1328 del Código Civil-, especialmente cuando se diseñase bajo un modelo participativo.  
D) Vigencia 
 La exigibilidad de los acuerdos celebrados entre consortes en previsión de una 
ruptura o cualquier otra circunstancia futura e incierta dependerá del acontecimiento que 
constituya la condición establecida; y, en caso de ser antenupciales, siempre y cuando se 
                                                 
937 Vid. DE AMUNÁTEGUI RODRÍGUEZ, “La libertad...”, cit., pp. 147-148. En igual sentido, vid.  GUILARTE 
GUTIÉRREZ, V., “La regla de indivisión en régimen de separación de bienes (art. 1441 CC) y su alteración 
convencional”, Revista Crítica de Derecho Inmobiliario, núm. 561, marzo-abril, 1984, p. 368. 
938 Así lo plantea REBOLLEDO VARELA, “Pactos...”, cit., p. 742. 
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hubiese contraído matrimonio entre los estipulantes (cfr. arts. 1114 y 1334 CC)939. Estos 
acuerdos revelan un interés superior al de los celebrados en la antesala de la extinción 
del régimen de separación -momento en que surge el derecho a ser compensado por el 
trabajo doméstico-, y cuyo cumplimiento es exigible desde luego (cfr. art. 1113 CC). En 
ellos no pueden ignorarse las consecuencias que se proyectarían sobre su cumplimiento 
futuro con ocasión de la distantia temporis existente entre su conclusión y ejecución, ya 
que el transcurso del tiempo en las obligaciones derivadas de los mismos las harían más 
vulnerables a las imprevisibles y extraordinarias circunstancias económicas y personales 
que eventualmente pudieran suceder entre los consortes o futuros contrayentes940. Sobre 
este particular, advierte la legislación catalana que en el momento en que se pretende el 
cumplimiento sean gravemente perjudiciales para un cónyuge no son eficaces si este 
acredita que han sobrevenido circunstancias relevantes que no se previeron ni podían 
razonablemente preverse en el momento en que se otorgaron (art. 231-20.5 CCCat). 
 La legislación estatal no establece sin embargo ninguna disposición normativa a 
este respecto, viéndonos obligados a acudir en estas situaciones a la doctrina construida 
en torno a la cláusula rebus sic stantibus, con la finalidad de que su apreciación judicial 
autorice a uno de los cónyuges a revisar el contenido del acuerdo celebrado en el pasado 
con el otro, a efectos de emprender las modificaciones correspondientes conforme a la 
nueva realidad y, en último lugar, para resolverlo941. Siguiendo dichas directrices, sería 
preciso que las circunstancias sobrevenidas hubiesen acontecido en el lapso de tiempo 
comprendido entre la conclusión y ejecución del acuerdo en cuestión y, además, fuesen 
extraordinarias e imprevisibles; entendiéndose como extraordinarias todas aquellas que 
serían extrañas al curso normal de los acontecimientos y, como imprevisibles, aquellas 
otras que no podrían presentarse razonablemente942. Semejantes circunstancias deberían 
traer consigo además una excesiva onerosidad que rompiese el equilibrio contractual sin 
llegar a imposibilitar el cumplimiento -ya que en tales situaciones nos hallaríamos más 
bien ante un supuesto de imposibilidad sobrevenida-, ni reducirse tampoco a las meras 
incomodidades -que suelen asumirse sin afectar a dicho cumplimiento-, moviéndonos 
                                                 
939 En este sentido, señalando que los acuerdos celebrados en previsión de una ruptura matrimonial no son 
sino contratos sometidos a condición, vid. AGUILAR RUIZ, L., “Los pactos prematrimoniales. Vigencia y 
actualidad en el nuevo Derecho de familia”, en DÍEZ-PICAZO Y PONCE DE LEÓN, L. (coord.), Estudios 
jurídicos en homenaje al profesor José María Miquel, v. I, Aranzadi, Navarra, 2014, pp. 107-108. 
940 Vid. DE AMUNÁTEGUI RODRÍGUEZ, C., La cláusula rebus sic stantibus, Tirant lo Blanch, Valencia, 
2003, pp. 235-236. 
941 Ibid., pp. 285 y 311. 
942 Ibid., pp. 256-257 y 259. 




de este modo sobre una zona intermedia, siempre y cuando además no entrañase riesgos 
que pudieran considerarse comprendidos dentro del alea normal del contrato (SSTS 30-
6-2014 [RJ 2014, 3526]; 27-4-2012 [RJ 2012, 4714]; 25-1-2007 [RJ 2007, 592]; 28-12-
2001 [RJ 2002, 1650]; 6-6-1959 [ROJ 1298, 1959] y 17-5-1957 [ROJ 127, 1957])943. 
2. CONTENCIOSOS 
 La determinación del derecho a convertirse en acreedor de una compensación a 
consecuencia de las actividades desarrolladas en el hogar corresponderá exclusivamente 
a la autoridad judicial, en el ejercicio de la potestad jurisdiccional, en aquellos supuestos 
en que los consortes no hubiesen alcanzado ningún acuerdo sobre el particular. En tales 
circunstancias cobra especial relevancia el acatamiento del modelo de restitución por el 
enriquecimiento injustificado eventualmente acaecido con ocasión de un desajuste en el 
levantamiento de las cargas del matrimonio, como alternativa a la doctrina del Tribunal 
Supremo. Por consiguiente, y en caso de que el mismo llegase a aceptarse en la práctica 
cotidiana de jueces y tribunales, habrían de concurrir a mi juicio una serie de requisitos 
sustantivos y procesales como resultado de acomodar la disciplina del levantamiento de 
las cargas matrimoniales a la compensación, en consonancia con el principio general -de 
interdicción del enriquecimiento injustificado- que a esta última serviría de fundamento. 
A) La instancia de parte 
De ordinario, tal y como declara expresamente nuestro legislador a lo largo de la 
exposición de motivos de la Ley de Enjuiciamiento Civil, el proceso civil responde a la 
iniciativa de quien considera necesaria una tutela judicial en función de sus derechos e 
intereses legítimos; motivo por el cual, a este principio, comúnmente conocido como de 
rogación o de justicia rogada -subsumible en los aforismos latinos ne procedat iudex ex 
officio y nemo iudex sine actore-, se le añaden los denominados de aportación de parte y 
dispositivo, de conformidad con los cuales dispone también la citada ley procesal -en su   
artículo 216 concretamente- que los tribunales civiles decidirán los asuntos en virtud de 
las aportaciones de hechos, pruebas y pretensiones de las partes. Siguiendo semejantes 
premisas, de orden procesal, sería fácil concluir que uno de los presupuestos esenciales 
                                                 
943 Tomo estas ideas de DE AMUNÁTEGUI RODRÍGUEZ, La cláusula..., cit., pp. 263-264 y 268-271. 
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a efectos de convertirse en acreedor de la compensación del trabajo desempeñado en el 
hogar fuera precisamente el de instancia de parte, como han señalado algunos autores944. 
 La jurisprudencia menor ha declarado sobre el particular que el derecho a que las 
labores de orden doméstico sean debidamente compensadas ostenta carácter dispositivo 
por cuanto no cabe la apreciación de oficio por los órganos judiciales (SAP Tarragona 
2-10-2012 [JUR 2012, 395031]). Y, aunque nuestro Tribunal Supremo aún no ha tenido 
ocasión de pronunciarse a estos efectos, con respecto a la compensación aludida, sí lo ha 
hecho en relación a la prestación compensatoria, cuyas apreciaciones, a mi juicio, sirven 
también para aquélla y, en consecuencia, merecen ser traídas a colación. Es la sentencia 
de 2 de diciembre de 1987 a través de la cual, precisamente, el Alto Tribunal, manifiesta 
conforme a los principios rectores de los procesos civiles que, cuando no existe petición 
expresa de un derecho facultativo o dispositivo y éste tampoco se desprende de la causa 
petendi, el órgano jurisdiccional ha de sujetarse a lo solicitado -a riesgo de cometer, en 
el caso contrario, una incongruencia-, lo que ocurre en el aspecto puramente económico 
afectante a los cónyuges y no a los descendientes menores de edad que, sin embargo, sí 
supondría un elemento de ius cogens -y, por tanto, indisponible-, como consecuencia de 
la especial naturaleza jurídica del Derecho de familia (STS 2-12-1987 [RJ 1987, 9174]). 
 Esta sentencia pone de manifiesto, además, cómo las medidas provisionalísimas, 
provisionales y definitivas que deben adoptarse necesariamente por la autoridad judicial 
en los procesos de nulidad, separación y divorcio, omiten toda referencia a la prestación 
compensatoria, evidenciándose, de esta forma -como también cabría afirmar a propósito 
de la compensación del trabajo doméstico-, que la ley no permite a aquélla pronunciarse 
de oficio sobre la misma; según se observa con mayor claridad en la normativa catalana 
cuando dispone expresamente que si alguno de los cónyuges lo solicita -y, por tanto, en 
ninguna otra circunstancia-, la autoridad judicial debe adoptar las medidas pertinentes 
respecto a distintos extremos entre los cuales se encuentran, precisamente, la prestación 
compensatoria y la compensación económica por razón del trabajo (cfr. arts. 91, 103 y 
104 CC, y 233-4.2 CCCat). Desde esta perspectiva, consecuentemente, es razonable que 
los órganos jurisdiccionales se abstengan de realizar cualquier pronunciamiento sobre el 
particular cuando, en su caso, no se haya solicitado por los interesados con anterioridad 
                                                 
944 Por todos, vid. MORENO-TORRES HERRERA, op. cit., p. 121. 




(SSAP Madrid 23-9-2014 [JUR 2014, 289809], Murcia 24-7-2014 [JUR 2014, 244738], 
Granada 4-7-2014 [JUR 2014, 258722] y Burgos 9-4-2013 [JUR 2013, 199849]). 
 Esta situación suele producirse normalmente cuando, al contestar la demanda, el 
demandado no formula adecuadamente sus pretensiones con respecto a la compensación 
del trabajo doméstico, mediante reconvención; y así se hace constar con absoluta nitidez 
en el caso enjuiciado por la Audiencia Provincial de Granada, en sentencia de 4 de julio 
de 2014, cuando declara que en el escrito de contestación a la demanda -el demandado, 
entiéndase-, solicitó una compensación con base en el artículo 1438 del Código Civil, a 
cuya pretensión, en primera instancia, la sentencia no da respuesta al entender que era 
precisa reconvención (SAP Granada 4-7-2014 [JUR 2014, 258722]). Y es que, teniendo 
en consideración que en los procesos de nulidad, separación y divorcio, solo se admitirá 
la reconvención, entre otros casos, cuando el cónyuge demandado pretenda la adopción 
de medidas definitivas, que no hubieran sido solicitadas en la demanda, y sobre las que 
el tribunal no deba pronunciarse de oficio; no siendo ninguna de ellas la compensación 
que aquí nos ocupa, dicha solución es absolutamente ineludible (cfr. art. 770.2 b) LEC). 
 Recordando, no obstante, que en los asuntos familiares confluyen tanto aspectos 
dispositivos como de ius cogens -según declara expresamente el Tribunal Supremo en la 
sentencia antes citada, así como el propio Tribunal Constitucional (STC núm. 120/1984, 
de 10 de diciembre)-, en lo concerniente a la compensación del trabajo doméstico -como 
a la prestación compensatoria- hay, pues, un derecho subjetivo, una situación de poder 
concreto, entregada al arbitrio de la parte, que puede hacerlo valer o no, sin que deba 
intervenir en tal aspecto y de modo coactivo el poder público, al no afectar -en ninguno 
de estos supuestos- al sostenimiento de la familia, ni a la educación o alimentación de 
los hijos comunes, ni a las cargas del matrimonio, salvaguardadas por otros preceptos; 
motivo por el cual, en mi opinión, debería repararse en el hipotético carácter alimenticio 
de la compensación del trabajo desempeñado en el hogar, y ello en la medida en que los 
alimentos debidos entre los consortes constituyen una de las partidas más relevantes del 
contenido de dichas cargas matrimoniales, para desplazar así, definitivamente, cualquier 
incertidumbre con respecto a su carácter dispositivo (STS 2-12-1987 [RJ 1987, 9174]). 
 Tomando como premisa mayor que la obligación de alimentos tiende a cubrir las 
necesidades de quien se constituye acreedor -según cabría deducir de los artículos 142 y 
siguientes del Código Civil-, y como premisa menor que la compensación de las labores 
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domésticas se elaboró con el objeto de proteger los intereses económicos de las mujeres 
casadas -y sometidas a la rígida regulación de la separación de bienes- ante una serie de 
circunstancias previsiblemente perjudiciales para aquéllos; el silogismo que fácilmente 
obtendríamos sería el consistente en afirmar que la mencionada compensación dispone 
de naturaleza alimenticia. Esta finalidad protectora también podría extraerse, en cierto 
modo -y, con el riesgo que de ello se derivaría-, tras comparar las legislaciones estatal y 
catalana existentes sobre el particular. En múltiples ocasiones, se ha afirmado -a lo largo 
de este trabajo- que la compensación cumpliría una finalidad protectora o tuitiva dentro 
de este ordenamiento jurídico autonómico; según manifiesta el análisis de su regulación.  
 Esta finalidad protectora sin embargo se canaliza en aquél mediante un modelo 
de participación en las ganancias -entendiéndose que la ejecución del trabajo doméstico 
contribuye a la prosperidad económica del matrimonio-, y no considerando el estado de 
necesidad en que pudiera quedar cualquiera de los cónyuges como consecuencia de una 
situación de crisis, según se seguiría de una hipotética naturaleza alimenticia. Ejemplo 
de ello es que la compensación oportuna no ocupe el lugar de la cuarta vidual -que, por 
el contrario, sí parte de un estado necesidad- en supuestos de premoriencia o declaración 
de fallecimiento de uno de los cónyuges, desplazándola por completo. Realmente, dicha 
compensación no produce sobre la cuarta vidual mayores efectos de aquellos que, en su 
caso, producirían cualesquiera otros activos patrimoniales capaces de aminorar el estado 
de necesidad del cónyuge viudo; motivo por el que aquélla no dispone de un tratamiento 
jurídico diferenciado con respecto a aquel que tendría la liquidación de otros regímenes 
económico-matrimoniales, ni tampoco constituye óbice a la aplicación concurrente de la 
citada cuarta vidual por cumplir ambas con un mismo objetivo (cfr. art. 452-1.1 CCCat). 
 La legislación estatal también proporciona por sí misma argumentos suficientes 
para justificar una pretendida e hipotética naturaleza alimenticia de la compensación por 
el trabajo desarrollado en el seno doméstico, apelando, en último término, a los deberes 
conyugales de ayuda y/o socorro que sirven de apoyo al más específico de contribuir al 
levantamiento de las cargas del matrimonio. Para ello ha de partirse desde dos premisas: 
la primera de ellas radica en que este deber de contribuir al levantamiento de las cargas 
matrimoniales constituye la piedra angular del modelo restitutivo sobre el que se alzaría 
aquella compensación; y, la segunda de ellas, en que una de las partidas que conforman 
tales cargas son precisamente los alimentos que los cónyuges habrían de prestarse entre 
sí. Sin embargo, la pretendida naturaleza alimenticia que de semejantes premisas cabría 




extraer, se disiparía desde el mismo momento en que alguno de los cónyuges anticipase 
cantidades que competiera aportar a su consorte en el levantamiento de dichas cargas -y 
recuérdese, además, que la naturaleza especial del derecho de alimentos desaparece una 
vez reconocido y transformado en crédito-, y es entonces cuando operaría precisamente 
una compensación diseñada conforme al modelo restitutivo, como es el caso. Por ello, a 
efectos procesales, esta compensación constituye un derecho sujeto a la disponibilidad 
de las partes en tanto sería ajeno a los alimentos y, por ende, a las cargas matrimoniales. 
B) La legitimación ad causam 
 En relación con el proceso en que eventualmente se pretenda ejercitar el derecho 
a percibir una compensación por las labores desempeñadas en el hogar, dispone nuestro 
legislador -en el artículo 10 de la Ley de Enjuiciamiento Civil actualmente en vigor- con 
alcance general, que serán considerados partes legítimas quienes comparezcan y actúen 
en juicio como titulares de la relación jurídica u objeto litigioso; adquiriendo así una 
trascendencia ineludible el determinar, con exactitud, quiénes pueden ser estos titulares 
con respecto a la compensación establecida en el artículo 1438 del Código Civil. Siendo 
ésta, indefectiblemente -según tiene declarado, además, nuestro Tribunal Supremo-, una 
norma de liquidación del régimen económico matrimonial de separación de bienes que, 
en su caso, ordene las relaciones patrimoniales de los consortes; corolario lógico es que 
sean estos últimos quienes, en principio, y con las salvedades correspondientes, ostenten 
la legitimación activa y pasiva sobre este particular (STS 11-12-2015 [RJ 2015, 5414]).  
 No ha de olvidarse, sin embargo, que todos los derechos adquiridos en virtud de 
una obligación son transmisibles con sujeción a las leyes y, en idéntico sentido -aunque 
ahora en el ámbito contractual-, que los contratos solo producen efecto entre las partes 
que los otorgan y sus herederos -conforme a lo dispuesto en el artículo 659 del Código 
Civil, con respecto a la composición de la herencia-; salvo, en cuanto a éstos, el caso en 
que los derechos y obligaciones que proceden del contrato no sean transmisibles, o por 
su naturaleza, o por pacto, o por disposición de la ley (cfr. arts. 1112 y 1257 I CC). Por 
consiguiente, a falta de pacto en contrario, y careciendo de un carácter alimenticio capaz 
de determinar su intransmisibilidad a efectos del artículo 151 del Código Civil -según se 
desarrolló con anterioridad a propósito de su disponibilidad en el proceso civil-, tan solo 
serían dignas de nuestra atención las restricciones debidas a la naturaleza del derecho a 
convertirse en acreedor de la compensación correspondiente -como consecuencia de la 
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atención de los cometidos del ámbito doméstico- y, particularmente, si éste dispondría o 
no de naturaleza personalísima, en cuanto ello afectaría a su transmisibilidad a terceros. 
 La estrecha relación existente entre la compensación del trabajo desempeñado en 
el hogar conyugal y el deber que asiste a ambos consortes de contribuir al levantamiento 
de las cargas matrimoniales -siguiéndose, evidentemente, el modelo de restitución de un 
enriquecimiento injustificado-, conduciría, con suma facilidad, a reconocerle naturaleza 
personalísima; sobre todo si se tiene en cuenta que semejante obligación no deriva sino 
de los derechos y deberes nacidos con ocasión del matrimonio y, particularmente, de los 
de ayuda y/o socorro (cfr. art. 232-5.5 CCCat y ley 103 b) FNN). Esta conclusión, desde 
luego, no es baladí, ya que afirmar el carácter personalísimo del derecho a que las tareas 
domésticas sean efectivamente compensadas tras la extinción del régimen de separación 
no solo impediría a los sucesores entablar la acción que en vida hubiese correspondido a 
su causante, en caso de muerte o declaración de fallecimiento; sino que, además, negaría 
a terceros acreedores el ejercicio de aquél en vía subrogatoria (cfr. arts. 659 y 1111 CC). 
 La atribución de carácter personalísimo a la compensación del trabajo doméstico 
quizá halle su debida justificación en la celebración del matrimonio en tanto constituye 
una institución que altera el estado civil de las personas y les reconoce, en consecuencia, 
un entramado de derechos y obligaciones determinados entre los que se encuentran nada 
menos que aquellos que realmente servirían de apoyo a una compensación por el trabajo 
desempeñado en el hogar que fuese diseñada conforme al modelo de restitución: los de 
ayuda y socorro; materializados, en sede patrimonial, en el más específico de contribuir 
al levantamiento de las cargas matrimoniales. Por ello, a mi juicio, el legislador navarro 
manifiesta con gran acierto que el derecho a que el consorte contribuya correctamente al 
levantamiento de tales cargas tiene naturaleza personalísima; aunque, sin embargo, no 
gozará de los mismos elogios cuando tal derecho se ejercite a posteriori pretendiendo el 
reintegro o compensación de las cantidades que a este fin hubiesen sido indebidamente 
anticipadas por cualquiera de los cónyuges -y superando aquello que le fuera exigible- a 
causa de un incumplimiento injustificado imputable a su consorte (cfr. ley 103 b) FNN). 
 El motivo de semejante insatisfacción con la legislación navarra se oculta tras el 
principio que sirve de última fundamentación al régimen jurídico de los reintegros: el de 
interdicción del enriquecimiento injustificado, porque, descansando aquél sobre éste, no 
cabe ninguna duda de que cualquier ápice de incertidumbre con respecto a un hipotético 




carácter personalísimo quedaría finalmente resuelto por una respuesta negativa; máxime 
cuando las acciones generales de enriquecimiento injustificado carecen del mismo945. Es 
distinto, sin embargo, el caso de la normativa catalana, en la que dicho carácter se apoya 
precisamente en el modelo participativo sobre el que se erige la compensación, así como 
ocurriría constante el régimen de participación (cfr. art. 232-5.5 CCCat)946. Más dudoso 
habría sido, no obstante, negarle este carácter durante la vigencia del Código de Familia 
en tanto regulación remitía la determinación de la compensación del trabajo doméstico a 
la doctrina del enriquecimiento injustificado; pero, a pesar de ello -y con independencia 
de que la jurisprudencia jamás llegó a acatar los presupuestos de dicha doctrina-, debía 
considerarse, además, que la compensación referida únicamente podía ser ejercitada por 
los consortes, motivo por el que algún autor la estimó personalísima (cfr. art. 42 CF)947. 
 La conclusión que se extrae de todo ello supone que la naturaleza personalísima 
del derecho a que cada uno de los cónyuges contribuya como le corresponda hacerlo -en 
función de lo convenido, o en proporción a sus respectivos recursos económicos-, en el 
levantamiento de las cargas matrimoniales, se agotaría desde el preciso momento en que 
cualquiera de ellos invierta cantidades que debieran ser íntegramente asumidas por parte 
del otro. En otras palabras -y, siguiendo la terminología empleada anteriormente-, dicha 
naturaleza personalísima se desvanecería con el paso de un incumplimiento presente -a 
que se refiere realmente el segundo párrafo del artículo 1318 del Código Civil- hacia un 
incumplimiento pasado -y situado en el ámbito de los reintegros, en el que se ubicaría 
precisamente el derecho a que el trabajo doméstico fuera compensado en armonía con el 
modelo de restitución-, y es a partir de entonces cuando nos hallaríamos ante un derecho 
transmisible a los sucesores del cónyuge o excónyuge dedicado a la llevanza del hogar 
durante el régimen de separación, y exigible por terceros acreedores en vía subrogatoria. 
 Una vez desestimada la naturaleza personalísima de la compensación del trabajo 
doméstico, no hay duda de que este derecho se integraría en la herencia correspondiente 
cuando el régimen de separación se extinguiese por causa de muerte o por la declaración 
de fallecimiento de alguno de los cónyuges -o excónyuges, entiéndase-, y ello en tanto 
aquélla comprende todos los bienes, derechos y obligaciones de una persona, que no se 
extingan por su muerte a la luz del artículo 659 del Código Civil. Lo mismo sucedería 
                                                 
945 En esta dirección, vid. BOSCH CAPDEVILA, “La configuració...”, cit., pp. 387-388; GINEBRA MOLINS, 
“Compensació...”, cit., p. 418. 
946 Vid. ALGARRA PRATS, op. cit., p. 210. 
947 Vid. ORTUÑO MUÑOZ, “Comentarios a los artículos 41 a 43 del Código de Familia”, cit., p. 236. 
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con respecto a las acciones de enriquecimiento injustificado y las obligaciones de rendir 
cuentas que recaen sobre todo mandatario, las cuales, a mi juicio -y, según se expondrá 
después con mayor detalle-, manifiestan un estrecho paralelismo con la liquidación de la 
compensación correspondiente por el trabajo desarrollado en el hogar, siempre y cuando 
ésta sea jurídicamente configurada partiendo de un modelo de restitución948. Por estas 
razones, en mi opinión, es correcto que en el caso enjuiciado por la sentencia de 11 de 
junio de 2014, de la Audiencia Provincial de las Islas Baleares, se guarde silencio sobre 
la legitimación pasiva de los herederos del cónyuge fallecido, ante a las pretensiones del 
cónyuge supérstite sobre esta materia (SAP Islas Baleares 11-6-2014 [AC 2014, 1236]). 
 La transmisibilidad de la compensación del trabajo doméstico no solo manifiesta 
interés en aquellos supuestos en que el régimen de separación de bienes se extinga por 
causa de muerte o como consecuencia de la declaración de fallecimiento de cualquiera 
de los cónyuges, sino también en el seno de las relaciones inter vivos. Piénsese ahora en 
que el nuestro legislador expresamente que el objeto de la cesión puede recaer sobre un 
crédito -en cuyo caso será preciso haber determinado previamente la compensación que 
corresponda por el trabajo desempeñado en el hogar-, pero también sobre un derecho o 
una acción -siguiendo la terminología empleada en el artículo 1526 del Código Civil-, y 
ello con independencia, además, de la transmisibilidad del acuerdo que pudieran haber 
alcanzado los interesados a este respecto (SSTS 19-9-1998 [RJ 1998, 6548] y 7-11-1988 
[RJ 1988, 8421])949. Sea como fuere, desde una perspectiva procesal, habrán de seguirse 
los procedimientos oportunos cuando la transmisión de tal compensación -por el trabajo 
efectuado en el hogar- se produzca durante el curso del proceso (cfr. arts. 16 y 17 LEC). 
C) La dedicación personal a los cometidos domésticos 
 La división sexual del trabajo ha operado a lo largo de nuestra tradición como un 
factor negativo, con respecto a los matrimonios separados de bienes, en cuanto ello traía 
consigo una grave situación de desamparo para las mujeres cuya actividad solía ceñirse 
al cuidado del hogar y de los hijos, porque, tras disolverse el vínculo conyugal, carecían 
                                                 
948 Sobre la transmisibilidad de estas acciones y obligaciones, vid. PÉREZ GONZÁLEZ, B. y ALGUER Y 
MICÓ, J., “Notas”, en ENNECCERUS, L., KIPP, T. y WOLFF, M., Tratado de Derecho civil, t. II, v. II, trad. 
B. Pérez González y J. Alguer y Micó, Bosch, 11ª revisión por H. Lehmann, Barcelona, 1935, p. 615; 
LEÓN ALONSO, J. R., “Comentarios a los artículos 1709 a 1739 del Código Civil”, en ALBALADEJO 
GARCÍA, M. (dir.), Comentarios al Código Civil y compilaciones forales, t. XXI, v. II, Edersa, Madrid, 
1986, p. 234; DE AMUNÁTEGUI RODRÍGUEZ, C., “Comentarios a los artículos 1709 a 1739 del Código 
Civil”, en DOMÍNGUEZ LUELMO, A. (dir.), Comentarios al Código Civil, Lex Nova, Valladolid, 2010, p. 
1861. 
949 Sobre la transmisión de los contratos, vid. ALBALADEJO GARCÍA, Derecho..., t. II, cit., pp. 483-486. 




de cualquier expectativa frente al patrimonio generado por sus maridos fuera del núcleo 
doméstico; a excepción de las atribuciones que les correspondiesen en concepto de dote 
o de cualquier otra previsión de análoga naturaleza. Las mujeres, además, eran educadas 
desde muy jóvenes para el desempeño de estas labores, determinando luego su asunción 
dentro del matrimonio950. Siendo conscientes de que el espíritu de la compensación del 
trabajo doméstico no es otro que el de equilibrar las indeseables consecuencias de este 
reparto de tareas, desde una perspectiva igualitaria -y facilitar, de este modo, la ruptura 
del conservadurismo implícito en el modelo de familia preexistente-, es evidente que su 
reconocimiento ha de exigir la acreditación del desempeño efectivo de tales menesteres. 
 a) La intensidad de la dedicación. — La concepción de la compensación como 
un mecanismo dirigido a restituir los enriquecimientos injustificados que eventualmente 
pudieran producirse en la práctica como consecuencia de la actividad doméstica, apenas 
exigiría mayor prueba que la de su efectiva ejecución por el cónyuge que supuestamente 
la desempeñase951. Esto significa que no sería necesaria una dedicación exclusiva ni tan 
siquiera excluyente, como tan rigurosamente ha venido precisándose durante los últimos 
años con motivo de la doctrina del Tribunal Supremo. La dedicación excluyente tan solo 
tiene sentido desde una perspectiva indemnizatoria cuando se considere que el trabajo 
invertido en el hogar por parte de uno de los cónyuges -con el consecuente sacrificio de 
sus expectativas profesionales y/o académicas- permite que su consorte obtenga ciertos 
lucros fuera del mismo; pero no la dedicación exclusiva, ya que su compatibilidad con 
otras actividades fuera del ámbito doméstico podría resultar igualmente perjudicial con 
respecto a las mismas; tal y como sucedería con motivo de una reducción de jornada952. 
 Fueran o no desarrolladas exclusiva y/o excluyentemente las referidas labores, a 
efectos de su compensación, ésta siempre tendría lugar cuando aquéllas se acometiesen 
de modo personal y efectivo; pues, para constituirse acreedor, no es suficiente con que 
el cónyuge que se arrogue tales menesteres los encomiende a un tercero953. En este caso, 
la incidencia del personal contratado al servicio doméstico no intervendrá ni tan siquiera 
a efectos del cálculo de la compensación -como entendió el Tribunal Supremo (STS 26-
3-2015 [RJ 2015, 1170])-, sino más bien a la hora de valorar económicamente el trabajo 
efectuado en el hogar, en la correspondiente rendición de cuentas. El resultado revelará 
                                                 
950 Vid. CABRILLO RODRÍGUEZ, op. cit., p. 60. 
951 Vid. LACRUZ BERDEJO et al., Elementos..., t. IV, cit., p. 262. 
952 En este sentido, vid. ASUA GONZÁLEZ, “La compensación...”, cit., p. 1105. 
953 En contra de ello, vid. BOSCH CAPDEVILA, “La configuració...”, cit., p. 391. 
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si hubo o no una sobrecontribución en el levantamiento de las cargas matrimoniales por 
parte de cualquiera de ellos; y, a tales efectos, evidentemente, no tendrán el mismo valor 
las labores de llevanza del hogar y de cuidado de los hijos cuando las mismas se lleven 
a cabo con la ayuda de terceras personas, que en aquellos casos en que sean acometidas 
por uno de los cónyuges de forma personal, y sin contar con ninguna clase de asistencia. 
 b) La duración de la dedicación. — El interés del lapso de tiempo comprendido 
entre el inicio y el cese de la actividad doméstica se manifestaría desde dos perspectivas 
diferentes cuando su compensación tratase de restituir un enriquecimiento injustificado: 
en un primer término, desde una perspectiva temporal y, después, desde una perspectiva 
histórica; entendiéndose temporalidad por duración e historicidad por fecha. El primero 
de estos criterios incidirá especialmente sobre la cuantificación de la compensación -tal 
y como revela el legislador catalán cuando indica que, para determinar la cuantía de la 
compensación económica por razón de trabajo, debe tenerse en cuenta la duración [...] 
de la dedicación (art. 232-5.3 CCCat)-; mientras el segundo alberga relevancia a la hora 
de valorar económicamente las cargas del matrimonio y los recursos de los cónyuges en 
la fecha en que uno de ellos alegue una sobrecontribución compensable. No obstante, y 
a la vista de la legislación y jurisprudencia catalanas, será preciso discernir además si la 
liquidación de la compensación ha de limitarse a la duración del matrimonio o si, por el 
contrario, comprendería también la convivencia prematrimonial; así como determinar en 
ambos casos cuáles habrían de ser las consecuencias del cese efectivo de la convivencia. 
 La consideración de la convivencia prematrimonial en la jurisprudencia catalana 
se justificaría principalmente en el derecho de compensación que su legislación confiere 
en iguales condiciones a las parejas estables; aunque, desafortunadamente, no siempre 
se contemple el cumplimiento de los presupuestos exigidos para la constitución de estas 
relaciones convivenciales, como a mi juicio habría de llevarse a cabo. Sin embargo, este 
argumento es difícilmente trasladable a la legislación estatal teniendo en cuenta que hoy 
en día no existe una normativa general y uniforme sobre esta institución y que, además, 
no todos los legisladores autonómicos dispondrían de competencia constitucional para 
introducir una compensación de semejantes características, en sus respectivas leyes de 
parejas954. Por tanto, en caso de estimar el periodo de convivencia prematrimonial a los 
                                                 
954 Vid. DE AMUNÁTEGUI RODRÍGUEZ, C., “Las parejas no casadas”, en YZQUIERDO TOLSADA, M. y 
CUENA CASAS, M. (dirs.), Tratado de Derecho de la Familia, v. IV, Aranzadi, 1ª edición, Navarra, 2011, 
pp. 682-683. 




efectos de la compensación recogida por el artículo 1438 del Código Civil, podría estar 
consagrándose una flagrante discriminación en perjuicio de aquellas parejas no casadas 
cuya legislación autonómica no les dotara de un derecho de las mismas características. 
 El cese efectivo de la convivencia incidiría también de un modo diferente en la 
legislación estatal con respecto a la catalana, pues, en aquélla, y a diferencia de ésta, el 
derecho a una compensación no prescindiría jamás de juzgar las aportaciones realizadas 
en el levantamiento de las cargas matrimoniales, sino todo lo contrario. Recuérdese que 
entre los consortes separados de hecho continuaría íntegramente inalterada la obligación 
de subvenir a su levantamiento; así como entre los separados legalmente con respecto a 
aquellas otras partidas cuyo contenido excediese del propiamente alimenticio y a su vez 
fueran voluntaria o convencionalmente asumidas por ambos cónyuges en concepto de 
cargas matrimoniales. Sin embargo, no ha de olvidarse que el elemento común a ambas 
clases de separación personal no es sino la ruptura de la convivencia mantenida hasta el 
momento en un mismo hogar; motivo por el que no será posible cumplir con el referido 
deber de contribución mediante el desempeño de la actividad doméstica a salvo de que 
los consortes decidiesen permanecer conviviendo, aun en circunstancias de crisis. Por 
consiguiente, en el análisis de la compensación solamente se ignorarían los periodos de 
separación cuando verdaderamente llevasen consigo el cese efectivo de la convivencia.  
D) La sobrecontribución en el levantamiento de las cargas del matrimonio 
 La interdicción del enriquecimiento injustificado mediante la compensación del 
trabajo doméstico exigiría que se produjese un exceso en el levantamiento de las cargas 
matrimoniales, en perjuicio de quien contribuyó de este modo. La determinación de esta 
sobrecontribución se llevará a cabo por la autoridad judicial en función de los acuerdos 
que eventualmente hubiesen alcanzado los consortes y, en su defecto, según las distintas 
aportaciones de los consortes hubiesen o no respetado correctamente la correspondiente 
proporcionalidad a sus respectivos recursos económicos. Sin embargo, siendo el primer 
criterio susceptible de generar una extrema casuística, no merece sino centrar solamente 
nuestra atención en el cálculo de la susodicha proporcionalidad a efectos de determinar 
si se produjo o no una auténtica sobrecontribución -en el levantamiento de las cargas del 
matrimonio-, capaz de ocasionar un enriquecimiento injustificado subsanable mediante 
la compensación; pues éste será, además, el supuesto más frecuente en la práctica de los 
jueces y tribunales, considerando lo inusual de los acuerdos celebrados a este respecto.  
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 La determinación de cuál fuera en cada caso la debida contribución proporcional 
a los respectivos recursos económicos de los cónyuges realmente se llevaría a cabo por 
sí sola, en vía contenciosa, mediante el juego natural de la acción-excepción que tuviera 
lugar durante la sustanciación del correspondiente proceso. La defensa de las diferentes 
pretensiones que a este respecto mantuvieran las partes acabarían desembocando en una 
específica rendición de cuentas, cuyo apoyo -habida cuenta de la correlación que existe 
entre el ejercicio de la potestad doméstica y la atención de las cargas matrimoniales- se 
encontraría nada menos que en el artículo 1439 del Código Civil955. Puede pensarse, no 
obstante, que el precepto señalado alberga una especialidad con respecto a las relaciones 
generales entre mandante y mandatario -y a las cuales reenvía expresamente- en cuanto 
aparenta exonerar al cónyuge administrador o gestor del deber de rendir cuentas de sus 
operaciones frente a su consorte, administrado o gestionado956. Sin embargo, tan solo se 
estaría eximiendo de restituir los frutos percibidos y consumidos en el levantamiento de 
las cargas del matrimonio, una vez operada una auténtica rendición de cuentas; y en este 
sentido declaró el Tribunal Supremo que ni las relaciones familiares entre mandante y 
mandatario ni la convivencia entre ambos dispensan de la obligación de rendir cuentas 
(STS 13-4-1995 [RJ 1995, 3391]). Por ello, dicha exoneración no operaría tanto sobre la 
obligación de rendir cuentas, como sobre el correspondiente deber de abonar al consorte 
cuanto se hubiera recibido a causa de la administración y/o gestión emprendidas, igual 
que sucedería con respecto a la contribución de los hijos (cfr. arts. 1720 y 165 II CC)957. 
 Los resultados obtenidos de las cuentas rendidas serán en todo caso más o menos 
fructuosos según el grado de colaboración de los consortes, adquiriendo, por tanto, una 
gran relevancia, el riguroso cumplimiento de la obligación que a ambos corresponde de 
informarse recíproca y periódicamente sobre la situación y rendimiento de cualquier 
actividad económica suya; según se ordena para la sociedad de gananciales ex artículo 
1383 del Código Civil. Este precepto suele criticarse en cuanto atañe a su localización 
por entenderse -especialmente, tras ser reconsiderado en el ámbito autonómico- que, no 
                                                 
955 Advirtiendo de la posible existencia de una rendición de cuentas, vid. MALAURIE y AYNÈS, op. cit., p. 
339; COLOMER, “Séparation...”, cit., pp. 21 y 35; ZAJTAY y VAZ FERREIRA, op. cit., p. 865; RENCHON, 
“Le sort...”, cit., pp. 443-444; STORCK, op. cit., pp. 1033-1036; REBOLLEDO VARELA, Separación..., cit., 
p. 447; MEDINA DE LEMUS, op. cit., p. 668; BRISON, C., KEBERS, S., MATONDO, B. y VANDERSLOTEN, 
M., “La separation de biens”, en DE PAGE, P. y DE STEFANI, I. (dirs.), Quelques questions de 
transmission patrimoniale relatives au couple et à la famille, Bruylant, Bruselas, 2008, p. 113. 
956 Por todos, apreciando una exoneración con respecto al deber de rendir cuentas de los frutos percibidos 
y no consumidos en el levantamiento de las cargas del matrimonio, vid. DE LOS MOZOS Y DE LOS MOZOS, 
“Comentarios a los artículos 1411 a 1444 del Código Civil”, cit., p. 391. 
957 En este sentido, vid. DE AMUNÁTEGUI RODRÍGUEZ, “Comentarios...”, cit., p. 1861. 




solo habría de observarse para el caso de sociedad de gananciales, sino contemplarse en 
su lugar como una disposición general y aplicable a todo matrimonio con independencia 
de cuál fuera el régimen que eventualmente ordenase las relaciones económicas nacidas 
con motivo del mismo (cfr. arts. 231-7 CCCat y 188 CDFA)958. No obstante, aún podría 
considerarse que dicha obligación fuese aplicable -tanto en un régimen de separación de 
bienes como en uno de participación en las ganancias- mediante la remisión emprendida 
hacia el contrato de mandato por el artículo 1439 del Código Civil; y ello en la medida 
en que el deber de rendir cuentas que se impone sobre todo mandatario llevaría consigo 
el de información antes citado959. En cualquier caso, aún quedaría pendiente asegurar su 
cumplimiento mediante las sanciones oportunas en caso de inobservancia, pues, de lege 
lata, éstas se reducirían a la correspondiente indemnización de los daños y perjuicios960. 
 En definitiva, liquidar una compensación por el trabajo desempeñado en el hogar 
conforme a un modelo restitutivo no supondría sino una mera rendición de cuentas entre 
los consortes, de carácter bilateral o recíproco, y emprendida en el marco contradictorio 
del proceso correspondiente -excepto que los cónyuges hubieran alcanzado un acuerdo a 
este respecto-, cuyos resultados revelarían a la autoridad judicial si realmente se produjo 
una injustificada sobrecontribución en el levantamiento de las cargas matrimoniales que 
fuera digna de compensación. Esta interpretación podría incluso servir como argumento 
para defender la validez de aquellos acuerdos mediante los cuales se renunciase a dicho 
derecho, pues, a tales efectos, no solo existe una antigua práctica notarial consistente en 
añadir a los capítulos matrimoniales una cláusula por la que se presuman correctamente 
realizadas las contribuciones de ambos cónyuges en el levantamiento de las cargas -para 
impedir de este modo una complicada rendición de cuentas-, sino que nuestro Tribunal 
Supremo también ha avalado en reiteradas ocasiones la validez de aquellas cláusulas por 
las cuales se exonere de la controvertida obligación de rendir cuentas (SSTS 13-4-1995 
[RJ 1995, 3391], 28-10-1969 [ROJ 2203, 1969] y 26-5-1966 [ROJ 1251, 1966])961. Por 
tanto, salvo en caso de exoneración, semejante rendición de cuentas manifestará cuándo 
se contribuyó, efectivamente, a levantar las cargas del matrimonio, en proporción a los 
                                                 
958 Vid. DÍAZ ALABART, “El deber...”, cit., p. 1283; GARCÍA CANTERO, “Notas...”, cit., p. 312; DE 
AMUNÁTEGUI RODRÍGUEZ, “La libertad...”, cit., p. 145, n. 66. 
959 Así lo estima LEÓN ALONSO, op. cit., p. 233. 
960 Advirtiéndolo de este modo, vid. DÍAZ ALABART, “El deber...”, cit., p. 1291. También CUADRADO 
IGLESIAS, M., “La gestión en el Código Civil”, Anales de la Academia Matritense del Notariado, t. 
XXXII, 1993, p. 436. 
961 Afirmando la existencia de dichas cláusulas capitulares, vid. REBOLLEDO VARELA, Separación…, cit., 
p. 452. También ÁLVAREZ OLALLA, Responsabilidad..., cit., p. 132. 
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respectivos recursos económicos de los consortes; reservándoles el derecho a percibir la 
oportuna compensación cuando se acreditase haber quebrado la citada proporcionalidad. 
 Ello exigiría llevar a cabo una serie de operaciones contables que apenas difieren 
de las seguidas en la partición hereditaria. En primer lugar, resulta evidente que estando 
ambos cónyuges obligados a contribuir al levantamiento de las cargas matrimoniales en 
proporción a sus respectivos recursos económicos -excepto cuando mediase un acuerdo 
en contrario, claro está-, será preciso determinar cuáles son exactamente dichos recursos 
económicos mediante la realización de un inventario. Después, en segundo lugar, habrá 
que atribuir un valor económico a cada uno de ellos, en fase de avalúo. Por último, una 
vez determinado su valor, este deberá contrastarse con aquel al que ascienda el total de 
las cargas del matrimonio para hallar la proporcionalidad y obtener con ello la cuantía 
final en que deba contribuirse a su levantamiento; procediéndose a una liquidación. Por 
consiguiente -y soslayando las de división y adjudicación que no interesarían por razón 
de la materia-, será conveniente traer aquí las operaciones descritas por vía analógica962. 
 a) Inventario. — La primera operación que necesariamente habría de efectuarse 
para determinar si hubo o no proporcionalidad en la contribución realizada por cada uno 
de los cónyuges con respecto al levantamiento de las cargas del matrimonio, en función 
de sus respectivos recursos económicos -y discernir, en consecuencia, si se produjo o no 
una sobrecontribución digna de compensación-, sería el inventario de los mismos (cfr. 
arts. 786.2.1 LEC y 1438 CC). Entre ellos deberían incluirse en primer término aquellos 
especialmente afectos al levantamiento de tales cargas -como sucedería respecto de los 
derechos de uso y habitación-, seguidos por el resto de titularidades reales que obrasen 
en poder de los consortes, en exclusiva o en forma de comunidad. Los bienes y derechos 
inherentes a su persona serían también inventariables sin necesidad de distinguir entre 
titularidad y rendimiento -según ocurriría en los regímenes de participación, como es el 
de separación catalán-, y todos aquellos derechos de crédito que los cónyuges tuviesen 
frente a terceros o entre sí963. También serían computables las adquisiciones efectuadas 
a título gratuito o como indemnización por daños personales emergentes, sin distinguir 
en éste, ni en ningún otro caso, según el momento en que tuviera lugar la adquisición; 
como en cambio ocurriría en los regímenes de participación (cfr. art. 232-6.1 c) CCCat). 
                                                 
962 Así lo propone RIBERA BLANES, “Del régimen...”, cit., pp. 889-895. 
963 Vid. ALBALADEJO GARCÍA, Curso..., t. V, cit., p. 169. 




 Entre separados de bienes pertenecerán a cada cónyuge los bienes que tuviese 
en el momento inicial del mismo y los que después adquiera por cualquier título -según 
las reglas establecidas por el artículo 609 del Código Civil-, sin necesidad de que la vis 
atractiva derivada de una tercera masa común de bienes matrimoniales traiga consigo la 
aplicación de la subrogación real operante en los regímenes comunitarios (cfr. art. 1437 
CC). En éstos, aquélla juega un papel determinante salvaguardando la integridad de las 
masas privativas respecto a la común, impidiendo así la producción de desplazamientos 
injustificados de unas hacia otras. Sin embargo, solo ha lugar a subrogación real cuando 
aquellos desplazamientos patrimoniales se generen desde las diferentes masas privativas 
hacia la común y viceversa, nunca cuando surjan entre las primeras. Por este motivo, ha 
de desecharse a mi juicio la opinión de quienes sostienen la aplicación de la subrogación 
real con respecto a las adquisiciones consumadas por uno de los cónyuges a costa de su 
consorte constante el régimen de separación; además de que en caso contrario no tendría 
ningún sentido el mantenimiento de la presunción muciana (cfr. art. 78.1 LC)964. En tal 
caso, no cabría presumir la donación de los fondos invertidos -en defecto de una norma 
habilitante como el artículo 232-3.1 del Código Civil de Cataluña-, sino tan solo acudir 
a su reintegro mediante los cauces que fueran oportunos (cfr. arts. 1289 y 1901 CC)965. 
 Las reglas generales sobre adquisición de derechos determinarían asimismo que 
en separación de bienes no hubiese lugar a mayor comunidad que la ordinaria o romana 
cuando los consortes adquirieran conjuntamente -según declara expresamente nuestro 
legislador en el artículo 1414 del Código Civil, aplicable también en esta sede a juicio 
de la doctrina y de la más alta jurisprudencia- (STS 14-3-1994 [RJ 1994, 1779])966. Sin 
embargo, aún deberíamos detenernos en el análisis de tres comunidades de bienes que a 
                                                 
964 Partícipes de tal opinión, vid. GUILARTE GUTIÉRREZ, “La regla...”, cit., pp. 313 y 326; MASOT 
MIQUEL, “Comentarios a los artículos 3 a 5 de la Compilación del Derecho Civil Especial de las Islas 
Baleares”, cit., p. 91. Sin embargo, una amplia mayoría de autores se manifiesta en contra de aplicar la 
subrogación real fuera de los regímenes comunitarios, vid. CORNU, op. cit., p. 736; MORALES MORENO, 
“Comentarios...”, cit., p. 1816; MONTÉS PENADÉS, op. cit., p. 1928; DE LOS MOZOS Y DE LOS MOZOS, 
“Comentarios a los artículos 1411 a 1444 del Código Civil”, cit., pp. 350, 360 y 365; TORRES LANA, op. 
cit., p. 1079; PARRA LUCÁN, “La familia...”, cit., p. 957; ID., “Autonomía...”, cit., p. 189; BLASCO GASCÓ 
y CLEMENTE MEORO, op. cit., p. 1387; MIRAMBELL ABANCÓ, “Comentario...”, cit., p. 191; ASUA 
GONZÁLEZ, “El régimen...”, cit., pp. 52-55; DE AMUNÁTEGUI RODRÍGUEZ, “La libertad...”, cit., pp. 140 y 
195; CUENA CASAS, “Comentarios...”, cit., pp. 10106 y 10139; ÁLVAREZ OLALLA, “El régimen...”, cit., p. 
201; RIBERA BLANES, “Del régimen...”, cit., p. 840; CABEZUELO ARENAS, “Comentarios...”, cit., p. 
10015; ARROYO AMAYUELAS, “Comentarios...”, cit., p. 1571. Tomo el argumento basado en la presun-
ción muciana de CRESPO ALLUÉ, F., “La necesaria liquidación del régimen de separación de bienes”, en 
GUILARTE GUTIÉRREZ, V. (dir.), MARTÍNEZ ESCRIBANO, C. (coord.), Los conflictos actuales del Derecho 
de familia, Lex Nova, Valladolid, 2013, p. 70. 
965 En este sentido, vid. ARROYO AMAYUELAS, “Comentarios...”, cit., p. 1571; CUENA CASAS, 
“Comentarios...”, cit., p. 10105. 
966 Por todos, vid. ALBALADEJO GARCÍA, Curso..., t. IV, cit., p. 197. 
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este respecto despertarían un especial interés debido a sus particulares características y 
que, además, suelen darse con suma frecuencia en la práctica: en primer lugar, sobre las 
adquisiciones realizadas en el ejercicio de la potestad doméstica como consecuencia del 
levantamiento de las cargas del matrimonio; en segundo lugar, con respecto a los fondos 
depositados en cuentas bancarias de titularidad colectiva por parte de ambos cónyuges; 
y, en último lugar, en torno a aquellas otras titularidades susceptibles de incertidumbre. 
 La primera de estas comunidades hace referencia a aquellos bienes susceptibles 
de recibir la catalogación de “domésticos” a consecuencia de haber sido adquiridos en el 
ejercicio de la potestad reconocida en el artículo 1319 del Código Civil967.  Los escasos 
autores que se han manifestado a este respecto coinciden en atribuir sobre dichos bienes 
una titularidad común a favor de ambos cónyuges, directamente derivada de la ley, con 
abstracción del régimen económico que en cada caso resulte aplicable en sus relaciones 
patrimoniales -comunitario o separatista-, según se deduciría precisamente de la propia 
concepción de cargas del matrimonio ex artículos 1318 y 1319 del Código Civil968. En 
mi opinión, no obstante, estos efectos se consiguen mediante el juego coordinado de la 
potestad doméstica contenida en el segundo de estos preceptos y de la administración o 
gestión contemplada en el supuesto de hecho del artículo 1439 del Código Civil. Estos 
bienes a los que aludimos normalmente son adquiridos por uno solo de los cónyuges en 
el ejercicio de la potestad doméstica, y actuando en el tráfico jurídico de forma similar a 
un mandatario; motivo por el que una hipotética copropiedad sobre los mismos podría a 
mi juicio determinarse acudiendo a las reglas generales en materia de representación. 
 La representación directa supondría una transmisión de la contemplatio domini a 
favor del cónyuge administrador o gestor que en el ejercicio de la potestad doméstica no 
actuaría solo en nombre y por cuenta propia sino también en nombre y por cuenta de su 
consorte administrado o gestionado, en interés de la familia969. Sin embargo, en caso de 
representación indirecta el primero estaría actuando en nombre y por cuenta propia pero 
también por cuenta del segundo, discutiéndose, desde antiguo, si este supuesto se trata o 
no de una auténtica representación, y cuyos efectos sobre la titularidad de la adquisición 
                                                 
967 Así los denomina ÁLVAREZ OLALLA, Responsabilidad..., cit., p. 416. 
968 En esta dirección, vid. MORALES MORENO, “Comentarios...”, cit., p. 1836; GUILARTE GUTIÉRREZ, “La 
regla...”, cit., pp. 337 y 346; MASOT MIQUEL, “Comentarios a los artículos 3 a 5 de la Compilación del 
Derecho Civil Especial de las Islas Baleares”, cit., pp. 92-93; ÁLVAREZ OLALLA, Responsabilidad..., cit., 
pp. 417-418. Sin embargo, declarándose contrarios a la comunidad sobre los bienes domésticos, vid. 
ROCA TRÍAS, “El règim...”, cit., p. 411; ASUA GONZÁLEZ, “El régimen...”, cit., p. 56. 
969 Vid. ALBALADEJO GARCÍA, M., “La representación”, Anuario de Derecho Civil, julio-septiembre, 
1958, p. 769. 




dependerán precisamente de la consideración que se le confiera. Una primera corriente 
doctrinal desestima la llamada representación indirecta como verdadera representación, 
mientras una segunda opinión considera que sí lo es, pues, en caso contrario, el mandato 
no sería causa suficiente para que el mandatario transmitiese a su mandante los bienes y 
derechos adquiridos a razón del mandato (cfr. arts. 1717 y 1720 CC)970. No obstante, de 
una u otra forma -así como más fácilmente en la representación directa-, se desprendería 
una cotitularidad sobre los bienes domésticos cuyas cuotas se determinarían a favor de 
ambos cónyuges en función de sus respectivas aportaciones en concepto de contribución 
al levantamiento de las cargas del matrimonio, al tiempo de efectuarse su adquisición971. 
 La segunda de las comunidades que frecuentemente ha lugar entre separados de 
bienes es aquella que se produce en torno a los fondos depositados en cuentas bancarias 
de titularidad colectiva de ambos cónyuges. Éstas, a su vez, se disgregan en conjuntas e 
indistintas: las primeras, requieren la firma de todos los titulares para poder disponer de 
los fondos depositados en ellas; mientras que las segundas, en cambio, reconocen a cada 
uno de los titulares la facultad de disponer libremente de aquéllos972. Estas últimas son 
las más frecuentes en la práctica cotidiana por cuanto dotan a cada uno de los cónyuges 
de una mayor independencia en el ejercicio de la potestad doméstica, aunque, al mismo 
tiempo, son también las más problemáticas, y ello porque es común confundir el poder 
de disposición solidaria y la titularidad colectiva de la cuenta con un falso condominio 
sobre los mismos973. Sin embargo, semejante solidaridad tan solo opera respecto de las 
obligaciones y no de los derechos reales; además de que el depósito subyacente a dichas 
cuentas no exige la titularidad dominical para su constitución (cfr. art. 1771 CC)974. Por 
este motivo -y, según señala la jurisprudencia-, a falta de una prueba capaz de demostrar 
suficientemente la titularidad de los fondos con arreglo a su procedencia (STS 8-2-1991 
                                                 
970 Partícipes de la primera opinión, vid. GASPAR ALFARO, J., “La representación indirecta”, en DE LA 
ESPERANZA MARTÍNEZ-RADIO, A. (dir.), Estudios de Derecho Privado, t. I, Editorial Revista de Derecho 
Privado, Madrid, 1962, p. 313; MIGUEL TRAVIESAS, M., “La representación voluntaria”, Revista de 
Derecho Privado, núms. 106-107, julio-agosto, 1922, p. 194; NÚÑEZ LAGOS, R., “Mandatario sin poder”, 
Revista de Derecho Privado, núm. 354, septiembre, 1946, pp. 612-613. A favor de la segunda, por el 
contrario, vid. ALBALADEJO GARCÍA, Derecho..., t. I, cit., pp. 571-573; DÍEZ-PICAZO Y PONCE DE LEÓN, 
L., La representación en el Derecho privado, Civitas, Madrid, 1979, pp. 272-275. 
971 En contra de este criterio, vid. ÁLVAREZ OLALLA, Responsabilidad..., cit., p. 419. 
972 Vid. GARRIGUES DÍAZ-CAÑABATE, J., Contratos bancarios, Aguirre, 2ª edición revisada, corregida y 
puesta al día por S. Moll, Madrid, 1975, p. 151. 
973 Vid. MUÑOZ PLANAS, J. M., Cuentas bancarias con varios titulares, Civitas, 2ª edición actualizada 
con la colaboración de J. M. Muñoz Paredes, Madrid, 2003, pp. 113-116. 
974 Ibid., pp. 20, 116-117. 
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[RJ 1991, 1156]), éstos se presumirán de ambos cónyuges por partes iguales conforme a 
lo establecido en el artículo 393 del Código Civil (STS 21-11-1994 [RJ 1994, 8541])975. 
 La tercera y última de las comunidades entre separados de bienes es aquella que 
surge ex lege, en caso de titularidades dudosas o indeterminadas, señalándose sobre este 
particular que cuando no sea posible acreditar a cuál de los cónyuges pertenece algún 
bien o derecho, corresponderá a ambos por mitad; extremo que ha recibido las críticas 
de algunos autores en cuya opinión contraviene la naturaleza separatista del régimen por 
cuanto se aproxima a la presunción de ganancialidad (cfr. arts. 1441 y 1361 CC)976. Sin 
embargo, no hay que olvidar que cada una de estas normas es absolutamente acorde con 
el funcionamiento del régimen en que se insertan: en primer lugar, mientras en sociedad 
de gananciales se tiende a incrementar los bienes de esta condición en base a motivos 
funcionales, en segundo lugar, no existe en separación de bienes una masa común que 
ejerza una vis atractiva sobre las titularidades conyugales -y, por ello, solo se establece 
una regla de cierre respecto de las que devengan dudosas o indeterminadas-; además de 
que la naturaleza enajenable y embargable de cada una de las cuotas de tal comunidad 
romana no rompería el separatismo del régimen sino que más bien lo fortalecería977. Si 
bien es cierto, no son éstas las consecuencias más deseadas por quienes voluntariamente 
deciden mantener aisladas sus titularidades bajo el régimen de separación; motivo por el 
que debería huirse de calificar esta norma como “presunción” -y, por tanto, fundada en 
la mera probabilidad-, cuando, en realidad, nos hallaríamos ante una “ficción legal”978. 
 En último lugar, habría que considerar también la contribución de los hijos en el 
levantamiento de las cargas del matrimonio, pues, esta posibilidad, haría disminuir las 
distintas aportaciones de los cónyuges, permitiéndonos vislumbrar con mayor exactitud 
la producción de un enriquecimiento y empobrecimiento injustificado entre ellos. Desde 
luego es evidente que, en caso de que el enriquecimiento-empobrecimiento injustificado 
no surja entre los propios cónyuges sino entre éstos y sus hijos, estos últimos no podrían 
                                                 
975 Ibid., p. 118. 
976 Participando de esta opinión, vid. GUILARTE GUTIÉRREZ, “La regla...”, cit., p. 313; MASOT MIQUEL, 
“Comentarios a los artículos 3 a 5 de la Compilación del Derecho Civil Especial de las Islas Baleares”, 
cit., pp. 66 y 79; VERGER GARAU, op. cit., p. 287. 
977 En este sentido, vid. MONTÉS PENADÉS, op. cit., p. 1920; DE LOS MOZOS Y DE LOS MOZOS, 
“Comentarios a los artículos 1411 a 1444 del Código Civil”, cit., pp. 349, 358 y 403; MAGARIÑOS 
BLANCO, op. cit., p. 107. 
978 Sosteniendo idéntica posición a este respecto, vid. GUILARTE GUTIÉRREZ, “La regla...”, cit., pp. 328-
329; DE AMUNÁTEGUI RODRÍGUEZ, “La libertad...”, cit., p. 206; CUENA CASAS, “Comentarios...”, cit., pp. 
10137-10138; NAVAS NAVARRO, S., El régimen de separación de bienes y la protección de los terceros 
(análisis de los artículos 1441 y 1442 del Código Civil), Tirant lo Blanch, Valencia, 1996, p. 25. 




reclamar nada en el proceso en que se demandase la compensación porque carecerían de 
legitimación al tratarse de una cuestión atinente al régimen económico-matrimonial. Sin 
embargo, este impedimento de carácter procesal no es óbice para que los hijos reclamen 
las cantidades injustificadamente invertidas con ocasión del levantamiento de las cargas 
matrimoniales en el marco del proceso correspondiente; no debiendo jamás considerarse 
el silencio guardado a este respecto como una falta de acción, ya que tales pretensiones 
discurrirían a través de los cauces generales como acontece entre separados de bienes. 
 b) Avalúo. — Una vez concluido el inventario de los recursos económicos de los 
cónyuges y, en su caso, de las posibilidades de sus hijos, corresponderá llevar a cabo el 
avalúo de los comprendidos en esa relación (art. 786.2.2 LEC). En esta fase habrían de 
deducirse todas las cargas y obligaciones que gravitasen sobre ellos con la finalidad de 
obtener su valor neto: piénsese, en primer lugar, en todos los derechos de naturaleza real 
que disminuyesen su valor -según acontecería a propósito de los derechos de usufructo, 
uso y habitación, superficie, vuelo y subedificación, servidumbres, censos, y el derecho 
de uso que eventualmente gravase una antigua vivienda familiar-, pero no en aquellos 
otros que no conllevasen una auténtica merma con respecto al mismo (cfr. arts. 12 LISD 
y 10.1 LITPAJD); y en segundo lugar, en las obligaciones contraídas, entre las cuales se 
hallarían precisamente aquellas que estuvieran garantizadas con derechos reales y que 
computarían bajo esta condición en atención a su importe (cfr. art. 10.2 c) LITPAJD). 
 La evaluación de los distintos activos que en cada caso compongan los recursos 
económicos de los cónyuges, y las posibilidades de sus hijos, guarda especial relevancia 
con respecto a tres categorías determinadas: en primer lugar, los fondos depositados en 
cuentas bancarias de titularidad colectiva -y, sobre los cuales, basta traer a colación las 
explicaciones vertidas anteriormente, ignorando el carácter de las relaciones entabladas 
con el depositante, y considerando la procedencia de los mismos-; en segundo lugar, los 
bienes de dominio exclusivo de alguno de los cónyuges que sean puestos a disposición 
de la familia para su uso y disfrute colectivos y, en tercer y último lugar, las capacidades 
de unos y otros -cónyuges e hijos, entiéndase- para realizar un trabajo personal tanto en 
el ámbito doméstico como fuera de él, según lo previsto en la legislación aragonesa que 
establece que, en defecto de pacto, para determinar la contribución de cada cónyuge se 
tendrán en cuenta los medios económicos de cada uno, así como sus aptitudes para el 
trabajo y para la atención al hogar y los hijos (cfr. arts. 187.2 CDFA y 1438 CC). 
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 Los bienes que hubiesen sido aportados por cualquiera de los cónyuges o de sus 
hijos al uso familiar deberían valorarse, a mi juicio, y ofreciéndose otros sustitutivos en 
el mercado, según el coste de arrendamiento de otros de semejantes características (SAP 
Barcelona 8-7-2016 [JUR 2016, 213985]). No obstante, cuando se trate de un inmueble 
que constituya la vivienda familiar y en él se realicen obras de conservación y/o mejora 
por parte de su titular, deberá acudirse a la legislación arrendaticia y reducir asimismo el 
valor asignado a esta forma contributiva, considerando, con respecto a las primeras, que, 
si la obra durase más de veinte días, habrá de disminuirse la renta en proporción a la 
parte de la vivienda de la que el arrendatario se vea privado; y, también, en relación a 
las segundas, que el arrendatario que soporte las obras tendrá derecho a una reducción 
de la renta en proporción a la parte de la vivienda de la que se vea privado por causa 
de aquéllas (cfr. arts. 21.2 II y 22.3 LAU); entendiéndose por renta el valor asignado a 
la contribución oportuna, y por arrendador al contribuyente propietario del inmueble979.  
 La asignación de un determinado valor a las aptitudes de los cónyuges en torno a 
la realización de trabajos personales a este respecto se observa con suficiente nitidez en 
la redacción del artículo 1438 del Código Civil, en cuanto en él se afirma que el trabajo 
para la casa será computado como contribución a las cargas. Sin embargo, en algunas 
opiniones, esta alternativa va más allá del trabajo efectivamente realizado por cualquiera 
de los cónyuges en el hogar, debiendo tomarse como objeto de estimación no solamente 
el esfuerzo dedicado sino la mera capacidad para desempeñar estas actividades -aunque 
después no se lleven a cabo durante el periodo contributivo-, y así procedería a mi juicio 
siempre y cuando se considerase que al levantamiento de las cargas del matrimonio se 
concurre con todos los recursos económicos, siendo éste uno de ellos; y lo mismo cabría 
señalar respecto de las posibilidades de los hijos, según se expuso anteriormente980. No 
obstante, conviene advertir que la computación de semejantes habilidades solo guardará 
relevancia práctica cuando uno de los cónyuges o de los hijos de éstos se halle impedido 
para llevarlas a cabo, ya que en caso contrario tomará idéntico valor en cada uno de los 
patrimonios hasta igualarse y compensarse, careciendo entonces de cualquier utilidad. 
 La doctrina considera casi unánimemente que las labores o aptitudes domésticas 
han de estimarse atendiendo a su valor de mercado en función del sueldo que cobraría 
                                                 
979 En sentido similar, vid. RIBERA BLANES, “Del régimen...”, cit., p. 897. 
980 Partícipes de esta opinión, vid. ÁLVAREZ OLALLA, “Comentarios...”, cit., p. 1673; PASTOR ÁLVAREZ, 
op. cit., p. 1442; GONZÁLEZ DEL POZO, “La compensación...”, cit., p. 47. 




por realizar el trabajo una tercera persona; criterio que a juicio de la jurisprudencia del 
Tribunal Supremo constituye una de las opciones posibles a tener en cuenta (STS 14-7-
2011 [RJ 2011, 5122])981. Desde luego, nada impide que los cónyuges -o éstos, para con 
sus hijos- puedan establecer la valoración que tengan por conveniente, siempre que sea 
libremente convenida entre ellos (SAP Huelva 24-1-2011 [JUR 2011, 230421] y, en el 
mismo sentido, SAP Barcelona 13-11-2007 [JUR 2008, 30804])982. En mi opinión, sin 
embargo, el alcance de los acuerdos celebrados entre consortes -y, análogamente, entre 
éstos y sus hijos- no es capaz de excluir el trabajo invertido en el hogar como forma de 
subvenir al levantamiento de las cargas matrimoniales, pues, sobre este extremo, nuestro 
legislador emplea un tono imperativo; así como tampoco cabría excluir voluntariamente 
ningún bien de su sujeción al levantamiento de aquellas cargas (cfr. art. 1318 I CC)983. 
 Las mayores dificultades girarán en torno a considerar como recurso económico 
de ambos cónyuges sus respectivas capacidades para realizar un trabajo fuera del ámbito 
estrictamente doméstico, como algunos autores han tenido ocasión de sugerir984. Desde 
luego, es evidente que los ingresos percibidos a través del desempeño de una profesión 
remunerada constituyen un auténtico recurso económico y no tendría sentido que, en tal 
caso, se computasen también las meras aptitudes que los generasen. Por ello, éstas solo 
albergarían relevancia cuando uno o ambos cónyuges se encontrasen en una situación de 
desempleo -sin percibir ninguna prestación por esta razón- y fuesen necesarios nuevos 
ingresos para la buena marcha del hogar; pues, aunque el legislador ordene a subvenir al 
levantamiento de las cargas matrimoniales -y, erróneamente, quepa concluir lo contrario 
del artículo 35 de la Constitución-, no obliga a hacerlo trabajando porque el trabajo no 
constituye sino una actividad meramente voluntaria en nuestro país (cfr. arts. 17.1, 25.2 
                                                 
981 Por todos, vid. ALBALADEJO GARCÍA, Curso..., t. IV, cit., p. 194; LACRUZ BERDEJO et al., Elementos..., 
t. IV, cit., p. 262; BERCOVITZ RODRÍGUEZ-CANO, “Comentario...”, cit., p. 152; ROCA TRÍAS, “El règim...”, 
cit., p. 427; DESCHENAUX y STEINAUER, op. cit., p. 67; GROSSEN, op. cit., p. 21; SERRANO ALONSO, op. 
cit., p. 469. En contra, vid. DELGADO ECHEVERRÍA, El régimen..., cit., p. 364. 
982 Así lo indica REBOLLEDO VARELA, Separación..., cit., p. 434. 
983 En esta dirección, vid. HERRERO GARCÍA, op. cit., p. 580; CLEMENTE MEORO, op. cit., p. 546. En 
contra, vid. REBOLLEDO VARELA, Separación..., cit., p. 434. 
984 Vid. DELGADO ECHEVERRÍA, El régimen..., cit., p. 363; MONTÉS PENADÉS, op. cit., p. 1937; 
REBOLLEDO VARELA, Separación..., cit., p. 431-432; DORAL GARCÍA, Principios..., cit., p. 36; DE 
AMUNÁTEGUI RODRÍGUEZ, “La libertad...”, cit., p. 256; ÁLVAREZ OLALLA, “Comentarios...”, cit., p. 
1673; RIBERA BLANES, “Del régimen...”, cit., p. 888; VARELA, Direito da família, cit., p. 353; DOS 
SANTOS, Direito da família, cit., p. 290; BAUGNIET y VAN DEN EYNDE, op. cit., p. 182; TAINMONT, “La 
portée...”, cit., p. 578. 
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y 35.1 CE y 49 CP)985. En cualquier caso, la computación de las aptitudes laborales de 
ambos cónyuges como recurso económico a los efectos de dicha obligación se traduciría 
necesariamente en una mayor contribución del cónyuge desempleado -con arreglo a la 
proporcionalidad a sus recursos económicos-, obligándole indirectamente a emprender 
una actividad remunerada si no desea constituirse en deudor de un reintegro aún mayor 
en beneficio de su consorte, quien habrá anticipado cuanto a él correspondía satisfacer. 
 Las mismas consideraciones cabría trasladar sobre la obligación contributiva de 
los hijos, siempre y cuando tuviesen capacidad para trabajar. Evidentemente, conduciría 
al absurdo computar entre sus posibilidades contributivas las aptitudes para efectuar un 
trabajo cuya contratación devendría nula conforme a la legislación laboral; motivo por 
el cual solamente se tendrían en cuenta respecto de los hijos mayores de edad -a juicio 
de quienes les considerasen obligados al levantamiento de las cargas del matrimonio- y 
menores emancipados que convivieran con los cónyuges -fuesen o no comunes-, pues el 
resto de hijos menores que contasen con capacidad de obrar en este sentido tendrían que 
vivir de una manera independiente a aquéllos, y en tal caso dejarían de estar obligados a 
efectos del artículo 155.2 del Código Civil (cfr. arts. 6 y 7 ET y 319 CC)986. Solo, como 
excepción, cabría computar las aptitudes de los hijos menores de dieciséis años respecto 
de las intervenciones en espectáculos públicos que no hubieran sido efectuadas después 
de obtener la correspondiente autorización, aunque esta circunstancia teórica supondría 
elevar este asunto a unos extremos poco imaginables en la práctica (cfr. art. 6.4 ET). 
 La consideración de semejantes capacidades encontraría su principal dificultad a 
la hora de asignarles un valor determinado, en defecto de pacto; señalándose por parte 
de nuestra doctrina que la valoración de las mismas podría llevarse a cabo en atención al 
importe actualizado del sueldo o salario correspondiente al trabajo desempeñado en un 
momento anterior y, en caso de no disponer de tal referencia -por no haber desarrollado 
ninguno, por ejemplo-, en función de aquel que percibiesen otras personas con idéntica 
formación académica y experiencia profesional987. Si bien es cierto que a primera vista 
éste podría parecer un criterio inexacto -habida cuenta de la gran variedad de resultados 
que ofrecería el mercado laboral-, es sin embargo el mismo que admite la jurisprudencia 
                                                 
985 En este sentido, vid. ALBALADEJO GARCÍA, Curso..., t. IV, cit., p. 22. También DE AMUNÁTEGUI 
RODRÍGUEZ, “La libertad...”, cit., p. 257. En general, sobre la voluntariedad del trabajo, vid. MONTOYA 
MELGAR, A., Derecho del trabajo, Tecnos, 37ª edición, Madrid, 2016, pp. 38-39. 
986 Vid. MONTOYA MELGAR, op. cit., pp. 294-295. 
987 Vid. RIBERA BLANES, “Del régimen...”, cit., p. 890. 




del Tribunal Supremo a la hora de considerar el trabajo desempeñado en el hogar y que, 
según merece recordarse, toma como referencia el sueldo o salario que eventualmente 
cobraría un tercero por realizar dichas actividades (STS 14-7-2011 [RJ 2011, 5122]). 
 c) Liquidación. — La última operación de toda rendición de cuentas consiste en 
la liquidación del caudal que, a este respecto, servirá precisamente para determinar si 
las distintas aportaciones efectuadas en el levantamiento de las cargas del matrimonio se 
corresponden realmente, en términos cuantitativos, con aquellas que debieron realizarse 
durante el periodo en que se alegase una sobrecontribución compensable, en función de 
que las mismas respeten o no la regla de la proporcionalidad a los recursos económicos 
de los cónyuges, inventariados y evaluados (cfr. arts. 786.2.3 LEC y 1438 CC). En otras 
palabras, este término, liquidación, aunque frecuentemente se use con el significado de 
rendición de cuentas, conviene recordar que gramatical y jurídicamente supone hacer 
ajuste formal de una cuenta -previamente rendida entre los propios interesados-, y que 
él implica el abono del líquido que resulte a favor del que aparezca acreedor; de modo 
que la “liquidación” del régimen de separación, en este sentido, no constituiría sino una 
última fase en la rendición de cuentas aludida en el artículo 1439 del Código Civil, y de 
cuyos resultados podrá derivarse el abono de cantidades en concepto de compensación 
cuando concurra una auténtica sobrecontribución (STS 25-2-1959 [ROJ 905, 1959])988. 
 Entre la amplia variedad de circunstancias que en la práctica son susceptibles de 
generar una sobrecontribución cabría destacar, especialmente, por su frecuencia, aquella 
en la que ambos cónyuges figurasen como cuentacorrentistas con respecto a los fondos 
empleados en el ejercicio de la potestad doméstica. Recuérdese que la titularidad de los 
fondos depositados en cuentas corrientes de titularidad colectiva no necesariamente se 
corresponde con un condominio sobre los mismos y, menos aún, con una comunidad de 
bienes por partes alícuotas; los cuales pueden pertenecer a uno solo de los cónyuges, a 
ambos, a terceros, etc., atendiendo exclusivamente a su origen989. Sin embargo, cuando 
los mismos fuesen utilizados en el ejercicio de la potestad doméstica para satisfacer las 
necesidades de la familia, conviene tener en cuenta que los cónyuges están obligados a 
ello en proporción a sus respectivos recursos económicos, y puede que esta proporción 
no coincida -y con frecuencia no coincidirá, presumiblemente- con aquella que resulte 
                                                 
988 Vid. ESPINOSA JOVER, M., La rendición de cuentas en el Derecho privado, Editorial Revista de 
Derecho Privado, Madrid, 1975, p. 12. 
989 Vid. MUÑOZ PLANAS, op. cit., pp. 116-117. 
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sobre la titularidad de los fondos depositados en la cuenta empleada a tales efectos. En 
estos casos, por tanto, estaría produciéndose constantemente un derecho al reintegro de 
cantidades a favor de uno u otro cónyuge, cuando les correspondiese contribuir en una 
proporción inferior a su cuota sobre los fondos usados en las adquisiciones; y sucedería 
exactamente lo mismo cuando se tratase de cuentas corrientes de titularidad individual 
en las que cualquiera de los cónyuges figurase como autorizado con respecto al otro990. 
 La práctica de los jueces y tribunales pone de relieve que los cónyuges a menudo 
consideran cargas matrimoniales determinados gastos que no forman parte de ellas y, en 
particular, a propósito de adquisiciones de viviendas. Estos gastos serán íntegramente 
asumidos por el cónyuge adquirente debido a su peculiar naturaleza salvo en supuestos 
de adquisición conjunta, en cuyo caso jamás se satisfará conforme a la proporcionalidad 
a los respectivos recursos económicos, sino como conste en el título de adquisición. Por 
consiguiente, tratándose de una adquisición individual sufragada por ambos cónyuges 
sobre una interpretación errónea de la disciplina de las cargas matrimoniales, estaríamos 
ante una clara sobrecontribución en detrimento del cónyuge no adquirente; y, tratándose 
de una adquisición conjunta, también, salvo en el improbable caso de que los recursos 
económicos de ambos cónyuges diesen lugar a una contribución cuantitativamente igual 
a la resultante del título de adquisición, y además se mantuviera constante cuando entre 
la citada adquisición y el pago completo del precio mediase una distantia temporis. En 
mi opinión, además, cabría decirse lo mismo en ciertos casos respecto a la adquisición 
de vehículos, aunque no mientras la jurisprudencia la considere una carga matrimonial. 
 En relación a este tipo de bienes deberíamos preguntarnos además si procedería 
indemnizar al cónyuge titular por el deterioro experimentado a consecuencia de su uso y 
disfrute familiar -aplicando analógicamente lo dispuesto en sociedad de gananciales por 
el segundo párrafo del artículo 1398.2 del Código Civil-, teniendo en consideración que 
tanto la aportación de viviendas como de los vehículos automóviles a este respecto suele 
constituir uno de los métodos más habituales a la hora de cumplir con la obligación de 
subvenir al levantamiento de las cargas matrimoniales, después de la dineraria991. En mi 
opinión, sin embargo, semejante alternativa debería conciliarse en primer lugar con el 
                                                 
990 Vid. RAUCENT, op. cit., p. 309; DE AMUNÁTEGUI RODRÍGUEZ, “La libertad...”, cit., p. 207. 
991 Así lo estima DE LOS MOZOS Y DE LOS MOZOS, “Comentarios a los artículos 1411 a 1444 del Código 
Civil”, cit., pp. 365 y 372. En idéntico sentido, aunque más recientemente, vid. RAMS ALBESA, J. J., 
“Proposición del régimen de separación de bienes como régimen optativo directo”, Anuario Jurídico 
Villanueva, núm. 2, 2007, p. 143. 




régimen de separación, ya que se trata de una norma ajena a su naturaleza; y en segundo 
lugar, con la disciplina de las cargas del matrimonio. Sobre el particular, se dijo que las 
pequeñas reparaciones que exija el desgaste por el uso ordinario de la vivienda forman 
parte de las cargas del matrimonio -a la luz de la legislación arrendaticia-, de modo que 
únicamente se devengarán los reintegros correspondientes -y no indemnizaciones, como 
tal- cuando uno de los cónyuges contribuya a sufragar reparaciones que excedan de las 
citadas; y también respecto de los vehículos automóviles, aunque mientras el Tribunal 
Supremo considere que son carga matrimonial, solamente procederá el reintegro cuando 
uno de los cónyuges contribuya a su reparación por encima de lo que le corresponda992. 
 El ejercicio de la potestad doméstica también es susceptible de amparar casos de 
sobrecontribución en el levantamiento de las cargas del matrimonio cuando uno de los 
cónyuges responda subsidiariamente frente a terceros por las deudas contraídas por su 
consorte, siempre y cuando de este modo aquél supere su quantum contributivo993. Las 
dificultades que entraña este supuesto giran en torno a aquellos casos en que, el cónyuge 
que ejerce la potestad doméstica, actúe frente a terceros mostrándoles un nivel de vida 
superior a aquel que corresponde a su familia y que interviene como límite respecto de 
los actos comprendidos en ella y, por consiguiente, de la responsabilidad del consorte; o 
en otras palabras, cuando exista una disconformidad entre el nivel de vida aparente y el 
real capaz de perjudicar al consorte con motivo de su responsabilidad subsidiaria. Sobre 
el particular, algunos autores han manifestado con sumo acierto que únicamente debería 
responder el cónyuge que actúa en el tráfico jurídico sin la diligencia de un buen padre 
de familia o contra el interés de la familia, habida cuenta de que en tales circunstancias 
nos hallaríamos ante un gasto cuantitativamente extraordinario; y así es como lo prevén 
otras legislaciones (cfr. arts. 67, 1439, 1104 y 1719 CC, 220 II CCF y 166 III ZGB)994.  
 La seguridad del tráfico exigiría sin embargo que la obligación contraída en este 
contexto resultase “manifiestamente” excesiva, teniendo en cuenta, además, la buena o 
                                                 
992 Negando una indemnización por este motivo, en sentido similar al indicado, vid. DE AMUNÁTEGUI 
RODRÍGUEZ, “La libertad...”, cit., p. 249; ÁLVAREZ OLALLA, Responsabilidad..., cit., pp. 113 y 182; 
RIBERA BLANES, La contribución..., cit., p. 117; MARTÍNEZ CORTÉS, op. cit., p. 131. 
993 Por todos, vid. ALBALADEJO GARCÍA, Curso..., t. IV, cit., p. 195; PUIG FERRIOL y ROCA TRÍAS, op. 
cit., p. 140; REBOLLEDO VARELA, Separación... p. 504; TORRES LANA, op. cit., p. 1078; MASOT MIQUEL, 
“Comentarios...”, cit., p. 118; MALAURIE y AYNÈS, op. cit., p. 42; HERRERO GARCÍA, op. cit., p. 586; 
CLEMENTE MEORO, op. cit., p. 556; DE AMUNÁTEGUI RODRÍGUEZ, “La libertad...”, cit., p. 250; ARROYO 
AMAYUELAS, “Comentarios...”, cit., p. 1576; BARCELÓ DOMÉNECH, “Disposiciones...”, cit., p. 72; 
PATARIN y MORIN, op. cit., p. 31. 
994 Vid. MORALES MORENO, “Comentario...”, cit., p. 995. 
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mala fe de los terceros; de tal forma que el cónyuge potencialmente responsable en vía 
subsidiaria no podría enervar la acción dirigida contra él a menos que demostrase que el 
acreedor conocía o debía conocer la auténtica situación financiera del deudor (cfr. art. 
220 II CCF)995. En su defecto, aquél será responsable subsidiario ostentando el derecho 
a ser reintegrado a costa de este último cuando venga a mejor fortuna; acción semejante 
a aquella de la que dispone todo representado frente al representante que se extralimita 
en el ejercicio del poder de representación996. En este sentido bastaría recordar de nuevo 
la relación existente entre la potestad doméstica y la administración o gestión efectuada 
por cualquiera de los cónyuges sobre los bienes o intereses del otro -en tanto se remite a 
las disposiciones reguladoras del contrato de mandato y nos proporcionaría suficiente 
base para que el responsable subsidiario fuese indemnizado (cfr. arts. 1319, 1439, 1101, 
1718 y 1726 CC)-, pero, demostrando el carácter extraordinario del gasto asumido por 
este último, quizá debiera acudirse a las reglas del pago por tercero (cfr. art. 1158 CC). 
 El último ejemplo de sobrecontribución que cabe traer a colación con motivo de 
la rendición de cuentas tiene su origen en la administración o gestión llevada a cabo por 
uno de los cónyuges sobre los frutos de los bienes del otro y que -según expresa nuestro 
legislador en el artículo 1439 del Código Civil- no habría lugar a devolución, salvo que 
se demostrase que los mismos fueron percibidos y consumidos en atenciones distintas 
del levantamiento de las cargas del matrimonio. En este caso, se produciría un evidente 
enriquecimiento injustificado -salvo que se acreditase el ánimo de liberalidad- en tanto 
nuestro ordenamiento jurídico no prevé ninguna disposición similar al artículo 164 del 
Código Civil suizo, y en cuya virtud se confiriese al cónyuge dedicado al hogar y a los 
hijos el derecho a percibir -regularmente, a modo de peculium filiae- de su consorte un 
montante de libre disposición para gastos ajenos al levantamiento de dichas cargas. Sin 
embargo, aun cuando tales frutos se destinasen a levantar dichas cargas -según presume 
nuestro legislador, influido, quizá, por el funcionamiento de la sociedad de gananciales 
o por el de los antiguos bienes parafernales-, es posible que se dé una sobrecontribución 
cuando el cónyuge administrado o gestionado ya hubiese contribuido de otro modo997. 
 
                                                 
995 En esta dirección, vid. MONTÉS PENADÉS, op. cit., p. 1948; REBOLLEDO VARELA, Separación..., cit., 
pp. 497-502; VAREILLE, op. cit., pp. 17-18. 
996 Así lo apunta GÓMEZ POMAR, op. cit., pp. 86-87. 
997 Vid. DE AMUNÁTEGUI RODRÍGUEZ, “La libertad...”, cit., p. 227. 




E) La extinción del régimen de separación de bienes 
 El derecho a obtener una compensación como consecuencia del desarrollo de los 
cometidos domésticos surgirá, si procede, a la extinción del régimen de separación (art. 
1438 CC). Ello se producirá mediante el divorcio o separación legal de los consortes -en 
cuanto que la sentencia firme, el decreto firme o la escritura pública que formalicen el 
convenio regulador, en su caso, producirán, respecto de los bienes del matrimonio, la 
disolución o extinción del régimen económico matrimonial-, la muerte o declaración de 
fallecimiento de al menos uno de ellos -en la medida en que el matrimonio se disuelve, 
sea cual fuere la forma y el tiempo de su celebración, por estas razones-, la declaración 
de nulidad matrimonial o, también, en último lugar, tras ser sustituido por otro régimen 
económico a través el correspondiente acuerdo en las capitulaciones matrimoniales (cfr. 
arts. 95 y 85 CC). No obstante, por su importancia, habida cuenta de la frecuencia con 
que suelen producirse en la práctica, el estudio de las causas de extinción del régimen de 
separación ha de comenzarse necesariamente por las llamadas “crisis matrimoniales”.  
 a) El divorcio. — La estadística advierte que hoy en día los matrimonios suelen 
disolverse principalmente como consecuencia del divorcio -recogiéndose en los últimos 
años unas cifras que oscilan entre los 95.000 y 100.000 anuales-, constituyendo, de este 
modo, la principal causa de extinción del régimen de separación. Sin embargo, también 
es cierto que tres cuartas partes de los divorcios decretados durante los últimos años se 
tramitaron de mutuo acuerdo y no de forma contenciosa. Ello significa que el derecho a 
percibir una compensación por el trabajo desempeñado en el hogar se habrá recogido en 
los respectivos convenios reguladores -en cuyo caso su determinación quedaría fuera de 
esta sede, debiendo contemplarse los presupuestos correspondientes a su fijación en vía 
convencional-, excepto que en ellos se conviniera expresamente posponer la liquidación 
del régimen económico-matrimonial (cfr. art. 90 e) CC)998. En cualquier caso, el motivo 
que justifica el tratamiento separado del divorcio como causa de extinción del régimen 
de separación, se debe a la deficiente regulación que ha sido recientemente obtenida por 
la acción de divorcio a raíz de la ley, de 2 de julio de 2015, de jurisdicción voluntaria. 
 Según la legislación vigente se decretará judicialmente el divorcio, cualquiera 
que sea la forma de celebración del matrimonio, a petición de uno solo de los cónyuges, 
                                                 
998 Sobre estos datos estadísticos, consúltese las notas de prensa del Instituto Nacional de Estadística 
sobre nulidades, separaciones y divorcios, correspondientes a los años 2013, 2014, 2015 y 2016. 
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de ambos o de uno con el consentimiento del otro, cuando concurran los requisitos y 
circunstancias exigidos en el artículo 81 del Código Civil con respecto a la separación 
legal -motivo por el que las siguientes explicaciones podrían trasladarse a esta causa de 
extinción del régimen de separación, aunque, a mi juicio, conviene traer aquí debido a la 
mayor trascendencia que en la actualidad manifiesta el divorcio sobre la misma-, y sin 
perjuicio de que además pueda lograrse de mutuo acuerdo (cfr. arts. 86 y 87 CC)999. Sin 
embargo, según su rigor literal, de la nueva redacción del citado artículo 81 del Código 
Civil podría desprenderse que nadie pudiera solicitar la disolución de su matrimonio en 
vía judicial, salvo cuando existiesen hijos menores no emancipados o con la capacidad 
modificada judicialmente, porque es éste el único supuesto de hecho del que parte. Ello 
supondría que, en caso de no contar con el consentimiento del consorte -para tramitar el 
divorcio de mutuo acuerdo-, y tampoco concurrir hijos menores no emancipados o con 
la capacidad modificada judicialmente, no podría pedirse la disolución del matrimonio.  
 Esta interpretación traería consigo fatales consecuencias en tanto supondría una 
manifiesta e inexplicable vulneración de algunos derechos constitucionales tales como 
el de libre desarrollo de la personalidad, el de igualdad ante la ley, el de libertad o el de 
no contraer matrimonio (cfr. arts. 1.1, 9.2, 10, 14, 17.1, 32.1 CE). Por ello, será preciso 
realizar una interpretación teleológica y considerar que, aquello que nuestro legislador 
quiso hacer, no fue tanto privar de la acción de divorcio en defecto de hijos menores no 
emancipados o con la capacidad modificada judicialmente -hecho que fácilmente cabría 
calificar de inconstitucional-, como establecer en su lugar que en estos casos no pueda 
tramitarse de otro modo y, para salvaguardar los intereses de tales sujetos, siempre deba 
acudirse a la autoridad judicial competente. Lo contrario sería avanzar en una dirección 
opuesta a aquella que paulatinamente ha sido adoptada en nuestro país por el curso de 
los acontecimientos, pues, dos décadas después de permitirse el divorcio -con la ley de 
7 de julio de 1981-, no solo permanece con pleno vigor sino que además se ha facilitado 
su obtención mediante la supresión del sistema causal sobre el que fue originariamente 
construido, con motivo de la ley de 8 de julio de 2005. No obstante, para eludir cualquier 
incertidumbre, quizá debiera modificarse nuevamente el artículo 81 del Código Civil. 
 b) La separación. — La separación legal de los consortes alberga una dificultad 
añadida -con respecto a aquella que fue tratada anteriormente, y que tendría lugar por la 
                                                 
999 En los últimos años, las sentencias de separación apenas representan el 5% de las crisis matrimoniales 
tramitadas judicialmente, según se extrae de los informes estadísticos citados en la nota anterior. 




propia reforma del artículo 81 del Código Civil- en torno a los efectos jurídicos que han 
de desprenderse de la misma sobre el régimen de separación. Piénsese que, mientras del 
primer párrafo del artículo 95 del Código Civil se seguiría su extinción, el artículo 1435 
del referido cuerpo legal no prevé la entrada en vigor de un nuevo régimen económico- 
matrimonial; tal y como hace frente a la disolución de la sociedad de gananciales y del 
régimen de participación (cfr. art. 1435.3 CC). Podría entonces estimarse que el régimen 
de separación permaneciera vigente entre los cónyuges separados legalmente; según se 
extraería, además -a juicio de cierto sector doctrinal-, del artículo 1443 del Código Civil 
en tanto el mismo presupone su conservación cuando declara que no se alterará por la 
reconciliación de los cónyuges en caso de separación (SSAP Granada 3-11-1997 [AC 
1997, 2235]; 5-12-2000 [JUR 2001, 64637]; Zaragoza 20-5-2005 [ROJ 1385, 2005])1000. 
 La jurisprudencia considera a este respecto que en caso de separación subsiste el 
matrimonio y ello hace necesario un régimen económico, aunque semejante afirmación 
no significa a mi juicio que el citado régimen deba ser necesariamente alguno de los que 
son tipificados por nuestro legislador, máxime, cuando la norma contenida en el artículo 
1443 del Código Civil podría estar únicamente dirigida a la disolución de los regímenes 
de gananciales o de participación -ex artículo 1435.3 del mismo cuerpo legal- (STS 14-
4-1992 [RJ 1992, 10724]). En mi opinión, por tanto, el régimen de separación quedaría 
definitivamente disuelto tras la separación legal de los consortes; circunstancia que nos 
conduciría ante una manifiesta “situación” de separación de bienes -según los términos 
que fueron expresados en páginas anteriores-, y cuyo régimen económico descansaría en 
las medidas establecidas por los artículos 90 y siguientes del Código Civil. El Tribunal 
Supremo, hace algunos años, reparó muy brevemente en esta alternativa para concluir el 
mantenimiento del régimen de separación tras la separación legal de los consortes (STS 
14-4-1992 [RJ 1992, 10724]). Sin embargo, motivado quizá por su escasa acogida entre 
la jurisprudencia menor, ha apostado recientemente por la solución contraria estimando 
su completa disolución por este motivo (STS 11-12-2015 [RJ 2015, 5414])1001. Ello no 
                                                 
1000 Partícipe de esta opinión, vid. ROCA TRÍAS, “Comentarios...”, cit., pp. 601-602. También, aunque más 
recientemente, vid. CUENA CASAS, “Comentarios...”, cit., pp. 10095-10096. 
1001 Sostienen esta posición RAMS ALBESA, “Proposición...”, cit., p. 148; GARCÍA CANTERO, 
“Régimen...”, cit., p. 590; RAGEL SÁNCHEZ, Estudio..., cit., pp. 418 y 428; SERRANO ALONSO, op. cit., p. 
470; ARROYO AMAYUELAS, “Comentarios...”, cit., p. 1573; ASUA GONZÁLEZ, “El régimen...”, cit., pp. 
51-52; ÁLVAREZ OLALLA, “El régimen...”, cit., p. 198; MORENO-TORRES HERRERA, op. cit., p. 124 y n. 
23; VILA RIBAS, C., “Separación de bienes”, en MONTOYA MELGAR, A. (dir.), Enciclopedia Jurídica 
Básica, v. IV, Civitas, Madrid, 1995, p. 6189; GONZÁLEZ DEL POZO, “La compensación...”, cit., pp. 43-
44. 
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dejaría de ser, sin embargo, una alternativa problemática, porque, tras la reconciliación 
de los consortes, el régimen de separación no quedaría restaurado (cfr. art. 1443 CC). 
 c) La nulidad. — Los efectos jurídicos derivados de una declaración de nulidad 
se retrotraen a la fecha de celebración del matrimonio, disolviéndolo, como si jamás se 
hubiera contraído, y extinguiendo consecuentemente el régimen económico que en cada 
caso resultase de aplicación; motivo por el cual habría de considerarse a aquélla como 
una causa de extinción del régimen de separación. Sin embargo, hay que tener en cuenta 
a este respecto que el matrimonio nulo puede ser declarado putativo si fue celebrado de 
buena fe al menos por uno de los contrayentes, en cuyo caso la eventual declaración de 
nulidad no invalidará los efectos ya producidos respecto de los hijos y del contrayente o 
contrayentes de buena fe (art. 79 CC). En tal caso, estima acertadamente la doctrina que 
no podrá pedirse lo invertido en el levantamiento de las cargas del matrimonio; aunque 
nada lo impediría con respecto al valor de aquellas cantidades con que eventualmente se 
hubieran atendido dichas cargas en una medida superior a la correspondiente -como ha 
entendido la más alta jurisprudencia francesa-, a través de los derechos de reintegro que 
procedan o por medio de una compensación por el trabajo desempeñado en el hogar1002. 
 La buena o mala fe del cónyuge cuyo matrimonio se declare nulo no solo guarda 
relevancia a los efectos descritos, sino también para sancionar la conducta de quien obre 
dolosamente en el momento de su celebración. En este sentido, señala el artículo 95 del 
Código Civil -después reiterado en el artículo 1395 del mismo, respecto a la sociedad de 
gananciales- que, si la sentencia de nulidad -del matrimonio, entiéndase- declarara la 
mala fe de uno solo de los cónyuges, el que hubiere obrado de buena fe podrá optar por 
aplicar en la liquidación del régimen económico matrimonial -en nuestro caso, para la 
compensación- las disposiciones relativas al régimen de participación y el de mala fe 
no tendrá derecho a participar en las ganancias obtenidas por su consorte. Es obvio 
que esta norma no será necesaria en sede de separación de bienes porque con la simple 
apreciación del matrimonio putativo, a favor del cónyuge de buena fe, el de mala fe no 
tendría derecho a compensación alguna por su actividad doméstica (cfr. art. 79 CC)1003.  
                                                 
1002 Partícipe de la opinión descrita, vid. RAGEL SÁNCHEZ, Estudio..., cit., p. 141. Por otro lado, en lo que 
respecta a la jurisprudencia francesa, en torno al matrimonio putativo, vid. Cass. Civ. 1re, 15-3-1960. 
1003 En este sentido apunta precisamente MOREU BALLONGA, J. L., “La sanción del artículo 95, párrafo 
2.º, a la mala fe en el matrimonio nulo”, Revista de Derecho Notarial, núm. 123, enero-marzo, 1984, p. 
430. 




 d) La muerte o declaración de fallecimiento. — La disolución del matrimonio se 
produce, además, junto con el divorcio y la nulidad del mismo, con ocasión de la muerte 
o declaración de fallecimiento de al menos uno de los cónyuges; hechos que determinan 
tanto la apertura de la sucesión como la extinción del régimen económico (cfr. arts. 85, 
657 y 196 I CC). Es posible que, en tal caso, y siendo éste el de separación de bienes, el 
cónyuge supérstite tuviera derecho a percibir una compensación por el trabajo efectuado 
en el hogar durante su vigencia -siempre y cuando concurriesen sus requisitos-, frente a 
quienes fueran llamados a la sucesión a título de herederos, y viceversa -como también 
sucedería con respecto a la obligación de rendir cuentas que tuviese lugar con motivo de 
los artículos 1439 y 1720 del Código Civil- (SSAP Islas Baleares 11-6-2014 [AC 2014, 
1236]; Barcelona 19-7-2010 [JUR 2010, 387865]; 18-11-1996 [AC 1996, 2152])1004. En 
la práctica, sin embargo, este supuesto sería susceptible de generar una gran litigiosidad 
en el caso de segundos matrimonios -y añadida, además, a la de una hipotética reserva 
binupcial- con respecto a los cuales no concurriera una buena relación personal entre el 
cónyuge supérstite y los herederos del premuerto o declarado fallecido; aunque nuestra 
jurisprudencia aún no ha proporcionado suficientes ejemplos (cfr. arts. 968 y 969 CC). 
 Los herederos, no obstante, ocuparán siempre una difícil posición con respecto a 
los hechos que en tales circunstancias les correspondiera acreditar para enervar la acción 
interpuesta contra ellos por el cónyuge supérstite, así como para fundamentar también la 
que en caso contrario entablasen frente al mismo -por el trabajo que su causante hubiera 
desarrollado en el seno doméstico-, pues, evidentemente, el levantamiento de las cargas 
del matrimonio y su contabilidad económica son cuestiones que frecuentemente quedan 
reservadas a la intimidad personal de los consortes y a las cuales, por tanto, no tendrán 
aquéllos un fácil acceso. Nuestro legislador fue consciente de esta realidad en la medida 
en que, hasta entrar en vigor la ley de 24 de octubre de 1983, el antiguo artículo 283 del 
Código Civil establecía expresamente -con respecto a la justificación de las cuentas de 
la tutela- que tan “solo podrá excusarse la justificación de los gastos menudos de que un 
diligente padre de familia no acostumbra a recoger recibos”. Sin embargo, dicha excusa 
no podría trasladarse al régimen jurídico de una compensación por el trabajo doméstico 
que fuese configurado conforme a un modelo restitutivo -excepto que los consortes se 
hubieran dispensado de la obligación de rendirse cuentas-, porque, precisamente, éste se 
apoya nada menos que en la justificación de dichos gastos para concederla o denegarla. 
                                                 
1004 Vid. ALBALADEJO GARCÍA, Derecho..., t. II, cit., pp. 83-85. 
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 e) El pacto capitular con efectos extintivos. — Estableciéndose categóricamente 
en nuestra legislación actual que el régimen económico del matrimonio será el que los 
cónyuges estipulen en capitulaciones matrimoniales, y añadiéndose después que en las 
mismas podrán los otorgantes estipular, modificar o sustituir el régimen económico de 
su matrimonio; quizá quepa considerar que el régimen de separación se extingue cuando 
los cónyuges convengan un régimen económico distinto -como se dispone expresamente 
respecto de la sociedad de gananciales y el régimen de participación-, aunque sobre este 
extremo guarde silencio nuestro legislador (cfr. 1315, 1325, 1392.4 y 1415 CC). Para 
ello, evidentemente, bastaría con acudir a la analogía, pero a mi juicio podrían obtenerse 
los mismos efectos a través de las reglas generales en materia de novación, toda vez que 
para que una obligación quede extinguida por otra que la sustituya, es preciso que así 
se declare terminantemente -en los mismos capítulos matrimoniales, en nuestro caso-, o 
que la antigua y la nueva sean de todo punto incompatibles, encontrándonos entonces 
ante el supuesto recogido por el artículo 1203.1 del Código Civil (cfr. art. 1204 CC)1005. 
 Esta solución nos obligaría necesariamente a tener en consideración la distinción 
doctrinal entre novación modificativa y extintiva, para determinar ante qué supuesto nos 
encontramos, de modificación o extinción, cuando los cónyuges no lo declaren de forma 
terminante en sus capítulos matrimoniales; aunque, a mi juicio, extraeríamos fácilmente 
la respuesta en la medida en que las disposiciones reguladoras de dichos instrumentos 
disciernen por sí mismas entre modificar y sustituir el régimen económico-matrimonial 
aplicable en cada caso concreto -tal y como se observa con claridad en los artículos 9.3 
y 1325 del Código Civil-, y se aprecian también efectos extintivos cuando se dispone en 
sociedad de gananciales que la misma concluirá de pleno derecho cuando los cónyuges 
convengan un régimen diferente -igual que acontece para el régimen de participación ex 
artículos 1415 al 1392.4 del Código Civil- (STS 8-10-1990 [RJ 1990, 7482]). Y es que, 
a mayor abundamiento, el ordenamiento jurídico español no contempla dos regímenes 
económico-matrimoniales que sean simultáneamente compatibles entre sí -como por el 
contrario hace el italiano, a propósito del fondo patrimonial-, concurriendo de este modo 
una incompatibilidad total en los términos exigidos con respecto a la novación extintiva 
tácita del artículo 1204 del Código Civil (STS 28-12-2000 [RJ 2000, 10382]). Por estas 
razones, quizá, lograríamos una auténtica novación extintiva en caso de sustitución del 
                                                 
1005 Estimando también que este pacto constituye una novación, vid. PALÁ MEDIANO, op. cit., pp. 336-
337. 




régimen, y una novación modificativa, cuando tan solo fuesen alterados ciertos aspectos 
del mismo, distinguiéndose así los términos usados en el artículo 1325 del Código Civil. 
 La incertidumbre que suscita distinguir entre novación modificativa o extintiva 
sería mayor cuando los cónyuges, en capitulaciones matrimoniales, hiciesen depender la 
continuidad del régimen de separación del cumplimiento de una condición resolutoria o 
término final, según se considerase o no la eficacia retroactiva del régimen económico-
matrimonial surgido como consecuencia necesaria de la extinción de aquél. Sobre este 
particular, y a efectos de garantizar la seguridad del tráfico, es lógico y admisible que tal 
retroactividad tenga como límite los derechos ya adquiridos por los terceros, quienes en 
ningún momento han de soportar las consecuencias que eventualmente se deriven de los 
acuerdos celebrados por los cónyuges en su propio perjuicio, operando respecto a éstos 
como si de una mera sucesión de regímenes se tratase (cfr. arts. 1257 y 1317 CC)1006. Sin 
embargo, no falta la opinión de quien en todo caso considera desafortunado establecer la 
retroactividad del nuevo régimen económico-matrimonial, no solo ad extra, sino incluso 
entre los propios consortes, pues, en algunas ocasiones, cualquiera de ellos podría verse 
perjudicado a causa de ello con respecto al tiempo transcurrido (cfr. art. 1713.2 CCP)1007. 
 En relación con este asunto aún conviene detenerse en aquellos supuestos en que 
la sociedad de gananciales se disuelva a causa de una ejecución forzosa sobre bienes de 
esta misma índole, y en cuyo caso se aplicará el régimen de separación de bienes, salvo 
que, en el plazo de tres meses, el cónyuge del deudor opte en documento público por el 
comienzo de una nueva sociedad de gananciales (cfr. arts. 1373 y 1374 CC). Piénsese 
que, el ejercicio de esta facultad, podría significar que la nueva sociedad de gananciales 
comenzase a regir de forma retroactiva inmediatamente después de que la anterior fuera 
disuelta a consecuencia del embargo, sin que el régimen de separación de bienes hubiera 
llegado a cobrar vigencia y, por ende, a extinguirse, según el valor que en cada opinión 
se le confiera al inciso “salvo que”1008. En caso contrario, sin embargo, no hay duda de 
que el susodicho régimen de separación de bienes nacería y se extinguiría después, pero 
no por un acuerdo capitular, sino por cualquier documento público -ya fuera notarial o 
judicial-, y en tal caso habría que preguntarse además si tras la disolución de la sociedad 
                                                 
1006 En este sentido, vid. ALGARRA PRATS, op. cit., p. 217. 
1007 Vid. BERCOVITZ RODRÍGUEZ-CANO, “Retroactividad...”, cit., pp. 12-13. 
1008 A favor de dicha retroactividad se manifiestan TORRES LANA, op. cit., p. 971; TORRALBA SORIANO, 
“Comentarios...”, cit., p. 1759. Sin embargo, sostienen la opinión contraria RAGEL SÁNCHEZ, Estudio..., 
cit., p. 428; MARTÍNEZ VÁZQUEZ DE CASTRO, op. cit., p. 138. 
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de gananciales entra en vigor un auténtico “régimen” de separación o tan solo una mera 
“situación” de separación -según la distinción realizada en otras ocasiones a lo largo del 
presente trabajo-, al hallarnos ante el supuesto del artículo 1435.3 del Código Civil1009. 
F) El ejercicio dentro del plazo de prescripción 
 Las características de las acciones dirigidas a liquidar los regímenes económico-
matrimoniales dependerán en todo caso de la naturaleza jurídica de éstos. Es lógico, por 
tanto, sustentar la imprescriptibilidad de las acciones tendentes a liquidar los de signo 
comunitario sobre la acción de partición de herencia -considerando la remisión realizada 
por el artículo 1410 del Código Civil, para la sociedad de gananciales- o sobre las reglas 
generales con arreglo a las cuales ningún copropietario estará obligado a permanecer 
en la comunidad (cfr. arts. 400, 1051, 1410 y 1965 CC)1010. Sin embargo, en los de signo 
participativo, es acertada la opinión de quienes sostienen la existencia de una duplicidad 
de acciones apoyándose en la distinción efectuada por el artículo 1972 del Código Civil: 
una primera, de liquidación, tendente a determinar quién deviene acreedor del crédito de 
participación; y, una segunda, de cobro, dirigida a hacer efectivo el pago del mismo (cfr. 
1578 CCF)1011. Éste sería, desde luego, el régimen jurídico que resultaría de aplicación a 
la compensación del trabajo doméstico cuando, su configuración, respondiese al modelo 
participativo; aunque nada impediría, en mi opinión, su traslado hacia el de restitución. 
En cuanto concierne a la acción tendente a liquidar el régimen de separación que 
aquí interesa -y determinar así la compensación que corresponda por el trabajo realizado 
en el hogar-, merece traer a colación cómo la misma ha gozado siempre de un plazo de 
prescripción extraordinariamente generoso en comparación con el que suelen atribuirle 
otros ordenamientos jurídicos -de cinco, tres y dos años, según los casos-, en cuanto su 
ejercicio se encontraba sometido al general de quince años debido al silencio de nuestro 
legislador sobre el particular (cfr. arts. 15.2 LREMV, 232-11.2 CCCat, 1578 IV CCF y 
1401 CCH). Es evidente que el transcurso del tiempo para el ejercicio de esta acción iría 
en detrimento de las oportunidades de las partes con respecto a la prueba y que, cuanto 
                                                 
1009 Respecto a la forma documental, mantienen la misma posición REBOLLEDO VARELA, 
“Comentarios...”, cit., p. 9721; RIVERA FERNÁNDEZ, op. cit., p. 2483. Sosteniendo que este supuesto en-
caja en el precepto citado, vid. DE LOS MOZOS Y DE LOS MOZOS, “Comentarios a los artículos 1411 a 
1444 del Código Civil”, cit., p. 332. 
1010 Vid. PILLEBOUT, op. cit., p. 62. 
1011 En este sentido, vid. MORALES MORENO, “Comentarios...”, cit., p. 1893; DE LOS MOZOS Y DE LOS 
MOZOS, “Comentarios a los artículos 1411 a 1444 del Código Civil”, cit., p. 274; ALGARRA PRATS, op. 
cit., pp. 318 y 329; CABEZUELO ARENAS, “Comentarios...”, cit., p. 10074. 




más se demorase el citado plazo de prescripción, mayores serían las dificultades que las 
mismas tendrían que soportar sobre este ámbito. Por este motivo, es digno de alabar que 
la reforma operada mediante la ley 42/2015, de 5 de octubre, de modificación de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil, haya disminuido dicho plazo en dos terceras partes señalando 
en su lugar que las acciones personales que no tengan plazo especial prescriben a los 
cinco años (cfr. art. 1964.2 CC). Este plazo, por tanto, computará en nuestro caso desde 
que se extinga el régimen de separación ex artículos 1438 y 1969 del Código Civil1012. 
 La compensación del trabajo doméstico se apartaría de este modo del régimen de 
prescripción aplicable con respecto a los otros derechos de reintegro que eventualmente 
correspondiesen entre los consortes como consecuencia de una contribución excesiva de 
cualquiera de ellos en el levantamiento de las cargas del matrimonio -y materializada en 
una forma distinta a la asunción de los cometidos domésticos-, cuyo plazo no empezaría 
a contar desde la extinción del régimen de separación sino desde el mismo momento en 
que se acreditase la concurrencia de aquella sobrecontribución. Esta especialidad tendría 
la ventaja de suspender el plazo de prescripción constante el matrimonio -excepto en los 
casos en que el régimen de separación se extinga como consecuencia de su sustitución 
en capitulaciones matrimoniales-, tal y como acontecería a propósito del artículo 121-16 
b) del Código Civil de Cataluña. Sin embargo, también contaría con el inconveniente de 
fomentar la demanda de cantidades que durante el matrimonio se invirtieron sin ánimo 
de reintegro y que, previsiblemente, aparecería después ante una crisis matrimonial1013. 
 La determinación del momento a partir del cual sean exigibles los reintegros que 
eventualmente correspondan entre los consortes ha dividido a la doctrina, entre quienes 
consideran que se trata de una cuestión que ha de diferirse a la liquidación del régimen 
económico del matrimonio, y quienes, sin embargo, sostienen la solución contraria. Esta 
discusión acusa especial relevancia en los regímenes económico-matrimoniales de signo 
comunitario y, con respecto a los cuales, no solo entrarían en juego los intereses de cada 
uno de los cónyuges, sino también los de terceros acreedores; motivo por el que nuestro 
legislador da prioridad a estos últimos en la liquidación de la sociedad de gananciales 
cuando señala que, una vez pagadas las deudas y cargas de la sociedad se abonarán las 
                                                 
1012 Sobre estos extremos, vid. MORALES MORENO, “Comentarios...”, cit., p. 1894; DE LOS MOZOS Y DE 
LOS MOZOS, “Comentarios a los artículos 1411 a 1444 del Código Civil”, cit., p. 274; CABEZUELO 
ARENAS, “Comentarios...”, cit., p. 10074; DE LEÓN ARCE, op. cit., p. 252; ÁLVAREZ-SALA WALTHER, “El 
crédito...”, cit., p. 1259. 
1013 En este sentido, vid. GUILARTE GUTIÉRREZ, “La necesidad...”, cit., pp. 18-19 (n. 4) y 42. 
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indemnizaciones y reintegros debidos a cada cónyuge hasta donde alcance el caudal 
inventariado (art. 1403 CC). Sin embargo, no habiendo en el régimen de separación una 
tercera masa común de activos patrimoniales dirigida a satisfacer determinados intereses 
de terceros, tampoco hay inconveniente en admitir que el derecho de reintegro generado 
a lo largo de su vigencia será exigible desde luego -a la luz del artículo 1113 del Código 
Civil-, y no desde que el mismo se extinga definitivamente -a tenor del artículo 1438 del 
citado cuerpo legal-, en cuyo caso se extraería un dies a quo diferente para el reintegro y 
la compensación oportuna por el trabajo doméstico (cfr. arts. 1676.3 y 1697.1 CCP)1014. 
 La acción dirigida a liquidar el régimen de separación mediante la compensación 
por el trabajo desempeñado en el hogar todavía albergaría incertidumbre en torno a una 
última cuestión, y ésta no es otra que determinar si su plazo de ejercicio es un auténtico 
supuesto de prescripción en sentido estricto o si, por el contrario, se trata más bien de un 
caso de caducidad. Esta última es la figura que, sin embargo, suele operar con respecto a 
aquellas facultades que otorgan a sus titulares la capacidad para transformar la realidad 
constituyendo, modificando o extinguiendo situaciones jurídicas y que son conocidas 
por la doctrina como “poderes de configuración jurídica”1015. Un ejemplo de los mismos 
reside en el derecho que ostentan los hijos para exigir a sus progenitores una rendición 
de cuentas por la oportuna administración efectuada sobre sus bienes, una vez finalizada 
la patria potestad; y ello aunque el legislador mencione expresamente que se trata de un 
plazo de prescripción (cfr. art. 168 I CC)1016. Es obvio que el ejercicio de este derecho 
sería susceptible de generar nuevas relaciones jurídicas cuando de las cuentas rendidas 
surgieran obligaciones crediticias entre los interesados y, también lo sería, por tanto, su 
consideración como poder de configuración jurídica. Esto significaría que, tratándose la 
compensación por el trabajo doméstico de otro caso de rendición de cuentas que pudiera 
engendrar una nueva relación crediticia entre cónyuges o excónyuges -y al igual que en 
                                                 
1014 Manteniendo esta opinión, vid. DÍEZ-PICAZO Y PONCE DE LEÓN, “Comentarios...”, cit., p. 1505; ASUA 
GONZÁLEZ, “La compensación...”, cit., p. 1107; CABANILLAS SÁNCHEZ, op. cit., p. 1229; DE OLIVEIRA, 
G. Freire Falcão, “Anotação ao acórdão de 8 de julho de 1999 do Tribunal da Relação de Lisboa”, Revista 
de Legislação e de Jurisprudência, núms. 3911-3912, junio-julio, 2000, p. 94; MARTÍNEZ CORTÉS, op. 
cit., p. 139; ÁLVAREZ OLALLA, Responsabilidad..., cit., p. 105; TUR FAÚNDEZ, El derecho..., cit., p. 112. 
1015 Tomo esta definición de BOSCH CAPDEVILA, E., “Caducitat d’accions i altres poders jurídics”, en 
VAQUER ALOY, A. y LAMARCA MARQUÉS, A. (eds.), Comentari a la nova regulació de la prescripció i la 
caducitat en el Dret civil de Catalunya, Atelier, Barcelona, 2005, p. 295. 
1016 Por todos, vid. BADOSA COLL, F., “Els fets jurídics. El pas del temps i els efectes jurídics que 
produeix”, en BADOSA COLL, F. (dir.), MARSAL GUILLAMET, J. (coord.), Manual de Dret civil català, 
Marcial Pons, Madrid, 2003, p. 128. 




el supuesto anterior-, su catalogación también podría responder a los referidos poderes 
de configuración jurídica haciendo que su plazo se sujetara a un régimen de caducidad. 
 El interés de esta hipótesis no subyace solo en su dimensión teórica sino también 
en los efectos que en la práctica pudieran derivarse como consecuencia de optar por una 
u otra alternativa. Por un lado, a mi juicio, cabría alegar que la no interrupción del plazo 
de caducidad entraña una gran ventaja frente a la prescripción en cuanto las dificultades 
surgidas con respecto a la prueba no se verían sucesivamente agravadas por el hecho de 
dilatar la liquidación del régimen de separación a través de la interrupción del plazo de 
prescripción; extremo que adquiriría una relevancia acuciante cuando dicho régimen se 
extinguiese a causa de la muerte o declaración de fallecimiento, pues, en tales casos, los 
herederos no solo tendrían que afrontar mayores dificultades para probar una hipotética 
sobrecontribución en el levantamiento de las cargas del matrimonio -según se ha tenido 
ocasión de señalar anteriormente-, sino que tampoco podrían determinar completamente 
el caudal relicto hasta que se liquidase la compensación correspondiente por el trabajo 
desempeñado en el hogar. Por otro lado, además, también resultaría favorable optar por 
la caducidad en tanto ésta permitiría su apreciación de oficio por la autoridad judicial. 
IV. CUANTIFICACIÓN 
 La cuestión más polémica que en la práctica suscita el estricto cumplimiento por 
parte de jueces y tribunales de la doctrina jurisprudencial de nuestro Tribunal Supremo 
se manifiesta, probablemente, en torno a los métodos que son utilizados por éste para el 
para el cálculo de la cuantía que finalmente corresponda en concepto de compensación 
por la asunción del trabajo doméstico. Su recepción por la jurisprudencia menor ha dado 
lugar a que se consolide una situación de tal gravedad que solo se comprende cuando se 
tienen en cuenta las desorbitadas cantidades que usualmente son reconocidas en base al 
artículo 1438 del Código Civil. Este hecho constituye el principal argumento a la hora 
de sugerir un cambio de rumbo en la interpretación de este precepto hacia el modelo de 
restitución de un enriquecimiento injustificado y a cuyos efectos convendría considerar 
las pautas que se detallan a continuación, en torno a la cuantificación de dicho derecho y 
en cuanto atañe a su actualización, y discernir, además -a la luz de la incertidumbre que 
genera la normativa catalana sobre el particular-, entre los distintas clases de interés que 
son susceptibles de devengarse en cada caso como consecuencia de su reconocimiento. 
 




 La configuración de la compensación del trabajo doméstico conforme al modelo 
de restitución de un enriquecimiento injustificado tiene como ventaja el no dar ocasión a 
discrecionalidad alguna a la hora de determinar su cuantía, pues, evidentemente, ésta no 
será sino aquella que pueda resultar de las cuentas rendidas entre los propios interesados 
mediante el juego de la acción-excepción que, en su caso, gobernaría el correspondiente 
proceso. Ello se explica precisamente por el principio que sirve de inspiración al modelo 
señalado en la medida en que, mediante una acción por enriquecimiento injustificado, la 
cuantía de la prestación no podría superar las ventajas experimentadas por el accipiens a 
costa del tradens, ni mucho menos alcanzar aquellas otras que el aquél hubiera podido 
obtener gracias a lo que éste le proporcionase injustificadamente, por ejemplo, mediante 
una inversión1017. Es preciso, por tanto, no transgredir este límite para atacar el resto del 
patrimonio del deudor -a efectos de determinar el quantum de la compensación-, no solo 
porque así resultase del modelo de restitución, sino porque ello ayudaría a conservar con 
mayor fidelidad la incomunicación patrimonial inherente al régimen de separación1018. 
 La aplicación de la doctrina del enriquecimiento injustificado a la compensación 
del trabajo invertido en el hogar tendría por tanto el efecto de limitar su cuantificación a 
la cantidad que concurriera entre el enriquecimiento y empobrecimiento experimentados 
de manera correlativa por cada uno de los patrimonios en conflicto, no habiendo margen 
para la equidad1019. Es evidente que ambos fenómenos habrían de subsistir al tiempo de 
presentar la demanda o, de lo contrario, el ejercicio de la acción podría acabar causando 
un nuevo enriquecimiento injustificado1020. Por este motivo, convendría tener en cuenta 
aquellas compensaciones que circunstancialmente pudiesen haber tenido lugar entre los 
consortes constante el régimen de separación de bienes y que, más adelante, con motivo 
de su extinción, deviniesen imputables al pago de la compensación debida por el trabajo 
doméstico, según llegó a apreciar el Tribunal Supremo (STS 31-1-2014 [RJ 2014, 813]). 
                                                 
1017 Vid. LACRUZ BERDEJO, J. L., “Notas sobre el enriquecimiento sin causa”, Revista Crítica de Derecho 
Inmobiliario, núm. 472, mayo-junio, 1969, pp. 571 y 602. 
1018 En igual sentido, vid. NÚÑEZ LAGOS, R., El enriquecimiento sin causa en el Derecho español, Reus, 
Madrid, 1934, p. 110. 
1019 Vid. ÁLVAREZ CAPEROCHIPI, J. A., El enriquecimiento sin causa, Universidad de Santiago de 
Compostela, Santiago de Compostela, 1979, p. 93. 
1020 Así lo estiman LACRUZ BERDEJO, “Notas...”, cit., p. 601; NÚÑEZ LAGOS, El enriquecimiento…, cit., p. 
110; ÁLVAREZ CAPEROCHIPI, El enriquecimiento…, cit., p. 86. 




 Los cónyuges, desde luego, una vez desaparecidas las antiguas restricciones para 
contratar, disponen de suficiente autonomía para transmitirse por cualquier título bienes 
y derechos y celebrar entre sí toda clase de contratos sin necesidad de acudir a la figura 
de la simulación (cfr. art. 1323 CC). Sin embargo, en defecto de una norma legal que así 
lo ordene expresamente, emprender de manera discrecional la imputación automática de 
cualesquiera atribuciones patrimoniales entre separados de bienes, a estos efectos, quizá 
constituya una operación arriesgada que no tendría lugar si no es como consecuencia de 
una pretenciosa comparación con la normativa catalana. En ella, dichas imputaciones no 
se justifican por el modelo participativo adoptado -en cuanto las mismas no se extienden 
al régimen de participación-, sino por la finalidad tuitiva o protectora que dentro de este 
último ocupa la propia compensación por razón de trabajo (cfr. arts. 232-5.5 y 232-6.2 
CCCat). En nuestro caso, según el modelo de restitución, es difícilmente concebible que 
deban imputarse como compensación cualesquiera transmisiones patrimoniales cuyo fin 
difiera del pago de una obligación concreta: aquella que se origina cuando alguno de los 
cónyuges contribuye excesivamente al levantamiento de las cargas del matrimonio1021. 
 Es evidente que, en este sentido, tales atribuciones necesitarán una causa onerosa 
para que sea posible proceder a su imputación en pago de la compensación. Por ello, no 
tendría sentido considerar a estos efectos las donaciones -cuyo fin no reside sino en la 
mera liberalidad del bienhechor-, ni siquiera las remuneratorias, pues, aun cuando estas 
persiguieran compensar el trabajo emprendido en el hogar, no ha de olvidarse nunca que 
las mismas tomarían como punto de partida un servicio voluntario que fue prestado con 
ánimo de liberalidad por parte del donatario, no el pago de una obligación preexistente 
(cfr. arts. 1274, 619 y 1156 CC). Y, a mayor abundamiento, dicha imputación tampoco 
tendría razón de ser conforme al modelo participativo, por cuanto nuestro legislador ha 
guardado silencio sobre el particular con respecto al régimen de participación; y menos 
aún con respecto a un modelo indemnizatorio que siempre demandaría onerosidad. Solo 
cuando el trabajo doméstico fuese compensado en equidad, a juicio del juzgador, tendría 
cabida la imputación de esta clase de atribuciones patrimoniales en concepto de pago. 
 Es preciso, en cualquier caso, cuantificar el importe correspondiente en concepto 
de compensación -como consecuencia del trabajo desempeñado en el hogar, entiéndase- 
en la propia demanda o reconvención, pues -como establece el artículo 219 de la Ley de 
                                                 
1021 En contra, vid. GUILARTE MARTÍN-CALERO, op. cit., p. 75. 
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Enjuiciamiento Civil-, su interposición no podría ceñirse exclusivamente a pretender la 
obtención de una sentencia con meros efectos declarativos sobre el derecho a percibirlo, 
o cuando menos proporcionar las bases conforme a las cuales corresponda emprender su 
liquidación en fase de ejecución -según ha tenido oportunidad de recordar ya, en alguna 
ocasión, la jurisprudencia menor- (SAP Asturias 29-5-2009 [JUR 2009, 280710]); razón 
por la que, con seguridad, nuestro Tribunal Supremo ha ordenado recientemente que tal 
cuantificación se efectuará [...] en el trámite de ejecución de sentencia (STS 14-3-2017 
[RJ 2017, 880]). En caso de seguirse el modelo de restitución, como aquí se pretende, el 
montante exacto de la compensación del trabajo doméstico surgirá, consecuentemente, a 
través de los hechos que resulten probados en el correspondiente proceso y sean capaces 
de acreditar un exceso de contribución en el levantamiento de las cargas matrimoniales. 
2. ACTUALIZACIÓN 
 Efectuadas las operaciones aritméticas oportunas para determinar el exceso en el 
levantamiento de las cargas del matrimonio que se pretende equilibrar, cuantificando así 
el importe correspondiente en concepto de compensación por el trabajo desempeñado en 
el hogar, constante el régimen de separación, conviene detenerse en los perjuicios que el 
simple transcurso del tiempo desencadenaría para quien definitivamente fuese declarado 
acreedor de la misma, como consecuencia de la devaluación monetaria1022. Piénsese que 
este exceso no se determina sino con arreglo al montante por el que uno de los cónyuges 
debió subvenir, tiempo atrás, en el levantamiento de unas cargas matrimoniales que eran 
las propias de aquel momento, y que además se calcularía en proporción a unos recursos 
económicos también pretéritos y a unos valores que se hallarían igualmente desfasados. 
 Semejante situación, inherente al nominalismo, es consecuencia de la estabilidad 
monetaria que antaño consideraron las diversas codificaciones civiles occidentales y que 
en absoluto obedece, hoy en día, a la realidad económica contemporánea, sometida a las 
constantes fluctuaciones del proceso inflacionario1023. Este fenómeno acabó llamando la 
atención de los respectivos legisladores civiles que fueron adaptando sus ordenamientos 
jurídicos a las nuevas exigencias económicas, incluso, en lo que aquí interesa, en cuanto 
                                                 
1022 Manifestando su preocupación por el particular, vid. BOULANGER, op. cit., pp. 166-167; TORRES 
LANA, op. cit., p. 929. También, más detalladamente, vid. TORRALBA SORIANO, V., “Las recompensas 
entre las masas patrimoniales y la depreciación monetaria”, Revista Crítica de Derecho Inmobiliario, 
núm. 484, mayo-junio, 1971, p. 554. 
1023 Sobre este particular, vid. TORRALBA SORIANO, “Las recompensas...”, cit., pp. 553-564. 




atañe a las relaciones patrimoniales de los consortes1024. Buen ejemplo de este proceso 
se manifestó durante la elaboración del régimen de participación, para lo cual, a efectos 
de corregir los inconvenientes del nominalismo, nuestro legislador hizo suya la solución 
de la jurisprudencia alemana, ordenando, en el momento de la liquidación, la obligación 
de actualizar el valor de la estimación del patrimonio inicial (cfr. art 1421 II CC)1025. No 
obstante, en nuestro caso -y siguiéndose el modelo de restitución de un enriquecimiento 
injustificado en materia de compensación del trabajo doméstico-, está fuera de duda que 
este problema albergaría un mayor interés con respecto a los reintegros entre consortes. 
 Nuestro legislador, sorprendentemente, no hace referencia a actualización alguna 
en relación a tales reintegros sino únicamente en sede de sociedad de gananciales, jamás 
en separación de bienes ni en participación en las ganancias, seguramente, considerando 
de nuevo que los mismos no tienen cabida en estos últimos. Sin embargo, en la práctica, 
se ha alegado en diversas ocasiones ante los órganos jurisdiccionales que el beneficiario 
de la depreciación monetaria se enriquece injustificadamente en cuanto paga sus deudas 
en una moneda devaluada, como aquí sucede1026. Es por ello que nuestra jurisprudencia 
ordena, a título de corrección, concebir tanto reintegros y compensaciones como deudas 
de valor actualizables, porque, en caso contrario, estarían consagrándose continuamente 
nuevos y sucesivos enriquecimientos injustificados por este motivo (STS 1-12-1980 [RJ 
1980, 4732])1027. Esta solución, no solo es plausible desde una perspectiva estrictamente 
comparada -considerando que el legislador francés remite la actualización al sistema del 
régimen de comunidad-, sino, además, con el objetivo inicial de nuestros parlamentarios 
en cuanto pretendían -conforme a la exposición de motivos del proyecto de ley de 14 de 
septiembre de 1979- instaurar “la contemplación de todas las obligaciones de reembolso 
                                                 
1024 Aludiendo a este proceso, vid. DÍEZ-PICAZO Y PONCE DE LEÓN, “Comentarios...”, cit., p. 1793. 
1025 Así lo indica MORALES MORENO, “Comentarios...”, cit., p. 1853. 
1026 Advirtiendo de este fenómeno, vid. DÍEZ-PICAZO Y PONCE DE LEÓN, L., “La doctrina del 
enriquecimiento injustificado”, en DE LA CÁMARA ÁLVAREZ, M. y DÍEZ-PICAZO Y PONCE DE LEÓN, L., 
Dos estudios sobre el enriquecimiento sin causa, Civitas, Madrid, 1988, p. 40. 
1027 En este sentido, vid. ALBALADEJO GARCÍA, Curso…, t. IV, cit., p. 202; LACRUZ BERDEJO et al., 
Elementos…, t. IV, cit., pp. 209 y 262; RAMS ALBESA, “Proposición...”, cit., pp. 146 y 148; ID., 
“Comentarios...”, cit., p. 1031; DE LOS MOZOS Y DE LOS MOZOS, “Comentarios a los artículos 1411 a 
1444 del Código Civil”, cit., p. 381; TORRES LANA, op. cit., p. 929; SANTOS BRIZ, J., “Comentarios a los 
artículos 1887 a 1910 del Código Civil”, en ALBALADEJO GARCÍA, M. (dir.), Comentarios al Código Civil 
y compilaciones forales, t. XXIV, Edersa, Madrid, 1984, p. 21; BLASCO GASCÓ y CLEMENTE MEORO, op. 
cit., p. 1348; CUENA CASAS, “Comentarios...”, cit., p. 10132; MARÍN LÓPEZ, op. cit., p. 224; ASUA 
GONZÁLEZ, “El régimen...”, cit., p. 113. 
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entre patrimonios como deudas de valor”; debiéndose, en consecuencia, dar cabida a tal 
afirmación incluso entre separados de bienes (cfr. arts. 1543, 1479 y 1469 III CCF)1028. 
 La actualización, en la práctica, suele realizarse atendiendo a valores de mercado 
tales como el interés legal del dinero, aunque nada impediría que los interesados optasen 
por un índice diferente -dada la amplia libertad de autorregulación que les es reconocida 
por el artículo 1438 del Código Civil-, según ha sido considerado incluso por parte de la 
doctrina con respecto a las actualizaciones correspondientes al régimen de participación 
en las ganancias (SAP Valencia 14-1-2015 [JUR 2015, 95940])1029. Ello les posibilitaría 
convenir un índice que no se correspondiera con la adecuada actualización de la moneda 
devaluada, generando, en tales supuestos, una renuncia parcial o un enriquecimiento -no 
injustificado, en tanto traería causa de un contrato- para quienes deviniesen acreedor y/o 
deudor de la compensación del trabajo doméstico1030. Mayores dificultades generaría sin 
embargo el momento oportuno conforme al cual debiera llevarse a cabo la actualización 
oportuna, a la luz de las múltiples alternativas que sugeriría la sociedad de gananciales. 
 Cabría discutir, desde luego, que la compensación del trabajo desempeñado en el 
hogar debiera actualizarse necesariamente tomando como referencia el valor adquirido a 
la extinción del régimen de separación, pues, aunque así pudiera estimarse al socaire del 
artículo 1438 del Código Civil, es evidente que no siempre se exigirá en este momento a 
la luz de los cinco años que restarían para su completa prescripción (art. 1964.2 CC). No 
efectuándose, además, una estricta partición a estos efectos -que obligase, forzosamente, 
a estimar el crédito en este momento para corregir las fluctuaciones monetarias surgidas 
desde la liquidación hasta la definitiva adjudicación de los bienes, como tiene declarado 
la jurisprudencia para la sociedad de gananciales (STS 8-7-1995 [RJ 1995, 5552])-, sino 
una simple liquidación, ésta habrá de ser la referencia oportuna para la actualización1031. 
3. DEVENGO DE INTERESES 
 La actualización del importe correspondiente como compensación por el trabajo 
desarrollado en el hogar cumple, en definitiva, y con respecto al periodo de vigencia del 
                                                 
1028 BOCGCD, serie A, núm. 71-I, p. 316. 
1029 Vid. MORALES MORENO, “Comentarios...”, cit., p. 1859; TORRES LANA, op. cit., p. 1050; LACRUZ 
BERDEJO et al., Elementos…, t. IV, cit., pp. 271-272; CABEZUELO ARENAS, “Comentarios...”, cit., p. 
10038; ALGARRA PRATS, op. cit., pp. 261-262. 
1030 En sentido similar, vid. MORALES MORENO, “Comentarios...”, cit., p. 1860. Sobre los contratos como 
causa de justificación de un enriquecimiento, en la aplicación de la doctrina del enriquecimiento 
injustificado, vid. ÁLVAREZ CAPEROCHIPI, El enriquecimiento…, cit., pp. 105-107. 
1031 Así lo estiman LACRUZ BERDEJO et al., Elementos…, t. IV, cit., p. 209; TORRES LANA, op. cit., p. 929. 




régimen de separación, idéntica finalidad a aquella que, en otras circunstancias, persigue 
el común devengo de intereses (STS 29-11-2006 [RJ 2006, 10030])1032. Esta operación, 
sin embargo -y según cabe extraer de la afirmación antedicha-, no desplazaría de ningún 
modo los intereses que eventualmente debiesen devengarse tras la extinción del régimen 
citado o durante el proceso del que la misma trajera causa; añadiéndose, por tanto, dicho 
concepto, a la cuantía que verdaderamente resultase como compensación por la atención 
y gestión de los cometidos domésticos, en sentido estricto. Es, por ello, por lo que exige 
una mínima consideración el conocer, cuando menos someramente, cuáles son las clases 
de intereses capaces de concurrir junto con la compensación mencionada, y el distinguir 
debidamente entre unos y otros para eludir cualquier ápice de confusión a este respecto. 
 En defecto de cualquier aplazamiento o fraccionamiento del pago que justificase 
el devengo de intereses correspectivos -como acontecería en caso de seguirse un modelo 
participativo, según atestigua la legislación catalana-, ya fuera como consecuencia de un 
acuerdo entre los interesados, o a petición de cualquiera de ellos -cuando así se estimase 
jurisprudencialmente, en contra de la opinión que más adelante se manifestará-, tan solo 
quedaría distinguir los comúnmente denominados “intereses moratorios” -contemplados 
en el artículo 1108 del Código Civil-, de los llamados “intereses procesales” -regulados, 
sin embargo, en el artículo 576 de la Ley de Enjuiciamiento Civil-, en cuanto ambos son 
perfectamente compaginables con el supuesto correspondiente a la compensación por el 
trabajo desempeñado en el hogar (cfr. arts. 1431 CC y 232-8.2 CCCat). Sin embargo, no 
conviene olvidar que cualquier incertidumbre en torno a una pretenciosa compatibilidad 
entre unos y otros debe resolverse entendiéndose que los primeros quedan embebidos en 
los segundos, aunque conservando aquéllos su valor cuando sean superiores a éstos, por 
ejemplo, a consecuencia de un acuerdo (SSTS 16-5-2002 [RJ 2002, 4447], 5-4-1994 [RJ 
1994, 2937], 20-2-1988 [RJ 1988, 1074] y, especialmente, 22-4-1982 [RJ 1982, 1961]). 
V. MODALIDAD DE PAGO Y GARANTÍAS DE COBRO 
 El derecho a que el trabajo doméstico sea compensado se convierte en un crédito 
ordinario, disponible, transmisible, compensable, renunciable, transigible, embargable y 
prescriptible, una vez reconocido. El deudor, a efectos de cumplir la prestación, tendrá a 
su disposición diversos medios para efectuar el pago y extinguir la obligación, salvo que 
                                                 
1032 En este sentido, vid. FERNÁNDEZ URZAINQUI, F. J., “Comentario a la ley 88 del Fuero Nuevo de Na-
varra”, en RUBIO TORRANO, E. (dir.), ARCOS VIEIRA, M. L. (coord.), Comentarios al Fuero Nuevo: 
Compilación del Derecho civil foral de Navarra, Aranzadi, Navarra, 2002, p. 281. 
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la misma sea completamente condonada o compensada. Es evidente que el montante por 
el que se reconozca el crédito podrá ser satisfecho en dinero, en defecto de todo acuerdo 
en contrario. Sin embargo, considerando las alternativas que ofrece el Derecho catalán a 
este respecto, en la actualidad, no debería continuarse el estudio de la compensación por 
el trabajo desarrollado en el hogar sin antes reparar en otros medios alternativos de pago 
tales como daciones o adjudicaciones de bienes concretos del patrimonio del deudor. En 
idéntico sentido, y por la misma razón, será preciso considerar qué oportunidad tendría 
el aplazamiento y fraccionamiento del pago bajo la normativa estatal, así como con qué 
garantías contaría el acreedor para satisfacer sus expectativas de cobro y, especialmente, 
entre ellas, hasta dónde alcanzaría su facultad para rescindir actos jurídicos del deudor. 
1. PAGO EN DINERO Y DACIÓN EN PAGO 
 Nuestro legislador establece como norma general que el crédito de participación 
deberá ser satisfecho en dinero y, desde luego, no cabe duda de que éste sería el criterio 
que correspondería, en el régimen de separación de bienes, cuando la compensación que 
procediese por la asunción y desarrollo de las labores domésticas se concibiera tomando 
como base un modelo participativo, constituyendo, un claro ejemplo de ello, el artículo 
232-8.1 del Código Civil de Cataluña (cfr. arts. 1431 CC y 232-22.1 CCCat). Siguiendo 
el modelo de restitución, sin embargo, el resultado ha de ser necesariamente el mismo y 
no por un uso atrevido o poco meditado de la analogía, sino, sencillamente, porque es el 
propio objeto del enriquecimiento injustificado -entiéndase por él, el trabajo prestado en 
el hogar, el uso y disfrute familiar de bienes propios o, en definitiva, lo aportado de más 
en el levantamiento de las cargas del matrimonio- el que demanda cumplir su restitución 
por el equivalente en términos pecuniarios; a excepción de que eventualmente se celebre 
un acuerdo entre los propios interesados estableciendo otra cosa (cfr. §818(2) BGB)1033. 
 Este intercambio de voluntades entre acreedor y deudor constituye efectivamente 
la única excepción posible frente a la regla general de pago en dinero, no porque nuestro 
legislador facilite la analogía con el crédito de participación, sino como medio ordinario 
de extinción de todo tipo de obligaciones1034. Semejante analogía, desde luego, cobraría 
                                                 
1033 En este sentido, vid. ENNECCERUS, L., “Derecho de obligaciones”, en ENNECCERUS, L., KIPP, T. y 
WOLFF, M., Tratado de Derecho civil, t. II, v. II, trad. B. Pérez González y J. Alguer y Micó, Bosch, 11ª 
revisión por H. Lehmann, Barcelona, 1935, p. 609; LACRUZ BERDEJO, “Notas...”, cit., pp. 579-580 y 587; 
LEITÃO, op. cit., pp. 422-423. 
1034 En dirección similar, vid. DE AMUNÁTEGUI RODRÍGUEZ, “La libertad...”, cit., p. 263; ASUA 
GONZÁLEZ, “La compensación...”, cit., p. 1108; ÁLVAREZ OLALLA, Responsabilidad…, cit., p. 107; 




todo su sentido cuando la compensación del trabajo doméstico fuese concebida sobre un 
modelo participativo, pero, por el contrario, no congeniaría tan felizmente con el normal 
funcionamiento de la doctrina del enriquecimiento injustificado, pues, más allá de dicha 
compensación, e incluso fuera del estricto ámbito matrimonial, quienes se constituyesen 
deudores como consecuencia del ejercicio de una acción de esta categoría jamás podrían 
beneficiarse de la facultad que les reconocería el régimen de participación, en el artículo 
1432 del Código Civil, a efectos de solicitar el pago de la prestación debida mediante la 
adjudicación de bienes concretos1035. Éste es el criterio que aparentemente sigue nuestro 
Tribunal Supremo cuando manifiesta que el derecho a obtener una compensación -como 
corolario de la actividad doméstica- no encierra el de atribuir dominio sobre los bienes 
convirtiendo en comunes los que sean privativos -entiéndase por éstos, los propios, ante 
el régimen de separación- de uno de los cónyuges (STS 14-2-1989 [RJ 1989, 836])1036. 
 La adjudicación de bienes concretos en concepto de compensación por el trabajo 
desempeñado en el hogar entre separados de bienes adquiere sin embargo una utilidad 
insoslayable con respecto a la atribución del uso de la vivienda familiar. Este derecho, a 
día de hoy, representa uno de los mayores retos a los que urgentemente debe enfrentarse 
nuestro legislador, pues, de forma incomprensible, dispone de carácter gratuito, en lugar 
de conferirse onerosamente “mediante las adecuadas compensaciones”, como se dispuso 
ab initio en la tramitación parlamentaria del artículo 96 del Código Civil1037. Manifiesta 
con acierto nuestra doctrina que la atribución del uso de la vivienda familiar debería ser 
susceptible de valoración económica en cuanto priva a uno de los cónyuges del derecho 
a poseer el inmueble y, además, impide su enajenación libre de cargas1038. Ello ha dado 
lugar a que, a falta de una norma como el artículo 285-1 del Código Civil francés -que 
autorice a la autoridad judicial para constituir un arrendamiento forzoso-, se atienda a la 
posibilidad de imputar tal derecho en concepto de alimentos en cuanto ello satisfaría la 
                                                                                                                                               
RIBERA BLANES, La contribución…, cit., p. 139; GÓNZALEZ DEL POZO, “La compensación...”, cit., p. 107; 
PASTOR ÁLVAREZ, op. cit., p. 1457. 
1035 Partícipes de la opinión contraria, favorable a la analogía, vid. REBOLLEDO VARELA, A. L., “El 
contrato de unión civil: la regulación de su contenido y efectos”, Revista de Derecho de Familia, núm. 43, 
abril-junio, 2009, p. 50; ID., Separación…, cit., p. 440; GUILARTE MARTÍN-CALERO, op. cit., p. 75; 
PASTOR ÁLVAREZ, op. cit., p. 1457. 
1036 Mantienen idéntica posición ASUA GONZÁLEZ, “La compensación...”, cit., p. 1108; ÁLVAREZ 
OLALLA, Responsabilidad…, cit., p. 107. 
1037 BOCGCD, serie A, núm. 123-I, 13 de marzo de 1980, p. 863. 
1038 Vid. CUENA CASAS, M., “Uso de la vivienda familiar en situación de crisis matrimonial y 
compensación al cónyuge propietario”, en CUADRADO IGLESIAS, M. y NÚÑEZ BOLUDA, M. D. (dirs.), 
BERROCAL LANZAROT, A. I., JIMÉNEZ PARÍS, T. A. y CALLEJO RODRÍGUEZ, C. (coords.), Estudios 
jurídicos en homenaje al profesor Manuel García Amigo, t. II, La Ley, Madrid, 2015, p. 1683. 
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necesidad de vivienda o habitación -señalada por los artículos 142 I y 1791 del Código 
Civil-, o en pago de la prestación compensatoria en la medida en que su cuantificación 
atiende también a cualquier otra circunstancia relevante no expresada por el legislador 
en el texto del artículo 97 del Código Civil (cfr. arts. 233-20.7 CCCat y 274.2 CCF)1039. 
 Siguiendo este discurso, el uso de la vivienda familiar podría incluso adjudicarse 
en pago de la compensación del trabajo doméstico cuando ambos derechos -habiéndose 
sometido previamente la economía conyugal al régimen de separación- se demandasen a 
instancia del cónyuge cuyo interés fuera el más necesitado de protección -a efectos de 
lo establecido en el tercer párrafo del artículo 96 del Código Civil-; concurrencia que se 
manifestará en la práctica con suma frecuencia considerando que éste suele coincidir, en 
numerosas ocasiones, con el que dirigió su actividad a la atención y gestión del hogar. A 
mi juicio, no conviene ahondar más allá de este supuesto y seguir el camino iniciado por 
el legislador catalán, estableciendo, ni siquiera en supuestos de muerte o declaración de 
fallecimiento, un derecho de atribución sobre la vivienda familiar; pues, en definitiva, y 
a diferencia de lo previsto en sede de sociedad de gananciales -donde dicho inmueble es 
susceptible de adquirir carácter ganancial e integrar la masa común-, ello representaría 
una seria vulneración de la incomunicabilidad patrimonial que ha de presidir el régimen 
económico-matrimonial que aquí nos ocupa (cfr. arts. 232-22.2 CCCat y 1406.4 CC)1040. 
 La atribución del uso de la vivienda familiar como compensación por la llevanza 
del hogar ha sido considerada, incluso, por la jurisprudencia menor, en un caso en que el 
mismo se concedió voluntariamente a través de la constitución de un usufructo vitalicio 
que, acertadamente, en opinión de la autoridad judicial, no puede dejar de considerarse 
como supuesto de compensación por tal concepto (SAP Alicante 16-1-2003 [JUR 2003, 
114554]). Sin embargo, fuera de este supuesto -excepcional, si se quiere, en cuanto trae 
causa de la especialidad del Derecho de familia-, no cabría adjudicar bienes ni constituir 
derechos reales sobre cosa ajena en pago de la compensación sin precisar la voluntad de 
su titular dominical; no siendo posible, siquiera, esquivar este obstáculo sirviéndonos de 
aquellas atribuciones patrimoniales realizadas durante el régimen de separación en favor 
de la parte acreedora y que, después, al tiempo de la liquidación, fuesen imputables a los 
efectos señalados, desplazando cualesquiera prohibiciones sobre esta forma de pago1041. 
                                                 
1039 Vid. CUENA CASAS, “Uso...”, cit., pp. 1684 y 1697. 
1040 Advierte de esta diferencia GINEBRA MOLINS, “Comentarios...”, cit., p. 388. 
1041 Advirtiendo de esta argucia, vid. BOSCH CAPDEVILA, “La configuració...”, cit., pp. 399-400. 




2. PAGO INMEDIATO Y APLAZAMIENTO O FRACCIONAMIENTO DEL PAGO 
 El pago de la compensación que corresponda como consecuencia de la gestión y 
atención de los intereses domésticos, constante el régimen de separación, constituye una 
obligación de tracto único e inmediata satisfacción -como también cabría manifestar con 
respecto al crédito de participación, a la luz del artículo 1431 del Código Civil-, siempre 
y cuando no intervenga la autonomía de la voluntad modificando esta naturaleza. En mi 
opinión, además, semejante afirmación ha de mantenerse incólume mientras no se eleve 
el régimen jurídico de dicha compensación sobre un modelo participativo susceptible de 
admitir la aplicación analógica de las salvedades establecidas para el pago del crédito de 
participación, en cuanto a tales efectos se atribuye a los interesados la potestad necesaria 
para demandar de la autoridad judicial su aplazamiento o fraccionamiento (cfr. art. 1431 
CC)1042. Es posible que, no obstante, en atención al extenso grado de libertad con el que 
contarían los órganos jurisdiccionales sobre este particular -en virtud de la precariedad e 
imprecisión con que se manifiesta la voluntad de nuestro legislador, ex artículo 1438 del 
Código Civil-, aún quedara abierta una puerta que les facultase para aplazar o fraccionar 
el pago de la compensación del trabajo doméstico, incluso cuando ésta se configurase en 
armonía con un modelo tendente a la interdicción del enriquecimiento injustificado1043. 
 El abandono de la inmediatez en el pago de la compensación debida con motivo 
tanto del aplazamiento como del fraccionamiento correspondiente, cualquiera que sea su 
origen, voluntario o judicial, necesita el devengo de los intereses oportunos en cuanto su 
establecimiento significaría diferir el cumplimiento de la obligación (cfr. arts. 1431 CC 
y 232-8.2 CCCat)1044. En ese caso, el montante al que asciendan tales intereses habrá de 
sumarse al importe total de la compensación del trabajo doméstico -como anteriormente 
se expuso, igualmente, ahondando en la distinción entre moratorios y procesales- según 
se extrae de múltiples normas procesales, pero también sustantivas, porque, si la deuda 
produce interés -comienza advirtiendo nuestro legislador en el artículo 1173 del Código 
Civil-, no podrá estimarse hecho el pago por cuenta del capital -entiéndase, por éste, la 
referida compensación- mientras no estén cubiertos los intereses correspondientes como 
consecuencia de su aplazamiento o fraccionamiento (cfr. arts. 575, 581.1 y 613.1 LEC). 
                                                 
1042 En esta dirección, vid. ASUA GONZÁLEZ, “La compensación...”, cit., pp. 1108-1109. 
1043 Indicándolo, de este modo, vid. NASARRE AZNAR, “La compensación...”, cit., p. 273; GONZÁLEZ DEL 
POZO, “La indemnización...”, cit., p. 173. 
1044 Así lo estima BADOSA COLL, “Comentario...”, cit., p. 337. 
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3. GARANTÍAS DE COBRO 
 Las expectativas de cobro con las que cuenta el acreedor de la compensación del 
trabajo doméstico, en la actualidad, debido al silencio legislativo, apenas dispondrían de 
mayores garantías que las ordinarias correspondientes a todo acreedor por su condición 
de acreedor, tales como el embargo preventivo, por ejemplo. Sin embargo, considerando 
el lugar privilegiado que ocupa el fraude pauliano en el régimen jurídico reconocido a la 
compensación por razón de trabajo, en la normativa catalana, quizá convenga reparar en 
su aplicación a la legislación estatal dentro del marco propiciado por el artículo 1438 del 
Código Civil, para impedir, de este modo, cualquier ápice de confusión que pueda darse 
en un panorama jurisprudencial frecuentemente expuesto a comparaciones autonómicas 
y que, con absoluta facilidad, podría desembocar en la observancia de los artículos 1433 
y 1434 del Código Civil, atendiendo a su evidente proximidad (cfr. art. 232-9 CCCat). 
 El fraude pauliano, recuérdese, goza de una consideración especial en el régimen 
jurídico atribuido a la compensación por razón de trabajo, en la normativa catalana. Ésta 
difiere del sistema general de rescisión por fraude en la medida en que permite ejercer la 
acción contra los actos consumados por el deudor, no después, sino antes del nacimiento 
del crédito, cuando, realmente, ni siquiera se ostentaba la condición acreedora y exigible 
como presupuesto indispensable para el ejercicio de la acción pauliana. Tal especialidad 
acercaría las acciones de impugnación del artículo 232-9 del Código Civil de Cataluña a 
las de rescisión por fraude, entabladas por quienes fuesen titulares de créditos sometidos 
a condición suspensiva, en cuanto constituye un supuesto similar al de quienes disponen 
de una mera expectativa de derecho a convertirse en acreedores de la compensación por 
razón de trabajo durante la vigencia del régimen de separación: pendente conditione. No 
obstante, la viabilidad de la rescisión en estos casos no depende sino de qué función le 
sea asignada a la acción pauliana: conservativa o ejecutiva, pues, solamente en el primer 
supuesto el acreedor puede, antes del cumplimiento de las condiciones -y convertirse en 
auténtico acreedor, entiéndase-, ejercitar las acciones procedentes para la conservación 
de su derecho a percibir una compensación por su actividad doméstica (art. 1121 I CC). 
 Podría pensarse, consecuentemente, en trasladar dicha especialidad catalana a las 
compensaciones solicitadas al amparo de la normativa estatal, acudiendo, sencillamente, 
a la integración analógica que ofrecerían los artículos 1433 y 1434 del Código Civil. Sin 
embargo, sucumbir a semejante tentación supondría transgredir las fronteras del modelo 




de restitución y aproximarnos peligrosamente a los encantos del participativo. Es por tal 
motivo por el que, en aquél, el fraude pauliano no alcanzará a los actos efectuados en un 
momento previo a la fecha en que el deudor de dicha compensación adquiera la cualidad 
de deudor, sino solo a aquellos que tuvieran lugar con posterioridad; salvando el caso en 
que se acepte con fines de conservación pendente conditione. Este último supuesto tiene 
sin embargo una notable diferencia con los artículos antes referidos en la medida en que 
éstos permiten una rescisión retroactiva -desde la actualidad, hacia actos consumados en 
el pasado, antes de ostentar la condición de acreedor-, mientras que aquél supondría que 
los actos fraudulentos pretéritos deben ser impugnados en un momento intermedio entre 
su consumación y la adquisición real y definitiva de la cualidad de acreedor defraudado. 
VI. COMPATIBILIDAD 
 Habida cuenta de la ingente cantidad de pronunciamientos jurisprudenciales que 
reflexionan sobre la compatibilidad entre la compensación del trabajo doméstico y otras 
figuras jurídicas concurrentes -especialmente, la prestación compensatoria-, el último de 
los extremos que deben concretarse es precisamente éste. Los codificadores del Derecho 
civil catalán también han manifestado recientemente su interés por este particular -y a tal 
fin responde el hecho de que el artículo 232-10 de su Código Civil señale que el derecho 
a percibir una compensación por razón de trabajo es compatible con los demás derechos 
de carácter económico que corresponden al cónyuge acreedor-, a pesar de que el asunto 
haya preferido omitirse al tratar las especialidades relativas a este ordenamiento jurídico 
para no incurrir en duplicidades ni redundancias con las explicaciones vertidas aquí. Por 
lo tanto, en la medida en que la extinción del régimen de separación de bienes constituye 
uno de los presupuestos indispensables del derecho a ser compensado por las atenciones 
y gestiones de índole doméstico, respecto a su compatibilidad con otras figuras jurídicas 
serán consideradas única y exclusivamente aquellas que sean capaces de arrojar relación 
con el mismo, a salvo de cuanto corresponde al crédito de participación en las ganancias. 
1. LA PRESTACIÓN COMPENSATORIA 
 Examinando retrospectivamente el panorama jurisprudencial de los últimos años 
no es en absoluto infrecuente tropezar con un amplio volumen de resoluciones judiciales 
dirigidas a deslindar, con gran clarividencia, el régimen jurídico de la compensación que 
tiene lugar entre separados de bienes, a causa de su dedicación al hogar, de aquél que ha 
de aplicarse a la prestación compensatoria, operante entre los cónyuges cualesquiera que 
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sean las directrices que ordenen sus relaciones económicas. Es fácil, desde luego, desoír 
cualquier distinción entre ambas figuras una vez que nuestro legislador decidió suprimir 
el término “pensión”, por el de “compensación”, en el artículo 97 del Código Civil. Éste 
establece, actualmente, tras la reforma referida, que el cónyuge al que la separación o el 
divorcio produzca un desequilibrio económico en relación con la posición del otro, que 
implique un empeoramiento en su situación anterior en el matrimonio, tendrá derecho a 
una compensación; allanándose el camino hacia su total identidad con lo dispuesto para 
el régimen de separación de bienes, como consecuencia de la ley de 8 de julio de 2005. 
 El halo de incertidumbre que trae consigo esta identidad lingüística se intensifica 
aún más cuando, nuestro legislador, entre las diversas circunstancias que ordena estimar 
a la autoridad judicial con respecto a la prestación compensatoria, incluye la dedicación 
pasada y futura a la familia; expresión que rápidamente recuerda a la de trabajo para la 
casa que es empleada en sede de separación de bienes. Sin embargo, acertadamente, a la 
vista de que ambas categorías compensatorias fueron elaboradas distinguidamente desde 
el principio -según cabe extraer de las diferencias terminológicas acuñadas en el proceso 
de reforma de 1981-, jueces y tribunales han gestionado sus esfuerzos de manera exitosa 
logrando llamar la atención del Tribunal Supremo que, recientemente, ha resumido en la 
sentencia de 26 de abril de 2017, todas las diferencias que la jurisprudencia menor había 
venido manifestando a lo largo de los años entre la compensación del trabajo doméstico 
y la prestación compensatoria que ahora nos ocupa (STS 26-4-2017 [RJ 2017, 1720]). 
 En esta resolución se indica cómo, mientras esta última es común a todo régimen 
económico del matrimonio y analiza tanto el desequilibrio presente como futuro, aquélla 
no tiene lugar sino tras haber regido una separación de bienes y tan solo considera como 
objeto de compensación la dedicación pasada a la familia; motivo por el cual ambas son 
absolutamente compatibles a los ojos del citado Tribunal, según venía admitiendo desde 
su sentencia de 11 de diciembre de 2015 (STS 11-12-2015 [RJ 2015, 5414]). En ésta, se 
añade que a tenor de semejante compatibilidad no existen razones en base a las cuales el 
reconocimiento de la prestación compensatoria no pueda tenerse en cuenta a la hora de 
fijar la compensación que corresponda por el trabajo doméstico -como también se había 
señalado anteriormente (SAP Navarra 31-7-2003 [JUR 2003, 275635])-, no siendo, a mi 
juicio, aconsejable, establecer ninguna subordinación de una con respecto a la otra como 
acontece, precisamente, en aplicación de la normativa catalana, cuya justificación reside 




en que su legislador hizo coincidir los cauces procesales de ambas figuras con intención 
de facilitar su análisis conjunto; y ello no siempre se producirá para la normativa estatal. 
 Si bien es cierto que el reconocimiento de una compensación por el desarrollo de 
las labores domésticas podría imputarse en el de una eventual prestación compensatoria, 
y viceversa, también lo es que ello solo adquirirá sentido cuando una y otra se conciban 
con idénticas finalidades; tal y como acontece a la luz de la interpretación efectuada por 
nuestro Tribunal Supremo. Sin embargo, tal objeción no es exclusivamente trasladable a 
las compensaciones erigidas sobre un modelo indemnizatorio como el referido, sino que 
también cabría trasladarla a aquellas otras que se diseñasen tomando como referencia un 
modelo participativo, porque, sin lugar a dudas, nada obsta a entender que la liquidación 
del régimen de participación constituye una circunstancia relevante que ha de apreciarse 
a la hora de valorar el reconocimiento de la prestación compensatoria (cfr. arts. 97.9 CC 
y 233-15 a) CCCat). Si el modelo en cuestión es el de restitución de un enriquecimiento 
injustificado, en cambio, el razonamiento expuesto se torna más dudoso. No existiría en 
él una idéntica finalidad como sucede con el indemnizatorio, ni un mecanismo corrector 
del desequilibrio económico como la participación en las ganancias; motivo por el que a 
mi juicio ha de entenderse favorablemente la compatibilidad, pero nunca la imputación. 
2. LA INDEMNIZACIÓN POR NULIDAD DEL MATRIMONIO 
 Mientras que el reconocimiento de una compensación por el trabajo desarrollado 
en el hogar coincide con el de la prestación compensatoria en supuestos de separación o 
divorcio, en caso de nulidad matrimonial es preciso considerar que el cónyuge de buena 
fe cuyo matrimonio haya sido declarado nulo tendrá derecho a una indemnización si ha 
existido convivencia conyugal, atendidas las circunstancias previstas para aquélla en el 
artículo 97 del Código Civil y, al mismo tiempo, que semejante declaración de nulidad 
del matrimonio no invalidará los efectos ya producidos hasta entonces, no solo respecto 
de los hijos, sino también del contrayente o contrayentes de buena fe; según resulta de 
la evolución y desarrollo experimentados por el llamado matrimonio putativo a lo largo 
de nuestra tradición jurídica, desde su orígenes canónico-medievales (cfr. arts. 98 y 79 
CC)1045. Y es que, la aplicación concurrente de estas dos normas en un mismo supuesto 
de hecho -en el que mediase, además, una separación de bienes-, podría traer consigo el 
reconocimiento simultáneo de una compensación, por las labores realizadas en el hogar 
                                                 
1045 Vid. DÍEZ-PICAZO Y PONCE DE LEÓN y GULLÓN BALLESTEROS, op. cit., p. 113. 
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donde ambos cónyuges convivieron, y de una indemnización, por otro, a favor de quien 
no se demostrase haber actuado de mala fe, en tanto la buena fe se presume, igual que se 
presume la convivencia conyugal exigida para esta última (cfr. arts. 69 y 79 II CC)1046. 
 Una de las cuestiones sobre las que dicha indemnización ha provocado un mayor 
margen de incertidumbre en nuestra doctrina ha sido precisamente determinar quiénes 
pueden resultar acreedores de la misma, apostando algunos autores por estimar que tan 
solo puede ostentar dicha condición uno solo de los cónyuges, mientras que otros, por el 
contrario, argumentan que ambos pueden llegar a adquirirla. Seguramente, la solución a 
este interrogante dependa en gran medida del lugar en que se coloque la negligencia del 
cónyuge que contrae matrimonio, ignorando su invalidez, pero pudiendo conocerla. Esta 
actuación dudosamente podría calificarse como de mala fe, junto a la conducta dolosa, y 
considerándola dentro de la buena fe alcanzaríamos la conclusión de que no solo uno de 
los cónyuges puede reunir la cualidad de acreedor, sino también su consorte, cuando los 
dos actúen sin la correspondiente diligencia; y sin perjuicio de que sus indemnizaciones 
se compensen en las cantidades concurrentes, porque, en realidad, el legislador no exige 
de ninguna manera la mala fe del cónyuge deudor en el artículo 98 del Código Civil1047. 
 Semejante conclusión nos conduce ineludiblemente a examinar otro aspecto que 
también ha generado inquietud entre nuestros civilistas. Se trata ahora de dilucidar si las 
indemnizaciones que en cada caso correspondan como consecuencia de una declaración 
de nulidad sobre el vínculo matrimonial tienen un fin resarcitorio o tan solo representan 
una sanción para el cónyuge de mala fe. Desde luego que no sería descabellado sostener 
que éstas constituyen una mera sanción a la mala fe en tanto prescinden de cuáles hayan 
podido ser los daños y perjuicios producidos1048. Sin embargo, considerando que a tales 
efectos tanto el cónyuge de mala fe como el negligente de buena fe devendrían deudores 
potenciales en iguales condiciones, quizá aquella sanción que distinguiría a uno del otro 
deba canalizarse simplemente mediante la oportuna aplicación de los artículos 95, 1395 
y 1343 del Código Civil; e interpretarse, junto con el Tribunal Supremo, en cuanto atañe 
al contenido del artículo 98 del citado cuerpo legal, que no trata el precepto de imponer 
                                                 
1046 Advierte de ello SERRANO GÓMEZ, E., “La invalidez del matrimonio”, en YZQUIERDO TOLSADA, M. y 
CUENA CASAS, M. (dirs.), Tratado de Derecho de la Familia, v. II, Aranzadi, 2ª edición, Navarra, 2017, 
p. 116. 
1047 En este sentido, vid. HERNÁNDEZ DÍAZ-AMBRONA, M. D., “El deber de indemnizar por declaración de 
nulidad del matrimonio”, Poder Judicial, núm. 34, junio, 1994, pp. 274-276. Manifestándose en contra de 
esta posición, vid. RAGEL SÁNCHEZ, Estudio..., cit., p. 143. 
1048 Vid. ROCA TRÍAS, “Comentarios...”, cit., p. 630. También RAGEL SÁNCHEZ, Estudio..., cit., p. 143. 




sanciones, aunque en un principio así pueda entenderse por cargar al cónyuge de mala 
fe la indemnización que en él se confiere (STS 10-3-1992 [RJ 1992, 2014])1049. Y es que 
también es posible que ambos cónyuges actúen de buena fe, aunque negligentemente, de 
modo que en tal caso la indemnización operaría entre ellos sin sancionar mala fe alguna. 
 Desafortunadamente, no es éste el criterio adoptado por el Alto Tribunal cuando 
declara que en estos casos de buena fe concurrente y coincidente no opera el artículo 98 
del Código Civil y que, en consecuencia, ningún esposo podrá reclamar indemnización 
al otro por este motivo al producirse una compensación de las respectivas pretensiones 
por medio del artículo 1195 del Código Civil (STS 10-3-1992 [RJ 1992, 2014]). En mi 
opinión, por el contrario, habría sido más deseable entender que dicha compensación se 
produjera entre las cantidades concurrentes -a los efectos del artículo 1202 del Código 
Civil- y no para desestimar tales pretensiones1050. Sea como fuere, por eliminación, una 
vez descartada la naturaleza sancionadora de la indemnización que aquí nos ocupa, solo 
quedaría concluir que más bien se trate de un mecanismo diseñado para el resarcimiento 
de los daños y perjuicios ocasionados, en conformidad con el criterio de la sentencia de 
26 de noviembre de 1985 del Tribunal Supremo (STS 26-11-1985 [RJ 1985, 5901]). Sin 
embargo, no ha de olvidarse que su reconocimiento no solo prescinde de dichos daños y 
perjuicios, sino que se hace depender de los parámetros establecidos para la prestación 
compensatoria -ex artículo 98 del Código Civil-, y existe doctrina reiterada privándole a 
ésta de tal función (SSTS 20-2-2014 [RJ 2014, 1385] y 19-2-2014 [RJ 2014, 1131]). 
 Seguramente sea éste el motivo por el que el Tribunal Supremo ha terminado por 
manifestar una posición intermedia señalando que constituye una equitativa reparación 
económica equilibradora de los amplios y variados desajustes que pueda ocasionar la 
nulidad de un matrimonio por la extinción de un proyecto común de vida de los esposos 
afectados, que no ha ido consolidándose en los años de convivencia, hasta producir su 
desaparición, pudiendo desprenderse, de todo ello, una finalidad resarcitoria ajena a los 
daños y perjuicios concretos que en su caso trajeran causa de una declaración de nulidad 
matrimonial -los cuales, afirma, han de discurrir por la vía general de la responsabilidad 
civil extracontractual, a través del artículo 1902 del Código Civil-, y dirigida, más bien, 
a apreciar semejante declaración como un daño o perjuicio en sí mismo, resarcible sobre 
la base del artículo 98 del Código Civil (STS 10-3-1992 [RJ 1992, 2014]). Siendo así, el 
                                                 
1049 Vid. RUIZ RICO, op. cit., p. 210. 
1050 Vid. HERNÁNDEZ DÍAZ-AMBRONA, op. cit., p. 277. 
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régimen de compatibilidad con la compensación del trabajo doméstico que corresponda 
dependerá de que ésta no se alce sobre un modelo indemnizatorio, lo cual podría derivar 
en una intolerable duplicidad de prestaciones impuestas al deudor por idéntica razón1051. 
3. LA OBLIGACIÓN DE ALIMENTOS 
 El reconocimiento concurrente de una compensación por el trabajo desempeñado 
en el ámbito doméstico junto con el de una obligación de alimentos entre consortes tan 
solo puede producirse, obviamente, mientras éstos continúen reuniendo dicha condición 
frente al otro y permanezcan unidos por el correspondiente matrimonio. Es evidente que 
tales circunstancias jamás se darían en situaciones de normalidad matrimonial en las que 
semejante obligación de alimentos quedaría incluida en la de contribuir al levantamiento 
de las cargas del matrimonio, como anteriormente se expuso. Por este motivo, solo resta 
concluir que tal coincidencia únicamente podría tener lugar con ocasión de la separación 
personal de los consortes, como incluso ha entendido la jurisprudencia al manifestar que 
cuando ha sido rota la unidad de vida […] entrará en liza el artículo ciento cuarenta y 
tres del Código Civil (STS 25-11-1985 [RJ 1985, 5908]). En este caso, no obstante, no 
debe olvidarse que el deber de convivencia habrá cesado entre aquéllos y que, por este 
motivo, el que eventualmente devenga alimentante del otro no podrá optar por satisfacer 
sus respectivos alimentos recibiéndole y manteniéndole en su propia casa sin contar con 
su debido consentimiento, como quizá resulte evidente (cfr. arts. 83 I, 102.1 y 149 CC). 
 La atribución del uso de la vivienda familiar a favor del cónyuge más necesitado 
de protección tampoco puede considerarse un modo de prestar alimentos en concepto de 
recibir y mantener en la casa propia, aunque, en última instancia, sirva para disminuir la 
deuda alimenticia en la medida en que ésta pueda prescindir de apreciar la necesidad de 
habitación a que alude el artículo 142, primer párrafo, del Código Civil1052. Por ello, si 
dicha atribución llegase a apreciarse en el futuro como una modalidad más para efectuar 
válidamente el pago de la compensación del trabajo desarrollado en el hogar, semejante 
circunstancia no perjudicaría en absoluto a la compatibilidad existente entre esta última 
y la obligación de alimentos que se declare entre consortes personalmente separados. La 
compensación, recuérdese, carece de todo carácter alimenticio desde el mismo momento 
en que uno de los cónyuges se excede en el cumplimiento de su deber de colaborar en el 
                                                 
1051 Sosteniendo la compatibilidad, vid. GETE-ALONSO Y CALERA, “La compensación...”, cit., p. 5. 
1052 Vid. CUENA CASAS, “Uso...”, cit., p. 1685. 




levantamiento de las cargas del matrimonio; cosa que no sucedería si su reconocimiento 
se hiciese depender de criterios relativos a la prestación compensatoria como el caudal y 
los medios económicos y las necesidades de uno y otro cónyuge -como es considerado a 
juicio de cierta jurisprudencia (SAP Pontevedra 25-6-2015 [JUR 2015, 175680])-, y que 
escasamente se alejarían de los alimentos, cuya cuantía será proporcionada al caudal o 
medios de quien los da y a las necesidades de quien los recibe (arts. 97.8 y 146 CC). 
 No es óbice a semejante compatibilidad que los alimentos deriven de una fuente 
diferente a la legal, como sería el contrato de alimentos, por el que una de las partes -en 
nuestro caso, sigan o no ostentando la condición de cónyuges- se obliga a proporcionar 
vivienda, manutención y asistencia de todo tipo a una persona -entiéndase, aquí, aquella 
que dispone o dispuso del estado civil de casada frente a la primera- durante su vida, a 
cambio de la transmisión de un capital en cualquier clase de bienes y derechos (cfr. art. 
1791 CC). Será raro, no obstante, el caso en que los cónyuges celebren entre sí este tipo 
de contratos en situación de normalidad matrimonial dada su obligación de contribuir en 
el levantamiento de las cargas. Por ello, solo queda pensar en determinados contextos de 
crisis con respecto a los cuales pudieran integrar los llamados “pactos de separación de 
hecho”, como revela nuestra jurisprudencia (STS 25-11-1985 [RJ 1985, 5908]). Estos 
acuerdos, sin embargo, no son hoy más que una vieja huella de un pasado relativamente 
cercano en que el matrimonio era indisoluble y que apenas guardan relevancia alguna en 
la actualidad. Por consiguiente, no habría razón que impidiera afirmar la compatibilidad 
entre la compensación por el trabajo doméstico y el derecho de alimentos que en su caso 
corresponda entre los cónyuges o excónyuges, cualquiera que fuese su procedencia1053. 
4. LA COMPENSACIÓN POR COLABORAR EN LAS EXPLOTACIONES AGRARIAS 
 La implantación del principio de igualdad y no discriminación entre consortes aún 
no ha logrado alcanzar la aceptación social esperada y, nuestro legislador, consciente de 
semejante demora, se ha visto nuevamente llamado a intervenir reconociendo la realidad 
de que la equiparación de sexos en las zonas rurales evoluciona de forma más lenta. En 
ellas -y, más concretamente, en el ámbito de la explotación familiar del medio rural-, se 
observa con suma facilidad que son muchas las mujeres que comparten con los hombres 
las tareas agrarias, asumiendo buena parte de las mismas y aportando para dicha labor 
                                                 
1053 En este sentido, vid. FERNÁNDEZ SOTO, C., “El régimen económico matrimonial de separación de 
bienes en Cataluña”, Actualidad Civil, núm. 9, mayo, 2006, p. 1039. 
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tanto bienes como trabajo; pero, sin embargo, en la mayoría de los casos, figura solo el 
hombre como titular de la explotación agraria en que aquéllas cooperan activamente, lo 
que dificulta que se valore adecuadamente la participación de la mujer en los derechos 
y obligaciones derivados de la gestión de dicha explotación, según declara el preámbulo 
que da comienzo a las disposiciones de la ley 35/2011, de 4 de octubre, sobre titularidad 
compartida de las explotaciones agrarias, sobre la que nos detendremos a continuación. 
 Es llamativo que una ley cuyo fin no es otro que el de establecer la igualdad y no 
discriminación por razón de sexo comience, precisamente, dirigiéndose exclusivamente 
a las mujeres. Es evidente que, desde luego, el ámbito subjetivo de la misma no priva de 
la protección que dispensa a las mujeres por ostentar el género opuesto, como tampoco 
sucede a propósito de la prestación compensatoria ni de la compensación del trabajo que 
cualquiera de los cónyuges, separados de bienes, pueda desarrollar en el hogar1054. A mi 
juicio, semejante distinción tan solo responde a la constatación de un dato estrictamente 
empírico como es el hecho de que son las mujeres quienes con mayor frecuencia vienen 
a padecer las desafortunadas consecuencias negativas que la citada ley trata de sortear, y 
por ello se alude precisamente a datos estadísticos a lo largo de su preámbulo. Y, a tales 
efectos, sea cual fuere el sexo del sujeto digno de protección, se establecen dos medidas 
legales orientadas a cumplir el objetivo antes mencionado: en primer lugar, la titularidad 
compartida sobre las explotaciones agrarias; y, subsidiariamente, en segundo lugar, una 
compensación económica que tiene lugar por haber colaborado efectivamente en ellas. 
 Esta última guarda aquí un especial interés en cuanto se manifiesta expresamente 
por el artículo 14, segundo apartado, de la ley expresada, que será compatible con otros 
derechos de carácter patrimonial a los que tenga derecho el cónyuge, como bien podría 
ser la compensación del trabajo doméstico ex artículo 1438 del Código Civil1055. Parece 
evidente que, si ésta tiende a evitar los enriquecimientos que injustificadamente tuvieran 
lugar por el desempeño de esta labor, y aquélla a los que, por el contrario, se produjesen 
gracias a la colaboración prestada en las explotaciones agrarias, nada impediría sostener 
su compatibilidad; ni siquiera cuando la llevanza del hogar fuese compensada conforme 
                                                 
1054 Sobre ello, vid. MARTÍN MELÉNDEZ, “Estudio...”, cit., pp. 567-568. 
1055 Participa de esta opinión CARRETERO GARCÍA, A., “Explotaciones agrarias de titularidad compartida 
y compensación económica por colaboración efectiva del cónyuge o pareja de hecho en los supuestos de 
extinción de la relación”, Revista de Derecho Agrario y Alimentario, núm. 64, enero-junio, 2014, p. 67. 




al modelo participativo o indemnizatorio, a mi juicio1056. En todo caso, el reconocer una 
compensación por haber colaborado en las explotaciones agrarias precisa que no se haya 
formalizado con anterioridad un régimen de titularidad compartida -pues, en tal caso, ya 
se recibe una compensación directa en cuanto se ordena que los rendimientos generados 
por la explotación se repartirán al 50 por ciento, según el primer apartado del artículo 5 
de la ley citada-; y, también, que el cónyuge que eventualmente pretenda convertirse en 
acreedor no disponga de un contrato que le convierta en trabajador por cuenta ajena1057. 
5. LA COMPENSACIÓN POR COLABORAR EN LAS ACTIVIDADES DEL CONSORTE 
 Una de las cuestiones más controvertidas en el estudio de la compensación a que 
se tenga derecho por el trabajo dedicado en el hogar gira en torno a la delimitación de su 
ámbito objetivo. Así, mientras que en opinión de algunos autores dicha labor se ciñe a la 
dedicación pasada de uno de los cónyuges a la familia, otros entienden que la misma se 
extiende a la colaboración con su trabajo en las actividades mercantiles, industriales o 
profesionales del otro cónyuge; siguiendo la distinción empleada por nuestro legislador 
con respecto a la prestación compensatoria (cfr. arts. 97.4 y 97.5 CC). La jurisprudencia 
es consciente de que, la eventual asimilación de la contribución a las cargas familiares 
realizada por uno de los cónyuges con el trabajo en la actividad profesional del otro, 
bien por la vía de la interpretación extensiva de la expresión “trabajo para la casa”, o 
por la aplicación analógica del precepto, por apreciarse la existencia de identidad de 
razón entre los dos supuestos examinados, ha merecido un vivo debate doctrinal; pero 
ello no ha impedido a nuestro Tribunal Supremo decantarse por la primera corriente de 
opinión mediante la sentencia de 26 de abril de 2017 (STS 26-4-2017 [RJ 2017, 1720]). 
 Semejante asimilación cuenta con el respaldo de grandes autoridades doctrinales 
aparentemente influenciadas por ciertas soluciones extranjeras1058. Precisamente merece 
                                                 
1056 Vid. MARTÍN MELÉNDEZ, “Estudio...”, cit., p. 583. Sosteniendo el enriquecimiento injustificado como 
fundamento de la compensación que aquí nos ocupa, vid. POVEDA BERNAL, M. I., “La nueva ley de 
titularidad compartida de las explotaciones agrarias. Incidencia en el Derecho de familia”, en VATTIER 
FUENZALIDA, C. (dir.), DE ROMÁN PÉREZ, R. (coord.), El desarrollo rural en la política agrícola común 
2014-2020, Aranzadi, Navarra, 2012, pp. 217 y 221; CARRETERO GARCÍA, op. cit., p. 60. 
1057 Vid. PLAZA PENADÉS, J., “Principales aspectos de la ley de titularidad compartida de las explotaciones 
agrarias”, en MUÑIZ ESPADA, E. (coord.), Un marco jurídico para un medio rural sostenible, Ministerio 
de Medio Ambiente y Medio Rural y Marino, Madrid, 2011, p. 387. 
1058 Vid. LACRUZ BERDEJO et al., Elementos…, t. IV, cit., p. 262; MONTÉS PENADÉS, op. cit., p. 1938; DE 
LOS MOZOS Y DE LOS MOZOS, “Comentarios a los artículos 1411 a 1444 del Código Civil”, cit., pp. 379-
380; RAMS ALBESA, “Proposición...”, cit., pp. 145-146; GUILARTE GUTIÉRREZ, “La sociedad...”, cit., p. 
57; CABANILLAS SÁNCHEZ, op. cit., p. 1230; ASUA GONZÁLEZ, “La compensación...”, cit., p. 1107; DE 
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recordar que fue gracias a la reforma francesa de 13 de julio de 1965 como apareció, por 
primera vez, este modo de subvenir al levantamiento de las cargas matrimoniales. Desde 
entonces fue formándose, en la Corte de Casación, hasta nuestros días, una profusa línea 
jurisprudencial a cuyo tenor, dicha colaboración, sería digna de compensación mediante 
el recurso a la actio in rem verso, siempre y cuando pudiese considerarse excesiva. Pero 
pronto la doctrina manifestaría sus dudas con respecto a dónde se encontraba la frontera 
entre una oportuna y una excesiva colaboración, a tales fines1059. Es posible, quizá, que 
estas dificultades ayudaran -junto a otras razones, tendentes a suprimir la discriminación 
que suponía la exclusiva vinculación de estas tareas a las mujeres, en el artículo 214 del 
Código Civil- a que la controvertida modalidad contributiva desapareciera por completo 
de la legislación francesa, casi una década después, como una consecuencia de la ley de 
11 de julio de 1975. E incluso es posible que, también, sea ésta la razón por la que dicha 
colaboración carece de todo efecto contributivo en la regulación catalana actual frente a 
la consideración que la misma dispuso en otro tiempo (cfr. arts. 8.3 II CDCC y 5.1 CF). 
 Es, por ello, por lo que no ha de conferirse ningún valor al argumento empleado 
por el Alto Tribunal cuando, en la sentencia antes citada, acude a una frágil y superflua 
comparación indicando que en el ámbito autonómico, el ordenamiento civil catalán, ha 
venido a asimilar expresamente el trabajo de un cónyuge para el otro -ex artículo 232-
5.2 de su Código Civil-, al régimen de la compensación del trabajo para la casa, pues 
éste, en realidad, no tiende a indemnizar las oportunidades perdidas -como en principio 
pretende la doctrina sentada por aquél-, sino tan solo a reconocer a uno de los cónyuges 
el derecho a participar en las ganancias de su consorte cuando así hubiese contribuido a 
generarlas; según viene practicándose desde antiguo en el Campo de Tarragona y otras 
comarcas mediante la asociación a compras y mejoras1060. Además, el legislador catalán 
trata por separado el trabajo para la casa y para el otro cónyuge en dos apartados del 
mismo precepto -siguiendo el criterio adoptado hace casi un siglo por la ley sueca de 11 
de junio de 1920, una de las primeras reformas tendentes a instaurar la igualdad de los 
consortes-, acusando el tratamiento individualizado y distinguido de ambas tareas1061. 
                                                                                                                                               
AMUNÁTEGUI RODRÍGUEZ, “La libertad...”, cit., p. 261; RIBERA BLANES, “Del régimen...”, cit., p. 907; 
VERDERA IZQUIERDO, “Configuración...”, cit., p. 225. 
1059 Vid. SINAY-CYTERMANN, A., “Enrichissement sans cause et communauté de vie. Incidences de la loi 
du 10 julliet 1982”, Dalloz-Sirey, 1983-I, p. 160. 
1060 En idéntica dirección, vid. BOSCH CAPDEVILA, “Comentarios...”, cit., p. 335; ID., “La configuració...”, 
cit., p. 387, n. 24; NASARRE AZNAR, “Los regímenes...”, cit., p. 495. 
1061 Vid. RÉAU, FORSSIUS y MARTIN, op. cit., pp. 12-13 y 22. 




 La asimilación que ha de llevarse a cabo entre ambas actividades en opinión del 
Tribunal Supremo es fruto de aquella realidad social que describía nuestro legislador en 
el preámbulo de la ley 35/2011, de 4 de octubre, y conforme a la cual manifestaba cómo 
el trabajo de las mujeres sigue entendiéndose más bien como una “ayuda familiar” que 
complementa a la renta principal y no como una aportación económica efectiva; siendo 
éste, quizá, el motivo por el cual aquél aprecia en su sentencia que con dicho trabajo se 
atiende principalmente al sostenimiento de las cargas del matrimonio de forma similar 
al trabajo en el hogar. Sin embargo, no hay que olvidar que la actividad desarrollada en 
el seno doméstico no solo representa una modalidad contributiva frente al levantamiento 
de las cargas del matrimonio, sino que entraña una carga matrimonial en sí mismo. Ello 
significa que los cónyuges están obligados a su levantamiento por sí mismos o mediante 
la contratación de terceros, cuyo coste habría de ser conjuntamente sufragado en defecto 
de toda atención personal por su parte. En cambio, son muy distintas las circunstancias 
en que opera la colaboración prestada por cualquiera de los cónyuges en la actividad del 
consorte, pues, en tal caso, dicha actividad no entraña una auténtica carga matrimonial a 
cuyo levantamiento estén obligados ambos cónyuges, sino una mera carga exclusiva del 
citado consorte que, en otro caso, debería soportar el coste de contratar a un tercero1062. 
 Si bien es cierto que a razón de colaborar en la actividad del consorte, cualquiera 
de los cónyuges puede llegar a experimentar pérdidas de oportunidad profesional dignas 
del correspondiente resarcimiento a juicio de nuestro Tribunal Supremo -como ocurriría 
también, en iguales condiciones, a consecuencia de desempeñar cualquier otra actividad 
no estrictamente doméstica que pudiese verse perjudicada por la dedicación al hogar-, y 
de esta manera desencadenar el derecho a una compensación al socaire del artículo 1438 
del Código Civil; semejante colaboración jamás habría de reemplazar el lugar que ocupa 
el trabajo para la casa constituyéndose en el objeto de la misma, y ello porque es obvio 
que aquélla -según fue argumentado antes- nunca dispondrá de la doble función que éste 
cumple en el precepto indicado, aunque, desde una perspectiva sociológica, quiera verse 
como una “ayuda familiar” que complementa el cuidado del hogar. En otras palabras, se 
trataría de compensar por el trabajo para la casa, y no por colaborar en otras actividades, 
cuyo resarcimiento deberá discurrir necesariamente a través de otros cauces, tales como 
                                                 
1062 En este sentido, vid. WESSNER, P., “La collaboration professionnelle entre époux dans le nouveau 
droit matrimonial”, Problèmes de Droit de la famille, Editions Ides et Calendes, Neuchâtel, 1987, p. 182; 
BOSCH CAPDEVILA, “La configuració...”, cit., p. 385; MARTÍN MELÉNDEZ, “Estudio...”, cit., p. 583. Por el 
contrario, estimando que colaborar en la actividad del consorte es un mecanismo de contribuir al 
levantamiento de las cargas del matrimonio, vid. DELGADO ECHEVERRÍA, El régimen..., cit., p. 373. 
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las sociedades de hecho o el enriquecimiento injustificado. Estos son los remedios a los 
cuales suele acudir la doctrina, tanto nacional como extranjera, y es justo de esta manera 
como precisamente ha venido interviniéndose, en Francia, por la Corte de Casación1063. 
 Sin embargo, hasta el momento, nuestra jurisprudencia se ha manifestado mucho 
más cercana a la primera solución, consistente en apreciar sociedades de hecho entre los 
consortes. Así se desprende de que, en el caso enjuiciado por su sentencia de 19 de julio 
de 2012, el Tribunal Supremo entienda que la pretendida pretensión indemnizadora del 
trabajo aportado […] al "negocio familiar", que en todo caso lo fue respecto de un bien 
privativo del otro cónyuge, tiene un cauce específico que habrá de dilucidarse, aun entre 
separados de bienes, por aplicación analógica de los artículos 1359 y 1360 del Código 
Civil (STS 19-7-2012 [RJ 2012, 10118]). Es evidente que dicha solución atribuiría a los 
consortes la cualidad de auténticos socios como consecuencia de la colaboración de uno 
de ellos en la actividad del otro, y ello en la medida en que la mejora experimentada por 
el patrimonio de este último formaría parte de la masa ganancial a repartir entre ambos a 
la disolución de la sociedad de gananciales. Desde luego, sería necesario que el cónyuge 
colaborador no hubiese percibido retribución alguna, pues, en tal caso, dicha retribución 
obtendría la cualidad de ganancial excluyendo la aplicación de los preceptos citados1064. 
 La identidad de razón que exige acudir a la analogía en el régimen de separación 
de bienes, sin embargo, no es tan evidente. La naturaleza específica de la comunidad de 
gananciales justifica el establecimiento de ciertos mecanismos -tales como el reintegro o 
la subrogación real-, a efectos de mantener el equilibrio de las tres masas patrimoniales 
durante su vigencia. Pero, no habiendo una tercera masa común en el citado régimen, es 
arriesgado sostener la aplicación analógica de estos mecanismos cuando ni siquiera cabe 
afirmar que tengan lugar, en sociedad de gananciales, entre patrimonios privativos. Solo 
con la lectura del artículo 1359, último párrafo, del Código Civil, se observa que nuestro 
legislador dota de idénticos efectos a la inversión de fondos comunes y a la actividad de 
                                                 
1063 Entre otras, vid. Cass. Civ. 1re, 15-3-1960; 16-12-1975, n.º 74-12085; 17-2-1976, n.º 74-14612; 19-5- 
1976, n.º 75-10558; 24-10-1978, n.º 76-12557; 8-2-2000, n.º 98-10846. En cuanto a la doctrina, nacional 
y extranjera, vid. LEHMANN, op. cit., p. 104; LACRUZ BERDEJO et al., Elementos…, t. IV, cit., p. 262; 
MONTÉS PENADÉS, op. cit., p. 1938; DE LOS MOZOS Y DE LOS MOZOS, “Comentarios a los artículos 1411 
a 1444 del Código Civil”, cit., pp. 380-381; TORRES LANA, op. cit., p. 1073; RIBERA BLANES, “Del 
régimen...”, cit., p. 906. 
1064 Vid. RAMS ALBESA, La sociedad…, cit., p. 61; REBOLLEDO VARELA, “Comentarios...”, cit., p. 9620. 




cualquiera de los cónyuges, equiparándolas, como si ambas fueran gananciales1065. Esto 
no representa sin embargo ninguna casualidad, porque, considerando que la aptitud para 
ejercer una actividad constituye uno de los recursos económicos con los que cuentan los 
cónyuges a efectos del levantamiento de las cargas, en separación de bienes, y que éstas 
se levantan con cargo a la sociedad de gananciales, en este régimen, es lógico que dicha 
actividad se configure también con los mismos efectos que cualquier otro bien ganancial 
en cuanto puede generar otros con los que sufragar aquellas cargas (cfr. art. 1347.1 CC). 
 Sin embargo, mientras se conserve incólume el espíritu separatista que distingue 
las relaciones económicas de los cónyuges separados de bienes, ajenas a cualquier clase 
de comunidad o de participación sobre las ganancias obtenidas durante su vigencia, será 
cuando menos discutible que aquellos deban ser tratados como socios con respecto a los 
rendimientos obtenidos por parte del consorte, porque, en definitiva, sería sobre aquella 
comunicación de patrimonios donde descansase el motivo capaz de justificar semejante 
consideración en la legislación catalana1066. Seguramente sea ésta razón suficiente para 
abandonar la aplicación analógica de los preceptos aludidos en el régimen de separación 
de bienes -según acontecería también entre patrimonios privativos constante la sociedad 
de gananciales-, y optar por aplicar en su lugar las normas generales de la accesión, que 
no conceden participación alguna sobre las mejoras experimentadas1067. A mi juicio, por 
tanto, y a pesar de la opinión del Tribunal Supremo, no habrían de buscarse soluciones 
societarias más allá de las sociedades de hecho que pudieran apreciarse entre separados 
de bienes cuando así lo aconsejasen las circunstancias especiales de cada caso concreto. 
 En su defecto, deberá acudirse a cualesquiera otros remedios jurídicos orientados 
a evitar que el cónyuge beneficiario de la colaboración se enriquezca injustificadamente 
a costa de su consorte1068. Se trata de la llamada condictio por inversión o por expensas 
a virtud de la cual se observa el caso en que se realizan gastos o se incorpora trabajo en 
una cosa ajena, con beneficio del propietario o del poseedor de la misma. Así se define 
                                                 
1065 En el mismo sentido, vid. BENAVENTE MOREDA, P., “Algunas consideraciones en torno al valor del 
capital humano en el régimen económico matrimonial”, Estudios jurídicos en homenaje al profesor Luis 
Díez-Picazo, t. III, Civitas, Madrid, 2003, p. 4434. 
1066 Manifestando idéntica opinión, vid. RIBERA BLANES, “Del régimen...”, cit., p. 906. Sobre el motivo 
que justifica la solución contraria en el ordenamiento jurídico catalán, vid. BOSCH CAPDEVILA, “La 
configuració...”, cit., pp. 386-387.  
1067 En este sentido, vid. REBOLLEDO VARELA, “Comentarios...”, cit., p. 9615. 
1068 Así lo indican REBOLLEDO VARELA, Separación…, cit., p. 441; LAMARCA MARQUÉS, “Separación...”, 
cit., p. 11; ARROYO AMAYUELAS, “Comentarios...”, cit., p. 1573; ÁLVAREZ OLALLA, Responsabilidad…, 
cit., p. 182; GONZÁLEZ DEL POZO, “La compensación...”, cit., pp. 70-71; CECCHINI ROSELL, op. cit., p. 
31. 
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por nuestro Tribunal Supremo que, a su vez, estima que se produce cuando una persona 
invierte su trabajo en beneficio de las empresas de otra persona -en nuestro caso, en las 
actividades del consorte-, sin recibir la adecuada compensación -entiéndase aquí, como 
remuneración o retribución-, ni participar en los beneficios que ayuda a crear, en cuyas 
circunstancias se puede considerar que el enriquecimiento se ha producido en virtud de 
la denominada condictio por inversión o por expensas (STS 6-5-2011 [RJ 2011, 3843]). 
 Semejante descripción supondría rechazar el reconocimiento de la condictio por 
inversión o por expensas cuando ambos cónyuges fuesen partícipes en el reparto de los 
beneficios experimentados a consecuencia de la colaboración prestada por cualquiera de 
ellos en la actividad del otro -como sucedería en caso de apreciar una sociedad de hecho 
entre los mismos-, y cuando se hubiera recibido una adecuada retribución por semejante 
labor. Por este motivo, quizá, nuestro Tribunal Supremo entienda que la colaboración en 
el negocio familiar se desempeñó con condiciones laborales que califica de precarias, y 
compensables ex artículo 1438 del Código Civil aun cuando medie remuneración por su 
realización, pues, en el caso enjuiciado por su sentencia de 26 de abril de 2017 -citada al 
inicio de este epígrafe-, se efectuó con un salario que considera moderado y contratada 
como autónoma; circunstancia que, además, privaba de indemnización por despido. Sin 
embargo, no se trata aquí de que los órganos jurisdiccionales decidan si tal colaboración 
ha sido o no suficientemente retribuida -más allá de la observación del salario mínimo 
interprofesional-, y compensar la diferencia en caso negativo; ésta es una cuestión que a 
mi juicio queda reservada a la autonomía privada de los consortes sin que ni siquiera sea 
válido rescindir por lesión fuera de los casos expresamente previstos (cfr. art. 1293 CC). 
 La subsidiariedad con que nuestra jurisprudencia aplica a día de hoy las acciones 
por enriquecimiento injustificado -de las cuales, no es más que una variante la condictio 
por inversión o por expensas- conduciría, en última instancia, a descartar su procedencia 
cuando en el caso concreto concurriese cualquier relación jurídica entre consortes capaz 
de compensar el trabajo que uno de ellos invirtiese en la actividad del otro (SSTS 19-2-
2016 [RJ 2016, 710] y 19-7-2012 [RJ 2012, 10118]). Buen ejemplo de ello es que otros 
ordenamientos jurídicos extranjeros desprovean de toda compensación por esta causa a 
quienes presten tal colaboración en virtud de contratos de trabajo, préstamo, sociedad o 
cualquier otra relación jurídica -v. gr. el contrato de servicios, la donación, el mandato o 




la gestión de negocios ajenos (cfr. art. 165 III ZGB)1069. En tal sentido, salvo que llegara 
a advertirse una sociedad de hecho a tenor de las circunstancias, en separación de bienes 
adquiere especial trascendencia el contrato de trabajo que pueda entenderse tácitamente 
celebrado entre los consortes; en cuyo caso, como en cualquier otro, será conveniente la 
aplicación analógica del criterio recogido para los arrendamientos y abonar, conforme al 
artículo 1547 del Código Civil, el coste de los servicios efectuados (cfr. art. 8.1 ET)1070. 
 La búsqueda de una compensación en el enriquecimiento injustificado para estos 
casos de colaboración en la actividad del consorte determina con facilidad el régimen de 
compatibilidad entre ésta y aquella que eventualmente corresponda como consecuencia 
de la llevanza del hogar entre separados de bienes cuando esta última sea diseñada bajo 
un modelo de restitución tendente a evitar que dicho enriquecimiento se consagre de un 
modo definitivo. Pero, a mayor abundamiento, semejante compatibilidad también cabría 
sostenerse cuando la compensación del trabajo doméstico se identificase con un modelo 
participativo -y ejemplo de ello es el sistema instaurado mediante el artículo 232-5.2 del 
Código Civil de Cataluña- e incluso con un modelo indemnizatorio como el establecido 
por nuestro Tribunal Supremo -y que, según la opinión manifestada anteriormente, no 
implica la compensación de dos clases actividades sino únicamente la que se desempeñe 
en el seno doméstico-, sin dificultad alguna1071. Esta es una solución que contentaría la 
opinión de un determinado sector de la jurisprudencia menor que durante muchos años 
ha venido sosteniendo que la compensación correspondiente, por haber colaborado en la 
actividad del consorte, ha de seguir otros cauces diferentes al artículo 1438 del Código 
Civil (SSAP Sevilla 31-3-2014 [JUR 2014, 195056] y 17-3-2004 [AC 2004, 382], La 
Coruña 23-7-2013 [JUR 2013, 295956] y Valladolid 20-7-2006 [JUR 2006, 239825]). 
 
 
                                                 
1069 Vid. DESCHENAUX y STEINAUER, op. cit., p. 70; STETTLER y GERMANI, op. cit., p. 88. 
1070 En igual sentido, vid. WESSNER, op. cit., p. 185; VARELA, Direito da família, cit., pp. 350-351; 
MICHAUX, op. cit., p. 225. Sobre la validez del contrato de trabajo entre consortes, vid. RAMS ALBESA, J. 
J., “Comentario al artículo 24 de la Compilación del Derecho Civil de Aragón”, en LACRUZ BERDEJO, J. 
L. (dir.), Comentarios a la Compilación del Derecho Civil de Aragón, t. I, Diputación General de Aragón, 
Zaragoza, 1988, pp. 634-635. Estimando que la norma citada se refiere al contrato de trabajo tácito, vid. 
MONTOYA MELGAR, op. cit., p. 304. Sosteniendo la analogía con la normativa arrendaticia, a los efectos 
señalados, vid. OROZCO MUÑOZ, M., El enriquecimiento injustificado, Aranzadi, Navarra, 2015, p. 313. 
1071 Por todos, sosteniendo la procedencia de la compensación por razón de trabajo en caso de dedicación 
simultánea al hogar y a la actividad del consorte en Derecho civil catalán, vid. ALEGRET BURGUÉS, 
“Liquidació...”, cit., pp. 160 y 163. 
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6. EL DERECHO DE REINTEGRO 
 La interpretación que aquí se propone como alternativa para la compensación del 
trabajo desarrollado en el hogar entre separados de bienes convierte esta figura jurídica 
en un mero derecho de reintegro dirigido a equilibrar los patrimonios de los consortes e 
impedir que, consecuentemente, se consoliden entre ellos determinados desplazamientos 
injustificadamente ocasionados1072. Siendo éste el objeto común a ambos derechos, nada 
obsta a afirmar su compatibilidad. No obstante, convendría que la jurisprudencia tomase 
partido con respecto al momento en que hubiese de ser exigido cualquier reintegro en el 
régimen de separación: solo a su extinción o también durante su vigencia (cfr. arts. 1438 
y 1113 CC). Carecería de sentido que, una vez admitido el modelo de restitución por los 
jueces y tribunales, existiese una diversidad de criterios entre reintegro y compensación 
motivada por el simple hecho de que en esta última concurriría una actividad doméstica 
capaz de postergarlas hasta el momento en que se produjese la extinción del régimen de 
separación; mientras que en aquéllos no, solo porque la sobrecontribución a que estarían 
llamados a intervenir -en el levantamiento de las cargas matrimoniales-, hubiese surgido 
como consecuencia de otras modalidades diferentes de atender a esta misma obligación. 
7. LA INDEMNIZACIÓN POR DAÑOS Y PERJUICIOS 
 El derecho a una compensación como consecuencia de las atenciones y gestiones 
domésticas será sin lugar a dudas compatible con cualesquiera indemnizaciones que se 
deban los cónyuges por los daños y perjuicios ocasionados entre sí. En este ámbito sería 
conveniente tener en consideración el auge que entre nuestra doctrina están adquiriendo 
tales indemnizaciones con respecto al incumplimiento de los deberes conyugales que se 
recogen en los artículos 66 y siguientes del Código Civil, pues, en su caso, nada obstaría 
a mantener semejante afirmación. La única dificultad se suscitaría en torno a indemnizar 
los daños y perjuicios que se desencadenasen como consecuencia del incumplimiento de 
la obligación que, con motivo del segundo inciso del artículo 68 del Código Civil, asiste 
a cada uno de los cónyuges en cuanto a compartir las responsabilidades domésticas. Las 
indemnizaciones que, eventualmente, pudieran proceder por esta causa, podrían albergar 
una duplicidad con respecto a la compensación correspondiente -por las actividades que 
hubiesen sido desempeñadas en el hogar- cuando ésta fuese configurada de conformidad 
a un modelo indemnizatorio inspirado en el mismo supuesto de hecho. Por ello, en tales 
                                                 
1072 Vid. supra, p. 371, n. 888. 




ocasiones, será conveniente que la jurisprudencia dedique una mayor atención a analizar 
la compatibilidad entre ambas figuras, motivando, reflexivamente, la decisión adoptada. 
8. EL CRÉDITO DE PARTICIPACIÓN EN LAS GANANCIAS 
 El reconocimiento de una compensación como resultado del trabajo efectuado en 
el seno doméstico por cualquiera de los cónyuges a lo largo de la vida en común, apenas 
entraría en conflicto con el crédito a que al mismo tiempo pudiera tener derecho frente a 
su consorte, una vez practicada la debida liquidación del régimen de participación en las 
ganancias, mientras aquélla se concibiese en clave de restitución. De hecho, es así como 
se considera en la Propuesta de Código Civil de la Asociación de Profesores de Derecho 
Civil, al apreciarse “como una norma para reequilibrar las aportaciones de cada cónyuge 
en función de la regla de la proporcionalidad” que opera con respecto a su obligación de 
contribuir al levantamiento de las cargas matrimoniales; según informa su exposición de 
motivos1073. Sin embargo, mientras esta propuesta no adquiera rango de ley, aplicar este 
derecho en el régimen de participación en las ganancias necesitaría que la jurisprudencia 
superase el hecho de que este régimen económico-matrimonial solamente se sirva del de 
mera separación de bienes durante la vigencia del mismo, y no a su extinción; momento 
a partir del cual podría hablarse de semejante compensación (cfr. arts. 1413 y 1438 CC). 
                                                 





I. A evolução dos nossos costumes mostra como a divisão do trabalho entre 
mulheres e homens  -em função da qual era comummente aceite que aquelas chama-
ssem a si o cuidado e a satisfação das tarefas domésticas enquanto estes saíam para ob-
ter os ingressos necessários para assegurar o sustento do lar- vai fazendo parte de um 
passado cada vez mais afastado na medida em que acontecimentos como a presença da 
população feminina em postos de trabalho remunerados foram adquirindo um maior 
peso na sociedade. Hoje em dia este não é o modelo adoptado nos casamentos celebra-
dos no nosso país, em que mulheres e homens realizam indistintamente atividades re-
muneradas fora de casa, não sendo sequer necessário que o casal seja composto por um 
membro de cada género, não condicionando o sexo uma particular distribuição de 
funções entre os cônjuges. E muito menos o é nos casos em que a economia do casal é 
voluntariamente sujeita a um regime que fomenta precisamente o contrario, como em 
princípio acontece na separação de bens, em virtude da completa incomunicabilidade 
que pretende garantir dos patrimónios conjugais. 
II. A simples constatação dos factos referidos permite concluir que a compensação 
do trabalho doméstico é um direito que cumpriu entre nós uma função meramente pro-
visória na transição de uma realidade social ainda apegada ao passado, na medida em 
que foi desenhada num contexto cultural em que uma boa parte da população continua-
va a considerar que o contributo que correspondia às mulheres era meramente domésti-
co. Continuou depois num contexto em que esta concepção evoluiu até quase desapare-
cer, contexto cujas características mantêm-se invisíveis aos olhos do Tribunal Supremo, 
que interpretou este direito, e persiste em manter tal interpretação, de um modo que re-
vela uma distorção temporal. Neste sentido, julga-se desadequado restringir o acesso a 
uma compensação a quem só realizou actividades domésticas, relativamente a quem 
também exerceu outras actividades remuneradas fora de casa, e quantificar aquela com 
base num salário, como se em vez de contribuir para os encargos familiares se tratasse 
de uma relação laboral por conta alheia que tivesse que ser retribuída, tal como entendia 
o feminismo numa época em que era comum que as mulheres não se arrogassem mais 
competências do que o governo do lar. 




III. O carácter extemporâneo que resulta destas apreciações leva à convicção da ne-
cessidade de reconsideração deste direito. Conscientes de que o regime estatal de sepa-
ração de bens requere que se recolha numa escritura pública o mútuo consenso dos con-
sortes ou nubentes para que seja eficaz, diferentemente do que acontece com outros re-
gimes autonómicos de separação de bens, em que, no entanto, não há este acordo, e nos 
quais faz, inclusive, mais sentido compensar as actividades desempenhadas no lar por 
parte de quem não exerceu outras actividades remuneradas fora dele -na medida em que 
não foram devidamente assessorados por um notário sobre os prejuízos que semelhante 
ocupação poderia acarretar dissolvendo-se este regime de bens-, talvez seja aconselhá-
vel advogar a supressão desta compensação. Para isso, seria suficiente redireccionar a 
compensação do trabalho doméstico à prestação compensatória que no caso correspon-
desse em função da dedicação prestada à família, sem que fosse necessário esperar que 
o legislador interviesse para suprimir o disposto a este respeito no último dos incisos do 
artigo 1438 do Código Civil. 
IV. Porém, prevendo-se que esta solução não chegue a ser adoptada a curto prazo, 
tanto pela própria passividade do legislador como em virtude da presumível falta de 
apoio que obteria por parte dos juízes e tribunais  -que não cessam de recordar a distin-
ção que na sua opinião existe entre a compensação do trabalho doméstico e a chamada 
prestação compensatória-, talvez fosse recomendável instar estes últimos a que proviso-
riamente encetassem uma via intermédia através da qual obtivessem resultados idênti-
cos. Esta solução residiria precisamente na adequação e acondicionamento dos parâme-
tros próprios da doutrina do enriquecimento sem causa  -para que, assim, a apreciação 
do direito a ser compensado pelo trabalho realizado no lar ficasse condicionada pelo ex-
cesso que, mediante o seu efectivo exercício, por um ou outro cônjuge, fosse provocado 
em virtude da devida repartição dos encargos da vida familiar-, num modelo aqui deno-
minado como modelo de restituição. Este sistema, além de proporcionar múltiplas van-
tagens, é o que actualmente responde de forma mais fidedigna aos objectivos que há 
quase quatro décadas o nosso legislador se propôs alcançar em matéria de igualdade e 
não discriminação em razão do sexo, ao contemplar, pela primeira vez, no ordenamento 
jurídico pátrio, o direito a uma compensação pelo trabalho desenvolvido no âmbito do-
méstico, à luz da reforma encetada pela lei de 13 de maio de 1981. 
V. A este respeito resulta à primeira vista mais igualitário fomentar que as mulheres 
a quem este direito estava dirigido acedam a postos de trabalho remunerados mediante 
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os quais adquiram para si uma independência económica plena frente aos seus respecti-
vos consortes, e não precisem, a posteriori, de nenhum gesto de caridade, do que uma 
medida como esta seja interpretada de tal forma que contribua para alcançar precisa-
mente o contrário por representar uma apetitosa oportunidade para não efectuar nenhu-
ma outra actividade que vá para além da estritamente doméstica, em face da expectativa 
de perceber maiores rendimentos económicos como consequência do seu reconhecimen-
to. Para esta situação contribuem precisamente as extraordinárias quantias que na práti-
ca é costume conferir-se com esse fundamento, por aplicação do método de quantifica-
ção elegido pelo Tribunal Supremo -e que, por tanto, funcionam em detrimento de direi-
tos como os da igualdade e não discriminação em função do género ou de livre desen-
volvimento da personalidade de que aquelas são titulares tal como os demais cidadãos 
espanhóis-, e que transformam o direito a obter uma compensação pelo trabalho investi-
do no lar num autêntico aliciante para não efectuar qualquer outro trabalho fora, aju-
dando a perpetuar a obsoleta divisão sexual do trabalho, contrariamente ao pretendido 
pelo legislador. 
VI. Uma forma de evitar que este efeito se materialize sobre a realidade social a que 
se dirige a compensação do trabalho doméstico, se verdadeiramente se quer fomentar a 
plena igualdade e não discriminação em função do género entre consortes, é precisa-
mente reduzir este direito à mera restituição -pelo enriquecimento que injustificada-
mente beneficiasse qualquer um deles à custa de uma contribuição excessiva para os en-
cargos da vida familiar por parte do outro- para motivar que ambos se esforcem para 
procurar para si os recursos económicos que necessitam para fazer face aos seus gastos 
no caso de vir a extinguir-se o regime de separação de bens. Porém, o facto de este ser 
convertido num elemento participativo ou ressarcitório capaz de aportar uma cobertura 
para aqueles casos em que esta circunstância não ocorra, além de contrariar a essência 
separatista deste regime de bens do casamento e representar, deste modo, uma redun-
dância relativamente ao de participação nos adquiridos ou à prestação compensatória, 
corresponde a um risco que os próprios cônjuges ou nubentes têm que valorar no mo-
mento de outorgar ou modificar as suas respectivas convenções com vista à fixação do 
regime de bens do casamento para submeter-se às disposições da separação de bens, se 
a sua intenção não é outra do que sacrificar as suas expectativas profissionais e/ou aca-
démicas a favor dos seus filhos ou do seu lar. 




VII. Apesar de esta posição contar com uma aceitação quase unânime por parte da 
doutrina, tendo em conta a vasta maioria de autores que apoiam a viabilidade deste sis-
tema compensatório em face de outras alternativas como aquela que defende o nosso 
Tribunal Supremo, não se desenvolveu até ao momento aquele que seria o seu regime 
jurídico particular, para avaliar, depois, como responderia às questões mais controverti-
das que surgem como resultado de levar à prática dos juízes e tribunais inferiores tudo o 
que aquele ordena actualmente na sua polémica posição, e entre as quais se podem assi-
nalar: o facto de que o direito a receber uma compensação seja conferido quase automa-
ticamente com a simples comprovação de se ter assumido a direcção do lar; o regime de 
exclusividade em que para tal fim se há-de desenvolver tal actividade; o método utiliza-
do para quantificar o montante correspondente; o valor da renúncia à compensação 
realizada anteriormente à dissolução do regime de separação de bens; assim como a sua 
re-lação com a prestação compensatória. 
VIII. Em primeiro lugar, um dos efeitos mais interessantes na hora de atribuir carácter 
restitutivo à compensação pelo trabalho prestado no lar é o modo como faria diminuir o 
número de reclamações interpostas sobre este particular, na medida em que a sua apre-
ciação não se deteria na mera comprovação de se ter assumido este trabalho enquanto 
vigorava o regime de separação de bens, mas ainda exigiria um rigoroso esforço proba-
tório por aqueles que pretendessem que este direito lhes fosse reconhecido. Este con-
sistiria precisamente em rever quanto foi investido por cada um dos cônjuges nos encar-
gos da vida familiar, para comprovar, depois, se durante todo ou parte do período de vi-
gência do regime de separação de bens, algum deles o fez de modo excessivo através da 
atenção e gestão dos assuntos domésticos. Este processo suporia para os cônjuges uma 
espécie de acerto de contas cujo resultado revelaria se concorre ou não uma causa ver-
dadeiramente capaz de legitimar que um deles deva compensar o outro por semelhante 
ocupação, em lugar de o fazer em qualquer caso pelo simples facto de ter sido compro-
vada uma contribuição deste tipo para os encargos familiares, independentemente de ser 
superior ou não à devida, de acordo com o considerado apropriado pelo Tribunal Supre-
mo. 
IX. Em segundo lugar, como consequência do modo como se efectivaria o direito a 
obter uma compensação pelo trabalho desempenhado no lar, enquanto restituição daqui-
lo que se aportou a mais, pelo seu desempenho, para os encargos familiares, nada obsta-
ria a que resultassem credores aqueles que além de velar pela satisfação dos interesses 
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domésticos tivessem realizado outras actividades fora de casa, contrariamente à posição 
que defende o Tribunal Supremo. Pense-se que, se neste caso se trata somente de com-
pensar o excesso em que incorreu um dos cônjuges relativamente àquilo a que estava 
obrigado a contribuir para os encargos familiares, o facto de ter ou não compatibilizado 
actividades dentro e fora do lar não deveria ter qualquer relevância para efeitos de rece-
ber uma compensação pela que tenha realizado dentro dele, se só com esta actividade, 
ou com outras possíveis formas de cumprir com aquela obrigação, superou o quantum 
do que lhe era juridicamente exigível. 
X. Em terceiro lugar, o facto de o reconhecimento de uma compensação ficar 
subordinado à verificação de um excesso na contribuição para os encargos familiares le-
varia a respeitar a dupla dimensão que o trabalho doméstico possui: compensatória, por 
um lado, mas também contributiva, por outro lado. Pense-se que não se trataria já de re-
tribuir um serviço através do qual se daria cumprimento a um dever que opera entre os 
próprios cônjuges, sem considerar previamente que existe uma causa que justificaria a 
sua execução por qualquer um deles como é a obrigação de contribuir para os encargos 
familiares, mas sim de avaliar a medida acima da qual aquele deixaria de constituir um 
contributo para tal fim para compensar tudo o que tivesse sido realizado para além desta 
margem particular. De outro modo, o peso dos encargos familiares seria inteiramente 
suportado pelo cônjuge que se constituísse devedor da compensação em caso de tra-
balho doméstico, sendo esta calculada com base no valor total atribuído a este último, 
sem ter em consideração quanto teria aproveitado o outro cônjuge como forma de cum-
prir com o seu dever de contribuir, como resulta justamente da aplicação da posição do 
Tribunal Supremo.  
XI. Uma vantagem suplementar de considerar o contributo de cada um dos cônjuges 
para os encargos da vida familiar manifestar-se-ia no momento de quantificar a compen-
sação correspondente ao trabalho que teria sido realizado na vida do lar, na medida em 
que em vez de esta constituir uma restituição pelo valor total da actividade praticada -e, 
portanto, uma devolução de tudo quanto se tivesse aportado para aquele fim mediante o 
seu efectivo desempenho-, somente seria considerada aquela parte que tivesse ultra-
passado o limite a partir do qual se deixasse de estar obrigado a prestá-la em virtude do 
dever de contribuição. Isto levaria a que os princípios fundamentais sobre os quais 
assenta o regime de separação de bens ficassem fortemente revitalizados e não corrom-
pidos em virtude de uma compensação com base na qual se materializassem extra-




ordinárias transferências patrimoniais contrárias aos mesmos -como acontece hoje em 
dia com a aplicação dos métodos de cálculo que sufraga o Tribunal Supremo-, ficando 
estes reduzidos à mera reintegração a que igualmente se chegaria através das regras 
gerais sem necessidade de se prever nenhuma compensação. 
XII. Em quarto lugar, uma vez determinada a compensação correspondente à 
assunção do trabalho doméstico como se de um ajuste de contas se tratasse, nada impe-
diria aos consortes ou aos nubentes renunciar ao que devessem receber com este funda-
mento chegado o momento da extinção do regime de separação de bens, do mesmo 
modo que se entendem como plenamente válidas e eficazes aquelas cláusulas pelas 
quais aqueles se exoneram reciprocamente de prestar contas pelo contributo para os en-
cargos familiares -na medida em que estas cláusulas conduziriam aos mesmos resulta-
dos, contribuíssem ou não com trabalho doméstico-, comummente conhecidas na práti-
ca notarial. Trata-se de uma possibilidade que traria, além do mais, maior flexibilidade 
para quem quisesse subordinar as suas relações económicas à mais absoluta separação 
possível de bens, em função da liberdade contratual que sempre vigoraria neste campo, 
e especialmente num regime de bens cujos princípios informadores procuram incomuni-
car os patrimónios submetidos às suas disposições, como precisamente acontece com a 
separação de bens. 
XIII. Em quinto e último lugar, qualquer opinião contrária àquela que proclamasse a 
absoluta compatibilidade entre a prestação compensatória e a prestação devida pelo tra-
balho efectivamente desempenhado no seio doméstico, ficaria absolutamente órfã de ar-
gumentação, uma vez que uma e outra se projectariam sobre diferentes perspectivas de 
uma mesma ocupação: a primeira, sobre as oportunidades profissionais e/ou académicas 
perdidas como consequência do seu exercício e, a segunda, sobre aquilo que tivesse sido 
investido a mais para os encargos familiares, na medida em que aquela não depende em 
absoluto das contribuições realizadas para este fim e que a esta última resulta indiferen-
te o empobrecimento experimentado relativamente à situação prévia ao casamento. 
Desta forma, chegaria ao fim aquele que foi um dos maiores dilemas a que tiveram de 
enfrentar-se os órgãos jurisdicionais encarregados de decidir sobre a compensação devi-
da pelo trabalho levado a cabo no lar, no pressuposto de que o regime de separação de 
bens se dissolvesse como resultado da separação ou do divórcio dos cônjuges, e coinci-
dindo, ao mesmo tempo, com outras pretensões dirigidas à percepção de prestações 
compensatórias.  
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XIV. Em face deste catálogo de vantagens que acarretaria um modelo compensatório 
dirigido à restituição -do que se tivesse contribuído a mais para os encargos da vida 
familiar, mediante trabalho doméstico- talvez houvesse que manifestar como único in-
conveniente a contradição que resulta de incorporar um direito de reintegração num re-
gime de bens que não o requere, valendo-se das regras gerais que de outra forma seriam 
aplicáveis a tal fim. No entanto, e na medida em que a simples alusão ao trabalho em 
casa já representa uma redundância relativamente ao resto dos recursos económicos a 
que se refere genericamente o legislador para cumprir com o dever de contribuir para os 
encargos da vida familiar, não haveria nenhuma razão que impedisse a justificação do 
polémico direito de reintegração em que se converteria a compensação devida por este 
trabalho com o mesmo argumento que serve para legitimar a redundância em que se tra-
duz a sua mera menção expressa na lei, e que não é outro que o de lhe reconhecer valor 
económico dentro do casamento em face do trabalho que simultaneamente pudesse vir a 
realizar-se fora de casa, de forma remunerada. 
XV. Ponderadas todas e cada uma das razões aqui expostas, seria apropriado que o 
direito a obter uma compensação pelo trabalho prestado em casa no âmbito do regime 
de separação de bens fosse devidamente reconsiderado e projectado de acordo com uma 
interpretação mais consentânea com a realidade social contemporânea, além de respeita-
dora do papel que desempenha e deve continuar a respeitar este regime de bens no orde-
namento jurídico pátrio, como autêntica alternativa à comunhão de adquiridos e ao regi-
me de participação nos adquiridos, se se quer conseguir que os cônjuges e os nubentes 
disponham de uma autêntica autonomia no momento de escolher entre as diferentes 
alternativas que se lhes oferecem. Este foi precisamente o propósito que informou o pre-
sente trabalho e levou às conclusões alcançadas e relacionadas na sua primeira parte, 
para facilitar, depois, ao longo da segunda parte, o enquadramento teórico do regime ju-
rídico de uma compensação construída sobre fins meramente restitutivos, animado pela 
eventualidade de que as suas respectivas virtudes possam modificar a opinião do nosso 
Tribunal Supremo.  
Adrián Arrébola Blanco 
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